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Volumen IX Mayo-Agosto Nümero 26 


PIO X, EL PAPA DEL CODIGO DE 
DERECHO CANONICO 


Para Pio XII, San Pío X trató de conseguir la restauración de todas 
las cosas de Cristo, comenzando en el primer año de su Pontificado con 
algo que el mismo Santo Pontífice llamó “arduum sane munus" , con lo que 
muchos creian poco menos que imposible la preparación de un Código de 
Derecho Canónico, que significaba la ordenación sistemática de la multi- 
plicidad de las leyes existentes, su expresión en breves cánones, la abroga- 
ción de las leyes que se juzgasen ya inadecuadas para los tiempos actuales, 
la concreción de otras; la inclusión en el Código de leyes nuevas, en gran 
parte promulgadas por San Pío X en su Pontificado; la prescripción del 
catecismo de adultos, la obligación de la comunión de los niños al tener 
uso de razón, la comunión de los enfermos sin el ayuno eucarístico, la or- 
denación de la Curia Romana; los procesos especiales, rápidos, para la 
remoción de los párrocos cuyo ministerio, aun sin culpa, resulta ineficaz, 
la promulgación de las leyes eclesiásticas por el Boletín “Acta Apostolica: 
Sedis”, etc. No bastaron los once años del Pontificado de San Pio X para 
obra tan ingente, para la cual fueron oidos todos los Obispos del mundo, 
y a cuya elaboración contribuyeron los más expertos canonistas y teólogos. 
Se necesitaron trece años de trabajos ininterrumpidos para que el sucesor 
inmediato de San Pío X pudiese en la Pascua de Pentecostés de 1917 ; bro- 
mulgar el Código de Derecho Canónico, Ce empezó a regir en la misma 
Pascua de 1918. 

Su Santidad Pío XII, en la exaltación de San Pío X como el autor de 
la codificación del Derecho canónico, exclama: “Dios bendijo largamente 
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la obra del bienaventurado Pontífice, de suerte que el Código de Derecho 
Canónico quedará en los siglos como el gran monumento de su pontifica- 
do, y él mismo podrá considerarse como el Santo providencial del tiempo 
presente”. ¡Cuán lejos de esta grandísima veneración y respeto que mani- 
fiesta el Pontífice actual por la transcendencia y perennidad del Código 
de Derecho Camónico! No; el Código de Derecho Canónico representa la 
solidisima armazón de la Iglesia como sociedad perfecta fundada por Cris- 
to para conducir los hombres a la vida eterna. No es en ello todo nuevo, mi 
debía ni podía serlo. Al pie de los cánones están expresadas las fuentes en 
las ediciones completadas por el Cardenal Pedro Gasparri, Secretario que fué 
de la Comisión Cardenalicia nombrada por San Pío X para la preparación 
del Código de Derecho Camónico, con el prefacio, la anotación e índice 
analítico, Si en la doctrina atiende la Iglesia a la tradición, también en sus 
leyes; y si las definiciones doctrinales son irreformables, no lo son las le- 
yes; el Código de Derecho Canónico no agotó la potestad legislativa del 
Vicario de Cristo, y por ello ha podido Su Santidad Pío XII reformar tres 
o cuatro cánones, como, recientemente, el referente al ayuno eucaristico; 
pero en los siglos, como dice Pío XII, quedará el momumento legislativo 
del Código de Derecho Canónico mandado compilar por San Pio X. 
Tengamos todos, sacerdotes y seglares, un gran aprecio del Código 
de Derecho Canónico, No concebimos un sacerdote que no tenga el Código 
de Derecho Canónico, que ha de ser para él el segundo libro después de 
la Sagrada Biblia; y no nos contentemos con tenerlo, sino que, como la 
Sagrada Biblia, debemos leerlo y meditarlo con frecuencia y conforme a 
él examinar nuestra conducta sacerdotal; si procuramos la santidad de mues- 


tra vida interior y exterior ejemplar; si tenemos cargo de cura de almas 


los parrocos y los Obispos; si la ejercitamos como buenos pastores en el 
adoctrinamiento de nuevos fieles, en la oración por ellos, en facilitarles la 
recepción de los sacramentos, en ayudarles. como hacia Cristo Jesús, aun 


en sus necesidades temporales; cualquiera sea el cargo que tenga un sacer- 


dote en la Iglesia de Dios, encontrará en el Código cuál es la finalidad del 
mismo, qué funciones tiene en la Iglesia, qué obligaciones debe cumplir. 

Mas también todos los seglares cultos deben conocer el C ódigo de De- 
recho Canómco. Por ello, la Biblioteca de Autores Cristianos ha hecho un 
gran bien a los seglares españoles y a los de los países de lengua castellana 


al publicar una edición del Código de Derecho Canónico con texto latino 


y versión castellana, con la legislación complementaria, jurisprudencia y 
comentarios. ¡Cuánto interesa que todos los que han de intervenir en ma- 
terias de enseñanza conozcan la doctrina y los derechos de la Iglesia con- 
tenidos en el Código de Derecho Canónico! ¡Cuánto más respeto se ten- 
dría a la censura previa que exigen los libros sobre algunas materias y el 
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. valor de las condenaciones de la autoridad eclesiástica, si se conocieran bien 


los cánones a todo ello referentes! ¡Cuántas veces herederos y albaceas no 
cumplen las disposiciones respecto de mandas pías por no conocerlas! 
¿Cómo puede un abogado intervenir competentemente en las causas matri- 
moniales, sobre todo de nulidad, si no conoce la legislación canónico-matri- 
monial? 

St somos devotos de San Pío X, hemos de tener veneración práctica 
por el Código de Derecho Canónico. 


# 


(De la Carta Pastoral sobre la canonización de San Pío X y las dos 
alocuciones de Su Santidad Pio XII, por el eminentisimo y reverendisimo 
doctor don ENRIQUE PLA Y DENIEL, Cardenal Arzobispo de Toledo, Pri- 
mado de Espana.) 
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LAS CAUSAS MATRIMONIALES 
DE SEPARACION TEMPORAL 


SUMARIO: I. Procedimiento: 1) Legislación del Codex; 2) Legislación civil y 
concordataria.—II. Medidas preventivas: 1) La justicia y la equidad; 2) El De- 
recho civil español; 3) La norma concordataria.—III. Resolución procesal de- 
finitiva: 1) Tenor de la resolución; 2) Efectos de la resolución; 3) Cesación 
de la separación. 


El artículo 24 del'Concordato enumera cuatro clases de causas ma- 
trimoniales : las de nulidad, las de separación, las de dispensa de matri- 
monio rato no consumado y las de uso y aplicación del privilegio Pau- 
lino; y silencia la de disolución del vínculo por la emisión de votos 
religiosos solemnes, explícitamente enumerada en el canon 1.119. Todas 
ellas son de la competencia exclusiva de la Autoridad eclesiástica, como 
reconoce el mencionado artículo concordatario. 

Las de nulidad y las de separación perpetua de matrimonios canóni- 
cos han de tramitarse contenciosamente ; las de dispensa de rato y las 
referentes al privilegio Paulino, por la vía administrativa; en las de 
separación temporal puede seguirse uno u otro procedimiento, a tenor 
del canon 1.131, en concordancia con la declaración de la Comisión Pon- 
tificia de Intérpretes del Codex, de 25 de junio de 1932 (1). Solamente 
a estas ültimas, las de separación temporal, nos referimos en este tra- 
bajo, en el cual, sin excluir en absoluto el derecho sustantivo, trata- 
remos principalmente del aspecto procesal en relación con la legislación 
del Codex, las normas concordadas y también—esto es ineludible—la 
legisiación civil espafiola, ya que el Concordato se ha estipulado para 
armonizar dentro de lo posible ambas legislaciones: la eclesiástica y la 


estatal. 
I.—PROCEDIMIENTO 
1) Legislación del "Codex" 
Comenzando por la legislación contenida en el Codex, hemos de 
decir que ésta dispone, como norma general, que las causas de separa- 


(1) A. A. S., XXIV, 284. 
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ción temporal deben tramitarse y resolverse por la vía administrativa. 
Mas la declaración arriba mencionada de la Comisión de Intérpretes 
zanjó la cuestión de si podían también llevarse a la vía contenciosa, di- 
ciendo que deben tramitarse administrativamente "a no ser que el Or- 
dinario, de oficio o a instancia de las partes, disponga lo contrario" 

Con la norma del canon 1.131 se introdujo en la disciplina de la 
Iglesia una innovación radical y de no pequefia importancia ; pues hasta 
la promulgación del Codex todas las causas de separacion—perpetua © 
temporal—se venían tramitando contenciosamente. La celebérrima Ins- 
trucción austríaca del Cardenal RAUSCHER, publicada por el Pro-Nuncio 
Apostólico Cardenal VIALE-PRELÁ el 2 de febrero de 1856 y tan citada por 
los canonistas, estableció (2) como obligatoria para el antiguo Imperio 
de Austria la forma contenciosa, con lo cual no hizo más que recoger 
la práctica en todas partes vigente por entonces. La razón de la alte- 
ración en la disciplina no es obvia, si bien hay que reconocer que ra- 
zones de mucho peso tuvieron que influir en el ánimo de los codifica- 
dores. 

Decimos que no es obvia la alteración porque las causas de separación, 
si bien es cierto que afectan al bien publico, lo que no puede dudarse 
es que primaria y principalmente son causas en las que se ventilan de- 
rechos intersubjetivos de los cónyuges. El marido y la mujer han ad- 
quirido, en virtud del matrimonio realizado, mutuos derechos y obliga- 
ciones personalísimos, de los cuales no puede desposeerles arbitrariamen- 
te ninguna autoridad humana en virtud de una acción directa sobre esas 
relaciones jurídicas. (No nos referimos al uso de la potestad vicaria del 
Papa en la disolución del matrimonio rato no consumado, la cual, por 
otra parte, no puede ser ejercida arbitrariamente.) Y la vía más apta para 
defender los derechos subjetivos no es la administrativa, sino la con- 


tenciosa, como está reconocido y establecido en las legislaciones de todos 
los países cultos. 


 Prescindiendo de las legislaciones estatales, en las que hay una sepa- 
ración más acentuada entre los órganos administrativos y los judiciales 


.y una diferenciación más precisa entre las materias de competencia de 


unos u otros, en la Iglesia, por el contrario, eso es difícil de precisar, 
hallándose divididas las opiniones en tres grupos principales (3): 1) Para 
muchos canonistas no hay distinción entre la potestad administrativa y la 


"mur i e 


(2) Cfr. arts. 95, 216, 999, etc. (edición de Smo CIPRIANI, Roma, 1952). 
(3) Cfr. ROBERTI: De processibus, ed. 2.2 (Roma, 1941), nn. 39-41, con abundante bibliografía. 
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contenciosa, sino puramente formal, esto es, o por razón de los órganos 
que la ejercen (v. gr., el Vicario General o el Juez), o por razón del 
procedimiento que se observa (v. gr., el administrativo o el judicial) en 
cada uno de los casos. 2) Para otros la distinción entre ambas potes- 
tades es no sólo formal, sino también sustancial ; y esta distinción con- 
siste en que la potestad administrativa es directa y primaria y se ejerce 
en orden a procurar el bien püblico y a proveer lo que más pueda fo- 
mentarlo, mientras que la contenciosa es secundaria y sustitutiva de la 
actividad privada, por lo cual el juez la ejerce siempre en causa ajena 
y a ella están reservados los conflictos sobre derechos de privados y los 
conflictos de voluntades entre los mismos. 3) Según otros, finalmente, 
a la potestad contenciosa corresponde intervenir, siempre que se trate 
de derechos subjetivos (si no se hallan, en concreto, exceptuados por 
la ley canónica), por lo cual dicha potestad es sustitutiva de cualquier 
actividad, tanto privada como püblica; y todo lo que no se refiera a 
derechos subjetivos, es de incumbencia de la potestad administrativa. 

No hemos traído a colación esas tres opiniones de ios canonistas con 
el fin de someterlas a crítica, sino sólo para deducir una conclusión de 
esa diversidad de opiniones: que, juzgando con un criterio cuasiaprio- 
rístico, no puede decirse que las causas matrimoniales de separación 
temporal exijan, por su naturaleza, ser tratadas en la vía administrativa. 
En dichas causas se ventilan primaria y principaimente derechos inter- 
subjetivos de personas privadas, aunque de la separación puede resultar 
lesionado el bien público. Por consiguiente, de aceptarse la segunda o la 
tercera de las opiniones expuestas, habría que concluir que las causas 
de separación temporal reclaman la vía judicial, más bien que la ad- 
ministrativa. No es, pues, de extrafiar que antes del Codex se tramita- 
ran todas en aquella vía. 

Todo esto resulta mucho más palmario, si nos fijamos en que Jas 
causas de separación perpetua (por adulterio) y las de separación tem- 
poral (por otros motivos) sustancialmente son lo mismo. En unas y 
otras lo que se persigue es la separación ; y ésta, en cuanto tal, no es 
distinta en uno y otro género de causas. En todas ellas juegan derechos 
intersubjetivos de privados; y de toda separación, sea perpetua o tem- 
poral, puede resultar—y resulta—algün quebranto del bien püblico. Que 
la separación sea perpetua, o bien temporal, es una circunstancia que 
no modifica la naturaleza de la causa. Ello no obstante, el Codex dispone 
que las causas de separación perpetua se tramiten contenciosamente y 
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las de separación temporal por la vía administrativa (4). ; Por qué esta 
diversidad de criterio ? 

Podrá decirse que la separación perpetua es de suyo más grave que 
la temporal—pues ésta termina con la cesación de la causa que dió lugar 
a ella—y que, por lo tanto, los derechos intersubjetivos afectados son 
también más graves en la primera que en la segunda. Tal vez esta con- 
sideración haya de hecho influído en el ánimo de los que elaboraron el 
Codex, aunque en el rigor de los principios la mayor o menor importan- 
cia de los derechos subjetivos no es razón suficiente para que unos se 
ventilen contenciosa y otras administrativamente. Lo mismo hay que 
recurrir al juez si se reclama a otro una peseta, como si son millones lo 
que se discute. El «más» y el «menos», dice un principio filosófico, no 
cambian la especie. 


Por eso creemos que la alteración de la disciplina, introducida por el 
Codex, se debe, por lo menos en gran parte, a otra razón de tipo prác- 
tico; y ésta tal vez será la que insinúa WERNZ-VIDAL (5), muy en con- 
sonancia con la benignidad y el espíritu maternal de la Iglesia y con 
la realidad social imperante en el mundo. En gran número de países 
está permitido el divorcio vincular; y en ellos ni que decir tiene que la 
separación ha de obtenerse de los tribunales civiles. Respecto a los que 
no admiten tal divorcio, dice PÉREZ MIER (6): «De los Estados que, por 
lo menos hasta fechas muy recientes, no reconocían el divorcio vincular, 
admitiendo únicamente la separación de cuerpos, y que son: (aquí el 
autor cita 13), creemos que España es el único país donde no resulta 
posible obtener una sentencia de separación personal ante la jurisdicción 
civil, ya que en Irlanda misma los pleitos de separación de los cónyuges 
se ventilan ante los Tribunales civiles, y en los Concordatos de Italia, 
de Austria y últimamente en el Convenio de Colombia la Santa Sede 
concede que las causas de separación de los cónyuges sean juzgadas 
por los Tribunales civiles». Tal es el panorama actual, el cual no cree- 
mos que discrepe mucho de la perspectiva que, en este punto, se ofre- 


cia en los años inmediatamente anteriores al 1917, cuando se promulgó 


el Codex. Pues bien, la Iglesia, dándose cuenta de que en muchísimos 
países, cuya legislación no está en armonía con la eclesiástica, sólo se 
reconocen efectos civiles a la separación decretada por los Tribunales 
del Estado, no ha querido obligar a los cónyuges católicos a sostener un 


(4) Cáns. 1.130, 1.131. 
(5) Ius Canonicum, t. V, n. 646. 


(6) REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO: El Concordato español de 1958. (1994), pp. 36-37. 
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doble pleito—uno canónico y otro civil—para separarse, y se ha con- 
tentado con que, tratándose de separación temporal, se recurra a la Au- 
toridad eclesiástica administrativa. L. ECHEVERRÍA, en su magnífica tesis 
doctoral, recientemente defendida en la Facultad de Derecho de Madrid, 
sobre aplicación del Derecho matrimonial del Codex en los Concilios y 
Sínodos particulares, llega a la conclusión de que la separación decre- 
tada por las Autoridades eclesiásticas en muchos países no viene en 
realidad a ser otra cosa ni casi tiene otro carácter que el de un «nihil 
obstat» para que los católicos puedan tuta conscientia recurrir después 
al Tribunal civil (7). Por eso, probablemente, es que la Iglesia, al mis- 
mo tiempo que siguió reservando a la vía contenciosa las causas de 
separación perpetua por la mayor gravedad de ésta, suavizó la disciplina 
en cuanto a las de separación temporal; pero se nos figura que esto 
lo hizo impulsada a ello por el hecho social. 

De todo lo que dejamos expuesto queremos deducir otra conclusión, 
antes de pasar adelante: que si la legislación civil de algün país fuera 
tal que, segün ella, el conocimiento de las causas de separación tempo- 
ral estuviera reservado exclusivamente, con plenitud de efectos civiles, 
a la Autoridad eclesiástica competente, no sería nada extrafio ni podría 
considerarse exorbitante, sino todo lo contrario, que la Iglesia impu- 
siera en ese país la vía contenciosa eclesiástica como medio necesario 
para obtener la separación temporal, Esto podría hacerlo mediante un 
Concordato, o también «motu proprio» sin necesidad de él. 

La declaración, arriba mencionada, de la Comisión Pontificia de In- 
térpretes abrió algo la puerta para que las causas de que nos ocupamos 
puedan ser llevadas a la vía contenciosa. He aquí el texto literal de la 
misma: «An separatio coniugum ob causas de quibus in hoc can. 1.131, 
8 1, forma administrativa decernenda sit. Resp. Affirmative, nisi ab Or- 
dinario aliter statuatur ex officio vel ad instantiam partium». Es decir: 
segün esta declaración, parece que es preciso un decreto del Ordinario, 
de tal forma que, aunque las partes pidan ia vía contenciosa, no se 
puede llegar a ella, si el Ordinario no lo dispone autoritativamente. Y 
sin embargo, canonistas de nota dicen que las partes tienen derecho 
a recurrir a la vía contenciosa y a exigir que la causa se tramite en 
esa vía, con lo cual el derecho del Ordinario a permitir o no el recurso 


— 


(7) L: DE ECHEVERRÍA cita y aduce textos de los siguientes Sínodos particulares, entre otros 
muchos: Concilio plenario de Australia y Nueva Zelanda (1947), arts. 472, 473; Ídem de Suiza 
(1927), art. 458; idem del Brasil (1939), art. 208; Sínodo diocesano de Périgueux (1922), art. 542; 
idem de Bayeux y Lisieux (1935), art. 658; ídem de Quebec (1940), art. 293; idem de Friburgo 
(1948), art. 86; etc. 


, 
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a dicha vía quedaría reducido a un derecho puramente ilusorio. «Item 
dice WERNZ-VipAL (8)—forma iudicialis adhibenda est si utraque vel al- 
terutra pars ministerium iudicis invocat ad ius suum persequendum». Y 
lo mismo Coronata (9), quien, después de haber dicho que ha de em- 
plearse la forma administrativa, añade : «salvo iure partium exigendi ut 
forma iudiciali quaestio solvatur»; y prosigue: «partes semper ius ha- 
bent exigendi ut quaestio forma iudiciali solvatur... Nec requiritur ut 
ambae partes in forma iudiciali exigenda conveniant». Segün estos in- 
signes canonistas, basta que uno de los cónyuges—aquel que pide la se- 
paración o aquel contra quien se pide—exijan la vía contenciosa, para 
que la cuestión haya de tramitarse judicialmente. Hasta qué punto la 
interpretación que estos autores dan a la declaración citada se ajusta 
a la letra y al espíritu de la misma, no nos atrevemos a decirlo. Pero 
nos parece que ello confirma la conclusión, que arriba hemos expuesto, 
acerca de la racionabilidad de una disposición eclesiástica para un país 
en el que las sentencias canónicas de separación—con exclusión de las 
sentencias civiles—produjeran efectos civiles en toda su plenitud. 


2) Legislación civil y concordataria 


Veamos ahora qué es lo que disponen la legislación civil española 
y nuestra legislación concordataria. 

Por lo que se refiere al Código Civil, nadie puede dudar que éste, 
para la concesión de efectos civiles, sólo tiene en cuenta las sentencias 
de los Tribunales eclesiásticos. «Los efectos civiles de las demandas y 
sentencias... Sobre divorcio... (es decir «separación») dice el artículo 67. 
«Interpuetas y admitidas las demandas de que habla el artículo ante- 
rior...» (art. 68). «La sentencia de divorcio...» (art. 73). «El conocimiento 
de lós pleitos sobre... divorcio de los matrimonios canónicos...» (art. 80). 
«Incoada ante el Tribunal eclesiástico una demanda de divorcio...» (ar- 
tículo 81). «La sentencia firme de divorcio...» (art. 82). Y en la misma 
forma se expresa la Ley de Enjuiciamiento civil. la cual en los artícu- 
los 1.880, 1.890, 1.893, 1.894 y 1.895 emplea siempre la palabra «de- 
manda», que en nuestro lenguaje forense significa demanda judicial. 

La objeción que puede hacerse es obvia y se le ocurrirá a cualquiera 
que posea rudimentos del Derecho canónico. La legislación espafiola 
—se dirá—está en perfecta armonía con la legislación canónica que se 


(8) Ob. cit., ed. 1946, t.:V, n. 646, nota 140. 
(9) De Sacramentis, ed. 1945, vol. III, n. 665. 
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hallaba vigente al promulgarse aquélla. Admitimos en todo su valor la 
objeción, la cual no tiene réplica posible. Ni el Código Civil ni la Ley 
de Enjuiciamiento pudieron hacer alusión a las resoluciones administra- 
tivas canónicas en las causas de separación temporal, ya que entonces 
dichas causas habían de llevarse a la vía contenciosa segün el procedi- 
miento canónico. 

Pero una cosa es la forma de expresarse la ley civil espafiola, y otra 
muy distinta si hoy, después de la puesta en vigor del Concordato, la 
concesión de efectos civiles a las decisiones eclesiásticas de separación 
conyugal está subordinada a que las expresadas decisiones se dicten por 
la vía contenciosa. Por eso hemos de estudiar la ley civil en la materia 
ante las normas del Concordato. 


El artículo 24 del Concordato contiene cuatro números o párrafos, y 
su redacción no es todo lo feliz que sería de desear. Así y todo, cree- 
mos que goza de la suficiente claridad para descubrir que la mente de 
las altas Partes contratantes no fué más allá de otorgar efectos civiles, 
en las causas de separación de matrimonios canónicos, a solas las sen- 
tencias dictadas por los Tribunales eclesiásticos. De donde se sigue que, 
si alguien desea que la separación pretendida goce de dichos efectos, 
debe entablar demanda ante el Tribuna! eclesiástico y llevar la cuestión 
por la vía judicial. Para hacer esta afirmación, nos fijamos de una ma- 
nera especial en la diversa redacción que se ha dado a los tres primeros 
nümeros del artículo, sin perjuicio de que examinemos también y nos 
hagamos cargo de la dificultad que pudiera surgir de la norma conte- 
nida en el nümero cuarto. 

El orden que se observa en esos tres números es verdaderamente ló- 
gico y bien pensado: en el número 1 se establece la competencia gene- 
ral de la Iglesia en todas las causas matrimoniales, y por eso enumera 
las cuatro; en el número 2 se habla de las medidas precautorias que se 
han de tomar antes de la sustanciación total del proceso, medidas que 
sólo tienen lugar adecuado en las causas de separación y de nulidad y 
por eso menciona solamente estas dos; finalmente, en el nümero 3 se trata 
de los efectos que, después de sustanciado el proceso, se producen a 
consecuencia de la decisión. Pues bien, el número 1 enumera, como he- 
mos dicho, las cuatro causas matrimoniales sobre las que reconoce la 
competencia exclusiva de la Iglesia, algunas de las cuales ciertamente 
son administrativas; por eso habla de «Tribunales y Dicasterios», para 
comprender el procedimiento judicial («Tribunales») y el administrativo 
(«Dicasterios»). El número 2, por el contrario, se refiere ünica y exclu- 
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sivamente a las causas de nulidad y de separación, sin distinguir entre 
separación perpetua o temporal, y ya no hace uso de la palabra «Di- 
casterios», sino que se expresa en los siguientes términos: «Incoada y 
admitida ante el Tribunal eclesiástico una demanda de separación o de 
nulidad...», con lo cual da por supuesto que esas dos clases de causas 
han de tramitarse contenciosamente. Finalmente, el número 3 trata de 
la eficacia civil de las decisiones canónicas que recaigan en las causas 
de que tratan los números anteriores—tanto el número 1 como el nú- 
mero 2—y vuelve a emplear términos que abarcan las cuatro causas, 
diciendo: «Las sentencias y resoluciones de que se trate...» ; es decir: 
sentencias, si el procedimiento ha sido judicial (nulidad y separación), 
y resoluciones, si ha sido administrativo (dispensa de rato y privilegio 
Paulino). Juzgamos, pues, suficientemente claro que, con el texto del 
número 2 a la vista puesto en parangón con los números 1 y 3, las 
causas de separación perpetua o temporal han de tramitarse judicial- 
mente, si se quiere que la decisión de las mismas produzca efectos ci- 
viles. 

Y no se diga que al hablar el Concordato: primero, de «Tribunales 
y Dicasterios» (n. 1); después, de «Tribunales» y «demanda» (n. 2); 
y por fin de «sentencias y resoluciones» (n. 3), ha querido expresar la 
misma idea, considerando como sinónimos entre sí todos esos términos 
de significación análoga y entremezclándolos impremeditadamente. A 
esto responderíamos : primero, que dentro del orden lógico de exposición 
de la materia, la alternativa o diferenciación en el uso de los vocabios 
empleados es también lógica y obligada ; segundo, que los vocablos han 


de interpretarse en su significación obvia y natural; tercero, que el 


haber intentado el legislador darles otra significación menos obvia sería 
un hecho, que habría de probarse. Noblemente reconocemos, sin embar- 
go, que tal vez haya habido un lapsus de redacción al decirse en el 
nümero 3 que el Tribunal eclesiástico ha de comunicar al Tribunal civil 
no sólo las sentencias, sino también las resoluciones en las causas de 
dispensa de rato y aplicación del privilegio Paulino, las cuales son pu- 


ramente administrativas. Decimos que «tal vez» sea defectuosa la re- 


dacción, porque no nos explicamos cómo en una causa administrativa 
se hace intervenir a un Tribunal eclesiástico; mas también puede haber 


ocurrido que lo que se pretendió fué que, aun siendo administrativa 


la causa; la comunicación de la resolución se hiciera directamente de 
Tribunal a Tribunal, por ser el Tribunal civil el órgano estatal a quien 
compete ejecutar la resolución en la esfera civil, Como quiera que sea, 
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ello no desvirtuaría los términos claros y precisos del nümero 2 del 
artículo concordatario. 

Tampoco desvirtuaría la tesis que sostenemos, la objeción que pu- 
diera formularse en la siguiente forma: El número 2 del artículo 24 se 
refiere a las medidas provisionales y preventivas que pueden tomarse 
antes de la sustanciación del pleito de separación, en orden a producir 
efectos civiles también provisionales ; pero de ahí no se sigue que, para 
surtir efectos civiles definitivos, sea necesario sustanciar la causa de se- 
paración en juicio contencioso. La respuesta es obvia: si la produc- 
ción de esos efectos civiles provisionales la vincula el Concordato a la 
iniciación de un procedimiento judicial, es incomprensible que puedan 
otorgarse efectos civiles definitivos, si no se ha seguido ese mismo pro- 
cedimiento. De establecerse alguna diferencia entre la concesión de unos 
y otros efectos, debería ser a la inversa, o sea concediendo administrati- 
vamente los provisionales y mediante sentencia de un Tribunal los de- 
finitivos. 

Asimismo, no puede alegarse, como razón apodictica en contra, que 
con la interpretación que propugnamos se mermarían las facultades que 
el canon 1.131 concede a los Ordinarios, ya que en él se establece que las 
causas de separación temporal deben tratarse y resolverse administrati- 
vamente—-«auctoritate Ordinarii loci» (10)—. A esto puede responderse : 
a) Ya dejamos expuesto que ia norma del canon no es tan rígida que 
impida que en ciertos casos pueda elegirse la vía contenciosa. b) Dicha 
norma fué dictada por el legislador eclesiástico para toda la cristiandad, 
con vista solamente a los efectos canónicos y sin tener presente (no po- 
día tenerlo) el caso de que la separación canónica produzca—como en 
Espafia—efectos civiles. c) La expresada norma del Codex, como de 
derecho puramente eclesiástico, puede ser alterada mediante un Con- 
cordato concluído entre ambas potestades. d) De hecho, ha sido alterada 
radicalmente en algunos Concordatos recientes—los de Italia, Austria 
y Colombia, y el recentísimo de la Repüblica de Santo Domingo—, 
los cuales establecen que las causas de separación, no obstante ser por 
su naturaleza causas eclesiásticas, han de ser tratadas y falladas por la 
autoridad judicial civil. Dados estos precedentes, no hay por qué admi- 
rarse de que en Espafia haya podido estatuirse en el Concordato que, 
si se desea dar efectos civiles a la separación temporal, la causa ha de 
tratarse ante la autoridad judicial eclesiástica. 


(10) Can. 1.181, § 1. 
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Tampoco puede alegarse eficazmente en contra el nümero 4 del ar- 
tículo 24 del Concordato, el cual establece una norma general para todas 
las materias de competencia de la Iglesia, y que, según esa norma con- 
cordada, «todas las... decisiones en vía administrativa y decretos ema- 
nados de las Autoridades eclesiásticas dentro del ámbito de su compe- 
tencia, tendrán también efecto en el orden civil». A esto podría repli- 
carse : el numero 4 establece una norma general para todas las materias, 
en tanto que el nümero 2 establece una norma especial para una mate- 
ria determinada ; y ya se sabe que «generi per speciem derogatur». 

A] sustentar que en las causas de separación solamente deben re- 
conocerse efectos civiles a las sentencias dictadas por los Tribunales ecle- 
siásticos, no se pretende con ello limitar ia autoridad de los Ordinarios 
para permitir administrativamente qué entre los cónyuges pueda instau- 
rarse la separación temporal por alguna de las causas expresadas en el 
canon 1.131. Pero una cosa es permitir la separación a los efectos del 
fuero de ia conciencia, otra a los efectos canónicos del fuero externo, 
y otra a los efectos civiles. 

En cuanto a los efectos de conciencia, es evidente que el Ordinario 
puede permitir la separación temporal, de tal forma que el cónyuge ino- 
cente pueda sin pecado separarse del otro y no tenga en conciencia obli- 
gación de restaurar la vida en comün con el culpable, si por éste fuera 
requerido a restaurarla. Y en cuanto a los efectos puramente civiles, nos 
remitimos a lo dicho arriba: tales efectos no hay por qué otorgarlos 
a la separación decretada administrativamente por el Ordinario, Por lo 
tanto, queda restringida la cuestión a los efectos canómicos, en el fuero 
externo, de la separación así decretada. 

Si los efectos que se pretende conseguir son puramente canónicos, 
o sea sin repercusión alguna en el fuero civil, la separación decretada: 
administrativamente por el Ordinario no crearía problema alguno. Mas 
el problema puede surgir, si el cónyuge que ha obtenido el decreto 
administrativo lo invoca ante el fuero civil para oponerse a una deter- 
minada pretensión del otro cónyuge, v. gr., si éste reclamara el auxilio 


M TA 
i de la fuerza pública para traer al domicilio conyugal a su consorte. 


Al exhibir éste el decreto administrativo de separación, es cuando sur- 
giría el conflicto. ¿Qué hacer en este caso? Si el cónyuge favorecido 
con el decreto de separación no tuviera, dentro del procedimiento canó- 
nico-legal, otro medio de defenderse contra las pretensiones del cónyuge 
culpable, habría que llegar forzosamente a la conclusión de que, a te- 
nor del número 4 del artículo 24 del Concordato, habrían de otorgár- 
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sele efectos civiles al decreto administrativo del Ordinario. Mas exis- 
tiendo la norma concordada del nümero 2, en relación con el artículo 68 
del Código Civil y con las prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento 
(de todo lo cual trataremos más a fondo en el capítulo siguiente), el 
cónyuge tiene un medio fácil y seguro de oponerse a las pretensiones 
del otro, interponiendo o simplemente manifestando ante el juez que 
abriga el propósito de interponer la demanda de separación ante el Tri- 
bunal eclesiástico ; y todo ello sin salirse del sistema esbozado en el 
Concordato. 

Finalmente: se ha dicho por algunos que la vía administrativa es 
tan apta como la contenciosa para esclarecer la verdad en cuestiones de 
separación conyugal. En algün caso pudiera ser, v. gr., si se tratara 
de locura furiosa de uno de los cónyuges, la cual es fácil de comprobar, 
o en algün otro semejante. Mas en la generalidad de ellos, sobre todo 
en los de sevicias, y especialmente en los de sevicias morales—que son 
frecuentísimos—, sería punto menos que imposible descubrir la verdad 
mediante un proceso realmente administrativo. Decimos «realmente» ; 
pues si a ese proceso se le llamara «administrativo», pero en realidad de 
verdad se le revistiera de todo el aparato de fondo del proceso judicia! : 
convención y reconvención, amplia prueba documental y testifical, tacha 
de testigos y reprobación de dichos, alegaciones, etc., en ese caso ven- 
dria a ser un verdadero proceso judicial en el fondo, pero con el in- 
conveniente de que contra el decreto resolutorio'no cabría apelación, 
sino sólo recurso a la Santa Sede. Y para eso, ; por qué no tramitarlo 
judicialmente ante el Tribunal eclesiástico? Los gravísimos efectos civi- 
les que en Espafia produce la separación, a la vez que reclaman impe- 
riosamente el máximo de garantías procesales, nos convencen de lo ra- 
zonables que son la norma concordada y la interpretación de la misma 
que propugnamos (11). 


\ 


II.—MEDIDAS PREVENTIVAS (12) 
1). La justicia y la equidad 
En tanto se tramita y resuelve el juicio de separación, nadie dis- 


cutirá que, prácticamente y en la inmensa mayoría de los casos—por no 
decir en su totalidad—, es punto menos que imposible que los cónyuges 


El Concordato entre la Santa Sede y el Estado español (1954), pp. 33 y sigs.; también la pro- 
pugna PÉREZ MIER, Ob. y 1. cits. y 
(12) Todo lo que diremos en este capítulo se aplica también a la separación perpetua. 


3933997... 


(11) Esta misma doctrina sostuvimos ya antes de ahora en “Revista de Derecho Notar:^l? 
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puedan hacer vida en comün bajo el mismo techo. No hay ley divina ni 
humana que, en esas circunstancias, imponga la cohabitación a quienes 
están sosteniendo legítimamente una contienda de ese género, que es de 
las que ordinariamente se desarrollan con más acritud, como demuestra 
la experiencia. Por consiguiente, es un imperativo, dictado por la misma 
razón natural, que los cónyuges que litigan por la separación puedan 
ellos mismos romper provisionalmente la convivencia conyugal durante 
el litigio, en tanto no recaiga resolución firme de ia autoridad legítima. 
Cualquiera de los esposos puede tomar la iniciativa de esa separación 
provisional ; pero sobre todo hay que reconocer esa facultad a la esposa, 
la cual, como parte más debil por el hecho de estar sometida a la po- 
testad marital, se hallaría, viviendo con su marido, en situación de in- 
ferioridad para defender adecuadamente su derecho, bien sea como de- 
mandante o bien como demandada. Juzgamos, pues, indiscutible que, 
una vez incoada y admitida la demanda de separación, aunque todavía 
no se haya hecho en forma la citación de la parte demandada, ios 
cónyuges pueden separarse de una manera provisional y transitoria, a 
reserva y en expectativa de lo que pueda decretarse en la sentencia que 
en su día se pronuncie. 

Mas la preparación e introducción de un litigio de ese género, y con 
mucha más razón la admisión de la demanda por el Tribunal compe- 
tente, no es cosa que siempre pueda realizarse con extremada rapidez, 
no sólo en pocas horas, pero ni siquiera en unos pocos días. Para pre- 
parar debidamente la introducción de la demanda es preciso que la parte 
que se propone introducirla exponga y consulte su caso con personas 
técnicas en la materia, visite algún abogado, recoja documentos, etc. ; 
hecho por el abogado un estudio del caso, es preciso que éste redacte 
la demanda y la presente al Tribunal; y finalmente hay que esperar 
a que el Tribunal la admita, para lo cual el canon 1.710 le concede el 
plazo de un mes, si bien el 1.709 le dice que debe admitirla o rechazarla 
cuanto antes. Si la demandante es la mujer y ésta se halla encadenada 
al hogar conyugal y a la potestad de su marido, es muy difícil que éste 
pueda durante todo ese tiempo permanecer ignorante de las gestiones que 
hace su esposa; y si llega a percatarse de ellas, es muy probable que 
tratará de impedirlas dentro de lo posible, usando o abusando de la 


autoridad que tiene como marido. Desde luego, es casi seguro que el 


ambiente conyugal se hará irrespirable. En estas circunstancias, que 


Son las normales y por regla general presumibles, ¿puede imponerse 
o tiene el cónyuge la obligación en conciencia de retener la convivencia 
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con el otro bajo el mismo techo? A nuestro juicio, es indudable que 
no, máxime si ha precedido el consejo del confesor respécto al propósito 
de entablar la causa de separación. Y por lo que toca al fuero externo, 
en éste, salvo en un caso de injusticia notoria y flagrante de la pretensión, 
habría que dar por bueno v legítimo el propósito del cónyuge, en tanto 
no se demostrase lo contrario, por aquello de «nemo praesumitur malus, 
nisi probetur» y porque a cada cual le es lícito hacer uso de todos los 
recursos que la ley pone en sus manos para defender sus derechos. 

Mas, si bien el Codex no contempla ex profeso el caso concreto de 
que nos ocupamos, sí encontramos en él alguna norma, de tipo más 
general, que puede ser de aplicación. Esa norma se encuentra en. el 
canon 1.131, el cual, después de enumerar algunas de las causas legí- 
timas de separación, anade: «y otras semejantes—aliaque id genus—, 
entre las cuales nos parece fuera de toda duda que se halla la probabi- 
lísima y casi segura dificultad de hacer vida en comun, no sólo después 
que se ha introducido y admitido la demanda, sino también durante el 
período preparatorio de la misma, segün dejamos expuesto. Mas, ; puede 
el cónyuge demandante—o que se propone demandar—separarse marte 
proprio del otro, o bien necesita obtener previamente la licencia de la 
Autoridad eclesiástica ? 

Para responder adecuadamente a esta pregunta que nos hacemos, po- 
demos formular dos hipótesis: que ya se haya introducido y admitido la 
demanda de separación, o que no se haya verificado este requisito. a) Si 
ha sido ya admitida por el juez eclesiástico la demanda, creemos que 
la admisión vale por sí misma de licencia para la separación ; pues, 
por una parte, no se trata de una separación en firme, sino provisional 
por sólo el tiempo que haya de durar ei litigio, y, por otra, el hecho 
de haber sido admitida la demanda implica un fumus iuris del deman- 
dante. No puede en este caso decirse que la Autoridad eclesiástica per- 
manece completamente al margen de esa separación provisional instau- 
rada. Añádase a esto que el hecho mismo de litigar entre sí ambos es- 
posos implica peligro probable o casi seguro—digámoslo una vez más— 
de graves dificultades para la vida en comün. b) Si todavía no ha sido 
admitida la demanda o no ha sido aün presentada, nos parece que 
tampoco hay ley que obligue a obtener la licencia previa para que pueda 
separarse provisionalmente el cónyuge que abriga el propósito de presen- 
tar cuanto antes la demanda de separación y anda en gestiones para pre- 
pararla ; pues en ese caso el plazo que medie entre la separación provi- 
sional y la admisión de la demanda por el tribunal forzosamente, si se 
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procede de buena fe, ha de ser brevísimo, ya que todo ello puede fácil- 
mente verificarse en menos de dos meses. La separación por este tiempo 
no podría llamarse duradera, sino nom diuturna, empleando los términos 
de que suelen servirse los autores (13). Y para realizar una separación 
de esta clase, todos convienen en. que no es necesario recurrir a la auto- 
ridad eclesiástica, siempre que haya causa proporcionada para ella; 
causa que existe por el solo hecho de tener que realizar las gestiones 
previas, de que hemos hablado. El mismo canon 1.131-autoriza la sepa- 
ración por autoridad propia en ciertos y determinados casos de peligro 
en la demora. Esto, sin embargo, de ninguna manera quiere decir que 
el futuro litigante, escudándose en su condición de tal, pueda prolongar 
indefinidamente o por largo tiempo el período de preparación de la de- 
manda y vivir durante el tiempo que le agrade separado de su consorte. 
Si esto hiciera, sería entonces el caso de que la autoridad eclesiástica, 
e incluso la civil (14), le obligara a restaurar la vida bajo el mismo 
techo. 


2) El Derecho civil espanol 


Hasta aquí hemos examinado la cuestión de la separación provisio- 
nal casi exclusivamente a la luz de los principios fundamentales de la 
equidad natural, ya que el Codex no la irata expresamente, tal vez por 
considerarlo innecesario. Réstanos examinarla ahora, teniendo a la vis- 
ta las normas positivas del Derecho civil español y del Concordato. 

. Nuestro Derecho civil patrio acerca de la materia se halla contenido 
en la Ley de Enjuiciamiento civi] de 1881 y en el Código Civil de 1889. 
Dejando a un lado si hay o no verdadera oposición entre ambos cuerpos 
legales, parece que no hay perfecta armonía y concordancia entre ellos 
y.por tanto deberían prevalecer las normas del Código Civil sobre las 
de la Ley de Enjuiciamiento, la cual, sobre ser anterior al Código, no 
deja de ser una ley rituaria. Sin embargo, la jurisprudencia casi unifor- 
me de los Tribunales espafioles aplica las de la Ley de Enjuiciamiento, 
tal vez por ser más completas y más articuladas, y también por no ser 
difícil de compaginar unas con otras. 

Dispone dicha Ley que «podrá decretarse el depósito: 1.*, de mujer 
casada que se proponga intentar o haya intentado demanda de divorcio» 
(art. 1.180), para lo cual «deberá preceder solicitud por escrito de la mu- 


‘(13) Pueden verse, entre otros: BALLERINI- PALMIERI : Opus Theologi 
4 : cum Morale, vol. j 
nn. 628-630, y PRUMMER: Manuale Theologiae Moralis, ed. ^. 1. III, 4 677. d i E 
(14) Cód. Civ., art. 56; Ley de Enj. civily, arts. 1.890 y 1.894. 
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jer o de otra persona a su ruego» (art. 1.881) ; y, constituído el depósito, 
deberá el juez advertir a la mujer «que si dentro de un mes no acredita 
haber intentado la demanda de divorcio ...quedará sin efecto el depósito 
y Será restituída a la casa de su marido» (art. 1.890). Por lo tanto, «no 
acreditándose haber intentado o admitido la demanda... dentro del tér- 
mino señalado, el juez levantará el depósito, mandando restituir a la mu- 
jer a casa de su marido» (art. 1.894) ; mas, «acreditando la mujer haberle 
sido admitida la demanda, se ratificará el depósito, a no ser que aquélla 
pida que se constituya en la persona que designe» (art. 1.895), es decir, 
en otra distinta de aquélla a la cual el juez antes le había confiado ej 
depósito. En la transcripción de los anteriores artículos de la Ley de 
Enjuiciamiento hemos prescindido de otros detalles, que para nuestro 
objeto no interesan, y nos hemos limitado a lo fundamental, cuando es 
la mujer la que demanda a su marido. Las normas transcritas, si bien 
no hablan explícitamente de separación de los cónyuges, sino solamente 
de depósito de la mujer casada, es evidente que el depósito lleva consigo 
la separación y la sustracción de la mujer a la potestad del marido. El 
plazo máximo del depósito por ese concepto no puede durar más de lo 


que tarde en haber sentencia firme y ejecutoria en el litigio que se 


entable; pues, una vez que haya terminado el litigio, o recobra su li- 
bertad la mujer, si la sentencia le es favorable, o tiene que reintegrarse 
al domicilio conyugal, si le es adversa, En cualquiera de ios casos, la 
separación que acompaña al depósito no es otra cosa que una separación 
provisional, que es de la que estamos tratando. 

No pretendemos hacer una exégesis minuciosa y detallada de los ar- 
tículos de la Ley de Enjuiciamiento, arriba citados, y por eso nos li- 
mitamos a anotar lo siguiente: 1.°) que para que la mujer pueda soli- 
citar su,depósito y éste pueda concedérsele por el juez, basta que mani- 
fieste que se propone intentar o ha intentado ya la demanda de separa- 
ción ; 2.°) que, si en el plazo de un mes—salvo prórroga—no ha inten- 
tado o se le ha admitido la demanda por el Tribunal competente—en 
nuestro caso por el Tribunal eclesiástico—debe cesar el depósito ; 3.°) que, 
al acreditar que la demanda ha sido admitida por el Tribunal, debe ra- 
tificarse el depósito. Los términos que emplea la Ley en sus varios ar- 
tículos: «proponerse intentar», «intentar» y «admitirse» la demanda, in- 
dican bien claramente los tres estadios o circunstancias a las que se 
condiciona el depósito. El primero se refiere ai período de preparación 
de la demanda, sin intervención alguna del Tribunal o ante el Tribunal 


que ha de conocer en la causa; el segundo se refiere a la presentación - 
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__yintentar»—de la demanda ante el Tribunal eclesiástico ; y el tercero 
comienza con la admisión de la demanda por ei mismo Tribunal. Ahora 
bien ; para el Código Civil pasa completamente desapercibido el primer 
estadio, de preparación de la demanda, y tampoco distingue entre pre- 
sentación y admisión de la misma, limitándose a decir en el artículo 81: 
«Incoada ante el Tribunal eclesiástico una demanda de divorcio o de 
nulidad de matrimonio, corresponde al Tribunal civil dictar, a instancia 
de la parte interesada, las disposiciones referidas en el artículo 68» ; 
mas este artículo, al cual remite el 81, se halla a su vez redactado en los 
siguientes términos: «Interpuestas y admitidas las demandas... se adop- 
tarán, mientras durare el juicio, las disposiciones siguientes: 1.°, sepa- 
rar los cónyuges en todo caso; 2.°, depositar la mujer en los casos y 
forma prevenidos en la Ley de Enjuiciamiento civil». Es decir: el ar- 
tículo 81 del Código remite al artículo 68 v éste a su vez remite a la 
Ley de Enjuiciamiento—a la actual, que ya entonces estaba vigente— 
por lo que se refiere al depósito de la mujer; y todos ellos se hallan re- 
dactados en términos, no digamos que antagónicos, pero sí bastante dis- 
pares. Una cosa es incoar el pleito, el cual propiamente no comienza 
en tanto no ha sido admitida la demanda v se ha citado al demandado, 
v otra cosa es incoar la demanda, lo cual se verifica por la simple presen- 
tación de ésta al Tribunal. Por eso, para concordar los artículos 68 y 81 
del Código Civil, no hay más remedio que admitir que las palabras 
«incoada la demanda» del artículo 81 significan lo mismo que «incoado 
el pleito», o sea, «interpuesta y admitida la demanda», como dice el 
articulo 68. Así y todo, siempre quedan al margen de la letra explícita 
del Código el período de la preparación de ia demanda y el que corre 
desde la presentación de ésta hasta la admisión de ella por el Tribunal 
eclesiástico. Decimos «de la letra explícita», porque no hemos: de olvi- 
dar que el artículo 68, número 2, del Código remite a las normas de la 


Ley de Enjuiciamiento civil, para la cual no han pasado inadvertidos 
aquellos dos períodos. 


3) La norma concordataria 


El artículo 24 del Concordato entre la Santa Sede y España no sólo 
está calcado en el artículo 81 del Código Civil, sino que recoge, con 
algunas variantes, la materialidad de su redacción. Dice así el Concor- 
dato: «Incoada y admitida ante el Tribunal eclesiástico una demanda 
de separación o de nulidad, corresponde ai Tribunal civil dictar, a ins- 
tancia de la parte interesada, las normas y medidas precautorias que 
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regulen los efectos civiles relacionados con el procedimiento pendiente». 
La palabra «admitida», que figura a la cabeza del artículo concordatario 
y que no se halla en el artículo 81 del Código, nos da a entender que 


se tuvo presente el articulo 68 de éste, que dice: «interpuestas y ad-, 


mitidas las demandas», iocución que nos parece, técnicamente, mejor 
que la adoptada por el Concordato, si bien este matiz no tiene importan- 
cia. Ei artículo concordatario se separó, asimismo, de la redacción dada, 
hacia el final, al artículo 81 del Código; pues, mientras éste se limita 
a remitir al artículo 68, el Concordato dice que al Tribunal civil co- 
rresponde dictar «las normas y medidas precautorias que regulen los 
efectos civiles relacionados con el procedimiento pendiente», sin decir- 
nos cuáles son esas «normas y medidas» y cuáles esos «efectos civiles» ; 
si todos y cada uno de los contenidos en el artículo 68, o sólo algunos 
de ellos. Esta vaguedad en la forma de expresarse el Concordato es fá- 
cil que pueda ser causa de dificultades en la aplicación de la norma 
concordataria, sobre todo si no se procede con criterio comprensivo. 

Que a la autoridad civil corresponde dictar las normas y medidas que 
regulen los efectos patrimoniales de la separación provisional es cosa que 
está fuera de duda. La dificultad, pues, está en solventar si el artículo 24 
del Concordato atribuye al Tribunal civii dictar las normas y medidas 
preventivas que regulen las relaciones conyugales y paterno-filiales, a 
que se refieren expresamente los números 1.°, 2.° y 3." del artículo 68 
del Código Civil: separar los cónyuges, depositar la mujer, y poner 
los hijos en poder del padre, de la madre o de ambos, 

Por lo que toca a la separación de las personas de los cónyuges (dí- 
gase lo mismo del depósito de la mujer, que implica separación), tal 
vez no pueda afirmarse que sea efecto puramente civil; pues, si bien 
la cohabitación no pertenece a la sustancia del matrimonio, sí pertenece 
a su integridad, por lo cual la separación legítima de un matrimonio 
canónico es causa que, como todas las matrimoniales, compete exclusi- 
vamente a la Autoridad eclesiástica, a tenor del canon 1.960. Por lo que 
se refiere al depósito de los hijos en poder de uno o de otro cónyuge, 
para ser educados, tampoco puede dudarse que, verificada la separación 
legítima de los padres, corresponde a la Autoridad eclesiástica decretar 
a cuál de ellos ha de ser confiada la educación, conforme al canon 1.132; 
pues la educación de los hijos entra dentro del fin primario del matri- 


monio, como nos dice el canon 1.013, $ 1. Por consiguiente, de ate- 


nernos estrictamente a la letra del artículo 24 del Concordato, habría 
que decir que éste, al no ceñirse a la fórmula del artículo 81 del Código 
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Civil, pretendió eliminar a la potestad civil de intervenir autoritativamen- 

te en la nueva regulación de los efectos conyugales y paterno-filiales 

dimanantes de la introducción del litigio y duraderos en tanto dure el 

pleito incoado, o sea los «relacionados con el procedimiento pendiente». 

A sólo estos efectos provisionales se reduce toda la cuestión ; pues cree- 

mos innecesario advertir que, si se tratara de efectos defimilivos dima- 

nantes de una sentencia firme de separación, en buena doctrina canó- 

nica no podría atribuirse a la Autoridad civil otra misión que la de 

hacer ejecutar en el fuero civil la sentencia pronunciada por el Tribunal 

is eclesiástico. Mas bien pudiera ser que, tratándose de la separación pre- 

ventiva, no sea apodíctica la razón que acabamos de exponer, para afir- 

È mar rotundamente y sin ambages que, en virtud del Concordato, no co- 

i rresponde al Tribunal civil dictar las normas y medidas que regulen 

provisionalmente los efectos conyugales y paterno-filiales, de que hemos 
hablado. 

> y Comencemos por advertir que en el Codex no hay norma alguna po- 

1 94 sitiva, a la cual pueda acogerse el juez eclesiástico para decretar la se- 


paración preventiva en las causas de separación conyugal. Existe, sí, el 
articulo 63 de la Instrucción Provida, que manda al Tribunal decre- 
tar la separación de los esposos una vez que se ha introducido la causa 
at de nulidad del matrimonio, si es que de la convivencia resulta escándalo 
Tu grave. Pero esta disposición no es en manera alguna aplicable a las 
j causas de separación, ni aun por analogía; pues, mientras en las pri- 
meras puede resultar escándalo de que vivan juntos quienes se duda si 


están válidamente casados, en las segundas, por el contrario, no se lleva 
a juicio la validez o nulidad del matrimonio y, por lo tanto, el hecho 
de la convivencia de quienes están válidamente casados jamás puede re- 
sultar escandaloso. No existiendo, pues, norma alguna positiva—ni aun 
para las causas de separación perpetua por adulterio, que forzosamente 
han de tramitarse por vía judicial—, no queda otro medio que acogerse 
a los principios generales de justicia y equidad, cuya aplicación ha de 
conjugarse con el derecho del cónyuge a romper por autoridad propia 
la convivencia con el otro, cuando esa ruptura provisional es una me- 
dida preventiva necesaria para entablar y proseguir la acción judicial 
en defensa de su derecho a obtener la separación definitiva. Negar al 
cónyuge—sobre todo a la esposa—el derecho a esa separación preven- 
tiva por autoridad propia equivaldría, en muchos casos, a cerrarle el 
acceso a la vía legal con las debidas garantías. 
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Ahora bien, si el cónyuge tiene ese derecho subjetivo-natural, cree- 
mos que el recurrir al Tribunal civil, para que éste dicte las normas y me- 
didas preventivas determinadas en la ley, no viene a ser otra cosa que pe- 
dir al mismo protección y defensa contra el otro cónyuge, para poder lle- 
var su pretensión al Tribunal de la Iglesia, que es la que ha de conceder o 
denegar la separación definitiva. E] recurso, pues, ai Tribunal civil no es 
una condición previa y necesaria para que pueda actuar el Tribunal ecle- 
siástico (eso sí sería lesivo para su fuero), sino simplemente una tutela, 
protección o defensa, que facilita al cómyuge el acceso al fuero de la 

` Iglesia. El recurso previo al Tribunal civil tampoco es una condición 
sine qua non que imponga la ley al futuro litigante para que pueda des- 
pués entablar la acción ante el Tribunal eclesiástico, sino una facultad 
discrecional, mejor, un derecho subjetivo, que se le concede, del cual 
puede usar o no usar, según le convenga; pues, como dice el artículo 81 
del Código, las medidas preventivas enumeradas en el artículo 68 pueden 
dictarse «a instancia de la parte interesada». Dichas medidas le ayudan 
a defender su derecho, pero en manera alguna coartan su libertad ni la 
del Tribunal. Si, por otra parte, se tiene en cuenta que tales medidas, 
objetivamente consideradas, son justas y equitativas ; si a esto se afiade 


que en la legislación canónica no hay disposición alguna que vaya con- . 


ira ellas; y si, finalmente, se considera que su aplicación constante 
en Espafia no ha causado jamas—por lo menos que nosotros sepamos— 
roces o fricciones entre ambas potestades, hay que concluir que la cues- 
tión, considerada en su totalidad y bajo todos los aspectos, presenta 
un matiz muy digno de apreciarse con ecuanimidad antes de lanzarse 
a afirmar que la intervención del Tribunal civil—esa intervención en la 
separación y depósito de la mujer y de los hijos con carácter preventivo 
y provisional—lesiona los derechos del fuero eclesiástico. A nuestro mo- 
desto juicio, no hay lesión alguna. 

El único reparo de cierta importancia podría surgir de la letra del 
artículo 24, 1 mero 2, del Concordato, el cual, explícitamente, sólo ha- 
bla de medidas «que regulen los efectos civiles relacionados con el pro- 
cedimiento pendiente». Ni la separación de los cónyuges—se dirá—ni el 
depósito de la mujer y de los hijos pueden calificarse de «efectos civiles». 
Luego, en virtud del Concordato, no es al Tribunal civil a quien co- 


rresponde tomar estas medidas. La dificuitad no deja de tener su fuerza; | 


pero no tanta—creemos—que sea insoluble. 
Por lo que toca a la separación preventiva de los cónyuges y al de- 
pósito de la mujer repetimos una vez más lo dicho: esta separación, 
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hasta que el pleito termine, es necesaria y puede realizarla por autoridad 
propia el cónyuge. Partiendo de esta base, el Tribunal del Estado, cuan- 
do se pide su protección no hace otra cosa que dar eficacia civil al estado 
de separación preventiva decidida por el recurrente y protegerle en el 
fuero civil contra el otro cónyuge. Este podría obligarle, incluso recla- 
mando el auxilio de la fuerza pública, a regresar al hogar conyugal ; 
mas el Tribunal civil, al dar estado oficial a la separación preventiva, 
elimina ese peligro, dejando sin eficacia para aquel caso las otras dis- 
posiciones civiles, entre ellas la contenida en ei artículo 56 del Código, 
segün el cual «los cónyuges están obligados a vivir juntos». Vista, pues, 
la cuestión bajo este aspecto, se nos figura que no es aventurado afir- 
mar que la separación preventiva y el depósito de la mujer, dada la 
finalidad y la orientación que tienen en el Código Civil y en la Ley de 
Enjuiciamiento, entran dentro de los «efectos civiles relacionados con el 
procedimiento pendiente», a que se refiere el artícuio 24 del Concordato. 
Que haya sido ésta la mente de las altas Partes contratantes, no lo sa- 
bemos con toda certeza ; pero, a nuestro juicio, no se puede considerar 
excluida esta interpretación. Avala esta manera de pensar la considera- 
ción de que el hecho en sí no reviste una trascendencia extraordinaria, 
ni mucho menos. Más trascendencia tiene el que ias causas matrimonia- 
les de separación, no sólo temporal, sino también perpetua, sean cono- 
cidas y falladas por los Tribunales civiles; y, sin embargo, la Iglesia, 
segün dejamos dicho arriba, permite en el Concordato italiano y en 
otros que sean falladas por los Tribunales civiles de los Estados. La 
intervención de los Tribunales civiles espafioles en la adopción de me- 
didas preventivas es una verdadera futesa, si se la compara con la ac- 
tuación permitida benignamente por la Santa Sede a los Tribunales de 
esos otros países. 


Por.lo que se refiere al depósito de ios hijos, nos limitamos a recor- 
dar que en España se hallan establecidos los Tribunales Tutelares de Me- 
nores, los cuales funcionan con aplauso de todos y gozan de facultades 
para separar los hijos de uno o de ambos de los padres, cuando, de per- 
manecer al lado de alguno de ellos, corre peligro su vida, su salud, o 
su formación moral. Es evidente que el Estado puede y debe preocuparse 
de defender a estos menores, aun en el caso de que sus progenitores ha- 
gan vida en común; pues lo contrario equivaidría a dejarles en la más 
absoluta indefensión. En el caso de una separación preventiva de ios pa- 


dres, tiene que haber una norma legal que reguie las relaciones paterno- 


filiales, si no se quiere dejar a los hijos menores expuestos a todos los 
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avatares que resulten de la contienda entre sus padres, Esta norma es 
la contenida en el artículo 68, número 3., del Código, según la cual 
al Tribunal civil-—caso de que no haya de intervenir el Tribunal Tutelar— 
le corresponde «poner los hijos al cuidado de uno de los cónyuges, o 
de los dos, segün proceda» ; norma que aclara el artículo 1.887 de la Ley 
de Enjuiciamiento, diciendo que «mandará el Juez que queden en poder 
de la madre los que no tuvieren tres años cumplidos, y los que pasen 
de esta edad en poder del padre, hasta que en el juicio correspondiente 
se decida lo que proceda». No creemos que la mente del Concordato haya 
sido derogar esta norma civil, objetivamente tan justa y equitativa. 

Réstanos salir al paso a otra objeción contra la aplicabilidad de las 
disposiciones civiles en la materia. Se dirá: segün el Concordato, al 
Tribunai civil corresponde dictar las normas y medidas precautorias «in- 
coada y admitida la demanda»; luego no puede aictarlas antes de que 
la demanda sea admitida por el Tribunal eclesiástico. La consecuencia 
nó nos parece del todo lógica, como ocurre no pocas veces en los argu- 
mentos a sensu contrario. Del hecho de que en ei Concordato se haya 
estipulado que, admitida la demanda por el Tribunal eclesiástico, co- 
rresponde al civil dictar las medidas preventivas, no se sigue que ca- 
rezca de facultades para dictarlas antes de la admisión. Si puede dictar- 
las después que el Tribunal eclesiástico ha comenzado a conocer en la 
causa, de ahí no se sigue que no pueda hacerlo antes de la iniciación de 
las actuaciones canónicas. Más bien habría que deducir lo contrario, sa- 
cando consecuencias del derecho de prevención : o sea que, si el Tribu- 
nal civil puede actuar en su fuero después que io ha hecho el de la 
Iglesia, con mucha más razón podrá hacerlo antes, siempre que su ac- 
tuación esté condicionada a que en el plazo de un mes se interponga la 
demanda canónica v a reserva, siempre y en todo caso, de lo que dis- 
ponga la sentencia que pronuncie el Tribunai eclesiástico. 

Podrá replicarse que la admisión de la demanda crea, o, mejor dicho, 
implica en el demandante un fumus iuris, que es bastante para legitimar 
la adopción de medidas preventivas por el Tribunal! civil. Reconocemos 
que esta réplica tendría fuerza indudable, si nos constara que su conte- 
nido fué el que inspiró a las Partes contratantes en la redacción del 
artículo concordatario. Mas, en ese caso, habría que decir que les pasó 
inadvertida la situación de la parte, sobre todo de la esposa, que se 
propone entablar la demanda contra su consorte y no puede hacerlo en 
debida forma mientras retenga la convivencia conyugal bajo el mismo 
techo; y esta inadvertencia no es de presumir en el legislador. Damos 
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por reproducido aqui todo lo que arriba hemos escrito acerca del periodo 
preparatorio de la introducción de la demanda y del que corre desde la 
introducción hasta la admisión de la misma. 

Resumiendo, pues, diremos que, así como el Código Civil pasó por 
alto las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento, pero sin abrogarlas, 
así también los legisladores concondatarios pasaron por alto—voluntaria 
o involuntariamente—dichas disposiciones de la ley rituaria, sin incluirlas 
ni excluirlas expresamente del ámbito de la.norma concordada. Dentro 
de la provisionalidad de las medidas preventivas—hasta que haya sen- 
tencia ejecutiva—, tienen ellas carácter de mayor firmeza desde el mo- 
mento en que han sido ratificadas a consecuencia de la admisión de la 
demanda. A este estado de ratificación, pero sin excluir el anterior, es al 
que se refieren expresamente los artículos citados del Código Civil y el 
24, número 2.”, del Concordato. 


111. —RESOLUCIÓN PROCESAL DEFINITIVA 
1) Tenor de la resolución 


Tramitado el proceso en forma legítima, el juez ha de dar sentencia, 
que puede ser: afirmativa o negativa; de separación perpetua o tem- 
poral; por un tiempo determinado o por tiempo indefinido. En este tra- 
bajo nos abstenemos en absoluto de considerar cuándo la sentencia ha 
de ser afirmativa y cuándo negativa, por ser cosa obvia en el terreno de 
los principios, y difícil de sujetar a reglas en la apreciación de las rea- 
lidades, o sea de los hechos concretos que han constituído la materia 
del litigio: la sentencia ha de ser afirmativa, cuando del conjunto de las 
actuaciones procesales resulte probada com certeza la existencia de causa 
legítima para la separación, y negativa en caso contrario. Excusado 


T AOAO AN también es que digamos cuándo, en el caso de concederse la separación, 


DP 


UR p Y 


ha de ser ésta perpetua, y cuándo temporal; pues sabido es que ha de 


ser perpetua cuando es por adulterio, y temporal en cualquier otro caso. 


_ Restringimos, pues, la cuestión al caso en que haya de concederse la 


"Separación temporal y nos preguntamos qué criterio canónico es el que 


debe informar el ánimo del juzgador cuando ha de fijar en la sentencia 
_ el tiempo de la separación. ; 


No es raro, sino todo lo contrario, que, al fijar el tiempo de separa- 
ción en la sentencia afirmativa, no se siga otro criterio que el de la ma- 
yor o menor gravedad de los hechos alegados y probados, de tal mane- 


; . ra que cuanta mayor gravedad tengan los hechos—v. gr., las sevicias, 
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etcétera —tanto mayor sea el tiempo de separación que se concede al de- 
mandante. Y este criterio, adoptado como criterio unico e inflexible, es 
manifiestamente erróneo, aun en el caso de que los hechos con toda su 
. gravedad se hallen plenamente comprobados en los autos. Intentaremos 
demostrarlo. 

Ese criterio erróneo se basa a su vez en un error, que pudiéramos 
llamar «de principios» y que consiste en considerar la separación tempo- 
ral como una pena o castigo de hechos culposos anteriores. Y nada más 
inexacto que esto. 

Basta leer el canon 1.131 para percatarse de que la separación tempo- 
ral, en la disciplina del Codex, solamente se concede como un medio 
de protección o defensa contra el peligro inminente de un mal futuro, 
que amenaza a alguno de los cónyuges o a la prole. Si analizamos cada 
una de las causas concretas que enumera el canon 1.131, vemos que to- 
das ellas pueden reducirse a un denominador comün: peligro del alma 
o del cuerpo o gran dificultad para sobrellevar la vida en común (15); 
y a las enumeradas expresamente en el canon han de reducirse las com- 
prendidas en la cláusula «y otras semejantes»—aliaque id genus—. Es 
indiscutible que todas ellas se refieren a males futuros, no contando para 
el caso los hechos pasados o presentes sino como indicio o presunción 
de los que en adelante habrían de producirse. Una prueba incontrover- 


tible de ello es que el $ 2 del canon 1.131 establece que, «al cesar la 


causa de la separación, debe restaurarse la vida en común»; de donde 
se deduce que, si la separación, después de haber sido concedida, debe 
cesar tan pronto como cesa la causa que dió lugar a ella, es evidente que 


no puede concederse la separación, si no se prueba, por lo menos con- 


jeturalmente, que no ha cesado virtualmente la causa y que ésta habrá 
de seguir dificultando la convivencia. Lo contrario sería tanto como de- 
cir que puede concederse una separación que no habrá de poder soste- 
nerse después legitimamente, una vez concedida, o que para concederla 
se requiere menos que para revocarla, contra lo que establece el princi- 
pio jurídico : turpius eticitur quami non admittitur hospes. 

Los autores se fijan de una manera especial en las sevicias, por ser 
ésta una de las causas más frecuentemente alegadas para obtener la se- 

(15) Además de las causas enumeradas en el canon 1.131, la jurisprudencia uniforme de 
la Sagrada Rota Romana y lla doctrina común de los autores admiten otra, que no encaja 
dentro de ninguna de aquéllas: el abandono malicioso de un cónyuge por el otro. Mas, aun 
en este caso, la sentencia de separación—de una separación que de hecho ya existe—no ten- 
dría el carácter de pena. En realidad de verdad, no vendría a ser Otra cosa que una declaración 


de la culpabilidad de aquel que abandonó maliciosamente a su consorte, al cual le sería 
imputable, a todos los efectos, el estado de separación por él realizado. 
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paración temporal y porque, salvo contadísimos casos, a las sevicias—fisi- 
cas o morales—pueden reducirse las otras causas. Pues bien : tratándo- 
se de sevicias, los canonistas—puede decirse que unánimemente—con- 
| vienen en que éstas, cuando son cosa completamente pasada, no pueden 
Fi invocarse como causa de separación, aunque hayan sido atroces y todo 
lo crueles que se quiera. En apoyo de esta doctrina cita REIFFENS- 
TUEL (16) varios autores clásicos y prosigue: «et alii communiter docen- 
tes non esse attendendam malam et atrocem tractationem praeteritam, 
sed iustum timorem huiusmodi in futurum secuturae... Caeterum ratio 
quare ob solam praeteritam gravem vel atrocem verberationem non pot- 
S est fieri matrimonii divortium, est: ...tum quia solum ad evitandam 
: iniuriam imminentem, non ad ulciscendam illatam, permittitur coniugi 
divortium ob saevitiam alterius. Tum quia uxor ob saevitiam viri sepa- 
rata iterum redire debet, si saevitia cesset et eidem sufficienter cautum 
5 est; ergo multo magis, si simile tractamentum in futurum timendum 
4 non est». Igualmente expresivas son las palabras de SANTI (17): «No- 
tandum vero est non verificari causam divortii quando minae vel insi- 
diae constituunt factum prorsus praeleritum et finitum, sed requititur 
factum permanens et periculum damni futuri». Y con estos autores con- 
cuerda, entre otras, una sentencia coram WINEN (18), la cual, después 
de decir que las causas enumeradas en el canon 1.131 lo han sido a ma- 
nera de ejemplos, prosigue: «Ex lege ipsa et iuxta exempla allata, re- 
quiritur et sufficit ad iudicialiter pronuntiandam separationem esse iuri- 
dice probatum periculum grave animae vel corporis... Tunc separatio con- 
ceditur non in culpae vindictam, sed ob malum merito reformida- 
tum» (19). 

Si la separación temporal sólo puede concederse para evitar males 
futuros, es evidente que no puede revestir el carácter de pena, la cual 
sólo puede aplicarse para castigar hechos criminosos pasados. Es más: 
la separación se concede algunas veces sin que haya precedido culpa de 


(16) Ius Canonicum, 1. IV, tit. XIX, $ 2, nn. 39 y 40. 


(17) Praelectiones Iuris Canonici, 1. IV, tit. XIX, n. 44. 

(18) Sacrae Romanae Rotae decisiones seu sententiae, Dec. 19, 13 mayo 1932, n. 5, p. 171. 

(19) No faltan, sin embargo, autores que, inconsideradamente, dicen que la separación 
conyugal es pena, entre los cuales se encuentra GASPARRI, quien, hablando de la separación 
por sevicias, dice: “Saevitiae quoque ius praebent separationis, sive quia saevitiae seme! 
exercitae alias anuntiant, sive in poenam iniuriae uxori illatae (Tractatus ccnonicus de matri- 
monio, ed. 1932, n. 1.177). WIERNEZ-VIDAL, hablando .de la separación por peligro del alma, se 
expresa así: “At propter alia delicta coniugis, quae in grave periculum animae alterius non 
redundant, separatio non est permissa, nisi forte ad tempus correctionis causa..." (lus. Cano- 
nicum, 1. V, n. 645, IV). Mas en contra está una sentencia de la Rota, coram. JULLIEN, del tenor 


E siguiente: “Enimvero separationem fieri nefas est... ob iustam reprehensionem i 
o i - et correctionem" 
x A (S. R. Rotae decis. seu sent., Dec, 47, 6 agosto 1930, n. 4, p. 525). 
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ninguno de los cónyuges, v. gr., en caso de amencia peligrosa o de al- 
guna enfermedad de alguno de ellos que implique peligro grave e irre- 
mediable para el otro, aunque haya sido contraída sin culpa alguna por 
parte del enfermo. En este caso, que es uno de los comprendidos en el 
canon 1.131—periculum corporis—, sería absurdo decir que la separa- 
ción es una pena que se impone al que padece la enfermedad. 

Hay, sin embargo, un caso entre los enumerados por el canon 1.131, 
en que a primera vista pudiera parecer que la separación temporal tiene 
el carácter de pena: cuando la separación se concede porque «uno de los 
cónyuges ha dado su nombre a una secta acatólica». Mas el que el Codex 
emplee una palabra—dederit—que se refiere a tiempo pretérito, no sig- 
nifica que el hecho de estar afiliado a una secta disidente es un hecho ya 
pasado. El dar el nombre es cosa que no tiene desarrollo sucesivo, sino 
que se verifica totalmente en un momento determinado ; mas la afilia- 
ción a la secta permanece en tanto no se realice un acto positivo de aban- 
donarla ; y a esta afiliación, y no al hecho material de dar el nombre, es 
a lo que se refiere el Codex. Que ésta, y no otra, es la verdadera inter- 
pretación que corresponde a la mencionada norma canónica se corrobo- 
ra por el $ 2 del mismo canon, segün el cual, como ya dijimos, debe 
cesar la separación en el momento en que cesa la causa que dió lugar à 
ella; luego, para que aquélla pueda concederse, es preciso que subsista 
la afiliación a la secta acatólica. No se trata, pues, de un hecho total- 
mente pasado, sino permanente o habitual. Mas si indagamos más a 
fondo en la ratio legis, nos parece que la unica aceptable es la que ex- 
pone N. Juvany (20): que el hecho de afiliarse uno de los cónyuges, 
después del matrimonio, a una secta acatólica implica ordinariamente pe- 
ligro de perversión del otro o de la prole por razón de proselitismo. Y 
con ello llegaremos en definitiva a otra conclusión, que encaja plenamen- 
te dentro del sistema esbozado en el canon 1.131: que la razón por la 
cual se concede la separación, cuando uno de los cónyuges ha dado su 
nombre a una secta acatólica, es porque el hecho de permanecer afiliado 
a ella se presume que envuelve para el otro cónyuge o para la prole pe- 
ligro grave del alma para lo futuro. (Prescindimos de considerar el caso 
de que la afiliación a la secta haya sido anterior a la celebración del ma- 
trimonio y que éste se haya celebrado con dispensa del impedimento de 
mixta religión, porque en ese caso se habrán prestado las garantías opor- 
tunas que eliminen el peligro, como dispone el canon 1.061, $ 1, 1.5) 


(20) *Las causas matrimoniales", Causas de separación temporal, p. 961. 
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Que la separación no tiene el carácter de pena, cuya finalidad sea 
castigar hechos delictivos anteriores, se deduce también de los términos 
en que está formulado el canon 1.131, el cual no hace otra cosa que re- 
conocer un derecho subjetivo del cónyuge que desea separarse. «Haec 
aliaque id genus—dice el canon—sunt pro altero coniuge totidem legiti- 
mae causae discedendi». Es un derecho subjetivo, del cual puede hacer 
uso o no, según le agrade ; pero este derecho de ningún modo puede ca- 
lificarse de facultad punitiva, pues ésta solamente compete a la potestad 
social, si es que la causa de la separación fuera “a la vez delito sancio- 
nado por la ley, la cual solamente castiga actos ya realizados, en tanto 
que el cónyuge se separa temporalmente para conjurar o protegerse con- 
tra un peligro probable que le amenaza o, con mucha más razón, contra 
un mal que ya está padeciendo y del que intenta librarse. 


Siendo así, no nos explicamos cómo una sentencia de la Sagrada 
Rota Romana, coram FLORCZAK (21), dando por supuesto que la separa- 
ción temporal se concede por las sevicias pasadas, dice que en potestad 
del cónyuge está condonarlas y que, una vez condonadas, ya no pueden 
alegarse posteriormente para obtener la separación. He aquí el texto de 
la sentencia rotal : «Posita enim reconciliatione post discordias vel rixas, 
patet easdem iam condonatas fuisse neque amplius deduci posse uti 

causas ad divortium temporaneum flagitandum. Si enim, ubi agitur de 
iure separationis perpetuae obtinendae, hoc ius coniugi, qui adulterium 
alterius coniugis saltem tacite condonavit, non amplius conceditur (ca- 
non 1.129), eo magis separatio non datur in casu de quo supra». La ar- 
gumentación que se hace en esta sentencia la encontramos lógica en cuan- 
to a su contextura dialéctica; pero partiendo del principio erróneo de 
que la finalidad de la separación temporal es castigar hechos pasados 
injuriosos para el cónyuge inocente. No cabe duda de que las injurias 
pueden perdonarse; pero lo que tampoco puede ponerse en duda es que 
las sevicias anteriores, aunque hayan sido perdonadas repetidas veces en 
cuanto constituyan injuria, siempre podrán alegarse como indicio y prue- 
ba conjetural de lo que espera al cónyuge que ha sido objeto de ellas, 
si no se separa de su consorte. Una cosa es la injuria sufrida y otra cosa 
es el peligro de volver a sufrirla, Por la misma razón, tampoco se nos 
alcanza cómo en la sentencia rotal ha podido equipararse las sevicias 
al adulterio hasta deducir de ahí un argumento a fortiori en pro de la 
condonación de las sevicias a los efectos de cerrar la puerta a la sepa- 


(91) S. R. Rotae decis. seu sent., Dec. 29, 30 junio 1938, n. 7, p. 271. 
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ración. La separación perpetua se concede ciertamente por el adulterio 
consumado y a causa de la injuria que el cónyuge adültero ha inferido 
al otro (con lo cual no queremos decir que la separación perpetua sea 
pena del adulterio, pues no es sino el uso de un derecho subjetivo) ; por 
eso admite condonación y, una vez que ha sido condonada la injuria, ya 
no puede el condonante urgir la separación por el adulterio, lo mismo 
que el acreedor no puede reclamar el pago de una deuda pecuniaria con- 
donada por él. Mas, tratándose de la separación temporal por sevicias, 
las pasadas no juegan otro papel que el ser un índice de la mala volun- 
tad y temperamento del seviciante, mala voluntad que no se altera por 
el hecho de que se condonen las sevicias; de donde se infiere que, si 
una o más veces le han sido condonadas y, a pesar de ello, ha habido 
reincidencia en su mal comportamiento, del conjunto de todas ellas re- 
sulta una prueba más fuerte para acreditar la dificultad de hacer vida 
en comun en adelante. 

Nos hemos detenido algo en estudiar el carácter de la separación tem- 
poral y el aspecto bajo el cual han de ser apreciadas las causas que la 
justifican, porque de esto depende en gran parte el determinar el tiempo 
de separación, cuando la sentencia haya de ser afirmativa. 

No siendo la separación temporal una pena o castigo de hechos pa- 
sados, es evidente que no se puede establecer una correlación absoluta 
entre la gravedad de tales hechos y el tiempo por el que la separación 
ha de concederse. Siendo, por otra parte, dicha separación un medio 
de defensa contra un peligro, en éste principalmente ha de fijarse el 
juez. Por consiguiente, si prudentemente se prevé que el peligro ha de 
desaparecer pasado un determinado nümero de afíos, no puede el juez 
eclesiástico conceder la separación por más tiempo, y mucho menos por 
tiempo indefinido, cualquiera que sea la gravedad de los hechos pasa- 
dos. Mas esto no quiere decir que se ha de prescindir en absoluto de la 
gravedad del mal que amenaza; pues cuanto más grave sea ese mal, 
mayores deben ser las garantías que se den al cónyuge para prevenirse 


contra él por medio de la separación legítima. Si el mal que se teme | 
fuera gravísimo e irremediable, v. gr., la muerte, nadie puede dudar que - 


la gravedad del mal contrarrestaria en gran parte la inminencia del pe- 
ligro y que, en ese caso, si no constara con certeza que el peligro actual 
habría de desaparecer pasado algün tiempo, debería concederse la sepa- 
ración por tiempo indefinido. A la misma conclusión habría de llegarse 
si, aun siendo menos grave el mal que se teme, pero suficiente para la 
separación, se previera prudentemente la incorregibilidad del demanda- 
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do con la persistencia consiguiente del peligro. Así, pues, hay que pon- 
derar conjuntamente los dos elementos, gravedad del mal futuro e in- 
minencia y duración del peligro, y de la suma de ambos resultará el 
tiempo de la separación, estimado por el juez segün le dicte su concien- 
cia; pero bien entendido que, en circunstancias normales y por regla 
general, más atención debe prestarse a la inminencia y duración previs- 
ta del peligro que a la gravedad del mal que se teme. 

Como se ve, no pueden en esta materia darse normas concretas y de- 
talladas hasta tal punto que, haciendo uso de ellas, pueda el juzgador 
medir como con un compás el tiempo de separación que ha de conceder. 
Fuera de esas normas generales que hemos apuntado, extraídas del sis- 
tema canónico que regula la separación temporal, todo lo demás queda 
a cargo de la ecuanimidad y prudencia del juez eclesiástico, el cual no 
debe olvidar que en España la separación canónica produce también 
efectos civiles reconocidos por el Concordato, que pueden ser de gran 
monta. 

No queremos, sin embargo, cerrar este apartado sin expresar nues- 
tra opinión acerca de la conveniencia de que las sentencias de separación 
temporal, en la parte dispositiva de las mismas, sean nítidas y transpa- 
rentes, y a la vez concisas, como son todas las de la Sagrada Rota Ro- 
mana (22). Pronunciar un fallo, en el cual el tiempo de la separación se 
condicione y subcondicione, atomizando hechos o circunstancias que po- 
drán producirse en adelante, hace por regla general oscura la sentencia 
y es semillero de nuevos pleitos, principalmente en el fuero del Estado ; 
pues no ha de olvidarse que las sentencias matrimoniales de ios Tribu- 
nales eclesiásticos tienen eficacia en el orden civil y producen efectos 
puramente civiles de gran envergadura. Es preciso, por consiguiente, 
que la parte dispositiva de la sentencia sea tan clara que cualquier Tri- 
bunal civil, con su texto a la vista, pueda fácilmente conocer si la sepa- 


. (22) En da parte dispositiva de la sentencia es conveniente no consignar, por ser inútil, 
ninguna de las condiciones que el Derecho entiende sobreentendidas en toda sentencia, v. gr., 
el derecho a apelar o a pedir la revisión de la causa. Ha de evitarse, asimismo, todo lo que 
pueda engendrar confusión acerca de si la separación es por un plazo de tiempo determinado 
0 por tiempo indefinido. Una sentencia concebida, v. gr., en los siguientes términos: “Con- 
cedemos la separación por tres afios, que se han de entender prorrogados en tanto el deman- 
dado no justifique haber cambiado de vida y ofrezca garantías para lo futuro”, sería una 
sentencia de separación indefinida, a pesar de hacer en ella mención del plazo de tres afios. 
Una decisión de este género sólo tendría explicación si esos tres afios pudieran considerarse 
como pena por lo pasado, que hubiera necesariamente de cumplirse; pero la separación no 
se concede como pena de un delito, y, por otra parte, es evidente que debe cesar tan pronto 
como cese la causa de ella, aunque no haya transcurrido el tiempo determinado por el que 
fué concedida. En lugar, pues, de aquella fórmula, sería más exacto, más claro y también más 


técnico decir, simplemente, “que se concede la separación por tiempo indeflnido", sin más 
aditamentos. : 
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ración legítima subsiste o si ha de tenérsela por caducada. Antes de la 
conclusión del Concordato podría, tal vez, algün Tribunal eclesiástico 
desentenderse de las consecuencias que en el fuero civil habría de pro- 
ducir la sentencia canónica ; mas hoy ya no puede prescindirse en abso- 
tuto de este aspecto, dado que el artículo 24 del Concordato le dice que 
«las sentencias..., cuando sean firmes y ejecutivas, serán comunicadas 
por el Tribunal eclesiástico al Tribunal civil competente, el cual decre- 
tará lo necesario para su ejecución en cuanto a efectos civiles». 


2) Efectos de la resolución 


No hemos de tratar de los efectos canónicos de la separación decre- 
tada por el Tribunal eclesiástico, porque son obvios. 

En cuanto a los efectos civiles, o mejor dicho, eficacia civil de las 
sentencias canónicas, nos remitimos al artículo 73 del Código Civil es- 
panol. Mas considerado el tenor de este artículo, nos parece imprescin- 
dible no silenciar lo referente a la educación de los hijos; y esto sólo 
con el fin de salir al paso de torcidas interpretaciones que pudieran le- 
sionar los derechos de la Iglesia. 

La educación de los hijos entra dentro del fin Primario del matrimo- 
nio. Esto es evidente; pues el fin de la institución matrimonial no es 
un fin puramente biológico, que termine en la simple reproducción de 
la especie. Para conseguir esa mera finalidad, no sería preciso que Dios 
hubiera instituido el matrimonio como sociedad permanente entre un 
hombre y una mujer, ya que por la unión libre de los sexos podría lle- 
garse al mismo fin. Por eso el canon 1.013, § 1, dice: «La procreación 
y la educación de la prole es ei fin primario del matrimonio; la ayuda 
mutua y el remedio de la concupiscencia es su fin secundario.» Es de- 
cir: la Iglesia pone la educación de los hijos por encima de la ayuda 
mutua de los esposos y por encima del remedio de la concupiscencia, 

Al definir el Codex los efectos del matrimonio celebrado, dice en el 
canon 1.113: «Los padres tienen la obligación gravísima de procurar 
con todo esmero la educación de sus hijos, tanto la religiosa y moral 
como la física y civil, y de proveer también a su bien temporal.» El 
concepto, pues, de «educación», segün este canon, es un concepto glo- 
bal, que abarca la educación integral, o sea no sólo la religiosa y moral, 
sino también la física y civil. 

Cierto es que a la Iglesia no le interesa la educación física y civil tan 
directamente y en el mismo grado en que le interesa la educación reli- 
giosa y moral de los hijos; pero prácticamente le interesa la educación 
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integral, por ser punto menos que imposible separar la educación reli- 
giosa de la civil, sobre todo durante cierta edad de los educandos. Di- 
rectamente interesa a la Iglesia la educación católica más que ninguna 
otra; y por eso el canon 1.131, que enumera varias causas de separa- 
ción temporal de los esposos, incluye entre ellas el que uno de los cón- 
yuges eduque acatólicamente a la prole. Si, pues, la Iglesia puede de- 
cretar la separación de los cónyuges por esta causa, sería un contrasen- 
tido decir que, una vez separados los padres, la Igiesia ya no puede in- 
miscuirse en determinar quién de ellos es el que ha de correr en adelan- 
te con la educación de los hijos, sino que esta determinación ha de de- 
jarse al Estado. 

En contra de esta doctrina no puede alegarse que la ley del Estado 
espafiol ya provee suficientemente en el artículo 73, numero 2, el cual 
dispone que los hijos han de ser puestos bajo la potestad y protección 
del cónyuge inocente, o, lo que es lo mismo, bajo la potestad de aquei 
que se presume no, ha de darles educación acatólica. Este razonamiento 
sería correcto solamente en el caso de que la. separación se decretase pre- 
cisamente por razón de la educación acatólica dada a la prole por uno de 
los esposos, el cual, en este supuesto, resultaría ser el culpable de la 
separación. 

Mas, fuera de este supuesto, pueden darse varios, v. gr., el siguiente : 
la madre es descreída y sin ideas religiosas de ningün género; el padre 
es católico práctico y se interesa por la educación católica de sus hijos, 
pero tiene la desgracia de haber sucumbido a la tentación y haber co- 
metido un adulterio; la madre prueba el adulterio de su marido ante el 
Tribunal eclesiástico y éste le concede la separación. ¿A quién ha de 
confiarse la educación de los hijos: al padre culpable de la separación, 
pero, por lo demás, buen católico, tal vez arrepentido de la falta cometi- 
da y buen educador de sus hijos, o bien a la madre, cónyuge inocente 
en la causa de la separación, pero descreída y pésima educadora? Segun 
la letra del Código Civil los hijos habrían de pasar a la potestad de la 
madre; segün el derecho de la Iglesia y segün los dictados de la recta 
razón, el juez eclesiástico tendría que decretar que los hijos pasasen a 
depender del padre, no obstante ser él el culpable de la separación (23). 


(23) FUENMAYOR, en un trabajo inédito que ha tenido la gentileza de faeilitarnos, hace 
notar que en el Derecho espafiol no se encuentra disposición alguna relativa al cuidado y 
educación de los hijos, como consecuencia de las causas de separación O de nulidad del matri- 
Inonio, hasta la Ley de Matrimonio civil de 18 de junio de 1870. El hecho—prosigue—es más 
significativo si se tiene en cuenta el tesón con que los monarcas españoles reivindicaron su 
competencia ‘para conocer acerca de los efectos civiles del matrimonio, que enumeran detalla- 
damente, y entre los cuales no incluyen lo referente a la educación de los hijos (cf. ley RO, 
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Cualquiera ve, sin embargo, que una cosa son los derechos intersubje- 
tivos de los esposos, y otra los derechos y el bien de los hijos. Del con- 
junto de todos estos derechos y deberes resulta la sociedad doméstica y 
su régimen jurídico. Al disolverse—aunque imperfectamente—ésta, hay 
que proveer a los derechos y deberes de cada uno de sus miembros: de 
los esposos, en cuanto tales, y de los hijos. 

Abundando en este criterio, dispone el canon 1.132 que «verificada 
la separación, los hijos deben educarse al lado del cónyuge inocente, y 
si uno de los cónyuges es acatólico, al lado del cónyuge católico, a no 
ser que en uno u otro caso haya el Ordinario (o el Tribunal que decretó. 
la separación) decretado otra cosa, atendiendo al bien de los mismos 
hijos y dejando siempre a salvo la educación católica». Con este canon 
a la vista nos parece oportuno hacer resaltar lo siguiente: a) Que la 
norma general es la misma que se establece en el Código Civil: los hi- 
jos deben educarse al lado del cónyuge inocente. Emplea el canon la 
palabra «educarse», sin hacer distinción entre educación religiosa y mo- 
ral y educación física y civil, o sea, educación integral. b) Que, a mane- 
ra de excepción de esa regla general, puede la Autoridad eclesiástica que 
decrete la. separación disponer que los hijos sean educados por el cónyu- 
ge culpable de la separación otorgada al otro. c) Que la ünica razón para 
ello es el bien de los hijos, los cuales no tienen porqué sufrir los males y 
detrimentos que de la separación de sus padres se derivan y puedan ser- 
les evitados. d) Que lo que por encima de todo y en todo caso hay que 
salvar, dentro de lo posible, es la educación católica de la prole. 

No procedería, pues, arbitrariamente ni se extralimitaría de sus atri- 
buciones el juez eclesiástico que, pesadas todas ias circunstancias de! 
caso, segün resulten de todo el volumen de las actuaciones practicadas, 
decretara en la parte dispositiva de su sentencia que la educación de jos 
hijos se confíe al cónyuge culpable de ia separación. Este juicio puede 
fácilmente formárselo el Tribunal que haya instruído la causa de sepa- 
ración y que haya hecho un estudio minucioso de toda ella; pero no 
puede hacerlo quien no la conozca a fondo y mucho menos puede ha- 


tit. I, l. II, de la Novis. Recop.; Real cédula de 22 de marzo de 1787). Mas, promulgada aquella 


Ley de Matrimonio civil obligatorio, secuela del sistema introducido fué negar eficacia civil & | 


los matrimonios canónicos y a las sentencias eclesiásticas matrimoniales; y entonces, por prime- 
ra vez, se proveyó acerca del cuidado de los hijos, hecha la separación de los padres. La Ley 
de 1870 influyó tanto en la redacción del actual Código Civil, que de los setenta y tres artículos 
que éste contiene relativos a materia matrimonial, cuarenta y seis—entre ellos los referentes 
al cuidado de los hijos—están tomados literalmente de aquella Ley, como hizo notar en el 
Congreso el diputado Dánvila en la sesión del 21 de marzo de 1889 (“Diario de las Sesiones 


de Cortes” n. 75, pp. 2.004 y 2.005). 
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cerlo la ley con un criterio rígido apriorístico. Por otra parte, la educa- 
ción, como ya se dijo arriba, está dentro del fim primario dei matrimo- 
nio; y tratándose de un matrimonio canónico, es indudable que la Igle- 
sia es competente para decidir y resolver todo lo que a dicho fin prima- 
rio afecta, Si ella puede resolver acerca de la separación de los cón- 
yuges—que de una manera especial afecta al fin secundario de la 
ayuda mutua y del remedio de la concupiscencia—, con mucha más ra- 
zón podrá resolver acerca de la educación de los hijos después de la se- 
paración de sus padres. 

Esta misma tesis se halla aceptada, por lo menos en parte, en el Có- 
digo Civil. El artículo 73 es común a las dos formas de matrimonio; y 
en el párrafo segundo del número 2.” establece que la madre tendrá a su 
cuidado a los hijos menores de tres años, «si la sentencia (eslesiástica O 
civil, según de qué matrimonio se trate) no hubiera dispuesto otra cosa». 
Por lo cual no cabe poner en duda que la legislación española no recha- 
za absolutamente el principio de que el juez eclesiástico que falla la se- 
paración puede proveer acerca del cuidado de los hijos. 

Resumiendo: i) Si la sentencia de separación dictada por el Tri- 
bunal eclesiástico nada dispone acerca de la educación de los hijos, de- 
berá aplicarse en su totalidad el artículo 73 del Código Civil. 2) Si di- 
cha sentencia dispone algo respecto a la educación de la prole, esa dis- 
posición debe tener eficacia en el orden civil. 3) Para conseguir de una 
manera clara y explícita la antedicha eficacia, bastaría adicionar el nü- 
mero 2.° del artículo 73 del Código Civil en la siguiente forma: «Que- 
dar o ser puestos los hijos bajo la potestad y protección del cónyuge ino- 
cente, si la sentencia de separación no dispone lo contrario.» 

Para que las sentencias puedan ser ejecutadas en el fuero civil es 
preciso que sean comunicadas al Tribunal civil, y éste las ejecutará en 
su fuero «cuando sean firmes y ejeculivas», como dice el artículo 24, nu- 
mero 3. del Concordato. Así, pues, el Tribunal eclesiástico debe co- 
municar al civil que la sentencia es «firme y ejecutiva». Es de notar 
que el Concordato, refiriéndose precisamente a las sentencias matrimo- 
niales, emplea esas dos palabras, con ias cuales da a entender que di- 
chas sentencias pueden ser no sólo ejecutivas, sino también firmes. Y 
en realidad así es, ya que sólo las sentencias firmes pueden ser ejecu- 
tadas. Consideramos, pues, esos dos términos, como sinónimos, en nues- 
tro caso, a pesar de que el Codex no hace uso de la palabra «firme» y 


de que la jurisprudencia canónica emplea ordinariamente la pala- 
bra «ejecutiva». 
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El Código Civil, por el contrario, y la Ley de Enjuiciamiento ha- 
blan siempre de sentencia «firme» para expresar qué sentencias pueden 
ser ejecutadas (24); y, refiriéndose en concreto a las sentencias matri- 
moniales dictadas por los Tribunales eclesiásticos, dice el Código Civil 
que «la sentencia firme de nulidad o divorcio del matrimonio canónico 
se inscribirá en el Registro civil y se presentará al Tribunal ordinario...» 
(art. 82). 

Cierto es que las sentencias matrimoniales nunca pasan a tener auto- 
ridad de «cosa juzgada» y que siempre pueden ser revisadas en ciertas 
v determinadas condiciones (25), por lo cual jamás adquieren firmeza 
absoluta y de tal género que excluya total y definitivamente su revisión ; 
pero ello no es obstáculo para que puedan ser calificadas de «firmes» 
con firmeza normal y corriente. 

Esto mismo ocurre en el fuero civil, pues ia Ley de Enjuiciamiento 
admite también el recurso de revisión contra las sentencias dictadas no 
sólo en materia matrimonial, sino en cualquier materia, y no por eso 
deja de llamar «firmes» a las sentencias revisables. Bien claramente se 
expresan los artículos 1.796 y siguientes de dicha Ley : «Habrá lugar a 
la revisión de una sentencia firme...» (art. 1.796). «El recurso de revi- 
sión sólo podrá tener lugar cuando hubiere recaído sentencia firme» (ar- 
tículo 1.797). 

Sería, pues, ridículo que un juez eclesiástico se negara a calificar de 
«firme» una sentencia por el solo hecho de que puede ser revisable. Con 
ello no haría otra cosa que obstaculizar su ejecución en el fuero civil, 
yendo mucho más allá de lo que va el Concordato, el cual no ha tenido 
inconveniente en calificar de «firmes y ejecutivas» las sentencias matri- 
moniales. 


3) Cesación de la separación 


Acerca de la cesación de la separación temporal, comenzaremos trans- 
cribiendo el canon 1.131, $ 2, que va a ser objeto de estudio y dice así : 
«En todos estos casos (los mencionados en el § 1), al cesar la causa de 
la separación, debe restaurarse la comunión de vida; pero si la separa- 
ción fué decretada por el Ordinario por un tiempo determinado o inde- 
terminado, el cónyuge inocente no está obligado a ello, a no ser que me- 
die un decreto del Ordinario o que haya pasado el tiempo». Es decir: 


(94) Cód. CiviL, art. 82; L. de Enj. civ., aris. 917-920, 1.796, 1.797, 1.803, ete. 
(28) Cáns. 1.903, 1.989. 
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la separación, aun la decretada por un tiempo determinado, no crea en 
el cónyuge inocente un derecho subjetivo absoiuto, sino condicionado y 
dependiente de la persistencia de la causa. Si cesa ésta antes del lapso 
de tiempo determinado, debe cesar la separación y cualquiera de los 
cónyuges tiene el derecho a exigir del Ordinario que dicte un decreto 
ordenando la restauración de la vida en común. Decimos «cualquiera de 
los cónyuges» porque, si bien el canon menciona solamente al cónyuge 
inocente, es evidente que ambos pueden ser inocentes y ambos pueden 
también ser culpables. i 

Mas lo que nos interesa especialmente en el enfoque que hemos dado 
a este trabajo es el aspecto procesal del decreto de la Autoridad eclesiás- 
tica: a quién corresponde darlo y en qué forma ha de darse. 

El Codex solamente contempla el caso de que la separación sea de- 
cretada administrativamente por el Ordinario; y por eso, consecuente 
consigo mismo, dice que el decreto de reanudación de la comunidad de 
vida debe darlo también el Ordinario por aquello de «illius est tollere 
cuius est condere». No encontramos, sin embargo, dificultad para ad- 
mitir que, con el consentimiento expreso del Ordinario, pudiera llevarse 
el asunto al Tribunal eclesiástico, para que éste conociese y juzgase, no 
acerca de la justicia o injusticia objetiva del decreto administrativo del 
Ordinario, sino pura y simplemente acerca de la cesación de la causa, 
posterior al decreto. Son dos cosas distintas la existencia de la causa le- 
gítima de separación en un momento dado y la cesación o no persisten- 
cia de la misma en otro momento posterior, Mediando, pues, la aquies- 
cencia del Ordinario, no habría interferencia de jurisdicciones. Recono- 
cemos, no obstante, que esto sería peligroso y harto expuesto a que, al 
tratar contenciosamente de la cesación de la causa de la separación, se 
entremezclasen cuestiones y hechos directamente relacionados con la 
existencia de ella al darse el decreto administrativo, lo que equivaldría a 
enjuiciar solapadamente la conducta del Ordinario. 


Mas, ¿qué decir si la separación fué concedida por el juez previo un 
proceso judicial? ¿Corresponde también en este caso al Ordinario dar 
el decreto de restauración de la vida en común ? Seguiremos refiriéndo- 
nos al caso de que la separación haya sido concedida por tiempo indefi- 


| nido, o que no haya expirado el plazo determinado y concreto que se fijó 
en la sentencia. 


Con el texto del canon a la vista puede formularse una proposición 


condicional —compuesta de condición y condicionado—del tenor siguien- 


te: «Si la separación fué decretada por el Ordinario (condición), corres- 
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ponde al Ordinario dar el decreto de restauración de la vida en común» 
(condicionado). Ahora bien: ya se sabe que, si falla la condición, el 
condicionado no fluye lógicamente. Luego si la separación no fué de- 
cretada por el Ordinario como tal, o sea administrativamente, sino por 
el juez, no se sigue, en virtud del canon, que corresponda al Ordinario 
dar el decreto de restauración de la comunión de vida. Desde un punto 
de vista puramente dialéctico, esto nos parece indiscutible. Pero, ade- 
más, hay razones positivas para afirmar que si la separación fué decre- 
tada por el juez, a éste, y no al Ordinario, compete declarar que ha ce- 
sado la causa de ella, si es que la cuestión llega a plantearse por uno de 
los cónyuges separados. 


Tanto el Ordinario como el juez, en las causas de separación, bus- 
can ante todo la verdad. Procuran averiguar si los hechos alegados son 


verídicos y si ellos son causa legítima de separación ; y si llegan a una 


conclusión afirmativa, acceden a ia pretensión del cónyuge que desea 
separarse. El decreto o sentencia que se den presuponen la convicción 
de haber llegado al descubrimiento de la verdad lógica; pero ellos no 
son más que la verdad jurídica. En la verdad lógica no se dan grados: 
o hay verdad o no la hay. La verdad jurídica, por el contrario, no es 
otra cosa que presunción de verdad lógica, por lo cual admite grada- 
ción, como la admiten las presunciones. La presunción de verdad lógi- 
ca será en nuestro caso tanto más grave cuanto más se hayan contrasta- 
do los hechos aducidos y cuantas más facilidades se hayan dado a una 
parte para apoyar su pretensión y a la otra para desvirtuarla. Por eso, 
cuando se trata de resolver conflictos de derecho privado se impone por 
regla general la vía contenciosa, y por eso mismo las sentencias judicia- 
les en esas materias contienen ordinariamente más presunción de verdad 
lógica, o, lo que es lo mismo, mayor verdad jurídica. Síguese de aquí 
que la sentencia judicial de separación crea un estado jwrídico de mayor 
firmeza y estabilidad que el que resultaría de un simple decreto adminis- 
trativo. De aquí es que las sentencias son siempre respetadas por todos, 
en tanto que los decretos administrativos son fácilmente revocados por 
el Superior que los ha dictado o por su sucesor en el cargo. 

Si, pues, la sentencia de separación crea un estado jurídico más firme, 
sería verdaderamente anormal que ese estado de derecho pudiera ser al- 
terado por una simple disposición administrativa, Por eso GASPARRI (26), 
contraponiendo la separación por decreto administrativo a la obtenida 


m 


(86) Tractatus canonicus de matrimonio, ed. 1982, m. 1.177. 
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por sentencia judicial, dice de esta última: «Quod si divortium tudicis 
ministerio pronuntiatum fuit ad certum incertumve tempus, coniuge ad 
meliorem frugem redeunte, innocens vitae consuetudinem restaurare non 
tenetur, nisi ex sententia iudicis aut transacto tempore». Proceder con 
otro criterio, haciendo posible la interferencia de la vía administrativa 
en la contenciosa, crearía un estado de inseguridad en el litigante ven- 
cedor y cedería en menosprecio de las sentencias y de los Tribunales 
eclesiásticos. 

La intervención del juez para declarar que ha cesado la causa que 
había motivado la separación y, por consiguiente, que debe restaurarse 
la cohabitación conyugal, implica la instauración, tramitación y reso- 
lución de un nuevo litigio, distinto del anterior y que ha de desembo- 
car en la pronunciación de una nueva sentencia ; pues el juez, al pronun- 
ciar la primera decretando la separación, functus est officio suo, con lo 
cual expiró su jurisdicción en la causa. No puede, por tanto, conside- 
rarse esta segunda intervención del juez como una continuación © pro- 
longación de la anterior ni como una ejecución parcial o prolongada de 
la primera sentencia, la cual hay que suponer que fué ya entonces plena 
y totalmente ejecutada. El hecho de la cesación de la causa legítima de 
la separación es completamente ajeno y extrínseco al procedimiento an- 
terior. Mas si se trata, como nos parece, de un nuevo pleito, cabe pre- 
guntar: ¿cuál es el Tribunal competente para conocer de él? 

A tenor del derecho constituído creemos no puede decirse que sea 
competente el Tribunal de apelación, ya que no se trata de impugnar 
mediante apelación o revisión la sentencia anterior ni se pretende la re- 
vocación de aquella sentencia. No se trata de volver sobre los motivos 
o argumentos que movieron al juez a sentenciar en un sentido determi- 
nado, sino de apreciar si la causa de la separación, que entonces existía, 
ha cesado ya. La primera sentencia debe quedar incólume, lo cual no es 
lo mismo que decir que no puede perder su aplicabilidad, ya que su apli- 
cación tiene un desarrollo permanente y sucesivo; mas, si deja de ser 
aplicable, no es porque el juez la revoque posteriormente, sino porque la 
naturaleza: misma de la separación temporal y el derecho positivo así lo 
reclaman. 

Mas no es ése el único problema que puede plantearse, sino también 
el siguiente: Si el juez de apelación, como tal, no es competente para 
conocer en el segundo pleito, hay que convenir en que éste es un pleito 
que se ha de ventilar en primera instancia; pero, gante qué Tribunal? 
c Ante el que*falló el primero o ante otro? Nuestra opinión, salvo melio- 
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Te, es que puede y debe conocer en él cualquier Tribunal que a la sazón 
sea competente a tenor de las normas generales que regülan la compe- 
tencia; de donde puede resultar que el Tribunal que falló y decretó la 
separación haya dejado de ser competente para conocer en el nuevo li- 
tigio, v. gr., por haber cambiado su domicilio ia parte que ahora ha de 
jugar el papel de parte demandada. 

No vemos, sin embargo, inconveniente en que las partes, de comum 
acuerdo, lleven la cuestión al Ordinario para que él resuelva administra- 
tivamente ; pues cada una de ellas, así como puede renunciar espontá- 
mente a la separación concedida, así también, y con mucha más ra- 
zón, puede renunciar al derecho que le asiste a exigir. la vía contenciosa 
para dilucidar si la causa de la separación ha cesado. 

Aunque el Concordato no prevé expresamente el caso de una senten- 
cia que declare extinguido el estado de separación legítima, es evidente 
que tal sentencia tendría eficacia civil y produciria en el fuero del Estado 
todos los efectos, una vez que por el Tribunal eclesiástico hubiera sido 
comunicada al Tribunal civil. 


LORENZO MIGUELEZ, 


Decano de la Rota Española 
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EL DECRETO SOBRE EL ALCANCE DEL 
ARTICULO 6. DEL CONCORDATO 


I. Texto DEL DECRETO 
Sacra Congregatio Rituum 
(Prot. N. D. 19/954) 


Dioecesium Hispaniae ! 


Cum huic Sacrae Congregationi Rituum nonnullae propositae sint = 
quaestiones ad interpretationem quod attinet art. VI solemnis Conven- 
tionis inter Sanctam Sedem et Hispaniam initae, nempe: 

1° Quomodo in liturgicis precibus appellandus sit Supremus Ci- 
vitatis Moderator. 

2. Quae sit obligatio et quaenam ratio recitandi "quotidianas" 
preces ad prosperitatem Supremo Civitatis Moderatori impetrandam 
“iuxta Sacrae Liturgiae praescripta”. 

3° Utrum denique in precibus recens inductis quae in Pervigilio 
Paschatis recitantur, Supremi Civitatis Moderatoris nomen expresse sit z 
enuntiandum. 

Haec Sacra Congregatio Rituum, Hispaniae peculiaribus rerum ad- e 
iunctis mature perpensis, spectatissimorumque eiusdem Nationis eccle- Poi 
siasticorum virorum explorata sententia, haec declarat: y 

Ad primum: Adhibeatur titulus "Ducis", utpote qui iam invaluerit 
apud fene omnes Hispaniae Dioeceses, quique prorsus anleferendus de 
videatur ceteris id genus appellationibus, quibus aliae utuntur Na- AA 
tiones. > 

Ad secundum: Cum inde a regii imperii temporibus formula illa li- TR 
turgica in Hispania usu recepta sit, initio hisce verbis expressa: “Et Pe 
famulos...", eadem formula vigere pergat; eius autem recitatio, hac- hon 


tenus arbitrio relieta, omnes iam obligat vi art. VI, et quidem, ut fert = ^. 
consuetudo, in omnibus Missis cum sollemnibus tum privatis cuiuslibet m 
ritus, etiam primae classis, exceptis Missis “pro defunctis". j PR AN 

Ad tertium: Cum nova precum formula Pervigilii Paschatis pro LEA 
omnibus nationibus confecta sit, ac satis sit cuivis regiminis generi | ^ 
significando accomodata, eadem etiam in Hispania est adhibenda \ F 


Romae, die 6 Julii 1954. 


x 


Caietanus Card. CICOGNANI, S. R. C. Praefectus; Alfonsus CARINCI, Ar- 
chiep. Seleucien., a Secretis." 
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II. Er ARTÍCULO VI DEL CONCORDATO 


Entre los temas que esta Revista dedica al nuevo Concordato, firma. 
do y aprobado entre España y la Santa Sede, no podía faltar el que se re- 
fiere al artículo VI, en cuyo texto se prescriben las preces y oraciones que 
los sacerdotes deben elevar a Dios por Espafia y por el Supremo Modera- 
dor del Estado espanol (1). 


Razón de las preces 


El Misal de Braga (n. VI), que las impone, recuerda el texto del Após- 
tol en su primera carta a Timoteo (T, 2, 2), y es de creer que el consejo de 
San Pablo encargando oraciones y preces no caeria en saco roto entre los 
primeros cristianos. Es más: se podria fácilmente seguir cómo los santos 
Padres han transmitido, como un eco lejano que no puede apagarse, esta 
süplica a través de una larga antologia que probaria la práctica ininterrum- 
pida de rogar por las supremas autoridades civiles. 

Y estas preces es de creer que ya desde los primeros tiempos hallaron 
su lugar en los libros liturgicos, pues en los más antiguos Sacramentarios 
—Leoniano, Gelasiano y Gregoriano—hallamos ya formularios de oracio- 
nes pata el Emperador y para el Rey. y podríamos seguir fácilmente su 
expansión a través de la historia de los Pontificales que ha publicado Lé- 
ROQUAIS (2), libro que se puede decir completo para Francia, en todos los 
cuales se halla la Misa para la coronación, aniversario, etc., del Rey o del 
Emperador. 

El estudio de las fórmulas litúrgicas cada día resulta más fácil, gra- 
cias a la publicación de toda clase de textos y libros litúrgicos, cuyas edi- 
ciones han hecho posible la divulgación impresa de concordancias verbales 
de los mismos (3). 


III. Las PRECES EN EL CANON Y EN LOS DIAS DEL VIERNES 
! y SÁBADO SANTOS 


"Conforme a las concesiones de los Sumos Pontífices San Pio V y 
Gregorio XIII, los sacerdotes españoles diariamente elevarán preces pot 


(1) [FRANCISCO LODOS, S. I.: Preces litúrgicas por España 1 E i 

| , : y el Jefe del Estado, en “Ecclesia”, 
n. 642 (Madrid, 1953), pp. 488-90. GREGORIO MARTÍNEZ DE ONTASANA, C. M. F.: La peroración “Et 
famulos , en *Ilustración del Clero”, tomos XXIII y XXIV (afios 1929-30), y en la misma revista, 
«de ay PE Dd ha e tee a ¡publicar un comentario sobre esta misma materia. 

[ + LEROQUATS: Les Ponlificaux manuscrits des Bibliothè y 1937 
runa dond ibl ques de France (Paris, 1937) 
(3) El primer fruto de estos estudios ha sido obra del P. PLÁCIDO B 

; k RUYLANTS: Concordance 
verbale du Sacramentaire Léonien, publicado en “Alma” (Archiv Latinitati ( vii 
LAVATI XIX Gallos 4040-48), ( - tinitatis Medii Aevii), to- 
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España y por el Jefe del Estado, según la fórmula tradicional y las pres- 
cripciones de la Sagrada Liturgia" (ar: VI del Concordato). 

Estas preces del Canon y del Viernes y Sábado Santos fueron conce- 
didas a Espana por San Pío V, como dice el Concordato, por medio de un 
Breve que fué expedido el 16 de diciembre de 1570. 

En este Breve, Ad perpetuam rei memoriam, que empieza “Ad hoc nos 
Deus unxit", San Pío V reforma el Misal Romano, publicado reciente- 
mente por este Santo Pontífice, en algunos puntos sobre los cuales el Rey 
había llamado la atención del Papa porque contrastaban con los usos de 
la Liturgia observada en España. Y con respecto a la materia de que tra- 
tamos, no puede haber mayor claridad en la expresión: “In Canone quoque 
Missae, post Romani Pontificis et Praelati nomine, Regis mentio, prout 
hactenus dictis partibus servari solitum est, fieri debere; similiter in ora- 
tionibus die veneris Crucis et benedictione cerei paschalis, loco nominis pro 
tempore existentis Romani Imperatoris, quod inibi nominari volumus, His. 
paniarum regis memoriam, iuxta antiquum partium earum stylum, no- 
minetur" (4). 

Adviértase que, aunque la concesión sea de Pio V, alude ya a una prác- 
tica seguida en Espafia. ; Desde cuándo? 

Como no tenemos en España una obra comparable a la de LÉROQUAIS, 
hemos de contentarnos con el libro de FERRERES (5). 


a) En el Canon. Según este autor, las palabras "antistite nostro N., 
rege nostro N.”, se hallan en el canon del Sacramentario de Vich Ad glori- 
ficandum, folio 3, y en el folio 84 del ceremonial de la misma ‘Catedral, 
los dos manuscritos del siglo x1; en los manuscritos 7, 8 y 11 de San Fé- 
lix, de Gerona; en el número 24 de la Catedral de Gerona y en el nüme- 
mero 271 de la Biblioteca Provincial, también de Gerona; en el Misal de 
Valencia de 1492 y en los de Elna, de Tortosa y de Tarragona, del siglo xv, 
asi como en los manuscritos cistercienses del siglo x111, de la Biblioteca 
Provincial de Tarragona. 

b) El P. FERRERES no sigue el desarrollo de las oraciones del Vier- 
nes Santo ni las alusiones al Rey en el Exultet del Sábado Santo, y por 
esta causa ignoramos si se mencionaban o no estas autoridades. 

Huco EHRENSBERGER, en Libri liturgici Bibliothecae Apostolicae Vati- 
canae manuscripti (Friburgo de Brisgovia, 1897) describe algunos ma- 
nuscritos que, aunque se hallen en la Biblioteca Vaticana, tienen una pro- 


(4) ANTONANA: Manual de Liturgia Sagrada, quinta edición, II, 490-93. 
(5) JUAN B. FEBRERES, S. I.: Historia del Misal Romano (Barcelona, 1928). 
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; es cedencia espanola, pero tampoco podemos seguirle, porque la descripción 
i : que de los mismos hace no alcanza a estos detalles. 

| ADALBERTO EBNER publicó en el año 1896, en el mismo Friburgo, su 
libro Quellen und Forschungen zur Geschichte und Kunstgeschichte des 
i a Missale Romanum im Mittelalter. Iter Italicum, y en dicho libro hemos 
EON. hallado un manuscrito barcelonés, el actual Vat. Lat. 3.547, del siglo XIII, 
T en cuyo manuscrito el Papa y el Rey se hallan mencionados en las oracio- 
Er nes del Viernes Santo y sólo el Papa en el Exultet, mientras que en cl 
manuscrito Códice VI (del siglo xv) de la Biblioteca Nazionale. de Ná- 
pe poles, entre las “Monitiones” del Viernes Santo, se hallan los nombres 
| del Papa I[nocencio] y del Rey A[lfonso], y en el Exrultet, una mano del 
siglo xvi escribió la palabra Philippum, hallándose cortada la parte de fo- 
È PER lio que seguía, y que seguramente decía regem nostrum. 

Para los que quieran estudiar el origen, el desarrollo del rito para la 
bendición y coronación del Rey o del Emperador, significado de los em- 
blemas reales, etc., se consultará con provecho el libro de E. EICHMAN : Dic 
Kaserkronung 1m Abendland. Ein Beitrag zur Geistegeschichte des Mit- 
telalters (Würzburg, 1942). Dos volümenes. 


Vis LASECOLECTA T BA BAMULOS | 


* . No es fácil averiguar su origen ni la fecha de su concesión a los Re- 
yes de Espafia. Las Bulas de Pio V y de Gregorio XIII no hacen alusión 
a la misma. Por otra parte, es anterior a dichas Bulas. 


Un libro tan util v precioso para las oraciones del Misal Romano, como 
es el de D. P. BnuvraxTs, O. S. B. (Les oraisons du Missel Romain: 
Text et histoire), no nos puede servir para averiguar el origen de esta Co- 
lecta, porque solamente hace la historia de las oraciones contenidas en cl 
Misal Romano, como dice el título del libro. En los Sacramentarios an- 
tiguos tampoco se halla esta oración, por lo que hemos de intentar seguir 
el origen y desarrollo de esta Colecta a través de unas pocas fichas que, 
referentes a la misma, hemos hallado, supliendo los anillos que faltan para 
| completar esta cadena con hipótesis más o menos concluyentes, 


Y en primer lugar, resumiendo la doctrina que respecto a las opiniones 

que sobre los primeros Sacramentarios se admiten, podemos afirmar que 

_ durante los primeros siglos no habia más que una oración llamada Colecta, 
otra Secreta y otra Postcommunio, exceptuando el rito llamado mozárabe. — 


como puede verse en el Liber mozarabicus sacramentorum, editado el 
_afio 1912 por D. Marto Férorty, 
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Pero seguramente, al aumentar el Santoral, aumentaba también la ocu- 
rrencia de las fiestas de los santos con !a Misa sefialada para los días litür- 
gicos en el Temporal o propio “de Tempore", y el remedio consistiría en 
celebrar "de Tempore" o "de Sanctis" con la conmemoración corres- 
pondiente, como actualmente se hace durante el Adviento y la Cuaresma. 

A más de la continua inclusión de santos en el Santoral, se presentaron 
en el decurso de los siglos calamidades y miserias. Y cuando se presentaría 
alguna necesidad en la Iglesia, se multiplicarian las oraciones, y para ani- 
mar a los sacerdotes a rezarlas, los Papas y Obispos que las ordenaban 
las enriquecian con indulgencias. 


He aqui un ejemplo en el que Clemente VI ordenaba al Arzobispo de 
Tarragona y a sus sufragáneos que recen las tres oraciones: Contra per- 
secutores Ecclesiae (en el Misal Rom., entre las diversas, figura con el 
numero IO, y en BRUYLANTS, con el nümero 517), Contra persecutores et 
male agentes (número 11 del Misal y 628 de BRUYLANTS) y Deus a quo 
sancta, que figura en la Misa por la paz (BRUYLANTs, 201). La oración 
Hostium, según ANDRIEU (6), se rezaba también para la liberación de la 
Tierra Santa, y las otras podrían tener relación con la lucha contra Luis 
de Baviera, que fué depuesto el año 1346, habiendo fallecido el año si- 
guiente. 

Es digno de ser notado que se debía rezar una sola vez, antes del Pater 
noster, porque entonces terminaba la Misa con el Canon. 

El texto que damos es un regesto objetivo de una Bula que se halla 
en el Archivo Vaticano, fondo Miscellanea, nümero 1.686, y es original, 
pero le falta el plomo: 


Clemens... archiepiscopo Terraconen., eiusque suffraganeis. “Com- 
motum mare mundi huius" procellis aspicientes turbinibus discipu- 
lorum Salvatoris gestis instruimus, ut pro sedandis undis Salvatorem 
ipsum devotis precibus excitemus. Sane dudum fe. re. Iohannes pa- 
pa XXI, similibus turbationibus tune inminentibus, certa orationum 
suffragia ordinavit, videlicet, quod post dietam a celebrante Missam, 
Pater noster, responsioneque secuta: sed libera nos a malo, antequam, 
in Missa procederetur ulterius, dicerentur ab eodem celebrante ac cle- 
rieis ac aliis presentibus, cum devotione, illud canticum: Letatus sum 
in hiis que dicta sunt michi, totum cum Gloria Patri: ac subsequenter : 
Kirye eleyson, Christe eleyson, Kirye eleyson, Pater noster, postque 
isti versiculi, que sequuntur: 

V. Domine, salvos fac reges. 
R. Et exaudi nos in die qua invocaverimus te. 


(6) Le Pontifical Romain au moyen age, 111, 631. 
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V. Salvum fac populum tuum, Domine. 
R. Et benedic hereditati tue. 

V. Et rege eos. 

R. El extolle illos usque in eternum. 

V. Fiat pax in virtute tua. 

n. Et habundantia in turribus tuis. 

V. Domine, exaudi orationem meam. 

R. Et clamor meus ad te venial. 

V. Dominus vobiscum. 

B. Et cum Spiritu tuo. 

Ac orationes: Ecclesie tue quesumus, Domine, preces placatus ad- 
mitte, ut destructis adversitatibus et erroribus. universis, secura tibi - 
serviat libertate. 

Hostium nostrorum quesumus, Domine, elide superbiam, eorumque 
contumaciam dextere tue virtute prosterne. 

Idemque predecessor omnibus penitentibus, celebrantibus et eis 
assistentibus, observantibus supra dieta, singulis missis quibus hoc 
facerent, viginti dies de iniunctis eis penitentiis relaxavit. Nos igitur 
non minus quam tune fundere preces pium existimantes, duximus per 
alias litteras ordinandum, ut preces huiusmodi in missis celebrandis. 
addita predictis orationibus hee que sequitur: 

Deus a quo sancta desideria recta consilia et iusta sunt opera, da 
servis tuis illam, quam mundus non potest dare pacem, ut, et corda 
nostra mandatis tuis dedita, et hostium sublata formidine, tempora 
sint, tua protectione, tranquilla. Per Christum Dominum nostrum pre- 
ces devotius effuderent; Nos enim observantibus supra dicta, preter 
viginti dies predietos, decem dies de iniunctis eis penitentiis duximus 
relaxandum. Quo circa fraternitati vestre mandamus, quatinus pre- 
sentes litteras et contenta in eis publicari mandetis. 

Dat. Avinione, id. novembris, pont. nostri anno quarto. 


Un paso más adelante lo hallamos en el manuscrito de Darmstadt, en 
el cual, aunque reducido al Obispo, hallamos ya el formulario “Et famu- 
los", con la particularidad que obliga a rezarla, con las indulgencias con- 
siguientes, después de la Colecta, de la Secreta y de la Postcommunio. 

En el manuscrito número 972 de Darmstadt hay un Ordinario para la 
celebración de la Misa durante toto anni circulo, del siglo XIv, para la 
iglesia de Tréveris, cuyo ordo perteneció al arzobispo Baldevino, herma- 
no del emperador Henrico III, y en él aparece la oración “Et famulos", 
indulgenciada, que hay que decir antes de la conclusión de la ültima ora- 
ción, tanto en la Colecta, como en la Secreta, como en la Postcommunio. 


Et semper ante ultimum per Dominum dicetur: Et famulum tuum 


' antistitem nostrum gregemque sibi commissum ab omni adversitate 
custodi; 
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vel pro eo teneat istam orationem: Deus omnium fidelium pastor et 
rector... 
Et hoc etiam ad secretam et complendam. 


Es también del siglo xiv un manuscrito, citado por el P. FERRERES (7), 
del Archivo Capitular de Gerona, número 24, en cuya última hoja se halla 
ya esta peroración “Et famulos” del modo como quedó fijado el texto, 
es decir, reuniendo a la tercera parte de la Colecta, la petición : 


“Et famulos tuos Papam, et antistitem nostrum N., Philippum 
regem, reginam et principem nostrum cum prole regia, populo sibi 
commisso et exercitu... nequitiam, fruetus terrae dare el conservare 


digneris. Per Dominun nostrum." 


Otro eslabón de esta cadena se halla en el claustro de San Pedro In 
Montorio, de Roma, donde se halla una fina lápida, con el escudo de los 
Reyes Católicos, en la cual se hace constar que en virtud de las limosnas 
que el rey Fernando y la difunta dona Isabel erogaron y erogan al Mo- 
nasterio anexo “im fime cuiuslibet Collectae, ante per Dominum. nostrum 
dicant haec verba: Et famulos tuos summum Pontificem N., Regem, Regi- 
nam et Principem catholicos cum prole regia et nos ab omni adversitate 
custodi, Per Dominum nostrum". 

Al final de dicha lápida se advierte que el original de dicha Colecta se 
halla en el Archivo de la Iglesia Nacional de Santiago. x 

En cuanto a la fecha, hay que notar que, segün el contexto, habia ya 
muerto la reina Isabel, pero vivía aün el rey Fernando, por lo que hay que 
datar esta oración entre 1504 y 1516, fechas de la muerte de la Reina y 
del Rey, respectivamente. 

De este mismo tiempo, ANTONANA cita un Misal de Sevilla (1520) y 
otro de Zaragoza (1559), y asegura que después no ha hallado dicha Co- 
lecta hasta el “Missae propriae sanctorum", impreso en Toledo en 1609, 
por lo que puede concluirse que dicha Colecta fué introduciéndose por cos- 
tumbre. 

El texto, según las diferentes diócesis, debía contener no pocas varian- 

tes, no lográndose la uniformidad a pesar de las diferentes Sinodales que 
la prescribían. ANTOÑANA, de quien tomamos estas noticias, dice que esta 
Colecta figura en todos los Misales impresos en Espana desde 1679 a 1885, 
algunos de los cuales fueron aprobados por la Congregación de Ritos, con 
una fórmula uniforme. 


(7) El Misal Romano, pp. XXXIII-IV. 
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V. FORMULA DEFINITIVA DE LA COLECTA 


Gracias al celo de los Obispos, manifestado en sus Sinodales, se llegó a 
fijar el formulario antes de 1675, en cuyo año los Mercedarios pidieron a 
la Congregación de Ritos poder añadir el inciso et captivos, que, una vez 
concedido, continuó en dicha peroración hasta 1902. La historia de esta 
afiadidura la podemos saber por el documento siguiente: 


"Beatissime Pater: 

Fr.Franciscus de S. Marco, Proeurator Generalis Discalceatorum 
Ordinis beatae Mariae de Mercede Redemptionis Captivorum, Sancti- 
tati Vestrae reverenter exponit quod fe. rec. Pius V et Gregorius XIII 
concesserunt quod in universa Hispania posset diei ab omnibus sa- 
cerdotibus, tum saecularibus tum Regularibus, tam in Missis cantatis. 
quam in lectis privatis, post orationes in Missali deseriptis, sequens 
oratio seu collecta, videlicet: 


COLLECTA 


Et famulos tuos Papam nostrum N., Antistitem nostrum N. et Re- 
gen nostrum N., Reginam et Principem cum prole Regia, populo sibi 
comisso et exercitu suo ob ommi adversitate custodi, pacem et salu- 
fem nostris concede temporibus, et ab Ecclesia tua cunctam repelle 
nequitiam, et gentes paganorum et haereticorum dexterae tuae poten- 
tia conterantur, et fructus terrae dare et conservare digneris. : 

Verum quia universi praedieti Ordinis fratres, quippe qui ex eo- 
rum instituto Redemptioni fidelium captivorum incumbunt, ex com- 
passivo affectu, quem erga Captivos ipsos ex visceribus gerunt. ut 
eos uberiori fructu in suis orationibus iuvare possint, magnopere de- 
siderant, captivos eosdem in praedicta Collecta, quando in Missae sa- 
erificio reeitatur praecibus Domino commendare; Ideo praedictus Pro- 
curator Generalis, nomine totius praedicti Ordinis, tam Calceati quam 
Excalceati, Sanctitatem Vestram humiliter exorat, quatenus benigne in- 
dulgere dignetur quod in dieta Collecta possit fieri mentio de Captivis 
Christianis, et de praedicto Ordine in forma sequenti videlicet : 
COLLECTA 


Et famulos tuos Papam... et exercitu suo, Ordinem nostrum et nos 
famulos tuos ab omni adversitate custodi, pacem et salutem nostris 
concede temporibus et ab Ecclesia tua cunctam repelle nequitiam, et: 
gentes paganorum et haereticorum dexterae tuae potentia conterantur, 
et Captivos Christianos, qui in Saracenorum potestate detinentur tua 
misericordia liberare. et fructus terrae dare et conservare digneris. 


l Quae omnia benigne de gratia Sanctitatis Vestrae sperant, et in om- 
nibus etc. Quam Deus, etc.” 


De esta petición existen dos memoriales iguales. La indicación de la 
persona a la que va dirigida es “Ss.mo D. N. D. Clementi Papae X". Si- 
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z STE j : ; ” , 
gue el título: “Ord. B. Mariae de Mercede”, y después el nombre de la 
persona que presenta la súplica, que en este caso es el Procurador General 
de dicha Orden, el P. Francisco de San Marcos. 

En la petición se haila la resolución que se tomó: “Referet Eminen- 
tissumus de Maximis”, y se cambiaría después: “Emo. et Rmo. Cardinali 
Raspono, qui referat in Congregatione Sac. Rit.: Bernardus Casalius, se- 
cretarius", conforme se lee en otra petición. 

Y en la sesión de la Congregación del “Die 13 iulii 1675: Concedatur 
quoad captivos". Y en esta forma fué firmado el Decreto en dicho día, con 
la fecha sobredicha de 13 de julio de 1673 (véase Reg. Congr. 1675-70, 
folio 102”): 

“Praedictam collectam, ut iacet approbavit, et in universa Hispania 
ab omnibus sacerdotibus, tam saeeularibus quam regularibus, tam in 
missis cantalis quam privatis, post orationes in Missali descriptis, iuxta 
concessionem san. mem. Pii. V et Gregorii XIII dici ac imprimi posse 
concessit. die 13 aprilis 1675" (8). 


VI. SUPRESION DEL INCISO “ET CAPTIVOS” 


Fué primero en América desde donde fué pedida la supresión de este 
inciso (1873), y el 1902 en España. 


Hispaniarum. 


Per decretum Sacrorum Rituum Congregationis Provinciae Ecele- 
siasticae s. Iacobi de Chile 19 iunii 1873 fe. rec. Pius papa IX conce- 


ssit ditioni Chilensi ut in Collecta: “Et famulos tuos" omittatur inci- . 


sum: *et captivos christianos qui in saracenorum potestate detinentur. 
tua misericordia liberare". Nunc iisdem de causis, Eminentissimus et 
Rmus. dom. cardinalis Ioseph M. Martin de Herrera archiepiscopus 
Compostellanus cum aliis archiepiscopis et episcopis Hispanis Saneti- 
ssimum Dom. Nostrum Leonem papam XIII supplicibus votis deprecatus 
est ut praefatum indultum ad totam ditionem Hispanam extendetur. 

Sanctitas porro Sua, referente infrascripto Cardenali Sae. Rit. Con- 
gregationi Praefecto, attentis peculiaribus adiunetis, petitam extensio- 
nem memorati indulti pro universa ditióne Hispana concedere dignata 
est. Contrariis non obstantibus quibuscumque. i 

Die 19 augusti 1902 (9). 


Pero en Zaragoza, quizá porque en dicha ciudad había la Academia . 


Militar, la. guerra de Marruecos produjo cierta impresión, y surgieron 


(8) Arch. Congr. de Ritos, posit. 13 aprilis 1675. 
(9) Arch. Congr. Rit., reg. 1902, f. 82’. 
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dudas acerca de la supresión de este inciso, y se recurrió a Roma para acla- 


rarlas: 


Caesaraugustan. 


lo. Soldevila Romero, archiep. Caesarugustanus.. exponit: Smum 
D. N. Leonem Pp. XIII per Decretum Sac. Rit. Congreg. 19 augusti 1902, 
“Hispaniarum” ad enixas preces Emmi. Card. Martin de Herrera, ar 
chiep. Compostellan., concessisse universae ditioni Hispaniae extensio- 
nem indulti, antea concessi a Pio IX ditioni Chilensi 19 iunii 1873, ut 
in Collecta *Et famulos", quae ex singulari privilegio S. Pii V ac Gre- 
gorii XIII in Hispania dici potest in quibuscumque Missis vivorum, omi- 
(tatur incisum “et captivos christianos qui in Saracenorum potestate 
detinentur tua misericordia liberare". 

Iam vero in hae Archidioecesi, in qua haec Collecta a pluribus an- 
nis, ab Ordinario imperata fuit, consuetudo viget numquam omittend: 
praedictum incisum; quod etiam in aliis Hispaniae dioecesibus locum 
habet. 

Sed quod attinet ad hane Ecclesiam Metropolitanam, paucis abhinc 
mensibus dubium aliquod suscitatum est inter Capitulares, observan- 
do consuetudinem fere omnes, aliqui vero illam omittendo in Missa 
Conventuali. 

Quapropter infrascriptus Archiepiscopus, rogatus a Praeside Capi- 
tuli, ut in hac re uniformitas ab omnibus servetur, et, licet valde op- 
taret ut praedicta verba ab omnibus dicerentur, uti hucusque servatum 
fuit, eo quod occasione belli praesentis cum Saracenis adhue adveniant 

LÉ casus christianorum qui in illorum captivitatem incidant; attamen 
i volens omnia cum memorato Decreto “Hispaniarum” componere, se- 
quentia dubia a Sacra Rit. Congregatione solvenda humiliter proponit- 


I. Attenta praxi hucusque servata, an liberum sit praedictum in- 
cisum dicere vel omittere in Missa Conventuali? 


II. An, attentis expositis, Orator possit, aut debeat, ob uniformita- 
tem et gravitatem memorati belli cum Saracenis praecipere, ut ser- 


vetur consuetudo non omittendi dictum incisum saltem in Missa Con- 
ventuali? 


III. An possit idem praecipere pro omnibus Missis, in quibus haec 
Collecta dicatur, saltem eum sibi videatur haec expedire ob aliquem 
casum rei gravis, ut in praesens? 
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IV. Utrum cum haec Collecta imperatur ab Ordinario in genere 
pro diebus a Rubrica permissis, debeat dici tantum his diebus, quibus 
n permittuntur Collectae pro re non gravi; vel dici debeat etiam in du- 
ge plicibus I et II classis, seu in omnibus Missis vivorum, iuxta specia- 
Ts les rubricas seu privilegia huius Collectae? 


Tn Y en el Congreso de la Congregación de Ritos del 20 de julio de 1916 
fué decidido: i 
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“Ad mentem. Mens est ut servetur utrumque Decretum nempe Pro- 
vinciae ecclesiasticae S. Iacobi de Chile—9 iunii 1873—et Hispania- 
rum diei 19 augusti 1902." (10). 


VII. La CoLeEcTA “Er FAMULOS EN PORTUGAL 


La génesis y desarrollo de esta peroración en Portugal podría haber 
sido igual—en la forma y paralelo en el tiempo—al que hemos visto en 
Espana. 

En efecto, antes de la unidad peninsular, en la archidiócesis de Braga 
se rezaba, mandada por el Arzobispo, esta Colecta, más o menos desarro- 
llada, durante la Misa, en la Colecta, en la Secreta y en la Postcommunio 

Efectivamente, en el Misal de Braga, impreso el 1558, al principio 
entre las Regulae generales, folio IX’. se justifica la obligación de rezar 
por los Reyes citando las palabras del Apóstol a Timoteo, a las que hemos 
aludido al principio; se fijan los incisos de esta oración y, al mismo tiem- 
po, las rübricas de la misma. 

Es de advertir que se ruega por el Rey y su familia antes que por el 
Ordinario: 


Attendens nunc vero ad obligationem quam beatus Paulus praelatis 
iniungit, episcopo Timotheo scribens, obsecro primum omnium obse- 
crationes fieri, pro regibus et omnibus qui in sublimitate constituti 
sunt. Considerantesque quantum reipublicae christianae intersit. prin- 
cipes, penes quos eius gubernacula sunt, incolumes, ac diutinus esse. 
quantumque Deus optimus maximus, multiplicatis precibus, propitius 
soleat elargiri, Ecclesiae nostrae Bracarensi, necnon et collegiatis at- 
que parochialibus quibuscumque huius dioecesis ecclesiis, iniungimus, 
et venerabiles fratres nostros obnixe rogamus, ut in missis conven- 
tualibus (quae alias de die, vel de tertia appellantur) in fine oratio- 
nis, si unica est, seu ultimae, si sint plures, et in fine collectae, secre- 
tae, et postcommunicandae, in omnibus his locis ante conclusionem, 
pro santissimo domino nostro romano pontifice, pro serenissimis rege 
domino nostro, regina et principe, cum omni prole regia, et antistite 
dioecesano, ut illis spiritum recta cogitandi et agendi benignus elar- 
giri dignetur, adiungant additionem sequentem: et famulos tuos pa- 
pam, regem nostrum, reginam et principem cum omni prole regia, an- 
tistitemque nostrum, et nos ab omni adversitate custodi; et pacem tuam 
nostris concede temporibus; et quod ea terminetur cum conclusione 
quam postulet oratio cui addetur. In orationibus tamen quarum con- 
clusio fuerit, Qui tecum vivit et regnat, ut in oratione posteommuni- 
canda de Nativitate, scilicet, Praesta quaesumus, omnipotens, et in 


(19) Arch. Congr. Rit., posit., c. 71, 16. 
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oratione saneti Stephani: Da nobis quaesumus, Domine, et in oratione 
beatae Mariae: Deus qui salutis aeternae, et aliis similibus, additio 
haee concludatur, per eundem Dominum nostrum. 


a) Modificaciones posteriores. 


Al final de dicho Misal, en una hoja impresa en el siglo xvIII, fué am 
pliada y modificada esta Colecta: el nombre del Obispo pasó a su lugar 
debido, después del Papa, y le fué añadido algún nuevo inciso. 


La modificación podría haber sido introducida en tiempo de la unidac 


peninsular (1581-1640). 
Segün esta hoja, la Colecta era la siguiente: 


El famulos tuos Papam nostrum N. et Antistitem nostrum N., Re- 
gem nostrum N., Reginam, et Principes cum prole Regia, populo sibi 
commisso, et exercitu suo terra, marique ab omni adversitate custodi: 
pacem et salutem nostris concede temporibus, et ab Ecclesia tua cunc- 
iam repelle nequitiam: Paganorum el Haereticorum superbiam dex- 
terae tuae virtute prosterne. Per Dominum, sive Per eundem, vel qui 
vivit. Quando oratio concludit qui tecum vivit, dicendum est, per eun- 
dem, etc. Quando dicitur oratio a cunctis, 
se suprime: pacem et salutem nostris concede temporibus, et ab eccle- 

! sia tua cunctam repelle nequitiam. 

Quando dicitur oratio Ecclesiae, 
se suprime: et ab ecclesia tua cunctam repelle nequitiam. 

Quando cantatur Missa pro pace vel eius. oratio, 
se suprime: pacem et salutem nostris concede lemporibus. 


Asi continuaria, pues hemos visto tres Misales portugueses del si- 
glo xvin (1714, 1736 y 1764) en los cuales la sobredicha Colecta se puede 
ya decir completa. 

Después de "exercitu" se le añadió el inciso “terra marique", que si- 
guió hasta nuestros días. En este Misal de 1764 se corrigió a mano: “fi 
delissimum nostrum”, aludiendo a Juan V. 

b) La Colecta durante la Republica. 


Cuando advino la República en Portugal, se adoptó una solución que 
podríamos llamar elegante; esto es, se conservó la fórmula que hay que 
` usar sub regimine monarchico y la que se reza bajo la República. 
E Asi lo hemos hallado en el Misal de Braga, impreso el año 1924, como 
puede verse en seguida: 
= c) Collecta pro Lusitania. 


A M Dicitur haec Collecta, ex Privilegio Sedis Apostolicae, ab omnibus 
i M va Sacerdotibus tam saecularibus quam regularibus, in omnibus Missis, 


SEU V Regge 


wie 
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sive privatis, sive conventualibus aut solemnibus, quaecumque sit 
earum solemnitas; numquam tamen dicitur in Missis Defunetorum. Co- 
llecta dieitur post ultimam Orationem, Secretam et Postcommunionem, 
si Missa habeat plures Orationes; si autem habeat unicam Orationem. 
dieitur immediate post eam. 

2. Dicitur sub eadem conclusione Orationis, cui additur, id est: 
Per Dominum vel Per eumdem Dominum aut Qui vivis, etc.; quando 
autem ultima Oratio Missae concludit Qui tecum, Collecta concludere 
debet Per eumdem Dominum. 

3. Ut infra notatur: a) quando in Missa dicitur Oratio A cunctis. 
in hac Collecta omittuntur verba pacem et salutem... nequitiam; 
b) quando dicitur Oratio Ecclesiae, omittuntur verba et ab Ecclesia... 
nequitiam; c) quando dicitur Missa pro paee, vel ex eadem sumuntur 
Oratione, omittuntur verba pacem et salutem... temporibus. 

4. Quoties in Missa dicitur Oratio pro Papa, vel vacat Sedes Apos- 
tolicas, omittuntur verba Papam Nostrum N.; eadem norma servari. 
debet in Commemoratione Antistitis, Regis, Reginae et Principis. Li 


d) Collecta sub regimine monarchico. 


1. Ordinarie: 


Et famulos tuos, Papam nosirum N., Antistitem nostrum N., Re- 
eem nostrum N., Reginam et Principem cum Prole regia, populo sibi 
commisso, et exercitu suo, terra marique ab omni adversitate custodi : 
pacem et salutem nostris concede temporibus, et ab Ecclesia tua cune- 
tam repelle nequitiam; paganorum et haereticorum superbiam dexte- 
rae tuae virtute prosterne. NE: 


2. Quando dicitur Oratio A cunctis: 


Et famulos tuos, Papam nostrum N. Antistitem nostrum N., Re- y 
gem nostrum N., Reginam et Principem cum Prole regia, populo sibi | 
commisso, et exercitu euo, terra marique ab omni adversitate custodi: Y 
paganorum et haereticorum superbiam dexterae tuae virtute prosterne. 


3. Quando dicitur Oratio Ecclesiae: 2 
Et famulos tuos, Papam nostrum N., Antistitem nostrum N, Re- 
gem nostrum N., Reginam et Principem cum Prole regia, populo sibi ^ 


commisso, et exercitu suo, terra marique ab omni adversitate custodi; 
pacem et salutem nostris concede temporibus; paganorum et haereti- 
eorum superbiam dexterae tuae virtute prosterne. 


4. Quando dieitur Missa pro Pace, vel ex eadem sumuntur Ora- ji 
tiones : a 
Et famulos tuos, Papam nostrum N., Antistitem nostrum N, Re- 
gem nostrum N., Reginam et Principem cum Prole regia, populo sib! 
commisso, et exercitu suo, terra marique ab omni adversitate custodi, ie 
et ab Ecclesia tua cunctam repelle nequitiam; paganorum et haere- ay 
ticorum superbiam dexterae tuae virtute prosterne. V ES 
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e) Collecta sub actuali regimine. 


1 S 0rdinarie: 

Et famulos tuos, Papam nostrum N., et Antistitem nostrum N. Po- 
pulumque Lusitanum eum exercitu suo, terra marique ab omni ad- 
versitate custodi: pacem et salutem nostris concede temporibus, el ah 
Ecclesia tua cunctam repelle nequitiam: paganorum et haereticorum 
superbiam dexterae tuae virtute prosterne. 

2. Quando dieitur Oratio A cunctis: 

Et famulos tuos, Papam nostrum N., et Antistitem nostrum N., Po- 
pulumque Lusitanum cum exercitu suo, terra marique ab omni ad- 
versitate custodi: paganorum et haereticorum superbiam dexterae tuae 
virtute prosterne. 

3. Quando dicitur Oratio Ecclesiae: 

Et famulos tuos, Papam nostrum N. el Antistitem nostrum N., Po- 
pulumque Lusitanum eum exercitu suo, terra marique ab omni ad- 
versitate eustodi: pacem et salutem nostris eoncede temporibus: pa- 
ganorum et haereticorum superbiam dexterae tuae virtute prosterne. 

4. Quando dicitur Missa pro Pace; vel ex eadem sumuntur Ora- 
tiones: 

Et famulos tuos, Papam nostrum N., et Antistitem nostrum N., Po- 
pulumque Lusitanum cum exercitu suo, terra marique ab omni ad- 
versitate custodi: et ab Ecclesia tua cunctam repelle nequitiam: pa- 
ganorum et haereticorum superbiam dexterae tuae virtute prosterne. 


El 19 de mayo de 1952 fué modificada esta Colecta, añadiendo: “ Antis- 


titem vel Patriarcham N., Praesidens ac Moderatores cum populo sibi 
commiso et exercitu”... 


VIII. La CoLECTA “ET FAMULOS" EN AMERICA 


Dada la situación política existente en América desde su descubrimien- 
to, lo más natural es suponer que se rezaba, como en la madre Patria, di- 
cha Colecta en la América española. 

Con la independencia de las naciones americanas que se separaron de 
España debía ocurrir alguna duda, como así de hecho ocurrió. Por tradi- 


ción y por otras causas, es de creer que la supresión de esta Colecta no fué 
inmediata. Por un Decreto del 16 de junio de 1847 sabemos que una de 


las causas de no haber sustituído dicha peroración era la dificultad que los 
Obispos de América tenían para comunicarse con la Santa Sede, como lo 
prueba el Decreto Limana siguiente: 


Limana. 
Superioribus annis, ob vicissitudinibus temporum, quum non faeile | 
pateret accessus ad hanc sanctam Catholicam Sedem, Rmus. Vicarius 


En. — #66 5. 
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Capitularis Limanus, Sede illa Metropolitana vacante, ex plurimum 
consilio, habitoque Theologorum super re conventu, quintodecimo ka- 
lend. octobris anno 1826 per publicum edictum observantiam festorum 
sua auetoritate praecipiens, et commendans, in simul numerum illo- 
rum, quae in posterum essent de praecepto servanda, eontraxit. Verun 
opinantibus permultis hasce dispositiones ex legitima auctoritate non 
proeessisse publico eum scandalo festa praeceptiva debito modo uti 
par est, non servantur. Ad hoe scandalum de medio tollendum quod ex 
numero Festorum de praecepto derivare poterit, atque ut finis obser- 
vantiae eorumdem... Smo. Dom. N. Pio IX.. supplicavit Rmus. Liman 
archiepiscopus quatenus sequentibus lantum diebus onus insideat adi- 
tandi sacra.. Die 18 iunii 1847 (11). 


Y fué el Arzobispo de Lima el que obtuvo, en 24 de abril de 1846, la 
facultad de sustituir el Rey por la Repüblica: 


Beatissime Pater. 


Archiepiscopus Limanus in America Meridionali, humillime exponil 
Sanetitati Vestrae, se excitatum esse a Supremo Moderatore huius Rei- 
publicae, ut in Missa dieatur ab omnibus sacerdotibus, tam saeculari- 
bus quam regularibus Oratio, vulgo Collecta, concessa pro regnis 
Hispaniae a Smis. Pontificibus Pio V.°, sanetae memoriae, et Grego- 
rio XIII, felicis recordationis; itemque Indulti S. Rituum Congrega- 
tionis an. 1675, prout dicebatur in ecclesiis huius Reipublicae tempo- 
re dominationis Hispanae: eum vero Archiepiscopus nequeat obtem- 
perare pio Gubernii desiderio quin in Oratione praedicta fiat variatio 
aecommodata formae gubernationis republieanae, enixe rogat Sanetita- 
tem Vestram, ut dignetur coneedere Sacerdotibus omnibus huius archi- 
dioecesis, quod possint dicere Collectam in Missa, sequentibus verbis. El 
famulos tuos Papam nostrum N., Antistitem nostrum N., Rempublicam el 
eius Gubernationem ab omni adversitate custodi, pacem et salutem nos- 
tris concede temporibus, et ab Ecclesia tua cunctam repelle aequitiam, 
et gentes Indorum gratia tua illuminentur, et in fide catholica confir- 
mentur, paganorum et haereticorum dexterae tuae potentia conte- 
rantur; fructus terrae dare et conservare digneris. Per Dominum Nos- 
trum Iesum Christum, etc. 

Et Deus, etc. 


Y el Papa Gregorio XVI, en la audiencia que concedió al Secretario 
Fatati el 24 de abril de 1846, concedió la gracia pedida: “Smus. de spe- 
ciali gratia annuit iuxta modum in Decreto exprimendum”. Y en el De- 
creto (Registro 1846-47, f. 472^), la fórmula adoptada fué: “Rempubli- 
cam et eius Gubernium ab omni adversitate custodi", y en el Decreto se 


(41) Arch. Congr. Rit., reg. 1846-47, f. 423v. 
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da la razón del cambio: “Quum in praesentiarum Regio isthaec seiuncta sit 
EU a dominatione Hispanica et sub Reipublicae gubernio administretur" (12). 

Y el ejemplo fué imitado por otros Obispados; en 15 de enero de 1847, 
por el Obispo de Arequipa: 


De Arequipa. 


Dum. Rmus. Episeopus de Arequipa, superiori anno, huie sanctae 

Apostolieae Sedi exponebat Peruvianae Reipublicae Gubernium id ab 

regionis illius episcopis requirere, nimirum ut peeuliaris Collecta à 

summis Pontificibus’ sancto Pio V et Gregorio XIII in dominiis Ca- 

' tholico Hispaniarum Regi subiectis, ae in eadem Peruviana regione 
Missie addenda concessa, immutaretur; ac in ipsa, loco Hispaniarum 

regis nomine apponeretur “Rempublicam Nostram Peruvianam, eius- 

e que Gubernatorem" ac ea, qua praestat religione, opportunam in re 
exquirebat declarationem, ne pro sui libitu quidquam decrevisse vi- 


GP deatur, ipsius Rmi. Episcopi precibus a S. Congregatione negocii- 
Eur ; Ecclesiasticis proposita transmissis ad sacram hanc Rituum Congre- 
T i gationem IV non. vertentis mensis et anni,-ac a me subscripto Se- 
Be cretario relatis hodierna die Ssmo. Dno. Nostro Pio IX pont. max.; 
RE Sanctitas Sua de speciali gratia benigne annuit pro requisita immu- 

ETE tatione, praecipiens, ut ad tramites concessionis factae Archidioeces' 
im Limanae superiori anno 1846, octavo kalend. maii, in enuntiata Ora- 
4 ^ wu 


tione... dici possi “Rempublicam et eius Guberhium ab omni adver- 
| sitate custodi". Contrariis, etc. 
bar Die 15 ianuarii 1847 (13). 


El Ecuador intervino diplomáticamente para pedir este cambio para 


los Obispados de Quito, Guayaquil y Cuenca, suplicando lo mismo que fué 
concedido al Perú. 


Dalla Segretaria della S. Congregazione degli Affari 
Straordinari li 3 sett. 1847 


Il Sign. Marchese Lorenzana, incaricato di Affari della Repubbliea 
dell'Equatore nell'America, con officio diretto all'Emo. Sign. Car- 
dinale Ferretti, Segretario di Stato, ha domandato a nome del Presi- 
dente della detta Repubblica, che nella Messa ed altre funzioni ecele- 
Siastiche si possa recitare dal clero l'Orazione per la Repubbliea, 
come si recitava per la Maestà Cattolica quando quelle contrade erano 
sotto la dominazione Spagnuola. 

La Santità di N. S. cui il sottoscritto Sottosegretario della S. Con- 
gregazione degli Affari Ecclesiastici ha riferito l’enunciata istanza si 
è benignamente degnata di annuirvi, ordinando che eon Decreto di 


(12) Arch. Congr. Rit., reg. 1846-47, f. 60v. 
_ 43) Arch. Cong. Rit, reg. 1846-47, f. 265. 
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cotesta S. Congregazione dei Riti vengano autorizzati gli Ordinari delle 

chiese esistenti nel territorio dell’anzidetta Repubblica, cioè di Quito. 

Guajaquil e Cuenca a far recitare la richiesta Orazione nelle rispettive 

toro diocesi nel modo accordato all’Arcivescovo di Lima con Decreto 

dei 24 aprile 1846. 
Lo scrivente, etc..., LUIGI FERRARI. É 


Y en la audiencia del Secretario de la Congregación de Ritos, monse- 
nor Giuseppe Gaspare Fatati, el Padre Santo: 


E à 
Die 3 septembris 1847: annuit, commissitque episcopis Quitensi, Yat 
Guayaquilensi et Conchensi in Indiis indulgendi Clero ut in precibus. 

Contrariis, etc. (14). à 

Y el Decreto del mismo 3 de septiembre de 1847 se halla en el Registro CA 

de 1846-47, folio 483: z 
Quiten. 

Ex indulto speciali huius sanctae Sedis Apostolicae a Summis Pon- (A 

tifieibus S. Pio V et Gregori XIII concessum fuerit in Dominiis Catho- EET 


lico Hispaniarum Regi subiectis addere in Missa peculiarem quamdam — ps 
orationem seu Collectam, in qua post commendatum Deo Summum rw 

Pontificem, et uniuscuiusque Dioecesis Antistitem, Regis nomen adii- 

ciebatur, quae quidem oratio etiam ea in Regione, quae modo Aequi- . 

noctialis Reipublicae nomen obtinet, locum habuit. Quum vero in 
praesentiarum Regio isthaee seiuncta sit a Dominatione Hispanica, ac _ 

sub -Reipublicae gubernio administretur; Moderator eiusdem per suum o 

apud Sanctam Sedem Oratorem, Smum. Dominum Nostrum Pium Pa- ^ 

pam IX humillime rogavit, quatenus eadem in Oratione, supresso no- = 

mine Regis. induci valeat variatio isthaec eius loco, nimirum: “Rem- | 
publicam et eius Gubernium ab omni adversitate custodi" instar eon- o 

cessionis factae Clero Limano VIII kalen. maii anno superiore te 

Sanctitas Sua referente me subscripto Secretario, de speciali gratia | 

benigne annuit iuxta preces, commisitque Rmo. episcopo Quitensi, ut 

Y faeta variatione in eadem Collecta ut supra, suo Clero permittat illam 

recitare... Contrariis, etc. Die 3 septembris 1847. 


lio 483v: è 
Guayaquilen. 
Idem indultum ut supra. 


(14) Arch. Cong. Rit., posit. 3 sept. 1847. 
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Folio 483V 3 
Conchen. in Indiis. 


Idem indultum ut supra. 


Chile no quiso ser menos y pidió el mismo indulto concedido a Quito. 
con esta suplica: 


Beatissimo Padre: 

Il vescovo di S. Giacomo nel Chili, unitamente ai suoi suffraganei 
devotamente supplica la Santità Vostra, onde, invece della Colletta 
solita ivi a recitarsi dietro benigna concessione della sa. me. dei Sommi 
Pontefici S. Pio V e Gregorio XIII voglia degnarsi di poterla cambiare 
eon quella accordata al Quito il 3 settembre 1847. 

the, ete. 


Y en la audiencia que el Secretario monseñor Fatati tuvo con el Papa 
Pio IX el 27 de septiembre de 1848: 


Sanetissimus annuit ad instar concessionis factae Dioecesibus Qui- 
ten. superiori anno 1847 sub die 3 septembris. Contrariis non obstan- 
tibus quibuscumque (15). 


Ya hemos dicho (n. VI.) que partió del Arzobispado de Chile la inicia- 
tiva de suprimir el inciso et captivos christianos y que los Obispos españoles 
pidieron otro tanto, habiéndoselo concedido la Congregación de. Ritos. 

Pero los Obispos de Chile aspiraban a más: suplicaban que en lugar de 
este inciso se pudiera rezar este otro: et fideles christianos, qui ab inimi- 
corum immanitate impie opprimuntur, tua misericordia liberare; pero la Con- 
gregación del 16 de junio de 1873 concedió la supresión del primer inciso, 
pero negó la inclusión del segundo, sentencia que el Papa confirmó en la 
audiencia del 19 del mismo junio de 1873 (16). 


IX. (OPOSICIÓN A LA COLECTA 


No todos los sacerdotes y regulares observaban al pie de la letra esta 
obligación, y entre los no observantes se hallaban los capellanes de las mon- 
jas de San Juan de Jerusalén, de Lérida, que omitían el nombre del Obispo 
y también del Rey, por lo que el Ordinario consultó el caso a la Congrega- 
ción de Ritos, la cual dió el Decreto que figura en la Colección auténtica 


(15) Arch. Cong. Rit., posit. 97 sept. 1848. 
(16) Decreta authentica Congregationis Sacrorum Rituum, n. 3.306 (antes n. 5.556). 
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con el número 1.740 (en la edición anterior, con el número 3.070). Es digno 
de ser notado que en este Decreto (aunque parece que da como fuente el 
libro de JUAN DE BUSTAMANTE) (17) se asegura que la concesión de la Co- 
lecta data de Pío V, y en la petición se repite “quod indultum. pariter a 
sa. me. Gregorio XIII fuit confirmatum", igual como en el Concordato. 

En la petición del Obispo se dan las normas contra el abuso de la Orden 
de San Juan de Jerusalén : 


Notoria enim est prohibitio Pianae Constitutionis, in prineipio Mis- 
salis impressae, quod nemini liceat in Missis, praeter formam praes- 
criptam aliquid palam addere aut omittere, audiente populo. ad ser- 
vandam uniformitatem ritus in ecclesia. 


La sustitución que hacían dichos capellanes era la del gran Maestre, de 
la Priora y del Convento, en lugar del Obispo y del Rey, que quedaban así 
en la forma siguiente: "Et famulos tuos summum Pontificem N, magnum 
Magistrum, Priorissam, Religionem et Conventum nostrum et nos... ab 
omni adversitate custodi". Y la Congregación declaró, el 2 de diciembre 
de 1785: “Non licere, tributa facultate episcopo prohibendi”. 


a) Otros abusos—Quererios señalar aqui otros dos casos en los que 
se pecaba por carta de más. 

El primero se refiere a los Carmelitas descalzos, que, para cumplir la 
voluntad del fundador de un monasterio, afiadían a la oración Et famulos 
el nombre del fundador : 


Pro parte Procuratoris Generalis Ord. Carmelit. Discalceatorum 
propositum fuit in Sac. Rit. Congregatione: an stante fundatione cuius- 
dam eorum monasterii in Hispania, cum onere ut in Collecta, quae de 
consuetudine et privilegio apostolico, pro Papa, Rege cum prole et 
exercitu dicitur in missa, nomen eius Fundatoris Cardinalis defuneti 
addatur... 


Y la Congregación de Ritos, en la sesión del 28 de enero de 1606. con- 
testo: 


Non convenire nec potuisse Fundatorem... hane legem imponere (18). 


Nótese que del contexto de la petición o consulta y del Decreto no se 
deduce que se recordara el nombre del Obispo, Y otro caso lo hallamos en — 


(17) In tractatu de Caeremoniis Missae, c. 15, n. 16. 
(18) Arch. Congr. Rit., posit. 28 enero 1606, y Decret. authent., n. 197 (antes n. 290). 
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el Algarbe, donde se queria afiadir el nombre del Gobernador de dicho 
Reino: 


Lugosien. 


Sacra Rit. Congreg. declaravit non licere clero et sacerdotibus non- 
nullarum ecclesiarum civitatis de Lugos, eiusdem dioecesis, in regno 
Algarbiorum, addere in missarum collecta verba Gubernatorem nos- 
frum, licet sit gubernator eiusdem Regni, quocumque abuso in con- 
trarium non obstante (19). 


b) Excepciones.—La Colecta “Et famulos" es exceptuada claramente 
de las Misas de difuntos. 


c) Por razón de la Liturgia.—La Liturgia tiene también sus reglas, y 
una de ellas es no permitir la conmemoración de una fiesta o de un miste- 
rio del cual se haya celebrado en la Misa. 

Por analogia se llegó a dudar de la obligación de rezar el inciso que se 
refería al Papa, al Obispo y al Rey cuando se celebraba el aniversario de 
la consagración o elección de estos altos personajes, y cuando se rezaban 
las oraciones A cunctis, Ecclesia tuae et Pro pace surgia la misma duda so- 
bre los incisos que se hallan ya contenidos en estas oraciones. 

Y la controversia duró mucho tiempo, desde el año 1804, como puede 
verse por las dudas: a) Ordinis clericorum. Minorum. villae Matritensis ; 
b) Ordinis Minorum, del Perú; c) Oriolen.; d) Corduben., y e) Carthagi- 
nen.,, cuyos Decretos, a lo menos en la parte que se refiere a estos puntos, 
publicamos integros. 


a) Ordinis clericorum minorum villae Matritensis. 


Cum. sacerdoti Didaco Sanchez, ord. cler. reg. Minorum et Director’ 
calendarii domus et ecclesiae Spiritus sancti, eiusdem ordinis, regalis 
Villae Matritensis, Toletan. dioecesis, nonnulla occurrerint dubia circa 
rubriearum interpretationem et rationem ordinandi Officium in Ca- 
lendario, eaque ipse Didacus humillimis precibus declaranda exhibuit 
Sac. Rit. Congregationi, quae quidem dubia sunt infrascripta videlicet- 

IX. In fine Missalis proprii sanetorum Hispanorum super Collec- 
tam “Et famulos tuos", etc., adnotantur duo: Primum quando in Missa 
dicitur “Oratio a Cunctis”, Collecta dicenda est omissis verbis “Pacem 
et salutem", etc., usque “ad conterantur" inclusive. 

Secundum: quando dicitur Oratio "Ecclesiae tuae", dicenda est 
Collecta, omissis eisdem verbis praeter prima, videlicet “Pacem et sa- 


(19) Arch. Congr, Rit., posit. 3 iunii 1671, y Decret. authent., n. 1.499 (antes n. 2.543). 
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lutem nostris concede temporibus”: quaeritur, an huiusmodi adnota- 
tiones innitantur alicui vero Decreto Sacrorum Rituum Congregationis 
vel sententiae privatae Doctoris. 

Sacra eadem Congregatio, exquisita sententia unius ex Apostolica- 
rum Coeremoniarum Magistris scripto tradita, necnon typis impres- 
S8... respondit ut infra: 

Ad IX: Pro allatis in Dubio variationibus non constare de Decre- 
to Sae. Rit. Congregationis... Die 13 martii 1804 (20). 


b) Ordinis Minorum S. Francisci de Observantia. 


Hodiernus dispositor kalendarii... in Peruviana Republica... pos- 
tulavit, ut sequentia dubia... declarare dignetur... 

Dub. V. Nostris in Missalibus inveniuntur tres Collectae Et famu- 
los tuos, quarum prima diei potest quotidie; secunda, quando in Missa 
dieitur oratio A cunctis, et tertia, quando dicitur oratio Ecclesiae, ex 
concessione Sac. Rit. Congregationis die 13 iulii 1675 et novissime 
huic. Reipublicae facta die 24 aprilis 1846. Quaeritur an sit authenti- 
cum Decretum diei 13 martii 1804 in quo legitur: "nunquam est 
varianda, sed uno eodemque modo semper est dicenda, licet in Missa 
praecedat oratio a Cunctis vel Ecclesiae?" 

Dub. VI. Utrum sufficiat dici dietam Collectam semel tantum 
vel repeti debeat etiam in Secreta et in Posteommunione, vel semel in 
Postcommunione, ut fert consuetudo? 

Respond. Ad V. Decretum editum 13 martii 1804 ita se habere: 
Pro allatis in dubio variationibus non constare de Decreto S. R. Con- 
gregationis. 

Ad VI Servandam consuetudinem (21). 


e) Oriolen. 

Quum ex concessione summorum Pontificum Pii V et Gregorii XIII 
Hispaniarum regno facta ab omnibus sacerdotibus tam cleri regularis 
quam saecularis singulis diebus in Missis, eive privatis sive solem- 
nibus, addi possit Collecta dicta Et famulos in qua oratur pro 
Papa, pro Antistite, Rege, aliisque Personis et necessitatibus, Rmus. D. 
bodiernus episcopus Oriolensis seu Aloniensis, ut debitus ordo in cultu 
divino uniformiter servetur, a Sac. Rit. Congregatione solutionem se- 
quentium dubiorum super recitatione praedictae Collectae humillime 
postulavit, nimirum: 

Dubium I. Utrum additionem talis Collectae, quae solum permis- 
sa est, Episcopus praecipere possit pro sua Dioecesi? 

Dub. IL Utrum casu quo possit praecipi, attingat tale praecep- 
tum Personas Pontificis, Antistitis et Regis, qui debent nominari loco 
litterae N.? 


Arch. Congr. Rit., reg. 1804, fs. 306-9. 
Arch. Congr. Rit., reg. 1856, f. 95. Edit. ANTONANA, II, p. 502. 
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Dub. HI. Utrum tale praeceptum in casu obligat omnes et singu- 
los sacerdotes iurisdictioni Antistitis praecipientis subiectos et inobe- 
dientes compelli possit? 

Dub. IV. Utrum tale praeceptum in casu obliget omnibus et sin- 
gulis per annum diebus uteumque solemnioribus, in quibus incluso 
tali praecepto, permittitur eadem Collecta? 

Sacra vero eadem Congregatio ad relationem infrascripti Secreta- 
rii, audito voto R. P. D. Sanctae Fidei Promotoris, reeribendum cen- 
suit: R. P. D. Episcopus orator (Pedro Cubero y López de Padilla, 
presentado el 27 de septiembre de 1858) utatur iure suo, prout in 


Domino melius expedire iudicaverit. Atque ita rescripsit die 17 fe- 


bruarii (22). 


d) Corduben. 
Rmus. Episcopus Corduben. duo insequentia dubia... proposuit: 


ZAR SIA II. Num Colecta Et famulos tuos, quae in fine Missalis propri: 
dg . ss. Hispanorum legitur, dici debeat absque ulla variatione, etiamsi im- 
i mediate praecedet Oratio pro Papa: an omitti opus sit, quando oc- 
TET NE. curral nomen Sanctissimi? 


Et S. Rit. Congreg. [respondit]: : 
Ad IL Negative ad primam partem, affirmative ad secundam. 


i Die 27 ianuarii 1883 (23). 


e) Carthaginen. 


Y a pesar de estos Decretos seguiria dudandose sobre este punto, pues 
el atio 1888 el Maestro de Ceremonias de Cartagena formula la misma 
pregunta, es decir, si después de la ültima oración se puede afiadir la pero- 


ración Et famulos: 


Quando in Missa recitata est Oratio ex collectis Deus omnium fide- 
lium pastor et rector, ete., pro Pontifice, quaeritur: an in enuntiata 
peroratione Et famulos debeat expresse omitti nomen Pontificis. 


la Congregación, en la sesión o Congreso del ro de febrero de di- 
cho 1888, dió el decreto : 


Quolies in Missa praedicitur oratio Deus omnium fidelium pastor 
et rector supprimendum esse in Collecta, de qua agitur, summi Pon- 
tificis nomen (24), 


(22) Arch. Congr. Rit., reg. 1877, parte II.3, f. 16. 
(23) Arch. Cong. Rit., reg. 1883, f. 7 de la ültima parte. Collectio Auth., n. 3.570, 2. 
(24) Arch. Congr. Rit., reg. 1888, f. VII de la última parte. Collect. Auth., n. 3.685. 
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X. COMENTARIO AL DECRETO DEL 6 DE JULIO DE 1954 
DE LA SAGRADA CONGREGACIÓN DE RITOS 


La oración mandada 


Después de la resolución de la Congregación de Ritos publicada en el 
párrafo I, el rezo de la oración “Et famulos" no deja lugar a dudas, ni 
respecto a su obligatoriedad, ni respecto a su texto. 

Una advertencia queremos hacer al significado de las palabras Supremi 
civitatis moderatoris. Con toda seguridad, aquí, siguiendo a monseñor 
ANTONIO Bacci en su libro: Vocabulario Italiano-Latino delle parole mo- 
derne e difficile da tradurre (Roma. 1949), hay que traducir civitas por 
Estado (in senso concreto l'insieme dei cittadini in quanto costituiscono lo 
Stato). 

Debe, pues, esta peroración ser rezada diariamente. Según las reglas 
ordinarias del Derecho litúrgico, las oraciones de la Misa se hallan sujetas 
a ciertas limitaciones relativas al rito o al número de oraciones que pueden 
rezarse, y, por esta causa, si el Decreto dijera que ha de rezarse según las 
prescripciones litúrgicas, muchos días no entraría en la Misa, pero como 
el Decreto y el Concordato dicen diariamente, exceptuando sólo las Misas 
de Requiem, debemos concluir que esta Imperada sólo admite esta única 
excepción. 

En muchas catedrales, o por costumbre, o por las Constituciones, se 
rezaba ya esta Colecta, aun en los dobles de primera clase, y los liturgistas 
lo justificaban diciendo que, rezándose como se hacía sub unica conclusione, 
de hecho había en la Misa una sola oración, a la que se añadía un formu- 
lario litúrgico. 

Respecto al número de oraciones que según las Reglas o Rúbricas po- 
drían hacer incompatible la Colecta “Et famulos” con las del día, ordina- 
rias o mandadas, los Obispos podrían hacer mucho para evitar este incon- 
veniente, que de hecho no lo es desde el momento que es obligatorio su uso, 
mandando sólo oraciones que implicitamente se hallan ya contenidas en esta 
Peroración. 


¡Ha de rezarse esta Colecta también como “Secreta” y “Postcommunio” ? 


De las tres oraciones de la Misa, cada una tiene su función propia aco- 
modada a la parte del sacrificio que se celebra. Por esto generalmente son 
diferentes las oraciones, y si alguna, como, por ejemplo, la Colecta de la 
Misa Summorum Pontificum, que antes era una oratio super populum, cam- 
bia de lugar, su texto ha de ser acomodado ai traslado que ha sufrido. 
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La Colecta *Et famulos", como se deduce de la historia de la misma 
y del uso, ha de repetirse tres veces en la Misa, aunque sea un caso unico. 

Este hecho no ha pasado desapercibido en el tiempo. 

El afio 1610, el capellán del Castilio de Milán ya presenta para su apro- 
bación, junto con la Colecta actual, con pocas variaciones, otras dos fórmu- 
las para las oraciones Secreta y Postcommunio, pero la Congregación no 
hizo caso de la sugerencia y respondió: “Lectum”, como aparece en el si- 
guiente documento: 


Alli Ill.mi et Rmi.Signori Cardinali della Congregazione de Riti. 

Ill.mi et Rmi.Signori. 

Fratre Michel’Angelo de Castanedolo, capellano nel Castello de Mi- 
lano, suplica le SS.V V.Ill.me li concedino gratia de poter fare slampare 
le infraseritte orationi. 


ORATIO. (Escritura de Mucante.) 


. Quaesumus, omnipotens Deus, ut famulos tuos pontificem nos- 
trum N., Philippum regem nostrum, Reginamque cum prole regia. sibi- 
que populo commiso, et exercitu suo, Antistitem nostrum et nos ab 
omni adversitate custodire digneris, pacem et salutem nostris concede 
lemporibus, ab Ecclesia tua cunctam repelle nequitiam, gentes paga- 
norum haereticorumque dexterae tuae potentia conterantur, fructus 
terrae dare et conservare digneris, navigantibusque portum salutis in- 
dulge. Por Dominum. 


SECRETA. (De mano de Mucante.) 


Munera quaesumus, Domine, oblata sanctifica, ut et nobis Unigeniti 
tui corpus et sanguis fiant, et Pontifici N., Regique cum Regina et sua 
prole, una cum populo suo ad obtinendam animarum corporumque 
salutem et ad agendum sibi iniunetum officium, et largiente usque- 
quaque proficiant. Per Dominum. 


POSTCOMMUNIO. 


Haec, Domine, oblatio salutaris famulos tuos Pontificem N. Re- 
gemque nostrum et Reginam cum prole sua ac populo suo et exercitu 
suo, ab omnibus tueantur adverssis, quatenus ecclesiasticae pacis ob- 
tineant tranquillitatem, et post istius temporis decursum ad aeternam 
perveniant haereditatem. Per Dominum nostrum. 


Eee Y en la sesión de la misma Congregación del día 6 de marzo de 1610 
fué decidido negativamente: “Lectum”. (Reg. Congr. de Ritos, positio 
112/267.) " 
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jHa de mencionarse al Jefe del Estado en el Canon? 


Pio V, en el Breve Ad hoc nos Deux unxit, del 16 de diciembre 
de 1570, ordenaba: "in Canone quoque Missae... Regis mentio... fieri de- 
bere", pero no habiendo la Congregación de Ritos aludido a esta concesión, 
ha de reputarse caducada. 


Ya poco después de la divulgación del Misal por medio de la imprenta, 
la enumeración del nombre del Ordinario halló dificultades, como en Zara- 
goza, cuyo Arzobispo fué autorizado el 9 de noviembre de 1624 a obligar 
a su clero a nombrarle en el Canon, como prueba el siguiente documento: 


Ilmi. e Revmi. Signori. 


L'Arcivescovo Cesaraugustan. humilissimo Oratore delle SS. Vostre 
gli espone, qualmente nel suo Arcivescovato e Città molti sacerdoti o 
per scordarsi, o per malitia, lasciano tanto nel Canone quanto nella 
Golletta de precibus della Messa queste parole: Antistitem nostrum, 
non conformandosi come devono, con la Metropolitana, ne facenno 
quello che dispone il Messale Romano. Supplica dunque le SS. Vostre 
Illme si degnino dichiarare se esso Oratore puol compellere tutti i 
Sacerdoti, tanto esenti, quanto non esenti, a dir’ e recitare le sudette 
parole, e che non laseino niente del Canone. 


Che il tutto ete. Quas Deus etc. 
R. “Episcopum posee compellere”, 9 nov. 1624. 
(Arch. de la Congregación de Ritos, positio n. 6.442.) 


Casos particulares 


En un convento de clausura he notado que añaden antes de ab omm 
adversitate custodi, ordinem nostrum. Y en la Universidad de Salamanca 
se usa esta fórmula especial: “... ducem nostrum N., rectorem nostrum et 
Universitatem hanc tibi dicatam veram sapientiam invenire concede..." 

Interpretando estas concesiones, en el supuesto que la posesión pacífica 
de rezarlas pueda ser demostrada, como privilegios particulares, creemos 
pueden seguir rezándolas, pues la Colecta que comentamos puede ser con- 
siderada como un privilegio general. 


Post scriptum 


La Nunciatura de España ha pedido una modificación a la Colecta, sus- 
tituyendo un inciso de la misma por otro que se halla en las Letanías de los 


Ì 


d n r 3 V ud i P ION 
JOSE RIUS SERRA 


Santos. El inciso que debe ser cambiado es: et gentes paganorum et haere- 
ticorum dexterae tuae potentia conterantur, por el siguiente: 

et omnes errantes ad unitatem. Ecclesiae revocare et infideles universos 
ad Evangelii lumen perducere. 

El texto íntegro de la colecta en su nueva redacción es como sigue: “Et 
famulos tuos, Papam nostrum N., Antistitem nostrum N., Ducem nos- 
trum N., cum populo sibi commisso et exercitu suo ab omni adversitate 
custodi: pacem et salutem nostris concede temporibus: et ab Ecclesia tua 
cunctam repelle nequitiam: et omnes errantes ad unitatem Ecclesiae revo- 
care et infideles universos ad Evangelii lumen perducere: et fructus terrae 
dare et conservare digneris." 

Habiendo la Congregacion accedido a este cambio el 29 de octubre de 
este ano. 


José RIUS SERRA 


Archivero de la Sagrada Congregación de Ritos 
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EL FUERO DE LOS CLERIGOS EN EL 
CONCORDATO ESPANOL 


Introducción.— Antecedentes 


Siempre y en todos los tiempos se ha preocupado seriamente la Igle- 
sia en proteger la dignidad excelsa del estado eclesiástico. Para ello, ya 
desde los primeros siglos del Cristianismo, ha procurado rodear a los 
clérigos de las correspondientes garantías, a las que se ha venido desig- 
nando con el nombre de inmunidad personal. 

La que a nosotros en el presente trabajo nos preocupa es la tradi- 
cionalmente llamada «privilegium fori», en virtud de la cual los. ecle- 
siásticos, mientras la autoridad legítimamente no establezca otra cosa, 
quedan exentos de la jurisdicción secular. 

Este fuero especial de los clérigos aparece en la historia desde los 
primeros siglos. En un principio, dado aquel estado de persecución por 
el que atravesó la Iglesia tanto tiempo, se prohibió que se llevaran a 
los jueces laicos no solamente las causas de los clérigos, sino tam- 
bién las de los mismos laicos. Constituía para los cristianos un verda- 
dero peligro de delación y apostasía—dados los ritos supersticiosos, a 
los que debían someterse (1)—, así como un motivo de escándalo para 
los paganos. Por eso SAN PABLO reprende a los fieles de su tiempo, 
porque ventilaban sus cuestiones ante los jueces laicos, con menospre- 
cio del juicio de la Iglesia (2). De esta forma se estableció la costumbre 
de ventilar las causas entre los cristianos ante el juez eclesiástico. 

Con la paz de Constantino del 313 la Iglesia ya no prohibió a sus 
fieles ir a los tribunales civiles. Habían desaparecido las circunstancias 
especiales de la persecución. Sin embargo, lo mismo que en tiempo de 
las persecuciones siguió usando de este derecho, que fué reconocido le- 


gítimamente por la Autoridad civil. Así, Constantino, por dos Consti- 


tuciones (3), permitió a todos los fieles, ciérigos y laicos, que ventilaran 
sus causas ante el tribunal del Obispo, aunque se opusiera una de las 
partes. Sus decisiones eran inapelables. 


(1) OTTAVIANI: Institutiones turis publici ecclesiastici (Roma, Polyglotis Vaticanis, 1935), — 


122111617 de 
(9) I ad Corinth., VI, 1-6. EN | 
(3) Cod. Theod., 1, 27, 1 (Lugduni, 1665); 1, 62. Theodosiani libri XVI. Constitutiones Sir- 


mondianae, I. Edic. de Mommsen, 1, 907-908. 
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En todo este tiempo, por lo tanto, no aparecen leyes especiales refe- 
rentes al privilegio del fuero, y la razón es obvia. 

Muy pronto, sin embargo, comenzarán a salir leyes referentes al fue- 
ro de los clérigos. Al permitir a los simples fieles el poder litigar ante 
los tribunales civiles surge inmediatamente la cuestión del fuero de los 
clérigos. 

Al principio no abundan las leyes. Esto se explica por el amplio 
margen que se concede a los tribunales de la Iglesia en los negocios 
temporales. Si estos negocios, aun entre los mismos fieles, eran venti- 
lados en los tribunales de la Iglesia, con mayor motivo lo habían de 
ser aquellos en los que intervinieran como reos los eclesiásticos. 

En vano buscaremos una ley de este tiempo que exima a los clérigos 
de la jurisdicción civil. Puede verse, sin embargo, a través de la legis- 
lación, cómo poco a poco se va formando el fuero especial de los cléri- 
gos. Unas veces, decretando la exención de los Obispos en el fuero cri- 
minal (4); más tarde, estableciendo que los clérigos fueran acusados 
solamente ante los tribunales de los Obispos, aun en el caso de que lo 
fueran por los laicos (5); mandando, finalmente, que solamente ciertos 
delitos de los eclesiásticos fueran tratados en los tribunales del Estado (6). 

Por el contrario, puede decirse que la legislación de la Iglesia en 
este tiempo es clara. Reivindica severamente su derecho de entender en 
las causas de los clérigos y castiga con fuertes penas a los que intentan 
llevar dichas causas al tribunal civil (7). 

A partir, pues, de los siglos Iv y v es cuando se van definiendo las 
características del fuero de los clérigos. Pueden verse muchos cánones 
de Concilios y Decretales de Romanos Pontífices, prohibiendo que los 
clérigos ventilen sus causas en los tribunales civiles (8). 

Sin embargo, no fué uniforme la práctica en la Iglesia durante 
todo este tiempo. Ni los derechos vindicados venían a ser los mis- 
mos. Asi tenemos, por ejemplo, que mientras Pelagio 1 mandaba que 
en las causas entre clérigos y laicos se siguiese el principio admitido 
en ambos fueros: «Actor sequitur forum rei » (9), otros, por el contrario, 


: eens 
(4) Cod. Theod., 16, 2, 12. Edic. de Mommsen, 1, 838; ibidem, 16, 2, 20; 1, 841. 
(5) Cod. Theod., 16, 2, 41. Edic. cit., 1, 849-850. 


(6) Véase BLANCO CORDERO: El fuero especial del clero y su desarrollo en España ha 
el s. VIII (Salamanca, 1944), pp. 77 ss. 1 gri emp 


(7) BLANCO C.: op. cit., y CORONATA: Institutiones Iuris Canonici (Romae, 1948), p. 189, nota 6. 
(8) CORONATA: loc. cit. 


(9) Cfr. c. 15, C. XI, q. 1, op. cit. 
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parecían insinuar que todas las causas entre clérigos y laicos debían 
ser juzgadas por la Iglesia (10). 

En los siglos vi y rx fueron suprimidas todas las limitaciones al 
fuero privilegiado de los clérigos, reservándose todas las causas civiles 
y criminales de los mismos al juez eclesiástico (11). 

En los reinos de los francos los Sínodos particulares establecieron 
una y otra vez que los clérigos quedaran exentos del fuero secular (12), 
aunque se hicieran algunas excepciones (13). 

Pero, poco a poco, a partir de estos siglos fueron desapareciendo 
todas las limitaciones del fuero de los clérigos, tanto en las leves civiles 
como en las eclesiásticas (14). 

Ya desde el siglo xit, antes que se promulgaran las colecciones au- 
ténticas del derecho de las Decretales, el fuero privilegiado se extendió 
a todas las causas civiles y criminales de los clérigos, excepto las feu- 
dales (15). 

Este derecho, recogido y reconocido por las Decretales, a pesar de 
graves impugnaciones, se conservó hasta el Concilio Tridentino, que lo 
confirmó en la Sesión XXIII, capítulo 6, «de reform». 

A partir de este tiempo se fué restringiendo el fuero de los clérigos, 
hasta llegar en nuestro siglo, en lo que se refiere a las causas meramen- 
te civiles y delitos comunes, a quedar casi del todo derogado, parte por 
expresa concesión apostólica y parte, también, por cierta tácita toleran- 
cia. Sin embargo, aun en nuestro siglo la Iglesia defiende con constan- 
cia y asiduidad los genuinos principios (16). 

En resumen, podemos decir que el fuero especial de los clérigos apa- 
rece en la historia con Constantino, llega a su cenit con Inocencio III 
en la Edad Media, y a partir de la Revolución francesa, con la apari- 
ción del estado laico y liberal, desaparece casi por completo. 


Disciplina del “Codex” 


El privilegio del fuero está expresado en el canon 120 del Código de 
Derecho Canónico : 


(40) Cfr. c. 26, C. XI, q. 1 y c. 39, ibtd. 

(11) WERNZ: Ius Decretalium, V, n. 28 (Prati, 1913). 

(19) WERNZ-VIDAL: Jus Canonicum, V. VI, p. 41 (Romae, 1927). 
(13) WERNZ-VIDAL: ibidem. 

(44) WERNZ-V.: loc. cit. 


(15) CORONATA: op. cit., p. 190. 
(16) Wernz-V.: loc. cit., p. 46, donde eita varios documentos recientes. 
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“Los clérigos deben ser emplazados ante el juez eclesiástico en lo- 
das las causas, tanto contenciosas como criminales, a no ser que se 
hubiera provisto otra eosa legítimamente para lugares particulares." 


Consiste, pues, el privilegio en que no puedan los clérigos ser cita- 
dos, ante los tribunales civiles en las causas meramente temporales. Que 
el eclesiástico no pueda ser juzgado por un tribunal civil en las causas 
espirituales no es un privilegio, ya que el juez laico es incompetente en 
estas causas. Pero sí es privilegio el que no pueda ser juzgado en las 
causas temporales, que competen por su naturaleza a los jueces laicos, 
tanto si las causas son criminales como simplemente civiles. 

.. Gozan de este privilegio todos los clérigos, religiosos y asimilados. 
Son, por tanto, los que han recibido la primera tonsura, aunque estén 
suspensos o sean irregulares o incurrido en censura o depuestos (17): 
así como todos los que pertenecen a alguna Religión (18), aunque en 
ella no se hagan más que votos temporales, renovados a plazos fijos, 
o sea la Religión de derecho diocesano (19); asimismo, los miembros 
de aquellas sociedades que, sin tener votos, llevan una vida comun, et- 
cétera (20), y finalmente, los que pertenecen a Institutos seculares. 
| No gozan de este privilegio del fuero, a tenor del canon 120, los clé- 
rigos y religiosos de aquellos lugares en los que se ha provisto de otra 
manera por medio de Concordatos, etc. Ni tampoco en aquellos luga- 
j res donde esté en vigor alguna costumbre contraria y valedera, según 
A las normas del Derecho (21). | 
x. Asimismo, no gozan de este privilegio, a tenor del mismo canon, los 
ee que con legítima licencia de la autoridad eclesiástica son emplazados 
E ante los tribunales seculares. 
ne Los clérigos y asimilados, ademäs, gozan de este privilegio en todas 
| las causas temporales de las que no hayan sido exceptuados expresa- 
mente. Estas son, por lo tanto, lo mismo las civiles como las criminales. 

Debe actuar como demandado o reo. Ya que si actúa como actor y 
demanda a otro cualquiera en materia temporal, deberá entonces seguir 
el fuero del reo. El privilegio del fuero no le da ningún nuevo derecho. 

Para que pueda el clérigo disfrutar de este privilegio es preciso, ade- 
más, que sea citado como reo y no como testigo o perito, pues las pa- 


(17) Can. 2.303. 

(18) 6, TAC. can, 488, 1. 
(19) Can. 488, 3 

(20) Can. 680. 


(21) Véase esta debatida cuestión en BLANCO COR.: 0 it -53 : Insti 
p. 314 (Roma, 1921). . . p. cit., pp. 52-53. MAROTO: Instituciones, 
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labras «ser citado» y «ser llevado al tribunal laico» de los cánones 120 
v 2.341 no parece que puedan aplicarse propiamente a los testigos. Se 
requiere, además, que sea citado como personalmente reo y no como 
tutor, fla-.or, etc., y que sea citado, finalmente, con permiso de la Au- 
toridad eclesiástica. 

El párrafo segundo del canon 120 señala a quién pertenece conceder 
la licencia eclesiástica para que los acogidos al privilegio del fuero pue- 
dan «er emplazados legítimamente ante los tribunales civiles : 

«Los Cardenales, los Legados de la Sede Apostólica, los Obispos, 
aun los titulares; los Abades o Prelados nullius, los Superiores supre- 
mos de las Religiones de derecho pontificio, los Oficiales mayores de 
la Curia romana... sin la venia de la Sede Apostólica ; los demás, sin la 
venia del Ordinario del lugar en que se instruye la causa, el cual no 
negará su licencia sin justa y grave causa, principaimente cuando el 
actor es laico, y lo podrá hacer para citar a todos los demás que gozan 
del privilegio del fuero, aunque éstos sean religiosos exentos de cualquier 
grado, aun a los Superiores Mayores. 

El canon 120, $ 1, después de constatar el privilegio del fuero viene 
a admitir la posibilidad de poder proveer legítimamente otra cosa para 
` lugares particulares. 

En realidad, hoy día lo mismo los Gobiernos que los códigos mo- 
dernos no respetan este privilegio del fuero, a pesar de que el canon 2.341 
castigue con severas penas a los violadores del mismo. Por eso la Igle- 
sia, para que no se le pueda tachar de que, urgiendo el privilegio, im- 
pide que los fieles puedan defender sus derechos y hace que los crímenes 
de los clérigos queden impunes, no urge el privilegio en ciertos lugares 
para los que han provisto otra cosa. Pero en los lugares donde nada 
nuevo o distinto se ha concertado, donde, por lo mismo, está en vigor 
el privilegio del fuero, a pesar de no reconocerlo el Estado, se exige que 
al menos los fieles, que tienen que reconocer los derechos de la Iglesia, 
no obstante la oposición del poder civil, pidan licencia a la Autoridad 
eclesiástica para poder recurrir a los tribunales laicos contra un clérigo. 
Aquí está en vigor la disposición del parágrafo segundo del canon 120 (22). 

Si examinamos un poco los diversos Concordatos, principal medio de 
que se sirve la Iglesia para estipular «otra cosa para lugares particulares», 
podemos ver la táctica que sigue la Iglesia en lo que respecta al fuero pri- 
vilegiado de los clérigos. 


(99) WERNZ-VIDAL: Ius. Can., I, p. 78. 
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Puede decirse que en los Concordatos no se consigna el privilegio 
del fuero para las causas civiles de ios clérigos. 

En materia criminal distinguen los modernos Concordatos delitos ecle- 
siásticos y delitos civiles. 

Delitos eclesiásticos son aquellos que «sólo quebrantan una ley de 

Iglesia», los cuales «solamente la Autoridad eclesiástica persigue por 
su naturaleza, reclamando algunas veces, cuando la misma Autoridad lo 
juzgare necesario u oportuno, el auxilio del brazo secular» (23). 

Delitos civiles, a tenor del mismo canon, son ios que solamente que- 
brantan una ley de la sociedad civil... 

De los delitos puramente eclesiásticos, que, por lo mismo, no están 
previstos por las leyes penales de los Estados, no se preocupan si no 
es para reconocer la competencia exclusiva de los Tribunales eclesiás- 
ticos en dichos delitós, Solamente se preocupan de reconocer fuerza legal 
a las sentencias de los jueces eclesiásticos y ayudar en ciertos casos a su 
ejecución, a tenor del canon 2.198. 


Así, por ejemplo, el artículo 4.° del Concordato con Polonia dice: 
«Las autoridades civiles prestarán su apoyo a la ejecución de las deci- 
siones y de los decretos eclesiásticos : a) en el caso de destitución de un 
eclesiástico, de su privación de un beneficio de la Iglesia, después de la 
promulgación de un decreto canónico relativo a la destitución o priva- 
ción dichas o en el caso de prohibición de llevar hábito eclesiástico (24)». 


El Concordato con Letonia dice en su artículo XVII que «Los ecle- 
siásticos acusados de haber faitado a las obligaciones de su estado sacer- 
dotai se justificarán delante del Arzobispo o de sus mandatarios»... y 
además dice que de las sentencias dadas por los tribunales eclesiásticos 
en esta clase de delitos no se podrá alzar recurso a un tribunal laico (25). 


El italiano promete su ayuda para castigar el uso del hábito ecle- 
siástico por parte de los seglares o por parte de eclesiásticos o religiosos 
a los que se les ha prohibido por una decisión definitiva de la Autoridad 
eclesiástica competente, que con este fin deberá comunicarse al Gobierno 
italiano, castigándolo «con las mismas sanciones y penas que las que 
prohiben y castigan el uso abusivo del uniforme militar» (26). 

En lo que toca a los delitos no eclesiásticos, que están previstos por 
las leyes penales de los Estados, hoy día, como ya hemos apuntado, 


(93) Can. 9.198. 


(94) PERUGINI: Concordata Vigentia, art. 4, p. 34 (Romae, 1950). 
(95) \PERUGINI: op. cit., pp. 6-7. 
(26) Ibidem, srt. 29, p. 139. 
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los Gobiernos y los códigos no respetan este privilegio del fuero. Se 
prescriben ciertas cauciones para proteger la dignidad de.los eclesiásti- 
cos, en sustitución del privilegio, que queda derogado. 

El fuero privilegiado de los clérigos queda reducido en los Concor- 
datos a cierta intervención de la Autoridad eclesiástica en los procesos 
seguidos contra los clérigos en los tribunales civiles y cierta mitigación 
en el régimen penitenciario (27). 

De esta manera, a tenor del canon 120, ha procurado la Santa Sede 
proveer legítimamente en aquellos lugares donde no se ha podido urgir 
el privilegio del fuero. En algunos, bajo ciertas cauciones, el Romano 
Pontífice concedió, por Concordato, que en los tribunales laicos pudie- 
ran ser tratadas las causas civiles de los clérigos y también, por lo 
tanto, las criminales, hechas algunas reservas..., v. gr., en los Concor- 
datos con algunas naciones de América Meridional, Costa Rica, Nica- 
ragua, Guatemala, Honduras, etc. Asimismo en los Concordatos con 
Austria, Polonia, Italia, Lituania. El de Italia, en su artículo 22, dice 
así: 


“Si los eclesiásticos son acusados ante los tribunales laicos de crí- 
menes previstos por las leyes penales de la Repüblica, estos tribunales 
informarán inmediatamente al Ordinario competente de cada asunto 
de este género, y le transmitirán, llegado el caso, el acta de acusación 
y el arresto judicial con sus considerandos (28). 

El Ordinario o su Delegado tendrá derecho, después de la conclu- 
sión del proceso judicial, a enterarse de las actas respectivas. En el 
caso de arresto o prisión de las personas mencionadas, las Autoridades 
civiles procederán con el respeto debido a su estado y a su rango 
eclesiástico jerárquico." 


En otros lugares se toleraba la práctica de recurso al tribunal laico, 
obtenida antes la licencia del Obispo. 

En alguno, como en Alemania, se decía derogado el privilegio del 
fuero por una costumbre contraria; derogación por costumbre que par 
rece fué admitida por una respuesta de ia Secretaría de Estado (29). 

Pero allí donde el fuero privilegiado de los clérigos ha sido recono- 
cido por Concordato continúa en vigor en la medida de lo estipulado, 
y la derogación unilateral hecha por el Gobierno no puede tener valor 


(27) WERNZ-VIDAL: loc. cit. 
(98) PERUGINI: pp. 43-44. 
(99) VERMEERSCH, “Periodica”, VI, p. 190. 
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jurídico, como se hizo abusivamente en Espana por el Decreto de Uni- 
ficación de fueros del 6 de diciembre de 1868. 

Resumiendo, diríamos que las normas procesales son éstas: 

Si un clérigo es acusado de delito común, el tribunal civil informará 
de ello al Prelado y le transmitirá el resultado de la instrucción suma- 
ria, el acta de acusación y el fallo con sus considerandos. 

El Ordinario o su Delegado tendrá derecho después de la conclusión 
del proceso judicial a enterarse de las actas respectivas. 

En el caso de arresto o prisión, las Autoridades civiles procederán 
con todo el respeto que se debe al estado clerical (30). Si sufren la pena 
de reclusión la cumplirán en «locales separados de los destinados a ¡os 
laicos, en un convento u otra casa religiosa» (31). 

En algunos, como en el letón, artículo 18, «el Arzobispo o su Dele- 
gado será avisado en tiempo oportuno, y aquél o éste podrán asistir a 
las sesiones de los tribunales y debates del proceso» (32). 

A esto queda, pues, reducido el privilegio del fuero en los modernos 
Concordatos, 


Concordato espanol 


Antes de acometer el estudio del nuevo Concordato espafiol, en lo 
referente al fuero privilegiado de los clérigos, es de rigor decir dos pa- 
labras sobre las vicisitudes por las que ha pasado el privilegio del fuero 
desde el anterior Concordato. 

En sus artículos 4.° y 5.° se reconoce la libertad de la Iglesia en el 
ejercicio de su potestad de orden y de jurisdicción, en lo que se refiere 
al gobierno de la Iglesia. Con ello quedó desterrada de nuestra Patria 
la restricción del fuero privilegiado de los clérigos. 

Pero el Decreto-Ley de Unificación de fueros, dado en el año 1868, 
el seis de diciembre, por el ministro Romero Ortiz, y elevado a ley el 
19 de junio del año siguiente, abolió el fuero eclesiástico sin contar para 
nada con la Santa Sede. En su artículo primero disponía que la juris- 
dicción seglar conociera en los negocios civiles y causas criminales por 
delitos comunes de los eclesiásticos, sin perjuicio de que el Gobierno 
español, de común acuerdo con la Santa Sede, concuerden en su día lo 
que crean conveniente. Solamente quedaban reservadas al fuero ecle- 


(30) Concordato con Polonia, art. XXII, op. cit., p. 43. 
(31) Conc. con Lituanià, art. 20, op: Cito P- 07 
(32) PERUGINI: op. cit., p. 7. ra g 
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siástico las causas sacramentales, beneficiales, de delitos eclesiásticos y 
divorcio y nulidad de matrimonio. 

Todavía fué mayor el desafuero con la Constitución de la Repuüblica, 
que en sus artículos 25 y 95 negara pudiera establecerse fuero alguno 
por razón de las personas y de los lugares, al mismo tiempo que decía 
no podían ser fundamento de privilegio jurídico la clase social y las 
creencias religiosas. 


El privilegio del fuero en el actual Concordato 


Es el artículo XVI del Concordato espafiol el que regula todo lo re- 
ferente al fuero privilegiado de los clérigos. Un estudio del mismo nos 
dará una idea clara del estado en que ha quedado el privilegio del fuero 
en dicho Concordato. 

El número primero del artículo XVI del Concordato es un reenvío 
material ai párrafo segundo del canon 120. No hace otra cosa que re- 
flejar exactamente la doctrina canónica, como se halla contenida en el 
Codex. 

El número segundo es de sumo interés. Es sumamente curioso el 
poder constatar que no se encuentra en ningün Concordato. Como ya 
dijimos antes, en los Concordatos no se consigna el privilegio del fuero 
para las causas civiles de los eclesiásticos. Este nümero, pues, no tiene 
precedentes concordatarios. Dice asi: 


“La Santa Sede consiente en que las causas contenciosas sobre bie- 
nes.o derechos temporales en las cuales fueren demandados clérigos 
o religiosos sean tramitadas ante los tribunales del Estado, previa no- 
tifieación al Ordinario del lugar en que se instruye el proceso, al cual 
deberán también ser comunicadas en su día las correspondientes sen- 
teneias o decisiones" (33). 


Dada la distinción existente por derecho divino entre clérigos y lai- 
cos, los primeros son acreedores de un trato especial, que guarde y pro- 
teja su dignidad. A esto va encaminado el privilegio del fuero. Ahora 
bien, nos encontramos, al examinar los Concordatos, con que la Iglesia, 
al no poder urgir el privilegio del fuero, ha puesto buen cuidado en 
proteger la dignidad de clérigos y religiosos cuando se trataba de cau- 
sas criminales. Ha hecho sus reservas por medio de cauciones. 


~ 


(33) Concordato español, art. XVn 2s 
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Pero muy otra ha sido la práctica de la Iglesia tratándose de causas 
contenciosas sobre bienes o derechos temporales. Lo mismo que en las 
criminales, hay en ellas lugar para la aplicación del «nisi aliter pro locis...» 
del párrafo 1 del canon 120. 

A] no perder o, mejor dicho, no creer oportuno urgir dicho privilegio 
en lo concerniente a las causas contenciosas, podía haber seguido una 
parecida táctica que en lo criminal, Sin embargo, no encontramos nin- 
gün indicio de ello en los Concordatos. Este de Espafia ha sido una 
excepción. Es la primera vez que se hace mención de estas causas. 

En Espafía, pues, con relación a las causas contenciosas sobre bienes 
o derechos temporales, la Santa Sede ha provisto legítimamente otra 
cosa distinta de lo que exige el privilegio del fuero. 


Dice este número segundo que la Santa Sede «consiente». En efecto, 
al tolerar que las causas «civiles» de los clérigos y asimilados sean 
tramitadas ante los tribunales del Estado, queda derogado el privilegio 
del fuero en España, en virtud de lo cual puede el Estado conocer estas 
causas. La Santa Sede, por tanto, cede de sus derechos y tolera otro es- 
tado de cosas. 

Con esto también da un toque de atención. Se ve el empeño en rea- 
justar las prescripciones del Concordato, todo lo posible, a las normas 
del Codex. Con lo cual da a entender que, aunque el privilegio del 
fuero no se aplique en la mayor parte de los: países, sobre todo en las 
«causas civiles», sin embargo la Iglesia quiere mantener dicho privile- 
glo y, por lo tanto, cuando no puede o no lo quiere urgir consiente otro 
estado de cosas. 

Aquí pudiera preguntarse si la Iglesia, al obrar así, lo hace por 
presión de la otra parte contratante o más bien porque no tiene interés 
alguno en urgir dicho privilegio en estas causas civiles de los clérigos 
y asimilados. 

Nos encontramos ahora que, en virtud del Concordato, ya no es ne- 
_cesaria la licencia que se exige en el $ 2 del canon 120 para poder llevar 
a los clérigos inferiores a los tribunales del Estado. Basta una previa 
notificación al Ordinario del lugar en que se instruye el proceso, a quien 
se le comunicarán las correspondientes sentencias o decisiones. 

Como puede verse, la diferencia es notable. 

El Ordinario debe ser el del lugar en que se instruye el proceso. No 
es, por lo tanto, ni el Ordinario propio ni, tratándose de religiosos, el 
Ordinario regular. Estos, si se trata de súbditos propios, no reciben di- 
rectamente ninguna notificación ; debiendo, por lo tanto, informarse por 
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medio del Ordinario del lugar. Sería de desear, sin embargo, como dice 
muy bien BEITIA (34), que comunicara el tribunal también a sus Supe- 
riores Mayores. 


Delitos eclesiasticos 


En materia criminal, a tenor del canon 2.198, se distinguen dos cla- 
ses de delitos: delitos eclesiásticos y los así llamados delitos civiles. 
Respecto a los delitos eclesiáticos, es decir, a los que violan exclusiva- 
mente una ley eclesiástica, se reconoce de un modo explícito e ilimitado 
la competencia privativa de los tribunales de la Iglesia, es decir, de la 
jurisdicción eclesiástica (35). Es un reenvío material a la primera de las 
tres partes del canon 2.198. 


Dice así: «El Estado reconoce y respeta la competencia privativa de 
los tribunales de ia Iglesia...» 


El canon que se cita dice así: «Solamente la Autoridad eclesiástica 
persigue, por su naturaleza, el delito que sólo quebranta una ley de la 
Iglesia, reclamando algunas veces, cuando la misma autoridad lo juzga- 
re necesario u oportuno, el auxilio del brazo secular...» 


Este nümero tiene su importancia, porque con él desaparecen de nues- 
tra legislación los famosos «recursos de fuerza en conocer». El artícu- 
lo 48 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dice que «las cuestiones 
de jurisdicción promovidas por tribunales seculares contra jueces o tri- 
bunales eclesiásticos se sustanciarán y decidirán por los trámites y de la 
manera que se establezca en el título III del libro primero de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil» (36). Este título IIT, que comprende los artícu- 
los 125 hasta el 152, trata de los recursos de fuerza en conocer. , 

Puede verse a través de todos estos artículos una absoluta desconsi- 
deración hacia la Iglesia. Así se dispone que pertenece al Tribunal Su- 
premo conocer de los recursos de fuerza que se interpongan contra la 
Nunciatura y los Tribunales Superiores eclesiásticos de la Corte y a ias 
Audiencias de los que se interpongan contra los jueces o tribunales ecle- 
siásticos de sus respectivos distritos. Contra las resoluciones de éstos no 
se admite ulterior recurso (art. 127). Mas aün se le podrá. conminar al 


(34) BEITIA: Los clérigos ante los tribunales del Estado, en “Ecclesia”, pp. 26-27 (Madrid), 


31 de octubre 1953. 
(35) Con. esp., art. XVI, n. 3. 
(36) Ley de Enjuiciamiento Criminal, art. 48, p. 66. Góngora, sexta ed. 
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juez eclesiástico con penas y proceder a la formación de la causa crimi- 
nal correspondiente (art. 135 y 136) (37). 

De esta forma quedan borrados unos preceptos que iban en menos 
precio de la Iglesia, altamente injuriosos. 


Delitos civiles 


Son, a tenor del canon 2.198, los que solamente quebrantan una Jey 
de la sociedad civil. Con relación a ellos dice el número 4 del artículo XVI: 


“La Santa Sede consiente en que las causas criminales contra los 
clérigos o religiosos, por los demás delitos previstos por las leyes pena- 
les del Estado, sean juzgadas por los tribunales del Estado. 

Sin embargo, la autoridad judicial, antes de proceder, deberá soli- 
citar, sin perjuicio de las medidas precautorias del caso, y con la debida 
reserva, el consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye 
el proceso. 

En el caso en que éste, por graves motivos, se crea en el deber de 
negar dicho consentimiento, deberá comunicarlo por escrito a la Auto- 
ridad competente. El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para 
evitar toda publicidad. Los resultados de la instrucción, así como la 
sentencia definitiva del proceso, tanto en primera como en ulterior ins- 
tancia, deberán ser solícitamente notificados al Ordinario del lugar 
arriba mencionado.” 


Aquí nos encontramos con que en esta materia se reconoce a la Igle- 
sia una intervención mayor y más eficaz que en el resto de los Concor- 
datos. Ya hemos visto cuáles sean las normas procesales que se siguen 
en los demás Concordatos. Todo se reduce a informar a la Autoridad 
eclesiástica sobre la acusación, el fallo, etc. En este Concordato, sin 
embargo, el Ordinario del lugar, por graves motivos, puede negar el 
consentimiento que se le pide, e impedir de esta forma que actüe el 
tribunal civil, cuya actuación sin dicho consentimiento sería nula. 

No basta en esta clase de delitos una «previa notificación» como en 
las causas contenciosas sobre bienes temporales, sino que se requiere 
el consentimiento, El consentimiento es «el parecer de los consejeros u 
otras personas... que se debe no solamente inquirir, sino también abra- 


zar y seguir al obrar». 


Segün el canon 105, el consentimiento afecta a la validez de los ac- 
tos. De ahí que sin el consentimiento del Ordinario del lugar nada po- 


. drá hacer el tribunal civil. 


(37) Ley de Enj. Civil, tit. III, pp. 82-87. 
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Los motivos en que se apoye el Ordinario del lugar para negar el 
consentimiento deberán ser especiales, es decir, distintos de los que la 
Iglesia alega para mantener el privilegio del fuero. 

Se requiere el consentimiento del Ordinario del lugar y no de los 
Ordinarios propios. Un poco extraño parece, al menos a primera vista, 
que no se pida el consentimiento de los Ordinarios propios, a quienes 


interesa más. Sin embargo, si tenemos en cuenta que la jurisdicción es: 


generalmente territorial, y teniéndola el Ordinario del lugar en todo el 
territorio de la diócesis, la usurpación de un juez civil que, sin el con- 
sentimiento competente, juzgase a un clérigo cualquiera sería una viola- 
ción de aquel territorio donde juzgase. Por eso debe pedir consentimien- 
to al Superior eclesiástico de aquel territorio. 

Los demás Ordinarios, pues, si quieren actuar deberán hacerlo a tra- 
vés del Ordinario del lugar donde se agita el litigio. 

El Ordinario respectivo está facultado para denegar el consentimien- 
to sin necesidad de expresar los motivos, cuando así lo estime conve- 
niente. 

Respecto a este particular, la Circular del 18 de enero de 1954, di- 
rigida por el Tribunal Supremo de las Audiencias territoriales, dice así : 


“Cualquiera que fuese la naturaleza del hecho criminoso, entre los 
previstos en nuestra legislación penal, por el que haya de procederse, 
bien se trate de delito o bien de simples faltas, de la competencia de 
la Justicia municipal, tan pronto como surja una presunta responsa- 
bilidad contra las personas a que el apartado se contrae, es imperativa 
la solicitud de la autorización antedicha, sin la que, si bien el proce- 
dimiento habrá de incoarse y seguirse en cuanto a la adopción de las 
prudentes medidas precautorias que se juzgan indeclinables, así como 
en caso de pluralidad de responsables ha de procederse contra los 
que no ostenten la condición de aforados, la actuación judicial deberá 
quedar en suspenso respecto a éstos y condicionada al resultado de la 
consulta prevenida" (38). 


La fórmula procesal a seguir que sefiala la Circular respecto al trá- 
mite es la de una exposición por escrito al Ordinario, en la que se le 
expongan los motivos de solicitud del consentimiento, así como la fija- 


ción de un término de extrema cortesía para la contestación, formulando 


al mismo tiempo la petición antedicha. _ 
El Ordinario respectivo deberá tener razones especiales para denegar 
el consentimiento, distintas de las que la Iglesia alega para mantener 


(38) Circular del Tribunal Supremo, 18 de enero de 1954, art. XVI, aparts. 3 y 4. 
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el privilegio del fuero. No tiene ninguna obligación de exponerlas a los 
tribunales civiles. 


“Caso de que la autorización se deniegue, la actuación judicial se 
limitará a unir à los autos el escrito denegatorio que, a tenor de! 
apartado, viene obligada la Autoridad eclesiástica a remitir, y, sin nin- 
guna otra averiguación ni diligencia, suspenderá definitivamente el 
procedimiento en cuanto al elérigo o religioso afecto. 

Si, por el contrario, la autorización se otorga o no se obtiene con- 
lestación en ninguno de los dos sentidos dentro del plazo señalado, 
cualquiera que sea la forma que de modo auténtico llegue a cono- 
cimiento del Instructor el consentimiento del Ordinario, y cuando no 
llegue a obtenerse, lo que no es de esperar, contestación alguna, el 
Instructor seguirá el procedimiento en la forma ordinaria, sin preci- 
cisión de ninguna otra constancia en autos, más que una fehaciente 
diligencia de haberse eumplido debidamente en tiempo y forma la 
prescripción canónica” (39). 


El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para evitar toda pu- 
biicidad. Esta publicidad resultaría siempre escandalosa por razón de la 
persona. Los artículos 680, 682 de la Ley de Enjuicimiento Criminal 
prevén la celebración del juicio oral «a puerta cerrada, cuando así lo 
exijan razones de moralidad o de orden público o el respeto debido a la 
persona ofendida por el delito o a su familia» (40). 

En nuestro caso siempre habrá razones especiales para ello, como 
será el hecho de ser clérigo el procesado. Sin embargo, no será fácil 


mantener el secreto en los actos que preceden al juicio oral y, a orn 
hasta contraproducente, 


Como puede verse, en la citada Circular apenas se insiste en este 
párrafo, ya que lo considera como suficientemente previsto en la legis- 
Jación civil. 

Finalmente, dispone el ultimo párrafo del numero 4 que se notifiquen 
al Ordinario los resultados de la instrucción y la sentencia definitiva del 
proceso, tanto en primera como en ulterior instancia. 

Las sentencias las comunicará el juez que las da al Ordinario del 
lugar donde está el Tribunal. En cuanto a los resultados de la instruc- 
ción, parece que no es el Juez de Instrucción que la ha realizado, sino 
la Audiencia, ya que a este organismo pertenece dictar auto definitivo 


(39) Véase la Circular citada. 
(40) Op. cit., pp. 834-836. 
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de terminación del sumario u ordenar que las actuaciones remitidas por 
el Juez instructor se repongan al estado de sumario si hay probabilidad 
o utilidad de conseguir nuevos indicios de criminalidad contra el clé- 


rigo (41). 


"El párrafo final del apartado 4, con una visiblemente mayor ra- 
zón de ley, reitera lo prescrito con respecto a las resoluciones civiles 
al insistir en la obligación de comunicar al correspondiente Ordinario 
los resultados de la instrucción, exigencia que ha de entenderse refe- 
rida a los pronunciados sobre procesamiento v a las sentencias defini- 
tivas del proceso" (42). 


Con todo cuanto hemos visto queda bien claro cómo la dignidad del 
estado eclesiástico y religioso queda bien salvaguardada en las disposi- 
ciones del Concordato de España con la Santa Sede. 


Juan MARTIN SEMINARIO 


Profesor en el Seminario de Pamplona 


(41) GARCÍA BARBERENA, en “Lumen”, 2 (1953), p. 280. 
(49) Circ, citada. 
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DOCUMENTOS 
DESTPURISPRUDEN:CIA 
COMENTADOS 


I. CANONICOS 


RESENA JURIDICO-CANONICA (*) 


I. NUNCIATURAS APOSTÓLICAS 


Un Decreto de la Sagrada Congregación para los Negocios Eclesiás- 
ticos Extraordinarios modifica la división territorial relativa a la juris- 
dicción de las Nunciaturas Apostólicas en las Islas del mar Caribe (1). 

El ano 1899, después de la guerra de Espafia con Estados Unidos y 
de la independencia de Cuba, fué creada una Delegación Apostólica que 
se llamó de Cuba y Puerto Rico. Un Decreto de la Sagrada Congrega- 
ción Consistorial, de 7 de diciembre de 1925 (2), cambió el nombre de 
la Delegación, que se llamó en adelante de las Antillas, y aun cuando 
continuó teniendo su sede en La Habana, extendió su jurisdicción a to- 
das las Antillas mayores y menores, excepto las Republicas de Haiti y 
Santo Domingo, que tenían una Internunciatura Apostólica, servida por - 
un mismo Internuncio, que residía habitualmente en Port-au-Prince, 
mientras en Roma había sendas Legaciones acreditadas ante la Santa 
Sede, de una y otra Repüblica. 

Cuando en el afio 1935 se establecieron relaciones diplomáticas entre 
la Santa Sede y la República de Cuba, fué erigida una Nunciatura 
Apostólica en La Habana, con fecha 2 de septiembre de 1935 (3), con- 
tinuando subsistente la Delegación Apostólica de las Antillas, cuya ju- 
risdicción se extendía a todas las Antillas, mayores y menores, excepto 
Cuba, Haití y Santo Domingo. La situación, sin embargo, resultó anó- 
mala, puesto que de hecho se confundían, al menos por razón de la 
persona, la Delegación Apostólica y la nueva Nunciatura. Un Decreto 
de la Sagrada Congregación para los Negocios Extraordinarios, de 10 
de agosto de 1938 (4), reguló la situación, al suprimir definitivamente 
la Delegación Apostólica de las Antillas. Entretanto, la Internunciatu- 
ra Apostólica de Haití había sido elevada a Nunciatura el día 17 de 
octubre de 1930, y una Nunciatura Apostólica había sido erigida, con 
fecha 15 de octubre del mismo año de 1930, en Santo Domingo. Con el 


(*) Esta RESEÑA corresponde al cuatrimestre enero-abril de 1954. 
(1) A. A. S. (1954), p. 115 
(2) A. A. S. (1926), p. 90 
(3) A. A. S. (1936), p. 64. 
(4) A. A. S. (1938), p. 296. 
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Decreto de 1938, las Nunciaturas Apostólicas de Haiti y Santo Domin- 
go, que continuaban regidas por un mismo titular, acreditado ante los 
dos gobiernos, extendieron su jurisdicción a Puerto Rico con los terri- 
torios anejos, y todas las Pequeñas Antillas, excepto la isla de Barbados 
y las islas de soberanía venezolana, que pertenecerían a la jurisdicción 
de la Nunciatura de Caracas. La Nunciatura de Cuba extendió su ju- 
risdicción a Jamaica y territorios anejos, así como a la Honduras Bri- 
tánica. Finalmente, las islas Bermudas continuaron, como antes, bajo 
la jurisdicción del Delegado Apostólico de Canadá y Terranova, y las 
Bahamas, bajo la del Delegado Apostólico de Estados Unidos. Esta si- 
tuación fué parcialmente modificada por el Decreto de la Sagrada Con- 
gregación de Propaganda Fide de 24 de marzo de 1953, que sometió la 
Prefectura Apostólica de las Bermudas, erigida el 19 de febrero de 1953, 
a la jurisdicción del Delegado Apostólico de la Gran Bretaña (5). 

El reciente Decreto de la Sagrada Congregación para los Negocios 
Eclesiásticos Extraordinarios reorganiza la división territorial de las le- 
gaciones apostólicas en el mar Caribe de una manera definitiva. En su 
virtud, la Nunciatura Apostólica en Ciudad Trujillo extenderá su juris- 
dicción a Puerto Rico y territorios anejos. La Nunciatura Apostólica de 
Haití la extenderá a la archidiócesis de Port-of-Spain, en la isla de la 
Trinidad, y a la diócesis de Rossau, en la isla Dominica, al territorio 
de la Honduras Británica, la isla de Jamaica y el territorio de la Gua- 
yana Británica; la diócesis ae Basse Terre, en la isla de Guadalupe, 


y la de San Pedro, en la isla de Martinica, juntamente con la Guayana 


Francesa. La Nunciatura Apostólica de Venezuela extenderá su compe- 
tencia a la Guayana Holandesa y a la isla de Curacao. Finalmente, las 
islas Bahamas continuarán bajo la jurisdicción del Delegado Apostólico de 
Estados Unidos. La Nunciatura de Cuba y las de las Republicas de 
América Central comprenderán el territorio que coincide políticamente 
con el país ante el cual están acreditados. 


2. JURISDICCIÓN CASTRENSE 


La Instrucción de la Sagrada Congregación Consistorial de 23 de 
abril de 1951 (6) ha encontrado una nueva aplicación al erigirse, por 


Decreto de 21 de noviembre de 1953 (7), un nuevo Vicariato Castrense 
en la Gran Bretaíia. 


(5) A. A. S. (1953), p. 810. 
(6) A. A. S. (1951), p. 562. 
(7) A. A. S. (1954). p. 144. 
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La jurisdicción personal del Vicariato se extiende a todos los sacer- 
dotes seculares y regulares que sean Capellanes militares; a todos los 
fieles que sirvan en los ejércitos de tierra, mar y aire de la Gran Bre- 
tafia; a todos aquellos que cohabiten con los militares, sea como fa- 
miliares, sea como servidores, fuera del territorio patrio; a los que re- 
sidan habitualmente en academias, escuelas, hospitales v edificios mi- 
litares semejantes, y, finalmente, a los habitantes de pueblos o zonas 
reservadas exclusivamente a los militares v sus familias. 

Esta jurisdicción, de conformidad con el principio establecido en la 
Instrucción de 1951, no es exclusiva, sino cumulativa, con el derecho de 
primacía para la licitud del ejercicio de la jurisdicción en favor del Or- 
dinario castrense en los lugares propiamente militares de que se ha he- 
cho mención. El nuevo Decreto establece acuerdos entre los Ordinarios 
castrense y del lugar, teniendo en cuenta el parecer de los jefes milita- 
res, al menos para el ejercicio secundario de la jurisdicción castrense 
por parte de los párrocos u Ordinarios locales. 

La sede del Vicariato castrense se establece en Londres. El nombra- 
miento del Vicario Castrense compete a la Santa Sede y va unido a la 
dignidad episcopal. Además del Vicario Castrense, habrá tres Capella- 
nes mayores o Directores para los ejércitos de tierra, mar y aire. Los 
demás Capellanes militares se denominarán Capellanes menores. 

A] no establecer norma peculiar alguna el Decreto para el ejercicio 
de la jurisdicción contenciosa o criminal judiciai, el Vicario Castrense 
sefialará semel pro semper un Tribunal diocesano o metropolitano, que 
deberá aprobar la Santa Sede para que sea competente en las causas de 
los súbditos del Vicariato Castrense. 

Pertenecerá al Vicario Castrense la bendición de las naves o aero- 
planos y demás, cuando la ceremonia se celebra a iniciativa de la auto- 
ridad militar. 

La especial situación de los territorios británicos ha hecho necesario 
que en el Decreto se dijera expresamente que en aquellos territorios que 
estén sujetos a la Sagrada Congregación de Propaganda Fide o de la 
Iglesia Oriental, para los cuales es incompetente ia Sagrada Congrega- 
ción Consistórial de por sí, se deban observar las normas que dieren las 
mencionadas Sagradas Congregaciones. 

El nombramiento de los Capellanes, tanto mayores como menores, 
compete al Vicario Castrense, sin que exista oposición ni concurso ningu- 
no, sino atendiendo únicamente al bien de las almas. A los Capellanes Ma- 
yores compete cuanto establece el Código para el Vicario General en el 
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ejército respectivo. Los Capellanes menores reciben del Vicario la cura de 
almas. Deben llevar sus libros de Bautismos, Confirmaciones, Matrimo- 
nios y Defunciones, pudiendo el Vicario Castrense o imponer a los Ca- 
pellanes que hagan dobles partidas, enviando el duplicado al Archivo 
general del Vicariato, o simplemente mandando las partidas en su ori- 
ginal al Archivo general. Para la aplicación de la Misa pro populo se 
regularán por lo que establece el artículo 11 de la Instrucción de 23 
de abril de 1951. Para el matrimonio debe observarse el canon 1.097, $ 2, 
o sea, regularmente debe celebrarse ante la jurisdicción de la esposa, 
salvo la tramitación del expediente del novio militar ante la jurisdicción 
castrense. Se subraya la sumisión de los capellanes castrenses al Or- 
Y dinario de lugar, por lo que afecta a ia disciplina eclesiástica. 


Para el régimen en la vacante del oficio de Vicario Castrense se confía 
la jurisdicción al Capellán mayor a quien corresponda la precedencia a te- 
nor del canon 106, 3.°, el cual se comportara de conformidad con lo que 
prescribe el Código para el Vicario Capitular en cuanto se adapte a la 
jurisdicción castrense. 


3. UNA ENCÍCLICA SOBRE LA VIRGINIDAD 


Precioso don del Santo Padre en este año mariano a los sacerdotes, 
religiosos y religiosas y a cuantas almas consagran a Dios su virgini- 
dad (8). Queremos subrayar unos breves tintes canónicos. En primer 
lugar, la distinción de terminología que usa el Papa hablando del celi- 
ies bato canónico: voto integrante del estado religioso, para los religiosos 
(can. 487); exigencia, para los ordenados im sacris en la Iglesia latina, 
para los sacerdotes (can. 132, $ 1) y para los miembros de los Institu- 
X tos seculares (Const. Apost. Provida Mater, de 1947, art. III, § 2). 
yr Ahora bien, sin que creamos que el Papa haya intentado solucionar la 
cuestión doctrinal discutida acerca del voto contenido en la ley eclesiás- 
tica del celibato, la equiparación que hace en esta Encíclica no deja de 
|. . Constituir un argumento más en favor de la teoría que afirma la exis- 
tencia del voto en el subdiaconado; y acaso lo que sea más notable es 
, el contraste entre las categorías antes dichas y las almas consagradas a 
Dios sin estar en estado püblico de perfección. No creemos desentonar 
del sentido de los ültimos documentos pontificios si afirmamos que, de- 
jando aparte teorías metafísicas acerca de la perfección, es lo cierto que 
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(8) A. A. S. (1954), ip. 192. 
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la Iglesia tiende a un acercamiento de facto, en la disciplina eclesiás- 
tica, de todos los clérigos seculares o religiosos. Y la misma castidad, 
dice el Papà que es medio en los clérigos seculares para que terrenis ne- 
gotüs ne implicentur; y medio, a su vez, de transformar la paternidad 
material, a la que renuncian, en una mayor paternidad espiritual, como 
ya indicó en la Menti Nostrae. 

Constituye una página preciosa de comentario a los cánones 124 al 
142 el criterio que expone el Papa de la austeridad clerical y de la ma- 
nera de formar a los seminaristas en este sentido, llorando el despiste 
que se ha producido a veces sobre este particular, yendo a los dos ex- 
tremos, de educación militar v formalista, por un lado, y de libertad 
incontrolada y desorientada, por otro. Una vez más se imponen los cri- 
terios con tanta precisión establecidos en la Menti Nostrae. 


4. ASPECTOS CANÓNICOS DE LAS PROVISIONES EPISCOPALES 
/ 

Recogemos algunas particularidades de los nombramientos realizados 
durante el año 1953, que nos darán un buen índice del stylus Curiae en 
esta materia. 

a) Coadjutores "sedi dati'".—Tal como lo prevé el canon 350, $ 2, 
se ha nombrado Coadjutor para la diócesis de Patti, sufragánea de 
Patti, en Sicilia; para la diócesis de Caltanisetta, sufragánea de Mon- 
reale, también en Sicilia, y para la importante diócesis de Verona, en 
el Véneto. Asimismo, en el Brasil, para la archidiócesis de Olinda y 
Recife. 

b) Sagrado Palio “ad personam’’.—Lo ha concedido el Padre Santo 
a monsefior Gilla Vicente Gremigni, Obispo de Novara. En Francia ha 
sido concedido a su eminencia el Cardenal Lienart, Obispo de Lille, 
con motivo de sus bodas de plata episcopales. 

c) Patriarca “ad personam" .—A| dejar la archidiócesis de Goa, a 
la cual está unido el Patriarca de las Indias Orientales, el Papa ha 
nombrado a monsefior José da Costa Nunes Arzobispo titular de Odesso, 
conservando el título de Patriarca ad personam, además de promoverle 
al alto cargo de Vicecamarlengo de la Santa Iglesia Romana. 

d) Arzobispos “ad personam’’.—Han sido nombrados durante el 
afio 1953 monsefior Juan Francisco Boll, Obispo de Fort Wayne, y 
monsefior Juan Marcos Cannon, Obispo de Erie, en los Estados Unidos. 
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Omitimos la provisión normal de las sedes arzobispales o episcopa- 
les, así como el nombramiento de Obispos auxiliares y Coadjutores con 
derecho a sucesión, 


5, ASISTENCIA ESPIRITUAL A LOS EMIGRANTES 


La Constitución Apostólica Exsul Familia se va paulatinamente apli- 
cando. Ha sido ya constituído el Consejo Supremo de la Emigración, 
del cual esperamos que más adelante habrá también su Vocal por Es- 
paña, teniendo en cuenta los numerosos españoles que hay escampados 
por el mundo. Lo mismo cabe decir del Secretariado General Internacio- 
nal del Apostolado del Mar, ya constituído de conformidad con lo pres- 
crito en la nueva Constitución. 

Han sido erigidas parroquias nacionales para los italianos en Mon- 
treal (Canadá) y Nairobi (Kenia); asimismo para los chinos emigrados 
en la ciudad de Ilo-Ilo, diócesis de Jaro, en las Filipinas. 

Misiones con cura de almas, tal como las ha estructurado la nueva 
ley, han sido ya erigidas en Francia y en Suiza. 

También ha nombrado la Santa Sede Directores de los Misioneros 
de emigrantes para diversas lenguas o nacionalidades, a saber, para los 
blanco-rutenos de rito latino, en Europa ; para los rumanos, en Europa ; 
para los.polacos, en Suecia y en Africa. 


6. EL «APOSTOLADO DEL MAR» 


El Sumo Pontífice actual decretaba en la audiencia del día 30 de 
mayo de 1942 (núm. 334/40) (A. A. S., 1952, p. 674) que la obra lla- 
mada «Apostolado del Mar», fundada en Glasgow el año 1920, pasara a 
depender de la Sagrada Congregación Consistorial. Y al publicarse la 
célebre Constitución Apostólica Exsul Familia, de 1.° de agosto de 1952, 
estableció el mismo Papa que en dicha Sagrada Congregación se creara, 
juntamente con el Consejo Supremo de la Emigración, un Secretariado 
General Internacional del «Apostolado dei Mar», presidido por el exce- 
lentísimo señor Asesor de dicha Sagrada Congregación y teniendo como 
Secretario General el Delegado para las Obras de Emigración. El Se- 
cretariado ya funciona, integrado por elementos de diversas nacionalida- 
des. Ahora la Sagrada Congregación Consistorial ha dictado unas Nor- 
mas acerca del ejercicio del ministerio sacerdotal por parte de los Ca- 
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pellanes y Directores del «Apostolado dei Mar» (9). Estas Normas vienen 
a ser un complemento de la Exsul Familia, puesto que allí sólo se da- 
ban prescripciones para la cura espiritua! de los emigrantes, o sea, vara 
los sacerdotes dependientes del Consejo Supremo de la Emigración. 

Sin intentar hacer un comentario detallado, que no responde al ca- 
rácter de esta RESEÑA, anotamos los puntos fundamentales. Existirán 
Directores Nacionales o Regionales del Apostolado del Mar, que nom- 
brará la Santa Sede a propuesta de los Ordinarios, y Capellanes del 
Apostolado del Mar. Para unos y otros, congrua congruis referendo, 
valen las normas establecidas en el título II, capítulo III, de la Exsul 
Familia. Por lo tanto, unos y otros dependerán del Secretariado Inter- 
nacional del «Apostolado del Mar»; su oficio no supone la excardina- 
ción de la propia diócesis ni exime de la jurisdicción del propio Ordi- 
nario. 

Corresponde a los Directores del «Apostolado del Mar»: entenderse 
con los Ordinarios de las zonas donde residan Capellanes fijos del «Apos. 
tolado del Mar»; y, además, el gobierno de dichos Capellanes, salva 
la jurisdicción de los Ordinarios. Los Directores deberán vigilar acerca : 
1) de la vida y cumplimiento de sus deberes de los Capellanes; 2) de 
la ejecución de las prescripciones de la Sagrada Congregación Consis- 
torial y de los Ordinarios del lugar; 3) del decoro y limpieza de las 
iglesias, capillas y oratorios, así como del ajuar litürgico, especialmente 
en cuanto a la reserva del Santísimo Sacramento, en los centros del 
«Apostolado del Mar»; 4) la observancia de las prescripciones litürgi- 
cas en las funciones sagradas, la recta administración de los bienes ecle- 
siásticos y la confección y conservación de los libros parroquiales (o sa- 
cramentales). Para ello los Directores practicarán visita canónica. Asi- 
mismo cuidarán de la asistencia material v espiritual de los capellanes 
gravemente enfermos. 

Una novedad litúrgica la constituye la disposición de la Norma 5.* 
que autoriza a los sacerdotes que naveguen a rezar el oficio y decir la 
misa según el calendario de la Iglesia Universal, omitiendo el nombre 
del Obispo en el Canon. 

Los Capellanes del Apostolado del Mar llevarán libros de bautismos, 
confirmaciones y defunciones, pero se conservarán en el archivo de la 
Dirección del Apostolado del Mar; los duplicados se remitirán todos 
a la Curia de la diócesis donde resida el Director del Apostolado del 


(9) A. A. S. (1954), p. 248. 
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Mar. El mismo Director cuidará de avisar a los párrocos para las ano- 
taciones marginales que deben hacerse en la partida de bautismo. 

Los Capellanes podrán administrar ei sacramento de la Confirmación 
in articulo mortis. Pero lo más notable es que podrán administrar dicho 
sacramento a cualquier nifio o adulto que haga su primera comunión 
en una nave, «dummodo nullus adsit Episcopus communione gaudens 
cum. Apostolica Sede, et praevideatur confirmandum vel aetate vel ins- 
citia sermonis vel loci adiunctis nonnisi magna cum difficultate in re- 
gione inmigrationis hoc Sacramentum receptorum». Se conceden, asi- 
mismo, una serie de privilegios litúrgicos; altar portátil, misa en la 
noche de Navidad y en la de Año Nuevo, el Jueves Santo, la binación 
y trinación en dias de precepto y aun en días llamados feriat; cuyo cien- 
co se encuentra en las Rübricas generales del Breviario; la facultad 
de la misa vespertina; facultades de absolver determinadas censuras; 
de oír confesiones ; de bendecir ornamentos, medallas, etc. Podrán los 
marinos cumplir con el precepto pascual durante todo el ano, y ganar 
en los barcos la indulgencia de la Porciúncula y la de los Difuntos. 

Sin entrar en el comentario detallado, que exigiría un artículo ex pro- 
feso, nos atrevemos a expresar una idea que nos ha sugerido la aplica- 
ción particular hecha al Apostolado del Mar de la Constitución Apostó- 
lica Exsul Familia. 

Acaso en los principios inspiradores de estas normas, que bien po- 
demos calificar de renovadores del Derecho vigente, pueda encontrarse 
luz para encauzar por la vía canónica acostumbrada de empalmar la tra- 
dición jurídica con las nuevas realidades que plantea la vida, la proble- 
mática pastoral en su aspecto de ministerios y apostolados de ámbito 
supradiocesano y la misma problemática de conjugación de las activt- 
dades apostólicas de las instituciones de Derecho pontificio, con ma- 
yor o menor extensión, con la vida diocesana. Aspecto, este ültimo, sin 
duda fundamentalmente resuelto en el Código, pero con problemas nue- 
vos que la vida provoca. 


ManueL BONET, Pbro. 


Prelado Auditor de la Sagrada Rota Romana 
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«MOTU PROPRIO» POR EL QUE SE 
SUPRIMEN ALGUNAS PALABRAS DEL 
CANON 2.319, § 1, 1.° 


“Pius PP. XII.—Ecclesiae bonum postulat ut, quantum fieri potest. 
caveamus ne, incertis privatorum hominum de germano eanonum sensu 
opinionibus et coniecturis, Iuris canonici stabilitas in discrimen voce- 
tur, neve, subtilitatibus et cavillationibus inmorando, contra apertam 
legislatoris voluntatem, legum violatoribus indulgeatur iniuste, quod 
nervum ecclesiasticae disciplinae disrumpit. 

Sed quidam sacrorum canonum interpretes id non satis attendentes 
vim can. 2.319, $ 1, 1.” extenuarunt atque, plus aequo innixi praescripto 
can. 1.063, $ 1 in eodem revocati, docuerunt non quodlibet matrimo- 
nium a catholicis initum seu attentatum coram ministro acatholico pu- 
niri excommunicatione Ordinario reservata. 

Itaque ne christifideles, metu poenae liberali, eiusmodi crimen ad- 
mittere audeant, Nos, auditis Emis. ac Revimis. Patribus Supremae Sa- 
erae Congregationis S. Officii, Motu Proprio ae de plenitudine Apos- 
tolicae potestatis; decernimus atque iubemus ut a can. 2.319, $ 4, 
1° expungantur verba “contra praescriptum can, 1.063, 8 1”. 

Mandamus autem ut hae Litterae Apostolicae, Motu Proprio datae, 
in Actis Apostolicae Sedis edantur. 

Contrariis quibuslibet non obstantibus, etsi peculiarissima mentio- 
ne dignis. 

Datum Romae, apud S. Petrum, die XXV Decembris mensis, in festo 
Nativitatis Domini, anno MCMLIIT, Pontificatus Nostri quinto decimo. 


Pius PP. XII. 


GO-MEN-BATIO 


En este comentario no pretendemos analizar el canon 2.319, sino so- 
lamente apuntar las consecuencias doctrinales que se derivan de la supre- 
sión de la referencia al canon 1.063, § I, que hasta ahora contenía el canon 
2.319, $ 1, numero 1.” 
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TOMAS GARCIA BARBERENA 


El canon modificado por el presente Motu proprio decía así: 


$ 1. Subsunt excommunicationi latae sententiae Ordinario reser- 
vatae catholiei; 

1.2 Qui matrimonium ineunt coram ministro acatholico contra 
praescriptum can. 1.063, 8 1; 


Y el canon citado 1.063, $ 1, es del tenor siguiente: 


Etsi ab Ecclesia obtenta sit dispensatio super impedimento mixtae 
religionis, coniuges nequeunt, vel ante vel post matrimonium coram 
Eeclesia initum, adire quoque, sive per se sive per procuratorem, mi- 
nistrum acatholicum uti sacris addictum, ad matrimonialem consen- 
sum praestandum vel renovandum. 


De la simple lectura de estos textos se sacan las condiciones que habrá 
de reunir el elemento objetivo del delito sin las cuales el delito no puede 
decirse consumado "secundum proprietatem verborum legis" (can, 2.228); 
y, por consecuencia, al fallar alguna de esas condiciones, no se incurre en 
la excomunión latae sententiae reservada al Ordinario. Pero la doctrina, 
unánime en cuanto a algunas de esas condiciones que se sacan del canon 
1.063, 8 1, vacilaba en cuanto a otras, porque algunos escritores extendian 
la ley acasos no contenidos en el canon 1.063, $ 1, apoyándose en la razón 
de la ley que aparece en el contexto del canon 2.319 y en la rübrica bajo la 
cual está colocado (de delictis contra fidem et unitatem Ecclesiae); estos 
autores arguyen también fundándose en la lógica y en la armonía del sis- 
tema penal eclesiástico. 

Otros, en cambio, sostenían que la ley penal debe interpretarse estric- 
tamente (cans. 19 y 2.219, $$ 1 y 3) y con este criterio, no admitian la 
existencia del delito si no se cumplían a la letra los términos del canon 
referido 1.063, $ 1. 


Las condiciones aceptadas unánimemente son: 


a) Ser católico (“catholici” ; can. 2.319), lo cual supone haber recibi- 
do el bautismo válido (can. 87) y estar adscrito de hecho a la Iglesia Ca- 
tólica, aunque se tengan abandonados los deberes religiosos. No incurren 
en la censura los infieles ni los bautizados acatólicos. 


b)  Presentarse al ministro acatólico como a tal (“uti sacris addic- 
tus”), en el templo o fuera de él, por imposición de las leyes o por voluntad 
de los contrayentes, pero siempre para realizar un acto religioso, no un 
acto meramente civil y de efectos sólo civiles, como sería la inscripción en 
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los registros püblicos del Estado, si el ministro acatólico estuviera encar- 
gado de esta función. Y en el caso de que ese ministro acatólico realizase 
en un mismo acto una función doble, religiosa y civil, es claro que la exco- 
munión se contraeria. 

La razón de esto está no solamente en el canon r .063, $ 1, citado, sino 
también el contexto de nuestro canon penal que se refiere a actividades 
ilícitas relacionadas con la herejía, el cisma o la apostasía. 

c) La tercera condición requerida es que el católico preste o renueve el 
consentimiento ante ese ministro acatólico, ya personalmente, ya por pro- 
curador. También esta condición consta no solamente por los términos del 
citado canon 1.063, $ 1, sino, además, por la significación obvia y natural 
de las palabras matrimonium ineunt que se encuentran en nuestro canon 
penal. 

Estas tres condiciones son ciertas; la interpretación doctrinal las venia 
aceptando sin discusión y continüan, sin duda, en vigor después de la rec- 
tificación del texto de nuestro canon ordenada por el Motu proprio que es- 
tamos comentando. 


Pero las palabras "contra praescriptum can. 1.063, § 1”, de este texto 
planteaban hasta ahora una serie de problemas que tenian divididos a los 
autores y que hoy han quedado resueltos automáticamente al suprimirse 
ese inciso, que, interpretado con la regla de los cánones 19 y 2.219, 88 1 y 
3, limitaba mucho el elemento objetivo del delito castigado con la censura. 


I) Ante todo, el canon citado se refiere ünicamente al matrimonio 
contraído entre dos bautizados de los cuales sólo uno es católico, o, lo que 
es lo mismo, al matrimonio contraído por quienes están ligados por el im- 
pedimento de religión mixta, hayan obtenido o no la dispensa del impedi- 
mento. Consta esto del contenido indudable del canon 1.063, $ 1. Y, por 
si quedara alguna duda, las fuentes de este canon hablan con toda la cla- 
ridad deseable. 

La Sagrada Congregación de Propaganda Fide, en 13 de julio de 1864, 
escribía el Arzobispo de Westminster : 


“L’abuso denunziato alla S. Sede aver luogo in Inghilterra che cioè 
nei matrimoni misti la parte catolica suole essere trascinata a rinno- 
vare il consenso innanzi al ministro eretico, fu comunicato alla Suprema 
Congregazione del S. Offizio in un cogli schiarimenti che l'E. V. si com- 
piacque porgere ultimamente su tale argomento. Ora gli Emi. Inquisi- 
` tori generali, presolo ad esame nella fer. IV 8 corrente hanno risoluto: 
“Tollendum esse abusum de quo est sermo, praesertim ob scandalum 
quod inde oritur; opportune instruendos esse fideles, quando se offert 
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occasio, de peccato quod committitur, et de censuris quae contrahuntur 
ob renovationem consensus coram ministro haeretico ut sacris addicto. 
Pro casibus vero particularibus communicetur Episcopis Angliae ins- 
tructio data sub fer. IV die 17 februarii huius anni Episcopis Regni 
Hannoveriani" (1). 


Y el Santo Oficio, en 1 de febrero de 1884, escribia al Obispo de Os- 
nabrück lo que sigue: 


“Verum enim vero quotiescumque minister haereticus censeatur 
veluti sacris addictus, et quasi parochi munere fungens, non licet ca- 
tholicae parti una cum haeretica matrimonialem consensum coram tal! 
ministello praestare, eo quia adhiberetur ad quamdam religiosam 
caeremoniam complendam, et pars catholica ritui haeretico se conso- 
ciaret; unde oriretur quaedam implicita haeresi adhaesio ae proinde 
illicita omnino baberetur cum haereticis in divinis communicatio. Ea 
propter, etsi perniciosa haec consuetudo inoleverit ita ut a clero de 
facili corrigi non possit, nihilo tamen secius, omni adhibito studio ac 
zelo evellenda erit" (2). 


Segün esto, incurren en la excomunión los que contraen ante un mi- 
nistro acatólico estando ligados por el "impedimentum mixtae religionis" 
; lo mismo si han obtenido dispensa de ese impedimento que si no la han 
es obtenido. Solamente en estos casos, porque sólo a éstos se refiere el canon 

1.063, $ 1. Pero ahora se presenta inmediatamente esta pregunta: ; No 
à incurrirán en la misma pena los que contraen ante ministro acatólico im- 


Er pedidos no por "religión mixta", sino "por disparidad de cultos"? ;Qué 
ul RAM razón hay para aceptar la pena en el primer caso y negarla en el segundo? 
MEO aa Algunos autores respondían a esta cuestión en el sentido de que en la 


pena se incurre igualmente cualquiera que sea el impedimento (dispensado 
o no) que tuvieran las partes que prestaran o renovaran el consentimiento 
ante el ministro acatólico (3). CAPELLO, entre ellos, creía que sosteniendo 
la excomunión para el caso de disparidad de cultos no hay—en realidad— 
extensión de la pena de una persona a la otra ni de un caso a otro. Sin 
embargo, añadía que la opinión contraria era probable. Y no hay duda de 
que lo era, tanto intrínseca como extrínsecamente. Tenía en su favor la in- 
terpretación estricta que debe darse a las leyes penales, Y si bien es ver- 
dad que el canon 1.071 advierte que los cánones 1:060-1.064 son de 


(1) GASPARRI-SEREDI. Fontes, n. 4.862; vol. VII, p. 400. 
(2) GASPARRI-SEREDI. Fontes, n. 976; vol. IV, p. 249. | > 


(3) CAPPELLO: De censuris (Turín, 1925), n. 369, 4.9; CAVIGLIOLI: De censuris latae sententiae 


LUN ce pp. 126-197; SCHMID: De vi verborum “acatholicus... ”, en “Apolinaris”, 5 (1939) 
página 81. ; E 
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aplicación al impedimento de disparidad de cultos, es claro que esa norma 
vale para la disciplina del impedimento, pero no para las sanciones penales. 
El canon 2.319, $ 1, 1.°, al citar el canon 1.063, $ 1, circunscribe el delito 
a la violación de este último canon y, aunque la misma razón podía existir 
en la violación de otros cánones, nada garantizaba al intérprete de que la 
voluntad del legislador abarcara más allá de lo que dicen las palabras de la 
ley. SALUCCI repudiaba la opinión severa con estas decididas palabras: 
“Non e lecito ai canonisti, anche se celeberrimi, melter fuori cen- 
sure solo in base a supposizioni e a induzioni, quando già ce ne sono 
forse anche troppe; se essi reflettessero alle conseguenze che produ- 
cono nel campo pratico, alle angustie che generano in superiori che 
sanno di essere anche padri, sarebbero piü cauti nello scrivere una 
parola che per esser detta dai soliti probati autores ha la baldanza di 
un nuovo canone del Codice piano-benedettino" (4). 


Ni tampoco faltaba a esta opinión la autoridad extrinseca, puesto que 
la defendían autores como CERATO (5), el citado SALuccr, PrscETTA-GEN- 
NARO (6), CHELODI (7) y Mostaza (8). 

Al suprimirse el inciso litigioso, hoy no cabe duda razonable de que se 
incurre en excomunión al contraer ante ministro acatólico, sea cualquiera 
el impedimento que liga a las partes contrayentes, y tengan o no tengan 
dispensa de él. 


2) Otra cuestión relacionada con la precedente era si el ministro ha- 
bia de ser acatólico precisamente, pero no infiel. El lector comprenderà | 
que los autores que estudiaban esta cuestión estaban divididos en sus solu-  . 
ciones por los mismos motivos que los separaban en el problema precedente. 
CHELODI y PiscETTA-GENNARO (9) sostenían que no se incurre en exco- 
munión si el ministro era infiel, porque la ley estaba dada para el caso del 
impedimento de religión mixta, en cuyo caso el peligro que se pretende 
evitar es que los contrayentes presten o renueven el consentimiento ante el 
ministro herético, no ante el infiel. No necesitamos advertir que hoy tal 
opinión ha quedado destituida de fundamento; las palabras "coram minis- 
tro acatholico" significan igualmente al ministro hereje y al infiel. 


(4) Saucer: Il diritto penale secondo il Codice di Diritto Canonico, vol. III (Subiaco, 1930), 


página 40. QA" 
(5) CERATO: Censurae vigentes ipso facto... (París, 1921), n. 47. j i i 
(6) PISCETTA-GENNARO: Elementa Theologiae Moralis, vol. IV (Turín, 1993), p. 268. + ^ 


(7) CHELODT: Jus Poenale (Trento, 1933), p. 76. 

(8). Mostaza: en Cuestiones Canónicas de “Sal Terrae”, vol. II (Santander, 1928), p. 871, no 
se plantea directamente la cuestión, ¡pero interpreta el canon refiriéndolo únicamente sal caso de ¿ 
matrimonios mixtos. : Re, 

(9) CHELODI: l. C.; PISCETTA-GENNARO: 0. C., p. 286. S : 
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3) No acaban aquí las cuestiones planteadas por la poca afortunada 
cita del canon 1.063, $ 1. Se discutía también sobre si en la excomunión se 
incurre en el caso de que ambos contrayentes fuesen católicos. No necesi- 
tamos repetir que las soluciones encontradas se apoyaban en los puntos de 
vista divergentes que hemos mencionado al principio, en virtud de los cuales 
hemos visto a los autores en los problemas precedentes determinarse en fa- 
vor de la severidad o de la benevolencia (10). 

Y por la misma razón repetiremos que al desaparecer la cita del canon 
1.063, $ 1, que era el fundamento ünico de la opinión benigna, ésta no tiene 
hoy apoyo donde sostenerse, por lo cual hoy habremos de decir que do: 
católicos que contraen ante un ministro acatólico incurren en excomunión 
latae sententiae reservada al Ordinario, puesto que están claramente com- 
prendidos en la letra del canon penal cuyo texto se ha rectificado. 


4) El canon 1.063, $ 1, aquí citado, prohibe prestar o renovar el con- 
sentimiento "vel ante vel post matrimonium coram Ecclesia initum". In- 
terpretando a la letra estas palabras, resulta que el delito no se comete ni 
se incurre en la censura si los contrayentes no prestan su consentimiento 
ante la Iglesia católica ni antes ni después de haberlo prestado ante el 
ministro acatólico. CIPROTTI (11), que en los anteriores problemas habia 
optado por las soluciones benignas, aconsejadas por la interpretación es- 
tricta de la ley penal, se inclina también en esta cuestión en favor del reo, 
afirmando que no se incurre en la excomunión “cum in hoc casu non aga- 
tur contra praescriptum can. 1.063, § 1", y cita en su favor a EICHMANN. 
CAPELLO, por el contrario, afirma que: " Nihil interest utrum ante an post 
matrimonium ecclesiasticum, an hoc omnino praetermisso, catholici adeant 
ministrum acatholicum" (12), palabras que hoy, modificado el texto de! 
canon, tienen categoría de indiscutibles. 

Los problemas precedentes podian haber sido resueltos por interpreta- 
ciones auténticas extensivas, como las que en otras materias ha dado repe- 
tidas veces la Comisión de Intérpretes del Codex. Pero en esta ocasión la 
Santa Sede no ha querido dar esas interpretaciones, tal vez por tratarse de 
materia penal, y ha preferido zanjar las cuestiones suprimiendo las pala- 
bras del texto de la ley que daban ocasión a las dudas. Y no hay duda de 


(10) Responden afirmativamente Coccar: Comment. in Cod., 1. V (Turín, 1925), p. 934; 
WERNZ-VIDAL: Jus poenale ecclesiasticum (Roma, 1937), n. 410, nota 7. Responden negativamente 
CHELODI: l. c,; SALUCCI: l. C.; CERATO: 0. c., p. 93; PRUEMER: Manuale Theologiae Moralis, vol. 111 
{Friburgo de Br., 1933), p. 374; CORONATA: Institutiones..., vol. IV (Turín, 1935), n. 1.877. 


n 1) SUO De consummatione delictorum attento eorum elemento obiectivo (Roma, 1936) 
p. 30, no s gos, XM 


(19) CAPPELLO: O. C., n. 369, 3.9 
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que con ese sencillo procedimiento se han logrado los fines pretendidos 
Otros varios problemas plantearía el comentario completo del texto que nos 
ocupa. Pero los que tienen relación con la supresión de la cita del canon 


1.063, $ 1, quedan, al parecer, en las lineas que preceden, dilucidados su- 
ficientemente, por lo cual haremos aqui punto final. 


Tomás G. BARBERENA 
Catedrátieo en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca 
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LAS FEDERACIONES DE LOS MONASTE- 
RIOS DE MONJAS 


SUMARIO: 1) Antecedentes de la Constitución Apostólica Sponsa Christi.—2) La 
Sponsa Christi y la Instrucción Inter praeclara.—3) Aplicación de las mis- 
mas y sus consecuencias.—4) Naturaleza, extensión, fines y ventajas de las 
Federaciones.—5) Los Delegados y sus atribuciones.—6) Los Estatutos. 


1) ANTECEDENTES DE LA CONSTITUCIÓN APOSTÓLICA «SPONSA CHRISTI» 


No ya sólo las autoridades eclesiásticas, sino también otras muchas 
personas que se interesaban por el bienestar espiritual y temporal de 
las monjas, hacía tiempo que se preocupaban «Je la situación en que se 
encontraban no pocos monasterios, los cuales, debido a múltiples cir- 
cunstancias de orden económico, de escasez de personal: en unos por 
el reducido número de religiosas, y en otros por la carencia de sujetos 
idóneos para desempeñar los cargos, etc., atravesaban situaciones difíci- 
les, cuyos efectos repercutían en la buena marcha de la observancia, 
que no podía menos de resentirse. 

El deseo de aplicar el oportuno remedio a esos males y de contribuir 
al reflorecimiento de la observancia, hacía pensar en establecer víncu- 
los de unión más íntimos entre los monasterios de la misma Orden, 
atenuando el completo aislamiento en que vivían, para facilitar el in- 
tercambio de personal y, en lo posible, la ayuda económica, juntamente 
con la visita canónica efectuada por una religiosa provista de las corres- 
pondientes facultades, a fin de remediar más fácil y eficazmente los abu- 
sos, y promover la uniformidad de la disciplina y el vigor de las prác- 
ticas religiosas conforme al espíritu de ia propia Orden, siguiendo las 
huellas de Santa Teresa de Jesüs, por no citar más ejemplos. 

El Congreso general de los estados de perfección celebrado en Roma 
el año 1950, últimos días de noviembre y primeros de diciembre, no 
podía prescindir de tocar ese tema. 

Varias fueron, en efecto, las ponencias a él relativas, algunas de cu- 
yas sugerencias importa mencionar aquí. 
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Entre las causas que aconsejan alguna renovación en el sagrado Ins- 
tituto de las monjas suelen enumerarse estas tres: a) la situación eco- 
nómica tan precaria que aflige a no pocos monasterios, a la que urge 
aplicar un remedio eficaz; b) otra es la oportunidad de establecer entre 
los monasterios cierta unión en conformidad con la norma que la Igiesia 
establezca ; c) la tercera causa es la conveniencia de que las monjas to- 
men parte en el apostolado, según indica el P. José Rousseau, O.M.I. (1). 


El ejercicio de una industria lucrativa, como medio para remediar la 
situación económica ; la unión de los monasterios, con el consiguiente 
traslado de las religiosas y la práctica de la visita canónica, juntamente 
con el ejercicio del apostolado reclaman alguna modificación en las nor- 
mas de la clausura papal actualmente en vigor, segün advierte luego el 
mismo P. ROUSSEAU. 

En cuanto al régimen de los monasterios—anade más abajo—, al pre- 
sente gozan de autonomía jurídica perfecta, que también se podría lla- 
mar solitaria—subraya el autor—, puesto que no sólo tienen indepen- 
dencia respecto de otras Superioras internas, sino también carecen de 
todo vínculo jurídico en orden a los demás monasterios. 


Esa autonomía jurídica les priva de ciertos beneficios que disfrutan 
las casas religiosas unidas entre sí. Por lo cual se ha pensado seriamen- 
te en buscar alguna manera de unir los monasterios de monjas, unos 
con otros, con algün vínculo jurídico, bajo el gobierno de una Superiora 
de la Federación. 

Don Udalrico BESTE, O. S. B. (2), teniendo en cuenta lo que ense- 
ñan la historia y la experiencia respecto de los daños que suelen seguir- 
se del aislamiento de los monasterios, y, en cambio, los beneficios que 
reporta la unión, siquiera para introducir ésta sea necesario atenuar un 
poco la clausura, proponía las siguientes modificaciones : 


a) Dentro de la Federación, cada monasterio conservará su autono- 
mía, con su capítulo, noviciado y administración propia de sus bienes. 
Las monjas se afilian y continúan perteneciendo al monasterio para el 
cual profesaron. La Abadesa puede ser elegida de cualquiera de los mo- 
nasterios pertenecientes a la Federación. 


b) Gobernará la Federación una M. Presidente con dos Visitadoras, 
elegidas, aquélla y éstas, en el Capítulo general que se celebrará cada 


(1) Acta et Doc. Congr. Gen. de Statibus Perfectiomis (Romae, 1950), vol. I, p. 338. 
(2) Obra y vol. cit. en la nota anterior, pp. 346-349. 
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seis años. La visita canónica de los monasterios tendrá lugar cada tres 
años. 


c) Salvo el derecho de tener noviciado todos los monasterios, las 
Abadesas podrán enviar sus novicias a cualquier otro monasterio de la 
Federación ; más aún, deberán mandarlas siempre que en el propio mo- 
nasterio no lleguen a tres o no tengan una monja idónea para la forma- 
ción de las mismas. 


d) La M. Presidente, con el consejo de las Visitadoras, puede per- 
mitir el tránsito a otro monasterio, durante un plazo determinado, cuan- 
do lo reclame una causa justa, v. gr., para desempeñar el cargo de Maes- 
tra de novicias, de enfermera, etc. 


e) Debe fomentarse el contacto con la Orden por medio de algún 
sacerdote de la misma, designado con la aprobación de la Santa Sede, 
que ayude con sus consejos a la M. Presidente y a las Visitadoras, y 
ejerza vigilancia en el nombramiento de confesores, etc. 


f) Quedarán a salvo, lo mismo que antes, los derechos y deberes 
del Ordinario de lugar y, si el monasterio está sujeto a los regulares, 
los del Superior regular. 

Muéstrase también partidario de las Federaciones el P. Cosme Sar- 
TORI, O. F. M. (3), afirmando que su implantación proporcionaría un 
remedio excelente contra las deficiencias actuales de los monasterios. 

Tocante al noviciado, es de parecer que todas las novicias de los 
monasterios pertenecientes a una Federación se formen en uno o dos no- 
viciados, escogiendo la Maestra de cualquiera de dichos monasterios. 


En cuanto al gobierno de la Federación, opina que se encomiende a 
una Abadesa general, asistida de otras dos Abadesas en calidad de Con- 
sejeras. Y añade que la Abadesa general podrá visitar los monasterios 
federados, para conocer personalmente sus necesidades y aplicarles los 
remedios oportunos. 

Respecto del sacerdote consiliario viene a coincidir con Dom: BESTE, 
pero advierte expresamente que puede visitar los monasterios. 

Finalmente, el P. Víctor Trrapo, O. C. D. (4), se expresa en estos 
términos : «Sincere credimus foederationes optimun posse constituere me- 
dium multa vitandi incommoda ac bona non modica procurandi, quam- 


(3) Ob. y vol. cit. en la nota 1, pp. 352-353. 


(4) Ob. y vol. cit. en la nota 1, p. 358. 
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vis nec eodem modo pro omnibus monialibus nec. indiscriminatim 1psts 


imponendae sint. 


Inter commoda recensenda quidem sunt : 


a) Facilis transitus temporaneus ad aíiud monasterium valetudinis 
recuperandae causa. 


b) Personarum praestatio ad munera instructionis ac formationis 
novitiarum tam in rebus spiritualibus quam in laboribus conficiendis. 

c) Assumptio monialis, in casu defectus aptae superiorissae, ad re- 
gimen alterius monasterii. 

d) Constitutio novitiatus communis, si experientia confirmet utili- 


tatem huiusmodi institutionis pro efficaciori formatione religiosa adspi- 
rantium. 


e) Securior modus visitationes sive canonicas sive paternas habendi. 
f) Oeconomicum adiutorium inter monasteria. 


g) Vocationum obtentio pro monasteriis, quae maiorem adspiran- 
tium penuriam patiuntur, etc...» 


Refiriéndose a las Federaciones, sólo enumera las ventajas que de 
ellas pueden seguirse; en cambio, respecto del noviciado único, aparte 
de éstas, indica ciertos inconvenientes que, a su juicio, pueden origi- 


narse de que las novicias no se formen cada una en su propio monas- 
terio, 


2) LA «SPONSA CHRISTI» Y LA INSTRUCCIÓN «INTER PRAECLARA» 


Teniendo en cuenta la situación anteriormente indicada y los cam- 
bios de circunstancias verificados con el andar de los tiempos, el Papa 
felizmente reinante ha juzgado oportuno introducir algunas modifica- 
ciones en el Instituto de las monjas, que lo pongan más al día y provean 
del conveniente remedio a diversas necesidades; a cuyo efecto publicó 
la mencionada Constitución, y encomendó a la Sagrada Congregación 
de Religiosos el cuidado de llevar a la práctica lo dispuesto en la misma, 
valiéndose de Instrucciones, declaraciones, etc. 


Como preámbulo para las modificaciones, advierte el Papa que en 
dicho Instituto hay tres clases de elementos: unos que constituyen su’ 
misma esencia—la vida contemplativa canónica y los votos solemnes— 
y, como tales, deben conservarse intactos; otros que fluyen de aquélla 
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y la protegen y defienden, los cuales, aun cuando no pueden ser total- 
mente abolidos, admiten, con todo, ciertas atenuaciones cuando lo recla- 
me un motivo grave de bien común ; otros, finalmente, son accidentales 
y externos, de carácter histórico, originados por circunstancias que ac- 
tualmente han desaparecido, y, por lo tanto, no hay razón para que 
subsistan. 


Conservando, pues, intactos los elementos nativos y más importan- 
tes; por lo que atañe a los otros, hemos dispuesto—advierte Su Santi- 
dad—introducir cauta y prudentemente aquellas adaptaciones a las cir- 
cunstancias actuales que no sólo pueden contribuir a darle mayor esplen- 
dor, sino también a procurarle más plena eficacia. 

A introducir esas moderadas adaptaciones nos mueven, y hasta nos 
constriñen, los informes plenos que acerca del particular poseemos, ob- 
tenidos de todas las partes del mundo, y el conocimiento cierto que por 
ese medio hemos adquirido de la grave penuria que experimentan mu- 
chas veces, por no decir siempre las monjas. Hay, efectivamente, no 
pocos monasterios, ¡oh dolor !, que casi perecen de hambre, de miseria 
y de escasez ; hay también otros muchos que, debido a su pobreza, lle- 
van una vida dura y no siempre tolerable. Hay, asimismo, monasterios 
que, aun cuando no vivan en la indigencia, sin embargo, el hecho de ha- 
llarse desconectados v separados de todos los otros hace que arrastren 
una vida lánguida... 

En cuanto a la autonomía o mutua independencia de los monaste- 
rios de monjas—añade—, por haber cambiado las circunstancias, son 
va muchas las razones que aconsejan y, frecuentemente, reclaman la 
unión de los mismos, como medio de facilitar una más conveniente dis- 
tribución de los oficios, el util y, muchas veces, el necesario traslado 
temporal de las religiosas de un monasterio a otro por diversas causas, 
la avuda económica, la coordinación de las labores, la defensa de la 
comtin observancia y otras cosas por el estilo. Y que todo esto pueda 
realizarse y lograrse sin cercenar la autonomía necesaria y sin debilitar 
en modo alguno el vigor de la clausura ni perjudicar el recogimiento 
de la vida monástica o la más severa disciplina, lo comprueba con se- 
guridad, por una parte, la prolongada experiencia en las Congregacio- 
nes monásticas de varones, y, por otra, los no raros ejemplos de Unio- 
nes y Federaciones entre las monjas, que hasta la fecha han logrado 
su aprobación. 

Mas, a pesar de todas estas consideraciones, la Constitución Sponsa 
Christi no impone la Federación como un deber estricto, sino que se 
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limita a recomendarla ; pero esto lo hace con todo encarecimiento, como 
puede verse en el artículo VII, § 2, número 2.', de los Estatutos ge- 
nerales. 

La Instrucción Inter praeclara, námero XVII, refiriéndose a dicho 
artículo, advierte que, aun cuando no se impongan en absoluto las Fe- 
deraciones, sin embargo, los motivos por los cuales en general se reco- 
miendan, pueden en determinadas circunstancias urgir de tal suerte que, 
bien ponderado todo, la Sagrada Congregación llegue a juzgarlas ne- 
cesarias. 

Y en el numero XXII insiste acerca de los fines y ventajas generales 
y principales de las Federaciones, subrayando lo que sobre el particu- 
lar indica la Constitución, segün hemos visto arriba. 


3) APLICACIÓN DE LA «SPONSA CHRISTI» Y DE LA «INTER PRAECLARA», 
Y SUS CONSECUENCIAS 


En primer lugar, cumple advertir que la publicación de tan impor- 
tantes documentos fué muy bien recibida, ya por el interés que mani- 
fiestan en favor de las monjas y los medios tan oportunos que sefialan 
para remediar las mültiples necesidades de tantos monasterios, ya tam- 
bién por cerciorarse de que las modificaciones propuestas no iban tan 
allá como algunos habían propalado ; pues no faltaron quienes asegura- 
ban que se cambiaría por completo la vida de las monjas, suprimiendo 
la clausura papal y los votos solemnes, fundiendo unas Ordenes con 
otras, etc. 

Tocante a lo demás, nadie puede informar mejor que el reverendísi- 
mo P. LARRAONA, C. M. F., Secretario de la Sagrada Congregación de 
Religiosos, el cual, en su comentario La Costituzione Apostolica «Spon- 
sa Christi» (5), nos proporciona los datos siguientes : 


1. Para atender a la aplicación de lo dispuesto en dicha Constitu- 
ción, establecióse en la Sagrada Congregación de Religiosos un Oficio, 
al cual se le unió una numerosa Comisión de personas competentes por 
su doctrina y experiencia, en las cuales están representadas las diversas 
Religiones que tienen Ordenes de monjas dependientes o unidas a ias 
mismas. Esta Comisión tiene el encargo de ayudar y aconsejar en lo con- 


(8) La nuova disciplina canonica sulle monache. La Costituzione Apostolica “Spons isti 
| à Jostituz a Christi” 
e la Istruzione “Inter praeciara” (Roma, sin fecha), pp. 107-109. $ 2 | à 
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‘ernie ta'a de ar LE gea 5 è ER ^ . . 
cerniente a ia interpretación y aplicación de la Sponsa Christi, a la apro- 
bación de las Federaciones y diversos estatutos, etc. 


2. Una de las primeras preocupaciones de la sagrada Congregación 
ha sido la de asegurar a todas las monjas el conocimiento auténtico, 
completo y práctico de la Sponsa Christi y de su complemento la Ins- 
trucción /nter praeclara, encargando, para Italia, a los Superiores ge- 
nerales y a los Obispos que mandasen a cada monasterio personas ins- 
truídas y prácticas para explicar convenientemente a todas las monjas 
los referidos documentos. ‘es 


3. Para las demás naciones, por medio de los Nuncios y Delegados 
Apostólicos, envió un ruego a los Ordinarios de lugar, a fin de que . | 
éstos designasen a quienes hubieran de explicar a las monjas de sus E 
respectivas diócesis los mencionados documentos. De 


4. De las noticias recogidas se infiere con seguridad que se han dado 
tales explicaciones y que, si bien en algunas regiones puede parecer que 
se lleva con cierta lentitud, no cabe duda que el trabajo de estudio y de uA. 
adaptación ha de producir, no tardando, sus frutos. | 


5. Descendiendo ahora a los diversos aspectos de la Sponsa Christi, à 1 
se puede afirmar lo siguiente: Llegan todos los días a la Sagrada Con- . 
gregación peticiones relativas a la adopción de los votos solemnes... 


6. El movimiento hacia las deseadas Federaciones y Confederacio- 


nes de monjas marcha con ritmo más o menos expedito, según las di- =, ae 
versas circunstancias de las Ordenes y de los lugares. Funcionan ya ane 
muchas Federaciones aprobadas, y se hallan en período preparatorio o cs 
iniciadas ya y en periodo de arreglo las negociaciones concernientes a De». 
otras varias. : DE 


7. Se bosquejan, y se les mira con buenos ojos, son prudentemente 

- apoyados y dirigidos diversos movimientos que, a varias de las Congre- 

gaciones femeninas erigidas en Ordenes desde el pontificato de 

| León XIII, tienden a orientarlas hacia formas y organizaciones más en 

armonía con el tipo monástico femenino, por ejemplo, en materia de 
pobreza, de clausura, de régimen.. 


| LES 
8. En orden al trabajo monástico, han aflorado en diversas nacio. mi 


aes, sobre todo en Francia, Italia, Espafía, etc., una serie de iniciati- 
vas prácticas muy beneficiosas y que prometen resultados halagüeños 
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para el futuro; las cuales son recibidas con viva simpatía e interés, a 
la vez que se procura, donde y cuando se estima ütil y conveniente, 
favorecer y asegurar esas generosas colaboraciones, a fin de que resulten 
eficaces, sin dificultades ni peligros, en el santo y noble intento de pro- 
curar trabajo útil y adecuado a las monjas, ayudándolas a conseguir los 
medios v utensilios necesarios, cooperando en forma conveniente a per- 
feccionar sus habilidades y capacidades de trabajo. 


4) NATURALEZA, EXTENSIÓN, FINES Y VENTAJAS DE LAS FEDERACIONES 


a) Naturaleza.—Hasta que aparecieron, en el siglo xr, las Ordenes 
mendicantes, con su organización jerárquica de régimen centralista, el 
sistema de las Ordenes monacales era de monasterios autónomos e in- 
dependientes entre sí, a manera de diócesis. Andando el tiempo se echó 
de ver que semejante aislamiento no carecía.de inconvenientes, y se 
pensó en la manera de remediar éstos, sin anular por completo dicha 
autonomía, a cuyo efecto se introdujeron las Congregaciones monásticas 
entre los monjes ünicamente, sin extenderlas por entonces a los monas- 
terios de monjas, debido a que la clausura de éstas no permitía las sa- 
lidas que dicho régimen imponía. 

Más tarde se comprobó que era preferible atenuar un poco esa clau- 
sura, a fin de que las monjas pudieran participar de las ventajas con- 
siguientes a la unión de los monasterios entre sí bajo una misma Supe- 
riora, sin que pierdan su autonomia—y en eso consiste la Federación—. 
Así lo habían efectuado algunas Ordenes, por especial concesión de la 
Santa Sede, y ahora la Constitución Sponsa Christi lo extiende a cuan- 
tas quieran aceptarlo, ateniéndose a las normas que sefíala. Por tanto, 
la Federación es un régimen intermedio entre la autonomía plena y la 
centralización. La Instrucción Inter praeclara, número XXIII, 5.°, entre 
los caracteres y notas de las Federaciones que, tomados en conjunto, 
se han de considerar como esenciales, pone lo siguiente : 


Teniendo en cuenta la independencia de los monasterios, el nexo que 
una entre sí a los federados deberá ser de tal naturaleza que no com- 
prometa su autonomía, por lo menos en lo esencial (can. 488, 2.”, 8.°). 
Y luego, a modo de excepción para casos determinados, afiade: Aun 
cuando no se han de presumir las derogaciones de la autonomía, pue- 
den, sin embargo, concederse, previo el consentimiento de cada monas- 
terio, si parecen aconsejarlo o exigirlo causas graves. 
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b) Extensión territorial de las Federaciones.—Acerca de ella dispone 
la mencionada Instrucción, número XXII, 2.°, que, «de no exigir lo 
contrario el-reducido número de monasterios u otras causas justas y pro- 
porcionadas, preferentemente se han de constituir por regiones, ya que 
así resulta más fácil su gobierno». 


Claro está que se debe conjugar la extensión territorial con el nú- 
mero de monasterios, de suerte que cuando en una misma nación se 
hayan de establecer varias Federaciones, cada una no debería bajar de 
unos ocho o diez, según nuestro humilde parecer. También opinamos AEs 
que, tocante a la extensión territorial, dentro de ia norma señalada por | ; 
la Sagrada Congregación, de que no sea muy amplia, convendrá que 
—a ser posible—abarque variedad de climas, v. gr., en España, algunas 
provincias del norte y otras de Castilla, a fin de proveer a la salud de las 
monjas, para que tengan facilidad de trasladarse por ese motivo a un 
monasterio cuyo clima les resulte más favorable. 


c) Fines y ventajas de las Federaciones.—Ocupase de unos y otras 
la repetida Instrucción Inter praeclara, que en el número XXII dice asi: 4 
«Los fines y ventajas generales y principales de las Uniones o Federa- _ } 
ciones son : ; 


1° La facultad, jurídicamente reconocida, y la obligación, canóni= 
camente ratificada, de prestarse fraternal ayuda, bien sea en lo que ata- 
ñe a la conservación, defensa y aumento de la observancia regular, o 
bien en lo de socorrerse mutuamente desde el punto de vista económico 
y en todo lo demás. DO AE 


| 2° La erección de noviciados comunes para todos o para varios mo- ri 
nasterios, cuando, ya sea por carencia del personal necesario para los : » 
cargos directivos, ya por otras circunstancias morales, económicas, lo- » 
cales, etc., se compruebe que en cada uno de los monasterios no puede ,, 
darse una, sólida yy práctica formación espiritual, disciplinar, técnica y uw 
cultural. eee 


3.° ‘La facultad y obligación moral, regulada por ciertas normas y 
aceptada por los monasterios federados, de pedir y concederse mutua- 


 mante las monjas que puedan ser necesarias para el gobierno y la for- 
} 


mación. 


x. 4.° La posibilidad y libertad del mutuo temporal intercambio o ce- … 
| sión de monjas, y aun de mandarlas a otro monasterio en forma estable 
| por motivo de enfermedad o de otra necesidad moral o material.» 


f — 42 — 


TH. SABINO ALONSO MORAN 

i E d 
f y i € - En el régimen actual de autonomía absoluta, para todas esas cosas 
gs hace falta obtener permiso especial de la Santa Sede, y, ademas, el 
us monasterio que pide no tiene la facultad «jurídicamente reconocida», 
P ni el otro la obligación «canónicamente ratificada» de prestarse dichas 


ayudas. En cambio, una vez establecida ia Federación, no es necesario 
acudir cada vez a la Santa Sede para verificar aquellos traslados, etc., 
y, además, el monasterio al cual se le pide ayuda debe prestarla en 
cuanto le sea posible; de donde se infieren los considerables beneficios 
que pueden reportar las Federaciones si se establecen en debida forma, 
A j . Jos cuales superan con creces los inconvenientes y molestias que pudie- 
ran ocasionar, sobre todo en sus comienzos. 


5) Los DELEGADOS Y SUS ATRIBUCIONES 


' 
Con el fin de proveer en forma conveniente a la preparación de las 

Federaciones, la Sagrada Congregación de Religiosos se ha dignado 

nombrar Delegados, confiriéndoles las oportunas facultades y señalándo- 

|. les ciertas normas para el desempeño de su cometido. } 

La revista «Commentarium pro Religiosis» (6) publica un modelo 

|»... donde se contiene la fórmula del decreto que suele Spb leas en dichos 

nombramientos, cuyo tenor es como sigue : \ 


“Sacra Congregatio, bonum. Monasteriorum Monialium promovere — 
cupiens, tempusque advenisse existimans Const. “Sponsa Christi", in ` 
lis quae ad Foederationes instituendas pertinent, ad praxim deducendi . 
in Ordine... vi praesentis Decreti Rev.mum Patrem... pro Monaste- | 
riis... Delegatum nominat ac designat. | 

Rev.mi Patris Delegati munus erit de iis omnibus quae necessaria - 
ad Foederationem constituendam visa fuerinl curam gerere eaque di- | 
ligenler perficere, ut puta conventibus ad hune finem coactis praesi- 
dere, Documenta Pontificia institutum Monialium spectantia, prout — 
opus erit, explanare, difficultates, si quae extiterint, expedire, hisque - 
similia. 7. Ms 

Ut vero munus suum reete valeal exercere, S. Congregatio Rev.mo 
Patri Delegato quae sequuntur concedit faeullates: - A ME | 

a) permittendi... aliisve Antistitis ut e elausura, una cum socia, 
ad conventus eum aliis... vel Antistitis agendos, egrediantur; | 

b) permittendi... aliisve Monialibus egressum e clausura, ut alia 
Monialium... Monasteria invisant ibique commorentur, cum ad Foe- 
derationem constituendam necessarium vel utile hoc ipsi videbitur: 


(6) “Qpr”, 33 (1954), pp. 25-26. 
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c) ingrediendi Monasteriorum clausuram si, ad eumdem finem, 
necessarium vel utile fore censuerit. 

Valeal, praeterea, Rev.mus Pater Delegatus commissam sibi po- 
testatem alteri moderate subdelegare, sive ad actum sive etiam habi- 
tualiter, ad normam can. 199, 8 2. Moneat vero se mper Exc.mos logo- 
rum Ordinarios, quorum res quomodolibet interest, de accepto man- 
dalo, el omni ope adnitatur ut cuncta prudenter et ordinate procedant, 
eo eonsilio ut bonum Monasteriorum revera promoveatur. 

In omnibus difficultatibus, quae in munere obeundo extiterint, Pa- 
ter Delegatus ad S. Sedem recurrat, ad Quam de omnibus quae, sive a 
seipso sive a sui subdelegato, acta eru: relationem (ransmittet. Eius- 


dem vero Apostolicae Sedis erit, quatenus oporteat, Foederationis 


erectionem decernere eiusdemque Statuta approbare. 
“Contrariis quibuslibet non obstantibus.” 


Tocante a las normas que ia Sagrada Congregación dicta para que 
los Delegados puedan desempeñar convenientemente su delicado minis- 
terio, nos serviremos de las que aparecieron en la revista oficial de !os 
PP. Franciscanos (7), cuyo resumen damos a continuación. 

Comienza la Sagrada Congregación recomendando a los Delegados 
que procedan con mucho tacto y prudencia, así en los preparativos de 
la Federación como en la redacción de los correspondientes Estatutos ; 
teniendo en cuenta que muchas veces el éxito de su misión dependerá 
del modo como la desempenen. 

Después de esa advertencia previa, les manda que se muestren siem- 
pre muy deferentes con los Ordinarios de lugar a quienes están someti- 
dos los monasterios o en cualquier forma tengan algo que ver con los 
mismos ; dándoles cuenta del encargo recibido, y de los principales actos 
tramitados, como salidas de la clausura, reuniones, paso de las religio- 
sas de un monasterio a otro, etc. 

Su Santidad, en la Constitución Sponsa Christi ha propuesto las 
Federaciones de los monasterios de monjas como el medio más eficaz 
para proveer al bien espiritual de los mismos y a su incremento desde 
varios puntos de vista, incluso el económico ; y les recomienda vivamen- 


te que salgan del aislamiento actual federándose de acuerdo con los de- 


seos y las normas indicadas en dicha Constitución. Sin embargo, el 
Sumo Pontífice no les obliga estrictamente a federarse ; lo cual deberán 


tener presente los Delegados para evitar imposiciones o maneras de. 


obrar que puedan parecer una imposición, 


(7) *Acta Ordinis Fratrum Minorum", 73 (1954), pp. 85-86. 
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Mas, por otra parte, no dejarán de poner interés en persuadir a los 
monasterios que acepten de buen grado la Federación, exponiéndoles el 
contenido de los documentos de la Santa Sede y presentándoles las Fe- 

3 ! deraciones como un medio para asegurar el verdadero bien de las comu- 
nidades de clausura, sin que por eso hayan de cambiar el género de vida 
y la organización actuales. Podrán también recordarles que el Derecho 


2 de la Iglesia no admite monasterios aislados de monjes o de religiosos. 
EN Procuren, asimismo, disipar con diligencia no pocas ideas falsas, temo- 
ü res infundados, preocupaciones vanas que circulan respecto de la apli- 
: cación y ejecución de la Sponsa Christi. 

E Algunas de tales ideas provienen de no conocer lo que disponen en 
Eu forma solemne y explícita los documentos pontificios. Se ha llegado 
i) EI ss: decir, por ejemplo, que desaparecerá la clausura papal, que serán abo- 
ES ra lidos los votos solemnes, que las Federaciones suprimirán la autonomía 
"A i de los monasterios y reducirán los derechos que sobre los mismos com- 


peten a los Ordinarios locales y regulares. lodo eso contradice abierta- 


mente lo establecido en los documentos dei Papa y de la Sagrada Con- 

11 pregaciôn. 

No pocos de los temores que abrigan las monjas se desvanecerán 
con asegurarles que las Federaciones no imponen el noviciado comün 
ni la pérdida de la estabilidad en el monasterio propio; antes bien, que 

~~. cada uno de éstos conserva el derecho a tener. su noviciado, y que el 

. ~ traslado de las religiosas a otro monasterio es algo excepcional, debido 

a razones por las cuales, aun ahora, sin la Federación, muchas veces se 
acude a la Santa Sede, para socorrer a un monasterio que se encuentra 
necesitado de la ayuda de otro. 


Además, no todo lo que se practica y se introduce en una Federación 
deberá por necesidad adoptarse en las otras. Cada Orden y cada ob- 
servancia tiene sus caracteres peculiares, que habrán de ser tenidos en 
yi cuenta al preparar y reglamentar las respectivas Federaciones. 

Si, a pesar de todo lo dicho, un monasterio, después de verse libre 
de las influencias externas, no se aviniera a adherirse a la Federación- 
d o a tomar parte en los actos preparatorios—reuniones, ote Se le dejará 

d libre y tranquilo. 


* 
1 inca’ | Los Delegados verán, segün las circunstancias lo aconsejen, Si no 


E dolo previamente, antes de dua a una reunión de las Superio- 
ras o Representantes de los monasterios. Y en todo caso evitarán el 


n pror notificaciones que puedan turbar las comunidades, 
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La experiencia hasta aquí obtenida pone de manifiesto cuán nece- 
sario y ütil es que los Delegados den facilidades a las- comunidades 
para exponer su pensamiento y manifestar sus preferencias en todo lo 
concerniente a las diversas posibilidades de organizar las Federaciones, 
de modo que se vea claramente que los propios monasterios interesados 
toman parte activa en la elaboración de la organización y de los Esta- 
tutos de las Federaciones, dentro siempre de los límites admitidos. Den- 
tro de éstos caben diversos tipos y diferentes fórmulas. Compete a los 
Delegados ilustrar estas fórmulas; en cambio, a los monasterios les co- 
rresponde elegir la que prefieran. Los Delegados deberán dirigir las dis- 


cusiones, proponer, mas no imponer, las conclusiones, salir al encuentro ' 


de las diversas tendencias sugiriendo las fórmulas que puedan conci- 
liarlas. 

El Decreto nombrando los Delegados prevé la facultad de permitir 
las salidas de clausura cuando sea preciso para los fines de la proyec- 
tada Federación ; pero habrán de velar porque tales salidas se verifiquen 
observando las cautelas comünmente prescritas. 

Otro tanto se diga de las entradas que ellos hubieren de hacer. 

Taies son las principales normas dictadas por la Sagrada Congrega- 
ción para los Delegados que hayan de intervenir en la preparación de 
las Federaciones, a que nos venimos refiriendo. 

Como esas normas son tan claras y detalladas, no hay para qué nos 
detengamos a comentarlas. Pero importa mucho que se enteren bien de 
su contenido las monjas y quienes con ellas tratan, de suerte que cesen 
ya esas falsas especies que alrededor de las Federaciones se habían for- 
mado tan sin fundamento, pero con notable daño, ya que les impiden 
adoptar un sistema de vida que tantas ventajas puede reportarles y que, 
sin llegar a preceptuarlo formalmente la Santa Sede, lo recomienda con 


> 


verdadero ahinco. 


6. Los EsTATUTOS 


Acerca de ellos la Instrucción Inter praeclara, numero XXIV, esta- 
blece : 

Antes de su erección, todas las Federaciones de monasterios de mon- 
jas deben tener Estatutos propios aprobados por la Santa Sede. En 
ellos es preciso determinar cuidadosamente, sobre todo: 

1.° Los fines que se propone cada Federación. 

2» La manera como se ha de disponer el gobierno de la misma... 
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3. Los medios que haya de emplear para la consecución de sus 


fines. 
| 45 Las condiciones y el modo como debe ejecutarse lo establecido 
Enc acerca del intercambio mutuo del personal en el artículo VII de la Cons- 
titución y en el número XXIII de esta Instrucción. 
ps 5^ La condición jurídica de las monjas trasladadas a otro monas- 
LUN À terio, ya en el de donde parten, ya en aquel a donde pasan. 
B 6.” La ayuda económica con que debe contribuir cada monasterio a 


W | levantar las cargas comunes de la Federación. 


7. El régimen, ya sea del noviciado comün, ya de otras obras co- 
." munes, si las hay. ; 
^ Aunque, según la norma que dejamos indicada, no se puede señalar 
un modelo fijo para los Estatutos peculiares de cada Federación, toda- 
vía puede ser ütil registrar aquí los puntos principales establecidos en 
À una determinada, ya que pueden orientar para los de otras, como quie- 
ra que, dentro de las correspondientes particularidades, tampoco falta- 
rán bastantes coincidencias en todas ellas. 
La revista franciscana antes mencionada (8) publica los Estatutos 
aprobados por la Sagrada Congregación para las Clarisas francesas, con 
fecha 15 de diciembre de 1953, que disponen : 


En cuanto a los fines de la Federación : El fin de la misma consist^ 
` en trabajar, según el espíritu franciscano, por la conservación, defensa 
.e incremento de la observancia regular. 

A tal efecto, la Federación se propone: a) precaverse contra las di- 
+ ficultades que provienen del aislamiento de ios monasterios ; b) contri- 
2 buir a que cada monasterio se aproveche de la experiencia y aptitudes 


L 


. de los otros; c) socorrer a los monasterios que se encuentran en situa- 


Tocante al gobierno de la Federación: Cada monasterio unido con- 

tinta siendo autónomo en el seno de la Federación y, quedando a salvo 
lo perteneciente a ésta, depende de los Ordinarios, locales o regulares, 

en conformidad con lo dispuesto por el Cédigo de Derecho Canónico 

i 3 otras normas de la Santa Sede, 

_ La Federación estará gobernada por una Asamblea federal y un Con- 
n permanente, ayudados por un Asistente religioso. 


UR (8) m O. E. M.", 73 (1954), pp. 88-94. ; ‘ Ga 
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À continuación: detalla quiénes componen y cómo se eligen los miem- 
bros de la Asamblea y del Consejo, v cuáles son sus atribuciones. 


Noviciado.—-Cada monasterio de la Federación tendrá normalmente su 
noviciado propio. 

Dentro de la Federación está permitido enviar las postulantes a ha- 
cer el noviciado en otro monasterio. En este caso, las novicias regresarán 
a su monasterio para hacer en el mismo la profesión temporal. 

El Consejo permanente tiene facultad para imponer a un monasterio 
que no pueda proveer convenientemente a la formación de sus novicias, 
el envío de las mismas al noviciado de otro monasterio dentro de la 
Federación. 

Ayuda mutua.—El intercambio regular y facil de servicios entre los 
monasterios constituye una de las principales ventajas de la Federación. 


Debe entenderse ampliamente, segün las necesidades de las comunidades 


unidas. En particular se atenderá, conforme a los acuerdos adoptados en las 
Asambleas federales, a un reparto proporcionado de los trabajos remu- 
. nerados, 

Dentro de la Federación, el traslado, temporal o definitivo, de las 
religiosas de un monasterio a otro se verificará ateniéndose a las nor- 
mas siguientes : 

a) el simple deseo de cambio jamás podrá justificar el tránsito a 
otro monasterio ; 

b) los Superiores nunca impondrán arbitrariamente el traslado de 
una religiosa a otro monasterio ; 

;c) para el traslado temporal se requiere la conformidad de las Aba- 


desas de ambos monasterios, el consentimiento de la Presidente de la 


Federación y, fuera de un motivo extraordinario o de un caso grave, 
que serán juzgados por el Consejo permanente y el Asistente religioso, 
es necesaria también la aceptación de la religiosa interesada ; 

d) al paso definitivo de una religiosa a otro monasterio deberá pre- 


ceder un plazo durante el cual se la considerará como trasladada tempo- - 


ralmente. Después de haber obtenido el voto favorable del Capítulo del 
monasterio al que la religiosa pretende incorporarse, la Presidente de la 
Federación, por medio del Asistente religioso, acudirá a la Santa Sede 
en demanda de la oportuna facultad para formalizar dicha incorporación. 


TZ | 


SABINO ALONSO MORAN 


Ocúpanse después de la cooperación económica a los gastos genera- : 
les de la Federación, de los viajes y de la precedencia o lugar que co- 
rresponde a las que desempeñan cargos. 

Estos Estatutos, como dejamos indicado, fueron aprobados por la 
Sagrada Congregación; lo cual da motivo para suponer que si otras 
Federaciones le envían otros iguales o parecidos, también se los apro- 
bará. 

Una de las cosas que más retraía a ciertas comunidades de aceptar 
la Federación era la creencia de que, una vez introducida ésta, los mo- 
nasterios perdían su autonomía v, además, quedaban sin derecho a tener 
noviciado, 

Por otra parte, algunas religiosas se asustaban pensando que la Fe- 
deración llevaba consigo traslados frecuentes y el dejar de pertenecer 
al monasterio donde habían ingresado al abrazar el estado religioso, y 
en el que deseaban continuar toda su vida. 

Pues bien, tanto aquéllas como éstas han podido ver que sus temo- 
res eran infundados, y que no tienen motivo para oponerse a que se 


introduzcan las Federaciones por la Santa Sede tan recomendadas, sin 


dar oídos a quienes intenten persuadirlas de lo contrario. 


Fr. Sagtxo ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de Salamanca 


LE DÉCRET D'ÉRECTION DU VICARIAT 
AUX FORCES ARMÉES EN FRANCE 


(Etude comparative sur l'Aumónerie militaire) 


SACRA CONGREGATIO CONSISTORIALIS 


DECRETUM DE ERECTIONE VICARIATUS CASTRENSIS IN GALLIA 


Obsecundare votis per quae gloria Dei augeri et animarum saluti aptius 
consuli possit materna Ecclesia pietas ultro satagit. 

Cum autem Exc.mus P. D. Mauritius Feltin, Archiepiscopus Parisien 
sis et Vicarius Castrensis Exercitus Gallici, expostulaverit ut pro fidelibus 
qui in terrestribus, aereis et maritimis Reipublicae copiis stipendia merent, 
vel quomodo iis addicti sunt, Vicariatum Castrensem instituere Apostolica 
Sedes dignetur, SS.mus Dominus Noster Pius Divina Providentia PP. XII, 
praehabito favorabili voto Exc. P. D. Angeli losephi Roncalli, Archi- 
episcopi titularis Mesembriani et in Galla Nuntii Apostolici, atque de? 
consilio infrascripti Cardinalis Sacrae Congregationis Consistorialis Se- 
cretarii, huiusmodi institutionem perficiendam censuit. 

Quapropter, suppleto quatenus opus sit eorum interesse habentium vel 
habere praesumentium consensu, de plenitudine Apostolicae potestatis, Vi- 
cariatum Castrensem in Republica Gallica constituit. 

Vicariatus Castrensis constabit: Vicario Castrensi, tribus Cappellanis 
Directoribus pro copiis respective terrestribus, aéreis et maritimis, atque 
Cappellanis militum. 

Sedes Vicariatus Castrensis eiusque Curiae erit Parisiis Officium Vi- 
carii Castrensis Gallici obtinebit Archiepiscopus pro tempore Parissiensis, 
qui proinde utramque cumulabit iurisdictionem, Vicario Castrensi compe- 
tit iurisdictio ordinaria, personalis tum fori interni tum fori externi. 

- Capellanis Directoribus munia tribuuntur quae Codex I. C. officio 
Vicarii Generalis adnectit, obeunda pro copiis speciatim concreditis. 
Capellanis militum curam animarum Vicarius Castrensis committit. 
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Vicarii Castrensis iurisdictioni subiiciuntur: 
per. 1. Sacerdotes, saeculares et regulares, qui sive habitualiter, sive non, 
ad exercendum munus cappellani militum pro spirituali assistentia copia- 


rum vocantur. 


it - 2. Omnes, sive milites sive more militari instructi, qui ad copias te- 
COSE rrestres, aereas et maritimas pertinent. atque legibus pro ipsis copiis latis 
Ss adstringuntur. 

ES 3. Familiae eorum de quibus in numero 2, id est uxores, liberi, pro- 
ATE pinqui et necessarii, famuli, qui cum illis cohabitant in stationibus copia- 
M x rum sive in patrio sive coloniali territorio, sive eosdem comitantur extra 


praedicta territoria. 


4. Omnes utriusque sexus fideles qui intra copiarum stationes habi- 
Etant 
ES 5. Omnes utriusque sexus fideles. sive alicui Religioni adscripti sive 
| laici, qui nosocomiis aut scholis militaribus addicti sunt, dummodo ibidem | 
habitent. 
6. -Personae copiis a pace civili addictae, cum ad arma vocantur. 


7. Milites a publica securitate. 


Vicarii Castrensis iurisdictio cum Ordinariorum locorum iurisdictione 
cumulatur. Proinde cappellani militum, quoad ecclesiasticam disciplinam, po- 
.. testati quoque subiiciuntur Ordinarii loci in quo versari convidere non 
. poterit, fas est in cos animadvertere etiam canonicis sanctionibus, monito | 
— *confestim Vicario Castrensi. 

In Stationibus autem seu praesidiis militibus reservatis primo et prin- 
cipaliter Vicarius Castrensis iurisdictionem exercet, secundario, et quoties 
. Vicarius Castrensis eiusque cappellani absint vel desint, semper autem iure | 
= propio, Ordinarius loci atque parochus. initis opportunis consiliis cum Vi- 
. cario Castrensi et militum ducibus. 

Ad matrimonium quod attinet subditorum Vicariatus Castrensis ada- 
x  mussin servetur praescriptum canonis 1.097, $ 2, C. I. C., iuxta quem: 
. "pro regula habeatur ut matrimonium coram gone paints celebretur, 
A iusta causa excuset" et accurate omnes expleantur actus qui, ad nor- . 
. mam iuris, celebrationem matrimonii praecedere et subsequi debent. | 
Cappellani militum valide et licite audire possunt conffesiones quorum- 
d libet ad se accedentium in loci militibus reservatis. tym : 
M È Deficiente Vicario Castrensi, unusquisque Cappellanus Director in mu- 


^w nere perget cum facultatibus sibi propriis usque dum novus Archiepiscopis 
» Parisiensis sedis possessionem ceperit. J 
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- Nostros du 19 septembre 1935, A. A. S., t. 27 [1953], pp. 367-273. On peut se demander à propos - 
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Ad haec autem exsecutioni mandanda Sanctitas Sua benigne deputare 
dignata est Exc.mum O. D. Mauritium Feltin Archiepiscopum Parisiensem 
et Vicarium Castrensem universarum copiarum Gallicarum eidem tribuens 
necessarias et opportunas facultates ad effectum de quo agitur factoque illi 
onere quamprium transmittendi ad hanc Sacram Congregationem Consis- 


'torialem authenticum exemplar actus peractae exsecutionis. 


Quibus super rebus SS.mus Dominus Noster presens edi iussit. Consis- 

toriale Decretum perinde valiturum ac si Apostolicae sub plumbo Litterae 

datae fuissent. 
Datu, Romae, ex Aedibus Sacrae Congregationis Consistorialis die 

XXVI Iuli in festo S. Annae Matris B. Mariae Virginis. a. MCMLII. da 
+ Fr. A. I. Card. Piazza, Ep. Sabinen. et Mandelen., a Secretis L. S 


losephus FERRETTO, Adsessor 


COMENTARIO 
INTRODUCCIÓN ; 
Le Code de Droit Canonique prévoit au canon 451, $ 3, des prescriptions | ux 
spéciales au sujet de l'Aumonerie militaire. Avec l'Instruction de la Sacrée Dr. 
2) 


Congrégation Consistoriale du 23 avril 1951 (1) sur l'organisation canonique 
des aumoneries militaires (2), divers documents soit unilatéraux, soit con- 


(1) A. A. S., t. 43 (1951), pp. 562-565. On consultera utilement sur sa valeur et son interpré- è 
fation A. PUGLIESE: Adnotationes, dans “Monitor Ecclesiasticus”, t- 76 (1951), pp. 581-598; ainsi 
qu'un bref, mais net, commentaire de A. DELCHARD, dans “Nouv. Rev. Théol.", t. 83 (1951), 
pp. 1.097 s., de méme que dans “Année Canonique", t. I (1952), pp. 186 s. 


(2) Peu avant le Code était érigé un Vicariat militaire pour le Chili (A. A. S., t. 2 [1910]. 
pp. 501-503); pendant la guerre, un Ordinaire militaire est créé en Italie (A. A. S., t. 7 [1915], 
p. 287) et un Vicaire en Belgique (ibid., pp. 463 s.; t. 8 [1916], p. 17); sans parler de deux Ins- 
pecteurs en France (ibid., t. 9 [1917], p. 566); depuis le Code, il faut mentioner l'érection d'un 
Ordinariat Militaire en Italie (A. A. S., t. 18 [1925], p. 42). 

Mais surtout un certain nombre de Concordats ont réglementé ce probléme de manière plus 
ou moins détaillée, ainsi les Concordats avec la Pologne (art. 7; voir A. PERUGINI: Concordata 
vigentia [Rome, 1950], pp. 35 s.), avec la Lithuanie (art. 7; ibid., p. 61), avec Vltalie (arts. 18 
et 14; ibid., pp. 119 s.), avec l'Allemagne (art. 27; ibid., pp. 250-252; à compléter par une eddi- 
iion faite dans le protocole final; ibid., p. 959; ainsi que par les Lettres Apostoliques Decessores 


de ce dernier acte quelle en est actueilement la portée, puisque si le Concordat est considéré 
comme toujours en vigueur la Wehrmacht n'existe plus; E. EICHMANN-KL. MéasporF: Lehrbuch 
des kath. KR, t. 1 (Paderborn, 1953], ne fait plus état de ses dispositions, pp. 340 s., 448; maís 
quelle en serait la valeur au cas de rétablissement de l'armée aliemande, d'autant que les 
mesures prises sont en très nette opposition avec le droit commun actuel des différentes Aumó- 
neries militaires). Voir aussi le Concordat avec l'Autriche (art. 8; ibid., pp. 279 s.). A ces 
différentes dispositions sont à ajouter les mesures prises par le Saint-Siege lors de la premiere 
zuerre mondiale (ofr. A. PUGLIESE: La cura castrense [Turin, 1943], pp. 14 ss.; G. MARIANI: 
Annotationes, dans *Apollinaris", t. 25 [1952], p. 361) de méme que pour la seconde guerre | 
mondiale (“Nouv. Rev. Théol.", t. 66 [1989], pp. 966-972; t. 67 [1940], pp. 296-317). Sur la posi- 

tion de là doctrine, voir A. PUGLIESE: 0. £., l. C., pp. 18 ss.; et Adnotationes, o. c., T. c., pp. 582 SS.). 
Les derniers actes précédant Instruction avaient été le Concordat avec le Portugal /A. A. S., 
t. 32 [1940], pp. 217-233), la Convention avec. PEspagne du 5 aoüt 1950 (A. A. S., t. 42 [1950], 
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tractuels, ont précisé les modalités d'application relatives à certains pays tels 4 
le Canada (3), l'Espagne (4), la Grande-Bretagne (5) et la République Do- 
minicaine (6); il en avait aussi été rapidement de même pour la France (7% 

Il faut cependant relever à propos de cette dernière que de longues 
négociations avaient précédé cet acte (8): elles ont abouti à préciser un cer- 
tain nombre de points particuliers à la situation des Forces armées frangai- 
ses. Mais l'interprétation du Décret du 16 juillet 1952 est avant tout à faire 
conformément à l'Instruction de l'annéc antérieure. Pourtant, ce document 
fait état des circonstances particuliéres à la France, et manifeste ainsi la 
compréhension du Saint-Siége, dont les décisions ont été prises compte. tenu 
de certains éléments spéciaux. I] n'en a d'ailleurs pas été autrement pour les 
autres pays, Le droit peut-il faire abstraction de l'histoire et des résultats 
auxquels a mené l’évolution? 

Le Décret d'érection (9) comprend quatre parties: l'organisation reli- 
gieuse de l'Aumónerie militaire des Forces françaises est d'abord dessinée; 
vient ensuite la détermination des sujets qui en relevent; les rapports avec les 
Ordinaires des lieux sont alors réglés, avant que ne soient précisés les pou- 
voirs des aumóniers militaires en matiére de mariage et de pénitence. 


ORGANISATION GÉNÉRALE DE L'AUMÓNERIE 


Le Vicariat (10) crée en France en conformité avec l'Instruction de 


1951 se compose d'un Vicaire aux Armées, de trois aumóniers-directeurs, 


pp. 80-86, dont un excellent commentaire, partiel et malheurensement inachevé, a été fait par 
M. G. Castro, dans la REV. Esp. DE DER. CAN. 1. VI [19511], pp. 701-771), puis viennent les 
Décrets de la S. C. Consistoriale du 13 octobre 1949 pour la Colombie (REV. Esp. DE DER. CAN 
[19051], pp. 161 s.), des 5 novembre et 8 décembre- 1950 concernant le Brésil (A. A. S., 
t. 43 [1951], pp. 91 ss.) et Jes Hes Philippines (ibid., t. 44 [1952], pp. 743 s.). La situation juste 
avant PInstruction de 1954 est indiquée par A. PUGL'ESE (Adnotationes, o. c., l. c., pp. 584 s.). 
(3). Décret du 17 février 1951 (ibid., t. 43 [1951], pp. 477-479). 
(4) Concordat du 27 août 1953 (A. A. S., t. 45 [1953], pp. 625-656) dont Vart. 32, 8 I, reprend 
l’accord du 5 août 1950, mais en modifie quelque peu les dispositions dans le protocole final. 
i (5) Décret du 91 novembre 1953 (ibid.,'1. 46 [1954], pp. 144 ss.). > 
(6) Concordat du 16 juin 1954 (ibid., t. 46 [1954], pp. 433-457). 
(7) Décret du 26 juillet 1952 (ibid., t. 44 [1959], pp. 744-746). Voir les commentaires de 


. G.. Mariani, dans “Apollinaris”, t. 25 (1952), pp. 369-370; de P. BOISARD, dans “Cahiers de l'Aumó- 


nerie Catholique”, n. 20 (Paris, 1953), pp. 732-738; de E. JoMBART, dans “Revue de Droit Cano- 
nique", a HI (1953), pp. 416-424; de M. Hirer, dans “Année Canonique”, t. II (1954), PP. 103 ss 
Pour la situation antérieure, en particulier au point de vue historique, se trouvent de précieuses 
indications dans l’art. Aumóniers, de iL. CROUZIL, dans “Dict. de Droit Canonique", t. I (Pa- 


: ris, 1984), cols. 1.437-1.447; dans G. MARIANI: 0. C, L. C., pp. 358-362, et dans Part. ‘Aumôniers 


(8) Cfr. M. HIRET: 0. c., l. c., pp. 103 ss. as 

(9) «Cfr. A. A. S., t. 44 (1952), pp. 744-746. $ 

(10) Sur l’évolution qui a mené à Vétablissement de Vicariats dé 1 j 
Eu o) 1 i A i i í pendant immédiatement 
du Saint-Siège, voir A. PUGLIESE: 0. C., l. c., p. 14. Une étude approfondie de cette institution 
serait souhaitable: elle marque une extension du pouvoir du Saint-Siège non seulement en mä- 


militaires, de G. Marsor, dans “Catholicisme”, t. 1 (Paris, 1952), cols. 1.058 ss. 


i tiére misionnaire, mais en tout cas qui paraît exiger en raison de circonstances spéciales une 
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respectivement pour les troupes de terre, air et mer, et enfin des aumóniers 
militaires (11). 
I. Le Vicaire aux Armées. 

Il est placé à la téte de toute l'organisation pour en assumer avec la 
direction toute la responsabilité. 

Le titulaire de cette charge est l'Archevéque (12) de Paris. 

Il peut paraitre étonnant que l'un des membres les plus surchargés de 
l'Episcopat ait à assumer en outre cette lourde fonction de l'Aumónerie 
générale. De graves raisons ont milité en faveur de cette détermination. 
Outre une certaine tradition, ainsi qu'une disposition identique prise en d'au- 
tres pays (13), on fera valoir les nécessités d'ordre administratif qui im- 
posent presque la stabilité de l'organisme central là où les contacts sont le 
plus aisés avec les différentes administrations séculiéres (14). 

Quant au choix de la personnalité de l'Archevéque de la capitale, le 
Saint-Siège a sans doute tenu à la désignation d'une personne ayant une 
autorité suffisante pour traiter des problémes éventuels avec le Gouverne- 
ment du pays lui-même. A ce titre quel choix pourrait être meilleur? 

Au surplus, la faculté est laissée de droit commun (15) à l'Archevéque 
de Paris de se faire suppléer, s'il l'estime utile, par un Vicaire-général (16). 


organisation particulière soustraite à l'autorité des Evéques; si les sujets de ces Vicaires ne 
sont pas exempts, eux au moins le sont en un certain sens. Quoi qu'il en soit, au début du 
20e s. le principe admis sans conteste est que le Pape assume la juridiction sur tous les mili- 
taires; cfr. ZAYDIN: Bulario castrense, t. I, ap. 7, pp. 714 ss., cité par M. G.-CASTRO: Convenio 
entre la Santa Sede y el Estado español sobre la jurisdicción castrense, dans REV. ESP. DE 
Der. CAN., t. VI (1951), pp. 707 s. On peut citer dans le méme sens la création d'un Ordinariat 
au Brésil pour les fidèles des rites orientaux; cfr. A. A. S., 1. 44 (1952), pp. 382 s. 

(11) Des données d'ordre national différent ont sans doute entrainé une organisation va- 
riant suivant les pays. L’Instruction de 1951 ne mentionne que le Vicaire militaire et les aumó- 
niers (copellani militum); mais le Concordat avec l'Italie relève en outre des Vicaires et des 
inspecteurs (art. 13); le Décret pour le Canada crée des aumôniers délégués; de méme celui 
pour la Grande-Bretagne; celui concernant les Iles Philippines ne relève qu'un aumónfer 
majeur, Vicaire-général, et soumis au Vicaire, comme ce fut Je cas pour le Brésil. L'Evéque 
militaire allemand a par contre un Vicaire-général (art. 8) et est aidé par des “curés militaires" 


et par de simples aumóniers (art. 12). En Espagne, le Vicaire a un second dans le Vicaire placé 


à la tête de la fe Région militaire (art. 3 de la Convention). Tout dépend de l'importance des 
effectifs et de leur répartition. 

(12) L'Ordinaire militaire est un Archevêque pour l'Espagne (art. 2); de méme que pour 
PItalie (art. 13 du Concordat), la Colombie et le Brésil. Tl a rang d'Eveque pour PAllemagne 
(art. 97 du Concordat), pour da Pologne (art. 7), pour PAutriche (art. S, 8 2), pour le Portugai 
(art. 18, $ 2, du Concordat); de méme que pour le Canada et la Grande-Bretagne. Ailleurs, la 
dignité épiscopale n’est pas nécessairement prévue, ainsi en Belgique ou aux Iles Philippines, 

(13) Ainsi en est-il également au Brésil. La situation est, apparemment au moins, identique 

en Lithuanie (art. 7 du Concordat), quoique le texte ne paraisse pas clair. Voir sur ce point 
les remarques de G. MARTANI: 0. C., l. C., pp. 369 s. 
. (14) iEn Allemagne, l'Evéque militaire a son siège à Berlin (art. 8 du “M. pr.”); le Vicaire 
pour PAngleterre est à Londres indépendamment des sièges de Westminster et de Southwark; 
au Canada le siège de PAumonerie est fixé à Ottawa, mais c'est Pun quelconque des Ordinaires 
du pays qui est Vicaire. 1 b 

(15) Elle est cependant spécifiée dans le Décret concernant le Canada; il en allait de méme 
‘pour d'Allemagne, où le Vicaire-général pouvait cumuler les fonctions avec celles d’official 

.38 du. M. Dr.) j 4 
Sa Cfr. ^u Lem, Adnotationes, o. C., l’ C., p. 586. On verra que les aumoniers-direc- 
teurs exercent seulement les fonctions de Vicaire-général pour les troupes qui leur sont assignées. 
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Il y a ainsi union de deux offices, ceux de l'Archeveque de. Paris; et de 
; Vicaire aux Armées. 


E Il en résulte que c'est seulement après la prise de possession de la pre- 
miére de ces charges que son nouveau titulaire se fera reconnaitre Vicaire 
aux Armées par la remise à la curie du Vicariat de la pièce l'accréditant à 
cette fonction. , 


. Aussi, ne pourrait-il exercer juridiction auparavant. Ceci en ressort 
d'autant mieux d'ailleurs que le Décret de 1952 maintient formellement les 
fonctions des aumóniers-directeurs (17) jusqu'à la prise de possession du 
siège par le nouvel Archevéque. Il ne saurait donc être question pour ce 
dernier de faire quelque acte que ce soit concernant le Vicariat avant l'exé- 

 cution de cette formalité. 


La juridiction du Vicaire aux Armées est une juridiction ordinare, 
. exercée au nom du Pontife romain, puisque vicaire (18). 
"Toutefois, cette juridiction est spéciale, comme le prévoit l'Instruction 
de 1951 (19). 
En effet, elle est d'abord personnelle (20): elle s'exerce exclusivement 
—ou presque—a l'égard des personnes indiquées dans le Décret pontifical. 
i Indirectement cependant elle pourra être locale; de fait, si, en tant que per- 
LI 3 sonnelle, elle s'exerce partout, elle n'en pourra pas moins, par exemple au 
|.» car de certains sacrements ou de bénédictions, être limitée aux lieux relevant 
: de l'autorité militaire. 


Mais pour le Brésil, ainsi que pour les Iles Philippines l'aumónier majeur est pourvu de la 
, fonction et de l'office. Pour l'Allemagne, le titre est suffisamment expressif (art. 8 du “M. pr.”). 


(17) Une situation assez curieuse s'ensuit: aucune décisión concernant lensemble du Vica- 
Y # Tiat ne pourrait être prise que collectivement par les trois aumóniers-directeurs au cas de va- 
LE - cance du siège parisien. En Grande-Bretagne, par contre, c'est le plus ancien des aumôniers 
= majeurs qui assure Vintérim du Vicariat, comme cela avait été prévu pour le Canada. En 

Espagne également l'unité d'autorité est maintenue par l'aumónier placé à la tête de la 1e Ré- 
_ gion militaire. 

(18) S. ROMANI. Instit. Turis can., t. I (Rome, 1941), pp. 258-260, soulève le problème de 
‘Savoir si la juridiction en question est proprie ou vicaire. Mais, comme le fait justement remar- 
quer A. PUGLIESE (Adnotationes, o. c., l. c., p. 584), le nom même qui est donné, et le caractère 

tout particulier de cette juridiction, rendent sans intérêt cette discussion. Au surplus, la pensée > 

Qu Saint-Siège est dépourvue de toute ambiguité eh la matière: c'est bien le Pape qui entend 

. assumer personnellement, quoique par personne intenposée, la juridiction sur les fidèles de 
cette catégorie; cfr. plus haut, note 10. 


= (19) Outre Instruction de 1951, le Décret pour la Grande-Bretagne seul fait état de cette 
détermination pour en souligner spéc'alement le caractère cumulatif. | 


(20) A. PUGLIESE (Adnotationes, o. c., l. c., Y. 586) dégage quatre éléments particuliers qui 
| en découlent: le défaut de territoire exclusif et propre: Vabsence de sujets exclusifs; les aumó- 
. niers restent incardinés dans leur diocèses respectifs; la plus ou moins grande extension des 
_ pouvoirs du Vicäire dépend soit de l'Instruet'on, soit des accords publies ou privés conclus 
avec les différents Etats et décidés sous forme de Concordats, de Conventions ou ?e Décrets. 
yh L'exemption stipulée pour PEveque militaire en Allemagne met mieux en relief encore les ca- 

ractér'stiques ind'quées (cfr. plus bas, note 22). PUGLIESE signalé cue la juridiction du Vicaire 
f | peut faire défaut en matiére matrimoniale; voir cependant plus bas, note 81. 
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Ceci soit dit sans parler d'un certain caractére local présenté, au moins 
en temps de paix, par suite des relations existant avec l'organisation mili- 
taire territoriale. 

Elle est aussi spéciale en raison du caractére cumulatif (21) qu'elle 
revét avec la juridiction des Ordinaires des lieux, puisqu'il n'y a pas exemp- 
tion (22) de cette derniére. 

Enfin, elle est spéciale du fait des restrictions qu'elle se voit apporter 
au point de vue judiciaire (23). 

Il n'en demeure pas moins qu'en vertu de son caractère ordinaire, elle 
possede en principe tous les caractéres de la juridiction ecclésiastique, et qu’ 
_ elle s'exerce tant au for interne qu'au for externe. A ce dernier point de 
vue, elle embrasse les trois pouvoirs législatif, exécutif et judiciaire. 

Aucune particularité n'est à relever en ce qui concerne les deux premiers 
pouvoirs: des ordonnances et des statuts (24) peuvent étre édictés, tant à 
l'égard des personnes à l'égard desquelles elle existe, qu'à l'égard des lieux 
soumis à l'autorité militaire (25). 

Au point de vue administratif, du Vicaire aux Armées relévent toutes 
les nominations (26) susceptibles d'étre faites aux charges inférieures et 
nécessitées par la bonne marche des services, ainsi un chancelier, des aumó- 
niers consulteurs et examinateurs (27) 


(91) Le Décret concernant la Grande-Bretagne fait porter le caractère spécial de cette juri- 
diction sur cet élément en particulier, alors que G. MARIANI et A. PUGLIESE (ll. cc.) entendent 
cette “spéciálité” avec plus d'extension, avec raison semble-t-il. On notera que le caractère 
cumulatif existe en Allemagne, malgré Vexemption, au moins pour le mariage (art. 18 du 
EM: DE.) 

182) a le passé, il y a eu exemption de l'autorité des Ordinaires des lieux (cfr. plus bas, 
notes 67 ss.). Le *M. pr." Decessores Nostros l'admettait encore pour l'Allemagne (arts. 3 et 18). 
Sans doute les difficultés entrainées par l'existence de ce privilége l'ont-ils fait supprimer. 
Il faut dire qu'une juridiction cumulative peut elle aussi entrainer des conflits; le Saint-Siege 
attire d'ailleurs l'attention des uns et des autres pour que toute friction soit évitée entre les 
autorités ecclésiastiques personnelles et locales, et aussi les autorités civiles et militaires qui 
ne sont pas moins jalouses de leurs droits. Cf. A. SCHNERMANN: Die Exemption (Paderborn, 
1938), pp. 91 s. 

(23) Cfr. plus bas, note 28. 

124) Des statuts ont été publiés en 1953. 

(25) Cfr. plus bas, note 77. 136 ; 

(26) Les autres Décrets relévent aussi ce pouvoir du Vicaire aux Armées. Au cas de Con- 
cordat, l'intervention de l’autorité, civile ou militaire suivant les cas, est de droit. Sans doute, 
aucune stipulation spéciale n'existe en ce sens dans le Concordat avec la République Domini- 
caine; mais il en va autrement dans les Concordats avec la Pologne (arts. 11 et 19), avec l'Italie 
(art. 13, à propos duquel A. PERUGINI remarque aux notes 69 el 70 de la page 119 et les parti- 
cularités suivant les catégories d'aumóniers et la plus grande rigueur accordée par le Saint- 
Siége en Ja matiere; Concordata, o. c., l. c.), avec l'Allemagne (art. 27), et enfin avec l’Autriche 
(art. 8) où également une différence est faite entre le Vicaire ou l'Evéque militaire et les aumó- 
niers inférieurs. Pour l'Espagne, la nomination du Vicaire militaire est à faire Suivant les sti- 
pulations prévues par le concordat pour les Evéques (art. 2 de la Convention); il y a interven- 
tion de l'autorité civile ou militaire pour l'affectation d'un aumónier à une unité ou à un établis- 
sement (art. 5). Pour la France, aucune précision n'est apportée dans le Décret, mais en fait 
il y a toujours accord préalable avec l'autorité séculière. + 

(27) Sur l’organisation de la curie, voir M. HIRET: o. c., l. c., dans “Année Canonique”, js PU 


(4954), pp. 103 ss. 
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Il faut cependant en excepter les nominations à faire dans l'administra- 
tion judiciaire. En effet, l'Instruction soustrait l'organisation judiciaire 
proprement dite à la compétence du Vicaire aux Armées (28); le Tribunal 
de l'officialité de Paris a été désigné une fois pour toutes avec l'agrément 
du Saint-Siège pour le jugement des causes contentieuses ou criminelles 
touchant les sujets du Vicariat (29). 

En ce qui concerne les causes matrimoniales, comme les canons 1.962- 
1.964. prévoient une compétence territoriale, aucune difficulté ne saurait se 
présenter de ce chef (30): aucun des sujets du Vicaire aux Armées n'a de 
domicile ou de quasi-domicile relevant de cette juridiction (31). 

S'ensuit-il de là que tout pouvoir judiciaire fasse radicalement défaut 
au Vicaire? 


2. Les aumómers-directeurs. 


Le Vicaire aux Armées est aidé, suivant le Décret, par trois aumoniers- 
directeurs dans ses fonctions administratives "respectivement pour les 
troupes de terre, air et mer". Les attributions qui leurs sont confiées 
sont celles des Vicaires-généraux, Cette institution ne se retrouve pas cons- 
titutionnellement dans l'organisation du Canada (32), par exemple, quoiqu' 
il soit loisible au Vicaire de s'en inspirer. 

Certaines déterminations sont cependant apportées qui ne permettent pas 
l'assimilation compléte de ces aumóniers aux Vicaires-généraux propre- 


ment dits: 


(28) La question a été posée de savoir si le pouvoir judiciaire était à reconnaitre au Vicairt 
militaire (G. MARIANI: 0. C., l. c., p. 365). L'Instruction de 1951 interdit seulement Ja constitution 


un tribunal propre et exclusif (art. 3). Tl ne semble ¡pas pour autant que le pouvoir judiciaire 


soit enlevé au Vicaire. Au surplus, des peines sont susceptibles d'être portées; elles relèveni 
du pouvoir judiciaire en fin de compte. Pour l'AHemagne un official était prévu, méme distinc! 
du Vicaire-général, avec un tribunal; il n'était cependant pas compétent pour les causes dé 
nullité de mariage (art. 19). 

(29) A notre connaissance aucune décision officielle du Saint-Siège n'a cependant entérini 
cetle désignation, à l'encontre de ce qui se fait d'ordinaire pour les circonscriptions ecclésias: 
tiques. 

(30) Cependant, on le verra, les mariages peuvent être célébrés par les aumóniers militaires 
sans intervention du curé du domicile. Mais il s'agit ici de causes d'ordre judiciaire—ou admi 
nistratit—dont la connaissance est enlevée au Vicaire aux Armées. Il faut vraisemblablemen 
voir l'origine de cette disposition, qui s'étend, on Pa vu, méme à l'Allemagne, dans la nécessiti 


. de ¡prendre le plus grand nombre de précautions possible en vue d'éviter le risque de fraude: 


toujours à craindre. 

(31) L*Instruction précise (art. 3) que les seuls domiciles reconnus sont les domiciles diocé 
sain et paroissial, donc strictement territoriaux; efr. can. 92, 8 1. Une difficulté pourrait être 
soulevée pour certains pays, tels l'Italie ou l'Espagne, où les aumóniers sont officiellemen 


' reconnus comme curés; mais le fait que cette fonction n'y est certainement pas exclusive, mai 


cumulative, maintient intégralement la position qui vient d’être indiquée. Il en va autremen 
pour PAllemagne, où la juridiction de l'Aumónerie militaire est exclusive, sauf quelques c& 
nettement spécifiés (art. 18). 


(32) Le Décret pour le Canada en dit qu'ils sont délégués, ce qui entraine une restrictior 
de leurs pouvoirs, même, comme c'est le cas, s'ils sont délégués ad universitatem causarum. 
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—le texte précise d'abord que les “fonctions” du Vicaire-général sont | 


seules à reconnaitre aux aumóniers-directeurs: ceux-ci n'ont donc pas 

droit aux prérogatives prévues par le canon 380; 

—alors que le Vicaire-général posséde une juridiction aussi étendue que 
celle de l'Évéque (can. 390), chaque aumónier-directeur n'est Vicaire- 
général que pour la catégorie de troupes confiées à son ministère: 

—les pouvoirs du Vicaire-général prennent fin avec ceux de l'Évéque; par 
contre, ceux des aumoniers-directeurs, tels ceux de l'official, con- 
tinuent jusqu'à la confirmation expresse ou tacite (33) par les soins du 
nouveau Vicaire aux Armées, ou jusqu'à la nomination d'un nouveau 
titulaire (34). 

On s'est demandé (35) si l'aumónier-directeur a juridiction sur les ci- 
vils qui résident dans les lieux réservés aux militaires tels les camps, les 
étapes, de méme que sur les hópitaux, et sur les familles qui accompagnent 
les militaires hors du territoire francais; en effet, le Décret ne donne ex- 
pressément juridiction que sur les "troupes". 

Aucune difficulté ne parait cependant à faire si les civils en question, 
les hopitaux ou les familles sont rattachés à une seule catégorie de troupes; 
il va de soi que les pouvoirs de l'aumónier-directeur s'étendent à eux au 
moins implicitement. Si, par contre, il s'agit d'éléments appartenant à plu- 
sieurs catégories différentes—et il en sera parfois ainsi (36)—une inter- 
vention du Vicaire aux Armées sera nécessaire (37). puisque la juridiction 
de l'aumónier-directeur est expressément limitée a une catégorie spéciale. 


‘3. Les aumóniers militaires, 


Ils sont nommés par le Vicaire aux Armées (38), et non par les aumo- 
niers-directeurs, sauf mandat spécial remis à ces derniers (39). 


(93) Cfr. can. 1.573, 8 5. 

(34) Le texte du Décret précise que leurs pouvoirs prennent fin avec l'entrée en charge 
du nouveau titulaire par la prise de possession du siège parisien. 

(35) Cfr. G. MARIANI: 0. C., l. c., p. 365. 

(36) Par exemple dans les ports, les aérodromes, les hópitaux militaires. i È 

(37) On a fait remarquer que les aumóniers en question auraient des pouvoirs plus étendus 
que ceux des aumoniers-directeurs; mais les pouvoirs en question seraient certainement limités 
à la circonscription visée. 

(38) Cfr. plus havt, note 26. En fait, la recommandation du Décret de tenir compte des 
autorités séculières, militaires ou civiles, voire même les deux à la fois suivant l'importance 
du poste à attribuer, est à souligner en ce cas. Jl n'y a cependant pas obligation juridique, 
Les Décrets concernant le Brésil, les Iles Philippines ct le Canada précisent aussi que les 
aumoniers militaires sont à nommer “ab Ordinariis propriis praesentatos vel commendatos"; 
dans les Décrets pour la France et la Grande-Bretagne cette formule est remplacée par “ser- 
vatis servandis". Faut-il y voir une condition sine qua nom posée à la validité de la nomina- 
tion? Il ne le semble. pas (cfr. can. 39; voir A. VAN Hove: De rescriptis [Malines-Rorne, 1936] 


p. 128 s., nn 136 ss.); à iout le moins cetie tormule est douteuse. On pourrait cependant fatre 


valoir en sens contraire la disposition du can. 149. 
(39) Il ne semble pas y avoir de raison susceptible ce justifier sur ce point une exception 


au droit commun; cfr. can. 152. 
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La “cura animarum” (40) leur est confiée, conformément aux dispo- 
sitions de l'Instruction, mais elle est exclusivement personnelle et relative 
aux sujets désignés dans la limite posée par les documents pontificaux. 

Cette “cura animarum” les charge de toutes les obligations prévues de 
droit commun pour les pasteurs d’ames. Cependant, l'article XI les exemp- 
te, de méme d'ailleurs que le Vicaire aux Armées, de l'application de la 
messe “pro populo" (41). Il est pourtant prévu que si les aumoniers re- 
coivent un important traitement, ils pourraient y être obligés par le Vicaire 
aux Armées, aux termes de la disposition du canon 306. En France. cette 
obligation n'a pas été imposée. 

Ainsi, les aumóniers militaires possedent : 

—un pouvoir de juridiction ordinaire, puisqu'il est joint par le Décret à 
l'office d'aumónier, et ce au for interne sacramentel et extrasacramentel ; 
ce pouvoir ordinaire est vicaire, comme celui dont i] émane; 

—un pouvoir disciplinaire ou dominatif au sens large, ou encore écono- 
mique (42); 

—un pouvoir administratif pour la création et la direction des oeuvres 
utiles au salut des àmes (43). 

C'est au Vicaire aux Armées quil appartient de déterminer ou la cir- 
conscription (région, subdivision...) dans laquelle ces pouvoirs sont à exer- 
cer, ou les unités dont le soin spirituel leur est confié (44). 


(40) Le Concordat avec Vitalie parle de “compétence paroissiale" (art. i4, § 2); la Con 
vention avec l'Espagne (art. 8, $ 1) reprise par le Concordat (art. 32, $ 1) emploie la même 
expression, aucun Décret, à notre connaissance du moins, ne le qualifie de “parochi”. L’Ins- 
truction de 1951 leur reconnait les charges et obligations des curés “congrua congruis refe- 
remdo", de méme que Vart. 12 précise qu'il s'agit d'un *paroeciale quasi munus"; A. PUGLIESE 
(0. c., l c, p. 591) les qualifie de “veri parochi personales" suivant en cela la tradition. En 
Allemagne, par contre, ils sont “parochi” au sens strict, puisqu'il y a notamment érection de 
paroisse (art. 14) et les autres obligations curiales en particulier la messe “pro populo", puisqu'il 
s'agit d'un office (art. 19) au moins en ce qui concerne ceux que le “M. pr." qualifie de “pa- 
rochi castrenses”; sans doute, cette obligation n'est pas spécifiée, mais elle Pest pour PEvéque 
militaire (art. 3), et Papplication des principes est à admettre, sauf dérogation expresse. Cette 
ditférence d'avec les autres Organisations provient sans doute, au moins en partie, du carac- 
tere territorial que revêt partiellement la juridiction de l'Aumónerie allemande (art. 5). 

(41) Voir sur ce ¡point les précisions apportées par M. G. CASTRO (0. C., lL c., dans REV 
Esp. DE DER. CAN., t. 6 [1951], pp. 753-757). q MC | 

(42) Le P: VICTOR DE JESUS-MARIE (De iurisdictionis acceptione in iure ecclesiastico [Ro- 
me, 1940], pp: 207 ss.) admet en faveur des curés un pouvoir ordinaire de juridiction au for 
externe. TL est certain que le pouvoir ainsi exercé Vest en dépendance et en participation du 
pouvoir épiscopal, et que certaines de ses applications en sont nettement prévues par le Code 
(cans. 1.044, 1.045, 8 3; 1.245, § 1; 1.399, 1.344). Est-ce à dire cependant que l'on puisse parler 
de juridiction au sens strict? I] n'y a pas de pouvoir législatif; il n'y a pas plus de pouvoir 
judiciaire; reste un certain pouvoir administratif, disciplinaire ou dominatif ou encore éco- 
nomique. Si l'on parle de pouvoir de juridiction, ce ne peut done étre que d'une juridiction 
bien dégradée; il suffit pour s’en rendre compte de la comparer à la juridiction du Vicaire- 
général, quí elle aussi est assez limitée, mais incontestable, en raison des strictes conséquen- 
ces juridiques qui y sont attachées du fait de sa liaison intime avec le pouvoir épiscopal. On 


en tirera la conséquence que l'emploi d'une termi e iffé i 
i erminologie différente S i 
curial est fondée fout autant en fait qu’en droit. i usse ur odes 


(43) Cfr. G. MARIANI? 0. C., l. c., ip. 365. s. 
(44) Avec les réserves indiquée plus haut, note 40. 
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Ce pouvoir est-il borné à la catégorie de troupes déterminée par chaque 
aumoónier-directeur? En principe, oui. En effet, quoique les pouvoirs re- 
mis par les aumóniers-directeurs émanent en réalité du Vicaire aux Ar- 
mées, ils sont limités par l'intermédiaire de celui qui posséde aussi une ju- 
ridiction immédiate sur les aumóniers subordonnés; ainsi le veut la régle 
d'une bonne administration. Mais au cas de secteur mixte (v. g. port, aéro- 
drome...), les réglements généraux prévoieront opportunément la conce- 
ssion de pouvoirs plus étendus pour les aumóniers, de maniére que les 
troupes de catégories différentes puissent étre atteintes, 

Ces pouvoirs ne sont-ils valides que vis-à-vis des sujets désignés par 
l'autorité supérieure: ainsi, un aumonier affecté à une région militaire dé- 
terminée a-t-il pouvoir à l'égard de militaires rencontrés en dehors de sa 
irconscription? S'il s'agit d'un militaire appartenant à une unité de la 
région qui lui est affectée, une réponse affirmative est à admettre, puisque 
la juridiction est avant tout personnelle; dans le cas contraire, il ne dispose 
d'aucun pouvoir, puisqu'il n'y a ni juridiction personnelle, ni détermina- 
tion locale, à supposer que les pouvoirs de l'aumónier en cause aient été 
limités à un territoire déterminé. 

Ainsi, la juridiction de l'aumónier militaire est avant tout personnelle. 
Le Décret passe en conséquence logiquement à la détermination des per- 
sonnes, et, le cas échéant seulement, des lieux à l'égard desquels elle s' 


exerce. 


II 


LES SUJETS DU VICAIRE AUX ARMEES 


L'Instruction du 23 avril 1951 est peu explicite sur ce point et le Décret 
concernant le Vicariat aux Armées établi au Canada, s'il s'est montré plus 
net de méme que les actes concernant l'Espagne, le Brésil, les Iles Philip- 

pines et la Grande-Bretagne, n'entre cependant pas dans autant de détails 
que celui qui concerne la France. Aussi ne sera-t-il pas hors de saison d 
insister quelque peu sur ce point, notamment pour ce qui touche la juridic- 
tion personnelle (45) à proprement parler, mais aussi la juridiction locale, 
qui est à reconnaitre à certains points de vue au moins. 


importance de cette question en se rappelant que tout le pouvoir de 


E i 3 
(45) On comprendra 1 te 


Aumônerie militaire n'existe justement qu'en vue de ces sujets, puisqu'elle n 
que personnelle. 
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1. Les prêtres séculiers ou réguliers, qui exercent habituellement ou 
non les fonctions d'aumónier militaire pour l'assistance spirituelle des trou- 
pes sont mentionnés en premier lieu par le Décret. 

Certains Décrets (46), tel celui porté pour le Canada (47), restreignemt 
la juridiction aux aumóniers militaires proprement dits. Pour la France, 
par contre, ne sont pas seulement visés ceux qui ont été nommés aumo- 
niers militaires par le Vicariat aprés lettre de recommandation et consen- 
tement de l'Ordinaire propre (48), mais il y a extension à tous ceux qui 
“exercent habituellement ou non les fonctions” d’aumonier militaire (49). 
Il en ressort que se trouvent placés sous la juridiction du Vicaire aux Ar- 
mées, non seulement les aumóniers militaires proprement dits, mais les 
auxiliaires ou bénévoles admis par l'autorité religieuse du Vicariat pour 
l'exercice de ces fonctions (50). 


Qu'en serait-til d'un prétre non habilité officiellement par le Vicariat 
aux Armées pour ces fonctions? Il rentrerait quand méme dans cette caté- 
gorie, c'est-à-dire qu'il serait soumis au Vicariat, au moins en principe, 
puisque le Décret vise "l'exercice, habituel ou non, des fonctions" d'aumó- 
nier militaire; il est ainsi placé sous la juridiction du Vicaire aux Armées. 
S'ensuit-il de ce fait qu'il disposerait des pouvoirs des aumóniers mili- 
taires? Certainement pas, sauf détermination spéciale du Vicariat en ce 
sens; en effet, ces pouvoirs ne sont accordés qu'à des aumóniers reconnus 
comme tels par la hiérarchie intéressée, c'est-à-dire par celle du Vicariat 
aprés accord avec l'Ordinaire du sujet en question (51). Autrement dit 
un tel prétre serait sujet "passif" du Vicariat, et nullement sujet “actif”. 


2. Tous ceux qui appartiennent comme militaires ou assimilés aux 
Forces armées de Terre, de l Air et de Mer et sont astreints aux règlements 
portés pour elles. 


_ (46) L'Instruction de 4951 renvoit explicitement sur ce point aux différents Décrets con- 
sistoriaux ou aux dispositions des Concordats. Le caractère spécial de la juridiction person- 


nelle ainsi établie ressort en particulier du terme “dumtarat” qui limite formellement le 
pouvoir en question aux personnes indiquées. : 


(47) Aprés ceux concernant le Brésil et les Iles Philippines, celui qui iouche la Grande- 
Bretagne précise “legitime deputati". La Convention avec l'Espagne est aussi restrictive (art. 5). 
Ti en và méme du *M. pr." concernant l’Allemagne qui parle des “parochi castrenses cete- 
rique sacerdotes ad sacrum ministerium in exercitu obeundum legitime deputati" (art. 19). 

(48) Cfr., note 38. 

(49) La formule est ainsi plus compréhensive que celle em j 

ot i ) f 'mployée pour la Grande-Bretagne 
ou l'Allemagne, et à fortiori, semble-t-il, pour les autres pays, puisqu'il s'agit d'une ies rs 
de droit, et non seulement de fait comme c’est le cas pour Ja France. 

(50) Pour Vétat de choses les concernant juste avant le Décret, voir i isi 

) Pi | ant nt €t, voir les ¡précisions appor- 
tées par G. MARSOT, dans l'art. Aumóniers militaires, de “Catholicisme”, t. I, meh 1.060. jp 


(81) Cela découle de la formule “servatis servandis" ‘avec les références qu'ellé suppose: > 
cfr. plus haut, note 38. s références qu’elle suppose; 


HA Bs 
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Les Décrets concernant le Canada, le Brésil et les Iles Philippines se 
bornent à mentionner “les troupes (52) terrestres, maritimes ou aériennes per- 
cevant effectivement (actu) une solde" (53); alors que le Concordat avec 
l'Espagne parle de “service actif" (54) La rédaction du Décret concer- 
nant la France est plus large: elle englobe d'abord les assimilés, agents 
militaires ou autres d'un service peut-étre indépendant des Forces armées 
a strictement parler, ensuite elle suppose la soumission aux réglements mi- 
litaires. Par exemple, les agents du service des poudres rentrent incontesta- 
blement dans cette catégorie. On a voulu, semble-t-il, éviter de ce fait 
toute difficulté en vue d'assurer l'entrée des territoires relevant de l'auto- 
rite militaire aux aumóniers militaires ou aux prêtres habilités par le Vica- 
riat. 

3. Les familles de ceux qui viennent d'étre indiqués sont ensuite 
mentionnées. 


Alors que le Concordat espagnol notamment est moins extensif (55), le 
Décret précise que ce terme est à entendre en un sens étendu, puisqu'il 
comprend "les épouses, enfants, proches, serviteurs et familiers” mêmes. 


Cependant, une distinction est apportée en vue d'éviter toute difficul- 
té avec l'autorité militaire, distinction d'ailleurs commune avec d'autres ac- 
tes. En effet, ne seront sujets du Vicariat, et donc accessibles aux aumo- 


(52) Le Décret porté pour la Grande-Bretagne parle non pas de “copiae”, mais de “chris- 
tifideles”? Faut-il y voir une précision identique à celle donnée dans le “M. pr." pour 
l'Allemagne qui vise les seuls catholiques, ou, comme encore dans ce même acte, une détermi- 
nation qui touche ceux qui son “etiam e civium ordinibus... iuxta leges nunc vigentes officiis 
exercitus addicti"; cette dernière interprétation nous parait plus probable, compte tenu des 
autres Décrets portés en là matière pour les autres pays, sans parler de Vintention du Saint- 
Siége qui en ressort. 

(53) La formule du *M. pr." concernant l'Allemagne était identique: “...qui in copiis Reipu- 
blicae Germanicae stipendia merentur" (art. 3). Le terme actu n'est précisé que dans les Dé- 
crets visant le Brésil, les Iles Philippines et le Canada; il ne se trouve ni dans le Décret con- 
cernant la France, ni dàns le celui visant la Grande-Bretagne. 

(54) Le protocole final (art. 39) du Concordat espagnol dit: *...en situación de servicio 
activo (esto es, bajo las armas...)”, et maintient ainsi la disposition de la Convention du 5 aout 
1950 (art. 7). 

(55) Le protocole final (art. 32) parle de “sus esposas e hijos, cuando vivan en su com- 
pañía”, alors que la Convention de 1950 parlait des “esposas legítimas e hijos menores” 
(art. 7). Il en allait de méme pour l'Allemagne où il était quaestion des "uxor et filii, sive pro- 
prii sive adoptivi, usquedum vicesimum primum aetatis annum expleverint et in domo paterna 
degerint" (art. 4). La relation avec le service militaire ressortait encore mieux dans ce cas 
parce que un paragraphe ajoute que sont soustraits à la juridiction de PEvéque militaire “uxor 
a viro legitime separata, atque liberi qui una cum eadem matre cohabitant”. Le Concordat li- 
thuanien, pas plus que le ‘Concordat italien, ne fait mention des familles; mais le ‘concordat 
polonais assure “les droits de curé ¡par rapport aux militaires et à leurs familles" (art. 7) de 
même que le Concordat autrichien (art. 8). Quant aux différents Décrets successivemente portés, 
ceux concernant le Brésil, les Iles Philippines et le Canada ne mentionnent pas non plus les 
familles, peut-étre en raison du caractére métropolitain e Parméee; il en va autrement pour 
la Grande-Bretagne, ou cependant la disposition qui les touche n'atteint que "uxores, liberi, 
propinqui et necessarii, famuli, qui eosdem comitantur extra patrium territorium, modo cum 


ipsis cohabitent” (art. 6, 8 3). 
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niers dûment mandatés, les personnes en question que si “en Métropole (56) 
et aux Colonies elles habitent avec eux (57) dans les lieux de résidence des 
troupes” (58). L’expression “lieux de résidence” est a interpréter restricti- 
vement des “terrains avoisinant immédiatement les camps, casernes, etc... 
et où se trouvent des locaux réservés aux militaires et à leurs familles, sans 
qu'aucun desservant paroissial y vienne normalement". De ce fait, le voi- 
sinage des terrains militaires, et à fortiori les villes mêmes de garnison, ne 
s'y trouvent pas inclus, Le Décret tient ainsi compte et du caractère excep- 
tionnel de la juridiction personnelle en Droit canonique, et de la rigueur 
de la discipline militaire qui tend à exclure des terrains en question toute 
personne étrangére au service. 


On constate ici que la juridiction de l? Aumônerie, si elle est avant tout 
personnelle, offre cependant en certains cas un caractère territorial, du 
fait de son application à des terrains militaires, au moins en ce qui concerne 
certaines des fonctions à exercer par les aumóniers; mais il semble que 
ces restrictions soient dues à l'intervention de la discipline militaire, parti- 
culièrement stricte pour des raisons aisées à comprendre. 


La limitation dont il vient d'étre fait état n'existe pas au contraire lors- 
que les militaires sont à l'étranger (59), ce qui est non moins compréhen- 
sible. 

Une question peut se poser à propos de l'intelligence du terme “colo- 
nies" ; faut-il y inclure les pays de protectorat, de méme que les Etats asso- 
ciés à l'intérieur de l'Union Française? Une réponse négative parait s' 
imposer: le terme "colonies" est à prendre au sens strict (60); au surplus, 
la raison de cette disposition restrictive ne parait pas exister dans les deux 
cas indiqués. 


4. Tous les fidèles de l'un et de l'autre sexe habitant l'enceinte des 
lieux de résidence des troupes sont aussi soumis au Vicariat. 


. (56) Cn vient de voir la restriction apportée dans le Décret pour l'Angleterre; elle n'exis- 
tait cependant pas, et c'est à notre connaissance la seule exception avec la Pologne, la France 
et l'Espagne, dans le “M. pr." pour l'Allemagne: “...abque simul in eorum familias, itemque 
33 ule catholica familiarum, quarum paterfamilias catholicam fidem non profitentur? 


(57) Suivant le P. E. JoMBART, il doit y avoir cohabitation “de jour et de nuit" (0. c., T. C., 
De oe mue s M de feu n'est pas requise dans le *M. pr." pour l'Allemagne, mais 
elle est mentionnée dans le Décret pour la Grande-Bretagne et TO! ina cor 
avec l'Espagne. g le protocole final du Concordat 

(58) Cette restriction ne figure pas dans le “M pr.” ? 4 

) i È « pr." pour PAllemagne, ni dans la Con- 
vention avec Espagne de 1950 ou le Concordat, pas plus qu le D 
nie MC eue D , pas plus que dans le Décret concernant la 
(59) Cfr. le Décret ¡pour la Grande-Bretagne (art. 6, $ 3). 


460) On pourrait cependant faire valoir en sens opposé la dis iti 
pendant, fa isposition du Décret concer- 
nant la Grande-Bretagne qui dit simplement: “extra patrium pompe i 
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Cette disposition, commune avec la Grande-Bretagne (61), n'exige au: 
cune autre liaison avec l'autorité militaire que le fait de la résidence ma- 
térielle en un lieu qui en dépend. Ainsi, des personnes qui n'auraient que 
difficilement des relations avec le clergé local sont assurées des secours 
spirituels, telles seraient des personnes n'ayant aucun rapport avec l'auto- 
rité militaire, mais habitant des locaux militaires, comme des instituteurs 
de camps ou de bases, voire méme des réfugiés ou des squatters (62). 


5. Le Décret ajoute aux personnes qui viennent d'étre visées ceux 
“qu'ils soient religieux ou laïcs, affectés à des hôpitaux ou écoles militai- 
res, pourvu qu'ils y habitent”. 

Cette disposition se retrouve généralement sous cette forme méme dans 
la plupart des Décrets (63). 


6. Le personnel de réserve (64), lorsqu'il est appelé sous les dra- 
peaux, est aussi sous la juridiction du Vicariat pour la durée du service 
imposé. 

Cette disposition concerne exclusivement la France, 


- 


7. Enfin, les forces du maintien de l'ordre (65) sont à ajouter pour 
la période pendant laquelle dure cette situation anormale. 


Il s'agit ici des forces de police, comme les compagnies républicaines 
de sécurité; elles dépendent, on le sait, du ministere de l'Intérieur, et à 
ce titre ne sont pas astreintes aux reglements proprement militaires. Ces 
éléments ont été ajoutés pour des raisons de psychologie sociale: le clergé 


(61) Le Décret pour la Grande-Bretagne explicite tant soit peu l'expression “intra copia- 
rum stationes" et mentionne “in locis vel pagis aul vicis, militibus eorumque familiaribus re- 
servatis": ainsi c'est le fait d’être réservés aux troupes qui fait attribuer la juridiction sur 
ces lieux aux aumóniers. La rédaction qui avait été adoptée dans le “M. pr." pour l'Allemagne 
faisait déjà ressortir cette idée, mais était plus vague en parlant seulement de “aedificia 
omnia militaria (Kasernen, Festungswerke, etc.) ..." (art. 5). Le Décret pour le Brésil parle 
d'un séjour habituel dans les établissements militaires; il en va de méme pour les Iles Phili- 
ppines; le Décret pour le Canada est, par contre, plus strict puisqu'il exige “quacumque causa 
copiis stabiliter deservientes". Il en va de méme pour l'Espagne dont le protocole final du 
Concordat (art. 32) a la méme limitation. 

(62) Ofr- P. BOISARD:_o. Co, Ll. Ci, p. 734. 

(63) Cette disposition a été détachée de la mention faite antérieurement dans le Décret 
pour la France; elle a été reprise par le Décret pour la Grande-Bretagne qui supprime Vexí- 
gence d'une “affectation” ou d'un “service”, primitivement requise, ou au moins mentionnée. 

(64) L'interprétation indiquée dans le texte est celle de la traduction proposée dans les 
“Cahiers de l'Aumónerie catholique”, o. C., lL C., p. 730. Elle nous parait la seule admissible, 
quoique le texte latin ait fait proposer une autre traduction (E. JoMBART: 0. C., l. C., p. 419) 
peu soutenable. Elle ne se retrouve sous cette forme dans aucun autre acte. 

(65) Le Décret pour le Brésil y ajoute les “excubiae adversus incendia". La formule em- 
ployée pour l'Espagne dans la Convention parle du “Corps de la Garde civile et de la Police 
Armée” (art. 7), et le protocole final du Concordat (art. 32) y joint leurs “familiers”, comme 
pour les autres militaires indiqués précédemment. Les Décrets ¡pour les Iles Philippines, le 
Canada et la Grande-Bretagne, de même que le “M. pr,” pour l’Allemagne ne portent aucune 
stipulation de ce genre. 
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local n'aura pas, au cas de gréves ou de troubles, à entrer en rapport avec 
eux (66). 


III 


LES RAPPORTS AVEC LES ORDINAIRES DES LIEUX 


La présence des aumóniers militaires soumis à la juridiction du Vi- 
caire aux Armées sur des territoires relevant des Ordinaires des lieux sou- 
léve le réglement des problémes nécessairement posés par la coexistence de 
ces deux juridictions, l'une personnelle, l'autre territoriale. 

Deux questions se posent en particulier: les aumóniers sont-ils soumis 
à la juridiction des Ordinaires des lieux? L'autorité de ces derniers s' 
exerce-t-elle également dans les résidences et les garnisons entiérement 
militaires? 

Le Saint-Siège a parfois résolu ces difficultés par une exemption soit 
personnelle (67), soit locale (68), soit à la fois personnelle et locale (69). 
Les circonstances dans lesquelles se trouve la France rendent ce système 
d'application difficile, semble-t-il; il suppose en particulier un personnel 
nombreux susceptible de satisfaire en de multiples points du territoire 
aux exigences spirituelles; d'ailleurs aucun des actes récents n'en fait men- 
tion, sauf en 1935 pour l'Allemagne (70). 

Aussi, a été admis le principe du cumul des juridictions, avec le correc- 
tif d'un caractére seulement secondaire ou subsidiaire reconnu à celle des 


Ordinaires des lieux tant à l'égard des personnes qu'à l'égard des terrains 


militaires (71). 

Les deux juridictions coexistent donc, et aucune compétence exclusive 
n'est à admettre en faveur du Vicariat. Mais comme le bon ordre exige 
la détermination d'une préférence dans l'exercice de ces juridictions, la lé- 
gislation donne le pas à la juridiction du Vicariat sur celle des Ordinaires ; 


(66) Cfr. “Cahiers de PAumónerie catholique”, o. c., l c., p. 784. 


(67) Cfr. A. PUGLIESE: Cura..., 0. c., l. Ca p. 14 s. Cfr. pour plus de détails A. SCHENERMANN: 
Die Exemption, Paderborn, 1938, pp. 91-97. 

(68) Ainsi de la juridiction palatine admise en Es 
cfr. A, PUGLIESE: Adnotationes..., o. c., l. c., p. 593. 


(69) .Le “M. pr.” concernant lAllemagne établit un système de ce genre; cfr. arts. 5, 18, 
entre autres. Il n'y a cependant pas exemption totale; cfr. art. 9. 


(70) Sans parler du fait que la pratique de Vexemption avait fini 1 g 
| (10 i È f tio: i par être abandonnée, 
en raison sans doute des difficultés de tout ordre qu'elle était amenée à entrainer; cfr. A. Pu- 


GLIESE: Adnotationes..., 0. ¢., l. c., p. 589 s. En effet, Instruction est formelle aux $$ 9 et 5, 


et de méme les Décrets concernant le Brésil, les Iles Philippines, le Canada 
È , ym et la Grande- 
Bretagne (art. 10); la Convention avec l'Espagne n'est pas moins nette (ars. 7 et 9). 


(71) Cfr. note précédente et A. PUGLIESE: Adnotationes... o. ; : 
e ss pieta s 0. C., l €., p. 597; G. MARIANI: 


pagne en faveur de la Maison Royale; 
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celle-ci n'a à intervenir qu'au cas de défaut de la part de l'autorité du Vi- 
cariat; elle est simplement subsidiaire (72). 

Quelles en sont les conséquences pour le statut des aumóniers et pour 
celui des terrains militaires? 

I. A l'égard des aumóniers militaires. 

Les aumoniers militaires dont il est question ici sont ceux qui ont été 
définis commes tels (73); il ne s'agit pas évidemment des “prétres, séculiers 
ou réguliers, qui exercent, habituellement ou non, les fonctions d'aumónier 
militaire” ; pour ceux-ci aucune difficulté ne saurait être soulevée: s'ils sont 
soumis à la juridiction du Vicaire aux Armées, ce n'est qu'en raison de 
fonctions exceptionnelles qu'ils assument, mais radicalement ils -relévent 
avant tout de leur Ordinaire propre. Celui-ci peut donc agir à leur égard 
exactement comme à l'égard d'un autre membre de leur clergé. Que si une 
sanction était exigée pour une faute grave commise dans l'exercice de leurs 
"fonctions d'aumónier militaire", elle pourrait en conséquence, pensons- 
nous, étre prise inmédiatement, sauf à en informer le Vicaire aux Armées 
par correction, et non en vertu du Décret. Ils ne sont pas aumóniers mili- 
taires au sens strict. 

Quel est donc le pouvoir de l'Ordinaire du lieu à l'égard des aumoniers 
militaires ? 

Ceux-ci sont soumis à sa juridiction, précise le Décret, sous réserve 
du caractére subsidiaire prévu. C'est ainsi qu'il y^a lieu pour le Vicariat 
aux Armées d'informer les Ordinaires de l'envoi d'aumóniers, conformé- 
ment au $ V de l'Instruction; au surplus, le voeu des aumoniers-directeurs 
est de nommer aumóniers des prêtres appartenant au diocèse où ils exer- 
cent leur ministere (74). 

Par ailleurs, comme il n'y a pas excardination (75), l'aumónier militaire 
reste aussi sujet de l'Ordinaire du diocése auquel il appartient canonique- 
ment, méme en Allemagne (art. 11). | 

C'est cependant du Vicaire qu'il recevra éventuellement les lettres testi- 
moniales (76). à 


(72) Cfr. Instruction, arts. 2 et 4, et les Décrets pour le Brésil, les Iles Philippines, le 
Canada, lg France et la Grande-Bretagne (art. 5); voir aussi la Convention avec l'Espagne où 


est employé le terme “subsidiaire” plus exact, semble-t-il, que “secondaire” utilisé dans les | 


^ 3 
Sri Comme du moins i] ressort de Vopposition faite entre "capellani". et “sacerdotes. 
saeculares et regulares, qui... ad exercendum munus capellani militum ‘pro spirituali assisten- . 
tia militum vocantur" (1e). Les premiers sont ceux qui après les formalités indiquées (err: plus 
haut, note.26) ont été “nommés” par le Vicaire aux Armées; les autres sont ceux qui n'ont pas 
fait Pobjet de cette nomination. 

(74) Cfr: M. HIRET: 0. C., l. C., P. 105. À 

(75) Instruction, $ IT, 2. ; ; ae 

(76) Ibid., $ XVIII. 
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Une entente préalable et mutuelle est à prévoir, édicte l'Instruction 
de 1951 aux $$ II et XVII en ce qui concerne la coordination des oeuvres 
et l'activité du clergé. 

Au cas de sanction à prendre pour violation des régles de la discipline 
ecclésiastique, l'Ordinaire du lieu pourra intervenir, mais seulement "dans 
les cas plus urgents, et chaque fois que le Vicaire aux Armées ne peut y 
pourvoir... en avertissant au plus tót le Vicaire aux Armées". Il y a ici, 
on le notera, un pouvoir plus limité que celui accordé par le droit commun 
au cas de violation des règles de l'ordre public (can. 14, $ 1, 2.): la ju- 
ridiction de l'Ordinaire du lieu est voisine de celle qui lui est reconnue à 
l'égard des exempts. 

Cette juridiction permettrait-elle aux Ordinaires de prendre des mesu- 
res permanentes spéciales visant les aumóniers militaires? La mature du 
caractère subsidiaire qu'elle possède impose, semble-t-il, plutôt, une réponse 
négative. 

> 2. A l'égard des terrains, résidences ou garnisons entièrement mili- 
| taires. 

Le caractère subsidiaire ressort avec plus de netteté encore dans ce do- 
maine. Le Décret prévoit explicitement une juridiction "primaire et prin- 
cipale” en faveur du Vicaire aux Armées et des aumóniers militaires (77). 

: L'Ordinaire du lieu ou le curé n’ont à intervenir qu'au cas d' "absence ou de 
; défaut" du Vicaire (78). Bien plus, en principe, cette intervention de l'Or- 
| dinaire ne peut se produire qu' "aprés entente avec le Vicaire aux Armées et 
le Commandement" militaire (79). On voit ici une application caractéristi- 
que du principe sous-entendu dans le Décret et en vertu duquel les aumóniers 
militaires ont un ministére spirituel reconnu par l'autorité militaire. C'est 
dans une large mesure pour donner satisfaction à celle-ci que le Décret re- 
connait de larges prérogatives aux aumóniers militaires. 

Cependant le caractére subsidiaire de la juridiction laissée à l'Ordinaire 
È du lieu ou à ses subordonnés ne va pas jusqu'à l'anéantir au point de frap- 
per de nullité les actes qui seraient accomplis au mépris des droits du Vi- 


+ 


(77) Ibid., S IT, 3. Les Décrets concernant le Brésil, les Iles Philippines et le Canada pré- 
cisaient” ...cum in territoriis ordinariis locorum subiectis exerceatur..." aprés là Convention 
avec l'Espagne (art. 9). Cette incise ne se retrouve pas dans les Décrets visant la France let. 
la Grande-Bretagne; le “M. pr." pour PAllemagne paraît avoir établi un système différent : 
“Iurisdictioni Episcopi castrensis subsunt in iis, quae militum cura pastoralis deposcit, tum 
, " scholae militares... et carceres unice militibus destinata, item ecclesiae et oratoria, quae unice 
39 militibus usui sunt...” (art. 5). | 

LANE M (78) Cette prescription est reprise par tous les actes. 


AER (79) On comprend aisément le bien-fondé de cette prescription, opportune cependant pour 
. éviter toute source de conflits aussi bien entre les différentes autorités ecclésiastiques, qu'avec 
les autorités séculiéres. 
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cariat. C'est du moins ce qui ressort nettement du fait qu'ils interviendraient 
iure proprio”. 

3. D'ailleurs, ces principes sont à étendre aux cérémonies célébrées 
suivant le caractére qu'elles présentent: pour celles qui relévent de l'autorité 
militaire, la compétence est acquise au Vicariat; pour celles qui sont prési- 
dées par l'autorité civile, l'Ordinaire du lieu seul peut intervenir (80). 


IV 
LES POUVOIRS DES AUMONIERS EN MATIERE DE MARIAGE ET DE PÉNITENCE 


Le caractere personnel de la juridiction admise en faveur du Vicaire aux 
Armées et des aumóniers militaires est susceptible d'offrir quelque difficul- 
té dans le cas des sacrements de mariage et de pénitence: on sait le carac- 
tere territorial que revét le premier depuis le Décret Ne temere (81). Aussi 
les Décrets pontificaux ne peuvent-ils en faire abstraction? 

I. Assistance au mariage. 

Ils recommandent (82)—et celui qui concerne la France les suit sur ce 
point—d’appliquer “a la lettre" les règles du canon 1.097, $ 2, qui prévoit 
la célébration devant le curé "de la future". Cette remarque semble indiquer 


qu'ils sont défavorables à la célébration du mariage devant un aumónier- 


militaire sans intervention de l'autorité ecclésiastique locale (83). 
Est-ce à dire que l'aumonier militaire ne jouirait pas de cette faculté 
d'assister au mariage? 


(80) Cfr. Instruction, § IV, 8. 

(81) Ce caractère territorial a-t-il enlevé toute compétence aux curés personnels, en par- 
ticulier aux aumóniers militaires? La question a été posée des la promulgation du Décret Ne 
temere; la réponse de la S: C. du Concile fut: “Nihil esse immutatum” (I fév. 1908). Certains 
canonistes en déduisirent que, le droit tridentin étant ainsi maintenu formellement, Je pouvoir 
des Ordinaires des lieux et des curés locaux n'avait pas à s'exercer au cas de mariage entre 
deux conjoints soumis l'un et l'autre à un Ordinaire militaire; mais tous les setes du Saint- 
Siège en la matière, même le “M. pr.” pour l'Allemagne (art. 18), admelten! en Pespece le 
caractère cumulatif de la juridiction: efr. F. M. CAPPELLO: De matrimonio (Turin, 1947), p. 651, 
‘n. 667 et note 19. i 

(82) Si VInstruction de 1951 ne fait pas mention du mariage, la Convention avec l'Espagne 
(art. 8) rappelle la prescription indiquée au texte et ajoute qu'“au cas de célébration devant 
Paumónier militaire, il faudra prendre garde à toutes les prescriptions canoniques, et en par- 
ticulier à celles du canon 1.103, 88 1 et 2". Les Décrets concernant le Brésil, les Iles Phili- 
ppines, le Canada et la France de méme que la Grande-Bretagne remplacent cette formule par 
la suivante: “...el accurate omnes expleantur actus qui, ad normam iuris, celebrationem ma- 
irimonii praecedere et subsequi debent". Au surplus, parmí elles se trouve explicitement 
Vobligation de tenir les registres de mariage, dont il n'est plus fait état dans le Décret pour 
la France pas plus que dans celui pour la Grande-Bretagne, mais qui était précisée dans tous 
les Décrets antérieurs: 

(83) La rédaction de Part. 8 de la Convention avec l'Espagne, qui vient d’être cité, paraît 


significative en ce sens. 
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A priori, une réponse négative s'impose: le seul fait pour tous les Dé- 
crets d'en parler en admet implicitement la possibilité (84). 

Aur surplus, le canon 11 n'admet de nullité qu'au cas où un acte est 
déclaré nul de maniére expresse ou équivalente. 

Or, les Décrets ne proclament pas la nullité d'un mariage célébré devant 
un autre que le curé de la future; aucune exclusive formelle n'est ainsi por- 
tée contre l'aumónier militaire. 

Il n'y a pas plus nullité équivalente, puisque de droit commun un ma- 
riage qui n'est pas célébré devant le curé de la future est seulement illicite. 

Par ailleurs, l'aumónier militaire est chargé de la "cura animarum”, 
donc d'un pouvoir paroissial personnel peut-étre, mais qui n'en est pas 
moins certain (85). Si les conditions imposées par une paroisse territoriale, 
c'est-à-dire le domicile qui assure la "sujétion" du futur au curé, n'existent 
pas, cette “sujétion” se retrouve, quoique personnelle, à l'égard de l'aumónier 
d'un des deux futurs; du moment qu'elle existe, aucune autre condition ne 
semble requise pour assurer l'existence de cet élément. 

Par contre, serait certainement invalide le mariage de deux futurs qui 
ne seraient ni l'un ni l'autre sujets de l'aumónier, méme si ce mariage était 
célébré sur un territoire militaire, oú sa juridiction personnelle est cependant 
privilégiée. C'est que la juridiction personnelle lui ferait défaut à l'égard de 
ces personnes (86). i 

Si l'un des futurs est sujet de l'aumónier, et que, par ailleurs toutes 
les conditions prévues de droit commun se trouvent réalisées, le mariage 
serait valide. De droit commun, il faut, et il suffit, que l'un des deux soit 
sujet matrimonial du curé. 

En quel lieu le mariage pourra-t-il étre célébré? De par la natare méme 
de la juridiction personnelle, la réponse qui s'impose est "partout". Mais 
on comprendra que le bon ordre de l'administration exige une réglementa- 
tion à déterminer par le Vicaire aux Armées. Cependant le Vicaire aux Ar- 
| mées ne pourrait imposer cette condition à peine de nullité: le droit commun 
est lui aussi à appliquer à la juridiction personnelle. 


2. Le Décret concernant la France, à la différence des autres (87), 
prévoit explicitement que les aumóniers militaires “peuvent entendre vali- 


(84) Comme le fait observer G. MARIANI: 0. Gu C. Ds 968. 
(85) Cfr. plus haut, note 40; cfr. cependant pour la doctrine un peu antérieure F. M. CAP- 
| PELLO: Summa turis canonici, t. IT (Rome), pp. 15 s., et U. BESTE: Introductio in Codicem (Co- 
| llegeville, Minnesota), 1938, pp. 985 s. 

(86) Cfr. G. MARIANI: 0. C., l. c., p. 368 s. et notes 20 et 94. 


(87) Y comprise la Convention avec PEspagne. qui pose le principe de la “compétence 
paroissiale” à Pégard des sujets du Vicariat (art. 8), mais a contrario en exclut les autres, 
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dement et licitement tous ceux qui s'adressent à eux dans les lieax réservés 
aux militaires". Il y a ici évidemment un privilége accordé "ratione loci" 
aux aumóniers militaires; il se justifie parfaitement étant donnée la nature 
spéciale du ministére qu'il exerce. 

ll va sans dire que ce pouvoir constitue une extension de celui que de 
droit commun en tant que "curé personnel" l'aumónier militaire posséde 
*“ubique locorum" sur ses sujets. 


CONCLUSION 


On a fait remarquer le souci visible du Saint-Siège de “sauvegarder l 
équité en assurant au maximum l'assistance spirituelle aux ames” (88). 
Cette observation vaut également pour tous les autres actes concernant |’ 
Aumonerie militaire dans les différents pays. 

Par ailleurs, l'évolution dont les traits essentiels ont été retracés depuis 
le Code, manifeste l'activité du Saint-Siége en vue de combler les lacunes 1 
laissées dans le recueil législatif. Cette activité, qui aurait pu aboutir à des 
conséquences différentes, s'oriente notamment vers un développement de 
la centralisation ecclésiastique, conformément à la tendance incontestable, 
qui marque le travail législatif et réglementaire depuis un siècle sur- 
tout (89). : 

Toutefois cette centralisation n'est pas exclusive d'une certaine souples- j 
se, puisque les dispositions prises tiennent le plus grand compte, on n'a pas LR 
pu ne-pas le noter, des contingences nationales. s 

Bref, on se trouve devant un nouvel exemple, et bien caractéristique, | Lo 
de la maniére dont le Droit canonique reste fidéle à ses tendances tradi- + 


tionnelles de maintien des règles essentielles sans doute, mais d’attention LM 
aux particularités locales (90), qui peuvent requérir tel ou tel assouplisse- — ^ - 
ment pour assurer une plus grande perfection dans les services à rendre E 
aux ames. / 


CH. LEFEBVRE 


Catedrático en el Instituto Católico de París 


(88) Cfr. P. BOISARD: 0. C., l. C., p. 738. ee f ‘à 

3 ; : j i Saint-Siège en matière do —^ . 

89) Voir dans le méme sens, Ch. LEFEBVRE: Orientations du y E 
Co. des religieuses de Léon XIII à Pie XII, dans Directoire des prétres chargés de religieuses S n 


(Paris, 1953), pp. 281, 284, 286, 292. 
(90). Sur les longues tractations auxquelles a donné lieu la préparation du Décret con- 
cernant la France, voir M. HIRET, dans “Année canonique”, t. II (1954), pp. 103 s. j 
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INSTRUCCION PONTIFICIA 
SOBRE EL MINISTERIO CASTRENSE 
DE LOS RELIGIOSOS SACERDOTES 


I. TEXTO DE LA INSTRUCCIÓN 


Sacrorum administri e clero saeculari cum in omnibus fere nationibus 
pauci sint numero, Vicarii Castrenses ad sacra munia in Militum commo- 
dum exercenda saepe religiosos sodales oportet asciscant. 

Quidem ergo Summi Pontificis Legati quaesierunt an Sacra haec Con- 
gregatio peculiaribus editis rationibus et normis hac de re constituisset. 

Janvero in Instructione a Sacra Congregatione Consistoriali de Vica- 
rus Castrensibus, die 23 mensis aprilis anno 1951 expedita (A. A. S., 43 
[1951], p. 564), re per Augustum Pontificem antea probata, haec praescri- 
buntur (XIII): "Optimi expertique ad officium Cappellani seligantur etiam 
Religiosi sacerdotes, servatis tamen peculiaribus normis pro iisdem a S. Con- 
gregatione negotiis Religiosorum datis, qui vero, si fieri potest, locis desti- 
nentur ubi ipsorum religionis domus habeatur." 

Itaque Sacra Congregatio Religiosis Sodalibus praeposita, horum per-' 
fectionis pro officio suo studiosa ac diligens, cum etiam atque etiam coram 
Deo intente perpendisset gravia et haud rara pericula, quibus religiosi ve! 
sodales a vita communi versantur, dum Cappellani militum munus, ceterum 
necessarium atque apostolicum, obeunt, hanc decrevit edere Instructionem, 
qua rationes traderentur ejusdem muneris tuto accipiendi et normae cons- 
tituerentur id, cum accipiendum esset, sancte fructuoseque gerendi. 


ALL 
Cappellani militum religiosi tempore pacis 


Munus Cappellani militum tempore pacis, cum a sacerdote in propria ma- 
nente domo religiosa atque integris communis vitae institutis exerceri quod 
sufficiat non potest, sed ex contrario postulat ut tota fere vita extra reli- 
giosam familiam militari quodam saecularique modo continenter ducatur, 
non est accipiendum nisi vera cogit necessitas, scilicet cum Cappellani e clero 
saeculari desiderantur. 


CAST 
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Ministeria spiritualia apud milites 


Si partes Cappellani militum a sacerdote religioso, in propria manente 
domo, servatis vitae communis institutis, expleri possunt, ministerium apos- 
tolicum incommodum militum ab eo exerceatur sine vera ad munus Cappe- 
llani militum nominatione. 


Arta TAT 


Nominatio, amotio, vigilantia Cappellani religiosi 


I. Nominatio religiosorum ad munus Cappellani militum, eorum amo- 
tio, vigilantia atque correctio, in universum iis regulis ac normis canomice 
diriguntur, quae sunt de nominatione, correctione, amotione parochorum 
religiosorum institutae (cans. 456; 454, $ 5; 631). 

2. Ordinarius loci hac in re intelligendus est Ordinarius «Castrensis. 


yr CE 
De condicionibus ad munus Cappellani necessariis 


I. Religiosi sodales ut ad normam Art. I designari nominarique possint 
ad Cappellani militum munus, quod proprie vereque dicitur: 

a) Debent, hoc in universum praecipitur, natu esse grandiores ita ut, 
antequam aetatis annum tricesimum quintum vel plus minus non attigerit, 
non facile asciscantur; quodsi vera cogit necessitas, religiosi ad hanc aeta- 
tem, ut fieri potest, proprius accedentes erunt nominandi, ea tamen condi- 
cione ut maturum ingenium et consilium suppleat quod deest aetati. 

b) Firma, abundanti, recte comprobata doctrina oportet sint eruditi, 
quae praesertim muneris adjunctis, gravitati, momento conveniat. 

c) Ad mores quod attinet, constantiam et firmitudinem praeferant 
oportet atque navo perennique ducantur vitae religiosae ac sacerdotalis stu- 


dio, ita ut ad pietatis rationes vitam omnem conforment et ceteris, qua re- 


ligiosi, in exemplum praeluceant, 


2. Itaque munere Cappellani militum, onerata conscientia eorum ad 
quod pertinet, excludendi erunt omnes religiosi : 


a) qui vitae suae instituta non diligentes observant neque secundum 
fidem dici queunt probati viri religiosi ac pii sacerdotes; 
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b) qui haud firmi ac stabile in iis quae ad mores pertinent censendi 
sunt, praesertim si ea spectentur adiuncta, in quibus militiae munus solet 
exerceri; Y 

C) qui, ut suo vivant arbitratu suique sint mancipii, seu ut vitam com- 
munem defugiant, hoc percupiunt munus, et iis qui liberius vivendi ratione, 
quemadmodum non perperant conicitur, ita alliciantur ut postea vix tolerent 
jugum disciplinae religiosae. 


APS T 
De tempore muneris gerendi 


I. Cappellani militum religiosi ad nutum Ordinarii Castrensis et Mo- 
deratoris religiosi justis de causis munere possunt demoveri; quapropter 
Moderator religiosus, cum opportunum vel necessarium ipsi visum fuerit, re 
ad Vicarium Castrensem tempestive relata ne quid detrimenti apostolicum 
munus patiatur, poterit Cappellanum, suae subjectum dicioni, in domum 
religiosam 'revocare. 


2. Cappellani militum religiosi constitui non debent in tempus nimis 
longum, quod ita est intelligendum ut trium annorum terminos nunquam. 
excedat. 

3. Expleto autem tempore, in quod Cappellani religiosi nominati sunt, 


munus iis non potest statim continuari, sed in domum religiosam debent re-. 


verti, ubi perfecta vigeat communis vita officiorumque religionis conserva- 
tio, ut ibidem, ex Moderatoris maioris voluntate, per aliquot saltem menses 
communiter vivendi rationem sequantur. 

4. Solum postquam hos menses (§ 2) pro bonis se gesserunt viris re- 
ligiosis et veniam impetrarunt Sacrae Congregationis Religiosis Sodalibus 
praepositae (can. 606, $ 2), munus Cappellani militum ad normam Art. TIT 
iterum iis licet inire. 


E 


dod tra RR 
De condicione religiosa Cappellani militum 


1. Cappellanus militum religiosus non est cum exclaustratis (can. 639) 
eodem habendus numero, sed cum religiosis, qui sacri ministerii causa, 
suis obnoxii Moderatoribus, dum in officio tenentur, legitime absunt (can. 


606, 8 2). 
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2. Cappellani militum, uti religiosi legitime absentes, iuribus atque 
privilegiis propriae Religionis fruuntur, eaque suae sodalitatis munera reti- 
nere vel suscipere possunt, quae muneri Cappellani militum de iure, vel de 
facto non repugnant. 

3. Cappellanus militum religiosus item votorum sponsione Deo est obli- 
gatus et officio astrictus ea semper fideliterque servandi. Neque desinit esse 
devinctus Regulis, Constitutionibus et vitae, quam profesus est, praescriptis, 
quae cum ejus statu atque munere conveniunt, 


Ani PLE 
De disciplina religiosa et sacerdotali Cappellani militum 


1. Quod ad disciplinam sacerdotalem Cappellani militum religiosi at- 
tinet, est ante oculos habenda “Instructio pro Vicariis Castrensibus”, a Sa- 
cra Congregatione Consistoriali die 23 mensis aprilis anno 1951 edita 
(A. A. S., 43, p. 562), et huic adiunta Instructioni. 

2. Moderatores Maiores ad suae ipsorum dicioni subiectos, quibus 
grave munus Cappellani defertur, litteras oboedentiales dare debent, qui- 
bus ea, quae hic de disciplina religiosa sunt praecepta, pro peculiaribus con- 
dicionibus ac locis definiantur, et, si opportunum in Domino visum fuerit, 
prudenter etiam compleantur. 

3. Curandum erit in primis ut quilibet Cappellanus militum religiosus 
alicui propriae Religionis domui sit ascitus; cui qui praest erit Superior 
localis, quem dicunt, huiusmodi religiosi, eiusque curam in re spirituali ct 
materiali geret, omnibus adiectis, quae eidem muneri conveniunt, iuribus et 
officiis. 

4. Cum Moderatorum maiorum, ad quos pertinet iudicio numerus re- 
ligiosorum ad munus Cappellani militum ascitorum id, postularet videtur, 
ad provinciam seu regionem aut nationem pertinens Officiwm poterit consti- 
tui, cuius erit, ipsis Moderatoribus invigilantibus, in re spirituali, intellec- 
tuali, materiali curam agere Cappellanorum, et operam Moderatorum loca- 
lium adiuvare vel ex parte horum munia explere. 

5. a) Moderatores religiosi per sese vel per laudatum (n. 4) Offi- 
cium faciant, idemque Vicariis Castrensibus magnopere commendatur, ut 
Cappellani religiosi in iis locis seu stationibus collocentur, ubi propriae Re- 
ligionis sedes est constituta. 

b) Quantum fieri potest, Capellani religiosi in propriae Religionis 
domo pernoctare debent, aut, si copia nullo pacto datur, in alia religiosa vel 
saltem pia domo, 
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c) De prudentiae normis et opportunis cautionibus in Constitutioni- 
bus, Regulis vel Statutis expresis, quae castimoniae tutandae conducunt, 
Moderatores continenter admoneant Cappellanos, eas ad usum deducant et 
urgeant. 

d)  Moderatores religiosi opportune ac saepe a Vicario Castrensi ex- 
quirant quomodo propriae dicioni subiecti Capellani se gerant et, si res postu- 
let, cum eo agant de Cappellano religioso periculis prohibendo aut effica- 
citer inducendo ut munus suum recte exsequatur. 

6. a)  Cappellanus religiosus plane noverit se sub potestate suorum 
Moderatorum esse constitutum haud secus fere ac parochos religiosos. Quo- 
circa tota vita religiosa, sacerdotalis, apostolica, quam ducit, eorumdem 
vigilantiae, inspectioni et iudicio est obnoxia. Ab iis opportune petat et 
accipiat dispensationes, remissiones, facultates, quibus ipsi opus est. Pote- 
rit quoque prudenti Moderatorum iudicio servare Ordinem Divini Officii 
recitandi Sacrique peragendi, a Vicario Castrensi constitutum (Instr. S. C. 
Cons., supra mem., n. VII). 

b) Temporibus per Moderatores statutis Cappellanus religiosus accepti 
et expensi rationem vero congruentem, perspicuam, perfectam Moderatori 
religioso, cui proxime est subiectus, reddat, ita ut integra sit religiosa Cap- 
pellani paupertas et vitae genus iis in adjunctis, in quibus transigitur, iugiter 
sit et appareat Cappellano religioso, prudenti Moderatorum iudicio, re vera 
dignum. 

c) Accepta pecunia, quae, utpote in necesarios vitae usus et officia 
Cappellani religiosi haud impensa, superest, ratione a Moderatore constituta 
vel ab eodem probata servari, conllocari, destinari debet. 

7. a)  Assidua sit inter Cappellanum religiosum et Moderatores epis- 
tolarum consuetudo. 

b) Moderatores, quotiescumque iis licet, ad Cappellanos visendi causa 
ipsi veniant aut alios suo nomine iubeant venire. 

c) Curent Moderatores ut sodales, eius praesertim domus cui, Cappel- 
lani sunt ascripti, atque domorum in locis, ubi commorantur, positarum, 
eosdem Cappellanos invisant, ad se invitent atque fraterna caritate numquam 
non prosequantur. 

8. a) Cappellani religiosi officio exercitia spiritualia quotannis pe- 
ragendi fideliter satisfaciant, ea servata consuetudine ut divinis rebus vaca- 
turi in propriae Religionis domum se recipiant. 

b) Optandum est ut, quantum fieri potest, semel in mense animum 
collecturi in domum religiosam se abdant, ubi, a saeculo remoti diem in 
supernarum rerum meditatione transigant. 
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c) Quae concedi solent aut quas ipsi impetrarunt, ferias Cappellani 
non apud propinquos vel in locis suo arbitrio electis, sed in domibus reli- 
giosis locisve per Moderatores sibi constitutis, horum voluntati oboedien- 
tes, agere debent. 


AT ML 


Quae Art. VI et VIT praescribuntur, observari debent etiam tempore 


Belli. 


II. CAUSAS QUE MOTIVARON ESTE DOCUMENTO APOSTOLICO 


1) Existe un hecho, en la vida religiosa de nuestros días, que no 
puede. disimularse: en la mayoría de las naciones católicas ha habido 
un descenso en el nümero de vocaciones sacerdotales entre el ciero se- 
cular, y aun en aquellas partes donde se registra un confortante aumen- 
to demuestra la experiencia que son insuficientes para atender conve- 
nientemente a todos los fieles en su vida religiosa. 


2) Pero, además, se observa otro fenómeno social, curioso, en nues- 
tra sociedad, con acentuado progreso ascendente: los individuos tienden 
a la agremiación bajo todas las formas posibles; nacen y crecen cons- 
tantemente nuevas sociedades, asociaciones o comunidades con miras al 
logro de ciertas metas que particularmente no juzgaban fáciles de alcan- 
zar y esperan poder lograr en comün. Como Dios y la moral deben 
estar presentes no sólo en los actos de los individuos, sino también en 
las empresas de las colectividades, desea ia Iglesia, y muchas veces lo 
piden también los fieles, que en medio de cada una de esas instituciones 


hagan acto de presencia sus sacerdotes, como ministros que son del Se- 
fior y también servidores de las almas. 


3) No sólo se multiplican las entidades colectivas dentro del campo 
temporal, sino también en la esfera religiosa. El árbol frondoso de la 
Iglesia produce cada día nuevos brotes, y son innumerables las asocia- 
ciones de fieles, las instituciones religiosas, los institutos seculares, et- 
cétera, que, con fines apostólicos, caritativos o culturales, van obtenien- 
do la bendición de las autoridades eclesiásticas. También esos nuevos 
organismos del Cuerpo Místico necesitan la asistencia religiosa de algün 
sacerdote que haga las veces de capellán o de asesor. 
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4) Son constantes las llamadas del Vicario de Cristo en la tierra para 
que los Ordinarios del lugar y los Superiores de los Institutos religio- 
sos destinen gran número de sacerdotes y religiosos al apostolado mi- 
sional y presten también socorro a las diócesis de aquellos países donde 
aun es triste realidad el lamento del Redentor : «La mies es mucha y 
los Operarios pocos» (Luc. 10, 2). 


5) Si a las consideraciones precedentes añadimos ahora otra muy 
importante, como es la que se refiere al aumento insospechado de la 
población militar en casi todos los países, el problema que plantea la 
escasez de clero, a la vez que el campo apostólico se ensancha tanto, 
deja de ser grave para hacerse verdaderamente crítico. Ocurre, efectiva- 
mente, más hoy que en otros tiempos, que, ante las desconfianzas mutuas 
que existen entre las naciones, ante las amenazas continuas de agresio- 
nes bélicas, todos piensan en aquello del antiguo proverbio: «Si vis 
pacem, para bellum»; por eso se dan prisa a reclutar el mayor número 
de soldados, como base que son de todo otro potencial bélico. Casi la 
totalidad de la población masculina de los Estados modernos debe pasar 
un tiempo, más o menos largo, pero coincidiendo siempre con la edad 
más crítica para la vida de cada individuo, bajo la jurisdicción castrense. 
Esta población necesita ser bien atendida religiosamente, so pena de 
exponerla a que en pocos meses o años sufra gravísimo detrimento la 
formación religiosa adquirida en la propia casa, en la escuela, en el co- 
legio, en la asociación de la que formaba parte, etc.; y para lograr esta 
finalidad es necesario disponer de suficientes sacerdotes en número y 
en calidad. 


6) Mas si las distintas diócesis poseen de ordinario sus Seminarios 
y si las misiones cuentan con centros apropiados de selección y forma- 
ción, la población militar, por el contrario, carece de viveros apostólicos 
similares. Debe, pues, pedirlos a ios Obispos del mismo territorio na- 
cional, aduciendo como razón o argumento justificante el hecho de que 
todos esos Pastores espirituales tienen gran número de súbditos consa- 
grados al servicio de las armas. Pero por más que los Ordinarios dio- 
cesanos consideren justa esta reclamación y deseen satisfacerla para bien 
de las almas, ley y norma ante la que deben rendirse todos los demás 
intereses, tienen que negarse a la prestación de un personal eclesiástico 
que no poseen. 

¿A dónde acudir en buscar de ayuda? Al otro sector del ejército de 
la Iglesia, es decir, al mundo de los religiosos, que cuenta con una 
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población aproximada de 1.300.000 individuos, de los cuales unos 310.000 
son varones, aunque no todos sacerdotes. Esto pretendió la Sagrada 
Congregación Consistorial el día 23 de abril de 1951 cuando publicó la 
Instrucción De Vicariis Castrensibus, en cuyo número XIII se declara : 
“Optimi expertique ad officium Cappellani seligantur etiam Religiosi 
sacerdotes, servatis tamen peculiaribus normis pro usdem a S. C. nego- 
tiis Religiosorum praeposita dalis, qui vero, si fiere potest, locis desti- 
nentur ubi ipsorum Religionis domus habeatur" (1). 

Esas normas especiales que anunciaba la Sagrada Congregación Con- 
sistorial y por las que debía regularse la prestación de Capellanes reli- 
giosos a las fuerzas armadas no se hicieron esperar. Respondiendo al 
deseo de todos, especialmente de los Nuncios y Legados del Romano 
Pontífice en las distintas naciones, la Sagrada Congregación de Religio- 
sos publicó otra Instrucción, titulada De Cappellanis militum, cuyo conte- 
nido encabeza este articulo. 


III. COMENTARIO 


1) Carácter interino de estas normas.—Todos los Institutos religio- 
sos pueden alegar una razón comün como justificante de la resistencia 
a entregar sus sübditos para desempenar el oficio de Capellanes mili- 
tares. Siendo el estado religioso, por definición jurídico-teológica, «un 
modo estable de vivir en comün y de practicar los consejos evangélicos 
mediante los tres votos de obediencia, castidad y pobreza» (can. 487), 
a nadie extrañarán las precauciones que se adoptan antes de aceptar en 
favor de los religiosos esos ministerios apostólicos que impiden bastante 
la práctica de la vida común y dificultan no poco el riguroso cumplimien- 
to de los votos y de las observancias religiosas. 

Estos inconvenientes han sido sopesados por la Sagrada Congrega- 
ción de Religiosos, pero no bastaron para mantener a los religiosos ale- 
jados en forma definitiva del ministerio castrense. Y es que existe una 
razón de orden superior ante la que deben ceder todos los demás argu- 
mentos de conveniencia: la escasez de clero, por un lado, y las nece- 
sidades espirituales de las almas, por otro, obligan a echar mano de los 
religiosos para el ejercicio de dichos ministerios; nos hallamos ante un 


caso en el que urge acudir al principio de validez perenne: “Salus ani- 
marum, suprema lex.” 


(1) Cfr. A. A. S., vol. XLIII (1951), pp. 562-565. Ha sido publicada en la, REVISTA ESPAÑOLA DE 
DERECHO (CANÓNICO, vol. VI (1951), pp. 695-698, 
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Lo que sí es cierto y en lo que se puede esperar confiadamente, es 
que, al desaparecer las circunstancias críticas actuales, sean retiradas 
también estas concesiones que ahora se hacen por la Santa Sede y quede 
entonces exclusivamente para el clero secular el servicio religioso de la 
población militar. No perdamos, pues, de vista que esta Instrucción 
de la Sagrada Congregación, al aparecer cor motivo de una necesidad 
urgente o extrema en la vida de la Iglesia, pero transitoria, y contener 
normas de excepción en la vida religiosa, posee un carácter interino, aun- 
que indeterminado. 


2) Precauciones generales.—Sería erróneo pensar que al introducir 
la Santa Sede esta excepción que acabamos de señalar, se ha procedido 
teniendo en cuenta sólo el bien espiritua! de los militares y que le intere- 
sa poco que la vida religiosa, con todas sus observancias, sufra detri- 
mento; la verdad es otra. En la Instrucción de la Sagrada Congrega- 
ción de Religiosos se descubre un interés grande por armonizar ambas 
cosas, es decir, por lograr el provecho espiritual de los adscritos a la 
milicia temporal, sin lesionar en nada importante la vida religiosa. Va- 
mos a probarlo aduciendo textos o reproduciendo ideas que se exponen 
en el documento que comentamos. 


a) Durante el tiempo de paz no pueden los religiosos aceptar el 
oficio de Capellanes militares «nisi vera cogil necessitas, scilicet. cum 
Cappellani e clero saeculari desiderantur» (art. 1). 


Más aun: Si los religiosos pueden ayudar espiritualmente a los sol- 
dados, sin enrolarse oficial y plenamente en los cuadros militares, v. gr., 
prestando sus servicios a los sacerdotes del clero secular que tienen ese 
ministerio confiado a su celo, y simultáneamente les es también posi- 
ble vivir en sus conventos respectivos observando las prescripciones de 
la vida regular, en este caso deben cumplir dicha función apostólica 
sin aceptar el nombramiento y el oficio estricto de Capellanes (art. IT). 


Esta norma, que ha sido dictada ahora por la Sagrada Congrega- 
ción de Religiosos, había obtenido ya el valor de ley en el «Acuerdo» 
firmado entre la Santa Sede y Espafia el 5 de agosto de 1950. Dice así 
el artículo XI del citado convenio: «El Vicario General Castrense se 
pondrá de acuerdo con los Obispos diocesanos y los Superiores Ma- 
yores religiosos para designar, entre sus sübditos, un nümero adecuado 
de sacerdotes que, sin dejar los oficios que tengan en su Diócesis o Ins- 
tituto, se dediquen a auxiliar a los Capellanes militares en el servicio 
espiritual de las fuerzas armadas. Tales sacerdotes y religiosos ejercerán 
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su ministerio con los militares a las órdenes del Vicario General Cas- 
trense, del cual recibirán las necesarias facultades ad nutwm, y serán 
retribuídos a título de gratificación o estipendio ministerial.» 

b) Sólo cuando sean insuficientes las prestaciones que acabamos 
de señalar pueden ponerse al habla el Superior religioso y el Ordinario 
castrense (2) para proceder al nombramiento de los Capellanes que este 
último necesite y aquél pueda prestarle. En el nombramiento, vigilancia 
y remoción de estos Capellanes han de observarse las normas que el 
Derecho canónico establece respecto de los párrocos religiosos, ya que 
entre el oficio de los Capellanes militares y el de los párrocos existe una 
analogía muy señalada (cans. 456; 454, $ 5; 631) (art. III). 

c) Es frecuente hallar en el Derecho canónico y en los demás or- 
denamientos disciplinares paralelos prescripciones que fijan la edad, con- 
diciones intelectuales y garantías morales de aquellos candidatos que 
hayan de ser promovidos a ciertas dignidades u oficios. Respecto de 
los Capellanes militares ya había dado algunas orientaciones la Ins- 
trucción de la Sagrada Congregación Consistorial, De Vicariis Castren- 
sibus (n. XII), entresacadas principalmente de la Exhortación Menti 
Nostrae de Pío XII (3); pero ahora lo vuelve a hacer la Sagrada Con- 
gregación de Religiosos en el documento que comentamos, guiándose, 
además, por las prescripciones que el Código señala para casos análogos. 

El candidato a la capellanía militar debe contar, a poder ser, la edad 
de treinta y cinco años, poseer conocimientos abundantes y proporcio- 
nados al ministerio que se le encomienda, sobresalir entre sus hermanos 
de sacerdocio y religión por la piedad, el fervor sacerdotal y la obser- 
vancia regular (art. IV). 

d) Para que la ausencia demasiado prolongada de la vida conven- 
tual, y con el fin de que el ejercicio sacerdotal en un campo bastante 
ajeno a la atmósfera que postula la vida religiosa, no lleguen a entibiar 


el alma del que ha hecho profesión religiosa, o a hacerle pensar y obrar 


de forma contraria a lo que exige su profesión, dispone la Sagrada Con- 
gregación que ningún Capellán militar religioso pase más de tres años 
de servicio. Una vez que haya cumplido ese trienio, debe regresar el 
religioso a un convento donde se observe perfectamente la vida común 
y en el que se cumplan bien todas las demás prescripciones de la vida 


(2) En España, el Ordinario Castrense se designa oficialmente con el nombre de Vicario Ge- 
neral Castrense, como se desprende de varios documentos oficiales, entre los que descuella el 


“Acuerdo entre la Santa Sede y España sobre la Jurisdicción Castrense Asisten: ig! 
de las Fuerzas Armadas", del 5 de agosto de 1950. RCM 


(3) Cfr. A. A. S., vol. XLITI (1950), pp. 657 ss. 
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que se profesó. Lo contrario sería poner en peligro ja vocación y aven- 
turarse a traspasar el mandato de San Pablo: «Unusquisque in qua 
vocatione vocatus est, in ea permaneat» (1 Cor., 7, 20); cayendo en la 
desgracia que tan prudentemente el mismo Apóstol trataba de esquivar 
al temer sufrir la propia condenación cuando buscaba la salvación aje- 
na: «ne cum aliis praedicaverim, ipse reprobus efficiar» (1 Cor., 9, 7) (4). 

lranscurridos los meses de vida conventual que determinen los Su- 
periores Mayores, queda prohibido que los mismos religiosos vuelvan a 
prestar servicios como Capellanes militares, si no es con especial auto- 
rización de la Sagrada Congregación de Religiosos (art. V). 

En Espafia, por mutuo convenio entre el Gobierno y la Santa Sede, «el 
Vicario General Castrense, previo acuerdo con los Ordinarios diocesanos o 
Superiores Mayores religiosos, puede llamar en la medida que sea necesa- 
rio, y por un tiempo no superior en todo caso a la duración del servicio 
militar en filas, a los sacerdotes y religiosos profesos que hayan alcan- 
zado los treinta afios de edad, a prestar en los Ejércitos funciones de su 
sagrado ministerio o asistencia religiosa de las fuerzas armadas» (5). Por 
consiguiente, entre nosotros, las atribuciones del Ordinario castrense se 
limitan a poder exigir a los religiosos una prestación de sus actividades 
como Capellanes «por un tiempo no superior a la duración del servicio 
militar en filas», que, de hecho, en tiempos de paz, siempre es inferior 
a los tres anos; pero si los Superiores religiosos y el Vicario General 
Castrense decidieron de común acuerdo extender por mas, tiempo el pla- 
zo de servicio al Capellán religioso, esta prórroga nunca podría exceder 
los tres afios que la Sagrada Congregación de Religiosos sefiala como 
tope máximo. 

Puesto que el derecho concordatario prevalece sobre las demás pres- 
cripciones disciplinares de la Iglesia (can. 3), respecto de la edad que debe 
tener el religioso Capellán, creemos que en Espafía bastan los treinta afios 
cuando es el Ordinario castrense quien reclama al religioso ; pero juzga- 
mos que se requieren treinta y cinco si es el Superior quien se adelanta 
a ofrecer sus sübditos para el oficio de Capellanes militares. Y la razón 
es que el Concordato espafiol concede la facultad de elegir como Cape- 

(4) Como ilustración de estas Ro séanos ¡permitido transcribir lo que las Consti- 
tuciones de la Orden de Predicadores dicen a este respecto: “Cum Fratres diu extra claustra. 
etiam praedicationis causa, manentes, multis sint expositi periculis, caveant Superiores, ut. 
anni decursu, saepius praedicatores in conventus revertantur, non solum ut aliquam requiem 
habeant a laboribus suis, sed etiam ut in vitae regularis exercitiis et societate Fratrum propr!ae 
consulant santificationi, ne, dum aliorum saluti insistunt, ipsi paulatim defluant” (cfr. Constitu- 


tiones Fratrum Sacri Ordinis Praedicatorum, n. 751). 
(5) Cfr. “Acuerdo” cit., art. XII, n 1: 
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llanes de treinta años sólo al Vicario General Castrense; si partiese la 
iniciativa de los Superiores Mayores, deberían atenerse a lo que prescri- 
be la ley de la Sagrada Congregación que venimos comentando, es de- 
cir, los treinta y cinco años. 


3) Situación canonica de los Capellanes religiosos.—E] canon 638 
hace referencia a dos distintas formas de vivir fuera del claustro: una 
temporal, que recibe el nombre de «exclaustración»; y otra perpetua, 
llamada «secularización». En ninguna de estas dos categorías puede co- 
locarse al religioso que, por razón de su oficio de Capellán militar, se 
ve obligado a vivir lejos de la casa religiosa. Este conserva su condición 
juridica y moral de religioso en el mismo grado que los demás herma- 
nos de profesión que viven en el convento o que desempeñan acciden- 
talmente, pero por un plazo más o menos largo, otras funciones apos- 
tólicas fuera del claustro, v. gr., los consejeros eclesiásticos de Emba- 
jada, los profesores de Universidades u otros centros docentes, los 
párrocos, los misioneros en regiones apartadas, etc. 

Por consiguiente, estos Capellanes, siendo religiosos que se hallan 
legítimamente ausentes, gozan de todos los derechos y privilegios co- 
munes a los religiosos, así como también de los particulares de la reli- 
gión a que pertenecen, y pueden poner en práctica la voz activa y pa- 
Siva en nombramientos u otras medidas disciplinarias que la ley propia 
les conceda y que no repugnen con el ejercicio y la condición de su 
oficio de Capellanes. 

Estos derechos que asisten al Capellán como religioso que es, arras- 
tran consigo los correlativos deberes y todas las demás obligaciones que 
la ley genera! o singular establezcan, a condición de que sean compa- 
tibles con el ministerio que desempeña (can. 630, $ 1) (art. VI). La ana- 
logía que existe entre el oficio de Capellán militar y de párroco postula 
para el religioso que ha sido promovido a la capellanía, en principio 
al menos, una triple categoría de derechos o privilegios y deberes u obli- 
gaciones : los que le corresponden como clérigo (cáns. 118-123 ; 124-142), 
como religioso (cans. 592-596; 614-616, 619, 620) y como parroco (cá- 
nones 462-465 ; 468-470). 


4) Práctica de la vida común.—Para que la observancia de la vida 
en comün no se reduzca a «la oficial incorporación al instituto religioso 
mediante la profesión», sino que en lo posible se practique también «de 
hecho», habitando todos los religiosos bajo el techo de la casa conven- 
tual, observando las mismas leyes a las órdenes del mismo Superior, 
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adoptando idénticos medios de santificación e incluso proveyéndose de 
alimentos y vestidos en forma comunitaria, se dictan ciertas normas por 
la Sagrada. Congregación ; helas aquí: 

Cuídense los Superiores Mayores, en primer lugar, de asignar al re- 
ligioso Capellán a algún convento determinado; y sepa el Superior lo- 
cal que la obligación que tiene de atender en lo espiritual y temporal 
al súbdito ausente con ocasión del ministerio castrense no es menor 
que la que pesa sobre él respecto de los demás religiosos que habitual- 
mente viven en el convento (art. VII, n. 3). 

Supuesta ya esta asignación, procuren con todo empeño, tanto los 
Superiores religiosos como los Vicarios castrenses, que esos Capellanes 
sean destinados a los cuarteles o campamentos militares que se hallen 
en el lugar donde el Capellán tiene su convento de asignación, si es 
que existen allí y fuese ello posible. Conseguido esto, ya puede el re- 
ligioso frecuentar más a menudo su casa y entonces está obligado, al 
menos, a pernoctar en ella (art. VII, n. 5). 

Tienen obligación, los Capellanes de que hablamos, de hacer los ejer- 
cicios espirituales anuales dentro del convento de su asignación. Y en 
cuanto sea posible, recójanse al menos una vez al mes en la casa reli- 
giosa, para hacer un día de retiro espiritual. Cuando hayan de tomar 
las vacaciones que suelen concederse por lev, o que logre obtener cada 
uno para sí fuera de lo ordinario, deben pasarlas en los conventos de 
su [nstituto religioso, segün las indicaciones del Superior Mayor, y no 
con sus familiares o en lugares escogidos libremente por los interesa- 
dos. De esta forma, al contacto frecuente con la vida de comunidad, se 
logrará mantener vivo en el ánimo de dichos religiosos el amor a la vida 
comün v también a los otros elementos que entrafia la vida religiosa 


(are MVIbIn s 


5) Observancia de los tres volos.—Los Capellanes militares, en el 
ejercicio de la cura de almas, tienen más o menos las mismas obliga- 
ciones que los párrocos (6); por consiguiente, entre ellos y los Supe- 
riores religiosos, cuando se trata del cumplimiento de las observancias 


(6) Cfr. Instrucción de la S. C. Consistorial, De Vicariis Castrensibus, n. X. Es digna de 
notarse esta especial difereneia en un punto que hoy está claro, pero que antes fué muy larga 
y seriamente discutido; nos referimos a la celebración de la Misa “pro populo”. Dice a este 
respecto el Código: “Applicandae Missae pro ipopulo obligatione tenetur parochus" (can. 466, 
$ 1); mientras que la Instrucción de la Consistorial declara: “Cappellani militum sicut et Vi- 
carius Castrensis minime tenentur obligatione applicandi Missam pro populo; si vero stipem 
vel notabile emolumentum ex officio percipiant, Vicarius Castrensis imponere eis valebit ut 
Sacrificium Missae applicent saltem diebus can. 306 €. J. C. statutis; quod el ipsi sit norma” 


(efr. id, ibid., n. XI). 
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regulares, deben mediar las mismas relaciones que el Código de Dere- 
cho Canónico establece entre unos y otros, cuando se trata de religiosos 
que son a la vez párrocos (cfr. cáns. 630-631). 

a) Si bien es cierto que el Ordinario castrense tiene su parte en 
el nombramiento, corrección y destitución del Capellán religioso, sin 
embargo éste permanece bajo la obediencia exclusiva de sus Superiores 
en todo lo que atafie a la disciplina religiosa; y, además, en lo que se 
refiere a su persona y actividades como Capellán militar, los Superiores 
religiosos unas veces cumulan su potestad con el Ordinario castrense, 
y otras la tienen paralela a la de éste. 

Para lograr que esta dependencia sea no sólo teórica, sino también 
práctica, debe fomentarse la comunicación constante entre Superiores 
v sübditos, empleando para ello todos los medios utiles que se hallen 
a mano, desde el trato personal hasta el epistolar frecuente. Los Supe- 
riores vigilarán la conducta religiosa y apostólica de su sübdito, ya di- 
rectamente, ya por medio del Secretariado especial para asuntos mili- 
tares que hayan podido constituir (7), va también mediante los Vicarios 
militares y el Ordinario castrense. Deberán también tener para con él 
todas las atenciones que éste necesite, concederle las dispensas oportu- 
nas y ponerle al corriente de los negocios que, como a todos los demás 
religiosos, le puedan interesar (art. VII, nn. 5-7). 

b) En cuanto a la observancia del voto de castidad podemos decir 
que los Capellanes religiosos no están ni más ni menos obligados a ella 
que los escogidos de entre el clero secular (can. 132, 8 1). Pero los Su- 
periores deben urgir diligentemente el cumplimiento y los súbditos deben 
poner en práctica aquellas prescripciones de la Regla y Constituciones 
profesadas y cuya finalidad es tutelar y salvaguardar la castidad (artícu- 
lo VII, n. 5); porque al religioso no le basta guardar la virtud, sino 
que además debe conservarla y hermosearla por la práctica de aquellas 


| disposiciones que a este fin establece la ley del propio Instituto religioso. 


c) También el voto de pobreza necesita ser puesto en práctica san- 
tamente para que no perezca uno de los elementos que exige el estado 
de perfección al que siguen pertenciendo los religiosos que cumplen el 
oficio de Capellanes militares, Por eso deben éstos dar cuenta exacta 
a sus Superiores «de acceptis et expensis» ; están obligados a observar 


en su vida, vestido y alimento lo que, permitiéndolo el ambiente en que 


(7) Se recomienda a los Superiores religiosos que tengan bastantes súbditos consagrados 5 


s ; pecial para llevar a cabo por medio de él esa vi ilan- 
cia, ayuda e intercambio que debe haber entre el Superior y el sübdito que cumple sus aber 
de Capellán militar lejos de la casa religiosa (art. VII, n. 4). 


a de 


s, 
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se hallan, exige el estado de pobreza que profesaron (art. VII, n. 6), y 
cuidarán de obtener de aquéllos a su debido tiempo los permisos, al menos 
habituales, que necesiten, dado el género de vida que de hecho tienen 
que llevar. 


6) Privilegio litúrgico.—La Instrucción De Vicariis Castrensibus 
concedía al Ordinario castrense la facultad de redactar v publicar el 
«Ordo Divini Officii sacrique peragendi» en favor de los militares ; y 
declaraba que podían usarlo «Cappellani militum ubicumque in commo- 
dum militum celebrantes et Sacerdotes litantes in Ecclesiis aut in Ora- 
toriis militibus reservatis» (cfr. n. VII). A pesar de citar el «calendario» 
liturgico en su forma más amplia, abarcando no sólo el Oficio Divino, sino 
también la Misa, sin embargo, la concesión en realidad sólo tiene aplica- 
ción para la Misa ; así lo declara la nota explicativa del mismo legisla- 
dor, como puede observarse por ias palabras que acabamos de transcri- 
bir; v se comprende este modo de citar la «epacta» si tenemos en cuenta 
que en la terminología liturgica ese es el nombre que oficialmente le 
corresponde. 

Casi la totalidad de los Institutos religiosos que admiten entre sus 
fines el. ministerio apostólico activo, aunque siguen en su liturgia el 
rito romano (8), sin embargo, suelen tener un Ordo particular que rige 

- las funciones litúrgicas que se celebran en sus iglesias y reglamenta la 
recitación del Oficio Divino, va se diga en el coro, ya en particular. 


A pesar de ello, los religiosos que han pasado a prestar servicios como- 


Capellanes militares, si sus Superiores religiosos lo consienten, pueden 
adoptar el Ordo redactado por el Ordinario castrense en cualquier parte 
donde celebren, con tal que lo hagan «im commodum militum» (9); los 
demás sacerdotes (sean regulares o seculares) tienen también facultad 
para usar ese calendario, pero sólo «im Ecclestis aut Oratoris militibus 
reservatis». 

Creemos que las personas en favor de las cuales pueden los Cape- 


llanes militares celebrar la Misa según el Ordo castrense son todas aque- 


llas que están sujetas al Vicario General Castrense, es decir: «Todos los 


(8) Para atajar los inconvenientes a que conducía la gran diversidad de ritos existentes en el 
siglo xvr, San Pío V obliga a todas las diócesis latinas y a las distintas Ordenes religiosas qus 
no viniesen usando una liturgia propia desde doscientos afios antes, a adoptar ia que, por 
estar entonces vigente en Roma, se conoce hoy con el nombre de “romana”. Entre los religiosos 
que conservaron su rito primitivo están los dominicos, cuyo calendario litúrgico, publicado 
anualmente, se titula “Ordo Divini Officii recitandi Missaeque celebrandae iuxta ritum S. O. Prae- 
dicatorum". 

(9) Cfr. Instrucción De Cappellanis militum religiosis, art. VII, n. 6, a). 
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militares de Tierra, Mar y Aire en situación de servicio activo (esto es, 
bajo las armas), sus esposas legítimas e hijos menores, cuando vivan 
en su compañía, y los alumnos de las Academias y de las Escuelas 
Militares, quedando excluídos los civiles que de cualquier otra manera 
estén relacionados con los mismos militares o presten servicio en los 
Ejércitos. La misma jurisdicción se extiende también a los miembros 
del Cuerpo de la Guardia Civil y de la Policía Armada» (10). 

Para que los demás sacerdotes que no son Capellanes puedan usar, 
si así lo prefieren, el Ordo citado, se requiere que celebren el santo 
sacrificio de la Misa en iglesias u oratorios destinados al servicio del 
personal militar de cualquiera de las tres Armas, sin que influya para 
nada el que se hallen enclavados en un lugar o en otro, y siempre a con- 
dición de que todo tenga lugar en un territorio que caiga bajo la ju- 
disdicción del Ordinario General Castrense que es autor del calendario. 


Basta el ligero análisis que acabamos de hacer del contenido de esta 
Instrucción para ver cómo sabe la Iglesia proveer a las diversas nece- 
sidades de sus hijos, mirando al mismo tiempo por el bien de todos 
ellos; ya que no sería prudente, ni conforme con el precepto de la ca- 
ridad, el ocuparse con exceso de la santificación de otros mientras se 
ponía en peligro la suerte espiritual propia. 

De estas medidas de la Iglesia deben aprender, quienes ejercen el 
apostolado, a no descuidar sus prácticas religiosas, sin pensar, come 
algunos equivocadamente afirman, que el ejercicio del ministerio sagra- 
do suple todo lo demás, dado su valor santificador intrínseco. 


Er. ARTUROQ:SALONSQULOBO, OP: 


Catedrático en 1a Facultad Teológica 
de San Esteban (Salamanca) 


(10) Cfr. “Acuerdo” citado, art. VIT, Ese documento, fechado en la Ciudad del Vaticana 
el 5 de agosto de 1950, ha sido posterior i articu CV 
p ormente confirmado en el artículo XV del Concorda 0, 


documento rubricado también en Roma el 27 de agosto de 1958. 
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RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Los dos cuatrimestres—enero a agosto—de 1954, que resefiamos, no se 
han caracterizado por la abundancia de disposiciones legales sobre mate- 
rias eclesiásticas. Sólo han merecido la atención del legislador tres temas 
generales: enseñanza, patrimonio y año doblemente jubilar para España, 
por ser Mariano y Jacobeo. Y aun en estas materias no ofrece novedad 
especial la legislación, como podrá apreciar el lector. 


SOBRE LA ENSEÑANZA RELIGIOSA. 


Orden del 30 de diciembre de 1953 (1), del Ministerio de Educación 
Nacional, dando instrucciones transitorias para el curso preuniversitario de 
enero a junio de 1954. En ellas se establece como materia fundamental, 
entre otras, la Religión, sobre la que versarán preferentemente los ejerci- 
cios del alumno. 


Orden del 30 de marzo de 1954 (2), del Ministerio de Educación Na- 
cional, aumentando con un Profesor la plantilla de los Profesores de Reli- 
gión en los centros dependientes de la Dirección General de Enseñanza 


Laboral. 


Decreto del 5 de mayo de 1954 (3), del Ministerio de Educación Na- 
cional, organizando la Inspección de Enseñanza Media del Estado. En di- 
cho Decreto, y en su artículo 6.°, se crea una Comisión Consultiva, inte- 
grada, bajo la presidencia del Director general de Enseñanza Media, por 
el Inspector general, un Inspector central del Estado y dos representantes 
de la Inspección pegagógica de la Iglesia, designados por la Jerarquía ecle- 
siástica competente, a fin de coordinar la función inspectora en el orden 
pedagógico. 


(1) “Boletín Oficial del Estado" de 5 de enero de 1954. 
(2) “Boletín Oficial del Estado” de 3 de mayo de 1954. 
(3) “Boletín Oficial del Estado” de 7 de julio de 1954. 
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Orden del 10 de mayo de 1954 (4). de la Delegación Nacional de Sin- 
dicatos, aprobando las Ordenanzas del personal de los Centros Sindicales 
de Formación Profesional, Se determina que en dichos Centros se cursen 
ensefianzas preparatorias de Religión, con Profesorado y dotación com- 
petente. 


Orden del 18 de junio de 1954 (5), del Ministerio de Educación Na- 
cional, dispensando a los Religiosos de la Compañía de Jesús que hayan 
terminado los estudios de Filosofía de la asignatura de Religión, obliga- 
toria en la Facultad que cursen estudios universitarios. 

Marcan estas disposiciones, una vez mas, el alto espíritu de colabora- 
ción que existe entre ambas potestades eclesiástica y civil. Colaboración 
que si teóricamente se ajusta a las clásicas relaciones jurídicas entre la Igle 
sia y el Estado, prácticamente resulta beneficiosa al interés de nuestros 
escolares. 


SOBRE EL PATRIMONIO ECLESIÁSTICO. 


Orden del 20 de enero de 1954 (6), del Ministerio de Justicia, amplian- 
do hasta el 31 de diciembre del corriente ano el plazo para la inscripción 
en el Registro de la Propiedad de los bienes y valores mobiliarios de la 
Tglesia, Ordenes y Congregaciones religiosas, registrados a nombre de per- 
sonas interpuestas. 


Ley del 15 de julio de 1954 (7), dela Jefatura del Estado, concediendo 
suplementos y créditos extraordinarios, entre otras atenciones, para la so- 
bredotación al Clero Parroquial en 1954. 


SOBRE EL ANO SANTO MARIANO Y COMPOSTELANO. 


Orden del 15 de julio de 1954 (8), del Ministerio de Hacienda, autori- 
zando la emisión de sellos de Correos en exaltación a la Inmaculada Con- 


cepción, con motivo del Afio Santo Mariano, bajo diferentes advocaciones 
españolas de la Virgen. 


Decreto del 25 de julio de 1954 (9), del Ministerio de Justicia, conce- 
diendo diferentes indultos a la población penal con ocasión de conmemo- 


(4) "Boletín Oficial de! Estado" de 7 de junio de 1954. 

(5) “Boletín Oficial del Estado” de 29 de junio de 1954. 

(6) "Boletín Oficial del EstadO" de 97 de enero de 1954. 

(7) “Boletín Oficial del Estado” de 17 de julio de 1954. : 
(8) "Boletín Oficial del Estado" de 15 de julio de 1954. ! 
(9) "Boletín Oficial del Estado” de 25 de julio de 1954. 
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‘rarse en el presente año el centenario de la definición del Dogma de la 
Inmaculada Concepción y celebrarse el Año Jubilar Compostelano; hacien- . si 
do así compatibles los principios de perdón y misericordia cristiana que 
inspiran al Estado español, con aquellos límites exigidos por la seguridad 
y la defensa social. 

Es un testimonio sencillo, pero sincero, de la fe de nuestro Gobierno. 


DISPOSICIONES DE CARÁCTER PARTICULAR. 


Abundan, en cambio, las disposiciones de carácter particular referentes 
a la conservación de edificios religiosos declarados monumentos artísticos; 
creación de Escuelas parroquiales y provisión de beneficios de acuerdo con 
el Concordato vigente. Mas por el carácter local de las mismas no las re- 
cogemos en esta reseña. 


Luts SANCHEZ-DE TEMBLEQUE 


Fiscal en el Provisorato de Madrid 


LA NUEVA LEY SOBRE ARBITRAJES 
Y SU REPERCUSION CANONICA 


E Peto DARDA LEY 


Conviene destacar entre la veintena de leyes que fueron firmadas el 
22 de diciembre de 1953, y por el interés que tiene para el canonista, una 
por la que se regulan los arbitrajes de Derecho privado. Prescindiendo, de 
momento, por su extensión, del preambulo de la Ley, pero al que luego alu- 
dimos por razón de su interés, se presenta a continuación íntegramente la 
parte dispositiva de dicha Ley, cuyo tenor es el siguiente: 


LEY de 22 de diciembre de 1953 por la que se regulan los arbitrajes 
de Derecho privado (1). 


Artículo primero. La presente Ley regula los arbitrajes de Dere- 
cho privado en sustitución de las normas que a los mismos dedican el 
Código Civil, el Código de Comercio, la Ley de Enjuiciamiento Civil v 
disposieiones de igual naturaleza, tanto sobre arbitraje como sobre 
amigable composición. 

Los arbitrajes ordenados en prescripciones de Derecho publico, sean 
internacionales, corporativos, sindicales o de cualquiera otra índole, 
continuarán sometidos a las disposiciones por que se rigen. 

Artículo segundo. A los efectos de la presente ley, se entiende por 
arbitraje la institución por la que una o más personas dan solución a 
un conflicto planteado por otras que se comprometen previamente a 
aceptar su decisión. 

No se considerará arbitraje !a intervención del tercero que no se 
haga para resolver un conflicto pendiente, sino para completar o in- 
tegrar una relación jurídica aun no definida totalmente. 

En este caso, los efectos jurídicos de la intervención del tercero c 
continuarán sometidos al régimen particular que hoy en cada su- î 
puesto se establece. 

Articulo tercero. El arbitraje, para ser eficaz, necesitarà ajustar- 
se a las prescripciones de esta Ley. 

Ello no obstante, cuando, en cualquier otra forma, dos o más per- RE 


sonas hubieren pactado la intervención dirimente de un tercero y uM A 
hubieren aceptado expresa o tácitamente su decisión después de emi- es, 
tida, el acuerdo será válido y obligatorio para las partes si en él con- ) i 


curren los requisitos generales para la eficacia de un convenio. 
(4) “Boletin Oficial del Estado”, n. 358, 24 diciembre 1953, pp. 7587-7591. 
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Artículo cuarto. En lo sucesivo no existirá más que un tipo de 
arbitraje de Derecho privado, ya deban fallar los árbitros con arreglo 
a derecho, ya solamente con sujeción a su saber y entender. 

En la escritura de compromiso las partes podrán optar por una 
u otra de estas soluciones, del modo que se establece en esta Ley: 
pero la opción producirá sólo las diferencias especiales que en ella se 
admiten expresamente. 

Se entenderá que las partes optan por un arbitraje de derecho 
cuando nada dijeren en contrario. 

Artículo quinto. El arbitraje se establecerá siempre por contra- 
to y en forma de escritura pública, salvo que se instituya por dispo- 
sición testamentaria para solucionar extrajudicialmente las diferen- 
cias que puedan surgir entre herederos no forzosos por cuestiones 
relativas a la distribución de la herencia. 

Artículo sexto. Las partes podrán preparar el arbitraje, compro- 
metiéndose previamente, bien en un pacto principal, bien en una es- 
tipulación accesoria, a instituirlo en su día. 

Artículo séptimo. El contrato preliminar de arbitraje no estará 
sujeto a los requisitos de capacidad, objeto y forma que para el com- 
promiso se establecen especialmente por la Ley. sino a los generales 
que, acerca de estas materias, rigen en el Derecho privado de la con- 
tratación. 

Artículo octavo. El contrato preliminar de arbitraje no necesita- 
rá contener ni la designación de los terceros que hayan de figurar 
como árbitros ni la del tema controvertido que se someterá a su 
decisión. 

Sin embargo, será preciso, en todo caso, una fijación, por lo me- 
nos de principio, de la relación jurídica singular a que ha de referirse 
el arbitraje, sin que sea válida la renuncia general a la acción judi- 
cial en relación con todos los derechos de una persona. 

En el caso de que el contrato preliminar de arbitraje contenga 
alguna indieación sobre designación de los árbitros y determinación 
de la controversia, tal indicación habrá de acoraodarse a las normas 
establecidas para el compromiso por esta Ley. 

Artículo noveno. Los otorgantes de un contrato preliminar de 
arbitraje quedarán obligados a la realización de cuantos actos sean 
necesarios para que el arbitraje pueda tener efecto y, en particular, 
a la designación de los árbitros y a la determinación del tema con- 
trovertido. 

Caso de que alguna de las partes se negare a verificarlo o lo hi- 
ciere de modo que resultara inaceptable, la otra parte podrá dirigirse 
al Juez pidiendo la formalización judieial del compromiso. 

Artículo diez. La formalización judicial del compromiso se lle- 
vará a cabo del siguiente modo: ; 

Primero. Será Juez competente para intervenir en ella el de Pri- 
mera Instancia del lugar donde el compromiso hubiere de ser con- 
iraído, y en su defecto, el del domicilio de alguno de los que se nie- 
guen a cumplirlo. 
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Segundo. La parte a quien interese la formalizaeión del compro- 
miso se dirigirá por escrito al Juez, valiéndose de Procurador y Le- 
trado, justificando notarialmente la negativa del contrario o contra- 
rios e indicando el nombre del árbitro o árbitros que proponga y los 
demás elementos que, segün el artículo diecinueve, debe o puede 
contener la escritura de compromiso. 

Tercero. El Juez emplazará, en la forma ordinaria, a la persona 
O personas contra quienes se dirija la reclamación, dándoles un plazo 
de quince días para que comparezcan y se opongan por escrito, si 
quieren, a la petición que se deduce, valiéndose igualmente de Pro- 
curador y Letrado. 

Cuarto. Evacuado el trámite anterior, el Juez resolverá por me- Lu ond 
dio de auto si aecede o no a la formalización. 

Si entiende haber lugar a la formalización del compromiso, hará 
las declaraciones que sean necesarias; entre ellas, el nombramiento 
de los árbitros y la fijación de las cuestiones que se han de resolver. 

Quinto. Contra la resolución del Juez no se dará recurso alguno, 
pero su criterio no prejuzgará definitivamente la validez del contrato 
preliminar. 

Cuando el Juez no acceda a la formalización del compromiso, la 
petición podrá ser reproducida en juicio ordinario. Si accediese a ella, f 
sólo podrá atacarse la validez del contrato preliminar mediante los AS 
recursos establecidos para la impugnación del laudo. i 

Las costas de la formalización judicial del compromiso serán a 
cargo de la parte cuya pretensión u oposición resulte desestimada, sin à RA 


perjuieio de su reeuperación ulterior, si a ella hubiere lugar. i PEO 
Artículo once. Si el compromiso no se hubiere voluntariamente ec 
formalizado o no se hubiere hecho uso del derecho que reconocen los se 


artículos noveno y décimo, el contrato preliminar de arbitraje que- QU. 
dará sin efecto, Pero formalizado el contrato o pendiente de forma- A 
lización judicial, el compromiso surtirá todos los efectos que le están 
atribuídos por esta Ley. 

Artículo doce. Mediante el contrato de compromiso, dos o más 
personas estipulan que una cierta controversia, específicamente de- 
terminada, existente entre ellos, sea resuelta por tercero o terceros, 
a los que voluntariamente designan y a cuya decisión expresamente 
se someten. 

Articulo trece. La capacidad para comprometer será la que se 
exige para enajenar, teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes a 
que afecte el compromiso. 

La ignorancia o el error acerca de la falsedad de algún documento 
fundamental para el derecho de la parte invalidará el consentimien- 
to, a no ser que por el compromiso alguna de ellas se haya apartado 
de un pleito comenzado. 

Pero los documentos no tenidos en cuenta al tiempo de otorgar el 
compromiso y que aparezcan o se recobren después no lo anularán, | 
salvo que ello se deba a la mala fe de alguno de los contratantes. 
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Artículo catorce. Podrán ser objeto de un compromiso todas aque- 
llas materias de Derecho privado sobre las que las partes puedan dis- 
poner válidamente. 

En el caso de que una materia disponible aparezca indisoluble- 
mente unida a otra que no lo sea, no podrá comprometerse sobre 
ninguna de las dos. 

Artículo quince. La validez del compromiso exige la existencia de 
una controversia pendiente entre las partes. 

Si la controversia no existe, bien por no haber nacido, bien por 
haber quedado extinguida mediante sentencia judicial u otro acto ju- 
rídico, el compromiso será nulo. 

No se considerará extinguida la controversia cuando contra la sen- 
tencia que la dirime quepa aün proponer recurso ordinario o extra- 
ordinario, excepto el de revisión. 


Articulo dieciséis. El compromiso habrá de formalizarse en es- 
eritura publica. 

Si se hubiera extendido en documento privado, las partes podrán 
compelerse recíprocamente a la formalización judieial de que trata el 
articulo diez de la presente Ley. 

Artículo diecisiete. La escritura pública de compromiso habrá de 
contener: 

Primero. Los nombres, profesión y domicilio de los que la. otor- 
guen. 

Segundo. Los nombres, profesión y domicilio de los árbitros. 

Tercero. La controversia que se somete al fallo arbitral, eon ex- 
presión de sus circunstancias. 

Cuarto. El plazo o término en que los árbitros hayan de pronun- 
ciar laudo. 

Quinto. El lugar en que habrá de desarrollarse el arbitraje. 

Las partes podrán facultativamente estipular en el compromiso 
que los árbitros habrán de fallar, no con sujeción a derecho, sino con 
arreglo a su saber y entender, y que habrán de pagarse las multas que 
se fijen en la escritura, como cláusula penal, por el incumplimiento 
del convenio, en sustitueión o eon independencia del derecho a pedir 
Su ejecución. 

También podrán las partes incluir en el compromiso el pacto de 
que los árbitros podrán condenar en costas a alguna de ellas. 

Artículo dieciocho. El otorgamiento del compromiso obliga a las 


partes a estar y pasar por lo estipulado, de acuerdo con las reglas 
generales de la contratación. 1 


Artículo diecinueve. El otorgamiento del compromiso impedirá a 
los jueces y tribunales conocer de la controversia sometida al fallo 
arbitral, siempre que la parte a quien interese invoque el compro- 
miso mediante la correspondiente excepción, que tendrá carácter pre- 
vio en aquellos procedimientos que admitan defensas de esta clase.. 

Artículo veinte, El nombramiento de árbitros habrá de recaer en 
Letrados que ejerzan la profesión. 
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No obstante, si las partes estipulan que los árbitros puedan fallar, 
no con arreglo a derecho, sino a su saber y entender, podrán designar 
a quienes prefieran con tal de que sean personas naturales, que estén 
en ei pleno ejercieio de sus derechos civiles y que Sepan leer y escribir. 

Artículo veintiuno. Los árbitros serán siempre en número de uno, 
tres o cinco. 

Artículo veintidós. Los árbitros habrán de ser designados, en todo 
caso, de común acuerdo. 

No será válido el pacto de deferir a una de las partes, o a un ter- 
cero, la facultad de hacer el nombramiento de ninguno de ellos. 

Artículo veintitrés. No podrán ser nombrados árbitros quienes ten- 
gan con las partes o con la controversia que se les somete alguna de 
las relaciones que establecen la posibilidad de abstención y recusa- 
ción de un Juez. 

Esto no obstante, si las partes, conociendo dicha circunstancia, la 
dispensan expresamente, el laudo no podrá ser impugnado por tal 
motivo. 

Artículo veinticuatro. Otorgada la escritura, el Notario autorizan- 
te, u otro que dé fe del acto, la presentará a los árbitros para su 
aceptación. 

De la aceptación o de la negativa, en su caso, se extenderá dili- 
gencia, que firmarán los árbitros y el Notario. 

Artículo veinticinco. La aceptación de los árbitros dará derecho 
a cada una de las partes para compelerlos a que cumplan con su en- 
cargo, bajo la pena de responder de los daños y perjuicios. 

Los árbitros tendrán derecho a exigir retribución de las partes en 
los casos establecidos por el Código Civil para el contrato de mandato. 

Artículo veintiséis. El procedimiento arbitral se ajustará a lo que 
se establece en los artículos siguientes y en ningún caso podrá ser 
modificado por convenio entre las partes. 

Artículo veintisiete. Si los compromitentes han optado por un 
arbitraje de derecho, su tramitación se verificará de acuerdo con las 
siguientes normas: 

Primera. Los árbitros señalarán a las partes un plazo, que no po- 
drá exceder de la cuarta parte del fijado en la escritura, para formular 
por escrito sus pretensiones, presentar los documentos en que las 
apoyen y proponer, también por escrito, cualquier otro medio de prue- 
ba, acompañando tantas copias cuantas sean las partes interesadas. 

Segunda. Las copias de los escritos presentados por cada una de 
las partes se comunicarán a las otras, concediéndoles un nuevo plazo, 
que mo podrá exceder de la cuarta parte del total fijado en la escritura 
para contestar a las alegaciones adversarias y presentar loe documen- 
tos y proponer las pruebas que sean necesarias en vista de aquéllas. 

Tercera. A continuación, los árbitros recibirán el procedimiento 
a prueba si estimaren que es precisa para demostrar hechos de di- 
recta y conocida influencia en la resolución del conflicto planteado. 

El plazo de prueba no podrá exceder de la cuarta parte del tota. 
señalado en la escritura. 
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Cuarta. Podrán practicarse en el arbitraje cualquier clase de prue- 
bas, incluso por inieiativa de los árbitros, sujetándose, en cuanto a su 
celebración, a las normas generales de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Para las pruebas que los árbitros no puedan practicar por sí mis- 
mos, impetrarán el auxilio del Juez de Primera Instancia del lugar 
donde se desarrolle el arbitraje, quien adoptará a este efecto las me- 
didas que estime oportunas. 

Quinta. Practicadas las pruebas, los árbitros oirán personalmente 
a las partes o a los Letrados que las defiendan. 

Sexta. Finalmente, los árbitros dictarán su laudo ante Notario, 
con arreglo a derecho, sobre cada uno de los punios sometidos a su 
decisión, dentro del tiempo que reste por correr del señalado en e! 
compromiso. 

La decisión se tomará por mayoría de votos. Si no resultare ma- 
yoría a favor de ninguna decisión, se entenderá que queda sin efecto 
el compromiso. 

Artículo veintiocho. Contra el fallo que dicten los árbitros en un 
arbitraje de derecho procederá sólo el recurso de casación, por in- 
fracción de la Ley o quebrantamiento de forma, ante la Sala primera 
del Tribunal Supremo. 

Artículo veintinueve. El procedimiento, en caso de equidad, no 
Lendrá que someterse a formas legales ni que ajustarse a derecho en 
cuanto al fondo. 

Los árbitros deberán, no obstante, dar a las partes oportunidad ade- 
cuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias, 
dirimiendo después el conflicto segün su saber y entender. 

El laudo habrá de dictarse por escrito ante Notario y por mayoría 
de votos. 

Artículo treinta. Contra el fallo que dicten los árbitros en un ar- 
bitraje de equidad, sólo eabrá recurso de nulidad ante la Sala primera 
del Tribunal Supremo, por los motivos y segün el procedimiento que 
se establece en el artículo mil seiscientos noventa y uno, numero tres, 
y en los artículos mil setecientos setenta y cuatro a mil setecientos 
ochenta de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Artículo treinta y uno. Firme el laudo arbitral, podrá obtenerse 
la ejecución del acuerdo, en su caso, ante el Juez de Primera Instancia 
del lugar donde se ha seguido el arbitraje. 

Esta ejecución se llevará a efecto del modo que la Ley procesal es- 
tablece para la de sentencias. 

Podrá también concederse, a instancia de parte, ejecución provisio- 
nal del laudo pendiente de casación o de nulidad, si el que la pidiera 
da fianza bastante, a juicio del juez, para responder de las costas y 
de los perjuicios que se pudieran ocasionar. 

Disposiciones transitorias: 

Primera. Las cláusulas compromisorias válidamente estipuladas 
en la fecha de la promulgación de esta Ley se regirán, en cuanto a su 
eficacia, por las disposiciones que en el nuevo texto se contienen. 
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Segunda. Los arbitrajes o amigables composiciones otorgadas ya 
formalmente, mediante la firma de la correspondiente escritura pú- 
blica, estén o no en vías de tramitación, se someterán al régimen 
jurídico de las disposiciones de la legislación anterior que la presen- 
te deroga. 

Esta prescripción comprende igualmente a los recursos que, según 
la legislación que se deroga, cabe propone contra el laudo de los ár- 
bitros o amigables componedores. 

Disposición derogatoria. Quedan derogadas cuantas disposiciones 
regulen los arbitrajes privados y sustituído íntegramente su texto por 
las prescripciones de la nueva Ley. 

Dada en el Palacio de El Pardo, a veintidós de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres.—FRANCISCO FRANCO.” 


IT. LEY CANONIZADA 


El texto de esta Ley, por la que se regulan los arbitrajes de Derecho 
privado, tiene formales reflejos en el ordenamiento canónico. 

Se deriva esta importancia del hecho de que esta Ley civil sea canoni- 
zada según expresamente se ordena en los cánones 1.930 y 1.926 del Có- 
digo de Derecho Canónico, en que para el compromiso arbitral, como para 
la transacción, “se observarán—dice—-las normas establecidas en las leyes 
civiles del lugar..., si no son opuestas al derecho divino o eclesiástico y sin 
perjuicio de lo que se dispone en los cánones que siguen” (2). 

Esta institución, olvidada, quizás, con demasiada frecuencia, adquiere 
un especial relieve, gradualmente acrecentado a medida que un país deter- 
minado va suavizando las relaciones intersociales y alejando, en lo posible. 
la intervención de los tribunales. Precisamente en los países de más densa 
cohesión social, añadimos con el legislador de la nueva Ley, sin perjuicio 


de su refinado espíritu jurídico, el arbitraje alcanza dimensiones cada vez 


de mayor amplitud. 

Los distintos sistemas de conciliación para resolver cualquier clase de 
conflictos antes de introducirse en el ámbito coactivo de la justicia son em- 
pleados por todas las legislaciones (3) y representan un índice y un “desi- 


(2) Texto español tomado de la traducción del Código bilingúe publicado por la B. AOS 

(2) Son muchos los años que han valorado con una contextura de reflejos romanos y canó- 
nicos esta institución arbitral, y no se puede Omitir que las legislaciones modernas han bebido 
en esas fuentes. Con escasa diferencia cronológica, la legislación preconstantiniana, así como 
la del mismo Constantino, y después la de Honorio y Arcadio, dieron al arbitraje una tónica 
romana y fueron conduciéndolo sucesivamente hasta darle un entronque canónico, en el sen- 
tido de que la solución de muchas causas civiles se ligaran al tribunal de los Obispos; ocurre 
pensar si esto sería una proyección de las palabras que San Pablo decía a los de Corinto, cuando 
les reprimía con frase dura el escándalo de andar en pleitos entre sí y llevar sus causas à los 
tribunales ordinarios, en vez de resolverlas amigablemente entre los muros cristianos (I Cor., 
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deratum" de hümanización en los conflictos, que si es difícil conseguir, no 
debe ser inaccesible intentar. No haría falta, por tanto, insistir en que es la 
primera la legislación canónica la que lo intenta y la que, muy de acuerdo 
con el perfil materno de la Iglesia, la propone, de una u otra forma, como 
primer remedio en la mesa del tribunal. 


iL RELIEVE DE LA LEX 


Los dos defectos principales de la regulación arbitral española: el pro- 
blema de coordinación de normas y la falta de una proclamación explícita 
de la eficacia de estas convenciones, reflejo, en parte, de la diversidad de 
regulaciones (4), son atacados seriamente en la nueva Ley, que, como se 
dice también en el preámbulo, pretende estar configurada sobre un doble 
patrón: la sencillez y la eficacia. El primer criterio se obtiene por la unifi- 
cación de textos en esta sola Ley y por la fusión en un solo tipo de los dos 
modos de arbitraje: arbitraje estricto y amigable composición, donde las 
diferencias son relativamente muy escasas. La eficacia—segundo criterio— 
se consigue no sólo dando vigor a “supuestos íntimamente ligados con el 
arbitraje, desprovistos hasta ahora de amparo en el derecho positivo, como 
la cláusula compromisoria, sino que, sobre todo, con respecto a la eficacia 
positiva del pacto de compromiso...,.se decide por una posibilidad de eje- 
cución específica mediante la que llama formalización judicial del compro- 
miso, que, como su nombre indica, consiste en la intervención del Juez para 
obligar a la parte que se niegue a cumplir con su convenio primitivo a estar 
y pasar por el mismo o, en su defecto, por las declaraciones que el Juez 
emita en sw lugar. Nada de esto se encuentra en el derecho que esta Ley 
deroga". 

A veces se han intentado reformas del arbitraje, para dar mayor rapi- 
dez en la solución de esos conflictos, al mismo tiempo que se conservaban 
en favor de las partes las mismas garantías que pudieran tener en primera 
instancia, y también se aportaba una no escasa economía para aquéllas. Tal 
vez a esos movimientos particulares deba su origen esta Ley, que, real- 
mente, da impresión de conseguir esos y otros objetivos que se proponen. 


VI, 1-6). Este mismo sentido se fué escalonando luego a través de Concilios y hasta penetró en 
el Corpus Iuris Canonici por el Decretum y por el Liber Sextus. Por esto no es aventurado pen- 
sar en la procedencia romano-canónica de las disposiciones civiles actuales arbitrales. 


(4) Código Civil, arts. 1820 y 1821, y Ley de Enjuiciamiento Civil, arts. 79 Se 
parte, en el Cédigo de Comercio. , 0 y 839; y, en 
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A estos mismos sentimientos se han unido opiniones de civilistas y ca- 
nonistas, a través de las cuales no podría dudarse de la seria importancia 
que llega a tener esta Ley. A este respecto, no parece fuera de propósito 
indicar lo que algün insigne canonista ha manifestado en forma privada, 
y que podria concretarse en estos dos puntos: a) reconocimiento del ahorro 
de tiempo y de dinero que un buen arreglo puede suponer para las partes. 
Sin embargo, b) existen dos graves dificultades, de que las partes se pon- 
gan de acuerdo en especial en lo relativo a la designación de árbitro, v, 
también, que acaso no todos los abogados están preparados para desempe- 
fiar el oficio de árbitros. Estos inconvenientes, sin embargo, no deberían 
ser obstáculos, v podrán ser superados, el primero, convenciéndose las par- 
tes de la notoria facilidad y economia que les supone el arbitraje frente al 
estricto cauce judicial, v el segundo, con la capacitación de los abogados, 
cuyo interés profesional sería ya no pequeño estímulo para su debida com- 
petencia. 

Estas ventajas del arbitraje, pero al mismo tiempo la voluntariedad 
con que las partes pueden libremente elegirlo o rechazarlo, dejan, sin duda, 
un suficiente marco de discrecionalidad, en el que el compromiso arbitral, 
lleno de nueva vida, resulta ser espléndido ofrecimiento para la solución 
pacífica de los conflictos. 


IV. PROCEDIMIENTO ADOPTADO 


Más que analizar detenidamente la nueva Ley, que está suficientemente 
desmenuzada a través de sus treinta y un articulos, será más conveniente 
y menos enojoso sintetizarla en tres o cuatro partes principales que compo- 
nen la configuración de la misma. 

Esos treinta y un artículos, en su aspecto exterior, a los que se afiaden 
unas breves disposiciones transitorias y otra más breve derogatoria, así 


como también un largo preámbulo, tan extenso como la misma Ley, pero | 


tan conciso y claro como extenso, vienen a equivaler a los artículos que 
a esta materia dedicaban las fuentes legales derogadas con la entrada en vigor 
de la nueva Ley. Se observa—aunque en esta ligera síntesis siguiente apa- 
rezca casi lo contrario—una detenida regulación de los preliminares del 
compromiso arbitral, pero luego fluye fácil y rápido el verdadero proce- 
dimiento del compromiso. 

Las partes que podrían distinguirse son las siguientes : 


1) Configuración de la cláusula compromisoria (arts. 6-11). 
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2) Compromiso arbitral (arts. 12-19). 
ge 3) Dación y recepción del árbitro (arts. 20-26). 
4) Procedimiento arbitral (arts. 26-30). 


Cláusula compromisoria.—Es la más importante novedad de la Ley. 
Se trata, como es sabido, de un contrato preliminar de arbitraje, dis- 
tinto y más sencillo que el compromiso, con eficacia "positiva y específica" 
i | (dice el preambulo), que consiste en poder obtener del Juez las consecuen- 
E cias del contrato, aunque alguna parte se niegue a formalizarlo. Esta inter- 
E vención judicial, hasta hoy desprovista de verdadera fuerza ejecutiva en 
} caso de incumplimiento, viene a ser el punto culminante de dicha novedad. 
wi Intervención judicial reducida, sin embargo, al minimo con una simple 
resolución por medio de auto, precedida de una petición de la parte con 
d posible oposición de la contraria. Para darse cuenta del contenido de esta 
cláusula compromisaria será suficiente la lectura del artículo octavo de 

la Ley: 


“El contrato preliminar de arbitraje no necesitará contener ni la 

do designación de los terceros que hayan de figurar como árbitros ni la 

HY A | del tema controvertido que se someterá a su decisión. Sin embargo, 

EY será preeiso, en todo caso, una fijación, por lo menos de principio, de 
la relación jurídica singular a que ha de referirse el arbitraje.” 
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Compromiso.—Este ulterior contrato contiene: la determinación espe- 
cífica de la controversia, designación de árbitros y protesta de someterse 
a su decisión (art. 12), Se exige para comprometer la misma capacidad 
que para enajenar. Objeto del contrato lo constituyen las materias de De- 
recho privado disponibles válidamente (luego puntualizaremos en lo canó- 
d | nico). La formalización se hace en escritura pública, con expresión de 
nombre, profesión y domicilio de los otorgantes y árbitros, controversia, y 
plazo del laudo y lugar del arbitraje. Además del derecho a pedir la eje- 
cución, podrán estipularse multas. 


Dación y recepción del árbitro.—Han de ser Remade: en ejercicio los 
| árbitros (a no ser en arbitrajes de pura equidad), elegidos siempre por las 
| partes, y tendrán derecho a exigir retribución de las partes en los casos 
establecidos por el Que Civil para el contrato de mandato (5). 


1 


© 


d (5) Art. 1711 del Código Civil: *A falta de pacto en contrario, el mand 

f ; ato se supone gra- 
| tuito. Esto no obstante, si el mandatar!o tiene por ocupación el desempefio de Poe ou de Ta 
| especie a que se refiera el mandato, se presume la obligación de retribuirlo.” 


, 
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Procedimiento.—Se conserva en sus líneas generales el procedimiento 
anterior, suprimiendo, sin embargo, dos elementos significativos: la inter- 
vención dirimente del Juez de Primera Instancia y el recurso de apelación 
con relación al laudo arbitral en arbitraje “de derecho”. Lo primero. por 
estar en desacuerdo con la voluntad de las partes y con la misma naturaleza 
intrínseca del arbitraje. Lo segundo, por considerarse configurado el arbi- 
traje como cosa individua e independiente de los trámites ordinarios judi- 
ciales. Sólo se admite el recurso de casación ante la Sala primera del Tri- 
bunal Supremo (6). En el arbitraje de equidad es más simple el procedi- 
miento y sólo cabe un recurso de nulidad ante la misma Sala. 

Consta de los siguientes términos: 

Plazo para presentar a los árbitros las pretensiones de las partes y sus 
documentos y pruebas. 

Plazo para intercambio de lo anterior entre las partes y proposición de 
alegaciones adversarias, documentos y pruebas, 

Plazo de prueba: cualquier clase de pruebas, sujetándose a las normas 
generales de la Ley de Enjuiciomiento Civil, presentando los hechos que 
interesen, siempre que se estimen como prueba necesaria. 

Audición de las partes o sus Letrados que las defiendan; y 

Dictado del laudo ante Notario y por mayoría de votos; de lo con- 
trario, quedaría sin efecto el compromiso por parte de los árbitros. 


V. REPERCUSIONES CANÓNICAS 


Las modificaciones más significativas en el arbitraje canónico están 
reflejadas en la nueva Ley y quedan ya enunciadas anteriormente, por lo 
que no vamos a repetirlas. Todas ellas le afectan por completo y el cano- 
nista deberá señalar la postura arbitral, en esos puntos, con la misma es- 


(6) Làs disposiciones del Código italiano y las del francés relativas a los remedios contra 
la sentencia arbitral pueden servirnos de contraste para apreciar la sobriedad del Cód:go espa- 
fiol. Puede apreciarse también a través de esta nota, y aun a través de otras características 
más acusadas, que afiadiriamos si fuera esto lugar apropiado, la marcada huella de estricta for- 
ma judicial en el arbitraje italiano y fräncés. Se admite en el italiano la apelación, que es, en 
lo canónico, del laudo arbitral al tribunal diocesano. Contra las sentencias de árbitro pronun- 
nunciadas en apelación se admite recurso de casación. Hay también impugnación por nulidad, 
correspondiendo en lo canónico a la “quaerella nullitatis"; demanda de revocación, algo- así 
como la “restitutio in integrum". Y todavía hay una posibie reclamación, cuya naturaleza es 
muy discutida (cfr. C. CORONATA: Institutiones Iuris Canonici, ITI (Taurini, 1933], ip. 372, nota 5), 
contra el Crdinario del lugar al juez superior, sí depositada la sentencia arbitral en el tribu- 
nal ordinario diocesano se negare el Ordinario a dar el decreto de ejecución (Codice di Proce- 
dura Civile, tit. prelim., c. II; y Codice Civile, tit. XII, arts. 1764-1777). Los remedios que pro- 
pone el procedimiento francés contra esta sentencia son: apelación (contraria a la nueva Ley 
espafiola y al Derecho canónico); una especie de "restitutio in integrum”, lo mismo que el 
Código italiano, denominada “requéte civile"; oposición a la orden de ejecución y demanda 
de nulidad. No se admite casación ni ningün otro remedio (Code de procedure civile, part. II, 


1. III, arts. 1.00,3-1.028). 
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tructura que el civilista, ya que en nada parecen oponerse al derecho divinc 
ni eclesiástico, ni a lo que disponen los cánones (cáns. 1.930 y 1.926). Con- 
vendrá fijarse en esa modalidad nueva de la cláusula compromisoria y la 
forma de hacerse eficaz, ya que esto puede evitar en lo canónico los mis- 
mos inconvenientes que en lo civil. Igual postura habrá de mantenerse en 
las otras variantes; por ejemplo, en lo relativo a la apelación (ya no exis- 
tente), cuya imposibilidad puede hacer más deliberada y, desde luego, más 
definitiva la sentencia a que se incline el tribunal arbitral. Desde los pro- 
blemas más serios hasta los más sencillos (división de una cosa en la copro- 
piedad, cuestiones de precedencia, elección de un Superior religioso, etc.) 
pueden pasar por este sencillo tamiz del arbitraje (y más deseable sería aün 
de la amigable composición), y con ello se habrá hecho un estimable servicio 
a la causa de la caridad, e incluso a la causa de la justicia. 

Hay, sin embargo, algunos puntos que, aun siguiendo en general ei 
mismo régimen anterior a la nueva Ley. merecen ser traidos aquí por sec 
específicamente canónicos, que destacan su importancia al ser proyectados 
sobre la Ley civil, y que podrían ser agrupados en estos cuatro o cinco 
apartados: árbitros, tribunal arbitral, tribunal eclesiástico competente, ma- 
teria del arbitraje y remedios contra el laudo. 


Cualidades de los árbitros.—Sólo en contados casos se sigue el criterio 
anterior al Código Canónico de fijarse, más que en la ciencia, prudencia, 
moralidad del sujeto que iba a ser árbitro, en otros motivos, alusivos prin- 
cipalmente a la libertad del sujeto (7). Hoy día, acaso en la misma pericia 
exigida al árbitro y en la capacidad legal aludida en el articulado (arts. 20-23) 
se sobreentienden, sin duda, esas otras cualidades fundamentales. 

Continüa exigiéndose en la nueva Ley, lo mismo que en el ordena- 
miento anterior, que los árbitros sean Letrados (art. 20). Sin embargo, no 
parece que se requiera esta cualidad en lo canónico, pues ni siquiera en el 
Juez diocesano se requiere, sino que bastará que sea graduado o meramente 
perito en doctrina canónica (can. 1.573, § 4). 

Respecto del nümero de árbitros, que nunca fué fijado por el Derecho 
canónico, lo mismo que tampoco por el romano, exige la Ley, al igual que 
el ordenamiento anterior, que sean precisamente uno, tres o cinco (art. 21). 

No serán seglares en las causas eclesiásticas, entendiendo por eclesiás- 
ticas las espirituales, no las meramente temporales, v. gr., sobre bienes 
patrimoniales de un clérigo. Así se ha solido interpretar el canon I.931, y 


(7) Por lo cual se excluían del oficio de árbitro los esclavos, lo i j 

1 i , los que estuvieran bajo tutela, 
m ee o con otros defectos físicos, los menores de veinte años, los religiosos tab muje- 
res, etc. 
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esta interpretación parece hoy también válida, Con mayor razón se seguirán 
las demás excepciones del mismo canon de las que nunca se ha planteado 
duda alguna : los excomulgados e infames, después de sentencia declaratoria 
o condenatoria, así como los religiosos, sin permiso del Superior. 

Aparece descartada también, finalmente, de la Ley, lo mismo que en 
la legislación anterior, la antigua distinción entre árbitros necesarios y ár- 
bitros libremente escogidos por las partes (8). A esta norma, que en el 
Código Canónico se trasluce con no escasa claridad al silenciar por com- 
pleto la institución de árbitros necesarios y al resolver de otras formas los 
casos determinados por el derecho anterior eclesiástico para árbitros im- 
puestos por la ley, se anade en la nueva Ley una ulterior simplificación, 
consistente en unificar todo lo concerniente a árbitros y arbitradores, de- 
jando, sin embargo, una suficiente diferenciación de unos y otros en ciertas 
modalidades de relativamente escasa importancia. 


Tribunal arbitral.—La forma de constituir este tribunal queda modi- 
ficada ünicamente en un sentido accesorio, en cuanto ya no se necesitan 
para la validez las estipulaciones de multas pecuniarias con que podían ser 
gravadas las partes en caso de incumplimiento, aunque libremente éstas pue- 
den convenir en ello (art. 17; véase art. 792, 5.° y 6.°, de la Ley de En- 
juiciamiento Civil). 

Conforme a esa cierta nivelación que se da entre arbitraje y procedi- 
miento judicial—y este criterio no es cosa nueva—aquellos que en el or- 
denamiento procesal eclesiástico tienen reservado un tribunal superior (Car- 
denales, Legados, etc.; can. 1.557) no pueden someterse a un tribunal de 
árbitros sin la autorización oportuna, pues no pueden renunciar libremente 
a ese privilegio concedido a su dignidad. Lo mismo se dirá de las causas 
reservadas, por razón de la materia, a los Tribunales Apostólicos, En esto 
ültimo se requiere la competente autorización para el arbitraje estricto y 
para la amigable composición, pues así lo exige (9) no sólo la absoluta in- 
competencia de los tribunales inferiores y árbitros, sino también el no refe- 
rirse a materias de orden privado, sino püblico. En cambio, cuando se trata 
de tribunal reservado por razón de la persona, se comprende que en asun- 
tos privados suyos puedan someterse libremente al laudo de amigables com- 


ponedores. 


(8) Tres diferencias principales, como es sabido, ¡perfilaban los limites de unos y otros. 
Los árbitros necesarios: a) podían ser forzados a admitir este papel, no los voluntariamente 
escogidos por las partes; b) tenían jurisdicción y podian coartar a las partes bajo determi- 
nadas penas, no así los otros; y c) de sus sentencias se podía apelar, no de las de los otros. 
Apenas, ¡por tanto, los árbitros necesarios se distinguian de los jueces. : 

(9) Así se observa en el comentario al can. 1.430 del Código Canónico de la B. A. C. 
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Tribunal eclesiástico competente.—No debe extrañar esta palabra, 
aunque desentone un tanto en la atmósfera pacífica del arbitraje; más bien 
debe considerarse como una posible puerta de seguridad en el caso en que 
el arbitraje amenazara desviarse de su marcha ordinaria. El tribunal ecle- 
siástico competente para urgir los incumplimientos que se realizasen du- 
rante el arbitraje será el que fuere competente por razón del negocio o de 
las personas sometidas al juicio arbitral. Ese mismo tribunal eclesiástico 
ordinario (10) resolverá los puntos en que los árbitros no estén de acuerdo 

Habriamos de decir, en general, que en el foro canónico habrían de 
sustituirse los diversos tribunales y competencias que aparecen en la Ley, 
según la siguiente correspondencia : | 


Juez de Primera Instancia. — Tribunal Ordinario Eclesiástico, 
Audiencia. — Tribunal de apelación. 
Tribunal Supremo. — Rota Española. 


Materia del arbitraje.—En términos generales, toda causa grave o que 
interese al bien püblico o al estado de las personas, quedan excluidas del 
compromiso arbitral. Excluia el derecho anterior al Código Canónico las 
causas criminales, matrimoniales, de libertad, las cuestiones consideradas 
como "res iudicatae" y las que podian traer perjuicio a la Iglesia. 

Más.en concreto, a dos o tres sencillas normas puede reducirse el am- 
bito actual sobre el que puede girar el arbitraje: 


a) Se insiste, ante todo, desde las primeras lineas de la Ley (art. 1), 
en que el campo sobre el que actúan las disposiciones de la misma se limita 
ünicamente a arbitrajes de Derecho privado. En el Código Canónico se 
establece esta misma postura al decir que la causa de árbitros no afecte al 
orden püblico de la Iglesia, sino al privado de los fieles (can. 1.925, 8 1), 
pues aquél no puede estar a disposición de los individuos. 


b) Se requiere, asimismo, que se trate de una cuestión verdadera- 
mente dudosa, pues las Sagradas Congregaciones (11) rechazan los arbi- 


trajes u otras composiciones que se someten a su aprobación, si los dere- 
chos son claros. 


(10) Al mismo tribunal eclesiástico correspondiente de apelación, v. gr., Tribunal Metro- 
politano, correspondería la apelación, si no hubiera sido abolida por lá ley. Con ello se 
Mana hes tee i la d anterior al Código, según da cual no cabía apelación en las 
sentencias de ár Os constituídos por lás mismas partes, aunque sí era posible apel š 
sentencias del “arbiter iuris”. A 3 T aieo oe. 


(11) "LEGA: De Iudiciis, I, n. 10, not. 2. 
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c) No ha de estar prohibida, en fin, por el derecho eclesiástico la 
materia que se desea someter al arbitraje, como lo están, por ejemplo, la 
acción criminal, a no ser en sus efectos civiles; el vínculo matrimonial : 
titulo del beneficio, sin la debida autorización, etc., a tenor del canon 1.927. 
El arbitraje sobre cosas espirituales, afiadimos con el mismo canon, está 
prohibido siempre que incluya simonía. Está, en cambio, permitido, como 
dejamos dicho, si versa sobre bienes eclesiásticos estrictamente temporales, 
aun unidos a cosas espirituales, con tal que éstas no entren en juego, y 
guardando, asimismo, si hubiere lugar, las reglas eclesiásticas para la ena- 
jenación de bienes. 


Remedios contra la sentencia arbitral.—La actual legislación española, 
cuyo contraste con otras legislaciones dejamos observado anteriormente 
aun desde el punto de vista canónico (nota 6), ha rechazado la apelación 
como remedio contra el laudo arbitral. Ya dijimos también las razones, 
que no repetiremos ahora. 

El recurso de casación, el único que queda (cuando tuviere lugar), que 
en lo civil ha de plantearse ante el Tribunal Supremo (art. 28), se hará 
en lo eclesiástico ante el Tribunal de la Rota Espafiola (12). Contra el 
fallo que dicten los árbitros en un arbitraje de equidad sólo cabe recurso 
de nulidad (art. 30). 


x k x 


Como visión genérica de la nueva Ley sobre el arbitraje privado, pu- 
dieran ser suficientes esas notas anteriores. Los canonistas, en su campo, 
son los que acuden a resolver los casos particulares, y allí aparecen con 
mayor intensidad y variedad los distintos problemas a que puede dar lugar 
el arbitraje. Los debates que ellos mismos pueden tener entre si y la asi- 
duidad con que salen al paso de las dificultades en sus colecciones casuís- 
ticas suponen una lucha y son, sin duda, un aliento para ir perfilando y 
actualizando esta institución, como otras, que después de siglos permanece, 
en lo esencial, viva como el primer día. Se acerca este criterio a lo que 
decia recientemente un destacado jurista (13) que abogaba en los conflictos 
por una solución amistosa de tipo transaccional para la consecución de una 
auténtica paz jurídica. , 

José Luis SANTOS DIEZ 


Profesor en el Seminario de Granada 


(12) Cfr. T. Muniz: Procedimientos eclesiásticos, UIT, 2, ed., n. 91 y SS: 
(13) RUDOLF POHLE (de la Universidad de Eslangen): *Revista de Derecho Privado" (1954), 


pp- 1-19. 


EL DERECHO A ALIMENTOS EN EL CASO 
DE SEPARACION DE LOS CONYUGES 


(Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo 


de 13 de octubre de 1953) (!) 


E] divorcio sólo constituye a los cónyuges en estado de separación tem- 
poral. 

El derecho de alimentos entre parientes obliga en todo caso al marido 
a alimentar a la mujer de la que se halla divorciado, porque esta obligación. 
lo mismo que el derecho de que es correlativa, no son absolutos, sino su- 
bordinados al cumplimiento por el cónyuge alimentista de los fundamentales 
deberes que el matrimonio le impone. 


CONSIDERANDO que con base en dos hechos ciertos, y en este concep- 
to afirmados por la sentencia recurrida, el de la realidad, demostrada, 
de haberse decretado por la jurisdicción eclesiástica el divorcio de 
D. A. y D. B., por causa de adulterio de ésta, y el de hallarse la misma 
en estado de necesidad, sustenta la Sala de instancia su fallo, dedu- 
ciendo la declaración del derecho de la mujer a alimentos, a cuya pres- 
tación condena al marido, de la indisolubilidad del vínculo matrimonial 
y de lo ordenado en el párrafo segundo del artículo 1.434 del Código 
Civil. 

CONSIDERANDO que el divorcio, cualquiera que sea la causa legítima 
que le haya dado lugar, sólo constituye a los cónyuges en estado de 
separación temporal o por tiempo indeterminado, sin disolverse el vín- 
culo matrimonial; pero la subsistencia de ésta, a cuyo principio res- 
ponde la preceptiva disposición que tiene el artículo 104 del Código 
Civil, en nada contrariada por la que regulan, en el Título VI del Li- 
bro I del mismo Cuerpo legal, el derecho de alimentos entre parientes, 
no autoriza a entender que produce el efecto de que en todo caso está 
el marido obligado a alimentar a la mujer de la que se halla divor- 
ciado, porque esta obligación, lo mismo que el derecho de que es corre- 
lativa, no son absolutos, sino subordinados al cumplimiento por el 
cónyuge alimentista de los fundamentales deberes que el matrimonio 
le impone, siendo uno de ellos el de guardar fidelidad a su consorte, 


(1) *Boletín de Información del Ministerio de Justicia", n. 960 (15 de marzo de 1954) 
pp. 37 y 38. 
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segün exige el artículo 56 del propio Código; y así el incumplimiento 
de esta obligación priva al cónyuge incumplidor de acción para pedir 
al otro alimentos, por cuanto su estado de necesidad proviene de actos 
suyos contrarios a los principios que rigen la organización moral \ 
legal de la familia; esto además de que el artículo 152, con términos 
de amplitud que comprenden a todos los obligados que enumera e! 
artículo 143, también del Código Civil, tiene estatuído, en su número 4. 
que la obligación de dar alimentos cesa cuando el alimentista comete 
alguna falta de las que dan lugar a la desheredación, una de las cuales 
es, conforme a los artículos 855 y 105, el adulterio de la mujer. 


CONSIDERANDO que, sancionada la doctrina que antecede por las sen- 
tencias de esta Sala de 17 de febrero de 1925, 7 de enero de 1927 \ 
14 de abril de 1946, nada pueden significar en orden a la casación las 
apreciaciones que, discrepando de aquélla, toma de la sentencia de 
12 de mayo de 1900 la Sala de instancia como razones fundamentales 
de su fallo; y no cabe tampoco deducir del contenido y virtualidad de' 
artículo 1.434 del Código Civil el derecho de la mujer culpable de 
adulterio a pedir alimentos, ya que, regulado expresamente el derecho 
a éstos por las disposiciones referentes a los mismos, y en especial a 
los easos en que se da y cesa, es lógico deducir que si en la intención 
del legislador hubiera estado exceptuar de la pérdida de aquel derecho 
al cónyuge culpable, así lo habría preceptuado de manera inequivoca 
en el adecuado lugar del propio Código, v porque, hallándose compren- 
dido el artículo que antes se cita en el ordenamiento dentro de este 
cuerpo legal, de los efectos generales de la separación de los bienes de 
los cónyuges por cuantas eausas puedan darle motivo, y del derecho 
de administrarlos, bien ha de entenderse que el deber recíproco que 
el párrafo segundo del citado artículo impone al marido v a la mujer, 
de atender a su sostenimiento y al de sus hijos, no se encuentra refe- 
rido a la separación de los cónyuges, sino a la de los bienes, abonando 
este criterio interpretativo la consideración de que, una vez separado: 
aquéllos y disuelta y liquidada !a sociedad de gananciales, son otros 
los preceptos del Código que definen, regulan y amparan los derechos 
y aeciones de los cónyuges separados v de sus hijos. 


CONSIDERANDO que de cuanto antecede se sigue que, no habiéndose 
discutido en el pleito cuestiones relativas a una separación de bienes, 
que no ha sido pedida ni decretada, y no constando tampoco que el 
demandado tenga bienes de su mujer, la demandante, han de carecer de 
aplicación y de oportunidad legal en él los artículos 434 y 73, en su 
numero 5, del Código Civil, para dar amparo al fallo declarativo de 
un derecho a alimentos, que, con arreglo al nümero 4 del artículo 152 
del mismo cuerpo legal, había cesado; cuya infraeción, juntamente con 
la del 1.434, que primeramente se cita, por aplicación indebida de éste, 
y por falta de aplicación e interpretación errónea de aquél en la sen- 
tencia recurrida, acusadas por la parte recurrente en los tres motivos 
que integran su recurso, hacen a éste estimable." | 
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CADEMTIE NOT A RIO 


El Código de Derecho Canónico, en el canon 1.128, sanciona una obli- 
gación que el mismo derecho natural impone a los esposos, la de hacer en 
común vida conyugal, a fin de que puedan cumplir con las mutuas obliga- 
ciones, correlativas de otros tantos derechos. Un elemento aparece como 
esencial dentro de esta obligación: la cohabitación; y otros dos como secun- 
darios: la participación o comunidad de lecho y de mesa. Ahora bien, el 
citado canon deja una salida, admite una posibilidad de ruptura de esta 
cohabitación cuando dice: "si no hay una causa que los excuse". 

Estas causas justas excusantes, admitidas como tales por la Iglesia, y a 
las que el mismo Código Canónico se refiere, pueden reducirse a cuatro pun- 
tos fundamentales, como acertadamente hace notar JUBANY : peligro del alma 
y del cuerpo para el cónyuge inocente, peligro para los hijos, vida demasia. 
do difícil para el otro cónyuge y abandono malicioso (2). Todas ellas han 
de ser proporcionadamente graves a la obligación de la vida comün con- 
yugal. 

De ellas, unas pueden dar lugar a la separación perpetua, hoy solamente 
el adulterio, y otras a la separación temporal, que puede ser por un tiempo 
determinado o por tiempo indefinido. 

Si bien el mismo Código admite la posibilidad de romper la cohabita- 
ción por propia autoridad (canon 1.130), esto siempre constituirá una ex- 
cepción, ya que, de ley ordinaria, ha de intervenir la Autoridad eclesiástica 
competente. Esta intervención, y, por tanto, el procedimiento a seguir, es 
el que el propio Código de Derecho Canónico establece, teniendo en cuenta 
que, segün una respuesta de la Comisión de Intérpretes, estas causas de 
separación han de ser contadas entre aquellas que nunca pasan a ser cosa 
juzgada, y de las que tratan los cánones 1.903 y 1.989 (3). Por consiguien- 
te, las sentencias de separación no llegan a adquirir una firmeza indestruc- 
tible y absoluta, pero sí una firmeza relativa para su ejecución y para la 
producción de efectos tanto en el ámbito canónico como en el civil. Siem- 
pre pueden, dice MIGUÉLEZ, ser objeto de impugnación directa en el fuero 
externo, sin que proceda el beneficio de la restitución in integrum; pero 
mientras legítimamente no se impugnen, se consideran firmes para todos 
los efectos y pueden y deben ser ejecutadas. Como es sabido, tratándose 
de causas de separación, se considera firme la sentencia, aun única, en pro 


2) Las causas matrimoniales (Salamanca, 1953), p. 551. 
(3) Respuesta de 8 de abril de 1941; A. A. S., 39 (1941), p. 178. 
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o en contra de la separación, desde el momento en que, pasados los diez 
dias, no hay pendiente apelación en contra de ella (4). 

En cuanto al modo como han de ser tratadas estas causas de separa- 
ción, teniendo en cuenta una respuesta de la Comisión de Intérpretes sobre 
el sentido del canon 1.131, párrafo 1 (5), existen, por derecho comün, dos 
formas legítimas cuando se trata de conceder la separación temporal de los 
cónyuges, que son la judicial y la administrativa o gubernativa. 


VALOR DE ESTA DOCTRINA CANÓNICA EN EL ÁMBITO CIVIL 


La disciplina contenida en las Leyes de 12 y 22 de marzo de 1938 y 
10 de marzo de 1941 se encuentra consolidada y retocada en el texto del 
Concordato entre la Santa Sede y el Gobierno español firmado el 27 de 
agosto de 1953 y ratificado el 27 de octubre del mismo año. El artículo 22 
de dicho Concordato establece: “El Estado español reconoce plenos efectos 
civiles al matrimonio celebrado según las normas del Derecho canónico.” 
Teniendo en cuenta lo establecido en el Protocolo final en relación con di- 
cho artículo, letra C, sobre los matrimonios mixtos, entre católicos y no 
católicos, en el que se determina que: “En materia de reconocimiento de 
matrimonio mixto entre personas católicas y no católicas, el Estado pon- 
drá en armonía su legislación con el Derecho canónico”, podemos sentar 
dos afirmaciones: El Estado sólo reconoce valor civil a estos matrimonios 
mixtos cuando han sido contraídos según las leyes de la Iglesia; además, 
como una deducción lógica de la doctrina anterior, el único matrimonio 


que produce efectos civiles, tratándose de católicos, es el matrimonio ca- 
nónico. 


Y el artículo 24 dice: 


" “4. El Estado español reconoce la competencia exclusiva de los 
1 tribunales y dicasterios eclesiásticos en las causas referentes a la nu- 
ES lidad del matrimonio canónico y a la separación de los cónyuges, en 
EE la dispensa del matrimonio rato y en el procedimiento relativo al pri- 
Eos vilegio paulino. 

7 2. Incoada y admitida ante el tribunal eclesiástico una demanda 
de separación o de nulidad, corresponde al tribunal civil dictar, a ins- 


ER tancia de la parte interesada, las normas y medidas que regulan los 
1 £ efectos civiles relacionados con el procedimiento pendiente. 
P ppc cb 3. Las sentencias y resoluciones de que se trata, cuando sean fir- 


mes y ejecutivas, serán comunicadas por el tribunal eclesiástico al 


(4) MIGUÉLEZ, LORENZO: Remedios jurídicos en las causas matrimoniales, *R. E. D Hi 
(1949), pp. 559-582. Aldo ee 


(5) Respuesta de 25 de junio de 1939; A. A. S., 24 (1939), p. 934. 
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tribunal civil competente, el cual decretará lo necesario para su eje- 
cución en cuanto a efectos civiles y ordenará, cuando se trate de nuli- 
dad, de dispensa “super rato” o aplicación del privilegio paulino, que 
sean anotadas en el Registro del estado civil, al margen del acta de 
matrimonio.” i 


Como acertadamente advierte el P. REGATILLO, a pesar de que, a tenor 
del canon 1.131 y la declaración de la Comisión de Intérpretes antes citada, 
las causas matrimoniales de separación por otras causas que el adulterio 
han de ser tratadas preferentemente por la vía gubernativa; sin embargo, 
en Espana, de hecho se han llevado siempre por la via judicial y cuando 
ültimamente alguna se tramitó por la vía administrativa, obtuvo, aunque 
con dificultad, los efectos civiles. 

El Concordato da pie, continúa el P. REGATILLO, para opinar que se 
deben seguir llevando por la via judicial, ya que en el número 2 sólo se 
emplea la palabra tribunal eclesiástico al disponer que las demandas de nu- 
lidad o de separación se comuniquen al tribunal civil. Pero el argumento 
no es concluyente, ya que la misma palabra tribunal parece referirse en el 
nümero 3 también al caso en que se trata de la dispensa de matrimonio 
rato y de aplicación del privilegio paulino, y, sin embargo, estas causas no 
suelen ser tratadas por un tribunal, sino que suelen llevarse por el proceso 
gubernativo, y a sus resoluciones decreta el tribunal civil los efectos civiles. 
Además, en el mismo nümero 3 se dice que las sentencias y resoluciones 
firmes serán comunicadas por el tribunal eclesiástico al civil. Ahora bien: 
sentencia es pronunciamiento judicial; resolución, fallo administrativo. De 
donde parece concluirse que la palabra tribunal en los nümeros 2 y 3 se 
toma en sentido amplio por el dicasterio correspondiente (6). Nos abstene- 
mos de estudiar más a fondo si este razonamiento del insigne canonista es, 
a su vez, concluyente, o no lo es. Para algunos se nos figura que no lo será. 

Reconoce, por tanto, la actual legislación española la competencia ex- 
clusiva de los organismos eclesiásticos competentes en las causas referen- 
tes a la separación de los cónyuges, quedando limitada la intervención de 
aquélla (hablamos de matrimonios entre católicos y de matrimonios mix- 
tos) a la ejecución de la resolución eclesiástica en cuanto a los efectos 
civiles. 

¿Cuáles son estos efectos civiles? Los que el Código Civil enumera 
en el artículo 73 y que se refieren a la separación, tanto cuando se trata de 
matrimonio canónico como cuando se trata de matrimonio entre infieles, 


regulado en todo por el mismo Código Civil. 


(6) “Ecclesia”, 24 (1953), p. 514. 
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DERECHO A ALIMENTOS 


En el número 5 del citado artículo 73 se habla del derecho de la mujer 
a exigir alimentos del marido, aun cuando éste sea inocente. En el Titulo 
VI del Libro I del mismo cuerpo legal se regula lo referente a alimentos 
entre parientes; debiendo tener en cuenta que, segün sentencia del Tribu- 
nal Supremo de 21 de febrero de 1898, los alimentos sólo se pueden exigir 
cuando se necesitan, por cuyo motivo no basta que el que los pide justifi- 
que que es sexagenario o pobre, si puede trabajar. 

De las personas obligadas a dar alimentos trata el artículo 143, nüme- 
ros I, 2, 3 y 4, refiriéndose los artículos 150 y 152 a los casos en que cesa 
esta obligación. 


a) Planteamiento del problema. 


A la vista de lo establecido en los artículos 152, número 4; 855, nume- 
ro I, y 105, numero 1, se plantea una cuestión de interés sobre los alimen- 
tos entre cónyuges. El número 1 del artículo 855 establece que serán justas 

“causas para desheredar al cónyuge las que dan lugar al divorcio, según 
el artículo 105, en el que se cita expresamente el adulterio de la mujer en 
todo caso, pero como el articulo 73, número 5, establece que en caso de 
divorcio conservará el marido inocente la administración, si la tuviere, de 
los bienes de la mujer, la cual solamente tendrá derecho a alimentos, cabe 
preguntar si la disposición del artículo 73, número 5, tiene alcance general, 
incluso contra lo establecido en el artículo 855. 


b) Solución del Tribunal Supremo. 


La Jurisprudencia no ha sostenido constantemente idéntico punto de 
vista. En general, las primeras sentencias acusan un matiz de favor hacia 
la mujer cuando ésta queda sin medios de subsistencia, ya que, aun en el 
caso de la obtención de una sentencia de separación, permanece el vínculo 
matrimonial. (Sent. del 12 de mayo de 1900.) 

Otras, en cambio, dan un sentido restringido al número 5 del artículo 
73, afirmando que en el caso de que el marido no tenga bienes propios de 
la mujer, condenada por adulterio en pleito de divorcio, no tiene lugar la 
aplicación del citado número 5 del artículo 73. En este sentido se expresa 
la sentencia del 17 de febrero de 1925, que casa y anula la recurrida de 
la Audiencia de Sevilla, confirmatoria de la del Juez de 1.* Instancia de 
Córdoba. Fundamenta su doctrina como sigue: 
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"CONSIDERANDO que el contenido del Título VI del Libro I regula 
la Obligación de alimentar, “que si responde a la protección del favo- 
recido como alimentista impone a éste, en reciprocidad, asistencia ma- 
teria y espiritual hacia el alimentante, en tributo de armonía a los 
derechos y deberes de ambos; respondiendo a este criterio, el artícu- 
lo 143 coloca en primer lugar a los cónyuges entre las personas obli- 
gadas a darse todo lo indispensable para el sustento, habitación, vestido 
y asistencia médica; pero, respondiendo a la correlación de deberes, 
consigna el número 4 del artículo 152 entre las causas por las que cesa 
la obligación de dar alimentos, la de que el alimentista, sea o no here- 
dero forzoso, hubiese cometido contra el obligado a prestarlos alguna 
falta de las que dan lugar a la desheredación. 


CONSIDERANDO que el artículo 855 del Código Civil declara en el nü- 


mero 1. justas causas para desheredar al cónyuge las que dan lugar 
al divorcio, según el artículo 105, de las cuales la primera es el adul- 
terio de la mujer en todo caso, que constituye causa legítima para e 
divorcio y produce la suspensión de la vida común de los casados, lo 
mismo para quienes contrajeron matrimonio civil que para los que lo 
hayan contraído canónico, porque rigen para éstos, conforme al artícu- 
lo 75 del propio Código, las disposiciones de la Iglesia Católica y del 
Santo Concilio de Trento...” (7). 


En el mismo sentido pueden verse las sentencias de 7 de enero de 1927 
y 11 de abril de 1946, a las que alude la sentencia objeto de estas notas. 

En el derecho francés la tendencia de los juristas se inclina a un crite- 
rio favorable a la mujer, en este caso fundamentado en la permanencia 
del vinculo matrimonial (8). 

Otra cuestión que puede plantearse, y no exenta de interés, es si en el 
caso de que el marido no venga obligado a dar alimentos a su esposa, ésta 
puede dirigirse contra el siguiente obligado, según el artículo 144. Algunos 
autores, como SÁNCHEZ RoMÁN y VALVERDE, afirmaron que sí; sin em- 
bargo, la mayoría entienden que no, porque no parece justo el desplaza- 
miento de esta obligación por culpa del alimentista (9). 

A nuestro humilde juicio, no estaría fuera de propósito una revisión 
del fundamento jurídico de esta obligación de dar alimentos, lo que podría 
llevarnos quizás a interesantes conclusiones, que en el caso presente caen 
fuera de nuestro propósito. 


Ramón GARCIA LOPEZ 


(7) “Anuario de Legislación y Jurisprudencia”, Alcubilla (Madrid, 1926),. p. 848. 

(8) TossERAND, Louis: Derecho civil, ed. Buenos Aires, vol. II, t. 1 (1951), p. 305. 

(9) Puis PENA, FEDERICO: Alimentos, “Nueva Enciclopedia Jurídica SEX”, t. II, pp. 579 y si- 
guientes. Vid. sent. del Trib. Sup. 24 nov. 1925. 
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INTORNO A UNA NUOVA STORIA DEL 
DIRITTO CANONICO (*) 


Con grande gioia si assiste da qualche tempo a un crescendo note- 
vole nella produzione scientifica della storiografia canonistica. Per fer- 
marci solo al campo degli istituti, parte piú importante di tutta la storia 
del Diritto canonico, si deve notare la parte considerevole che G, J. EnEns, 
professore, ora emerito, della Universitá di Innsbruck, ha dedicato alla 
evoluzione storica nel suo Grundriss des katholischen Kirchenrechts 
(Wien, Manzsche Verlags—u. Universitatsbuchhandlung, 1950); essa cos- 
tituisce metá del libro (228 pp.) ed ha devuto essere ancora abbreviata di 
un terzo per ragioni techniche. Nello stesso anno vide la luce il primo 
grosso volume della Kirchliche Rechtsgeschichte di H. E. FEINE, pro- 
fessore alla Universita di Tubingen (Weimar, Bohlaus Nachf., 1950) di 
cul ora é gia uscita l'edizione seconda. Mentre questa opera importantissi- 
ma ha potuto mettere gli storici del Diritto canonico dinanzi ad un esame 
di coscienza attorno a tutti 1 problemi dell'attuale storiografia canonistica 
(vedi la nostra recensione dell'opera in “Salesianum”, XIII, 1951, 554-559), 
abbiamo ora un contributo nuovo alla soluzione di questi problemi nel pri- 
mo volume della Geschichte des Kirchenrechts, dell'illustre professore 
W. M. Próocur, dell'Università di Vienna. 

L'autore é un discepolo—ed ora succesore sulla cattedra di Diritto ca- 
nonico nella Facoltá di Giurisprudenza—di Rudof Kostler, a cui questo 
primo volume viene dedicato. L'opera puó dunque corisiderarsi quale frutto 
non solo di quella eccellente cultura canonistica che le Universita della 
vecchia e nuova Austria possono vantare ma anche della loro tendenza 
storica che é caratterizzata da nomi famosi come Phillips, V. Schulte. Maa- 
ssen, Singer, Wahrmund, etc. 

Il professore PLócHL si riallaccia precisamente a questa tradizione 
quando, nella prefazione, ci dá 1 motivi di questa pubblicazione che vuol 
essere un riassunto e una critica visione d'insieme di quello che é lo stato 
attuale della storia degli instituti canonistici e ció non solo per gli studiosi 
ma anche per gli studenti di Diritto canonico, poiché si impone sempre piti 


(1) "WiLLIBALD M. PLÓCHL: Geschichte des Kirchenrechts, Band 1: Das Recht des ersten 
christlichen Jahrtausends, Verlag Herold (Wien-München, 1953), p. 439, 8.9 


one 
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e sempre più universalmente la convinzione della necessitá di conoscenze 
dettagliate circa lo sviluppo di quel diritto che vige oggi nella Chiesa e 
che, a detta dello stesso legislatore (can 6, C. I. C.) non é, "plerumque", 
altro che il risultato di una pitt o meno lunga e travagliata evoluzione la 
quale bisogna dunque conoscere per potere comprendere a pieno il risul- 
tato. L'autore sottolinea sopratutto l'importanza della storia del Diritto 
canonico per una visione organica ed autentica di tutti gli altri campi della 
storia umana la quale il diritto della Chiesa ha sempre contribuito a plas- 


mare ad a influenzare. 


Tutta l'opera dovrá comprendere 3 volumi; il primo, ora uscito e qui 
presentato, ne dá il piano sistematico completo. Esso si differenzia alquan- 
to dalle altre esposizioni in materia, principalmente sotto due aspetti: 
Anzi tutto batte una strada nuova nella divisione dei periodi e nei loro 
criteri distinzionali- fondamentali. Il professore PLÓCHL tenta di arrivare 
ad una distinzione delle varie fasi di sviluppo attraverso criteri ancor piü 
propri ed inerenti alla stessa storia interna della Chiesa e della evoluzione 
del suo diritto. Di conseguenza fa arrivare il primo periodo, della Chiesa 
primitiva, fino al Concilio di Nicea (325) vale a dire fino al momento in 
cui per la prima volta un'assemblea ecumenica fissa e da delle norme disci- 
plinari universali; da questo termine inizia il secondo periodo nel quale 
il Diritto canonico sta sotto l'influsso del diritto e della cultura romana. 
Termine di questa ed inizio della seguente epoca é il Concilio Trullano IT 
(692) dal quale ha origine il particolarismo orientale che esercita il suo 
influsso sull'universalismo del diritto della Chiesa. Questo terzo periodo 
$i chiude coll'inizio del grande scisma (1054) che suggelle la progressiva 
separazione tra l'Oriente e l'Occidente. Tra queste due date (692-1054) si 
sviluppa il Diritto canonico sotto l'influsso della formazione del pensiero 
orientale ed occidentale. La quarta epoca é costituita dal periodo che va 
dal 1054 al 1517 ed é caratterizzata dall'universalitá del sistema giuridico- 
canonico che regge tutta la cristianitá occidentale unita nella fede genuina. 
La quinta ed ultima epoca invece abbracia secondo il nostro autore tutto 
il tempo che va dall'inizio della Pseudo-Riforma fino al Codice di Diritto 
Canonico (1517-1917) ed é chiamata l'epoca del “diritto cattolico" in cui 
l'universalismo occidentale é sostituito dal diritto che, normato essenzial- 
mente dal Tridentino, regge la parte “cattolica” della cristianità occidentale. 


Chiunque conosce le linee comuni di divisione della storia del Diritto 
canonico presso gli autori che ne hanno scritto vede subito quanto questa 
del professore PLOCHL sia differente nei termini e nei criteri di distinzione. 
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Il secondo punto in cui la sua opera si differenzia dalla maggior parte 
delle altre—veramente non molto numerose—di questo genere é il fatto 
che tratta con relativa ampiezza non solo del diritto costituzionale o cosi- 
detto pubblico con gli istituti collegati ma anche di tutti gli altri punti della 
disciplina ecclesiastica ad eccezione del diritto sociale della Chiesa che, per 
motivi metodici e pratici, fa lasciato da parte nonostante che vi fosse stata 
inizialmente l'intenzione da parte dell'autore di includere anche questo. 


Nel primo volume, l'unico finora uscito, l'autore espone la storia degli 
istituti canonistici dei primi tre periodi vale a dire dalla fondazione della 
Chiesa nella prima Pentecoste fino all'anno 1054. In ognuno di questi tre 
periodi veniamo informati dell'origine e dell'evolversi della disciplina eccle- 
siastica anzitutto attraverso una visione generale storica sotto il punto di 
vista giuridico; poi si ricordano i principi fondamentali—sempre nella loro 
espressione storica nel determinato periodo—che reggono ed ispirano la 
Chiesa nella sua configurazione giuridica in se e nei suoi riflessi sull'altro 
ordinamento primario, lo Stato. Segue l'esposizione degli istituti di ca- 
rattere costituzionale-pubblico: l'organizzazione delle singole comunitá, la 
gerarchia nei suoi vari gradi: il primato papale e le sue prerogative, 1 sinodi, 
i patriarchi, metropoliti, etc., 1 vescovi, arcidiaconi, presbiteri e gli altri 
membri inferiori del clero; tutto evidentemente inquadrato nella costitu- 
zione territoriale e la sua progressiva organizzazione, sopratutto quella 
della diocesi sotto ogni suo aspetto particolare di funzioni e funzionari. 

Il rispettivo capitolo del diritto delle persone specifica la posizione del 
clero in genere ed in ispecie, i requisiti per appartenervi, qualitá positive 
ed impedimenti, costituzione nei vari gradi attraverso l'ordinazione, 1 diritti 
e privilegi che ne sono annessi, i doveri inerenti sopratutto quello del celi- 
bato, dell'ubbidienza e della residenza, le occupazioni proibite; le modalità 
dell’investimento nell'rispettivo ufficio ed eventuali trasferimenti. Nel se- 
condo e terzo periodo segue un capitolo speciale sul diritto dei religiosi 
nelle singole parti e questioni inerenti. 

Si aggiungono capitoli per se stanti sul diritto del tutto particolare alla 
Chiesa cioé su quello sacramentario, nei quali vengono esposti gli sviluppi 
della prassi sacramentaria, i sacramentali e poi anche le norme riguardanti 
i luoghi e tempi sacri. 

Segue l'esame dell'evoluzione del diritto processuale e penale della Chie- 
sa e in fine l'esposizione del diritto patrimoniale con le questioni interes- 
santi ed importanti che riguardano non solo il patrimonio ecclesiastico nel 
suo concetto ma anche nella sua costituzione e amministrazione, nel suo 
impiego, nella sua alienazione e trasmissione. Particolare attenzione é na- 
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turalmente dedicata al sorgere ed ai primi sviluppi del diritto beneficiario 
nel terzo periodo. 

Ogni epoca si chiude con una rapida descrizione delle rispettive fonti 
formali o collezioni sistemate per lo pit e criteri topografici e, nel 
secondo e terzo periodo, anche con accenni alla formazione della scienza 
canonistica. 

Il libro riporta al inizio una lista delle sigle delle opere usate nel testo; 
inoltre un’indice bibliografico generale delle varie categorie di opere gene- 
rali e speciali usate o da consultarsi per lo studio della storia del diritto della 
Chiesa. Si chiude invece con quattro Indici (delle materie, delle persone 
e luoghi, dei Concili adoperati, della serie dei Papi fino al 1054) preceduti 
alla loro volta dalla lista delle sigle usate nel secondo e terzo Indice. 


La forma dell'esposizione si presenta in uno stile chiaro e preciso che 
riferisce la sostanza dei fatti, ma non documenta con allegazioni di test: 


‘eccetto in rari casi; qualche volta l'autore accenna anche esplicitamente a 


posizioni dottrinali non ancora pacifiche con riferimento ai rispettivi sos- 
tenitori e con presa di posizione personale. Alla fine di ogni paragrafo 
viene segnalata una bibliografia scelta di opere generali e speciali a cui |’ 
esposizione si attiene, disposta in ordine alfabetico degli autori. 


Se entriamo ora in una valutazione di questo lavoro—nel modo generale 
che la vastitá e diversitá degli argomenti particolari trattati acconsente—, 
dobbiamo anzitutto congratularci vivamente con l'autore perché si puó dire 
che é riuscito in modo assai soddisfacente nel suo intento di "dare una 
visione d'insieme e criticamente vagliata dello stato odierno della nostra 
conoscenza in questo campo”. Cid implica una diligenza non comune nell’ 
accertamento e nella raccolta di un materiale cosí vasto e un lavoro enorme 
di sintesi; Un merito particolarissimo di quest'opera, per cui essa acquista 
una utilità anche pratica assai grande, é il fatto che porta, e in misura 
ancora più completa dell'opera del P. Kurtscheid, anche l'evoluzione degli 
istituti non costituzionali; di modo ché quasi nessun punto meritevole di 
interese pér lo studio e per la conoscenza pratica del diritto € tralasciato. 


Con ció l'opera del professore PLôcHL completa certamente egregiamente le 


altre del genere come, per essempio, quella del professore Feine. 


Oltre questi pregi scientifico-pratici gnerali notiamo espressamente altri 
aspetti particolari assai lodevoli di quest'opera: tutta quanta essa spira un' 
atteggiamento cordialmente cattolico come si puó facilmente constatare in 
tutte le questioni specifiche quali, per essempio, il Primato Romano, il ca- 
rattere giuridico della Chiesa antica, la distinzione tra chierici e laici, la 
duos tra Chiesa e Stato, etc. La sensibilità teologica che é necessaria 
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per la trattazione di tutto il Diritto canonico ma sopratutto per il campo del 
diritto sacramentario merita di essere sottolineata particolarmente nell'opera 
di uno studioso non teologo. Tra la bibliografia elaborata e citata figurano 
più che in altre opere gli studi in lingua inglese e precisamente le pubbli- 
cazioni in materia canonistica dell’Università Cattolica di Washington. 

Di fronte a questi grandi meriti generali e sostanziali dell'primo volu- 
me della Storia di Diritto canonico del professore PrócHr ogni rilievo 
su punti discutibili non puó essere che costruttivo. Se accenniamo ora a 
qualcheduno é perció solo con l'intenzione che un lavoro cosi complesso 
€ vasto possa essere ancor piü perfezionato in una seconda edizione. 

Anzi tutto non ci sembra sufficientemente giustificata la via nuova 
che l'autore sceglie nella periodizzazione di tutta la storia del Diritto ca- 
nonico. Egli dice che i suoi criteri con i rispettivi limiti sono dettati da 
una considerazione maggiore dello sviluppo interno della storia della Chie- 
sa e del suo diritto. Un controllo esatto non sembra peró confermare questi 
criteri. 11 Concilio di Nicea ha bensí fissato per iscritto le prime norme 
disciplinari rendendole cosí anche formalmente universali; ma questo fatto 
ha per la evoluzione del diritto stesso solo un significato esterno e, per 
la sostanza, perfino solo secondario trattandosi di patrimonio disciplinare 
praticamente giá di uso comune. La codificazione non era una innovazione 
ma una misura di conservazione dell'uniformitá e perció di certezza, sicu- 
rezza, stabilitá tanto desiderata nel dinamismo giuridico che ha avuto 
inizio colla libertà della Chiesa; questa e la conseguente unione con l'au- 
toritá secolare-civile rimane perció anche sotto il criterio della evoluzione 
interna del Diritto canonico stesso un termine difficilmente sostituibile. 
Molto piú ancora vale questo appunto di fronte alla data del concilio 
Trullano II (692); esso costituisce certamente un termine radicale per la 
storia del diritto orientale, ma, se é vero che l'efformazione decisa del 
particolarismo giuridico orientale che inizia con questa data ha avuto delle 
ripercussioni sulla disciplina occidentale, é una cosa altrettanto evidente 
che cid costituisce per essa un fatto sopratutto negativo che determina 
per nulla né il mondo giuridico-culturale romano né la sostanza del Diritto 
canonico occidentale e il suo sviluppo; perció non si puó considerare come 
un fattore intrinseco di distinzione periodizatrice. Lo stesso, ancora a più 
forte ragione, si puó dire della data del 1054: oltre a costituire un criterio 
puramente esterno e insignificante per la disciplina occidentale introduce 
nel suo decorso organico una cesura artificiosa e direttamente contraria 
alla stessa storia interna del diritto in quantoché la lotta delle investiture 
che inizia decisamente con Leone IX e l'ultima conseguenza e la discus- 
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sione e soluzione violenta dei contrasti creatisi nella disciplina ecclesiasti- 
ca attraverso l'infiltrazione di elementi giuridici eterogenei sin dall'inizio de! 
periodo; una simile distinzione dunque non solo non tiene conto della 
concatenazione intrinseca ma la misconosce e ferma la corsa prima del 
traguardo logico e naturale solo perché accanto alla strada, ma non su di 
essa, si trova una punta degna di nota sotto un altro aspetto, Del resto 
l'autore stesso non incontra poi nello sviluppo dei singoli istituti di questo 
periodo quel fatto, tanto doloroso per la cattolicitá della Chiesa ma di 
nessun rilievo per lo sviluppo positivo del diritto occidentale, mentre egli 
stesso nota esplicitamente l’influsso—decisivo in punti fondamentali—dell 
ordine giuridico germanico su quello canonico. Non comprendiamo perché 
si debba abbandonare quel criterio che risponde, almeno nelle grandi linee, 
alla storia interna del diritto e che porta il limite di questo periodo fino 
alla fine della lotta delle investiture e fino all'inizio di quella composizione 
e costruzione del sistema canonico che é opera della scienza. Criterio, accet- 
tato del resto senza difficoltà dagli autori cattolici come dal Kôniger, 
Zeiger, Kurtscheid e messo in discussione e suddiviso per criteri interni 
complessi solo recentissimamente dal professore G. Le Bras (“Revue 
HDFE”, 1952, 487-513). Lo stesso discorso potrebbe ripetersi per il quar- 
to periodo: di nuovo appare al posto di quello tutto interno della costru- 
zione sistematica scientifica del grandioso “ius decretalium” in tutto il 
suo complesso e nelle singole parti il criterio dell’unità esterna del cristia- 
nesimo occidentale. E se l'ultimo periodo viene chiamato quello del diritto 
catolico al criterio esterno di divisione si aggiunge una terminologia equi- 
voca: come se il diritto della Chiesa cattolica non fosse sempre stato in- 
trinsecamente e de iure cattolico ed anche esteriormente e di fatto ancor 
di più prima che la cattolicità occidentale venisse scissa dalla dolorosa ri- 
forma anticostituzionale. 


Riguardo alla esposizione non sarebbe forse stato inopportuno, data 
l'indole scientifica dell’opera, documentare di più con testi caratteristici ben 
scelti, in un'apparato apposito a pié di pagina per non aggravare troppo la 
mole e le spese dell’opera. Mentre l’autore sottolinea giustamente l’apporto 
del diritto insulare allo sviluppo generale del Diritto canénico nel terzo 
periodo, sopratutto per alcuni istituti, non crediamo che il diritto slavo 
costituisca un elemento di influsso sostanziale, almeno per gli strati comuni 
della disciplina occidentale, quanto più semplicemente dei fenomeni paral- 
leli di fronte alla indiscutibile funzione largamente determinante dell'ordine 
giuridico, la quale vedremmo volentieri sviluppata ancor più detagliata- 
mente e concretamente nei vari istituti anche oltre la sfera beneficiale Per 
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evitare interferenze e sdoppiamento della stessa materia in sedi differenti 
conveniva forse in qualche punto una sistemazione diversa come, per es- 
sempio, nei rispettivi tratti che nel diritto delle persone si riferiscono ai 
chierici (pp. 60s., 164ss.) e l'esposizione sotto il capitolo del sacramento 
dell'ordine (pp. 80ss., 202ss., 360ss.) 

É evidentemente impossibile discutere nello spazio limitato di una re- 
censione per quanto dettagliata tutti i singoli punti dottrinali, di una opera 
contenente una masa cosí vasta e diversa di materiale, che esigerebbero a 
nostro avviso maggior precisione e che sono suscettibili di discussione. Ci 
sia permesso di rivelarne qui alcuni: in una storia del diritto si desidere- 
rebbe illustrato meglio lo sviluppo giuridico delle persecuzioni (p. 33ss.); 
la ipotesi che la organizzazione territoriale ecclesiastica si sia largamente 
ispirata a quella romana giá prima del Concilio di Nicea puó addurre delle 
prove non lievi, per essempio, dalla storia dei concili particolari e della 
presidenza in essi avuta da determinati vescovi (p. 54s.); il Concilio di El- 
vira parla nel canone 33, sul celibato, probabilissimamente solo dei vescovi, 
presbiteri e diaconi ed al massimo dei suddiaconi ma non anche degli altri 
membri del clero (p. 67) perché questo é il senso esplicativo del "vel om- 
nibus clericis positis in ministerio" ; del resto proprio la legislazione scritta 
su questo istituto presuppone piü di altri un diritto consuetudinario di cui 
bisogna tener conto per spiegare lo sviluppo in materia; riguardo alla inte- 
ressantissima questione della elezione dei chierici e la rispettiva partecipa- 
zione del popolo bisognerebbe tener presente di più che il senso del termine 
"suffragium" non é quello técnico odierno di “diritto di voto" (p. 69) 
ma può significare la semplice “testimonianza” sulla vita, sulle qualità de! 
candidato, sul favore che gode presso il popolo; l'esposizione e terminolo- 
gia del sacramento della penitenza nel primo e in parte ancora nel secondo 
periodo non tengono sufficientemente conto (pp. 62, 78s., 91, 198) della 
prassi disciplinare della penitenza di allora; l’autore stesso ricorda molto 
bene che la forma della confessione (privata tra penitente e sacerdote) si 
afferma in Occidente solo sotto l'influsso della disciplina insulare; chi 
ricorda il carattere prettamente pubblico della vita e disciplina cristiana ne: 
due primi periodi non solo non vede un problema particolare nell’unione 
tra “Busse und Strafe”, ma troverà facilmente la giusta interpretazione 
di tutto il fenomeno della disciplina penitenziale in relazione con il sacra- 
mento della penitenza; il diritto penale canonico avrebbe meritato forse 
anche una considerazione più dettagliata delle altre pene inflitte dalla Chie- 
sa e nella Chiesa oltre le principali ed esclusivamente canoniche ( pp. 93, 
231ss.); quale fattore principale positivo della difesa efficace della Chiesa 
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occidentale contro l'invadente cesaropapismo dovrebbe essere messo in ri- 
lievo il Papato romano (p. 112); in connessione con la dispensa per gh 
ordini si deve parlare precisamente del carattere inabilitante, non irritante, 
delle leggi (p. 120); non sembra inoltre esatto attribuire alle "litterae com- 
mendatitiae" e “formatae” la stessa funzione di definitiva dimissione dalla 
propria diocesi che é quella "litterae dimissoriae" (p. 169); quello che 
l'autore dice sull’“impedimentum ordinis" (p. 210) non sembra del tutto pa- 
cifico: di fronte al c. 3 del Trullano II (692) e del Cod. I, 3, 45 non s: 
potrá dire che non esiste un impedimento dirimente dell'ordine né che la 
prassi dell'Oriente, in questo punto, fosse piü mite; anche circa qualche 
altro impedimento dirimente la posizione dell'autore dovrebbe essere meno 
decisamente negativa; cid che si afferma a pagina 231 circa l'esclusivitá 
della deposizione come pena vendicativa sembra giá smentito dalle stesse 
affermazioni dell'autore fatte piú avanti (p. 233) che cioé la scomunica 
poteva avere carattere durevole o limitato (cf., anche p. 350); in genere 
non crediamo ad una cosi preponderante ed esclusiva funzione, in questo 
periodo, del fine medicinale di tutte le altre pene ecclesiastiche fuori della 
deposizione como afferma l'autore a pagina 231; anche la distinzione tra 
scomunica semplice ed anatema non é solo una questione di forma (p. 233): 
nel breve riassunto delle fonti (pp. 252-260) si trovano delle inesattezze 
che rendono talvolta oscura non solo la genesi, ma la stessa entitá della 
fonte; riguardo poi alle famose collezioni pseudo-isidoriane non si puó dire 
che fosse scopo del falsificatore la fortificazione del potere papale (p. 307), 
giacché era solo mezzo, né che lo scopo (principale) fosse la sconfitta del 
corepiscopato (p. 304), ne che, nel periodo che abbraccia questo volume pri- 
mo, il Papato si fosse appoggiato a Pseudo-Isidoro (p. 279). 

Molte delle minori inesattezze sono probabilmente causate da una trop- 
po affrettata supervisione del manoscritto e potranno perció essere elimi- 
nate facilmente in una seconda edizione, Per questa vorremmo esprimere 
ancora un altro desiderio che riguarda solo la forma: l'indice bibliografico 
che si desidererebbe sopratutto preciso contiene degli errori di stampa: per 
essempio, quando a A. Werminghoff viene attribuita l'opera del Freisen 
gia citata in prima riga (p. 25) o quando, a pagina 26, sotto Migne, J. M., 
appaiono le Monumenta Germaniae Historica e i Regesta PP. RR. del 
Jatfé che troviamo nuovamente, insieme con l'opera del Potthast e del 
Kehr sotto la rubrica "Periodica", dove dovrebbere invece figurare, per 
essempio, gli "Studia et documenta Historiae et Iuris". Quello peró che pit 
si desidererebbe é l'indicazione delle pagine nelle opere generali citate 
nella bibliografia speciale del rispettivo istituto: l'autore si accontenta, sal- 
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vo rare eccezioni, di citare semplicemente l'autore e il volume, per essem- 
pio, Feinte I, Kurtscheid II, Scherer II, Ságmüller 14, Zeiger II, Cas- 
par II, Hinschius IV, etc.; indicazioni di questo genere non servono ge- 
neralmente né allo studioso e meno ancora allo studente. É chiaro che di 
fronte ai grandi pregi ed alla indiscutibile utilitá dell'opera questi rilievi 
non possono e non vogliono essere altro che un contributo per renderla 
ancora piü preziosa ed utile in ulteriori edizioni. ! 

Ci congratuliamo con la casa editrice per la chiara, bella, elegante veste 
tpogratica, che é degna della sua tradizione. : 

Ringraziando di cuore lautore per l'immenso lavoro a cui ha voluto 
sobbarcarsi con tanta diligenza, intelligenza ed amore con questo primo 
volume della sua storia del Diritto canonico vorremmo formulare l'augurio 
che una meritata rapida diffusione dell'opera incoraggi i'illustre' scien- 
ziato viennese a regalarci presto—non ostante la ancor maggior quantitá 
di fatica che esige—il volume secondo, che attendiamo con vivissimo de- 
siderio. 


A MasliGKh LER? SD» 


In Pontificio Atheneo Salesiano magistro 
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LOS MATRIMONIOS CIVILES DURANTE 
LA REPUBLICA (*) 


Tal es el título de la nueva y reciente obra que ha salido de la pluma 
de monseñor DeL Amo, Defensor del vínculo en el Tribunal de la Rota 
Espanola. Es un libro de 182 páginas en cuarto. 

Contra lo que pudiera creerse—a juzgar por el titulo—, no se limita 
esta obra a enjuiciar los problemas vivos que se hallan planteados a conse- 
cuencia de los matrimonios civiles celebrados en España durante la vigencia 
de la ley de matrimonio civil obligatorio de 28 de junio de 1932; proble- 
mas que se han agudizado o, mejor dicho, se han suscitado, a partir de 
la Ley de 23 de septiembre de 1939. por la que se derogó la de divorcio 
vincular de 2 de marzo de 1932. Además de esos problemas, estudia el 
autor, en los cuatro últimos capítulos, otros no menos interesantes que, si 
bien no son vivos y candentes de momento, pueden llegar a serlo. Son éstos 
los relacionados, no con las leyes abrogadas, sino con la legislación actual 
española, tanto civil como concordada. A nuestro juicio, ha sido un acierto 
el tratar unos y otros; los primeros, para buscar, si es que lo tienen, un re- 
medio curativo; los segundos, para salirles al paso mediante un remedio 
preventivo. Tiene, pues, el libro que reseñamos dos partes claramente defi- 
nidas, lo cual no es obstáculo para que en cada una de ellas se intercalen 
conceptos que son comunes a ambas y que complementan la materia. Y todo 
ello con un método y orden verdaderamente irreprochables. 


*x* x * 


En la primera parte, o sea en la que trata de los problemas concretos que 
han surgido de matrimonios civiles celebrados al amparo de la ley republi- 
cana, los cuales son hoy, ante la ley del Estado, matrimonios indisolubles 
por haber sido abrogada la ley que permitía el divorcio vincular, ha sabido 
el doctor DEL Amo enfocar la cuestión con una visión amplia y de conjunto. 
El problema jurídico-canónico—viene a decir el ilustre Defensor del víncu- 
lo—no se origina de todos los matrimonios civiles que se celebraron durante 


(*) Por el ilustrisimo monseñor León DEL AMO, Defensor del vínculo en el Tribunal de li 
Row Espafiola. (Editorial “Revista de Derecho Privado", Madrid, 1954.) 
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la vigencia de la ley de Matrimonio civil obligatorio; ni de aquellos que 
fueron posteriormente revalidados ante la Iglesia; ni tampoco de aquellos 
otros cuyos contrayentes viven pacificamente en su unión, puramente civil. 
El problema se plantea cuando entre esos cónyuges civiles ha entrado la dis- 
cordia y uno de ellos, o ambos, se proponen contraer ante la Iglesia nupcias 
con otra tercera persona para tranquilizar su conciencia (¿...?); nupcias 
canónicas que no pueden ser reconocidas por el Estado español, porque para 
él existe un vínculo anterior, actualmente indisoluble. El esclarecido autor 
considera que éste no es un problema de magnitud social suficiente en Es- 
pafia, que reclame la intervención de la potestad püblica para dar al mismo 
una solución de tipo general mediante una disposición legislativa. En este 
punto compartimos su criterio. No hay una estadística de los casados civil- 
mente que se hallen en las circunstancias expuestas; pero, por lo que apa- 


rece, no son "muchísimos", como dice el P. REGATILLO, aunque tal vez no . 


sean tan pocos que puedan calificarse de "docena y media", como afirma 
el doctor DEL Amo, con locución manifiestamente restrictiva, Sea de esto 
lo que se quiera, lo que si nos parece indiscutible es que el número de esos 
matrimonios civiles mal avenidos es muy exiguo, en comparación con la tota- 
lidad de la población española, y que una minoría de este género— malos 
católicos, puede decirse, todos ellos—no constituye un hecho social de tal 
naturaleza que para ellos haya de dictarse una ley de excepción, con el fin 


de facilitarles el acceso a un nuevo matrimonio. Las leyes, es cosa bien sa- 


bida, no pueden dictarse, en buena política legislativa, para procurar el bien 
de unos pocos, máxime si ello pudiera acarrear detrimento del bien püblico 
o producir repercusión de mayores males. 


Los males que de una ley de ese tipo pudieran originarse en Espafia, 
sobre todo de una ley de divorcio hecha ad hoc para esos matrimonios, y 
sólo para esos, los estudia cumplidamente el autor, quien rechaza tanto una 
posible ley de divorcio vincular como una declaración de nulidad, fundada 
ésta solamente en el hecho de que, hallándose entonces vigente en Espafia la 
ley del divorcio vincular, ha de presumirse que los que se casaron al amparo 
de aquella legislación intentaron contraer matrimonio disoluble y, por con- 
siguiente, nulo. Ambas soluciones nos parecen, lo mismo que al autor, fran- 
camente inoportunas, si se enfoca el problema con algo de visión de con- 
junto de los pros y los contras, mirando un poco más allá de los intereses 
particulares de cada uno de los casos concretos y tangibles. Hubiera sido, 
sin embargo, oportuno que, al fundamentar su tesis, entre otras razones, en 
los que él llama "derechos adquiridos" en virtud del matrimonio civil, hu- 
biera dicho cuáles son en concreto esos derechos, dimanantes de MASS 
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jurídico nulo ante Dios y ante la Iglesia: si son derechos del otro cónyuge, 
o de la prole que pueda existir, o de terceros. 


Rechazadas las soluciones que—con una visión, a nuestro juicio, exce- 
sivamente simplista del problema—proponen el P. REGATILLO y don Eloy 
MONTERO, nos expone la suya el doctor DeL Amo. Mas la propuesta por él, 
si se trata de buscar una de tipo general, no puede calificarse de “solución”, 
sino más bien de "falta de solución", ya que no puede decirse que se resuelve 
el problema diciendo que los cónyuges civiles en cuestión deben revalidar 
ante la Iglesia su matrimonio o, de lo contrario, vivir separados. Estamos, 
sin embargo, conformes con el autor en que, al no poder darse una solución 
general de tipo legislativo, no queda otro remedio que buscar, si son posi- 
bles, soluciones particularísimas en cada uno de los casos que se presenten, 
bien pesadas todas las circunstancias que concurran en cada uno de ellos. 


x x x 


La segunda parte del libro se encamina—por lo menos en su finalidad 
principal—a demostrar que en Espafia no puede ni debe permitirse la forma 
civil del matrimonio a ninguno que esté obligado a observar la forma canó- 
nica; o sea, que deben llevarse a la legislación civil española los preceptos 
del canon 1.099 en toda su integridad y con todo su rigorismo. Esta tesis, 
como meta deseable en pura teoría, es inatacable. Y ciñéndonos a la breve 


. . . . " è f 
nota que estamos haciendo, creemos inoportuno discutir si la actual realidad : 


española permite llegar ya a esa meta mediante una disposición legislativa 
que esté llamada a tener verdadera y real eficacia, no sólo momentánea, sino 
duradera, para evitar que pueda darse el caso de que novissima erunt peiora 
prioribus. Mas en cuanto al razonamiento que se hace para apoyar la tesis, 
éste no siempre nos parece convincente, como vamos a exponer. 

Al tratar de la redacción que se dió al artículo 42 del Código Civil es- 
pañol, comienza el autor por reproducir la fórmula negociada entre la Nun- 
ciatura y el Gobierno (p. 27) y la aprobación de la misma por la Santa 


Sede (p. 28), En la fórmula negociada se impone la forma canónica del | 


matrimonio a “todos los que profesen la religión católica", y la Santa Sede, 
al aprobar dicha fórmula, se expresó en los siguientes términos: “La prece- 
dente aprobación no prejuzga en modo alguno la doctrina de la Iglesia res- 
pecto de los heterodoxos. El Santo Padre podrá tolerar que el Gobierno 
dicte acerca de él las disposiciones oportunas." De aquí deduce el autor la 
siguiente conclusión : “Si el artículo 42, como se intentaba, era fiel expresión 
de la fórmula definitiva que dió el Papa a la base 3.”, y que recibieron con 
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satisfacción nuestros legisladores, la frase "todos los que profesan la reli- 
eión católica" no podía entenderse sino en este sentido: fodos los obligados 
por la Iglesia a celebrar matrimonio según la forma canónica. Es decir, todos 
los bautizados en la Iglesia católica y todos los convertidos a ella de la here- 
jia o del cisma, aunque tanto éstos como aquéllos la hayan después aban- 
donado” (p. 24, n. 24), o, lo que es lo mismo, aunque sean herejes. El autor, 
pues, hace compatibles para los efectos legales el profesar la religión católica 
y, simultáneamente, el ser hereje. A esta conclusión se nos figura que ha 
llegado a impulsos de su afán por conseguir la plena realización civil del 
derecho de la Iglesia, lo cual no puede menos de merecer sinceras alabanzas; 
mas para eso ha tenido que confundir la doctrina de la Iglesia—que el Papa 
deja a salvo— con la fórmula legal práctica, y la aprobación positiva de una 
parte de la fórmula negociada con la tolerancia de otra parte de la misma. 
Si la armonización entre ambas legislaciones hubiera de ser perfecta, ¿qué 
es lo que el Papa se mostró dispuesto a tolerar en el matrimonio de los hete- 
rodoxos ? 

Insistiendo en el mismo criterio, que es la base fundamental de su argu- 
mentación en la interpretación de la legalidad constituida, dice más ade- 
lante (p. 80) el autor: “Entiende aqui la Iglesia que profesar es creer su fe, 
es hacerse súbdito suyo”, Profesar—decimos nosotros—si es lo mismo que 
creer; pero no es lo mismo que hacerse sübdito de la Iglesia. Los protes- 
tantes que están válidamente bautizados son sübditos de la Iglesia; pero 
nadie dirá que profesan la religión católica o que creen su fe. Expresiones 
semejantes a las que hemos transcrito se repiten frecuentemente en el libro. 

Pasando a tratar de la legislación concordada, transcribe el autor el ar- 
ticulo 23 del Concordato, segün el cual “El Estado espafiol reconoce plenos 
efectos civiles al matrimonio celebrado según las normas del Derecho canó- 
nico", y prosigue por su cuenta: "De esto concordado, ciertamente fluye, 
en buena lógica, que el Estado espafiol no reconoce efectos civiles" (p. 134) 
a los matrimonios de quienes en algün tiempo pertenecieron a la Iglsia ca- 
tólica, pero que a la sazón profesan la herejía, si no observan la forma ca- 
nónica. No alcanzamos a ver la lógica de esa conclusión que deduce el 
doctor DEL Amo. De que el Estado diga que reconoce efectos civiles a unos 
determinados matrimonios, no se deduce que los reconoce a solamente ésos 
y a ninguno más. Apurando el ergo, habría que deducir, con la misma 16- 
gica, que no los reconoce ni siquiera a los matrimonios de los no bautizados. 
Si Éstos no se casan ante el párroco del territorio y dos testigos. El argu- 


.. mento a sensu contrario no es estrictamente lógico y rara vez es convincente. 
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Consecuente consigo mismo el docto Defensor del vínculo. interpreta 
en la misma forma el apartado C) del protocolo final al artículo 237 eae! 
cual se estatuye que “en materia de reconocimiento de matrimonio mirto 
entre personas católicas y no católicas, el Estado pondrá en armonía su 
propia legislación con el Derecho canónico”. Comentando el autor esta 
fórmula concordada, dice: “¿Qué se ha de entender por matrimonio mixto? 
Para mí es completamente claro que la Iglesia y el Estado español, a la 
hora de pactar, tenían a la vista como norma canónica, a la cual había de 
ajustarse la ley civil, el canon 1.099, $ 1, número 2, principalmente. Ahora 
bien, en este canon se llaman matrimonios mixtos los matrimonios que con- 
traen “los indicados en el número anterior con acatólicos, estén bautizados 
o no, aunque hayan obtenido dispensa del impedimento de mixta religión 
o del de disparidad de cultos”. Luego matrimonio mixto—prosigue el 
autor—es para el Concordato el matrimonio que contraen los católicos (bau- 
tizados en la Iglesia católica o convertidos a ella de la herejía o del cisma) 
con acatólicos, estén bautizados o no”. (pp. 136-137). Cita en apoyo de su 
opinión el canon 1.102, $ 1, en el cual se habla de “matrimonios entre una 
parte católica y otra acatólica" (p. 137). Mas todo el razonamiento del autor 
falla en los siguientes puntos: 1) El canon 1.099, $ 1, número 2, no llama 
“matrimonios mixtos” a aquellos a los que el autor da este calificativo. Ha- 
bla, si, del impedimento de mixta religión; pero para referirse precisamente 
a los matrimonios celebrados entre católicos (actual y verdaderamente cató- 
licos) y acatólicos válidamente bautizados, a tenor del canon 1.060. 2) Se 
guarda bien el $ 1, número 1, del mismo canon 1.099 de llamar “católicos” 
a los que están obligados a observar la forma canónica del matrimonio, ya 
que esta locución sería completamente impropia para comprender en ella a 
los herejes y cismáticos actuales, que en algún tiempo pertenecieron a la 
religión católica. 3) La cita del canon 1.102 no es atinente mi guarda rela- 
ción alguna con el canon 1.099, sino con el 1.095. Trátase en el canon 1.102 
de la forma litúrgica, no de la jurídica o sustancial para la validez del acto; 
y lo que se pretendió en dicho canon fué eliminar de los matrimonios, a que 
se refiere, todo rito religioso, aunque una de las partes sea católica profe- 
sante. Hace el canon mención de “una parte católica y otra acatólica”, por- 
que da por supuesto que, si ambas son acatólicas, no hay peligro de que se 
les haya de ocurrir pretender que su matrimonio se celebre con rito reli- 
gioso católico; y excluyendo de los matrimonios mixtos el rito religioso, 
a fortiori ha de entenderse excluído si ambos contrayentes son heterodoxos. 
4) No se ve razón alguna para afirmar que los legisladores concordatarios 
se refirieron, al hablar de “matrimonio mixto entre partes católicas y no 


bs 


1 


LORENZO MIGUELEZ 


católicas", al canon 1.099, en el cual no aparecen los términos "mixto" ni 
“católico”. ¿No pudieron referirse al canon 1.060, en el cual se describe el 
impedimento que el 1.061 llama “de mixta religión" y que existe cuando 
una de las partes es católica (en su sentido propio) y la otra acatólica afi- 
liada a una secta herética o cismática? ; No habrán pretendido dichos legis- 
ladores hacer que se dé una redacción más clara al artículo 42 del Código 
Civil, de tal forma que éste no pueda vulnerarse permitiendo el matrimonio 
civil, cuando se trate de matrimonio mixto, o sea cuando uno de los contra- 
yentes sea acatólico y el otro no? Creemos excusado decir que el matrimonio 
entre persona católica profesante y persona no bautizada es verdadero ma- 
trimonio mixto, si bien el impedimento existente en ese caso no sea el de 
mixta religión, sino el dirimente denominado de disparidad de cultos. 


Por lo que se refiere al consentimiento y consejo paternos para el ma- 
trimonio de los hijos, se transcribe por el autor el apartado B) del protocolo 
final en relación con el artículo 23, que dice así: “Las normas civiles refe- 
rentes al matrimonio de los hijos, tanto menores como mayores, serán pues- 
tas en armonía con lo que disponen los cánones 1.034 y 1.035 del Código de 
Derecho Canónico”. Nos parece suficientemente claro que el apartado trans- 


crito solamente se refiere a los matrimonios de los hijos. “ Yo creo, sin em- 


bargo—dice el autor—, que el alcance del acuerdo es mucho más amplio 
y que las leyes civiles que tienen que armonizarse con las eclesiásticas son 
todas aquellas referentes al matrimonio que hoy día están disconformes. 
sea con el canon 1.034, sea con el 1.035, también citado" (p. 104); y entre 
ellas incluye las prohibiciones impuestas a las viudas, a las mujeres cuyo ma- 


trimonio haya sido declarado nulo, a los tutores y a los militares (p. 103), 


todas las cuales nada tienen que ver con las referentes al matrimonio de los 


hijos. La razón más atendible que da en pro de su opinión es que, de lo 


contrario, no tendría finalidad alguna el haberse hecho la cita del canon 
1.035, el cual contiene un precepto de carácter generalísimo. A esto pudiera 
responderse que se ha hecho la cita de él precisamente por eso: porque, al ser 
generalisimo, pecan contra el canon 1.035 las prohibiciones que la ley espa- 
fiola contiene respecto de los hijos, y porque dichas prohibiciones, si bien 


van más lejos que el canon 1.034, directamente no van contra éste. El 1.035 


contiene una norma negativa, y el 1.034 una positiva. Por eso era oportuno 
citar ambos. 


| Prescindimos de hacer otras observaciones, por ser ellas de menor im- 
portancia o por estar sustancialmnete comprendidas en las consignadas. 
- En resumen: a nuestro juicio, el esclarecido Defensor del vínculo, cor- 


dial compafiero y dilectisimo amigo nuestro, interpreta la legislación civil 


i 
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y concordada española no por lo que es en sí misma como hecho y realidad 
jurídica, sino por lo que él entiende que debiera ser y nosotros también 


desearíamos que pudiera ser y de hecho fuera. Ojalá algún día se nos diga, ye 
por quienes pueden decirlo, que se ha llegado ya a esa meta y las opiniones = 
del autor sean auténticamente corroboradas. Mas, entre tanto, al texto de. fr: DI 
la ley concordada debemos atenernos sin violentar sus términos, Una cosa — 
es la doctrina pura, en el campo de los principios, y otra la tolerancia de — e 


una realidad que muchas veces, para evitar mayores males, impone de una 
manera ineludible el hecho social. Esa realidad es la que el esclarecido 
autor ha aplicado, con criterio muy distinto, pero muy acertado, al pro- 
blema de los casados civilmente al amparo de la ley republicana, que hoy 
alegan la necesidad de disolver dicha union—invalida ante Dios y ante la 
Iglesia— para tranquilizar la conciencia. 


Lorenzo MIGUELEZ 


Decano del Tribunal de la Rota Española 
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Bien se puede decir que el libro que hoy presentamos a los lectores de 
REVISTA DE DERECHO CANÓNICO (*) es más y es menos que un manual 
de Derecho concordatario, pues, aunque, a decir del autor, sobre Derecho 
concordatario se ha escrito mucho y bien en tiempos recientes, pero los 
pareceres de historiadores y políticos, al igual que las opiniones de cano- 
nistas y juristas, no son aün por completo acordes y uniformes. 

El título mismo del libro: Concordati e ordinamento giuridico inter- 
nazionale, es ya, por sí mismo, revelador, y una vez trazado ese cauce, re- 
sulta completamente lógica, más que la semejanza, su dependencia evidente 
de la obra verdaderamente fundamental en la materia: Concordats et drott 
international, de H. Wacnon, de la Universidad de Lovaina, que vió la luz 
püblica en 1935 y que constituye, sin duda, la más valiosa aportación al De- 
recho concordatario realizada desde el punto de vista del Derecho inter- 
nacional. 

Consta el libro actual de una breve Introducción general y de cuatro 
Partes divididas en párrafos, todo ello bastante sucinto. Preceden a aqué- 
llas el Indice general y una buena bibliografía, más selecta aün que copiosa. 

Comienza la Introducción (pp. 19-33) con unas breves notas históricas 
sobre la práctica concordataria, continüa luego con un intento de periodi- 
ficación y unas nociones preliminares sobre el Concordato y sobre el objeto 
del mismo, para terminar concretando el objetivo o cometido del libro en 
torno al examen de “la naturaleza jurídica del Concordato y su valor en el 
Derecho internacional”. 

En las notas históricas sobre los Concordatos nos parece poco atinado 
calificar como de escasa importancia al Concordato español de 1753 (p. 21), 
que, al mismo tiempo que llevaba el Regio Patronato al punto más alto de 
su historia, reducía al mínimo las reservas pontificias, produciendo con ello 
una transformación profunda en los medios de sustentación o en las finanzas 
de la Curia Romana. En la enumeración de los Concordatos y Convenios 


(*) I. G. CASORIA: Concordatt e ordinamento giuridico internazionale (Roma, Officium Libri 
Catholici, 1953), 160 pp. 
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recientes omite el Convenio con Colombia, de 1942, y el Convenio español 
sobre la Jurisdicción castrense y la asistencia religiosa à las Fuerzas arma- 
das no es de 1951, sino de 5 de agosto de 1950; pero lo que llama más la 
atención es que, haciendo alusión al acuerdo—Concordato, dice él—entre el 
Episcopado húngaro y el Gobierno comunista (p. 23, nota I 3), reprobado 
por la Santa Sede, no mencione siquiera el Acuerdo de 14 de abril de 1950 
entre el Episcopado polaco y el Gobierno de Varsovia, acontecimiento de 
tanta trascendencia política como jurídica, que ha sido objeto de conside- 
rable y reiterada atención, y al que nosotros hubimos de dedicar un estudio, 
en estas mismas páginas, analizando los problemas que plantea (1). 

Afirma CasoRiA (p. 24) que mientras el Estado fué entrañablemente 
cristiano, como sucedió en la Edad Media, no se dejó sentir la necesidad y 
la utilidad del régimen concordatario. Que la práctica concordataria no fué 
algo completamente ordinario y normal durante el Medievo resulta un hecho 
incuestionable; pero la interpretación que da nos parece pobre y superficial: 
hace ya afios que dejamos explicado en Notas sobre Derecho concordatario 
cuáles son y en qué consisten los supuestos y condiciones del régimen con- 
cordatario, y E. FoGrrAso y S. LENER, entre otros, han esclarecido igual- 
mente cómo el régimen concordatario no podia tener lugar regularmente 
en una sociedad sustancialmente monista y unitaria cual la medieval, de 
estructura jerárquico feudal (2). Por las mismas razones no nos satisface 
tampoco la periodificación propuesta por el autor, "paralela al florecer o 
languidecer del espiritu cristiano en los pueblos y en los gobernantes". Sin 
hacer demasiado hincapié en la multiplicidad de períodos, acentuada atin 
más con las subdivisiones que propone, y sin insistir tampoco en lo subje- 
tivo que resulta calificar el lapso del 800 al 1024 como “el período áureo 
del predominio de la Iglesia en todas las manifestaciones de la vida social", 
a la vez que se caracteriza como "tiempo de discordia y de sucesivas pacifi- 
caciones el período del 1024 al 1338", cuando es más cierto que la primera 
de las etapas señaladas comprende la edad de hierro del Pontificado, que 
desemboca en la lucha de las investiduras, en tanto que las centurias XII 
y XIII senalan el cenit del poder pontifical en la organización unitaria y je- 
rarquico-feudal de la Cristiandad o Respublica Christiana, cuyo ocaso apun- 
ta ya en el despertar del espíritu nacional y absolutista de Felipe el Her- 


(1) El Acuerdo entre el Episcopado polaco y el Gobierno de Varsovia i 
CANÓN., t. 6 (1951), pp. 185-255. 4 : c Roda e im 
| (2) E. FoGLIASO: La tesi fondamentale del “Ius Publicum Ecclesiasticum" 
: f , en *'Salesia-' 
num”, t. 8 (1946), pp. 67-135. S. LENER: Chiesa e Stato, oggi, in Italia, en “La Civiltà Cattolica” 


(1946), vol. IV, pp. 91-104. L. PÉREZ MIER: El Concordato español de 1958: i ( 
racteres, en REV. ESP. DE DER. CANON., t. 9 (1954), pp. 7-41. À DE De ce 
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moso; encontramos incomparablemente más sobria y objetiva la periodifi- 
cación que refleja el siguiente párrafo de LENER : 


"En la época romano-cristiana y en la Edad Media, objeto de dis- 
cusión (entre la Iglesia y el Estado) fué especialmente la relación 
subjetiva entre las dos autoridades supremas, o sea la recíproca po- 
sieión del Papa y del Emperador (preeminencia o igualdad); en un 
segundo tiempo el conflicto revestía más propiamente un momente 
o carácter objetivo, afectando las respectivas atribuciones de ambos 
poderes dentro del ámbito territorial de cada Estado; y, finalmente, 
en un tercer período (piénsese particularmente en la Revolución fran- 
cesa y en la segunda fase del Risorgimento italiano) adquiere pre- 
ponderaneia absorbente el momento ideológieo y político que se con- 
centra en torno a la lucha entre la concepción y organización pura- 
mente laicas de la sociedad, patrocinadas por el racionalismo y el 
liberalismo, y la Religión revelada con su relativa organización (con- 
fesionalidad-del Estado)" (3). 


En el párrafo dedicado a la posibilidad de regular concordatariamente 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado, ya que no detenerse a demostrar 
la posibilidad de regular esas relaciones con Derecho positivo humano, si 
convendria, por lo menos, haber sentado gradualmente los supuestos juri- 
dicos sobre los que aquella posibilidad descansa, acudiendo para ello a los 
magníficos artículos de LENER en “La Civiltà Cattolica" (4), que contienen 
una aportación tan original como valiosa al esclarecimiento del problema 
de las relaciones entre la Iglesia y el Estado desde un punto de vista inte- 
resantisimo, como es el de la teoría general del Derecho, 

Al enjuiciar la utilidad del régimen concordatario, estamos de acuerdo 
con el autor en que es ya hora de sepultar el viejo aforismo: historia concor- 
datorum. historia dolorum; pero no lo estamos igualmente en lo que se re- 
fiere a la actualidad de la clasificación de los Concordatos en concordatos de 
paz, concordatos de amistad y concordatos de defensa, incluyendo en esta 
tercera categoría los Concordatos recientes (pp. 29-30). 

En la Parte primera hace el autor, en veinte páginas (pp. 37-56), la ex- 
posición y crítica de las principales teorías acerca de la naturaleza juridica 
del Concordato, siguiendo muy de cerca la obra de Wacnon. Al trazar en el 
párrafo I las líneas fundamentales de los sistemas o teorías generales de 


(3) S. LENER: Lo Stato moderno e la molteplicità degli ordinamenti giuridici, en “La Civ. 


‘ DÀ 46), vol. IV, pp. 248-249. 

M Wi d dos d raton citados se han de añadir: Relazioni necessarie e rapporti for- 
mali fra Chiesa Cattolica e Stato moderno, en “La Civ. Catt.” (1947), vol. I, PP. 385-394; Sovre- 
nità della Chiesa e sovranità dello Stato nella dottrina generale del Diritto, ibidem (1947), 
pp. 459-468: Definizione razionale dei rapporti [ra Chiesa Cattolica e Stato moderno, ibidem 


(1947), vol. II, pp. 26436. 3 
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relaciones entre la Iglesia y el Estado, tales como el césaropapismo, el juris- 
diccionalismo y la separación, hubiéramos deseado ver bien señalada la raíz 
protestante del moderno cesarismo religioso, intimamente ligado a la ne- 
gación de la unicidad y visibilidad de la Iglesia, no menos que a la doctrina 
o teoría de las “iglesias territoriales" con el principio del “cuius regio eius 
religio", ambos—doctrina y principio—secuela necesaria de la supuesta in- 
visibilidad de la Iglesia de Cristo, simple reunión de los creyentes o de los 
predestinados, pero no sociedad visible y jurídica y, mucho menos, única 
Hubiéramos deseado, asimismo, una caracterización más profunda del ju- 
risdiccionalismo y de la separación descubriendo las raíces doctrinales e his- 
tóricas de ambos sistemas y, además, por lo que hace a la separación, seña- 
lando sus distintas acepciones con las diferencias radicales que median 
entre ellas. Decir, sin más, del sistema de la separación, como hace el autor 
(p. 39), que es “lógicamente contrario a todo régimen concordatario”, nos 
parece poco exacto. Si algo demuestran los estudios de A. CHECCHINI (5) y 
de LENER, entre otros, es que han puesto de manifiesto cómo el verdadero 
punctum. pruriens de las relaciones entre la Iglesia y el Estado ha quedado 
desplazado de la doctrina de la separación a la teoría de la soberanía abso- 
luta. Y es precisamente esto, o sea, una crítica sustancial y jugosa de la 
teoría de la soberanía absoluta, es decir, del fundamento sobre el que des- 
cansa esta doctrina, lo que echamos de menos en la página 48; pero crítica, 
entiéndase bien, realizada en el terreno jurídico, o sea, conducida con mé- 
todo y argumentos estrictamente jurídicos, aprovechando los recientes es- 
tudios de doctrina general del Derecho y de la teoría institucional del 
Derecho. 

Dedicase la Parte segunda del libro (pp. 59-93) a determinar la natu- 
raleza jurídica del Concordato como convenio diplomático, para lo cual ef 
autor trata en párrafos sucesivos del sujeto activo de los Concordatos : Igle- 
sia y Estado, respectivamente, de la personalidad internacional y de la sobe- 
ranía espiritual de la Iglesia, del objeto y de los efectos propios del Con- 
cordato y, finalmente, del ordenamiento jurídico concordatario estableciendo 
el paralelismo entre Concordato y tratado internacional. 

Mejor que insistir en la dependencia del WAGNON, estimamos ütil formu- 
lar algunas observaciones. Así, por ejemplo, para probar que la Iglesia es 
una de las altas partes contratantes, afirma el autor que “algunos Concor- 
datos recientes reconocen a la Iglesia católica una soberanía propia (p. 64), 
y aduce para ello artículos diversos de los Concordatos de Polonia, Baviera, 
Lituania, Rumania, Alemania y Austria. La expresión nos parece poco 


(5) A. CHECCHINI: Iutroduzione dommatica al Diritto ecclesiatico italiano (Padova, 1937). 
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exacta, por lo menos, y se presta al equívoco, ya que no se puede califica: 
simplemente de soberanía el reconocimiento de cualquier competencia pro- 
pia, puesto que la soberanía, además de una competencia nativa y propia, 
connota directa y necesariamente la plena independencia en el ejercicio de 
la misma. 


En el párrafo III de esta Parte trata el autor de la soberanía espiritual 
de la Iglesia como fundamento jurídico sobre el que asentar la personalidad 
internacional de la misma, formulándose esta pregunta: ¿Puede la soberanía 
espiritual de la Iglesia servir de base en la doctrina jurídica para establecer 
su personalidad en el Derecho internacional? Los estudios de LENER sobre 
doctrina general del Derecho, repetidamente citados, le proporcionaban una 
base excelente para dar respuesta afirmativa y satisfactoria a su pregunta; 
sin embargo, el autor no ha aprovechado convenientemente sus resultados. 
Si tuviéramos necesidad de comprobar la exactitud y bondad del método 
patrocinado, la encontraríamos a mano en la página siguiente del libro. Ob- 
serva alli CAsorIA (p. 76) cómo WAGNoN repone el fundamento de la per- 
sonalidad internacional de la Santa Sede en el elemento de la soberanía, en 
oposición a SIOTTO PINDOR y otros internacionalistas, quienes, distinguien- 
do entre personas y sujetos dé Derecho internacional, afirman que solamente 
los Estados son personas de Derecho internacional, en tanto que sujetos de 
Derecho internacional son otros entes distintos de aquéllos, y que consti- 
tuyen personas de segundo orden con una capacidad juridica limitada o 
reducida. 

Tomando en consideración únicamente el Derecho internacional, la dis- 
cusión entre los internacionalistas amenaza prolongarse indefinidamente; 
pero si para resolver la cuestión se trae a colación la totalidad de la expe- 
riencia jurídica y no solamente un ordenamiento jurídico, entonces aparecerá 
en seguida claramente que el ordenamiento jurídico internacional se dis- 
tingue del ordenamiento jurídico interno precisamente en que éste se define 
“ordenamiento jurídico territorial soberano”, mientras que el primero se 
caracteriza por ser “ordenamiento jurídico originario o soberano, no terri- 
torial”, y, como tal, rige no solamente entre Estados, sino, además, entre 
éstos y la comunidad internacional, que es ente no territorial, como no lo 
son tampoco la fenecida Sociedad de Naciones o la actual Organización de 


las Naciones Unidas, que no deben confundirse, sin embargo, con la comu- 


nidad internacional (6). 


(6) “La stessa lege di socialitá che induce i singoli a una vita ordinatamente assoclata, 
spinge gli Stati a uscire dal loro ¡particolarismo e a dar vita à un ordinamento di grado supe- 
riore. Questo, esendo paritario, non importa pei suoi soggetti dipendenza da un superiore 
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De esta manera queda ya igualmente superada, mejor aün que resuelta, la 
cuestión del reconocimiento con las discusiones de los internacionalistas sobre 
su valor constitutivo o meramente declarativo, especialmente en la teoría 
institucional del Derecho, segün la cual, por lo que se refiere al Estado, 
existencia y personalidad son una misma cosa; de modo que el reconoci- 
miento es siempre logice posterius a la personalidad, en cuanto que el Estado. 
lo mismo que la persona humana, por el solo hecho de ser o existir como 
ente independiente, es ya persona in iure: ubi societas independens ibi etiam 
sus independens. 

Dedica el autor el parrafo IV a demostrar la analogia del Concordato 
con el tratado internacional, tanto por razón de su objeto como de los 
efectos que ambos producen y que son semejantes. Estamos completamente 
de acuerdo con él cuando dice que "ninguno de los dos poderes tiene el 
derecho de establecer disposiciones que tengan directamente pleno efecto en 
un ordenamiento jurídico que no sea de su competencia. En cambio, la norma 
establecida por el Concordato vale plenamente en los dos ordenamientos 
—el eclesiástico y el civil—por el hecho de que ella es el resultado concorde 
de dos voluntades" (p. 82). 

Al tratar en el párrafo V del fundamento y de las fuentes del ordena- 
miento concordatario, observa justamente CASORIA que la communitas gen- 
tium reposa sobre un principio de solidaridad y no de autoridad : “el derecho 
que la rige es el tratado y no la ley" (p. 89). La observación nos parece 
completamente exacta en lo que atañe al ordenamiento concordatario; acaso 
no lo sea ya en igual grado aplicada al Derecho internacional en toda su 
extensión, y de manera especial por lo que toca al Derecho internacional 
general o consuetudinario, Ya los grandes maestros VITORIA y SUAREZ ad- 
virtieron cómo en el derecho de gentes puede haber normas consuetudina- 
rias establecidas por simple mayoría, que resultan obligatorias para todos 
los miembros de la communitas internationalis, y en este sentido VITORIA 
habla de normas establecidas auctoritate totius orbis. Y la tendencia más 


reciente tampoco admite sin restricciones el carácter paritario y contractual 
del Derecho internacional general (7). 


potere in ció che concerne l'ordine interno dei gruppi statuali: non esclude, cioé, la s 

I I : ude, , la sovranità 
interna degli Stati; ma rela, e quindi limita, l’attività esterna di essi, sottoponendola al 
Diritto.” S. LENER: Lo Stato moderno e la molteplicità..., p. 261. 


(7) J. G. MENENDEZ RAIGADA: Vitoria (François de), en “Dictionnaire de Théologie C li- 
que”, fs 15, 2e partie, cols. 3135-3136: “On voit aussi que cette société universelle, UNI bur 
toute Vespéce humaine, encore que, jusqu’au moment présent, elle n’ait pa créé d'organe de 
l'autorité—chose que Vitoria tient comme possible et dont on a pu voir un essai dans le So- 
eiété des Nations—ne manque pas d'autorité pour se donner des lois qui sont les prescriptions 
du droit des gens. Et ces lois sont obligatoires pour tous, méme pour ceux qui ne voudraieni 
pas les accepter, parce que tous, qu'ils le veuillent ou non, font partie de la société humaine 
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Suscribimos también el juicio de Casoria sobre la analogia de seme- 
janza y no univocidad o identidad entre el Concordato y el tratado inter- 
nacional, pero sin que ello impida el que deba aplicarse a ambos una misma 
denominación calificando el Concordato en la categoría de los tratados in- 
ternacionales. 


La Parte tercera de la obra.(pp. 97-119) desarrolla en tres párrafos la 
determinación de las normas que rigen la elaboración y estipulación de los 
Concordatos, así como las reglas que presiden la cesación del régimen con- 
cordatario. En el párrafo I, al tratar de la Santa Sede como la ünica autori- 
dad competente en la Iglesia para negociar los Concordatos, echamos de me- 
nos que en la página 97, nota 5, no recoja el Acuerdo del Episcopado polaco 
con el Gobierno de Varsovia. En la página 104 sostiene el autor, y nosotros 
nos adherimos a su opinión, que "son jurídicamente capaces de negociar 
Concordatos no sólo los Estados plenamente soberanos e independientes, sino 
también aquellos otros que, aun sometidos en cierta medida a una autoridad 
extraña, conservan, sin embargo, el poder de legación, y los Estados agru- 
pados en una Confederación o que forman un Estado federal". Pero cree- 
mos que no debía haberse contentado con la simple afirmación, sino que 
debía haberse detenido a analizar el porqué de esa capacidad en aparente 
contradicción con la incapacidad de los Estados miembros en el Estado 
federal para negociar tratados internacionales, resolviendo la dificultad que 
consiguientemente resulta de ahi contra la asimilación del Concordato al 
tratado internacional. 

Igualmente creemos que en el examen de las causas de cesación de los 
Concordatos, y más especialmente por lo que toca a la cláusula "rebus sic 
stantibus" y a la sucesión en los Estados, no se podían despachar tan suma- 
riamente; de manera que no se recoge siquiera el caso de Alsacia-Lorena 


(en 1870 y en 1919), estudiado detenidamente por WAGNON (pp. 391-401), 


par Pautorité de laquelle se donnent les dites loís. La promulgation des ces lois consiste dans 
le consentement virtue! e tout Punivers... Nest pas requis le consentement, méme virtuel, 
de tous absolument, mais il suffit de celui de la majorité. Même si quelques peuples n'ont 


pas eu de part à la formation de quelques-unes de ces lois, si méme ils s'opposent à elles de, 


facon positive, ils sont néanmoins obligés à les exécuter, parce que données par Pautorité 
universelle. La solidarité humaine en cette société primordiale, dont nous faison tous néces- 


sairement partie par le seul fait que nous sommes des hommes, améne nécessairement à cette 


eonclusión.” : 

S. LENER: Per la Storia del Diritto Internazionale. “Il Jur Gentium det Romani", en “La 
Civiltà Cattol.” (1948), vol. I, pp. 293-294: “Fra i piü recenti internazionalisti Si cominciano 
2 sOllevare seri dubbi tanto sulla qualificazione del diritto internazionale privato come dirittb 
interno dei singoli Stati, quanto sulla limitazione del diritto internazionale. pubblico al diritto 

in essere convenzionalmente 

repu. ee A dite sempre più unanimemente a consuetudini comuni HU ai vari 
Stati, vale a dire a un concetto estremamente vicino a quello fatto valere per jus gentium 
dellaccezione B) (i. e. complesso di norme e istituti comuni ai vari popoli). 
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ni se alude tampoco a las aplicaciones suscitadas durante la última con- 
tienda y que atrajeron la atención de W. M. PLocut, entre otros (8). 

La Parte cuarta (pp. 123-160), que es, sin duda, la más personal y mejor 
elaborada de todas, aborda el problema de la extensión y eficacia del orde- 
namiento concordatario, acometiendo en sendos párrafos la exposición y 
la crítica de las diversas teorías sobre la eficacia del tratado internacional, 
y particularmente del así denominado dualismo o monismo jurídico que 
afirma la primacía del Derecho internacional. Tanto en la exposición como 
en la crítica sigue el autor la obra de WAGNON, y quizá a eso se deba atri- 
buir el que al tratar del dualismo entre los canonistas incluya como uno 
de ellos a A. VAN Hove, como lo hace en la página 134, nota 21. No pa- 
rece, sin embargo, correcto apelar a lo que se lee en los Prolegomena de 
1928, cuando en la edición de 1945, que expone la cuestión ex professo, se 
han eliminado deliberadamente aquella: expresiones, y por ello tampoco 
resultan congruentes las citas del tratado De legibus de 1930 (9). 

Consagra CASORIA 16 páginas (pp. 138-154) a exponer y demostrar lo 
que él denomina nueva teoría del valor del Concordato en derecho interno. 
Lo nuevo, como advierte él mismo, no es tanto la doctrina cuanto la forma 
que adopta su proposición, o sea, que el Concordato, en cuanto acuerdo 
normativo, constituye un instrumento de producción juridica que crea una 
ley común (Concordato-ley o ley concordada) la cual es ley única, eclesiás- 
tica y civil a la vez, que se impone al mismo tiempo no sólo a la Tglesia 
y al Estado como tales, sino, además, a los órganos y a los miembros de 
"una y de otro. Esta ley única, aunque descansa necesariamente sobre la com- 

munis voluntas de la Iglesia y del Estado como supuesto previo de la mutua 
competencia para formularla, no emana de un ente distinto y superior a 
entrambos, por la sencilla razón de que tal ente^no existe, y no existe por 
lo mismo que el acuerdo mutuo no origina una verdadera y estricta societas 
Superior a entrambos, a la manera que lo es la communitas. internacional 
| como expresión necesaria, aunque imperfecta todavía, de la sociabilidad hu- 
mana universal. No resta, pues, sino atribuir la producción del ordenamien- 
to concordatario a la soberanía como tal, o sea a la autoridad total de la 


. Iglesia y del Estado, que imponen la ley común así creada a los órganos 


/ 


(8) W. M. PrócHL: Reflections om the nature and status of Concordats, en “The Jurist”, 
4. 7 (1947), pp. 10-44. 

(9) En torno a monismo o dualismo el autor no recoge la impugnación que de WAGNON 
hace P. FEDELE en Valore delle norme concordatarie nell'ordinamento canonico, que apareció 


_ en Chiesa e Stato (Milano, 1939), vol. II, scritti giuridici, pp. 373-410, ni tampoco la contesta- 


ción de aquél en Droit naturel et doctrine concordataire, publicado el año 1948 en Miscellanea 
moralia in honorem A. Janssen, y en un nuevo trabajo, Nouvelles controverses en doctrine 
concordataire, presentado al Congreso de Derecho Canónico de París en 1950: “Actes du Con- 
grés de Droit canonique” (París, 1950), pp. 393-408. 
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y a los sübditos propios, respectivamente. La aplicación de la teoría insti- 
tucional del Derecho al ordenamiento concordatario, tal como 1o dejamos 
apuntado ya en Concordato y ley concordada (10) vendría a corroborar 
esta doctrina: el Concordato institución consistiría en la ley comün y ünica 
producida por la communis voluntas de la Iglesia y el Estado, en tanto 
que la verdadera esencia y virtualidad del Concordato convenio no sería 
otra que la de servir de simple medio para la creación de aquélla, o sea la de 
acuerdo normativo como instrumento de producción jurídica. 

Según esta nueva teoría, escribe CASORIA, el Concordato convenio no 
crea dos leyes de derecho interno, una eclesiástica y otra civil, sino que 
produce una sola regla de derecho, la cual tiene respectivamente pleno va- 
lor en ambos ordenamientos, el canónico y el civil (p. 142). A los nombres, 
encabezados por WAGNON, que CASORIA presenta como patrocinadores de 
esta doctrina se han de añadir también los traductores del Código de De- 
recho Canónico de la Biblioteca de Autores Cristianos, que en las anota- 
ciones al canon 3 definen el Concordato como pactos o contratos bilaterales 
entre la Iglesia y el Estado que obligan a ambas partes contrayentes en 
virtud de la justicia (11). 

¿No será quizá en esta dirección, es decir, partiendo de esta base, o sea 
con un cambio en el enfoque del problema, como habrá que buscar solución 
a la controversia entre monismo y dualismo aplicado al Concordato y 
que desde sus respectivas posiciones parece insoluble? Lo importante, según 
escribe LENER, es salir fuera de este “juego de óptica por el que se esteri- 
lizan, entre otras cosas, los esfuerzos encaminados a demostrar la superio- 
ridad del Derecho internacional sobre el Derecho interno, y viceversa. So- 
lamente estudiando cada uno de los fenómenos jurídicos como manifesta- 
ción de la juridicidad universal resulta posible superar la relatividad insita 
en las varias perspectivas o posiciones; y esto exige que se tenga continua- 
mente presente la experiencia jurídica toda entera” (12) i 

Después del largo resumen y de las observaciones que nos ha suscitado 
la lectura atenta y reposada del libro de Casorta, creemos de sobra justifi- 
cado lo que dijimos al comienzo: el libro, por el conjunto de su aportación. 
más que un manual de Derecho concordatario pretende ser, y ciertamente 
que lo logra, obra científica en cierto punto original. En otro sentido, sin 
embargo, se ha de decir que es menos que un manual, en cuanto que 
deja al descubierto aspectos importantes del Derecho concordatario que 


(10) L. PÉREZ MIER: Concordato y ley concordada, en Rev. ESP. DE DER. CANÓN., t. 1 (1946), 


pp. 319-354. 
(11) Código de Derecho Canónico (B. A. C., Madrid, 1953), canon 3. 


(19) S. LENER: Lo Stato moderno e la molteplicitá..., p. 262. 
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quedan apuntados en las observaciones que preceden, y algunos de los cua- 
les han sido objeto de concienzudos estudios monográficos. La obra, con- 
ducida con estricto y riguroso método jurídico y dotada de un aparato 
crítico copioso y bien escogido, se lee con facilidad y hasta con agrado, y 
si de algo peca no es ciertamente de farragosa; al contrario, a veces, ya 1o 
hemos dicho, puede resultar demasiado sucinta en algunos aspectos. Pero 
esa misma brevedad de capítulos y párrafos, junto con la pulcritud de la 
impresión, contribuye también a la facilidad de la lectura. 

Un número reducido de erratas o de inexactitudes en las citas no hace 
desmerecer la pulcritud aludida; alguna queda ya apuntada anteriormente, 
pero existen algunas más, como la de citar el A. A. S. cuantas veces se 
alude a la Enciclica Vehementer de Pio X, en vez de citar el A. S. S. 
(p. 63, nota 14; 91; nota 82; 148, nota 66); en la página 42, nota 8, se 
omite el tomo al que corresponde la cita; en la página 46, nota 16, se ha 
de advertir que VERMEERSCH-CREUSEN, desde la tercera edición, o sea des- 
pués de 1935, se adhiere a la doctrina de WAGNoN ; en la página 87, nota 75, 
la cita de WAGNON corresponde a la página 102; en la pagina 104, nota 19, 
en lugar de Letonia debe decir Lituania. Y finalmente, para terminar, dos 
observaciones de mayor momento que estas ültimas, a nuestro juicio. 

El indice general del libro queda prácticamente inutilizado, a pesar de 
la advertencia superpuesta, a causa de la diversidad de paginación con la 
del libro. ¿No habría sido más sencillo y, sobre todo, más práctico haber 
sustituido el yerro reeditando sus cuatro páginas corregidas? Echamos, 
asimismo, en falta un índice analitico de materias que realzaria mucho la 
obra y vendría a facilitar en cualquier momento su consulta acerca de un 
punto particular y concreto. 

Felicitamos sinceramente a monseñor CASORIA por esta valiosa publi- 


cación, que le otorga un puesto relevante entre los cultivadores del Derecho 
concordatario. 


EI 


El problema que se propone estudiar, segün declara el autor (*) en la 
Introducción, es "la personalidad jurídica de la Iglesia en un derecho po- 
sitivo", siguiendo para ello un método prevalentemente inductivo. Método 
éste por el que de las soluciones concretas se pretende ascender a los prin- 
cipios generales y que, si no constituye una prueba irrefutable de los mis- 


(*) J. IGNACIO LARREA: La Iglesia y el Estado en el Ecuador. La i 
y dor. personalidad de la Iglesia 
en el “Modus vivendi" celebrado entre la Santa Sede y el Ecuador (Consejo de est spione 


| Gientificas. Escuela de estudios hispano-americanos de Sevilla), Sevilla, 1945, XI-168 pp 
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mos, por lo menos contiene una confirmación y una contraprueba convin- 
cente de aquéllos. 


Consta el trabajo de cinco capítulos, que desarrollan el siguiente plan: 
Comienza el capítulo I resaltando la importancia que reviste el problema de 
la personalidad internacional de la Iglesia católica, y pasa luego a la expo- 
ción de algunos conceptos generales en torno, principalmente, al concepto 
mismo de la personalidad jurídica y a los criterios para la clasificación de 
las personas jurídicas en püblicas y privadas (pp. 3-23). 


Creemos que el autor acenttia demasiado el carácter pasivo de la pobla- 
ción o del elemento personal en la Iglesia cuando escribe: “los fieles, menos 
que representados por la Santa Sede, por el Papa, son los sujetos pasivos 
del poder soberano e infalible". Sin duda que el autor no negará la repre- 
sentación natural de los hijos y de la familia por el padre como jefe de la 
misma, y, sin embargo, en la organización de la familia aquéllos son bas- 
tante más que sujetos pasivos del poder paterno, y es que, además de los 
esquemas usuales de representación de voluntad, existe una representación 
institucional o de intereses en sentido genérico, no menos importante que 
la primera. La discusión de las varias teorías sobre la naturaleza de la per- 
sona jurídica nos parece un poco fuera de lugar en obra de esta índole, 
donde la cosa resulta complicada para los enterados, cuando sería suficiente 
fijar la noción y explicar los criterios de clasificación tomándolos sencilla- 
mente de otras ramas o disciplinas jurídicas. 


En el capitulo II (pp. 28-45) se describen muy sumariamente los ante- 
cedentes históricos del "Modus vivendi". Partiendo de la época de la do- 
minación española y pasando por el período de la Independencia, se detiene 
un poco más en el Concordato de 1862 estipulado por García Moreno, que 
fué reformado primero en 1882 y roto luego por la revolución liberal a 
partir de 1895, especialmente por las leyes de 1898 suprimiendo la contri- 
bución predial que había sustituído a los diezmos, por la ley de 1899 res- 
tableciendo el Patronato, por la de 1902 sobre el matrimonio civil y por 
la ley de Cultos de 1904, versión agravada de la "ley del candado”, hasta 
culminar en la Constitución de 1906, que, además de instaurar el laicismo 
del Estado, hacía perder a la Iglesia su anterior posición de persona juri- 
dica pública en el ordenamiento interno del Ecuador. “El laicismo—escribe 


el autor—ha logrado penetrar profundamente en la opinión pública y con- - 


vencer a muchos que aquellas leyes contrarias a la Iglesia son necesarias, 
y que el laicismo del Estado es una especie de dogma político intocable y 
fundamento de la paz nacional y de todo progreso” (p. 41). 


A 
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El capítulo III trata de la personalidad jurídica internacional que viene 
reconocida implicitamente en el “Modus vivendi". El autor aduce los si- 
guientes argumentos : el ^ Modus" es un tratado internacional entre la Santa 
Sede y el Ecuador y no una ley interna, ni tampoco un convenio con ufa 
Iglesia nacional, sino que sujeto del tratado es la Santa Sede y la Iglesia 
católica. El “Modus” reconoce, además, en forma explicita el derecho de 
legación y el derecho de libre comunicación de la Santa Sede con los fieles 
(pp- 49-71). 

En el capitulo IV (pp. 75-123) que con-el anterior constituyen el nú- 
cleo central del libro, se aborda la personalidad jurídica de la Iglesia en el 
ordenamiento interno del Ecuador, examinando fundamentalmente dos cues- 
tiones: la Iglesia como institución püblica o persona jurídica püblica en ei 
Ecuador y la personalidad civil de los entes e instituciones eclesiásticas. 

Hasta la Constitución de 1906, que estableció la separación de la Iglesia 
del Estado, aquella era, indudablemente, una institución püblica en el or- 
denamiento jurídico ecuatoriano; la Constitución de 1906, en su articu- 
lo 29, declara expresamente que "no se reconocen otras instituciones de 
Derecho püblico que el Fisco, los Municipios y los establecimientos costea- 
dos por el Estado". Idéntica situación subsiste en la Constitución de 1927, 
hasta que un Decreto de 1935 vino a declarar expresamente que "las Igle- 
sias y las Comunidades religiosas perdieron el carácter de instituciones de 
Derecho püblico", dejándolas reducidas a la condición de personas de De- 
recho privado y sometidas en todo a los preceptos que regulaban las condi- 
ciones y los trámites para la adquisición de personalidad". 


En virtud del "Modus" de 1937, juntamente con el Decreto nümero 


. 212 de las mismas fechas, incorporado al *Modus", no puede decirse que 


la Iglesia recobre la situación de institución püblica en el ordenamiento 
ecuatoriano; pero su posición viene a ser la de una entidad de derecho 


especial —concordatario—con caracteristicas públicas (p. 82). Las Constitu- 
ciones políticas de 1945 y 1946 respetan, sin modificarlo, el status o situa- 


ción creados por el “Modus” 


Entre las características püblicas de la Iglesia, enumera y examina el 
autor, en primer lugar, la soberanía interna de la Iglesia (potestad SA 


. tiva, judicial y administrativa), y cuyo ejercicio garantiza el artículo 1.° 


del “Modus” con la expresión del "libre ejercicio de las actividades que 
dentro de su propia esfera le corresponden”; y pasa luego revista a otros 
fines püblicos contenidos en el “Modus”, cual la educación, la conservación 
del patrimonio artístico nacional, el WO de las misiones y la incorpo- 


ración del indio a la cultura nacional. Sin embargo, afiade, el * Modus" no. 
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lleva esas caracteristicas públicas a todas sus conclusiones , apareciendo por 
eso sólo de sobra justificado el juicio que formula 2n el mismo en la 
página 104: “El “Modus” no instaura un régimen de plena colaboración 
entre la Iglesia y el Estado; para ello habría sido preciso cambiar varias 
leyes del Ecuador, y las circunstancias políticas no lo permitían, sino que el 
Convenio puso las bases de un sistema de amigable entendimiento y de 
colaboración, en algunas materias únicamente... El “Modus vivendi" no lo- 
gró poner fin a la separación de la Iglesia y el Estado, pero ha mitigado 
mucho esa separación" 

En cuanto a la segunda cuestión, o sea al problema de la personalidad 
de Derecho privado de la Iglesia y de las instituciones eclesiásticas, deter- 
mina concretamente las instituciones particulares que obtienen el recono- 
cimiento de la personalidad civil en el ordenamiento ecuatoriano y las 
condiciones o características para el ejercicio de esa capacidad. “Es fácil 
apreciar—escribe—que este derecho especial tiende a dar a las entidades 


eclesiásticas una mayor independencia, una posición más compatible con su. 


dignidad y altos fines; con todo, no faltan, tampoco, algunas restricciones, 
aunque no tan graves como las prescritas para las personas de derecho 
comün" (p. 122). 


Finalmente, el capítulo V lo dedica el autor a desarrollar algunos as- 


pectos concretos de la personalidad sobrenatural de la Iglesia, segün el 
* Modus", como son el reconocimiento de la potestad de magisterio, de en- 
señar y evangelizar, fines que se presentan ees una consecuencia del 
carácter sobrenatural de la Iglesia, El artículo 2.' del "Modus" reconoce 
y garantiza a la Iglesia el derecho de fundar establecimientos de ensefianza, 
además de los seminarios, obligándose el Gobierno a respetar el carácter 
propio de los mismos y comprometiéndose la Iglesia a que ellos se sujeten 
a las leyes. El “Modus” formula el derecho de la Iglesia, observa el autor, 


como consecuencia de la libertad de ensefianza garantizada por el Estado: 


y, aunque ello no signifique negación de la autonomía de ese derecho en 
otro ordenamiento, tampoco contiene la afirmación directa de esa autono- 


mía. Se trata, pues, de un reconocimiento práctico, de facto, en el que, al 


menos aparentemente, se prescinde del fundamento teórico; pero no cabe 
desconocer que el “Modus”, al reconocer la libertad de ensefianza a la 
Iglesia, confiere a aquélla un contenido más amplio y le otorga una firme- 
za mayor por su consagración en un tratado internacional. La Constitución 
política de 1945-46, posterior al "Modus", no sólo respeta lo establecido 
en éste, sino que afirma, además, la libertad de enseñanza, que se declara 
deber y derecho primario de los padres y de los que hacen sus veces (art. 171). 
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Cerrando el cuerpo del libro formula el autor sus conclusiones en doce 
proposiciones, que ocupan las páginas 141-143. 

Se insertan en Apéndice el texto del “Modus vivendi" y la Conven- 
ción adicional al mismo, juntamente con los documentos de ratificación. 
La nota o documento de la Santa Sede para la ratificación del " Modus" 
hace constar que el Soberano Pontifice “se ha dignado aprobarlos como 
Convención provisional que ha de abrir el camino para là reglamentación 
completa y definitiva de todos los asuntos concernientes a las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado en esa Republica”. Sigue después una nota del 
Canciller dirigida al Nuncio Apostólico sobre la legislación matrimonial, 
en la que se reconoce expresamente que “la Santa Sede está sumamente 
interesada en que dicho Convenio contenga alguna cláusula respecto al ma- 
trimonio y a la familia” (pp. 159-160); se insertan luego los Decretos nú- 
meros 121, 209 y 212, el último de los cuales fué incorporado al artículo 5.* 
del “Modus vivendi”, y, finalmente, inserta también los Estatutos del Con- 
sejo de Gobierno de los bienes de la diócesis de Loja, así como los de la 
misma clase de la Orden franciscana en el Ecuador. 

El libro tiene indudable interés como obra jurídica, resultando indis- 
pensable para conocer con exactitud la situación jurídica de la Iglesia en el 
Ecuador, y ello porque, al enfocar y resolver los particulares problemas 
jurídicos que presenta la situación concreta del Ecuador, desenvuelve tam- 
bién la doctrina y teoría jurídicas, aunque, por el fin práctico que se pro- 
pone el autor, otorga preferencia a la parte juridico-positiva sobre la ela- 
boración estrictamente doctrinal. : 

Sentimos no poder formular el mismo juicio en orden a su presenta- 
ción, que se ve notablemente afeada por una gran profusión de erratas, por 
el descuido en las citas y, además, por falta de esmero y de corrección en 
el estilo, que no siempre procede de la excesiva abundancia de americanis- 
mos, defectos todos impropios de una publicación realizada por la Escuela 
de Estudios Hispano-americanos de Sevilla y que hacen desmerecer nota- 
biemente su valor. 


LAUREANO PEREZ MIER 


Canónigo doctoral de Palencia 
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SENTENCIAS DE LA SAGRADA ROTA 
ROMANA DEL ANO 1944 


Editado por la Tipografia Poliglota Vaticana, este año 1954 acaba de 
aparecer el volumen XXXVI de “Sacrae Romanae Rotae Decisiones seu 
Sententiae, quae prodierunt anno 1944, cura ejusdem S. Tribunalis editae”. 
Es un volumen de 790 páginas y contiene sesenta y mueve sentencias de las 
setenta y una que figuran en la lista que publicó el *Acta Apostolicae Sedis" 
el año 1945 y que era una relación de todas las sentencias dadas por el Sa- 
grado Tribunal pontificio en el precedente año 1944. Faltan en el volumen 
editado las que en aquella enumeración del “Acta Apostolicae Sedis” figu- 
raban con los números XXXVII y LXVII, que eran: Romana. “Nullitatis 
matrimonii". Incidentis, coram. CANESTRI, 17 jun. 1944, y Beryten. Melchi- 
tarum. “Jurium”, coram JULLIEN, II dec. 1944. 

Las sesenta y nueve sentencias se distribuyen en la forma siguiente, 
por razón de la materia: 65 de nulidad de matrimonio, declarándose nulos 
32 matrimonios y resolviéndose no constar de la nulidad del matrimonio 
en 31 casos. Hay una causa (XXXII) que trata de la habilidad de la mujer 
para acusar la nulidad de su matrimonio, y otra (XXXVII) en la que se 
resuelve la cuestión de nulidad de sentencia, pero no lo referente a la sus- 
tancia de la causa, que se declara “Dilata et compleantur acta, juxta instruc- 
tionem dandam a Domino Ponente". 

Las restantes causas son: una de separación (XXVII', un incidente 
(XXXII), una *Jurium et damnorum" (IX), y otra "Jurium" (XVI). 

Distribuyendo las causas de nulidad por razón de los capitulos por los 
que se pide sea declarado inválido el matrimonio, figuran en este volumen 
33 causas, por razón de impedimento "vis et metus" ; nueve, sobre dispensa 
de matrimonio rato; ocho, de nulidad por exclusión del bonum prolis; otras 
ocho, por exclusión del bonum sacramenti, y dos, por la exclusión del bo- 
num fidei; siete causas, por impotencia del varón; tres, por impotencia de 
la mujer; cuatro, por ser matrimonio condicionado; tres, por simulación 
de consentimiento; tres, por falta de consentimiento; dos, por razón del im- 
pedimento de consanguinidad; una, por amencia de la mujer; una, por ra- 
zón del impedimento de edad, y otra, por clandestinidad. No es necesario 
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advertir que una misma causa presenta a la vez diversos capitulos de nuli- 
2 dad, v. ets, XL VIL EI CAIN 
Merece destacarse la doctrina que presenta la causa primera (coram 
CANESTRI), acerca de los deberes del abogado que a sabiendas defiende una 
causa injusta, aduciendo las palabras de Santo Tomás: "advocatus... si 
scienter injustam causam defendit, absque dubio graviter peccat. et ad res- 
titutionem tenetur ejus damni quod contra justitiam per ejus auxilium alte- 
ra pars incurrit". Y prosigue: "In causis matrimonialibus saepe vinculum 
est, quod tale damnum patitur, ut reparationem postea indesinenter expos- 
tulet. Contra matrimonium enim cujuslibet dolo invalidum declaratum, 
manet semper obligatio restitutionis conjugalis consortii, juris in corpus, 
AN aliorumque officiorum legitimo conjugi, nisi rationes simplicis separatio- 
y nis succurrant, dimisso altero cui forte adhaesum est, utpote concubino in 
7 adulterio; recognitionem jurium recte descendentium, natis ex praecedenti 
legitimo connubio, ceteris, si progeniti sunt, uti adulterinis posthabitis. Haec 
i et alia sunt consectaria declarationis nullitatis matrimonii per fraudem ob- 
| tentae, quae, sicat agentium, ita patronorum ac testium omniumque scienter 
p: cooperantium conscientiam gravant; et quidem tanto tamque firmi ponderis 
crimine, ut per sacramenta nec in vita nec in morte, ab eo valeat quis levari, 
nisi debita reparatione cuncta fateatur atque in pristinum restituat". 


K . Es también notable la causa XIX (coram CANESTRI), en la que, lamen- 
SES tando la multiplicación de los que tratan de deshacer el sagrado vínculo 
.. matrimonial, cuando les resulta molesto, se indica cómo el capitulo “vis et 
ti) . metus" suele elegirse, como el más cómodo, para la elaboración de la causa 
à de nulidad, y dice: “planior vero hac in re sternitur via quando nuptiae sine 
i . amore contractae sunt; tunc enim frigidus consensus in meticulosum con- 
RA vertitur atque ad coactionem conclamandi dat ansam” ; y señalando el modo 
de aprovechar las sentencias dictadas con anterioridad por los tribunales 
eclesiásticos, en causas semejantes, advierte: “Iniquo consilio, e collectio- 
nibus sententiarum in analogis causis, facta circumstantiaeque expilantur 
simulque componuntur, unde tabella coacti matrimonii facile adstruitur. 
Hinc caute semper accipiendae sunt causae quoties vestitae exhibentur qui- 
. busdam verbis ac descriptionibus hodie tandem communibus in harum 
fraudum confectione". Y aduce algunos ejemplos: “Puella detestabatur 
| . sponsum instinctiva aversione, magis vero quia alio tenebatur amore. Pater 
y E | tyrannus est, matre, saltem, non contradicente, sin cooperante, qui inter ce- 
1 tera, comminatur filiae forsam unicae, minorenni, in despectum omnium 
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consuetudines familiarum obstruncantur. Si ex adverso produntur litterae 
amatoriae sponsae in sponsum, hae scriptae sunt dictantibus parentibus. 
Sponsa prorsus extranea est ab omni apparatu nuptiali, indumenta flores- 
que detestatur..." y concluye: “Quando causa jam aliquas ex his circum- 
stantiis refert, suspecta habenda est, suspectior vero quo numeriores simul 
concurrunt ad illam intexendam" (Cfr. Dec. XIX, nn. 3, 4, 5, 6), En el 
numero I4 leemos: “Concludendo itaque, in causa matrimonii initi impru- 
denter ob juvenilem aetatem et defectum inconstantiamque amoris, tam 
apertis mendaciis ac contradictionibus inquinata, actis rimatis, casus exti- 
tisset auferendi gratuitum patronicium. Processerunt nihilominus Patres 
ad pronuntiandam sententiam simulque in depositionibus prolixe adducen- 
dis proferendisque, ut specimen fucati processus exhiberent, necnon perju- 
ros ex ore proprio refellerent". En la Decisión XX, también coram CANES- 
TRI, se llema la atención sobre el valor de las amenazas de expulsión y 
otras semejantes, con estas palabras: "Jam saepe ocurrit comminatio mit- 
tendi filiam apud amitam "in un paese sperduto della Calabria"; illam e 
domo ejiciendi; quae verba non solum suspecta sunt, utpote hodie conti- 
nuo recurrentia in cunctis causis metus, sed inverisimilia prorsus; plus 
quam ridiculum est, filiam in via vel in domo extranearum haberi. quia 
impositum quoddam matrimonium recusavit; quid de officio et amore pa- 
rentum; de lege civili tutante filios; de periculis inhonestatis quibus juven- 
cula exponeretur; de honore patris familias, praecipue, si ob publicum 
munus, communi hominum censurae sit expositus? et etiamsi in aestu irae, 
similes minae ex ore elaberentur, nemo, incipiendo ab illo qui easdem pro- 
fert, ipsis crederet; ad maximum sumi possent ut excessus animi irati", 

La Decisión VI, coram WYNEN, nos ofrece una exposición de los fines 
del matrimonio, primario y secundario, y de la relación que este ültimo 
guarda con el primero. La causa trata de la exclusión del uso perpetuo de! 
derecho matrimonial y del fin secundario de la cohabitación. 

La Decisión XIII, coræn GRAZIOLI, en la que se declara nulo el matri- 
monio por razón del sacerdote delegado para asistir al matrimonio, defien- 
de la necesidad de la aceptación de la delegación para su validez. 

Finalmente merece mencionarse la Decisión XLIX, coram CANESTRI, 
en la que se estudia la cuestión de impotencia del varón por razón del 
semen, refutando la doctrina que la sentencia apelada defiende, a saber: 
“non requiri semen elaboratum in testiculis ad habendam veram copulam in 
homine qui, utroque testiculo pollens, penem erectum in vaginam mulieris 
valet introducere. Hac de re ponit (sententia appellata) tres doctorum sen- 
tentias, quarum duae priores ad validum coitum conveniunt requiri verum 
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semen; sed disserit? in ec definiendo : prima repetit semen nemasperma- ¥ 
ticum; altera satis habet semen elaboratum in testiculis; tertia demum sen- 
tentia a vero semine praescindit". Esta ültima es la que defiende la senten- 
cia apelada, y contra ella se propone la doctrina tradicional y prevalente . 
en la jurisprudencia rotal. 


IrpEroNso PRIETO LOPEZ. 


Auditor de la Rota Espafiola 


SOBRE EL PARRAFO TERCERO DEL 
CANON 476 DEL <CODEX JURIS 
CANONICI» 


“NON AD PAROCHUM, SED AD LOCI ORDINARIUM, 
AUDITO PAROCHO, COMPETIT JUS NOMINANDI 
VICARIOS COOPERATORES E CLERO SAECULARI“ 


NOTAS HISTÓRICAS 


Antes del Concilio de Trento.—El nombramiento de los vicarios coadju- 
tores lo hacían los párrocos. Tal era la práctica en aquellos tiempos en que los 
clérigos se formaban en las parroquias bajo los cuidados, la dirección y la res- 
ponsabilidad de los párrocos respectivos. 


Concilio de Trento (años 1545-1563).—Una de las disposiciones de má- 
xima importancia para la formación del Clero fué la creación de los Semi- 
narios en cada diócesis, o por lo menos en cada provincia eclesiástica, sujetos 
del todo al Obispo del lugar. Dispuso, igualmente, el Concilio que los aspi- 
rantes a las Ordenes sagradas solamente podían recibirlas del Obispo 
propio. 

En la sesión XX, capítulo 4, aceptó el Concilio la práctica que venía 
existiendo de que fuesen los párrocos los que hiciesen el nombramiento de 
sus coadjutores, y dispuso que se continuase. 

Más tarde (1721-1730), Inocencio XIII, en la Constitución Aposto- 
lici ministerii, dada el 13 de mayo de 1723, y Benedicto XIII, dos años 
después, en su Bula Jn supremo, publicada el 23 de septiembre de 1725, 
confirmaron, ambos Pontífices, lo preceptuado por el Concilio Tridentino. 


Cambio de práctica.—La Revolución francesa, en el afio 1789, motivó 
el cambio. Por la Revolución vino a la Iglesia en Francia la depredación 
de sus bienes y la desaparición de muchos beneficios eclesiásticos. Lo que 


* obligó a que los aspirantes al sacerdocio recibiesen la Ordenación sagrada 


a título de servicio ecclesiae. Y para más fácilmente proveer a la congrua 
sustentación se introdujo la nueva práctica de hacer los Obispos, en vez 
de los párrocos, el nombramiento de los coadjutores. 
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Año 1865.—Tolerancia de la nueva práctica y confirmación de la prác- 
tica antiqua.—La Sagrada Congregación del Concilio, dirigiéndose al Obis- 
po de Aise con fecha 22 de febrero de 1865, dispuso que: “el derecho de 
nombrarlos pertenecía al párroco con la aprobación del Obispo, pero en 
consideración a las especiales circunstancias, había de mantenerse el uso en 
las demás diócesis de Francia mientras la Santa Sede no dispusiese otra 
cosa”. 

Poco tiempo después de esta fecha, la nueva práctica se fué introdu- 
ciendo en otras naciones. También en España, El Concordato español del 
año 1851 la acogió en su artículo 26. 


Año 1917.—Cambia la legislación.—El Codex Juris Canonici, pro- 
mulgado en mayo—día de Pentecostés—de 1917, establece, como ley ge- 
neral de la Iglesia, que el nombramiento de los coadjutores sea hecho por 
el Obispo, pero con la condición de “audito parocho”. 


* ok x 


I punto.—El canon obliga a oír al párroco.—El "audito parocho" es 
una fórmula tan expresiva que no admite tergiversación posible en su 
interpretación. Es una afirmación tan rotunda de la ley, que no da lugar 
a dudas. El sentido natural, no violento, de ese abíativo, no es otro que el 
de una condición previa que la ley impone, y que ha de cumplirse antes 
de hacerse el nombramiento, El “audito parocho" es una fórmula imperativa, 
preceptiva, no facultativa: no concede libertad para oir o para no oír. El 
canon, la ley, manda que se oiga. 


Un canonista (1) meritisimo quiere sacar la consecuencia práctica de 
que huelga la obligación de oir al párroco, supuesto que no la hay de seguir 
su parecer. No hay obligación de seguirle; luego no hay obligación de oírle. 
E] argumento, como se ve, adolece de falta de lógica. Viciosa, por el ex- 
tremo contrario, parece ser la sentencia de BERARDI al sostener que es ne- 
cesario pedir el consejo prescrito y seguirle; porque el consejo no se dife- 
rencia del consentimiento sino en cuanto el consejo es un consentimiento 
más noble y elevado (2). 


Ciertamente que del "audito parocho" no se sigue que deba hacerse nece- 
sariamente el nombramiento a favor del candidato que el párroco pro- 


(1) REGATILLO; Interpretatio et Jurisprudentia Codicis Juris Canoni S 
Com. al can. 476, p. 143. k ae e 


(2) BERARDI: Commentaria in Jus Eccl. Univ., t. I, diss. quinta, c. II. 
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ponga, o que no deba hacerse a favor del que el Ordinario desee. Pero, el 
que sea oído, no puede ni debe omitirse, si ha de cumplirse la ley de la 
Iglesia. Aunque, repetimos, por graves razones, y por el buen gobierno de 
la diócesis, no se proceda segün el parecer del párroco. 

No sin causa suficiente y grave ha puesto la Iglesia el *audito parocho”. 
Si se suprimiera el paréntesis, como dice el aludido canonista, ia quién 
había que hacer responsable de los perjuicios espirituales que se siguiesen 
de una supuesta e inevitable incompatibilidad, con la, inevitable también, 
trascendencia a los fieles, en un caso dado? Un inconveniente así, que si 
no es corriente tampoco es absurdo, que es más real que sospechoso, sé 
puede evitar con el "audito parocho". 

Otro canonista califica el paréntesis “audito parocho" de condición previa. 
Y afirma, en consecuencia, la obligación. El Codex ha aceptado y legali- 
zado la costumbre del nombramiento por los Obispos; pero “imponiendo 
al propio tiempo a los Prelados, como condición previa, la obligación de 
oir antes el parecer de los párrocos respectivos, a fin de que, en negocio tan 
importante para el bien de las almas, no procedan a la ligera y arbitraria- 
mente, sino con toda moderación y madurez de juicio, para lo cual no 
basta notificarles en términos generales que se va a proceder al nombra- 
miento de un coadjutor, sino que debe dárseles a conocer el nombre y la 
persona del mismo" (3). 

El 13 de noviembre de 1920 respondió la Sagrada Congregación del 
Concilio al Obispo de Zagravia que no podia continuar nombrando los 
coadjutores sin pedir el parecer al párroco, a tenor del párrafo 3.” de ese 
canon (el 476), no obstante ser costumbre centenaria en aquella diócesis el 
hacerlo sin cumplir dicho requisito (A.A.S., XIII, 46). (Se lee en la nota 
del Codex de la B.A.C., cuarta edición: comentario del canon 476, p. 3.) 

El P. REGATILLO refiere lo mismo, más brevemente expuesto, y escribe: 
“At clausulam “audito parocho" puto non referri ad illas regiones ubi epis- 
copi legitima praescriptione acquisierunt jus nominandi cooperatores sine 
parochorum interventu. Nam canon 4 jura quaesita conservat, et canon 5 
consuetudines centenarias Codici contrarias tolerat, si ordinarius non cen- 
seat prudens illas submovere, Jam vero haec consuetudo nihil animabus 
nocuit. Et si nunc cogerentur Ordinarii audire parochum, nullum bonum 
inde sequeretur; e contra impedimentum expeditioni negotiorum. Ergo 


haec consuetudo servari potest” (4). 


(3) ¡BLANCO NÁJERA: El Código de Derecho Canónico (Cádiz, 1948), t. 1. Com. al ean. 476, 
p. 323. 
(4) REGATILLO: l. c. 
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Parece que no se puede conciliar bien el pensamiento del P. REGATILLO 
con la anteescrita respuesta de la Sagrada Congregación al Obispo de Za- 
gravia. 

Además, la afirmación del P. REGATILLO: "nihil animabus nocet", es 
del todo gratuita. Y, todavía más, la que hace a continuación: “nullum 
bonum inde sequeretur". 

iQué más da decir eso que decir: que la Iglesia ha legislado mal; que el 
"audito parocho" es un estorbo: "impedimentum evpeditioni negotiorum" ? 


€ 


x Ck ck 


II punto.—Gravedad de la obligación.—La. gravedad la señalan las 
palabras del anteriormente escrito párrafo entrecomillado, que pertenece 
al canonista aludido en segundo lugar (Obispo de Orense, BLANco NÁ- 
JERA). 

La idoneidad del párroco, que exige el canon 459, se considera proba- 
da. Pues, antes de la colación canónica del beneficio, se ha dado cumpli- 
miento a los puntos 1.” y 3.° del párrafo 3.' y al párrafo 4.°. El párra- 
fo 1." del mismo canon dice que "el Ordinario del lugar, onerada gravemente 
$4 conciencia, tiene obligación de conferir la parroquia vacante al que 
juzgue más idóneo para gobernarla, sin ninguna acepción de personas". 

La misión de la parroquia es la santificación y salvación de las almas. 
La más importante del ministerio sacerdotal. El Codex, mirando a que el 
negocio es de tanta trascendencia, da a la parroquia toda la importancia 
que merece. Abarca tanto y es tan complicado y dificultoso el ministerio 
parroquial, que bien merece la pena la provisión de una ayuda conveniente. 

Razones espirituales, fáciles de adivinar, abonan por la importancia 
de proveer debidamente las ayudas necesarias al pàrroco. Y a nadie se le 
oculta los gravísimos inconvenientes y perjuicios que los fieles pueden sufrir 
por una supuesta incompatibilidad. 

Esta ligera y sencillisima consideración, sin necesidad de más ahon- 
dar, de lo que es y significa la parroquia, hace saltar a la vista la gravedad 
de la obligación del "audito parocho". Otra manera de pensar supone un 
desconocimiento absoluto de lo que es y debe ser una parroquia. 


KOK ox 


III punto.—Significado del verbo "oír" —1) Por la gramática: Oír 
quiere decir atender, hacerse cargo, darse por entendido. Oir significa poner 
o fijar la atención en algo. Así como cerrar los oídos significa negarse a 
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oir razones; no hacer caso ni aprecio de lo que le dicen. Taparse uno los 
oidos significa no querer oír, denota repugnancia en escuchar porque le 
desagrada. Oidores se llamaban antiguamente los .etrados—jueces oyendo 
en nombre del Rey a las partes que ante ellos concurrían en demanda de 
justicia—. De ahi que el acto de administrar justicia se llamase, y se llame, 
"Audiencia", Y que este nombre se aplicase después al tribunal colegiado 
formado por los "oidores". Audiencia significa ver y determinar los plei- 
tos; acción y efecto de oir atentamente; acción de oír a una parte en un 
pleito; tribunal de justicia colegiado que entiende en los pleitos o en las 
causas criminales. 
Todos son significados tomados del Diccionario Espasa. 


Donde se ve que oír no consiste sencilamente en percibir sonidos. 
Oir es atender. No es acceder, es verdad. No es dar la razón. No es con- 
ceder lo que se pide. Pero oir es prestar atención; es pensar lo que se 
expone; es dar la medida y peso que merezcan las razones que se aduzcan. 
Otra cosa, no es oir. Otra cosa será percibir sonidos y cerrar los oídos a 
las ideas, a la razón, a la fuerza de los argumentos. 

2) Por la Sagrada Escritura: David, en multitud de pasajes: “Con 
mi voz llamé al Sefior: y me oyó desde su monte santo" (Salmo 3, 5). 
“Cuando yo invocaba, me oyó el Dios de la justicia" (Salmo 4, 1). “Señor, 
salva al Rey; y óyenos en el día en que te invocaremos" (19, 10). "Oye, 
Dios, mi oración, y no desprecies mi deprecación... atiende a mí, y óye- 
me” (64, 2 y 3). “A ti alabaré, porque me has oído” (117, 21). “Busqué 
al Señor, y me oyó” (33, 5). “Otré lo que el Señor Dios me hable” (84, 9). 

Sirvan de muestran estos pocos ejemplos de ios mil y más que pue- 
den sacarse del Libro sagrado de los Salmos. Sin excepción, todas las in- 
vocaciones del rey David dan al verbo “oír” el significado, v no otro, que 
a esta palabra conviene. Lo mismo el profeta Habacuc: “Domine, audizi 
auditionem tuam, et timui” (c. 3). Igual el profeta Jeremías, cuando ex- 
clama: “Oíd, naciones, la palabra del Señor, y anunciadla” (31, 10). Tam- 
bién el profeta Isaías: “Atendedme, pueblo mío, y oídme, nación mía... 
Oidme vosotros que sabéis lo justo... Oíd, y vivirá vuestra alma” (51, 2, 
4, 7). Moisés, llamando la atención de los que le escuchan, y dándoles a 
entender la importancia y verdad de las cosas que va a decir, poniendo por 
testigos a los cielos y a la tierra, que es lo mismo que poner por testigo 
a Dios: “Oye, Israel, las ceremonias y los juicios que yo hablo hoy en 
vuestros oídos: aprendedlos y cumplidlos por obra... Oíd, cielos, lo que 
yo hablo, y oiga la tierra las palabras de mi boca” (5, 1, y 32, 1). 
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De todo el ingente montón de textos que pueden sacarse de la Sagrada 
Escritura, ni a uno solo se le puede dar, a oír, otro significado que el que 
le pertenece. "Loquere, Domine, quia audit servus tuus" (Samuel). 

No citemos más que uno del Nuevo Testamento: En el Jordán, Dios, 
señalando a Su Unigénito... “Ipsum audite". Asi; porque Jesús es el 
Maestro, la Verdad, la Vida, con suprema majestad habla Dios de esa 
forma imperativa e infalible. 


* * ox 


IV punto —¿Cuándo es ilícito el nombramiento del coadjutor?—Cuan- 
do se le propone al párroco, pero no se le oye, no se atienden, no se examinan, 
no se meditan con interés las razones que el párroco exponga. Es decir, cuan- 
do no se da al verbo oír el significado que real y verdaderamente tiene. O lo 
que es lo mismo, cuando se burla el espíritu, y aun la letra, del canon, con- 
cretándose a percibir los sonidos, para hacer el nombramiento con capricho, 
sin razones que contrapesen las que tenga el parroco. ; Qué sucederia si, ejer- 
ciendo el párroco el derecho del nombramiento concedido por la Sagrada 
Congregación del Concilio en aquella disposición dei 22 de febrero de 1865, 
pero con la aprobación del Obispo, omitiese el párroco el cumplimiento de 
esa obligación previa? Sencillamente, que el nombramiento sería ilicito. Más 
bien se le daria por nulo, inválido. 

El "audito parocho" es parte integrante de una ley. El canon 81 dice: 

"Los Ordinarios inferiores al Romano Pontifice no pueden dispensar 
de las leyes generales de la Iglesia, ni siquiera en algün caso particular, a no 
sér que esta potestad les hubiera sido concedida explicita o implicitamen- 
e...” El canon 335, $ 1: “Compete a los Obispos e! derecho y el deber de 
gobernar la diócesis, así en las cosas espirituales como en las temporales, 
con potestad legislativa, judicial y coactiva, que han de ejercer en confor- 
midad con los sagrados cánones” 

El canon 336, $ 1: “Urgirán los Obispos por la observancia de las le- 
yes eclesiásticas; y no están facultados para dispensar el derecho común, a 
no ser en conformidad con el canon 81”. 


Basta subrayar las palabras para ver que, del argumento que de ellas 
se forme, fluye la prueba de la ilicitud. 


x k k 


V punto —No hay costumbre legítima contraria.—No se puede invocar 
costumbre contraria, ni centenaria ni inmemorial, no reprobada por el Co- 
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dex. Porque nunca existió. La práctica contraria, como hemos dicho en la 
breve historia, se introdujo en Francia por especiales circunstancias. Y por 
las mismas, y mientras durasen, la Iglesia la mantuvo sólo en Francia. Des- 
pués, la misma práctica se metió de remolón en otras naciones, y, entre 
ellas, en España, 

La ley, por lo tanto, está vigente porque es nueva. Y no ha pasado el 
tiempo necesario para la prescripción por costumbre contraria. 


x ck X 


VI punto.—¿Es válido el nombramiento sin el “audito parocho"? Prin- 
cipio especial.—A veces el Derecho pide que el Superior no obre singular- 
mente (es decir, sólo él), sino con el consentimiento o con el consejo de 
otras personas. Es decir, que el Derecho le impone la obligación de pedir 
el voto de los consultores en determinados casos. Si “consensus exigitur" , el 
consentimiento es, según sentencia unánime de los canonistas, un elemento 
constitutivo sustancial del acto del Superior, o a lo menos una solemnidad 
extrínseca o condición previa jurídicamente sustancial que perfecciona y 
constituye esencialmente el acto del Superior “sub poena nullitatis” (ca- 
non 1.680, $ 1). Si “merum exigitur consilium", el acto puesto por el Supe- 
rior, sin la petición del consejo, es ilicito, "vi canonis" 105, número 1. Esto 
es evidente, admitido por todos los canonistas; porque el legislador trata 
de casos en los que “ad normam juris", necesita para obrar del consenti- 
miento o del consejo. 

¿Pero es, además de ilícito, inválido el acto sin ia petición del consejo? 

Antes del Código se disputaba. La sentencia más común, comunisima, 
exigía “oír” para la validez: “...ubi consensus requiritur, non valet quod 
agitur nisi consensus habeatur...; ubi vero consilium exigitur, si sine re- 
quisitione aliquid fiat irritabitur, vel etiam si requiratur et non expectetur 
congruo,tempore” (6,52, X, 4, 0). (Et alu-textus, v. gr.: 4, Ay UL E 
ect X AO E Geld 43.) 

“Certissimus est—ait MIRANDA—et omni procul dubio, quod quilibet 
tenetur petere et quaerere consilium, ubi id a jure expresse cavetur et in 
contrarium factum actus erit nullus et invalidus”. ScHMIER: “Ubi vero 
consilium dumtaxat, non potest quidem consilium citra nullitatem actus 
omitti". SuAREz: “Si datur alicui facultas faciendi aliquid, ut dispensandi, 
absolvendi, vel puniendi cum consilio alicujus, tunc petitio quidem auxilii 
ad substantiam formae pertinet, quia consilium natura sua est conditio an- 
tecedens actum... Non est tamen necessarium sequi consilium, quia hoc per 
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illa verba non exigitur... Ex vi ergo illius formae solum requiritur consul- 
tatio, non sequi consilium..." 

* Alii negabant ese necessariam petitionem consilii ad veliditatem actus. 
Ita, v. gr., PAssERINUS." También SCHMALZGRUEBER, *juxta quem, man 
datum legis censetur dumtaxat ad excitandum Ordinarium, non ad impe- 
diendam vel diminuendam ejus potestatem aut jurisdictionem: unde licet 
puniri possit propter inobedientiam, actus tamen factus non requisito con- 
silio erit validus". SoGLIa: “At vero si episcopus, ubi consilium peten- 
dum erat, illud non petierit, res gesta putatur valida, nisi consilium sub 
conditione actum irritante petendum esset". 

Después del Código continúa la disputa, "Aliqui ambigue tantum sol- 
vunt. Alii stant pro validitate actus. Alii, et communius quidem, affirmant 
invaliditatem actus. Alii demun affirmant invaliditatem actus in casu esse 
dubiam, ideoque in praxi non urgere." 

x k CK 

Argumentos que emplean los que defienden la validez del acto sin la 
petición del consejo.—El principal argumento, y el más directo, le sacan 
de la comparación del canon 105, número I, con ‘os cánones 11 y 1.680. 
El canon 11 dice: “Unicamente invalidan o inhabilitan aquellas leyes en 
las cuales expresa o equivalentemente se establece ia nulidad del acto o la 
inhabilidad de la persona”. El 1.680: “Unicamente es nulo un acto cuando 
le faltan los elementos que esencialmente lo integran o las formalidades o 
condiciones requeridas por los sagrados cánones bajo pena de nulidad”. 

Ambos cánones, dicen los defensores de la validez, señalan expresa- 
mente la nulidad. Mientras que el canon 105, número 1, no señala expre- 
samente la validez. Ni siquiera la señala aequivalenter. El “oir el consejo”, 
dicen, no es solemnidad o condición requerida “sub poena mullitatis” 
(canon 1.680, $ 1). La fórmula “satis est ad valide agendum” aunque puede 
insinuar una condición necesaria para la validez, ni necesariamente ni per 
se contiene con certeza la sanción de nulidad. Aunque el canon 105, nüme- 
ro I, anuncie que oír a los consejeros siempre es scficiente para la validez 
del acto, no se sigue necesariamente que la omisión de la ley haga necesa- 
riamente y siempre el acto inválido. Es decir—dice CREUSEN—, que por 
lo mismo que se dice que algo es suficiente para obrar válidamente, no se 
afirma expresamente que sea necesario. 

El acto, dicen, ciertamente sería inválido si en vez de “satis est ad valide 
agendum”, emplease las frases, v. gr.: “satis est ne invalide agat", o “ne- 
cesse est ad valide agendum” , o “satis est et requiritur ad valide agendum”. 
El legislador no usa estas frases tan expresivas en el 105, número 1; y sin 
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embargo las emplea en otros, v. gr. en el 534, $ 1; en el 556. 8 2; en el 
2.153, 8 1; 2.158 y 2.165. 

La nulidad del acto se daría, continüan arguyendo, si faltase lo que 
esencialmente constituye el acto, jurta canon 1.680, $ 1. Ahora bien, el 
consejo no es elemento esencial e intrínseco del acto, en cuanto que puede 
no seguirse el consejo. Luego, a fortiori, ni la petición, o el oír, es elemento 
esencial e intrínseco del acto. 

Para corroborar su opinión afiaden los defensores de la validez otros 
argumentos: a) Si, por el canon 105, número 1, ^] legislador estableciese 
la nulidad, omissa petitione consilii, es dificil entender por qué el mismo 
legislador en otros cánones expresamente declara la nulidad: v. gr., cáno- 
nes 388, 2.152, § I; 2.153, 2.159 y 2.165; mientras que en otros omite la 
sanción de nulidad: v. gr., 476, § 3; 1.162, 1.280, 1.416 y, en general, en 
casi todos los canones que prescriben el consejo; o sefiala la petición del 
consejo como facultativa: v. gr., en los cánones 2.148, 2.171, 2.172, 2.178, 
2.179 y 2.183. 

b) Argumento a priori: Cuando sólo debe pedirse el consejo que el 
Superior no está obligado a seguir, toda la eficacia del acto está en la 
voluntad del Superior. Pues per se el valor de los actos debe depender del 
solo elemento causal. 

c) Si el sentido del canon 105, número 1, fuera de nulidad se segui- 
ría algo ajeno a la sabiduría y ponderación del legislador. Pues son pocos 
los casos en que se pide el consentimiento, y muchos en los que se pide el 
consejo. Más severo y más duro seria el legislador exigiendo sub poena 
nullitatis el consejo en tantos casos, cuando son menos en los que se exige 
el consentimiento que es majoris momenti. Mas dura sería la ley en la exi- 
gencia del consejo que en la del consentimiento. 

d) Se seguirían graves inconvenientes contra la disciplina eclesiástica, 
que darían lugar a angores de conciencia en los Superiores y en los sübditos. 
Dos ejemplos, entre muchos: Consta que los canónigos en Francia son 
nombrados por el Obispo, sin oir al Cabildo, contra lo dispuesto en el ca- 
non 403. ¿Son nulos los nombramientos? ¿Hacen suyos los frutos? Tam- 
bién en Francia, y en otras regiones, los Obispos nombran a los coadjutores 
sin el *audito parocho". ¿Son válidos? ¿Carecen de jurisdicción y autori- 
dad tantos nombrados? Si son nulos, ¿por qué no han sido impugnados? 
¿Por qué no ha sido dada ninguna sentencia de nulidad? ¿Por qué no se 
han sanado? ;Por qué se toleran tantos dafios? Ni es bastante acogerse a 
la costumbre y prescripción (Sda. Cong. del Concilio, 13 nov. 1920; 
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A. A. S., XIII, 1921, p. 43, ubi decernitur Ordinartum invocare non posse 
consuetudinem ad nominandos vicarios cooperatores, inaudito parocho). 

e) La nulidad sería causa de muchas dificultades; pues mientras que 
cuando se trata de convocación o consulta al Cabiido Catedral necesaria- 
mente se guarda y se archiva el testimonio de la convocación o consulta, 
cuando se trata de consulta al párroco el testimonio regulariter desidera- 
tur; y el consejo de las personas "quarum interest, prudentum ac perito- 
rum virorum". ;Quién puede determinar estas personas? 

Se concluye, en consecuencia, dicen: que-la opinión pro validitate actus 
sine petitione consilii es cierta o, por lo menos, goza de sólida probabilidad; 
y por lo tanto, en virtud del canon 15 la ley irritante ciertamente no urge, 
a no ser que auténticamente se declare lo contrario por la Santa Sede 
(BOUDEN y otros). 


Argumentos por la nulidad del acto sin la petición del consejo.—Argu- 
mento que se deduce directamente de las palabras de! canon 105, nümero I. 
La fórmula “satis est ad valide agendum", si se la analiza praecisione facta 
del contexto, directamente no afirma más que la suficiencia de la consulta 
para la validez del acto; la mecesidad ni la afirma ni la niega. Pero "leges 


.eclesiasticae intelligendae sunt secundum propriam verborum significatio- 


nem in textu et in contextu consideratam” (canon 18). Ahora bien, por las 
mismas palabras del canon 105 consta indudablemente que el legislador es- 
tablece los medios necesarios que necesita el Superior para obrar valida- 
mente: consentimiento y consejo. Si se exige el consentimiento, no es 
suficiente para la validez que el Superior oiga, sino que se requiere que 
acepte el consentimiento. Si se exige el consejo, satis est ad validitatem. 
pero esto se requiere: que oiga; sin que se siga que tenga que aceptar el 
consejo. Esta interpretación, porque es la única lógica, la da la recta razón. 
Y toda otra interpretación es violenta, y contra los principios fundamenta- 
les de la gramática. El “satis est" no significa otra cosa que “al menos se 
requiere". Gramaticalmente no tiene otro significado, ni le admite. Por 
más vueltas que se den a las palabras del canon, siempre resulta, y siempre 
resalta, que "ad valide agendum satis est" (et in casu contrario satis non 
est, sicut et in canone 566, 8 2). Asi razona Toso. 

Y no se diga que el legislador, si hubiera querido establecer la necesidad 
de pedir el consejo para la validez, hubiera empleado expresamente las fór- 
mulas "requiritur et sufficit" como en el 533, o "necesse et satis est" como 
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en el 556, o "necesse est et sufficit" como en el 622, o "requiritur et suffi- 
cit" como en los 1.228, 1.470 y otros. Pues el legisiador usa varias fórmu- 
las, y no stereotipatis phrasibus. Cuando la necesidad no se sigue claramente 
del contexto emplea esas fórmulas expresísimas. Cuando aparece tan clara 
en el texto y en el contexto, no raramente emplea el "sufficit", como en el 
canon 708 y en el 1.727; o el “satis est” como en el canon 752 y en el 
1.135; y en nuestro canon IOS, que señala indubitanter la petición como 
conditio simul requisita. 

Los contrarios dicen: ¿Por qué en el canon 388 y en el 2.152 explicite 
statuitur, y no así en este 105? Facile respondetur: Esos cánones son po- 
quísimos, y se refieren a la remoción de párrocos y consultores reciente- 
mente ordenada por el Decreto de la Sagrada Congregación Maxima cura, 
20 agosto 1910. En el canon 105, más que aequivalenter, establece el Có- 
digo explicite la nulidad. El “audito”, dicen los defensores de la nulidad, 
es una condición sine qua non. Y el "satis est" significa necesidad. 

Dicen los contrarios: Cuando sólo se pide el consejo, sin obligación de 
aceptarlo, toda la eficacia del acto está en la voluntad del Superior; ésta 
es el elemento causal. Bien. Pero para su ejercicio se requiere, por dispo- 
sición positiva de la ley, que se oiga; y oyendo, la potestad ejecutiva fit 
expedita. 

Dicen los contrarios: Los gravísimos males e inconvenientes que se si- 
guen. Pero Benedicto XIV declara que el Superior “solutus sit ab obliga- 
tione, qua ceteroquin, spectato, jure communi, teneretur requirendi sui 
Capituli... consensum vel etiam consilium”. 

El tan repetido canon 105 dice así: “Cuando et derecho establece que 
un Superior para obrar necesita del consentimiento o consejo de algunas 
personas: 1." Si se exige el consentimiento, el Superior obra inválidamente 
contra el voto de las mismas; si solamente el consejo por las palabras, v. gr., 
con el consejo de los consultores u oído el Cabildo, el párroco, etc., "satis 
est ad valide agendum ut Superior illas personas audiat" ; mas si bien nin- 
guna obligación tiene de seguir su parecer, aunque sea unánime, debe tener 
en gran estima, en el caso que hayan de ser oídas varias personas, el pare- 
cer unánime de las mismas, del cual no debe apartarse si no es por una 
razón de mayor peso, que apreciará según su propio juicio", 

Sobre el “audito parocho" escribe un canonista: “¿Es obligatoria esta 
condición? Indudablemente; la cláusula del canon “audito parocho", es 
terminante, y no admite tergiversación posible, sin que valga la costum- 
bre en contrario, ni puedan invocarse derechos adquiridos, ya que esta ley 
es nueva y aun no ha habido tiempo de prescribir contra ella (S. C. C., 
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13 nov. 1920). En España prevaleció el derecho contrario mientras se con- 
sideró subsistente el Concordato. ¿Obliga bajo pena de nulidad, de suerte 
que sea inválido el nombramiento hecho sin contar con el párroco, o sólo 
bajo pena de ilicitud? Discütese entre los autores; pero parece, al menos, 
más probable, como expusimos al comentar el canor 105, la sentencia que 
afirma la nulidad". 


Después... el mismo canonista dice: *Los que se declaran por la nulidad 


se fundan en el significado lógico y jurídico de la frase: “basta para obrar . 


válidamente” examinada a la luz del texto y del contexto del canon, cuyas 
palabras iniciales: “Cuando el derecho determina que el Superior necesita 
para obrar del consentimiento o consejo...” imprimen un sentido de nece- 
sidad absoluta subsiguiente, de suerte que, unidos y coordinados uno y 
otro inciso del canon, nos dicen claramente que cuando haya de requerirse 
el consejo "es necesario y basta para actuar validamente que se olga a los 
consultados” (5). 


* Como puede verse por lo expuesto, la principal dificultad que ponen 
los defensores de la validez consiste en el significado que dan a la fórmula 
“satis est”, Para ellos, lo que es suficiente no es siempre necesario. Lo afir- 
man asi: “Satis est”: es suficiente, es bastante. El verbo bastar significa 
ser suficiente y proporcionado para alguna cosa; dar o suministrar lo que 
se necesita. Dastante significa que basta; es decir, ni mucho ni poco, ni 
más ni menos de lo regular, ordinario y preciso; sin sobra ni falta. Bas- 
tante significa suficiente y cumplidamente; tanto cuanto es menester para 
algün fin. Son significados del Diccionario Espasa, Suficiencia significa 
capacidad, aptitud. Suficiente significa bastante para lo que se necesita. 
Condición suficiente quiere decir condición que basta para que un hecho 
se realice; la condición necesaria y suficiente es el verdadero determinante 
de un fenómeno y equivale a la causa. Rázón suficiente es la que explica 

por sí sola, sin necesidad de otra, una proposición así del orden real como 
idea. Significados, todos, del Diccionario Espasa. 

De lo que se sigue que "basta, bastante, suficicnte" son palabras que 
significan el minimum de lo necesario para algo. Si ese algo no tiene ese 
minimum, le falta para su existencia completa. Es verdad que, cuando de- 

cimos “tienes suficiente”, queremos decir a veces, no siempre, que tiene 
sobrante. Pero nunca queremos decir o significar que lo que es suficiente 
pertenezca a la parte que sobra, sino a la parte que es necesaria, Suficiente: 
mínimum de lo necesario. Ejemplos: un tribunal acuerda que sean cinco 


(5); BLANCO NÁJERA: l. c. 
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los puntos para el aprobado. Cuatro puntos no le son bastantes al exami- 
nado; seis puntos le son bastantes, y le sobra uno; los cinco le son sufi- 
cientes y necesarios, el mínimum de lo suficiente, y el maximum de lo 
suficiente; el minimum de lo necesario, y el máximum de lo necesario. 
Los puntos superantes de cinco no son necesarios para el aprobado; no 
entran en la parte de la suficiencia, están colocados así como extramuros, 
podemos decir, de la suficiencia y de la necesidad. Para hacer una sotana, 
a un sastre le basta, le son suficientes, tres metros de tela, Pero si no dis- 
pone más que de dos y medio metros, no le basta, no tiene lo suficiente. 
Tres y medio no necesita; pero necesita los tres, que le son bastantes. Y así 
mil ejemplos más. A un nifio, para hacer la primera comunión, le basta 
"tener uso de razón, y estar suficientemente dispuesto" (canon 864). Le 
basta; pero se requiere. Y si no tiene uso de razón y esa suficiente disposi- 
ción, que segün el Código le basta y se requiere, no puede comulgar. 

A San Pablo le bastaba, y le era necesaria, ia gracia; "sufficit tibi 
gratia mea" (II ad Corinth., XII, 9). 
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Reparos a las razones de los defensores de la validez.—Toda la fuerza 
de una de las principales razones está en el significado que quieren dar a la 
fórmula "satis est" En el párrafo anterior queda expuesto el ünico y ver- 
dadero significado, según el Diccionario. Y dicen que: “lo suficiente no es 
siempre necesario". Respuesta: Por más que se intenta, no se ocurre nin- 
gün ejemplo que aclare y pruebe la verdad de esa afirmación que se sienta 
como principio. Podrá ser el acto necesario o no. Pero si, no siendo nece- 
sario, se le quiere poner, ha de llevar consigo todos los elementos suficien- 
tes para el ser del acto, Supuesta la existencia de una cosa, ha de tener la 
cosa todos los elementos suficientes constitutivos de la misma. Suficiente 
es lo bastante para lo que se necesita. Si una cosa existe y le falta algo, 
ese algo no es elemento esencial de la cosa. Y no podemos decir que ese 
algo basta a la cosa para su existencia. De donde resulta que esa afirma- 
ción que se quiere sentar como principio, para quitar eficacia a la palabra 
basta, no es verdadera. Lo que sobra no entra en la parte suficiente y ne- 
cesaria. No se puede sacar de ella argumento lógico para nuestro caso; 
porque la palabra “satis est” lleva consigo la noción de suficiente-necesario, 
y no de suficiente-sobrante, por las palabras del contexto: "el derecho es- 
tablece... se exige el “audito”... para obrar válidamente”. 

El “satis est” es fórmula limitativa en nuestro caso. Es decir, el ca- 
non 105 no habla más que de validez. Y cuando exige el consensum, re- 
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quiere para la validez pedirle y aceptarle. Cuando exige el consilium o el 
auditu, limita para la validez la petición, por la fórmula “satis est”; y no 
requiere, para la validez, la aceptación del consejo. 

Otra razón principal que aducen es ésta: Si el legislador hubiera que- 
rido exigir el consejo como condición previa e indispensable para la validez 
del acto, lo hubiera expresado claramente, como lo ha hecho en los cáno- 
nes 534, $ 1, y 556, $ 2. Esta razón padece de una meticulosidad infunda- 
da. Diciendo el Codex que el Derecho establece... que-exige... ad valide 
agendum..., ¿qué otra fórmula más expresiva y clara puede emplear? No 
podemos exigir que emplee en todos los cánones ad hoc las mismas frases 
literalmente, y hasta las mismas palabras. ¿Qué más da usar una fórmula 
que otra cuando las dos tienen el mismo significado? No pueden ser más 
expresivas las fórmulas “audito parocho”..., “el derecho establece”..., "si 
se exige”... “ad valide agendum”... No puede, en buena ley, violentarse 
el significado natural de la redacción gramatical y de las afirmaciones del 
canon. 

Consecuencia de la razón anterior es esta otra que dan: No existen las 
cláusulas invalidantes o inhabilitantes que exige el canon 11 para la nulidad. 

Respuesta. Dice el canon 11: “Unicamente invalidan o inhabilitan 
aquellas leyes en las cuales expresa o equivalentemente se establece la nuli- 
dad del acto o la inhabilidad de la persona”. Parece que por las palabras, 
tan trepetidas:.. -el ¡Código establece. NECESA BL Se) cioe) 
“ad valide agendum” ..., “que se oiga al párroco”, se establece la nulidad 
ya no sólo equivalentemente, sino expresa y claramente. El canon 105 sola- 
mente habla de validez y de nulidad y no habla de otra cosa. No hay visos 
de razón, siquiera, para llevarle a otra cuestión: a si obra bien o a si obra 
mal, a si es lícito o no es lícito. 

La Sagrada Congregación del Concilio, en 1920, arriba citada, dice al 
Obispo de Zagravia que “no podía continuar nombrando los coadjutores 
sin. pedir el parecer al párroco, a tenor del párrafo 3 del canon 476. La Sa- 
grada Congregación lo dice bien claramente: no puede seguir nombrando. 
Lo declara de manera bien expresa. 


Es verdad que de la anterior disposición de la Sagrada Congregación 


no se sigue más que la ilicitud de los nombramientos. Pero esto sirve para 


responder a otra razón que dan; los graves inconvenientes que se seguirían: 
angores de conciencia, nulidad de nombramientos, no hacer suyos los fru- 
tos, etc. Todo eso se sigue por no cumplir lo mandado. ¿Se tiene noticia de 
que alguien haya apelado a la Santa Sede, y la Santa Sede haya contestado 
que son válidos? Suponiendo que solamente son ilícitos los nombramientos, 
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¿no se siguen los inconvenientes de la ilicitud? ¿O es que se quiere decir que 
éstos, porque no son más que ilícitos, si son válidos, no tienen importancia, y 
no inquieta la conciencia proceder contra la licitud? Esto no puede sostenerlo 
ningün canonista ni moralista. Mal está obrar contra la validez. Y mal está 
obrar contra la licitud. Y de los dos modos de obrar mal se siguen incon- 
venientes, 

Adolece de falta de lógica otro argumento. El consejo, dicen, no es 
elemento esencial e intrínseco del acto, en cuanto que puede no seguirse el 
consejo. Respuesta: Son dos cosas separables, y no se ve inconveniente 
alguno en que puedan separarse. Una cosa es la petición del consejo, y 
otra cosa aparte, distinta, es la aceptación del consejo. ; Dónde puede estar 
el inconveniente si la ley pide la petición y no pide la aceptación? 


El ilustre profesor de Derecho Canónico en la Pontificia Universidad 
Eclesiástica de Salamanca, M. R. P. Capreros, C. M. F., en un estudio 
acabado y completo del canon 105, defiende concienzudamente la nulidad 
del acto sin el "audito parocho". En la primera parte de su estudio, des- 
pués del estado de la cuestión, expone el benemérito profesor, con detalles 
minuciosos, los antecedentes legales y doctrinales. Cita en estos ültimos: 
el PANORMITANO (Commentaria ad tertium librum. Decretalium, tit. X, 
c. IV), donde dice: AUT notandum est quod gesta per Episcopum sine 
consilio capituli sunt nulla”. Cita a PIGNATELLI (Consultationes Canoni- 
cae, tit. I, c. 180); en el número 7 dice: “Obligatus ad petendum consilium, 
si illud omittat, nulliter agit". Cita a BENEDICTO XIV, egregio canonista 
(De Synodo dioecesana, I, XIII), y dice que BENEDICTO XIV admitía 
como principio general la necesidad de pedir consejo para la validez de cual- 
quier acto, siempre que la obligación de oír el parecer de otras personas 
se funda en una prescripción legal, aunque en la ley no se imponga expre- 
samente sanción de nulidad; basta para la invalidez del acto el no cumplir 
la norma, prescrita en determinados casos, de pedir asesoramiento "utpote 
deficientes a norma praescripta", En la segunda parte de su estudio el 
P. CaBREROS expone, con clarividencia de maestro, los antecedentes próxi- 
mos. Y dice que la fuente más próxima y auténtica del canon 105 hay que 
buscarla en el Decreto Maxima Cura, dado por la Sagrada Congregación 
Consistorial el 20 de agosto de 1910, que dice en el canon 6, § 2: "Quoties 
vero Ordinarius de consilio examinatorum vel consultorum procedere po- 
test satis est ut eos audiat, nec ulla obligatione tenetur ad eorum votum, 
quamvis concors, accedendi". El canon 1065, nümero I, del Derecho Canó- 
nico dice: “Si consensus exigatur (aliquarum personarum), Superior con- 
tra earumdem votum invalide agit; si consilium tantum, per verba, v. gt. 


16.—DERECHO CANONICO 


H 


RICARDO NUNEZ DEL OLMO 


de consilium consultorum, vel audito Capitulo, parocho, etc., satis est ad 
valide agendum. ut Superior illas audiat; quamvis autem nulla obligatione 
tenetur ad eorum votum, etsi concors, accedendi”. 

Comentando la evidenciada relación de procedencia entre el texto del 
Decreto Maxima Cura y el del Codex Juris Canonici, dice el P. CABREROS 
que al añadir el Codex al Decreto las terminantes y clarísimas palabras 
“ad valide agendum”, parece que de intento quería el legislador disipar 
todas las dudas, evitar todas las tergiversaciones que pudieran inventar 
los canonistas, solucionar esta importante cuestión dirimiendo las contro- 
versias. 

¿Cómo fué interpretado el texto original del Maxima Cura por los co- 
mentaristas del Decreto? El P. CABREROS cita como uno de los más amplios 
comentarios el hecho por el Dr. Amor RUIBAL, que requiere para la validez 
el oír, ya cuando se trata del consentimiento, ya cuando se trata del con- 


sejo (6). 
x OK OK 


Un reparo, sin importancia, hemos de poner al magistral estudio de 
mi dilecto amigo P. MARCELINO CABREROS. Cita, entre otros, al P. Mī- 
CHIELs entre los que niegan la necesidad de la petición del consejo, para 
la validez del acto. Eminente doctor canonista, capuchino, profesor en la 
Universidad Católica de Lublin, por su fama y por su autoridad merece 
la pena sacarle del grupo pequeño en que le coloca el P. CABRERO. El P. Mr- 
CHIELs expone, más bien, y con imparcialidad, las razones de los que de- 
fienden la nulidad. Y no se recata de calificar de más comun—et commu- 
nius quidem, dice—la sentencia que está por la nulidad del acto. Afirma, 
eso sí, que la que defiende la validez es sólidamente probable por la nota de 
sus autores, y por razones, que él llama intrinsecas, de los inconvenientes 
que se seguirían en la práctica de no admitir la validez del acto hecho sin 
la petición del consejo. Nos parece que a esta clase de razones solamente 
se les puede dar el calificativo de extrínsecas. Y que no les pertenece el 
otro, que importa más fuerza probatoria. 

“Si inspiciamus—dice MICHIELS—s0la canonis verba (el mismo autor 


subraya las palabras) in textu et in contextu considerata, nullum videtur 


dubium, quominus significatione propia intelligenda sint de auditione con- 


silii ad validitatem. actus (igualmente subrayadas por el mismo autor) Su- 
perioris necessaria.  - 


-(6) CABREROS; Consentimiento y Consejo, art. de "Ilustración del C » XXXI i 
» 4 j r k É l 
1939, n. 706, pp. 254-263; v diciembre de 1939, n. 711, pp. 461-466. Turbos ee 
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Después tiene en cuenta los sanos principios de interpretación enta- 
ciados en el canon 18. Y dice MICHIELS que parece que no puede negarse 
que la nulidad del acto generaliter statutam produce los inconvenientes práe- 
ticos contrarios al buen orden jurídico. "Quapropter—sigue diciendo— 
opinamur benigniorem sententiam esse solide probabilem", no sólo extrín- 
secamente, por razón de los autores de gran nota, "sed etiam intrinsece, 
propter gravisima sententiae severioris consectaria. Proinde invaliditas ae- 
tus in casu est vere dubia dubio juris, ideoque in praxi nulla, ita ut, ad 
praxim quod attinet et usquedum S. Sedes dubium authentice solvit, tuto 
retineri posse videatur cum BOUDINHON”. 

Nos parece que esos inconvenientes quedan subsanados, segün lo que 
enseña BENEDICTO XIV “...ut Episcopus (et in genere Superior) solutus 
sit ab obligatione, qua ceteroquin, spectato juri comuni, teneretur, requi- 
rendi sui capituli (vel in genere consiliariorum) consensum vel etiam consi- 
lium" (7). 

El P. MICHIELS, como se ve, con disimulo y con tímida prudencia, en- 
seña su parecer pro mullitate actus. Y aunque no se decide a defender esa 
opinión con el convencimiento y con el ardor con que lo hace tan felizmente 
el P. CABREROS, tampoco parece que pueda incluírsele entre los de la opi- 
nión opuesta. 

Si, sin la petición del consejo prescrita por la ley, los actos son ilícitos 
(como en ello convienen todos los canonistas, sin excepción alguna), pre- 
guntamos: ¿Cómo se reparan, en la práctica, los inconvenientes del acto 
ilícito, dándole, en la práctica, por válido, precisamente para evitar los in- 
convenientes del acto inválido ? 

Lo más prudente será, para evitar las graves consecuencias, seguir la 
opinión que favorece a la ley. Porque, además, de seguirse la que favorece 
a la libertad, se puede seguir perjuicio de tercero. 


CONCLUSIÓN 


Todos admiten la ilicitud del acto sin la petición del consejo. Sobre esto 
no hay disputa. d 

Acerca de la nulidad hay dos opiniones. La comün, la más probable, 
es la de la invalidez. La otra aboga por la validez, menos probable, pero 
sólidamente probable por la nota de sus defensores más que por la fuerza 


(7) Must Principia Generalia de Personis in Ecclesia. Commentarius 1. IT Codiéis Juris 
Canonici. Canones Praeliminares 87-106 (Lublin-Polonia, 1932). 
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de las razones que ofrecen y dan; como puede verse analizando con im- 
parcialidad la fuerza de las razones de los primeros y de los segundos. 

Por tanto, ¿vale usar del sistema probabilismo? Si se sigue perjuicio 
de tercero, no Puede usarse. Hay que seguir la opinión que favorece a la 
ley, no la que favorece a la libertad. Es una regla de la Moral, firme y 
segura. Y el caso en que pueda seguirse perjuicio de tercero no es impro- 
bable. Puede ser más real que sospechoso. Perjuicio a la parroquia, pogui 
cio.a los fieles, perjuicio personalmente al párroco. 

Por algo, y para algo, pone la Iglesia en el repetido canon 476, § 3, el 
repetidisimo paréntesis: "audito parocho" 
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Párroco de Santiago, Valladolid 
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BINACION EN DIAS ORDINARIOS A 
FAVOR DE COMUNIDADES RELIGIOSAS 


Nuestro Santisimo Padre, Pío XII, a quien Dios guarde muchos años: 
para bien de la Santa Madre Iglesia, concede con facilidad a los Ordina- 
rios de lugar que se lo soliciten autorización competente para que puedan 
otorgar facultad de binar en días corrientes, a fin de que no queden sin Mise 
las Comunidades religiosas, que, de otro modo, carecerían de là misma. 

Se trata de una concesión que se extiende no solamente a ciertos días 
ordinarios señalados, como primeros viernes, primeros sábados y primeros 
jueves de mes, sino a todos los días de la semana. 

Para que las Comunidades religiosas puedan aspirar a semejante gra- 
cia, necesariamente han de verse privadas de la dicha de tener Misa; ya 
porque la ley canónica de la clausura papal les prohiba salir a iglesia ajena, 
al no encontrar sacerdote que les celebre en la suya; ya porque la naturaleza 
de los ministerios a que se consagren, por ejemplo, cuidado de enfermos, 
encarcelados o amentes, no les deje en libertad de abandonar la propia 
casa, cuando carecen de quien en ella les celebre. 

Para apreciar justamente en todo su valor canónico esta nueva con- 
cesión del Romano Pontífice, conviene considerar, siquiera brevemente : 


I. Legislación canónica actual sobre la binación. 
Il. Antecedentes de esta nueva concesión. 
III. Racionabilidad de esta nueva concesión. 


LEGISLACIÓN CANÓNICA ACTUAL SOBRE LA BINACIÓN 
Normas canónicas.—La legislación canónica actualmente vigente acer- 
ca de la binación se halla bien clara y explícita en el Código de Derecho 


Canónico. 


— 551 — 


TIMOTEO URQUIRI 


A) Norma substantiva.—La norma substantiva se encuentra en el 
canon 806, 


“$ 1. Excepto die Nativitatis Domini et die Commemorationis 
omnium fidelium defunctorum, quibus facultas est ter offerendi Eu- 
eharistieum Sacrificium, non licet sacerdoti plures in die celebrare 
Missas, nisi ex apostolico indulto aut potestate facta a loci Ordinario. 

$ 2. Hanc tamen facultatem impertiri nequit Ordinarius, nisi 
cum, prudenti ipsius iudicio, propter penuriam sacerdotum die festo 
de praecepto notabilis fidelium pars Missae adstare non possit: non 
est autem in eius potestate plures quam duas Missas eidem sacerdoti 
permittere." 


10 Para que los Ordinarios. de lugar puedan facultar la binación, han de 
| coexistir necesariamente, segün el canon, las tres condiciones siguientes: 
: a) Que se trate de un día de precepto: "die festo de praecepto". 

b)  Escasez, al menos relativa, de sacerdotes: "propter penuriam sa- 
cerdotum". : 

c) Necesidad del pueblo, que existe cuando, en caso de que no se bi- 
EU. nara, quedaría sin Misa una parte notable de fieles: "notabilis fidelium 
5 pars Missae adstare non possit". 
fy. Los autores, al comentar la tercera condición consignada, no tienen 
Ms dificultad alguna en admitir la doctrina expuesta por el Cardenal GASPARRI 
| en su Tractatus Canonicus de Sanctissima Eucharistia : 


^Hine passim videmus episcopos, scientia canonica et pietate 
praestantes, deficiente alio sacerdote, permittere Missae iterationem, 
ne sanctimoniales, prasertim cum clausura, aut carcere inclusi, aul 
M. infirmi vel convalescentes in hospitali, vel iuvenes in collegio, etc. 
XN 1 Missa careant" (4). 


(i GASPARRI, como los demás autores, se refieren exclusivamente a las 
p fiestas de precepto. 


"Igitur necessitas desumenda este ex parte populi. Videamus quan- 
donam verificetur. 
TR In primis numquam verificatur diebus in quibus populus non te- 
Axa > netur Missam audire, e. g., diebus festis suppressis: unde his diebus 
episcopus aut vicarius apostolicus nec possunt binare, nec binandi 
KRF ARMOR licentiam concedere sine speciali indulto Sedis Apostolicae" (2) 


ie! 1 P.: Tractatus Canonicus de Sanctissima Eucharistia, vol. 1 (Parisiis-Lugduni, 


ES ; (2) Op. ctt., p. 274. 
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B) Norma adjetiva.—La norma substautiva del canon 806 se rodea 
con graves sanciones en el canon 2.321. 


"Sacerdotes qui contra praeseripta can. 806, § 1; 808 praesumpse- 
rint Missam eodem die iterare vel eam celebrare non ieiuni, suspen- 
dantur a Missae celebratione ad tempus ab Ordinario secundum di- 
versa rerum adiuncta praefiniendum" (3). 


Para incurrir en las sanciones basta infringir el canon 806, § 1, o el 
canon 808. 


II 
ANTECEDENTES DE ESTA NUEVA CONCESIÓN 


Sin derogar en nada esta legislación canónica resefiada, nuestro San- 
tisimo Padre, el Papa Pío XII, concede con facilidad, a los Ordinarios de 
lugar que se lo soliciten, autorización competente para que puedan otorgar 
facultad de binar en días corrientes, a fin de que no queden sin. Misa las 
Comunidades religiosas, que, de otro modo, carecerian de la misma. 

Podemos aducir algunos antecedentes o pasos previos de Pio XII, que 
han culminado felizmente en esta nueva concesión de binación a favor de 
Comunidades religiosas. ¡Insigne testimonio de cuán entrañablemente ama 
el Papa Pio XII el estado religioso! 

1. Instrucción de la Sagrada Congregación del Concilio.—Publicó la 
Sagrada Congregación del Concilio, fechada el 14 de julio de 1941, una 
hermosa Instrucción con el título: "De fidelibus exhortandis ut Missae 
Sacrificio frequenter ad devote intersint", 

Así comienza la segunda parte de la Instrucción: 


“Quapropter; haee Sacra Congregatio Concilii, de speciali Ssmi. Do- 
mini Nostri Pii Pp. XII mandato, omnes ubique terrarum Ordinarios 
vehementer hortatur, ut per semetipsos ac per euratores animarum 
aliosque utriusque cleri sacerdotes instanter christifideles edo- 
ceant" (4). 


(3) Dice así el canon 808: "Sacerdoti celebrare ne liceat, nisi ieiunio naturali a media 
nocte servato". 

Entiéndase este canon, teniendo presentes ante los ojos la “Constitutio Apostolica de dis- 
ciplina servanda quoad ieiunium eucharisticum? (A. A. S., 45 (1953), 15 ss. y la "Instructio de 
disciplina circa ieiunium eucharisticum servanda", dada por el Santo Oficio (A. A. S., 45 
(1953), 47 Ss. 

(4) A. A. S., 33 (1941), 390. 
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Y haciendo las indicaciones prácticas, dice la Sagrada Congregacion 
en el número 3.": 


“De Sacrificii Missae vi impetratoria et propiatiatoria, quae bene 
perspecta ac cognita, fideles alliciantur ad eidem Sacro frequenter 
ac etiam quotidie, si [ieri potest, adsistendum, ad gratias Deo agen- 
das, ad beneficia obtinenda, ad peccata expianda cum propria tum 
eorum qui vita sunt functi, memores moniti Sancti Agustini: “Audeo 
dicere quod Deus, cum esset omnipotens, plus dare non potuit; cum ' 
esset sapientissimus, plus dare nescivit; cum esset ditissimus, plus 
dare non habuit" (tract. 84 in Toannem) (5). 


Si así desea el Sumo Pontífice que los simples fieles asistan devota- 
mente cada día a la Santa Misa, ¿cómo no lo anhelará de modo particular 
que lo verifiquen todos los miembros de las Comunidades religiosas, que 
se hallan en estado de perfección? 

Pero no pocas veces les es imposible secundar tales deseos cordiales 
del Sumo Pontifice, por la escasez de sacerdotes para la celebración de la 
Santa Misa en sus iglesias propias; viéndose, por otra parte, impedidos de 
asistir a templos ajenos, ya sea por la ley de la clausura papal, ya sea por 
la naturaleza de los ministerios a que viven consagrados por amor de Dios 
y de las almas. 

¿Por qué no conceder facultad de binar, para que puedan oir Misa dia- 
riamente tales Comunidades religiosas ? 


2. Facultad de binar los primeros viernes de mes.—Como un avance 
hacia la binación en dias corrientes a favor de las Comunidades religiosas, 
ha de considerarse, sin duda alguna, la facultad de binar los primeros vier- 


nes de mes, otorgada por la Santa Sede. La consideramos como un avance, 


ya que el canon no habla más que de binaciones en dias de precepto. 
Transcribimos a continuación una de estas concesiones, que lleva la 
fecha del afio 1944. 


"Romae, die 28 novembris 1944. 


Beatissime Pater. 


Sac. Uldaricus Urrutia, S. L, Moderator Nationalis Apostolatus 
Orationis In Columbiana ditione, ad pedes Sanctitatis Vestrae provo- 
lutus, humiliter postulat indultum iterationis Sacri in enunciata na- 
lione prima feria sexta cuiusque mensis, attentis fidelium ad ecclesias 
concursu et sacerdotum penuria. 


(bom Decret. 
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Ex Audientia Ssmi., die 13 novembris 1944. 

Sanctissimus Noster Pius Papa XII, audita relatione infrascripti 
Cardinalis S. Congregationis de Sacramentis Praefecti, atlentis expo- 
sitis, gratiam benigne indulgere dignatus est iuxta preces, de consensu 
tamen Ordinariorum dummodo nullus alius sacerdos liber praesto sit 
pro alterius Missae celebratione, vetita celebrationi pro una e duabus 
Missis eleemosynae receptione; servatis in reliquio de iure servandis, 
contrariis quibuseumque minime obstantibus. 

Praesentibus valituris ad triennium. 

D. Card. Ionio, Praef. 
E. Bracci. Seeretarius" (6). 


Fué prorrogada la facultad, en Audiencia de 26 de enero de 1948, por 
otro trienio. 


“ Renovatio. 
Beatissime Pater. 

Director Nationalis Apostolatus Orationis in ditione Columbiana 
humiliter postulat a Sanctitate Vestra  prorogationem rescripti 
S.S. Congregationis de Sacramentis ex Audientia Smmi. diei 13 no- 
vembris 1944, N. 2718/44 circa facultatem iubendi Sacri iterationem 
prima feria sexta cuiusque mensis, iisdem causis perdurantibus. 

Ex audientia Ssmi. diei 26 ianuarii 1948. 

Sanetissimus Dominus Noster Pius Papa XII, audito relatione in- 
frascripti Card. Pro-Praefecto Sacrae Congregationis de Sacramentis, 
attentis expositis, Ordinario Bogoten. benigne committit ut, pro suo 
arbitrio et conscientia gratiam prorogationis indulgeat ad aliud trien- 
nium, servatis in reliquis forma ac tenore praecedentis rescripti. 

B. Card. ALOISI MASELLA, Pro-Praefectus. 
F. BRACCI, Secretarius" (7). 


3. Indulto autorizando Misa de binación entre semana con ocasión de 
bodas y funerales.—Con fecha poco posterior a la facultad precedente, he- 
mos encontrado un indulto pontificio de gran importancia, para la diócesis 
de París. 

El texto francés de este documento apareció en “La Semaine Reli- 
gieuse”, en su número de 15 de mayo de 1948. 

He aquí la tradución castellana : 


“Santísimo Padre. 
El Ordinario de París, humildemente postrado a los pies de Vues- 
tra Santidad, pide la facultad de permitir a sus sacerdotes el poder 


(6) “Ilustración del Clero”, 41 (1948), 347. 
(7) “Mustrablôn del Clero", #1 (1948), 347-348. 
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celebrar una segunda Misa los días de entre semana, con ocasión de 
bodas o funerales, a eausa de la insuficiencia numérica de clero. 

En su Audiencia de 8 de marzo de 1948. 

Su Santidad el Papa Pío XII, después de oír la relación del Car- 
denal Sub-Prefeeto infraseripto de la Sagrada Congregacién de Sa- 
eramentos, en consideración a lo expuesto en la súplica, se ha dig- 
nado eonceder benignamente al Ordinario de París la gracia solicita- 
da, con la condición de que no haya otro sacerdote disponible para la 
celebración de la segunda Misa, y con la prohibición de recibir el ce- 
lebrante estipendio por la segunda Misa, eumpliendo, por lo demás 
lo que en derecho debe cumplirse. 

No obstante cualquier cosa en contrario. 

El presente indulto es valedero por dos años. 

B. Card. Lurs MASELLA, Sub-Prefecto. 
F. Bracci, Secretario” (8). 


4. Facultad de binar en algunas fiestas de devoción.—Alrededor de 
la misma fecha, 16 de abril de 1948, se ha concedido al Ordinario de la 
diócesis de Padua la facultad de permitir la binación, en las iglesias pa- 
rroquiales y de curatos, en algunas fiestas de devoción; a saber: 


Natividad de María Santísima; segundo día después de Pascua; San 
Antonio de Padua; Presentación de la Santísima Virgen María; fiesta 
del Titular de la iglesia (9). 


Con estos indultos reseñados, el Sumo Pontífice, con su poder de su- 
premo legislador eclesiástico, ha ensanchado los limites marcados para la 
binación en el canon 806, Pues por medio de ellos ha venido a socorrer 
necesidades espirituales de los fieles, otorgando la facultad de binación en 
dias corrientes de entre semana. 


El gesto del Papa es muy consolador y digno de ser ponderado con 
suma atención. 


.,(8) “Semaine Religieuse”, 15 de mayo de 1948, p. 495. Nos parece interesante poner aquí 
siquiera por via de nota, las siguientes líneas, que escribió ya SUAREZ en su tiempo, tratando 
de la binación en días corrientes u ordinarios: 

"Sextus casus est, quando sacerdos habet duas Ecclesias parochiales, et non potest com- 
mode habere coadjutorem, et in utraque est populus, qui auditurus est Missam... 

Sed quaeri potest, an hic sextus casus extendendus sit ad dies artificiales (entiéndase labo- 
rables) vel limitandus ad festos. Videtur enim in his tantum occurrere vera necessitas. Aucto- 
res in hoc nihil dicunt; mihi tamen videtur, si in utraque parochia sit sufficiens populi mul- 
titudo, non esse hoc limitandum ad dies festos et ad necessitatem praecepti audiendi Missam 
quia satis est gravis causa, quod populus non privétur suo sacrificio, et opportunitate audien- 
di Missam. Videtur hoc licitum. in quocumque die. Erit autem optimum consilium, servare 
consuetudinem, quae in his rebus magnam vim habet." i 


SuAREZ, F.: Opera omnia: De Sacramento Eucharistiae, et de Miss acrifi y 
sect. 3, nn. 4 et 5; edic. Vives, t. 91. : ELS Mis is E 


(9) Apud "Ilustración del Clero”, 41 (1948), 348. 
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BINACION EN DIAS ORDINARIOS A FAVOR DE COMUNIDADES RELIGIOSAS 


La facilidad con que el Papa Pío XII concede a los Ordinarios de lugar 
que se lo soliciten autorización competente para que puedan otorgar fa- 
cultad de binar en días corrientes de entre semana, a fin de que no queden 
sin misa las Comunidades religiosas, que, de otro modo, carecerian de la 
misma, es un nuevo avance sobre los indultos pontificios de binación antes 
aludidos. 


III 


RACIONABILIDAD DE ESTA NUEVA CONCESIÓN 


Esta facilidad de binación a favor de Comunidades religiosas, es su- 
mamente razonable y llena de sabiduría. 


Para completar nuestra NOTA, queremos aludir brevemente a la racio- 
nabilidad de la nueva concesión pontificia. 


I. Canon 595.—El legislador eclesiástico, en el Código Canónico, se 
refiere a la Santa Misa, en el tratado de los religiosos, en los siguientes 
términos : ^ 


“Curent Superiores ut omnes religiosi: ... 2.” Legitime non impediti 
quotidie Sacro intersint" (can. 595, 8 2.5). 


Aqui se impone directamente a los Superiores y Superioras la obliga- 
ción de cuidar que todos los sübditos, no impedidos legitimamente, asistan 
a Misa cada día. 

Pero es el caso que, aunque no exclusivamente, pero sí preferentemente, 
Superioras de Comunidades religiosas de clausura papal se ven con fre- 
cuencia ante la imposibilidad de proporcionar a sus sübditas la Santa Misa 
de cada día, sin poderlo remediar debido a la escasez de sacerdotes. Pues 
bien, el único que puede solucionar esta dificultad, que es el Romano Pon- 
tifice, se halla dispuesto a verificarlo concediendo con facilidad la compe- 
tente autorización para binar en favor de esas Comunidades religiosas. 

¡ Y es que la Santa Misa desempeña un papel tan importante en la vida 
espiritual de toda alma religiosa!... ¡Y es que la Santa Misa es tan nece- 
saria para que las almas religiosas correspondan lealmente a su sublime 


vocación ! 


2. Vida de consagración al culto divino.—El fin primario del Estado 
religioso, su obligación €undamental, es servir a Dios: adorarle, bendecirle, 
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darle gracias, amarle y ofrecerle reparación por las ofensas incontables 
que se perpetran en el mundo contra la Majestad suprema. 

Luego las almas religiosas todas, en virtud de la fuerza vital de su 
misma vocación, han de ser muy amantes del santo Sacrificio de la Misa: 
ya que la Misa es la adoración, la acción de gracias y la reparación más 
excelsas que se pueden tributar al Señor, 

El alma religiosa, personificación viviente de la virtud de la religión, 
la primera de las virtudes morales, no se concibe más que para el culto 
divino. Esta es su razón de ser y la entraña misma de su vocación. Pues 
bien, el alma religiosa, cuando mejor puede ejercitar esa virtud es al 
asistir a la Misa, con el corazón unido e identificado con la Víctima divina 
y el Sacerdote principal, Cristo, Nuestro adorable Redentor. 

El estado religioso se denomina así por su honda conexión con la vir- 
tud de la religión. No porque sólo sus miembros practiquen la virtud de la 
religión, sino porque ésta de tal modo informa, penetra y compenetra la 
vida entera de sus miembros, que la ordena y la dispara integramente a! 
servicio divino, al culto de Dios. De aquí que se denomine también el es- 
tado religioso con la expresión de vida religiosa. 

El alma religiosa, queriéndose consagrar plenamente, y no tan sólo 
parcialmente, a Dios Nuestro Señor para su exclusivo amor y servicio, 
realiza esa consagración integra de la vida por medio de la ofrenda de los 
tres votos públicos de pobreza, castidad y obediencia. 


Los votos religiosos constituyen, como actos de la virtud de la religión 
que son, la entrega, donación, dedicación o consagración de toda la acti- 
vidad racional del alma al servicio de Dios; de modo que la vida del alma 
religiosa, que ha emitido los votos, en fuerza de éstos se consagra en todas 
sus dimensiones a Dios, transformándose, por consiguiente, todos sus actos 
en otras tantas manifestaciones de culto, y de culto público, tratándose de 
votos públicos. 

Mediante la profesión religiosa se desarrolla y se expansiona vitalmente 
nuestra capacidad sacerdotal y cultural recibida en el bautismo. Consiguien- 
temente, por la profesión religiosa las almas se hacen partícipes, en grado 
muy elevado, de la función victimal y sacrificial, viniendo a ser su vida 
entera ofrenda continua, profundamente vinculada al único y eterno Sa- 
crificio que Cristo ofreció una sola vez en la Cruz, y lo renueva sin cesar 
cada día en incontables altares. 

Mirando desde este ángulo de visión, es fácil advertir la necesidad que 
tienen las almas religiosas, cada día, del Santo Sacrificio de la Misa, el 
acto supremo del culto verdadero. 
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3. Vida de abnegación y sacrificio.—El alma religiosa, mediante los 
tres votos de pobreza, castidad y obediencia, se enfrenta con las tres con- 
cuspiscencias de soberbia, avaricia y lujuria, que son las raíces emponzo- 
nadas de todos los pecados, declarándoles abiertamente guerra sin tregua. 

La vida religiosa es verdadera cruz, y los tres votos, clavos que sujetan 
a ella el alma, para ser victima expiatoria conjuntamente con el adorable 
Redentor, 

La Comisión creada recientemente en el seno de la Sagrada Congrega- 
ción de Religiosos ha editado un Enchiridion que contiene los documentos 
principales conforme a los cuales se han de estructurar los ánimos de los 
jóvenes que se hallan en período de formación religiosa. Pues bien; el pri- 
mer documento que figura en ese Enchiridion, es el texto evangélico si- 
guiente, en que palpita sangrante la necesidad de la abnegación cotidiana: 


"Si alguno quiere venir en pos de mí, 
niéguese a sí mismo, y tome a cuestas su cruz cada día, y sígame" (10). 


El Romano Pontifice, Pio XII, en su histórico discurso dirigido a los 
miembros del Congreso internacional de los estados de perfección, dijo, 
entre otras cosas: 


“Juzgamos oportuno detenernos un poco en la cuestión de los mo- 
tivos que inducen a abrazar el estado religioso. 

Hay quienes afirman que el estado religioso, por su misma natu- 
raleza y por su fin, que no es de reprobar, no es otra cosa que un 
refugio de salvación proporcionado a espíritus tímidos y angustiados, 
que. no pudiendo superar los peligros de una vida tormentosa, y no 
sabiendo o tal vez no queriendo soportar sus asperezas, llevados de 
la cobardía, dicen adiós al siglo y se acogen al sereno puerto de un 
monasterio... 

No es ahora intención nuestra pesar en la balanza cuales sean los 
motivos que impulsan a cada uno a abrazar el estado religioso. Que- 
remos sólo enunciar el motivo principal y verdadero por el cual deben 
traspasarse los recfntos de la vida retirada. 

Este motivo, por cierto, dista mucho de la opinión arriba men- 
cionada, la cual, tomada en conjunto, es falsa e injusta. Porque a la 
verdad, lo mismo el propósito de abrazar el sacerdocio que el de in- 
gresar en el estado religioso y la firme perseverancia en él, exigen 
un espíritu grande y un ánimo pronto a entregarse" (11). 


Como quiera que la vida religiosa es abnegación y sacrificio, la Igle- 
sia, en la legislación sobre los religiosos, ha prescrito con sabiduría que 


(10). Luc., 97 23. 
(11) ^ A, A, S., 48. (1951), 80-31- 
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asistan, cada dia, todos ellos devotamente a la Santa Misa, antes de entre- 
garse a sus oficios cotidianos. 

La Iglesia nuestra Madre, guiada por el Espiritu Santo, por medio de 
la Santa Misa de cada mafiana, presenta al alma religiosa, para estimulo y 
esfuerzo necesarios con que triunfar en las faenas y fatigas de la nueva 
jornada, no sólo un gran recuerdo—el recuerdo de la muerte sangrienta de 
Jesucristo en la Cruz—, sino también una fuente incomparable de energías 
divinas, cual es el augusto Sacrificio del altar, como verdadera y actual re- 
novación incruenta del Sacrificio redentor del mundo. ¡Por la Santa Misa 
se aplican a las almas los méritos y las energías que Cristo nos alcanzó con 
su muerte en la Cruz! 


"El augusto Sacramento del altar—son palabras de Pío XII—es un 
insigne instrumento para la distribución a los creyentes de los mé- 
ritos derivados de la Cruz del divino Redentor. Cada día que se ofrece 
este Sacrificio se renueva la obra de nuestra redeneión" (12). 


CONCLUSION 


Ya saben las Comunidades religiosas y las Curias episcopales el modo 
de remediar la angustiosa necesidad en que se ven en nuestra misma Patria 
algunas religiosas, al no poder asistir cada día a la Santa Misa. Es de es- 
perar que la publicación y divulgación de la presenta NOTA sirva de mo- 
tivo de jübilo, lo mismo a las Curias episcopales que a las Comunidades 
religiosas. 
Timoreo URQUIRI, C. M. F. 


Profesor en el Teologado Cordimariano de Zafra 


(13) Encíclica Mediator Dei, en A. A. sì 39 (1947), 552. 
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DE SANCTISSIMA EUCHARISTIA IN 
EPISCOPORUM ORATORIIS ASSERVANDA 


(DICTAMEN) 


Mota est apud nos quaestio de episcopis, an eis scilicet sanctissiman: 
Eucharistiam in privato episcopalis domus oratorio asservare sine aposto- 
lico indulto liceat, 

Alis infitias euntibus, affirmative respondendum visum est mihi. Meum 
autem assertum sic probari posse arbitrabar. 


I. Ex “Codice Iuris Canonici” 


"Sanctissima Eucharistia custodiri potest, de licentia Ordinarii loci, in 
oratorio semipublico domus piae". Ex canone 1.265, I, 20. 

Episcopi autem, et oratorium est in casu semipubiicum, et domus est 
pia. Quod quidem unum et alterum sic probatur: 

al. Quod episcopis oratorium sit in casu semipublicum, sic constat : 

bi. Ex canone 1.189: "Oratoria Episcoporum, licet privata, fruuntur 
tamen omnibus iuribus et privilegiis quibus oratoria semipublica gaudent" 

b2. Ex canone 1.188: Oratorium semipublicum est locus divino cul- 
tui destinatus in commodum coetus fidelium eo convenientium, ita tamen 
ut illud adire non cuique sit liberum. Sane eiusmodi oratorii semipublici 
notio oratorio vere congruit quod episcopus in domo episcopali erigat 
forte pro sua familia, clericis et laicis composita. 

a2. Quod vero episcopi domus sit pia domus, ex sequentibus recte 
efficitur : 


Pia domus ea est quae ad pietatem aut misericordiam exercendam |. 


deputata est. Vel, ut sapientoris utar verbis: "Pia domus ea intelligitur 
quae instituta est ad cultum religionis quomodolibet fovendum, vel ad ca- 
ritatem christianam in proximum exercendam" (CAPPELLO). 


Domum autem episcopi esse domum religionis et caritatis ita evincitur : 


br. Ex iuris praescripto: 

ci. Iuxta canonem 1.483, 2, domus episcopalis impensis mensae epis- 
copalis est sustentanda, ex beneficio nempe ecclesiastico; bona autem eccle- 
siastica, quae scilicet ad personam moralem in Ecclesia pertinent (can. 1.497, 
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1), ad finem religiosum vel caritativum ordinantur (can. 100, 1), qui sunt 
fines proprii Ecclesiae (cans. 1.495, 1.496). Domus igitur episcopalis est 
domus religionis et caritatis, ideoque domus est pia. 

c2. Episcopalem domum episcopus habitat, qui, una cum familia sua 
clericorum et laicorum in eiusdem adiutorium atque servitium, vitam du- 
cere debent excellentiori modo christianam et religiosam in clarum populi 
et cleri exemplum (cfr. cans. 124, 331), quem ad modum antiqui Ecclesiae 
canones atque decreta conciliaria acriter commendant, Familiares ergo epis- 
copi una cum eo communitatem quandam constituunt piam et religiosam 
(cfr. can. 134), quae episcopalem domum omnino ab aliis distinguit do- 
mibus privatis. Est egitur pia domus episcopalis domus. 


b2. Ex rei natura. Episcopalis domus propter episcopum tota est, ut 
patet. Episcopus autem, et in sua persona et in statu suo, quorsus cedo 
pertinet totus nisi ad religionem et caritatem? An persona episcopi non 
est consecrata? Est quippe! De statu autem suo quod sit religionis et ca- 
ritatis, neminem in Ecclesia latet, quandoquidem est in statu ecclesiastici 
ministerii, Nimirum. 

ci. Episcopus est prae primis in statu clericali, qui est vitae condicio 
devotae et mancipatae ad fidelium regimen et cultus divini ministerium 
(cfr. cans. 108, 1; 948; 1.352); proinde est ei status religionis et caritatis. 

c2. Episcopus est in statu pastorali, in quo quis tenetur etiam ani- 
mam suam ponere pro Dei honore et gregis salute (S. TH., 2-2, 184, 7, 0); 
eius ergo status est religionis et caritatis. 

b3. Ex sensu communi. Omnes fideles episcopi domum edeunt, non 
profecto ad artes vel scientias huius mundi discendas, non ad deliciose 
otiandum, non ad agenda saecularia aut profana negotia; sed ad consilia 
capienda gravia, ad quid solatii spiritui quaeritandum, ad miserias animae 
et corporis subveniendas. Id propterea, vel ipsa civilia guberna domos 


episcopales atributis eximunt (cfr. "Concord. Españ”., art. 20, 1, b). 


2. Confirmatur assertum: 


al. Ex usu communi: Prout audio, praeter ea quae ipsemet vidi, ple- 
rique episcoporum sacram Eucharistiam de facto in suo sacello servant. nec 
unquam de indulto ad hoc apostolico obtinendo curavere. 
a2. Ex absurdis secus sequentibus: Absurdum siquidem reor illud 
esse, quod, ex omnibus semipublicis oratoriis, uni Episcopii sacello non 
liceat. Eucharistiam asservare, vix namque oratorium semipublicum inve- 
nies quod ad domum aliquo modo piam non pertineat. 
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Item, absonum mihi est quod etiam apud privatas saecularium domos 
Si v. gr. in clinicas particularium medicorum sunt conversae (CoRONATA), 
vel in socialibus associationum fidelium domibus (REGATILLO), Eucharis- 
tia de licentia Ordinarii loci in eorum oratoriis servetur, et id episcopali ora- 
torio denegetur. 

a3. Ex responsione ad obiectiones: 

br. “Domus episcoporum non sunt sensu technico piae" (VERMEER- 
SCH). At undenam, quaeso, aut quorsum distinctio ista inter domos pias 
sensu fechmco et sensu non technico? Primo, lex non distinguit; dein, quid 
pia domus sensu fechnico, quid vero sensu non technico? Desiderantur de- 
finitiones. Data tamen, sed non concessa, distinctione gratis allegata, qua- 
re—iterum peto— esset in casu rigidior imponenda interpretatio cum de 
Episcopi iurisdictione ordinaria agatur? 

b2. “Sacello Nuntiorum custodia ista est explicite facultate conces- 
sa" (VERMEERSCH). Esto! At quid inde? Multifariam res explicari valet: 
Ex ante Codicem forte disciplina; ex variis fontibus interdum idem ma- 
nat ius; non omnia privilegia sunt contra ius; ad superabundantiam for- 
sitan id factum est, etc. 


FIRMINUS A CAMPO, C. M. 
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BIBLIOGRAFIA 
I. REVISTA DE REVISTAS 


LITERATURA JURIDICO-CANONICA EN EL ANO I953 


A) NORMAS GENERALES 


Il problema della non-retroattivita delle leggi nei commentatori 
delle Decretali del Quattrocento (1) 


Este artículo completa el estudio publicado por el P. E. CANZONERI, 
O. P., acerca del mismo asunto, los años 1951 y 1952, en la revista “Ange- 
licum”, repartido en dos artículos, el primero de los cuales se ocupaba de 
la antigua literatura canonística hasta Juan Andrea, y el segundo, de la 
misma, en los comentaristas medievales del derecho romano hasta Baldo. 

El autor comienza diciendo que antes de proponer una conclusión ge- 
neral de las investigaciones por él efectuadas a fin de averiguar si en los 
canonistas medievales se encuentra una teoría común para explicar dicho 
problema de la no retroactividad de las leyes, o, por lo menos, si de sus 
escritos se puede inferir, es necesario examinar también las doctrinas ela- 
boradas por los grandes comentaristas de las Decretales que florecieron en 
la segunda mitad del siglo XIV y durante el siglo XV. y esto, por dos ra- 
zones: la primera, porque pertenecieron al período dentro del cual se en- 
cierra nuestro estudio, y la segunda, porque bajo el influjo de los grandes 
romanistas, como SANTIAGO DE BELVISO, BARTOLO DE SASSOFERRATO y 
BaLDO, desenvolvieron mas ampliamente, y de una manera más sistemática 
que lo habían hecho los anteriores canonistas, su doctrina, la cual, por ende, 
es de mayor interés que la canonística precedente, aun siendo en su mayor 
parte un desarrollo de la misma. 

A continuación ofrece un resumen de las principales ideas vertidas por 
ANTONIO DE BUTRIO (+ 1408), FRANCISCO ZABARELLA. apellidado el CAR- 


(1) P. E. CANZONERI; “Angelicum”, 30 (1953), 63-82. 
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DENAL (1417), DOMINGO DE SAN GEMINIANO ( 1436), PEDRO DE ÁNCA- 
RANO (+ 1416), el PANORMITANO (t 1445) y FELINO DE SANDEO (+ 1503). 

Como resultado de toda la labor realizada en este artículo y en los dos 
precedentes, el P. CANZONERI establece la siguiente Conclusión : 

Los primeros glosadores del Decreto de GRACIANO, ocupados en expli- 
car exegéticamente cada una de las palabras de la ley, más bien que en in- 
dagar críticamente el origen y desenvolvimiento de los diversos institutos 
jurídicos, no dieron al problema toda la importancia que merecía; de donde 
vino a resultar que, o no lo trataron, o se limitaron a hacer algunas obser- 
vaciones de importancia secundaria. 


En cambio, los otros Decretistas y los primeros Decretalistas preten- 
dieron ver en dicha cuestión un problema exclusivamente o, por lo menos, 
prevalentemente de orden moral. Cabría sintetizar su pensamiento en estas 
palabras: la ley nueva no puede producir efectos sobre los actos anteriores 
a ella, pues sería injusto que llegase a abrogar o cambiar lo practicado antes 
en forma legítima, es decir, sin culpa moral o pecado. La ley retroactiva 
castigaría un delito inexistente, si, como se supone, quien en el pasado realizó 
un hecho o negocio jurídico, lo hizo sin culpa moral, por no haber obrado 
en contra de ninguna ley. 

Esta visión del problema, aunque explicable, no deja, con todo, de ser 
una visión particular, en cuanto que sólo se fija en un aspecto del mismo. 
Hemos afirmado que es explicable, toda vez que los textos en que dichos 
autores fijaban su atención eran leyes penales; y la hemos calificado de in- 
completa o parcial, como quiera que soslayan el aspecto principal del pro- 
blema, que es el jurídico. 

Por el contrario, los otros Decretalistas y los Bartolistas dirigieron su 
atención a este último punto. 


Hemos visto —prosigue—el método que observaron en el planteamien- 
to del problema y sus criterios para resolverlo. El estudio analítico de la 
cuestión los indujo a sacar ciertas conclusiones, respecto de las cuales todos 
parecen hallarse de acuerdo, v. gr., que las leyes cuyo único objetivo se 
limita a interpretar el derecho natural o el positivo divino o el positivo hu- 
mano anterior, se extienden al pasado; que las leyes procesales tienen efi- 
cacia inmediata y, por lo mismo, se aplican a todas las controversias susci- 
tadas bajo la nueva ley, aun cuando se refieran a hechos anteriores; ; que los 
negocios jurídicos o las causas judiciales, a las que puso fin una sentencia o 
una transacción, no caen bajo la influencia de una ley posterior, ni aun en 


el caso que ésta declare su intento de querer adoptar medidas respecto del 
pasado, etc. 
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Pero mas bien que en destacar estas conclusiones particulares, hemos 
puesto especial empeño por hacer resaltar en la doctrina de los autores exa- 
minados, acerca de la no retroactividad de las leyes, lo que constituye el 
fondo común a todos ellos, aquel centro al que, pese a la diversidad de Opi- 
niones en orden a puntos de importancia secundaria, todos se refieren como 
a un criterio para resolver el problema planteado, vasto y complejo en su 
conjunto. O para decirlo en otras palabras, hemos procurado responder a 
esta pregunta concreta: i Admitieron los juristas medievales una teoría es- 
pecífica para explicar el problema de la no retroactividad de las leyes? La 
contestación ha sido afirmativa. A una nueva pregunta sobre cuál sea esa 
teoria, añadiremos que hemos llegado a estas dos conclusiones: 

1." La teoría de los mencionados juristas acerca del problema en cues- 
tión no se funda en el respeto a los derechos adquiridos, si con esto preten- 
demos asegurar que dicho respeto constituya el motivo, la causa de la no 
retroactividad de las leyes. Tal es, al menos, la doctrina profesada por la 
inmensa mayoría de los juristas medievales, a excepción de FELIPE DECIO y, 
acaso, ANGEL DE UBALDI y JUAN DE INMOLA. 

2. Dicha teoria es la del “actus perfectus" y de la “individua conne- 
xitas", en el sentido de que el obstáculo que la nueva ley encuentra para su 
aplicación a los hechos pasados lo constituye la perfección misma “in esse 
iuris" que un hecho, un acto, un negocio jurídico ha logrado antes de en- 
trar en vigor la nueva ley (es tipico el caso del testamento) ; o también, tra- 
tándose de un negocio juridico a cuya perfección “in esse iuris" concurren 
diversos elementos, algunos de los cuales han sido puestos bajo la ley an- 
terior, al paso que otros se han de poner bajo la ley nueva, la no retroacti- 
vidad de ésta brota de la conexión, más o menos intrinseca, de estos di- 


versos elementos entre si, 
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B) DE LAS PERSONAS 
El error común y la asistencia al matrimonio 


Tocante a la respuesta de la Comisión Intérprete, del 26 de marzo de 
1952, declarando que lo-establecido en el canon 209 se debe aplicar al caso 
del sacerdote que, careciendo de delegación, asiste al matrimonio, publicó 
el P. G. Puerto, en "Ilustración del Clero" (2), un comentario del cual 
entresacamos los párrafos siguientes: 


(2) “IC.”, 46 (1953), 211-214. 
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Admiten comunmente los canonistas, aunque no con unanimidad, que 
cuando el error comün en la delegación al matrimonio se refiere a un sacer- 
dote, que por las circunstancias en que se encuentra ha de asistir a bastantes 
matrimonios, su falta supuesta de jurisdicción es, efectivamente, suplida por 
la Iglesia en virtud del canon 209. 

La dificultad versa, principalmente, cuando la falta de jurisdicción 
recae sobre un sacerdote que circunstancialmente ha de asistir a un matri- 
monio determinado. Y algunos canonistas, apoyados en esa razón de bien 
común en que fundamentan la razón de la jurisdicción suplida, niegan que 
al mentado sacerdote pueda aplicarse el canon 209. 

Otra tendencia sustentada por ilustres canonistas admite sin restric- 
ciones la doctrina del error comün al caso, cualquiera que fuere, del sacer- 
dote que asiste al matrimonio sin verdadera delegación. 


. ¢Zanja la respuesta de la Comisión Intérprete esta contienda entre los 
canonistas? Los defensores de la sentencia negativa parece que recalci- 
tran: en el error comün suple la Iglesia, aun en la delegación al matrimo- 
nio; pero, ¿existe dicho error en el caso propuesto de un sacerdote que 
circunstancialmente asiste a un matrimonio determinado? Y parecen in- 
sinuar una respuesta negativa quienes defendian la posición primera, po- 
sición que, a decir verdad, cuanto más se piensa menos se comprende. 


Pone a continuación un ejemplo tomado de un caso real, que fué objeto 
de una consulta cuya solución apareció en esa misma revista el año 1952, 
de un religioso que, por encargo de un párroco, asistió a un matrimonio 
sin la debida delegación, y además carecía de licencias para oir confesiones. 
Dicho religioso, sin darse cuenta de esto ültimo, a ruegos de los novios, los 
confesó. La absolución por él impartida fué válida indiscutiblemente, ob- 
serva el P. PUERTO, y esto—agrega—en ‘fuerza del error comün. El mis- 
mo, sin la delegación suficiente, segün queda dicho, asiste al matrimonio 
de aquellos sus penitentes eventuales: ;la autorización del matrimonio fué 
válida? Los defensores de la primera sentencia responderán negativamente, 
porque no existía error común, y las circunstancias eran las mismas, más 
todavía, acentuadas favorablemente en orden al matrimonio. En verdad 
que no se ve mucha lógica en todo esto. 

Más especulativamente considerada la cuestión, creemos—continúa di- 
ciendo—que la Iglesia, por esta doctrina del error común, quiere salvaguar- 
dar los actos más trascendentales de la vida cristiana por su importancia 
espiritual o social y que podían resultar inválidos por defecto de jurisdicción. 
Tales son los que dependen de los sacramentos de la penitencia y matrimo- 


- mio, De ahi que la Iglesia no legisle para un caso particular, sino mirando 
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a una situación que puede darse más o menos frecuentemente en la admi- 
nistración de los mismos y que interesa al bien común. Y qué duda cabe 
que esta situación de que un sacerdote asista circunstancialmente a un ma- 
trimonio puede repetirse, aquí y allí, con bastante frecuencia. No vemos 
por qué el legislar y regular semejantes situaciones sea de interés particu- 
lar... En nuestro humilde juicio, la respuesta de la Comisión Intérprete 
ha de extenderse al caso al que venimos refiriéndonos. 

Advierte a continuación que la potestad para asistir al matrimonio no 
es propiamente jurisdiccional, si bien tiene con ella fuertes analogías... 


Y añade: 

" Pero aquí surge una dificultad de importancia y que acentüan algunos. 
El canon 209 habla del error común refiriéndose a la potestad de jurisdic- 
ción. Cuando la Comisión Intérprete lo extiende a la potestad dominativa 
v a la de asistir al matrimonio, ¿hace una interpretación propiamente in- 
terpretativa o más bien extensiva? Si defendemos lo segundo, esa respuesta 
no tendría valor retroactivo. Y si negamos su fuerza retroactiva, esta doc- 
trina comenzaria a regir para los matrimonios celebrados después del 26 de 
junio de 1952." 

Sin embargo—termina—, no consta, ni mucho menos, que la respuesta 
de la Comisión Intérprete sea una interpretación extensiva del canon 209. 
Nos fundamos en el canon 20... Y aunque no todos ios canonistas admi- 
tian la aplicación de este canon a otra potestad que no *uera la de jurisdic- 
ción, pero una fuerte corriente, a partir principalmente del P. Maroro, la 
mayoría la sostenia en su tesis o afirmación central. 


ok OK 


Abunda en el mismo sentir el Doctoral de Alcalá, en cuanto a la pri- 
mera parte—de la segunda no se ocupa—, quien, expiicando el alcance de 
Ja mencionada interpretación en “Resurrexit” (3), termina con estas pa- 
labras: 

“Con la presente respuesta de la Comisión Intérprete se nos dice de 
una manera categórica que el canon 209 también tiene su aplicación en el 
ültimo caso estudiado; a saber, que la Iglesia suple la jurisdicción o poder 
notarial deficiente en aquellos casos en que un sacerdote cualquiera asista 
al matrimonio, sin tener delegación para ello.” 


(3) DOROTEO FERNÁNDEZ RUIZ; “Resurrexit”, 13 (1953), 12-14. 
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En este sentido—agrega—, en adelante se deberán enjuiciar las cau- 
sas matrimoniales, y deberán corregir los autores y comentaristas sus 
obras (4). 


T 


$ 


Le origini della Sacra Congregazione del Concilio 


> ; Con el fin de probar históricamente cuáles han sido los orígenes de 

la Sagrada Congregación del Concilio, se fija F. Romita (5) en las Comi- 

Av siones Cardenalicias creadas en orden a la reforma y al Concilio; y, contra 

: la versión de Pago SARPI y la hipótesis de HACKENBERG y SAGMULLER, 
establece su tesis que formula de la siguiente manera: 

La Sagrada Congregación del Concilio tuvo sus avances y preforma- 
ciones en las Comisiones Cardenalicias establecidas con vistas a la reforma 
y al Concilio bajo los pontificados de Pauro III; Jurio III, Pauto IV y 
Pío IV. 

El servita veneciano PABLO SARPI explica de este modo el origen de 
la mencionada Congregación. Al volver de Trento a Roma los Legados 
pontificios, en Navidad del año 1563, la Corte romana, informada de que 
el Papa estaba resuelto a confirmar íntegramente los decretos conciliares, 
pasó de la alegría a los lamentos, doliéndose todos los empleados del daño 
que les sobrevenía, temiendo que las disposiciones de! Concilio tridentino 

fueran interpretadas de una manera hostil a la Corte. Pero Huco Bon- 
COMPAGNI, a la sazón Obispo de Viesti, y más tarde Sumo Pontífice con 
el nombre de Gecorto XIII, manifestó lo infundado de aquel temor, ya 
que la confirmación pontificia no daría al Concilio de Trento una autori- 
dad superior a la que tenían los Concilios generales precedentes, el Decreto. 
de Gractano, las Decretales, etc. Y teniendo en cuenta que la fuerza de 
las leyes no radica en las palabras con que están expresadas, sino en la 
Interpretación que les da el uso y la autoridad competente, era igual res- 
. . tringirlas antes de confirmarlas, que, una vez aprobadas, limitar su alcan- 
Ce por medio de la interpretación. 
A Según eso, BONCOMPAGNI habría sugerido la idea de confirmar los de- 
eN retctos conciliares, y, a la vez, prohibir su interpretación a los doctores 
i ay a los mismos jueces, reservándola a la Santa Sede, a fin de que 
^ nadie pudiera invocar los decretos del Concilio en contra de la Curia ro- 


,» 


(4) Aprovecho la Ocasión para manifestar al autor que 
de la B. A. C. no es mía, como él equivocadamente me atribuy 
(5) “Monitor Ecclesiasticus", 78 (1953), 259-295. 
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mana. En su consecuencia, el Papa, igual que había hecho con la Inquisi- 
ción, podía establecer una Congregación encargada de interpretar el Con- 
cilio tridentino, y de esa forma, lejos de quedar mermada la autoridad de 
la Curia, más bien aumentaría. A eso debe su origen la Sagrada Con- 
gregación del Concilio, al decir de SARPI. 

Semejante versión—observa RoMITA—, que, por haber sido presen- 
tada con mayor elegancia, fué la que obtuvo más fácil y vasta aceptación, 
no es admisible, ya se la considere desde el punto de vista histórico, ya 
desde el jurídico. 


En efecto, la historia da fe que la reforma de la Corte pontificia y 
de la Curia romana precedió y preparó la reforma tridentina, al revés de 
lo que insinúa Sarpi. Y jurídicamente, a la Congregación cardenalicia 
encargada de introducir la reforma, le fueron conferidos los más amplios 
poderes. 

A continuación estudia Romita el problema de los orígenes del men- 
cionario Dicasterio desde el punto de vista histórico, Comienza fijándosé 
en lo que dijeron acerca de ello HACKENBERG y SAGMULLER. j 

El primero, apoyandose en un inciso de las actas consistoriales del 
I2 de enero de 1560, donde se alude al proyecto de nombrar algunos Car- 
denales para que velaran por la observancia de los decretos dictados en 
Trento, lanzó la idea de que por aquella fecha debió comenzar la Sagrada 
Congregación del Concilio. Pero de tal proyecto no encontró el menor 
vestigio en las fuentes, 

SAGMÜLLER, examinando la hipótesis de HACKENBERG, infirió que en 
el referido Consistorio se aludia sencilamente a la reforma en Roma, 
como se desprende del citado inciso de las actas consistoriales y de otros 
documentos coetáneos. 

| Por el contrario—afirma—, fué en el Consistorio del 30 de diciembre 
de 1563, donde Pío IV creó una Coniisión cardenalicia para procurar la 
aplicación del Concilio tridentino. 

En esta Comisión quiere SAGMULLER encontrar el primero y verdade- 


ro origen de la Sagrada Congregación del Concilio, basándose en el “Motu | 


proprio" Alias nonnullas, de Pío IV, con fecha 2 de agosto de 1564. 
En puridad SAGMÚLLER coincide con SARPI en el fondo, aunque refuta 
las insinuaciones anticurialísticas de éste. i 
Pero lo que nos importa precisar—agrega Romrra—no es el aspecto 
puramente cronológico sobre los orígenes de la repetida Sagrada Congre- 
gación, para decidir, si la fecha de su aparición ha de fijarse en el 30 de 
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diciembre de 1563, como defienden estos dos ültimos autores, o en el 
2 de agosto de 1564, conforme opina la mayoría. 

La cuestión es más compleja, y se refiere al punto sustancial del pro- 
problema. Trátase de resolver si dicha Sagrada Congregación fué una 
cosa improvisada, que obedeció a preocupaciones proteccionistas en favor 
de la Corte pontificia y de la Curia romana, como insinüa SARPI, O mas 
bien fué el resultado de aquella lenta y trabajosa fase preparatoria del 
Concilio, durante la cual numerosas Comisiones cardenalicias, además de 
ocuparse en disponer la apertura y prosecución del Concilio, elaboraron los 

| puntos de reforma que se fueron aplicando poco a poco en Roma—inde- 
: pendientemente y con posterioridad a la conclusión y aprobación de aquél—, 
y después formaron la trama de las discusiones y decretos conciliares. 
Romita se inclina en favor de esto, y para demostrarlo aduce las prue- 
bas que suministran los documentos creadores de las mencionadas Co- 
misiones cardenalicias y su consiguiente actuación. 
Cierra su estudio con este párrafo: Resulta claro que la Congregación 
; del Concilio establecida por el “Motu proprio” del 2 de agosto de 1564, no 
fué una improvisación dictada por preocupaciones contingentes, sino que 
constituyó el último eslabón de una cadena formada por la serie de Comi- 
siones cardenalicias que fueron apareciendo desde el pontificado de Pau- 
Lo III para estudiar y aplicar poco a poco la reforma de la Curia romana, 
con anterioridad e independencia del Concilio tridentino. 
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: Grados académicos para las canonjías de oficio 


En la revista “Sal Terrae”, años 1949 y 1950, publicó el P. Oris 
RoBLEDA, S. L, varios artículos comentando el Convenio de 18 de julio 
de 1946 entre la Santa Sede y el Gobierno español, sobre provisión de 
beneficios consistoriales. 

A completar lo alli expuesto se ordena su nuevo estudio sobre el tema 
enunciado (6), relativo al artículo 4.°, apartado 2, del mencionado Convenio. 
que exige para dichas canonjías grados mayores en Filosofía, Teología 
o Derecho canónico, o haber desempeñado cargos de gobierno o de magis- 
terio eclesiástico. . 

El autor distribuye su estudio en cuatro puntos, así rotulados: PRE- 
N > | CEDENTES HISTÓRICOS. EN EspaNa. Los GRADOS DESPUÉS DEL CÓDIGO : 
a) Derecho común, b) en España. CONCLUSIÓN. 
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(6) O. ROBLEDA, “ST.”, 41 (1953), 495-504. 
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Resumiendo lo expuesto a lo largo del artículo, dice: La evolución 
histórica del instituto antes descrita nos ha mostrado cómo la exigencia de 
los grados tuvo sus vicisitudes, y por fin el Código la redujo al mínimum, 
quedándose sólo con el "praeferantur". Nuestro Convenio pudiera pare- 
cer que mitiga más aún, al no poner siquiera el “praeferantur”; pero si 
bien se mira, no es así, porque exige, por otra parte, en absoluto los grados 
en alguna de las mencionadas disciplinas; o el ejercicio meritorio de las 
funciones de gobierno o magisterio; exigencia que no contiene el derecho 
comun. Asi, un neo-sacerdote adornado de relevantes cualidades, pero 
carente de grados o del ejercicio de las funciones mencionadas podría ser 
nombrado canónigo de Oficio segün el derecho comün; no, en cambio, se- 
gün nuestro Convenio. 

En nada se opondria, en cambio, al derecho comün ni al artículo 4.* de 
nuestro convenio la cláusula en el edicto a convocatoria a oposiciones, por 
la cual se anuncie que "ceteribus paribus" serán preferidos para tal oficio 
los graduados. Verdad es que el mencionado articulo 4.° no contiene dicha 
cláusula, como la contiene el canon 399, $ I; pero ella no seria opuesta 
a la norma del Convenio, antes bien no haría más que aplicarla o inter- 
pretarla en el sentido mejor que la Iglesia desea. 

En efecto—concluye—la Iglesia quiere, en general, que se escojan los 
candidatos más aptos para los beneficios eclesiásticos. Ahora bien, “cete- 
ris paribus" es obvio que será apto para Lectoral, v. gr., el que tenga 
grados en Sagrada Escritura, y para Doctoral, que los tenga en Derecho 
canónico, etc.; luego ordenar que "ceteris paribus", se prefiera al gradua- 
do, no es derogar la norma, sino aplicarla en conformidad con aquella 
otra fundamental de escoger al más apto. 


NEN 
De monachis ceterisque religiosis in Motu proprio 
“Postquam Apostolicis Litteris” 


Tal es el epígrafe del estudio publicado en “Periodica” (7) por el 
P. A. Wuvrs, S. L, indicando las diferencias y concomitancias del dere- 
cho oriental con el Codex luris Canonici, precedidas de un resumen his- 
tórico acerca del monacato en Oriente, su organización exterior, etc. 
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. (7) “Periodica de re morali canonica liturgica", 42 (1953), 5-23. 


— 575 — 


SABINO ALONSO MORAN 


Sobre el mismo tema, y además sobre los Bienes eclesiásticos, a los 
que también se extienden el mencionado "Motu propic", aparecieron sen- 
dos artículos en “Estudios Eclesiásticos" (8), y en "La Ciencia Tomis- 

ta" (9). 


IRE 
De potestate dominativa in Religionibus non exemptis 


El 26 de marzo de 1952 declaró la Comisión Intérprete que las normas 
UN dictadas por los cánones 197, 199, 206-209, tocante a la potestad de juris- 
dicción, han de aplicarse, siempre que no lo impida la naturaleza de la cosa, 
o el texto o el contexto de la ley, a la potestad que tienen los Superiores y 
los Capítulos en las Religiones y en las Sociedades de varones o de mujeres 
HER que viven en comunidad sin votos püblicos. 
A RAS El P. J. B. Fuertes, C. M. F.—bajo el epigrafe arriba transcrito—. 
HAS? publicó un amplio comentario a esa declaración en la revista “ Commenta- 
rium pro Religiosis" (10), exponiendo los puntos.siguientes : 


ds 1. Divisio potestatis in Ecclesia; 2. Constitutio Ecclesiae et potestas 
E Romani Pontificis; 3. Religiones et constitutio Ecclesiae; 4. Semsus 
SC aequivocus potestatis in Ecclesia: a) potestas ordinis, b) potestas turts- 


dictionis fori interni, c) potestas regiminis fori externi; 5. Potestas 
publica et potestas privata; 6. Potestas familiaris; 7. Familia religiosa; 
8. Sensus paternalisticus legislationis canonicae; 9. Praesupposita po- 
testatis familiae religiosae; 10. Potestas in Religionibus; 11. Potestas 
dominativa et potestas oeconomica; 12. Potestas dominativa et po- 
testas iurisdictionis; 13. Potestas dominativa et Tit. V De potestate 
ordinaria et delegata; 14. Sententia P. Maroto, valida; 15. Potestas do- 
minativa et Commissio ad canomes interpretandos; 16. Quinam gau- 


deant potestate dominativa publica; 17. Canones applicandi potestati 
dominativae. 


Con la presente declaración—observa el autor—se confirma indirecta- 
mente la opinión de quienes afirmaban que la potestad dominativa del ca- 
non 501, § I, es publica; toda vez que, de lo contrario, no se aplicarían a 

dicha potestad las reglas y los principios de la potestad pública de régimen. 
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A la misma conclusión llega el P. A. DELCHARD, S. L, en un artículo 
3 4 i : 
publicado en “Revue de Droit Canonique" (11), el cual termina su comen- 


My (8) “E. E.", 97 (1953), 231-256, P. CLEMENTE PUJOL, LS. o 
eclesiásticos en la nueva legislación canónica oriental. 


9) “La C. T.", 80 (1953), 150-130: 299.90 ; k 
ni SATO 80 (1953), 150-130; 292-202. P. SABINO ALONSO, O. P.: Boletín de Derecho 


(40) “CpR.”, 32 (1953), 198-209; 9274-979. 341-346. 
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ii 3 (1954), 212-219. IP. A. DELCHARD: Le pouvoir dominatif dans les Institutos 


: Los religiosos y los bienes 
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tario a la mencionada declaración de la Comisión Intérprete diciendo que 
podemos afirmar, en teoría, el carácter püblico de la potestad dominativa 
de los Superiores y Capítulos en las Religiones y Sociedades de varones y 
de mujeres que viven en comunidad sin votos públicos. 


La correspondencia reservada 


Sabido es que el canon 611, donde se detalla con quiénes pueden mante- 
ner los religiosos correspondencia epistolar libre de la inspección de sus 
Superiores, no menciona al director espiritual. 

Nótese cierta variedad en los autores acerca de la actitud que los Supe- 
riores deben o pueden adoptar en esa materia, así como también respecto 
de la conveniencia de la dirección espiritual por carta. 

Ambos extremos toca el P. G. EscupEro, C. M. F., en “Vida Religio- 
sa” (12), examinando la correspondencia con el antiguo director; íd. con el 
Maestro de novicios; inconvenientes de la dirección por carta. 

Acerca del primer punto dice: Nadie ignora la influencia que ejerce en 
un alma, especialmente femenina, el confesor que la dirigía cuando se decidió 
su vocación... Nadie dudará, por consiguiente, que puede ser un apreciable 
resurso en las crisis que ha de atravesar el alma durante el noviciado, e 
incluso durante los primeros afios de votos: crisis de vocación y crisis de 
espiritu y vida religiosa. Por eso algunos hacen de este caso un punto pecu- 
liar en el tema de la dirección por escrito, y entre las comunicaciones que 
sobre él hemos tenido, hay una en que se pregunta derechamente sobre los 
derechos del confesor que dirigió la vocación de la novicia. 

Resume luego su parecer en los siguientes puntos: 1) El confesor que 
dirigió la vocación no tiene derecho alguno a correspondencia reservada con 
la novicia que dirigió, ni ésta tiene tampoco el referido derecho. 2) No es 
oportuno que el confesor siga dirigiendo, de una manera habitual, el alma 
cuya vocación orientó. A ojos vistas aparece el inconveniente de que cada 
una de las 50 6 60 novicias que tal vez formen un noviciado, tenga su res- 
pectivo director espiritual, y esto por correspondencia. 3) No se puede des- 
aconsejar el que la novicia pueda comunicar con su antiguo director las 
cosas de su alma, incluso por escrito, cuando se presenten para su espíritu 
circunstancias críticas de especial dificultad, Por consiguiente, la Superiora 
o la Maestra hará bien en permitirlo, si la novicia se adelanta a pedirlo; e 


(12) “VR.”, 10 (1953), 23-29. 
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incluso brindarle la ocasión cuando comprenda que lo necesita y que no se 
atreve a hacerlo, dándole incluso todas las garantías de.que puede realizarlo 
sin que su carta ni la de su director hayan de ser inspeccionadas... Hemos 
hablado de la novicia, porque es donde se presenta más frecuentemente el 
caso, pero la doctrina vale con la misma razón para el novicio. Notese igual- 
mente que lo mismo vale para después de la profesión, principalmente du- 
rante los primeros afios, en que se presentan con frecuencia dificultades más 
difíciles que las del noviciado. 

Algo parecido viene a decir tocante a la correspondencia epistolar con 
el Maestro o la Maestra de novicios durante el atio de noviciado, en las 
ocasiones que unos u otros se hallen ausentes, y después de haber hecho la 
profesión. 

Por lo que atafie a los inconvenientes de la dirección por carta, se ex- 
presa de este modo: Cuanto llevamos dicho hasta aquí puede resumirse en 
esta idea: sería desacertado afirmar que toda correspondencia de conciencia 
es necesariamente inütil y que, por consiguiente, no hay nunca motivo para 
permitirla. Al contrario, aparece claro que puede ser util y, en determinadas 
circunstancias, utilisima. Pero seria también desacertado afirmar que toda 
correspondencia de dirección espiritual es buena y sin inconveniente o peli- 
gro alguno, y que, por consiguiente, debe abrirse una ancha puerta a todas 
las libertades y caprichos. Vamos a referirnos ahora brevemente a los in- 
convenientes y peligros que pueden nacer de la correspondencia de dirección 
espiritual. 

En general existe el peligro de que se pierdan las cartas y vengan a parar 
profanas o, si no tanto, a otra que no son todo lo delicadas y respetuosas 
que deberian en asuntos tan graves... 

Peligro de que a la sombra de esa correspondencia espiritual nazca y 
se nutra una afición humana, y tal vez demasiado humana... 


Aparte de estos peligros e inconvenientes, comunes a toda dirección por 
correspondencia, existen otros peligros de la dirección de religiosos y, en 
especial, de religiosas. Ya el hecho de ser un director distinto del comün, 
tiene algün inconveniente por ser contra la unidad de dirección que la Iglesia 
intenta al designar para las casas de religiosas un sólo confesor de regla 
ordinaria. Exagerar esta idea sería también contra la mente de la Iglesia 
misma... según puede verse por lo del canon 520, $ 2. _ 

Puede, en determinadas circunstancias, la dirección por escrito ser una 
fuente de turbación para la comunidad... 

Concluye advirtiendo que dicha correspondencia tiene sus utilidades, sin 
dejar de implicar ciertos inconvenientes, por lo cual, no se pueden dar jui- 
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cios absolutos ni proceder con criterios cerrados; debe considerarse cada 
caso con un criterio bien formado en relación con los dos principios de la 
legislación eclesiástica: la unidad de dirección y la libertad de conciencia... 

Teniendo presentes estos datos podemos dar—agrega—estos criterios 
más concretos: La dirección espiritual habitual y continua por escrito, si las 
comunicaciones han de ser frecuentes, es en religiosos desaconsejable, fuera 
de circunstancias muy especiales que aseguren de los inconvenientes y ga- 
ranticen el provecho espiritual. La dirección habitual, si las comunicaciones 
no son frecuentes, tres o cuatro veces al afio, no es de aconsejar en las cir- 
cunstancias ordinarias, podrá ser ütil y buena en algün caso, con tal que 
no se sigan de hecho los inconvenientes indicados. La correspondencia oca- 
sional de dirección puede ser un medio eficaz para sortear ciertos peligros 
y superar determinadas crisis que se presentan, principalmente en los pri- 
meros aiios de la vida religiosa, para aclarar situaciones y experiencias que 
pueden presentarse en la vida espiritual... 


* K K 


Una religiosa que, habiendo apostatado de la religión, obtuvo más tarde el . 
indulto de secularización sin haber vuelto a la casa religiosa, ¿tiene derecho 
al subsidio caritativo del canon 643, $ 2? 


Ocúpase de eso André FRUHAUFF en “Revue de Droit Canonique” (13) 
y resuelve que semejante religiosa no puede acogerse al mencionado canon, 
toda vez que su salida del Instituto constituyó un verdadero delito que no 
purgó debidamente volviendo a la casa religiosa y cumpliendo las penas co- 
rrespondientes, como tenía obligación de hacer. 

Ahora bien—observa—, el canon 643 se refiere a las religiosas que aban- 
donan el Instituto de una manera legítima, no a quienes se fugan o apostatan. 

Pero cabe preguntar—añade—si el hecho de haberle concedido la Sagra- 
da Congregación posteriormente el indulto para secularizarse no podría mo- 
dificar la respuesta que hemos dado; toda vez que ese indulto le quitó el 
carácter infamante de apostasía, le absolvió de la excomunión y, en una 
palabra, le regularizó su situación en el fuero externo, con lo cual parece 
que puede tal ex religiosa considerarse incluída en alguna de las categorías 
expresamente definidas por el canon 643, y, en su consecuencia, quedar 
habilitada para beneficiarse del favor contenido en el $ 2 del canon, 


(13) “RDC.”, 3 (1953), 97-102, 
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di: A eso contesta que no le parece admisible, si nos fijamos en que los 
términos del canon unen en verdadera simultaneidad, si no cronológica, 
por lo menos moral, de una parte, la obtención del indulto de seculariza- 
ción, y de otra, la salida de la religiosa. Un simple comentario gramatical, 
termina diciendo, subrayaría una prioridad de la concesión del indulto 
respecto de la salida. Lógicamente debemos concluir que una salida sin 
indulto, a fortiori “antes” de todo indulto, por ende ilegítima, esta ex- 
cluída de la determinación hecha por el $ 1 del canon 643, en su conse- : 
= cuencia, de las medidas compensadoras enunciadas en el $ 2. La concesión 
posterior del indulto de secularización nada puede cambiar del rigor de 


este sencillo comentario literal y gramatical. 


x x ok 


j De acceptatione indulti saecularizationis 
Iurisprudentia et praxis S. C. de Religiosis 


; Sobre este tema publicó el P. A. GUTIÉRREZ, C. M F., un artículo en 
—— el “Commentarium pro Religiosis" (14), donde estudia estos puntos: I De 
necessitate acceptationis. II De témpore utili ad acceptandum. III De clau- 
sulis rescriptorum tempus utile spectantibus. 

i Resume su trabajo en el siguiente corolario. Segün la práctica actual, 

: uw generalmente el indulto de secularización sigue estos trámites: 

y I. Petición escrita del interesado, alegando los motivos que le indu- 
cen a implorar dicha gracia. A veces la Sagrada Congregación admite la 
petición hecha por el Superior en nombre del súbdito. i 
X 7 2. El consentimiento escrito de los Superiores, manifestando que nada 
obsta por parte de la Religión a que se conceda la secularización al peticio- . 
| nario. Si éste envía directamente las preces a la Sagrada Congregación, antes 

de darles curso las comunica al Procurador General del respectivo Instituto | 

| para que informe y dé su parecer. Jamás concede la Santa Sede dicho indulto - 

| sin haber oído antes a los Superiores, y rarísima vez cuando éstos no con- | 
sienten. . 3 
3. La concesión por la Santa Sede del indulto pedido, o su negativa | 
mediante la cláusula: "maneat in sua sancta vocatione" | 
^ 4 La ejecución del rescripto. ; | 


5. Se comunica la ejecución al peticionario, sus tiene diez días útiles 
para aceptar el rescripto. i n 


| 
| 
- 
3 
| 


(44) “cpr, 32 (1953), 186-197. 


Tips 
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6. Aceptación del rescripto o su recusación en el plazo-de diez dias: 
o el lapso inutil de los mismos, con lo cual queda anulado el rescripto. 
Si el peticionario rehusa aceptarlo, y los Superiores tienen razones graves 
contra dicho religioso, las deberán exponer a la Sagrada Congregación. 


ok ox 


De natura Institutorum saecularium 


Dos son las cuestiones que trata de resolver el P. Gerardo ESCUDERO. 
C. M. F (15), acerca de la naturaleza de los Institutos seculares: 


IL Utrum Instituta saecularia dicenda sint status iuridicus vel status 
canonicus perfectionis. 

II. Utrum Instituta saecularia. sint Associationes religiosae vel sae- 
culares. 

Al autor le movió a ocuparse de la materia el hecho de que entre los 
comentaristas de la Constitución Provida Mater, relativa a dichos Institu- 
tos, unos afirman que son verdaderos estados canónicos, al paso que otros 
les niegan esta cualidad, y hablan sólo de estados jurídicos. 

Si no se tratara de otra cosa que de meras denominaciones, no merecia 
la pena de ocuparse en ello, pero es el caso que no siempre—advierte—se 
mantiene la cuestión dentro de esos limites, sino que se extiende más allá; 
y al denominar a los Institutos seculares estado canónico, se toca un punto 
que afecta a su misma naturaleza, puesto que dicho calificativo lleva con- 


sigo la inclusión de los mismos en la categoría del estado religioso, lo cual | 


no es una cosa baladi. En efecto, es de mucha transcendencia el determinar 
si tales Institutos deben incluirse juridicamente dentro del estado religioso 
y sus miembros ser computados como verdaderos religiosos, o, por el con- 
trario, han de ser catalogados aquéllos en el estado canónico de los laicos, 
y quienes pertenecen a los mismos, clasificados entre los seglares. 

A continuación se ocupa el P, Escupero de las dos opiniones contra- 


'rias, y expone los argumentos que sus partidarios alegan en favor de cada 


una, estableciendo la siguiente conclusión: 


Quoad primam quaestionis partem, quae est potius de nominibus. 


melius nobis videtur ratio loquendi iuxta quam Instituta saecularia 
non status canonicus, sed status iuridicus nominantur, quatenus magis 
consentanea apparet et documentis S. Sedis et naturae Institutorum. 


(15) (CpR.), 32 (1053), 72-93. ; 
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Quoad alteram vero partem, quae ipsam Institutorum naturam tan- 
git, opinio iuxta quam charactere religioso iuridice insignita dicuntur. 
ita ut ad statum canonicum religiosorum proprium pertineant, qua- 
tenus ipsa, non inter Associationes fidelium, sed inter religiosas; 
earumque sodales, non inter saeculares, sed inter religiosos ad nor- 
man can. 107 computari debeant vel possint, nobis gravis error videlur 
contra ipsam Institutorum essentiam. 


C) DE Las cosas 


Las Misas de binación 


A fin de dar una contestación a varias consultas relativas a tales Mi- 
sas, cuyo tono general es de extrafieza ante la facilidad con que se permite 
dicha celebración, que, a juicio de alguno de los comunicantes, debe con- 
siderarse como algo excepcional, el P. Germán Puerto, C. M. F., en “Tlus- 
tración del Clero" (16), dilucida el problema considerandolo en sw doble 
aspecto: histórico y canónico, a cuya efecto expone cuatro puntos, así 
rotulados : 

Aspecto histórico del problema. Disciplina actual. Causas por las que 
el Ordinario puede permitir la binación. Aplicación a algunos casos par- 


ticulares. 
Xx 


Las Misas vespertinas 


Se ocupa de ellas el Doctoral de Alcalá en “Resurrexit” (17), y expone 
los puntos siguientes: I. Introducción. II. Apuntes históricos. III. La dis- 
ciplina del Código de Derecho Canónico. IV. Otras particulares disposi- 
ciones y normas extraordinarias. V. Las Misas vespertinas en nuestros 
días. VI. Indultos generales de Misas vespertinas. VII. Nueva disciplina 
sobre las Misas celebradas por la tarde. VIII. Conclusión. 

Después de ofrecer unas breves notas sobre cada uno de los puntos 
indicados, advierte que la práctica de las Misas vespertinas en otras na- 
ciones europeas muy extendida, no ha tenido todavía en Espafia notable 
aplicación... No dudamos—agrega— que, aunque lentamente, se llegará a 
vivir la nueva disciplina a medida que las circunstancias lo vayan exigiendo. 


* ok ok 


(16) “IC.”, 46 (1953), 300-307. 
(17) DOROTEO FERNÁNDEZ RUIZ, “Resurrexit”, 13 (1953), 133-138, 


REVISTA DE REVISTAS 


El Ayuno eucarístico 


La Constitución Christus Dominus de Pío XII, y la correlativa Ins- 
trucción del Santo Oficio sobre la nueva disciplina del ayuno eucaristico 
dieron ocasión a múltiples comentarios en las revistas eclesiásticas. 

Entre los más destacados cumple mencionar los que aparecieron en 
“Periodica”, su autor, el P. R. HünTH, S. I.; en “Monitor Ecclesiásticus”, 
firmado por el P. CasTELLANO, O. P.; en “Razón y Fe”, debido a la plu- 
ma del P. I. Gorpòn, S. L; en “Ilustración del Clero” y en “Comenta. 
rium pro Religiosis", pertenecientes ambos al P. A. Pernapor, O. M. F.; 
en “Estudios Eclesiásticos", cuyo autor es el P. M. ZALBA, S. IL; en “Re- 
vue de Droit Canonique", de E. JomBART. 

Vamos a espigar un poco en tan rica mies, entresacando las cosas prin- 
cipales concernientes: 1) a lo que se entiende por agua natural; 2) quién es 
el confesor apto para dar el consejo a los enfermos y demás que lo pre- 
cisan; 3) qué se entiende por alimentos líquidos; 4) si los sacerdotes, cuan- 
do celebran en hora tardía, etc., pueden tomar líquidos, aunque wo sientan 
molestia. 

I. Qué se entiende por agua natural.—Sabido es que, en adelante, mer- 
ced a la bondadosa concesión de Pfo XII, el agua natural no quebranta el 
ayuno eucaristico. 

Agua natural, según advierte el Santo Oficio en la mencionada Ins- 
trucción, es aquella a la cual no se le ha mezclado ningün otro elemento. 
Se sobreentiende, advierten los autores, que no tiene mezcla alguna arti- 
ficial, o sea, introducida por la mano del hombre. Por consiguiente, no 
quebranta el ayuno el agua de lluvia y la que brota de las fuentes naturales, 
cualesquiera que sean los elementos extrafios que incluyan en suspensión, 
por razón de los cuales resultarán calizas, gaseosas, sulfurosas, ferrugino- 
sas, etc. (18). 

Algunos admiten que se puede considerar como agua natural y, por 
ende, permitida, la que, para hacerla más potable, v para su mejor con- 
servación, se le afiade una cantidad muy reducida de ingredientes quimi- 
cos, v. gr., hipoclorito, segün se estila en las grandes ciudades, por motivos 
de salud püblica; ya que por todos es considerada como agua natural, y, 
además, si quebrantara el ayuno eucarístico, la mayor parte de los fieles 
quedarían excluídos de la concesión hecha por Su Santidad, conforme 
advierte el P. CASTELLANO (19), puesto que en dichos lugares no disponen 
de otra agua para el servicio ordinario. 


18) Véase, p. ej., P. A. PEINADOR, "Ilustración del Clero", 46 (1983), 89. 
v “ME.”, "s (1953), 396. Lo mismo afirma HURTH, “Periódica”, 42 (1953), 57. 
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2) Confesor apto para dar el consejo a los enfermos y a quienes, es- 
tando sanos, por motivo de grave molestia, no pueden guardar dicho ayu- 
no.— Qué clase de enfermedad se requiere? PEINADOR, GoRDÓN, HURTH 
y ZALBA, unánimemente afirman que no se requiere enfermedad grave. Dan 
como suficiente una enfermedad leve, “con tal que por causa de la misma 
no puedan, sin grave molestia, guardar el ayuno completo hasta la comu- 
nión”. 

Lo esencial en esto, advierte el P. PEINADOR (20), es que la enferme- 
dad haga dificultoso guardar el ayuno integro. Por lo tanto, es indiferente 
que la enfermedad sea grave o que sea de suyo leve. Que se trate de una 
dolencia habitual o de una indisposición ocasional y pasajera. 

El P. Gorpòn limita lo de la molestia a la toma de líquidos que no 
tengan razón de medicina. Dice así: "Lo que se concede a los enfermos, 
graves o leves, en orden a la comunión, incluso diaria, son dos beneficios 
completamente distintos: 1." Que puedan tomar alimento liquido, no alco- 
hólico, sin limitación de tiempo, “con tal de que por causa de su enfermedad 
no puedan guardar sin grave molestia el ayuno completo hasta la recepción 
de la Sagrada Comunión". 3.° Que puedan tomar alguna medicina (ya sea 
liquida, ya sea sólida, pero no alcohólica), también sin limitación de tiempo, 
y aunque no experimenten molestia alguna si, por guardar el ayuno, dejan 
de tomarla. Asi creemos que se desprende de la contextura del nümero 1 de 
la Instrucción, donde se distinguen perfectamente los dos beneficios, y so- 
lamente para gozar del primero se pone la condición de la grave mo- 
lestia" (21). 

Admiten que la vejez se equipara a la enfermedad, en cuanto a la dis- 
pensa del ayuno, ZALBA (22), PEINADOR (23) y JOMBART (24). 

Tocante al confesor, hay dos opiniones entre los autores. Segün unos, 
lo es cualquier sacerdote que esté habilitado para oir confesiones en algu- 
na diócesis, aunque no sea en aquella donde le piden dicho consejo. Otros, 
er cambio, defienden que sólo puede darlo en los lugares donde goce de 
jurisdicción, es decir, únicamente a las personas a quienes hic et nunc po- 
dria confesar, si bien no es necesario que de hecho las confiese. 

Entre los partidarios de la primera opinión cabe mencionar al P. PEI- 
NADOR, cuyas son estas palabras: "Tanto la Constitución como la Instruc- 
ción hablan de confesor, sin más afiadiduras. En la revista Commentarium 


(20) “IC.”, 46 (1953), 89-90, 

(91) “Razón y Fe”, 147 (1953), 239 
(22) “Est. Ecl.”, 97 (1953), -352 
(23) “GpR.”, 39 (1953), 35, nota 9. 
(24). “RDC.”, 3 (1953), nota 3. 
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pro Religiosis y en ésta (IC.) dijimos que por confesor habia que enten- 
der no sólo el ordinario o habitual, sino cualquiera que en la diócesis tu- 
viera facultades; y aun todo sacerdote provisto de jurisdicción, ordinaria 
o delegada, ab homine o ab ipso iure, en diócesis distintas a aquella en que 
se pide y se da el consejo" (25). 

El P, GorDóN considera probable esa opinión (26) 

Defienden que se debe limitar a los lugares donde el sacerdote goza de 
jurisdicción, ZALBA, JOMBART, CASTELLANO y HURTH. 

Dice así el primero: “Confesor no es cualquier sacerdote; lo es, sin 
duda, todo sacerdote que puede oir, donde se encuentra al dar su consejo, 
la confesión de la persona a quien autoriza para comulgar...; puede darlo 
aun después de haberse quebrantado el ayuno natural, siempre que lo dé 
antes de la comunión; dentro o fuera de la confesión, aunque siempre en 
el fuero interno; por lo regular, personalmente a cada fiel en cada caso, o 
de una vez para todo el tiempo que duren las mismas circunstancias que lo 
determinan, aunque se trate de indisposiciones esporádicas, que se repiten 
a intervalos indefinidos, pero con los mismos caracteres" (27). 

JOMBART advierte, además, que, tratándose de religiosos exentos, tam- 
bién puede dar el consejo cualquier sacerdote habilitado por los Superio- 
res, a tenor del canon 875, § 1. Y más abajo, refiriéndose a los dispensados 
por motivo de trabajo agotador, de hora tardía o de largo camino, añade 
lo siguiente: ^En general, cada fiel debe consultar individualmente al con- 
fesor, exponiéndole su caso personal. Tal vez, sin embargo, no habria mo- 
tivo para excluir en absoluto que un párroco (confesor por excelencia, 
pues goza de jurisdicción ordinaria) advierta desde el pülpito que ciertas 
categorías de feligreses, especificadas con todo detalle, están autorizadas 


por la Iglesia para tomar algün liquido, dentro de los limites prescritos, e 


invite a los demás fieles que se presenten a él y sometan a su juicio los 
casos individuales" (28). 
CASTELLANO, después de haber razonado su afirmación de que sólo 
| puede dar ese consejo al sacerdote aprobado para oír confesiones en el lu- 
gar, agrega que no puede darlo por carta, ni por teléfono, ni valiéndose de 
tercera persona. Y refuta la opinión contraria diciendo que, si se admitie- 
ra, seguiríanse consecuencias peligrosas y opuestas al espiritu de la nueva 
disciplina y se abriria la puerta para graves abusos que los Ordinarios de 
lugar no podrían impedir. Además, conforme al espiritu de la nueva dis- 


(25) “IC.”, 46 (1953), 308-309. 

(26) “RF.”, 147 (1953), 248 

(27) ZALBA, "Est. Ecl", 97 (1953), 352, e). 
(98) JAMBART, “RDC.”, 3 (1953), 71 y 75. 
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ciplina, el confesor, antes de dar su consejo, debe examinar si el fiel que se 
lo pide se encuentra realmente en las condiciones subjetivas requeridas 
para poder acogerse a la dispensa. Ahora bien, esto, si se ha de hacer en 
forma conveniente, casi siempre exige que el fiel se presente al confesor, 
ya que de palabra se pueden explicar mejor las cosas (29). 

No comparte CASTELLANO la opinión de JomBART en orden al consejo 
colectivo, a cuyo propósito dice: “Aun tratandose de un grupo de fieles 
que se hallan todos en las condiciones objetivas requeridas para gozar de la 
dispensa del ayuno, v. gr., un grupo de peregrinos que van a un mismo 
Santuario, una sección de escolares que asisten a la misma función antes 
de ir a la escuela, etc., no puede el confesor dirigirse a todos y darles su 
consejo en masa, "catervatim" ; deberá limitarse a declarar que todos se 
encuentran en las condiciones objetivas en las cuales, con el prudente con- 
sejo del confesor, que debe cada uno pedir en el fuero interno, podrán ha- 
cer uso de la dispensa de no comulgar en ayunas. O para decirlo en otras 
palabras, el consejo siempre debe darse en el fuero interno" (30). 

HURTH concuerda con CASTELLANO en este punto de no dar el consejo 
colectivamente, ya que, observa, "circa eandem obiectivam difficultatem 
servandi ieiunii reactio personalis potest esse et saepe revera est sat di- 
versa" (31). 

Asimismo coincide tocante a la necesidad de que el confesor goce de 
jurisdicción en el lugar donde haya de dar su consejo. 

¿Cabe presumir en algún caso el consejo del confesor? HURTH lo niega 
rotundamente, aun cuando no sea posible pedirlo. Y alega que, de admitir- 
lo, se podrian seguir muchos abusos (32). En cambio, lo afirman Cas- 
TELLANO y PEINADOR, con tal que se haga raras veces y sólo en circuns- 
tancias del todo extraordinarias, que no sea posible acudir al confesor, 
dice el primero, subrayándolo (33). 

¿Cabría el uso de la epikeia—pregunta el segundo—para el caso, no 
imposible, de encontrarse la persona con que el sacerdote que le habría de 
dar la comunión, único, además, que, entonces, la puede aconsejar acerca 
del uso ya hecho de la dispensa, mo está autorizado para oír confesiones? 
Absolutamente, cabe la epikeia, según la entienden generalmente los teólo- 
gos. Ni vale decir—agrega—que la comunión no es necsaria. No lo ess 
pero pueden ser tales las circunstancias de esta persona, en esta ocasión, 


(29) CASTELLANO, “Mon. Eccl.”, 78 (1 398- 
(30) Id., ib., p. 400, e). EMI, varus 
(31) HÜRTH, “Periodica”, 49 (1953), 62, 

(32) HÜRTH, “Periodica”, 42 (1953), 69-63. 

(33) CASTELLANO, “Mon. Eccl", 78 (1953), 401, g). 
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precisamente, que no fuera imprudente pensar en una necesidad que. pre- 
vista por el legislador, hubiera sido también objeto de la dispensa (34). 

3) Qué se entiende por alimentos líquidos.—A los enfermos y a los 
que por un trabajo agotador, por no arreglárseles ir a comulgar sino a 
hora tardia, o después de una larga caminata, les resulta gravemente mo- 
lesto el comulgar en ayunas, con el consejo del confesor pueden tomar al- 
gün alimento a manera de bebida, excluidas las alcohólicas. 

Hay, sin embargo, dos diferencias entre los enfermos y los ültimamen- 
te enumerados; a saber: que los primeros pueden, además, tomar medici- 
nas, aun sólidas, y no se les fija ningün plazo durante el cual deben abste- 
nerse, mientras que a los otros se les manda pasar una hora sin tomar nada 
antes de la comunión, o de celebrar, tratándose de sacerdotes. 

La cláusula "a manera de bebida" significa, conforme interpretó el 
santo Oficio, el 7 de septiembre de 1897, que se puede tomar caldo, café 
u otro alimento líquido, al cual se haya mezclado alguna sustancia, v. gr., sé- 
mola, pan rallado, etc., siempre que no pierdan por ello su condición de lí- 
quidos (C. I. C. Fontes, 4, n. 1.192). 

A manera de bebida—observa el P. ZALBA (35)—se toma lo que pasa 
al estómago sorbiéndolo, sin necesidad ni posibilidad de masticarlo, v. gr., la 
leche, el caldo, los huevos batidos, el chocolate disuelto, etc.,; en cambio. 
los sólidos que se disuelven en la boca antes de deglutirlos, v. gr., los cara- 
melos y pastillas, no nos parece que puedan considerarse como liquidos, 
aunque lo insinüan así algunos autores; lo contradicen el sentir comün y ei 
hecho de que en la boca se realiza sobre ellos una acción vital en orden a la 
asimilación. 

Abundan en el mismo sentir PEINADOR (36), HURTH (37) y CASTE- 
LLANO (38); pero estos dos últimos señalan diverso criterio para distinguir 
lo de *a manera de bebida" 

En efecto, el primero dice asi: “Per modum potus" sumitur, quod se- 
cundum commune et sanum iudicium hominum dicitur "bibi", et non "edi", 
seu quod est: fluidum, bibi solitum... Neque puls vel pulticula in conver- 
satione humana habetur et dicitur "potus"; non ergo valet consideratio: 
omnis res comestibilis aut est cibus solidus aut est potus. Inter haec extre- 
ma datur medium, sc. cibus mollis seu tener, qui nec est potus nec cibus 
solidus. Quod autem infirmis permittitur, est " potus", seu res comestibilis, 


(34) PEINADOR, “IC.”, 46 (1953), 91, nota 5. 
(35) “Est. Eccl", 97 (1953), 3592-353. 

(36) “CpR.”, 32 (1953), 46. 

(37) “Periodica”, 42 (1958), 59 

(38) “Mon. Eccl”, 78 (1953), 405-406. 
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quae secundum commune iudicium dicitur "bibi" seu "potari", non autem 
Sedi 

A su vez, CASTELLANO se explica de este modo: “... quam maxime 
nostra interest scire a quo sumenda sit distinctio inter cibos solidos et li- 
quidos. 

Iuxta MANCINI autem liquidum est quidquid bibitur seu potatur, quin 
mandetur sea manducetur; solidum vero quidquid manducatur, seo quid- 
quid ordinarie manducatur, licet aliquando non manducetur, sed bibetur. 
Haec autem distinctio accurata non videtur, quia ex. gr., chocolatum ordi- 
narie manducater et est solidum, aliquando vero, si sc. in lacte vel aqua 
dissolvatur, fit liquidum et sumi potest: sumi autem iuxta a MANCINI ad- 
düctam distinctionem, quia ordinarie manducatur. Insuper permulti exstant 
cibi fluentes seu flaidi, qui nec solidi nec liquidi sunt (e. gr., flos lactis. 
merum ovo infusum, lactis elaborata spuma, etc.), quique, ut recte loqua- 
mur, nec bibuntur nec manducantur. 

Strictius adhaerere textui legis putamus, id quod permittitur esse li- 
quidum, sive nutriens sive sitim restinguens sive tantum corroborans, id 
vero quod prohibetur esse non-liquidum, sive solidum sive semisolidum ; 
nomine autem liquidi venire quidquid, iuxta propriam verbi significatio- 
nem, bibitur seu potatur, aut etiam quodlibet ordinarie solidum in liquido 
ita perfecte dilutum, ut bibi seu potari possit." 

4) Silos sacerdotes, cuando celebran en hora tardía, etc., pueden to- 
mar líquidos, aunque no sientan molestia por abstenerse de ellos.—Lo afir- 
ma PEINADOR, basándose en que ni la Constitución ni la Instrucción exi- 
gen incomodo o molestia de ninguna clase para que el sacerdote no enfer- 
mo, en los casos de excepción, pueda usar de la dispensa del ayuno íntegro. 

Es evidente—atiade—Qque el sacerdote no enfermo, a quien favorezca 
alguno de los casos de excepción de que hablan la Constitución (n. III) y la 
Instrucción (n. 4), se encuentra en aquella necesidad que en la mente del 
Papa únicamente justifica el uso de la dispensa, de summo iure, no tiene 
por qué entrar en averiguaciones consigo mismo sobre si guardar la in- 
tegridad del ayuno es para él molesto o no lo es (39). 

En cambio, HÜRTH (40) defiende que, si bien en los lugares mencionados 
no se encuentran las palabras "grave incomodo", sin embargo por el con- 
texto aparece claramente: "Clare apparet—dice—quoad rem supponi, ita 
ut, $i omne omnino "incommodum" abesset, sacerdos ad indultum hoc in 
capite concessum, non posset provocare." Pero a renglón seguido afiade 


(39) “IC.”, 46 (1953), 343. 
(40) “Periodica”, 42 (1953), 64. 
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esta advertencia: “Addi tamen debet: in tribus assignatis "casibus" (hora 
tardia, trabajo ministerial pesado y largo camino) supponi grave incom- 
modum adesse, et contrarium esse probandum.” 

Lo cual vale tanto como decir que se trata de una simple presuncion de 
derecho, que, como tal, admite prueba directa e indirecta en contrario. 
Efectivamente, ¿quién duda que para algunos sacerdotes no es ninguna 
molestia celebrar la Misa en ayunas a las nueve y aun a las diez de la ma- 
nana? Ahora bien, ;cómo se podría conciliar en ese caso la inobservancia 
del ayuno eucarístico con lo que dice la Constitución al exhortar a todos 
los que puedan observarlo que continüen en su exacto cumplimiento, de 
suerte que sólo quienes lo precisen podrán hacer uso de las concesiones en la 
misma contenidas, segün lo reclame la necesidad? 


¿Administración de la comunión inmediatamente después 
de consagradas las formas? 


El r1 de mayo de 1878 contestaba la Sagrada Congregación de Ritos 
que no se podía mantener el uso de algunas iglesias, en las cuales, por el 
gran concurso de fieles, cuando no tenían suficientes hostias para darles 
la Sagrada Comunión, inmediatamente de consagrar otras en la Misa si- 
guiente, se reanuda la distribución de la Sagrada Comunión (41). 

No faltan todavía quienes, ignorando dicha respuesta y, lo que es 
peor, las razones en que se basa, practican eso mismo, y se admiran cuando 
alguien les dice que no se puede hacer. 

T. Conesa CERDÁN, en un artículo publicado en “Resurrexit” (42) 
bajo el epigrafe arriba transcrito, advierte que son dos las razones en que 
se apoya dicha prohibición: una litürgica y otra teológica. La primera se 
toma del Ritual, titulo IV, capitulo II, número 11: “Cum orationes, quae 
4n Missa post communionem. dicuntur, non solum ad Sacerdotem, sed etiam 
ad alios communicantes spectent." 

La razón teológica consiste en que la comunión del sacerdote, aunque ne 
no sea de la esencia del sacrificio, es, sin embargo, de su integridad. 

Siguese de ahi: y 

1." Nunca es lícito omitir la comunión (del sacerdote)... aUis 

2. El celebrante, siempre, tiene que comulgar de su sacrificio... VR 


tre Í 


(41) Decr. Authent. C. S. R., n. 3448, ad 7. 
(42) “Resurrexit”, 13 (1953), 334-356. Te 
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3. No es lícito, antes de la comunión del celebrante, tomar las par- 
ticulas del altar para distribuirlas a los fieles que han de comulgar, ya que 
del mismo sacrificio debe comulgar primeramente el celebrante y después 
los fieles. 

Los autores admiten que esto sería lícito, v. gr., si hay necesidad de 
administrar el Viático y faltan otras formas consagradas. 

4^ Igualmente, antes de la comunión del celebrante, no pueden guar- 
darse en el tabernáculo las hostias consagradas, sino que se han de dejar 
en el altar hasta después de la comunión del sacerdote, porque dichas hos- 
tias, en cierto modo, pertenecen al sacrificio, que se completa por la comu- 
nión del celebrante. 


Confesiones de súbditos fuera de la diócesis propia 


A propósito de una consulta sobre si un párroco puede absolver fuera 
de la diócesis a los domiciliados en ella, pero que no son feligreses del 
mismo, contesta el Doctoral de Alcalá (43): No faltan autores que afir- 
man, aunque con algün temor, que la potestad que tienen los párrocos de 
absolver en toda la diócesis, a la que pertenecen, es ordinaria; a saber, ane- 
ja por derecho particular consuetudinario. 


Nosotros—agrega—admitimos la probalidad de esta doctrina, aunque 
no ignoramos los reparos que pudieran objetarse. 


siendo potestad ordinaria, podrían los párrocos, en su virtud, absolver 
fuera de su diócesis a todos sus condiocesanos... 


Segün el parecer más probable y más comün, los párrocos solamente 
tienen potestad delegada en fuerza de la costumbre para oír confesiones de 
sus condiocesanos, y por lo mismo tan sólo dentro de los límites de la dió- 
cesis. 

No carece de probabilidad, aunque en pequeña cuantía por ahora, la 
tesis que sostiene que este poder es ordinario; y no seriamos nosotros—ter- 
mina diciendo—quienes dijéramos que la absolución dada en virtud de 
este poder a condiocesanos fuera del territorio de la diócesis fuera inválida. 
bien en razón del canon 881, § 2, o bien en razón del canon 209. 


x kek 


(48) D. FBRNÁNDRZ RUIZ, “Resurrexit”, 13 (1953), 319-314. 
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Circa ius matrimoniale 


Summarium: 1. Opimus campus quaestionum 2. Mutatio adiunc- 
lorum temporum recentiorum. 3. Legis intentio aliquando fallitur. 
4. Difficultates peculiares legum ecclesiasticarum circa matrimonium. 
3. Quarum tamen campus late patet. 6. An lex ecclesiastica abstinere 
teneatur a praesumptionibus iuris et de iure in re matrimoniali. 
7. Negatur allegando cans. 1.067 et 1.074. 8. Plura mutata decursu 
saeculorum (can. 1.068). 9. Innovatio Codicis relate ad affinitatem 
(can. 97). 10. Experientia post Codicem I. C. 11. Methodus Codieis in 
re matrimoniali. 12. Copia definitionum. 13. Impedimenta a quibus 
facile dispensatur. 14. Impedimenta gradus minoris. 15. Specialia de 
impedimento criminis. 16. Mens legislatoris. 17. Mutatio circa impe- 
dimentum disparitatis cultus a Codice inducta minus opportuna. 
18. Exclusa convalidatio in vitio formae. 19. Desiderabilis tamen. 
20, 21, 22. Practice exclusa et in impedimentis. 23. Quod tamen incom- 
modis non caret. 24, 25, 26, 27. Idem a fortiori in defectu consensus. 
28. Maxima liberalitas in sanationibus in radice. 29. Hodierna copia 
causarum formalium nullitatis matrimonii. 30. Opptata procedura. 
31. Quae antiquis normis respondent. 32. Potiora incommoda fugienda 
33. Non spernendum adiunctum parvi numeri sacerdotum et conclusio. 


Nos ha parecido conveniente reproducir el sumario del articulo publi- 
cado por V. BARTOCETTI (44) para que el lector pueda darse una idea de 
su contenido. Muchas son las sugerencias del autor en orden a diversas 
modificaciones que, segün él, deberian introducirse en el derecho matri- 
monial, habida cuenta de los mültiples cambios experimentados en estos 
ültimos afios acerca de la materia, debidos en gran parte el influjo de la 
legislación civil y a la consiguiente mentalidad y práctica divorcista. 

En atención a lo cual, opina que convendria mod:ficar algunos de los 
impedimentos dirimentes, en el sentido de que los matrimonios fueran sub- 
sanables automáticamente con el transcurso de un piazo de tiempo, sobre 
todo tratándose de los impedimentos que cesan con el tiempo, v. gr., la 
falta de edad, sin que fuera necesario, como lo es actualmente, renovar el 
consentimiento en la forma prescrita por los cánones 1.134 y siguientes; 
toda vez que “voluntaria cohabitatio—para decirlo con sus mismas pala- 
bras—magis in immensum valeat quam quaelibet declaratio oralis coram 
Ecclesia prolata, quia factum plus quam verba ponderatur" (p. 271, 2). 

“Transitus temporis—afiade—qui possessiones omnes firmat, nil valet 
favore matrimonii canonici, Quod sane durum est: tempus enim in iure 


(44) "RDC.", 3 (1953), 259-277. 
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est elementum essentiale; nec expedit ut matrimonia nostra perpetuo in- 
certa vel impugnationi obnoxia maneant" (ib., 3). 

El autor advierte que no pretende dar lecciones a los Superiores al pu- 
blicar estas sugerencias; pero que le movió a proponerlas el hecho atesti- 
guado por la historia “omnes fere leges a S. Sede latas fuisse, praesertim 
si agebatur de mutatione aliqua nonnullius momenti, postquam doctrina 
rem explanaverat et quodammodo vias aperuerat" (p. 260, 2). 


* OK Ok 
Legitimatio prolis sola dispensatione quin sequatur matrimonium. 


"Por el hecho mismo de concederse una dispensa de impedimento di- 
rimente—son palabras del canon 1.051—en virtud de potestad delegada 
por indulto general, y no por rescripto para casos particulares, queda tam- 
bién por el mismo hecho concedida la legitimación de la prole, que no sea 
adulterina o sacrilega, si es que aquellos a quienes se concede la dispensa 
tienen hijos ya nacidos o en estado de gestación." 

Ya con anterioridad al Codigo—advierte el P. L. BENDER, O. P., de 
quien es el artículo cuyo título hemos transcrito (45)—afirmaban que la 
cláusula del rescripto pontificio concediendo la dispensa del impedimento v 
la legitimación de la prole surtía este efecto, aun cuando no se celebrara o 
convalidara el matrimonio. 

Queda todavía otra cuestión por resolver—agrega—, o sea, si la dis- 
pensa concedida en conformidad con el canon 1.051 produce la legitima- 
ción de la prole en todos los casos en que no se sigue el matrimonio, o sola- 
mente en aquellos casos en los cuales la omisión del mismo obedece a mo- 
tivos especiales. Muchos canonistas opinan que se produce la legitimación, 
al menos, cuando por impedirlo la muerte no se puede llevar a cabo la 
celebración o la convalidación del matrimonio. Otros extienden la legiti- 
mación a todos aquellos casos, y sólo a ellos, en que, de buena fe, no se 
celebró ni se convalidó el matrimonio. Otros, finalmente, no exceptüan 


ningün caso. BENDER suscribe la tercera sentencia, ya que, a juicio suyo, 


el hecho jurídico al que vincula el canon 1.051 la legitimación de la prole 
nacida o concebida, es la concesión de la dispensa, independientemente de 
la celebración o convalidación del matrimonio, subsiguiente a la dispensa. 
De lo contrario, no se podría verificar la legitimación en los casos en que 
dejara de celebrarse o convalidarse el matrimonio, ya se hiciera de buena fe, 


(45) “Mon. Eccl.", 78 (1953), 102-108. 
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ya por impedirlo la muerte. Por tanto, si se admite que en algün caso puede 
darse la legitimación independientemente de la celebración o convalidación 
del matrimonio, fuerza es admitir que eso debe realizarse en todos los ca 
sos, cualquiera que sea la causa de donde provenga dicha omisión, incluso 
cuando es debida a la malicia de las partes. 

Eso no significa que BENDER repruebe la doctrina defendida por mu- 
chos autores, a saber, que la legitimación de la prole se concede en consi- 
deración al matrimonio; y reconoce que sería ilícito conceder la dispensa a 
sabiendas de que las partes han de oponerse a la celebración o convalidación 
del mismo por malicia o por otra causa arbitraria y no justa (subraya el 
autor. 


Circa interpretationem canonis 1.098 C. I. C. (46) 


Este canon facilita la válida celebración del matrimonio, tocante a Ja 
forma jurídica, para los casos de peligro de muerte y, fuera de tal peligro. 
cuando se prevea prudentemente que duiará un mes el estado de cosas que 
hace gravemente incómodo el presentarse los contrayentes ante un párroco 
u Ordinario o un delegado de los mismos, en conformidad con lo dispuesto 
por el canon 1.094. 

Las muchas contingencias que en estos ültimos tiempos motivaron 
la aplicación del canon 1.098 dieron pie a ciertas dudas en orden a la ma- 
nera como debe interpretarse, segün advierte el P. Brpacor. 

La primera duda puede enunciarse en estos términos. agrega el mismo: 

“Utrum, secundum can. 1.098, ad valide matrimonium coram solis tes- 
tibus contrahendum sufficiat conditio rerum obiectiva qua morali certitu- 
dine praevideri possit parochum vel sacerdotem delegatum per mensem aut 
haberi aut adiri nequire sine gravi incommodo, an requiratur etiam prae- 
visio positive et subiective efformata vel a nupturientibus ipsis vel saltem 
ab eisqui nuptias praeparant, aut eisdem assistunt. ” 

Antes de responder a la cuestión propuesta examina el autor los puntos 
siguientes: Disciplina post-tridentina. Legislatio Decreti " Ne temere". In- 
commoda quaedam. Codex Turis Canonici antiquat. Interpretatio periculi 
mortis. Praevisio “de ture" et praevisio “de facto". De praevisione obiec- 
tiva in C. I. C. De praevisione in can. 1.098. Argumenta pro praevisione 
obiectiva recensentur. Obiectiones. 


(46) BIDAGOR, S. I, “Mon. Eccl", 78 (1953), 473-488. 
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Una vez estudiados estos puntos y sopesadas las razones en pro y en 
contra, da esta solución: “Affirmative ad primam partem, negative ad se- 
cundam.” 

Otra duda—afiade—que se ha propuesto muchas veces, puede enun- 
ciarse de este modo: “Utrum catholicorum nuptiae coram magistratu in 
actu, quem aiunt, civili celebratae, si omnes conditiones adsint a can. 1.098 
requisitae, validae et licitae dicendae sint." 

Antes de dar su respuesta alega en primer lugar la autoridad de las 
Sagradas Congregaciones de Sacramentos y del Santo Oficio, y después 
las razones aducidas por algunos autores; hecho lo cual, termina con estas 
palabras: “Ad alterum hoc dubium respondendum quoque censerem: af- 
firmative.” 


Les sacramentaux 


Acerca de los sacramentales estudia el P. E. JomBART, S. I., 1) la doc- 
trina; 2) la liturgia, y 3) la práctica (47). 

Tocante a la doctrina, expone estos cinco puntos: 1. Noción general. 
2. Definición del Código: los sacramentales imitan en cierto modo a los 
sacramentos, puesto que son signos sensibles de los beneficios que procuran 
a los hombres con eficacia especial proveniente de una intercesión de la 
Iglesia. 3. Efectos: los sacramentales no perdonan los pecados mortales ni 
confieren la gracia santificante; pero causan la remisión de los pecados ve- 
niales, obtienen gracias actuales, ahuyentan al demonio y contribuyen a la 
remisión de la pena temporal. 4. Principales sacramentales: las bendiciones, 
las consagraciones y los exorcismos. 5. Ministros de los sacramentales: el 
Papa se reserva la bendición del palio arzobispal, de la Rosa de Oro y dei 
"Agnus Dei". A los Obispos les competen las consagraciones. A los sacer- 
dotes, las bendiciones no reservadas. El diácono bendice el cirio pascual, v 
los lectores pueden bendecir el pan y los frutos nuevos i 

En lo concerniente a la liturgia, señala: los principios, algunas reglas y 
los sacramentales más característicos, especificando el simbolismo de cier- 
tos objetos benditos, como los cirios, el óleo y el agua. 

Por lo que a la práctica se refiere, advierte que pueden darse acciones 
laudables, sin ser propiamente sacramentales, y. gr., cuando los padres ha- 


(47) “RCR.”, 25 (1953), 144-150, 178-185, 
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cen la señal de la cruz sobre sus hijos, implorando para los mismos la ben- 
dición de Dios, no cabe duda que realizan un acto digno de elogio. Igual- 
mente los Superiores y Superioras religiosos hacen una obra plausible ben- 
diciendo a sus sübditos. 

El autor recomienda que todos tengan en gran estima los sacramenta- 
les, y los utilicen con verdadera confianza, ya que la aprobación e invocación 
de la Iglesia les contiere singular eficacia, merced a lo cual su empleo recto 
es muy eficaz para tonificar nuestra vida espiritual y sanear el ambiente. 

Pero, a su vez, nos previene contra los excesos, en que algunos incu- 
rren, de querer servirse de los objetos benditos o de ciertos ritos como me- 
dios para lograr fácilmente bienes temporales, sin cuidarse apenas de los 
espirituales. También da la voz de alerta contra los que llegan a tales ex- 
tremos que rayan en superstición. 

La moderación se impone en el uso de los sacramentales—termina di- 
ciendo—, ya que, de lo contrario, se correría el riesgo de—por falta de 
tiempo—no cumplir bien los deberes del propio estado, sacrificando lo prin- 
cipal en aras de lo accesorio. 


Partes integrantes de la sepultura eclesiástica. Obligatoriedad 
de los ritos y ceremomas (48) 


Es cosa frecuente—comienza diciendo el Doctoral de Alcalá—en algu- 
nos lugares suprimir parte del exsequiarum ordo en el enterramiento de 
adultos, por razón de brevedad o distinción de clases, exponiéndose, tal vez, 
al peligro de no dar sepultura eclesiástica verdadera. 


Con el fin de responder a diversas consultas sobre la materia, expone : 


ios puntos siguientes: r.' La sepultura eclesiástica y su obligatoriedad 
2.° El levantamiento del cadáver y su conducción a la Iglesia. 3.” El funeral 
o el orden de las exequias: a) traslado del cadáver a la iglesia para hacer 
el funeral; b) el oficio de difuntos; c) la Misa exequial; d) la absolución 
sobre el cadáver. 4.” Conducción del cadáver al cementerio y sepelio. 5.° Los 
derechos del arancel funerario. 6.” Estima de la sepultura eclesiástica por 
fieles y pastores. : 
Cierra el artículo con un resumen, del cual transcribimos estos párra- 
fos: La sepultura eclesiástica es obligatoria para todos los fieles, y también 
para los clérigos encargados de la cura de almas; en todo caso, de no existir 


(48) D. FERNANDEZ Ruiz, “Resurrexit”, 13 (1958), 280-284. 
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causa grave que así lo exija, se deben poner todos los ritos y ceremonias 
contenidos en los libros litúrgicos. Puede obtenerse la brevedad en la prác- 
tica de los actos litúrgicos por procedimientos más equitativos que la su- 
presión de las preces integrantes de la sepultura eclesiástica. 

En gran estima han de tener los fieles y también los pastores la sepul- 
tura eclesiástica, piadosamente instituida y celosamente conservada por la 
Iglesia, para edificación de los fieles vivos, para ayuda de los finados y 
para gloria de Dios como acto püblico de culto. 


D) DE Los DELITOS Y PENAS 


De delictis contra Religionem in iure romano-christiano. 
Dissertatio historico-iuridica 


La presente disertación fué publicada en la revista “Antonianum” (49). 

Su autor, el P. Marino Camera, O. F. M., indica el plan de su tra- 
bajo con estas palabras: “Tribus partibus absolvetur: I) praemittitur ex- 
cursus historicus, in quo agitur de delictis contra Religionem in iuribus 
antiquioribus, non excepto iure. romano praechristiano; 2) definitio datur 
et doctrina exponitur de fundamento et obiecto iuris puniendi crimina an- 
tireligiosa ex parte Status; 3) enumeratio sequitur et exegesis, iuxta fon- 
tes criminum antireligiosorum in iure romano-christiano." 

Es un hecho universal—comienza diciendo en la introducción históri- 
ca—que en todos los pueblos se cultiva la religión y se defiende con san- 
ciones penales. Y lo prueba examinando el derecho de los indios, egipcios, 
griegos, hebreos y romanos. 

Por lo que al segundo punto concierne, presenta un resumen de las 
cuatro principales teorías relativas al fundamento del mencionado derecho, 
a saber: a) doctrina teocrática; b) teoría del derecho devolutivo; c) teoría 
utilitaria; d) doctrina católica. Y en cuanto a su objeto, advierte que los 
actos antirreligiosos solían considerarse bajo un doble aspecto: a) En cuan- 
to lesivos del orden moral, y entonces implican una injuria contra Dios, 
y, por ende, un pecado, del cual juzga la Iglesia en el fuero interno, ha- 
ciendo uso de la potestad vicaria, cuyo ejercicio se ordena al bien de los 
particulares. : 

b') En cuanto lesivos del orden jurídico son violaciones de las leyes 
que tutelan la vida social, y se castigan por la Iglesia con irrogación de pe- 
nas en el fuero externo. 


(49) “Antonianum”, 98 (1953), 389-410. 
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REVISTA DE REVISTAS 


Y hasta puede castigarlos la potestad civil con subordinación y en de- 
fensa de la Iglesia. 

Tres son los elementos que integran el delito antirreligioso: a) la inten- 
ción de violar la religión (elemento subjetivo); b) la acción criminal (ele- 
mento objetivo); c) la acción de algún modo pública, v escandalosa (condi- 
ción indispensable para la punibilidad). 

Acerca del tercer punto, a saber, de los delitos contra la religión en el 
derecho romano cristiano, se fija en los siguientes: Sacrilegio; proselitis- 
mo; blasfemia; apostasía; sortilegio y magia; herejía; simonía; violación 
de sepulcros; perjurio. 

El autor cierra su investigación sentando estas conclusiones: 

“a) Status romanus christianus tum chronologice, tum perfectione le- 
gum, omnes alios praecedit in legislatione poenali contra crimina Religio- 
nem laedentia. 

b) Primus omnium indolem confessionalem exhibet, una cum certa 
nota intolerantiae aliorum cultum... 

c) Hanc potestatem Status romanus iure proprio exercuit, non minis- 
terialiter; secus nomine Ecclesiae egisset. Quod autem nullibi legitur actum. 

d) Quod si quaedam sanctiones hodie neque ipsis catholicis proban- 
tur utpote nimis rigorosae, res attentis principiis socialibus et iuridicis tunc 
temporis vigentibus est perpendenda. " 


De vi canonis 2.254, $ 1, in ordine ad absolutionem 
censurarum ab homine 


Entre los diversos puntos que la exégesis completa del mencionado ca- 
non abarca, el P. M. Zaza, S. I. (50), se cifie a sólo éste: si en los casos 
más urgentes puede un simple confesor absolver las censuras "ab homine”, 
con la particularidad que el autor se fija concretamente en las censuras 
*ferendae sententiae" impuestas por precepto peculiar o por sentencia ju- 
dicial, puesto que son las que ofrecen especial dificultad. 

Presentado así el estado de la cuestión, intenta probar que dichas cen- 
suras pueden ser absueltas directamente en virtud de la facultad concedida 
por el canon de referencia. 


(50) “Periodica”, 42 (1953), 288-306. 
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SABINO ALONSO MORAN 


Para realizar su intento expone primero las opiniones de los principales 
autores que niegan conceda el canon semejante facultad: RoBERTI, WERNZ- 
VIDAL, MIGUÉLEZ, CORONATA, PRUMMER, etc. 

Fijase después en quienes la admiten, ya sea con algunas restricciones: 
CAPPELLO, HEYLEN, TorIo, ya en absoluto: FANFANI, VERMEERSCH-CREU- 
SEN, REGATILLO, si bien estos dos últimos no lo afirman con tanta decisión 
como el primero. 


Una vez realizada esta labor, ZALBA sienta esta proposición: 


“Exegesis can. 2.254, § I, ostendit censurae ab homine non excludi ab 
illis a quibus potest confessarius absolvere in casibus urgentioribus, ideo- 
que inter illas includendae sunt secundum mentem et affirmationem impli- 
citam legislatoris.” | 

Para probarla alega varias razones que le parecen concluyentes, y des- 
pués refuta las principales objeciones de los adversarios. 

En resumen, el P. ZALBA opina que el canon 2.254 concede facultad a 
todos los confesores para absolver de cualesquiera censuras, a iure o ab ho- 
mine, cuando se dé alguna de estas circunstancias expresadas en el canon: 
peligro de escándalo, peligro de infamia, grave molestia para el penitente 
de permanecer en pecado durante el tiempo necesario para recurrir al Su- 
perior competente. E 


Fr. SasiNo ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático de la Facultad de Derecho 
Canónico de Salamanca 
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if, RECENSIONES 1) 


LA DEFENSA DEL VINCULO (*) 


La presentación del autor de esta obra, monseñor LEÓN DEL AMO, como ca- 
nonista teórico y práctico, no es necesaria, porque es sobradamente conocido, 
particularmente por su rectísima, prudente y sabia actuación como Defensor | 
del vínculo en el Tribunal de la Rota Española, desde el restablecimiento de 
ésta, el año 1947. Nos limitamos, pues, a la presentación o reseña y crítica de 
la obra. No dudamos en afirmar que se trata de un trabajo muy personal, fruto 
de largo estudio y de madura experiencia, de un trabajo que representa lo que 
debe dar toda obra de mérito, una seria aportación al progreso científico o a la 
aplicación de la ciencia ya creada. La obra es muy personal del autor, porque 
éste ha sabido recoger, con diligencia y tenacidad, todo lo importante que, des- 
pués del Código, se ha escrito sobre la materia; ha aportado el resultado de » 
propia experiencia; ha sefialado direetrices generales y muy prudentes a favor 
de la permanencia del vínculo, que hoy desde diversos ángulos es impugnado 
con argumentos falaces o con argumentos dolosamente prefabricados, a fin de 
juego, en el momento deseado, hacerlos valer en los mismos Tribunales ecle- 


siásticos; finalmente, con todos estos materiales, ya ajenos, pero concienzuda- ANA 
mente examinados y pulidos, ya directamente propios, el autor ha sistemati-. - 
zado toda la compleja materia, haciendo una obra verdaderamente nueva y E E 
propia. Ti 


Por lo dicho queda comprobado lo que dijimos acerca de la aportación de 
esta obra al progreso del Derecho. El autor dice en el prólogo: "Llanamente 
he perseguido un fin práctico, he querido en la medida de mis fuerzas ayudar 
de algün modo en sus trabajos de foro a los sefiores jueces defensores del víncu- 
lo, abogados y todos aquellos a quienes interese conocer el modo de la defensa 
del vínculo y las posibilidades de éxito que pueden tener las causas de mulidad 
de matrimonio o de orden sagrado" (p. 2). Pero, aunque el autor se ha pro- 
puesto un fin práctico, lo ha buseado partiendo, cuando ello ha sido preciso, 
desde los principios generales, ya históricos, ya doctrinales, y por otra parte 

. no ha descendido a las concreteces formularias, que hubiesen restado altura 
y utilidad al caráeter propio de esta obra. 

La amplitud de la obra que reseñamos va claramente indicada en el misme 
título, que no.es “El Defensor del vínculo”, como pudiera presumirse, sino 
“La defensa del vínculo”, desbordando, por consiguiente, lo que se refiere tan 
sólo a la figura del Defensor, para tratar también de los medios de prueba, de 


^ 


(1) Según la ¡práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de Derecho ca- 
nónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de tratarse de obras de subido 
precio). De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. 


(*) LEON DEL Amo: La defensa del vinculo. Editorial “Revista de Derecho Privado” (Madrid, 
1954), 657 páginas. 


A | 

: BIBLIOGRAFIA 

: los mismos. impedimentos y de toda la actuación del Defensor del víneulo 
a Y como la actuación de éste, aunque subordinada, es tan relevante y continua 
> a lo largo de todo el proceso matrimonial, tratar ampliamente de la interven- 
Al ción del Defensor equivale a esbozar todo el proceso, cuyas líneas generales 


y aun no pocas secundarias aparecen bien trazadas e iluminadas. Por eso la 
presente obra es útil a todos los que intervienen en el proceso canónico, particu- 
larmente en el matrimonial, que es el más frecuentemente agitado en nuestras 
Gurias. 

Para que nuestros lectores puedan formarse una idea más concreta del 
contenido y carácter de la obra que reseñamos, daremos el concepto general 
de ella, indicando el contenido de sus secciones. La obra va dividida en tres 
secciones. La primera se intitula “La defensa del matrimonio”. Consta de un 
solo importantísimo capítulo, subdividido en 12 artículos, donde se prueba que 
el matrimonio es causa favorable, es decir, que en caso de duda se mantiene la 
firmeza de los matrimonios celebrados y que, además, por determinadas cau- 
sas no se admite su acusación o demanda ante los Tribunales. Se corrobora 
esta tesis con la antigua doctrina acerca de los llamados matrimonios presuntos. 

La sección segunda trata de El Defensor del vínculo y su figura jurídica. 
En el primer capítulo se estudia el cargo de Defensor del vínculo (su designa- 
ción, cualidades, causas en que interviene, ete). En el segundo capítulo se 
traza y se analiza la figura mejor lograda que hemos visto del Defensor de! 
vínculo, distinguiéndolo de las otras figuras que intervienen en el proceso y 
destacando su propia y especial fisonomía, a pesar de los rasgos comunes o 
parecidos que tiene respecto de otras figuras del proceso. 

La sección tercera es la más práctica, por tratarse en ella de la intervención 
procesal del Defensor del vínculo, es decir, de toda su actuación en los diversos 
procesos vinculares y en cada una de sus fases o períodos. A la vez que se ex- 
pone la intervención del Defensor del vínculo en el período probatorio, se da 
una idea muy atinada de la valoración de cada una de las pruebas, según la 
jurisprudencia de la Rota Romana. 

La obra va, finalmente, enriquecida con cuatro copiosísimos índices: bi- 
bliográfico, de los cánones citados, alfabético y sistemático. 

En toda la obra resalta la firmeza de su autor—que a algunos podrá pare- 
cer rigorista, pero nosotros creemos no lo es—en defender la permanencia del 
vínculo matrimonial y en cerrar el paso, ya desde la misma introducción de 
la causa, a toda impugnación insidiosa e ilegítima del sagrado vínculo. No 


siempre expuestas con tal aplomo en el razonamiento que se hacen respetar. 
El mayor reparo que podríamos poner a la obra refiérese a la forma literaria, 
que puede calificarse de espontánea y alguna vez de incorrecta. 

Creemos que esta obra debe figurar en todas las Curias al lado de un Có- 
id digo comentado y de una obra de procedimientos o de práctica procesal. 


p MancELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


* tenemos por qué añadir que algunas opiniones del autor son discutibles, aunqua- 
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NUEVA EDICION DEL “EPITOME” DE 
VERMEERSCH-CREUSEN (*) 


Es la séptima edición; la sexta lleva fecha de 1940, espacio demasiado largo 
para una obra del mérito de la presente y de su intrépido madrugar, y cuenta 
que esta séptima edición es sólo del tomo 2.°, los otros van más atrasados. 

Como en las ediciones anteriores, este tomo es un comentario en forma de 
instituciones del libro 3.° del Código, cuyo orden sigue estrictamente. 

Al principio de cada título o capítulo va una breve y selecta bibliografía, 
en la que tiene un puesto el P. REGATILLO, sobre todo en su Jus Sacramenta- 
rium, aunque se da el caso notable que esta obra no aparezea en el título de 
matrimonio, que es, sin disputa, lo mejor de todo el Jus sacramentarium. 

Después de la bibliografía se inserta con el título de “ordo Codicis" un 
compendio bien cuidado de todo lo que trata en el comentario. 

Con sus índices, uno analítico, al principio, y otros dos, uno de cánones y 
otro de respuestas de la Comisión de Intérpretes, al fin, y con una magnifica 
y muy cuidada impresión, se presenta ante el püblico más gordo y nutrido, 
por reflejar todas, hasta las más recientes interpretaciones auténticas y juris- 
prudencia, uno de los veteranos comentarios del Codez. 

Será nuestra labor en esta recensión presentar a los lectores lo peculiar de 
esta obra siguiendo su orden. 

Al hablar de la simonía dice que a los tres modos de hablar empleados antes 
del Código, segün los cuales “distinguebant res spirituales temporalibus anne- 
xas antecedenter, concomitanter et consequenter, non ita perspicuis", el Codex 
ha sustituído otros modos “limpidiores et pleniores duplicem connnexionem 
distinguens: alteram nexus individui seu necessarii... alteram participationis 
sontractus”. Acerca del “labor intrinsecus qui a praestatione separari nequit 
v. gr., tempus impedendum in celebratione Missae...", dice: “Terminative sump- 
fus, iste labor nullo pretio vendi potest... nonnulli velint laborem in se con- 
sideratum (labor genericus) locari-conduci posse, sicut ipsum aurum calicis 
consecrati". Mas el autor no lo admite, porque "...in casu non agitur de loca- 
tione aut conductione operae, cum nullus labor, sed fructus spiritualis quaera- 
tur. ita ut labor non sit pretio aestimabilis nisi ex opere cujus causa suscipitur, 
Quare si opus vendi vetatur, nec labor pro opere intrinsece requisitus vendi 
permittitur...”. Pero admite el título del lucri cessantis para exigir el esti- 
pendio: *nihil tamen prohibet ministrum sacrum qui propter istum laborem 
alium frugiferum facere non potuerit quin lucri cessantis compensationem 
postulet". 

Con esta teoría parece que si el autor rechazase la legitimidad de otra 
teoría que hasta ahora se admitía por muchos canonistas y que no sólo parecía 
resolver la grave dificultad de salvar la licitud de la retribución, v. gr. de los 
estipendios, sino que se presentaba con un ropaje externo muy apto para dar 
satisfacción a las más rigurosas exigencias: la del labor genericus o in genere 

consideratus. Tal vez por esto el autor, a continuación, dice: : 


“Verbis canonis “rem temporalem rei spiritualis annexam ita ul 
res temporalis sine spirituali nullo modo esse possit" videtur tanquam 


(*) Epitome Juris Canonici, t. IL, ed. 7.2 (Mechliniae-Romae, 1954), H. Dessain. 
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objectum simoniae includi, Tax qui a | spirituali actione vel admi- 
nistratione separari nequit, quod ceterum jam ante codicem commu- 
P nior opinio tenebat. Ob generalem tamen legislatoris mentem, qui non 
ym praesumitur, nisi id clare enuntiet, hujusmodi quaestiones authentice 
definire, controversiam adhuc moveri posse de hac re arbitramur.” 


i Después de enumerar la triple malicia que siguiendo a Santo Tomás des- 
m cubren los teólogos y moralistas en la simonía: “usurpat rei spiritualis domi- 
BOY. nium quod est penes Deum; originem rerum spiritualium, quae est gratuita Dei 
benevolentia, offendit et earundem transcendentiam contemnit", trata de legi- 
timar la licitud de los estipendios por estas.razones: existe una concesión de 
Dios según se demuestra por el texto de San Pablo, 1.* Corintios, IX, 7; con esta 
potestad concedida por Dios desaparecen las dos primeras especies de malicia: 
"ut tertia malitia, i. e. aequiparatio rei spiritualis et temporalis auferatur, 
sufficit ut pecunia vel res temporalis non detur ratione rei sed ratione subjec- 
ti; i e. non detur ut precium commensuratum vel commensurabile ministerio 
| sacro ver labori operantis, sed indigentiis personae secundum suum statum 
seu propter ejus convenientem sustentationem." 

Hablando del sujeto de los sacramentos, dice que la razón de excluir a los 
herejes, cismáticos, etc., de la recepción de los sacramentos, no es la indignidad 
de aquéllos, sino la de su separación de la Iglesia “quae sacramenta ut bonum 
suum possidet”. 

Sobre el ministro del bautismo dice: “Nemo tamen se ipsum baptizare po- 
test quia sola propria voluntate nemo potest in societatem visibilem cooptari.” 


En el eapítulo del sujeto del bautismo, sobre aquellas palabras del canon 747, 
párrafo 1, “donec probabilis spes sit ut rite aditus baptizari possit", sobre la 
prohibieión de bautizar al aun no nacido dice: “Summa istius sacramenti ne- 
cessitas sinere videtur ut verba ista de tam probabili spe intelligamus quae 
moralem certitudinem adaequet. Quare si probabile periculum sit mortis ante 
nativitatem, tentandum duximus baptismus in utero." 


En el caso del bautismo de los hijos de herejes y cismáticos, del que dice 
el canon 751: "generatim eadem norma servanda est”, dice: “Norma minus 
absolute ponitur, quia hic no tan jus parentum, qui baptismo sunt Ecclesiae 
subditi, quam ipsius negotii dificultas et periculum, seu timenda incommoda 
| privata vel publica catholieae, educationi obstant quae baptizato procuranda 
` foret.” 


Acerca del canon 752, en el caso del adulto moribundo, dice: “Conjectura 
aliquo modo probabilis quod non sit baptizatus et quod baptizari velit, obli- 
gationem creat baptizandi talem moribundum. Conjectura autem voluntatis bap- 
 lismi facile haberi potest de eo qui de religione christiana audivit. Quare, in 
nostris regionibus quilibet moribundus sensibus destitutus, et non baptizatus 


saltem sub conditione si capaz est baptizari potest." Y más adelante llega a 
. decir: 


à i 

“Attenta summa baptismi necessitate, nullus videtur esse moribun- 
dus sensibus destitutis, sive in regione fideli sive in regione infideli, 
quin, praeciso scandalo, sub conditione baptizari possit." 


A i | 


OR 


Yu 
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La naturaleza de la potestad del ministro extraordinario de la confirma- 
ción no la explica, como hace REGATILLO, por una delegación de jurisdicción, 
sino por un complemento de la potestad de orden, “quam incompletam habet. 
Quod autem solus R. Pontifex et nullus alius episcopus neccesarium istud com- 
plementum dare possit, videtur reservationi factae a S. Pontifice tribuendum 
esse”. ' 

En el sacramento del orden admite la sentencia de Santo Tomás 0, al me- 
nos, dice que “servari potest sententia S. Thomae plerorumque scholasticorum 
qui omnibus ordinibus naturam sacramenti inesse admitebant”. Y la razón es 
que “sacramentum a Christo institutum esse tanquam totum potestativum, nee 
isti institutioni repugnare quin Ecclesia potuerit novos distinguere gradus 
quibus commiteretur partialis potestas in majore contenta”. 

En la cuestión del Obispo propio para la ordenación admite que el orde- 
nando puede adquirir domieilio en un lugar *per commorationem etiam brevi- 
ssimam conjunctam cum animo ibi perpetuo manendi". Y en el caso de uno 
que “relicto domicilio suo, studia peragit in aliena dioecesi, pro servitio ter- 
liae cujusdam dioecesis", dice que esta tal *ex Codice nullum reperire Epis- 
copum a quo licite ordinetur: non episcopum originis cum ibi amiserit do- 
micilium; non episeopum residentiae vel quasi-domicilii, cum ibi nec habeat 
nee adquirere possit domicilium, nec juramentum de perpetuo servitio emi- 
tere queat; non episcopum destinationis, cum ibi nondum domicilium acqui- 
sierit". Y termina: “Donec ergo interpretatio authentica silentium Codicis su- 
ppleverit, restat ut per indultum apostolicum provideatur". 

Al hablar del sujeto adulto de la ordenación, dice que se requiere inten- 
ción, al menos habitual. Y después se hace esta pregunía: *Quaenam autem 
voluntas?”, y responde: “Quia sacramentum operatur ex opere operato, suffi- 
cere videtur consensus in applicationem ritus sacri. Praestatne hune necessa- 
rio qui voluntarie sinit ut ordinans ritum saerum in ipsum exerceat quam- 
vis interne dissentiat? Eliditurne dissensus iste prevalente voluntate quae mo- 
vet candidatum ad accedendum?” Así lo admite GASPARRI. Pero el autor dice: 
“Nihilominus communis sententia nullam putat esse ordinationem ejus qui ficte 
accesit”. 

Al hablar de la multiplicación de las irregularidades e impedimentos, dice: 
“Cum abortus non dicatur nisi fetus viventis, malitia homicidii semper infi- 
citur. Nec tamen ex ejus repetitione multiplicari irregularitatem censernus. 
Lex enim est striete interpretationis. Jam vero dum canone 985 abortus homi- 
eidio tanquam specialis forma delicti conjungitur, hie silentio premitur, cum 
tamen legislator ad illum canonem facile remittere potuerit". 

En la irregularidad por bigamia, dice: "Ex claro Codicis textu, non oportet 
ut matrimonium consummatum fuerit. Neque requiritur ut fuerit ratum. 
Ideoque, si quis in infidelitate duplex matrimonium consumavit, post baptis- 
mum fit irregularis". No sé por qué dice "consummavit"; bastaría decir “ce- 
lebravit". j | 

En la irregularidad por delito del número 2. del canon 985, "baptismum 
ab acatholicis”, sólo comprende en la palabra acatólico a los herejes o cismá- 
ticos, no a los infieles, y la razón que da es: “Favorem haereticae sectae con- 
cessum simul ac perversionis periculum vult excludere”. Y prosigue: "Quia 
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irregularitas non est primario poena, ab hac irregularitate impuberes non ex- 
cusantur”. 
En el matrimonio admite como más probable que no es sacramento, ni si- 
quiera en el fiel, el matrimonio entre éste y un iufiel. Y lo mismo en el easo 
en que el matrimonio lo contrajeran dos infieles y después uno de ellos se 
convirtiera. Rechaza; por improbable, la sentencia “juxta quam matrimonium 

a fecundatione stricte artificiali, i. e. sine copula carnale, consummatur”. 


i : 5 
pd En la potestad de dispensar del canon 1.043 entiende que el poder de dis- 
e pensar en cuanto a la forma se entiende también de la forma extraordinaria, 
(m E 


pues dice: “Dispensatio concedi potest super forma servanda, i. e. super assis- 
tentia sacerdotis competentis aut duorum testium aut, quod vix accidet, utro- 
rumque". 

Pero sobre la potestad del canon 1.045, dice: “Super forma autem dispen- 
sandi faeultatem hie non concedi.censemus. Etenim forma celebrationis in 
Codice fere semper ab impedimentis clare secernitur et paulo supra, in canone 
4.043 explicite addita est, et in hoc can. 1.045 vox impedimentum bis usurpata 
eundem sensum habere debet. Argumentis sententiae opositae non multum 
movemur: ejus tamen probabilitas extrinseca negari posse non videtur". 

‘Hablando de la potestad del canon 1.044, descubre una laguna en el-Cédigo, 
pues en dicho canon no se menciona al delegado, y se pregunta: “¢Carece- 
ra, v. gr., el coadjutor delegado de la potestad de dicho canon?” A lo que con- 
testa: “Silente Codice, omni dispensandi potestate destitui videtur, nisi pa- 

 rochus ei facultates suas delegaverit. At hine quilibet sacerdos matrimonio 
mere assistens ad norman can. 1.098 multo majore potestate gauderet quam 
sacerdos ad assistendum delegatus. Praeterea iste sua facultate assistendi, si 
impedimentum matrimonii adsit uti non potest. Quare plures canonistae cen- 
suerunL aut can. 200 esse applicandum, ita ut facultas ad agendum necessaria | 
in delegatione ad assistendum contineri censeatur, vel sacerdotem delegatum : 
implicite designari sub nomine parochi, cum Codex omnes sacerdotes enume- 
rare debeat qui hic intervenire possunt. Seriam probabilitatem hujus senten- 
tiae negare non audemus". 

No admite como más probable en el canon 1.045 que el confesor pueda dis- 

pensar en los impedimentos “natura sua publicos", aunque se trate de un caso 

oculto. Sin embargo, dice: "Pro auetoritate tamen eorum qui confesario am- . 
pliorem potestatem concedunt et quia ipse Codex de ocultis casibus, non de 
impedimentis ocultis loquitur, probabilitatem sententiae opositae omnino ad- 
mitimus”. 

Sobre el impedimento de mixta religión, dice: “Non possumus admittere 
sufficere externam cautionum formulam sine interna voluntate eas observandi, 

- seu fietas eautiones sufficere ad validitatem dispensationis". Esta es también 
la jurisprudencia de la Rota Romana. Con todo, parece que se da aquí a la 
. fieeión un concepto distinto que en el consentimiento matrimonial, adonde la 
ay fieción se define como la manifestación externa contraria a la interna, pero 
du esta interna no es la voluntad de no cumplir algo a lo que alguien se obliga | 
externamente, sino a la voluntad interna de no obligarse. 

Del impedimento de impotencia dice algunas cosas que me parecen un- 
tanto discutibles; asi, por ejemplo: “Viros vasectomiacos etiam modo insa- 
. nabili, etsi fere ab omnibus tanquam certo impotentes habentur, solo jure 
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naturae tales esse nobis nondum compertum est. Quandiu enim integra servatur 
glandula eum seeretione interna in testiculo, vir orgasmi sexuali perfecti capax 
remanet neque semen cum nemaspermatibus ad actum conjugalem jure natu- 
rae aut doctrina catholica requiri certum videtur". Esto lo admito. Pero sigue: 
"S. Rota R. impotentes habet eos qui semen ex testieulis ortum emittere ne- 
queant. Nobis praeplacet haec sententia". Lo que no me explico cómo puede 
compaginarse con lo que dijo antes. Y sigue: “Gravis injuriae reos esse mu- 
lierem aut virum qui contrahant, quin alteri parti gravem hujusmodi defec- 
tum corporis detegant, nemo dubitat. Immo, in casibus quibusdam, iocus erit 
quaerendi num error substantialis in consensu certo absit". Lo cual es más 
difícil aún de admitir, a no ser que se trate de una condición. Pues, iaunque 
en la causa De Dinajpur, fallada por la Rota Romana (21-VI-1941), y en la 
tercera de las.reglas de San Alfonso (consensus directe et principaliter tendens 
in qualitatem et minus principaliter in personam) parezca que se admite un 
error sustancial distinto del error redundans in errorem personae, parece que 
el fundamento de la sentencia de la Rota, que fué favorable a la nulidad del 
matrimonio, hay que buscarlo en la condición, al menos implícita, puesta por 
el creyente, de no buscar fuera del Código la causa de tal nulidad o tener que 
aplicar el canon general: 104. 

Sobre esta cuestión, el autor expone más claramente su teoría en el capítulo 
de “consensu matrimoniali”, al comentar la cláusula del canon 1.083 “si error 
qualitatis redundet in errorem personae”, cuando dice: 


“Videtur dicendum omnem errorem qui causam det conlractui ma- 
trimoniali ipsum per se irritare; si tamen sit accidentalis error, con- 
tractum valere propter ratihabitionem quam exigit jus naturale ne 
omnia jura nutent. Persona non aspectu tatum externo vel nomine, sed 
omni qualitate potest determinari, qua ab aliis distinguatur. Error ergo 
qualitatis in errorem personae redundabit si quis volens conirahere cum 
personae certa et determinata per eam qualitatem, deceptus, aliam 
ducit quae pro illa ipsi offertur. Solutio tamen casuum de hoe errore 
semper difficillima visa est, quia ubi condicio sine qua non circa banc 
qualitatem expressa non est, a qualitate accidentali causam contractu 
dante haud facile discernitur." 


No vemos cómo una persona se pueda distinguir de otras, si no es por cua- 
lidad individuante, mas esta cualidad no puede ser ni la virginidad, ni el que 
sea fecunda, que no son cualidades individuantes, sino genéricas o específicas, 


pero no individuantes. 
Sobre el párrafo 2.” del canon 1.083, acerca del matrimonio de una parte 


libre con otra esclava, dice: i 


“Causa nullitatis est error gravissimus, etsi accidentalis, ob quem 


Ecclesia habilitatem personae ingenuae non sustulit, sed consensum ejus 


infirmavit. Nota impedimentum in solo casu vigere quo persona libe- 
ra de condicione alterius decipitur. Longe communiore sententia im- 
pedimentum est solius juris ecclesiastici, a quo proin infideles exi- 
muntur. Si tamen infidelis liber servam fidelem ex errore duxerit, 


— 6005 


y 
- DU ELO GRA EA E 
ODE 
Werz, matrimonium nullum, GASPARRI, validum declarat, quod nobis 
probabilius videtur. Si enim lex consensum, non personam, immediate. 
afficiat, cum Ecclesia in partem infidelem nihil possit et consensum 
solius personae ingenuae nullum fecisse videatur, impedimentum, in- 
directe non contrahitur. Matrimonium ex errore condicionis servilis 
absolute et-a momento contractus nullum est ideoque convalidari ne- 
quit nisi renovatione consensus sallem a parte quae sola decepta erat, 
| vel sanatione in radice, quae vix concedetur.” 


El autor, para librarse de constituir la esclavitud en impedimento, ha bus- 
eado la raíz de la nulidad del mairimonio en el consentimiento afectado por el 
derecho. Pero la gran difieultad está en explicar cómo puede el derecho nor- 
mativo influir de tal modo en el consentimiento, que llegue directamente a ha- 
cerlo nulo. Esto no se puede expliear por una condición, pues la condición ha 
de ser puesta por el contrayente, no por un tercero. 

Además, el consentimiento es una cosa natural, independiente del derecho 
en cuanto a su constitutivo intrínseco. A mí me parece que el lugar más propio 
—— — hubiera estado en el capítulo de los impedimentos y no en el del consentimiento. 

Ni se diga que el impedimento es independiente de la voluntad de los con-. 

trayentes, pues esto se obtendría también en este caso eon la salvedad. que, 
podría haber constado, de la voluntad contraria de los contrayentes. 
S Tampoco parece poder expliearse en Ja teoría del autor la posibilidad, que 
. admite, de la sanatio in radice. En ésta no hay renovación de consentimiento, 
» Sino que el primero válido persevera o se presume que persevera. Ahora bien, 
+ en el caso, o el primer consentimiento era válido o suficiente naturalmente 0 
no lo era; si lo primero, “consensus no adeo infirmatur ut nullus sit matrimo- 
nium ex defectu consensu”, lo cual es contra la teoría del autor, y si no lo era, 
mo es posible la sanatio in radice. 

Ni se puede arguir por el caso del miedo, canon 1.087, que, aunque no des- 
truya el consentimiento natural, con todo por el citado canon hace nulo el ma- 
irimonio, luego el derecho normativo puede influir en el consentimiento de 
modo que “infirmare possit illum". A esto respondo que es muy probable la 
sentencia que afirma que el miedo, en el caso del matrimonio, por derecho. 

. natural hace inválido el matrimonio. Pero aun prescindiendo de esto, el ca- 
non 1.139 no admite otra ineficacia del consentimiento naturalmente válido 
. para la sanatio in radice que la proveniente de impedimento dirimente o de 
defecto de forma legítima. 
Sobre el canon 1.084 dice: “In contractu enim supponitur voluntas ferri. 
: dn actum prouti est de jure, nisi condicio expresse apponatur aut contrarium. 
y | positive: asseratur”. Puede explicarse de una manera parecida a como se ex- 
A: lica la validez del bautismo administrado por un incrédulo, con tal que tenga. 
. voluntad de hacer lo que los demás hacen o lo que hace la.Iglesia. Aunque para 
él aquello sea un mito y lo ridiculice. 


vis En la cuestión del miedo directo o indireeto como anulante del matrimo- 
nio, dice: 


€ 


i 


“Debetne metus esse incussus ad extorquendum consensum? Etsi 
gravis inter scriptores dissensio de hac quaestione viget, sententia assi 
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firmans erat ante Codicem communior. Ratio erat quod leges contra- 
hentem ab injustitia vindicare intendebant; non patitur autem injus- 
titiam in contrahendo qui rem eligit ad quam ab altera parte non co- 
gitur. At Codex verbis utitur quae sententiae neganti favent. Juxta 
can. 1.087 sufficit ad invalidandum matrimonium metus a quo ut quis se 
liberet, eligere cogatur matrimonium. Cum autem doceamur Codicis ver- 
ba electa fuisse positive rejecto textu qui requireret metum incussum 
ad extorquendum consensum, disputationi locus jam non est. Exemplo 
sit juvenis qui in careerem injuste detrudendus, filiam praepotentis 
viri ducat a quo solo efficaciter protegi possit. Potuit legislator ad 
hanc metus formam irritationem consensus extendere ut a contractu 
tanti momenti non justitiam tantum, sed omnem gravem coactionem 
removeret. 

Raro tamen metus simul injuste incutietur ac talis ut solo ma- 
trimonio removeatur, nisi ineutiatur ad extorquendum consensum. 
Valde notandum est in novo jure orientali adhiberi formulam ante- 
riorem; id videtur manifestare voluntatem legislatoris redeundi ad 
veterem impedimenti interpraetationem." 


La tendencia actual de los canonistas está por exigir que sólo el miedo di- 
recto invalide el matrimonio, aunque no sea más que por evitar las graves 


consecuencias que se seguirían de la opinión contraria, como se ve claro en el. 


ejemplo puesto antes por el autor. 
A la cuestión “quonam jure metus matrimonium nullum faciat?" respon- 


de "disputant scriptores"; él sigue a los que le ponen en el derecho eelesiás- 


tico. A la razón que suelen aducir los jusnaturistas: "Secus libertati matrimonii, 
cum. non sit rescindibile, non esset satis provisum", responden los partidarios 
del derecho positivo eclesiástico como fuente de la nulidad: "Quia per se me- 
tus voluntarium non tollit et metum patiens fiete consentire potest et sufficit 
ut lege matrimonii libertati caveatur". Esto ultimo no me lo explico, porque 
no resuelve la dificultad. 

Sobre el consentimiento condicionado con condición de futuro contra la esen- 
cia del matrimonio, dice: 


“Quare De Smet recte contendit condicionem de prole concepta ot- 
cidenda, de prole extra Ecclesiam catholicam educanda... contra subs- 
tantiam matrimonii non esse. 

'Disputant num pactum (ex justitia) de matrimonio nunquam con- 
summando seu de virginitate in eo servanda, sit contra substantiam 
matrimonii. Alii affirmant, quibus haec duo pugnare videntur: con- 
cessio juris in corpus et obligatio ex justitia eo jure non utendi; alii 
negant, cum jus ab ejus usu realiter distinguatur". 


Es esta una cuestión sobre la que se ha escrito y sobre la que han recaído | 


sentencias de la Rota Romana en distintos y opuestos sentidos. 

En la cuestión de la condición de futuro contra la sustancia del matrimo- 
nio, v. gr, de la continencia periódica, de virginidad, ete., unos admiten la 
condición si no se pone con pacto entre los dos eontrayentes, y la razón que 
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dan es que si el derecho que originaría el contrato matrimonial está, como 
anteriormente, ya impedido por otro derecho, a saber, el nacido del pacto pues- 
to como condición, sería un derecho ineficaz y ficticio, 

A éstos yo les preguntaría cómo explican el derecho, que las Decretales 
concedían a los esposos, de dos meses para deliberar. Aquí existía una condi- 
ción objetiva, que también sería subjetiva, de no usar del matrimonio en aque- 
llos dos meses. No se puede negar el derecho “a usar del matrimonio, y si usa- 
ban podrían pecar contra la justicia legal, pero no contra la conmutativa; tal 
uso no se podría calificar de fornicación. Y había un derecho contra otro de- 
recho. Ni se puede afirmar que tal matrimonio dependiera de la condición 
suspensiva de los dos meses, pues nadie negará que los así contrayentes tenían 
perfecto derecho a usar del matrimonio desde el primer momento después de 
celebrado. 

Otros, aun distinguiendo el jus del usus juris, dicen que, tratándose de 
una condición que afecte y limite el consentimiento, ya no es necesario pre- 
guntar si se trata de jus o sólo de usus juris. Así, la Rota Romana, en la causa 
Romana coram STAFFA (23-2-1951) y en la causa Bruklynien. (31-10-1952) coram 
STAFFA, y lo mismo parece afirmar BERDER (*Ephm. Jur. Can.”, 1953, p. 39j 
y el mismo STAFFA en “Periodica” (1951, p. 306). 

Es cierto que si la eondición se refiere al jus, el matrimonio es nulo, y 
esto tanto si la condición es perpetua como si es temporal, pues sería la ne- 
gación del derecho, y si no se da derecho, no se puede contratar o contraer 
matrimonio, cuya esencia o efecto esencial u objeto es este derecho, y sin 
objeto no puede existir el matrimonio. Y esto digo, aunque dicha negación 
Sólo fuera temporal, pues, como muy bien interpreta la causa del Vicariatus 
Urbis coram OESTERLE (9-2-1949), “verba omne jus can. 1.086 intelligi debent 
pro jus plenum”. 

Mas si la condición se refiere al usus juris, nos parece que hay que distin- 
guir: si se refiere al usus validus, anula el matrimonio; pero si se refiere al 
usus licitus, no le anula. 

Hacer depender el matrimonio de la condición del no uso válido es igua! 
que hacerle depender de la negación del derecho mismo. Pero no se puede 
decir lo mismo de la negación del uso lícito. En este caso, lícitamente no pue- 
den usar del matrimonio, pero sí válidamente; es decir, tal uso no será contra 
la justicia ni cometerán fornieación, aunque pequen contra otra virtud. 

Ni es ésta una teoría extrafia al derecho: el hablar de uso válido, pero 
ilícito. ¿Acaso no se da esto en el matrimonio de los que le contraen con voto 
simple de castidad perpetua? ' 

A] comentar el canon 1.111 dice: “Si impotentia certa matrimonio super- 
venerit, usus completus matrimonii jam non licet; est enim ex altera vel utraque 
parte voluptas venerea solitaria". Esto no se puede afirmar del caso de “im- 
potentia viri vasectomiaci dupliciter nee de viri impotentia ex anorquidia, in 
his saltem casibus non datur dubium de liceitate actus”. Ni ereemos que aun 
en los demás casos de impotencia se puede considerar igual este de un impo- 
tente después del matrimonio, con el caso de un soltero. 

Al hablar de la legitimidad, comentando el canon 1.114, dice: "Neque inter 
cans. 1.115 et 1.114 ulla est contradietio. Canon enim 1.414 de fidelis qui ex 
duobus conjugibus nati sunt, agit; si vero proles nascatur ante sex menses ab 
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inito matrimonio, eam ex marito et uxore conceptam esse asseri non potest, 
nisi praesumendo maritum quoque fornicatum esse. Quod non licet, nisi ipse 
id silentio admiserit”. No es necesario presumir directa e inmediatamente la 
fornicación- del varón, sino su consentimiento, dadas ciertas circunstancias, 
como lo hace el Código español. 

Sobre el canon 1.119 dice: "Professio, invita aut ignara comparte, emissa 
eundem efeetum produceret; et enim injuriae labe inficeretur non esset per 
se nlla.” Y en el caso de dispensa por otra causa, dice: “Ad validum- usum 
hujus potestatis, cum non sit propria Pontifieis, juxta causa requiritur, non 
famen consensus alterius partis. Quae si juste dissentiret, solutio tantum ob 
praevalentem boni communis rationem pronuntiari potest”. 

En la cuestión de si el Romano Pontífice tiene potestad o no para disolver 
el matrimonio legítimo y consumado, con tal de que uno, al menos, de los 
cónyuges reciba el bautismo, el autor admite, sin género alguno de duda, dicha 
potestad, y otro tanto se diga en el caso que por la conversión do ambos dicho 
matrimonio se hace rato si no se ha consumado después de la conversión. 
La razón la pone en que “nulla alia explieatio dari posse videtur dispensatio- 
num ab omni interpellatione quae a RR. Pontificibus conceduntur". Otra ra- 
zón encuentra en que por el canon 1.118 sólo se declara absolutamente indiso- 
luble el matrimonio rato y consumado. 

Esta razón no tiene gran fuerza, porque habría que probar que el Código 
debió hablar del matrimonio consumado de los infieles directamente, y no 
sólo indirectamente, como lo hace en el canon 1.125. 

Trata con precisión y exactitud la cuestión del privilegium fidei, distin- 
guiéndole del privilegio paulino, porque: “etiam ubi condiciones privilegii 
paulini dessunt certo, R. Pontifex vi plenitudinis potestatis suae vicariae, 
matrimonium in infidelitate initum in favorem fidei disolvere potest et non 
ita raro disolvit". Tal ocurre con la Constitución Romani Pontificis, de Pio V, 
en la que disuelve los matrimonios legitimos consumados, no por el privilegio 
paulino, sino “Apostolicae potestates plenitudine". 

Se propone la cuestión de la validez o nulidad del matrimonio por el pri- 
vilegio paulino en el caso en que “discessus partis infidelis sit certus, inter- 
pellationis vero sine dispensatione omissae sint". 

Y a esta euestión contesta que tal matrimonio es nulo. La razón de la nu- 
lidad la encuentra en que, según su teoría, no compartida por otros, la parte 
bautizada tiene como una inhabilidad o impedimento si no hace las interpe- 
laciones; inhabilidad o impedimento que sólo desaparece con la dispensa de 
las interpelaciones hecha por el Papa. 

Ya es doctrina admitida por los canonistas el distinguir ambos privilegios: 
el paulino y el fidei, lo cual se ve claro estudiando los de Paulo HI, Pío V y 
Gregorio XIII. 

“Vis propria privilegii Pauli III haec est ut vir, postquam baptismum re- 
cepit, valide et licite contrahere possit cum muliere quacum cohabitavit, etiam- 
Si haec infidelis maneat et cum ipso in tertio consanguinitatis gradu conjun- 
gatur. Condicio validitatis est. ut nesciat quanam e pluribus uxoribus, quas 
retinebat, primo acceperit. Si recordetur quaenam prima fuerit vult $. Ponti- 
fex ut cum ipsa maneat, dummodo, ut patet ipsa pacifice et sine contumelia 
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Creatoris cohabitare velit; secus recurrendum est ad privilegium fidei". Esta 
Constitución es la Altitudo. i | 
Segün el privilegio Romani Pontificis, de Pio V: "si vir plures sive simul 
sive suecesive habuit uxores, eique durissimum est eo relinquere quacum vivit, 
eam retinere poterit dummodo et ipsa baptizari velit. Gratia eo facilius conce- 
T ditur quo difficilius erit legitimam uxorem invenire. 


\ 


heed Quaeritur num poligamus hoc privilegio uti possit quando uxor legitima 
4 : eognita converti valit vel jam est baptizata et parata ad pacifice vivendum 
PAPA cum legitimo marito. Cum ex ipso textu Constitutionis, tum ex argumento 
VERNA auctoritatis, affirmative respondendum videtur. Sed quia adversatur praxis 


je S. Officii et serium scandali periculum in casu habetur, censemus recurren- 
: dum esse in singulis casibus, prout id exigit, S. Sedis". 

MC Por la Constitución Populis, de Gregorio XIII, “duo privilegia universim con- 
ceduntur: facultas dispensandi super interpellationibus et dispensatio super 
j^. matrimonio consumato quiden et postea rato. Declarat enim matrimonium a 
O neoconverso ex infidelitate cum dispensatione interpellationis contractum, tan- 
quam validum omnino habendum esse, etiamsi tempore quo contractum est, 
altera pars, in remotis agens jam et ipsa baptismum receperat...” 

“Ex bis facile perspicitur—dice el autor—R. R. Pontifices privilegia conces- 
sisse quae ambitum privilegii paulini, quale e S. Seriptura et traditione cog- 
noscitur, superant." 

En las causas de separación temporal, entre las del primer grupo, "sectae 
acatholicae nomen dederit", sólo comprende la herejia y el cisma, mas parece 
que ha de abrirse más el ámbito, incluyendo también otras. 


En la definieión de oratorio püblico se detiene en las palabras jus, que en- 
tiende en sentido estricto, con GASPARRI, de modo que no puede existir oratorio. 
püblieo en dominio privado, *ea saltem ratione qua dominus possit fidelibus 
accesum et recessum jure impedire... Atque huie severitati favet ipse Codex, 
dum postulat jus legitime comprobatum. Jus tamen istud populi, esse non 
debet respectu auctoritatis ecclesiasticae: huie enim integrum est etiam eccle- 
siam elaudere populo". 


Es interesante conocer el pensamiento histórico-jurídico del autor en la 


disciplina anterior, sobre la sepultura eclesiástica referente al famoso dicho 
"ubi tumulus ibi funus". 


"Etsi jue tumulandi—dice el autor—, a jure funerandi jam sub vetere jure 

omnino distinguebatur, dum coemeteria stricte paroecialia vel in dominio 
| personae moralis ecclesiasticae fuerunt, electio coemeterii seu sepulturae, elec- 
tionem ecclesiae funerantis secum trahere facile praesumebatur. Idque, erat 
jus particulare quarundam regionum. Quare multa responsa $. C. C. in quibus 
.. de Italiae locis agebatur, illam praesumptionem confirmabant. Inde canonistae 
quidam eam nimis generalibus verbis asserebant. Principium vero ubi tu- 
mulus ibi funus qua tale neque in fontibus juris neque apud veteres scriptores 
"m invenitur, eique in pluribus regionibus jus partieulare adversabatur. | 
A tempore autem quo pleraque coemeteria municipiis addieta sunt, elec- 

_ tio Ecclesiae funerantis ex electo sepulturae loco saepissime jam deduci non 
. . poterat. Quare Codex clarius utrumque jus distinguens, jus sepeliendi juri 

| funerandi annectit. 
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At nisi jus particulare obstet sive scriptum sive consuetudinarium. non 
negamus ex electione coemeterii stricte paroecialis etiam vi can. 1.234 prae- 
sumptionem eleetionis ecclesiae funerantis erui posse. Id sequi potest e re- 
gula ubi funus ibi tumulus." Otros, aun ahora, arguyen en sentido eontrario. 

En el comentario al canon 1.245 dice que se concede la facultad de dispen- 
sar, pero no de conmutar, porque ésta requiere potestad legislativa, de la que 
earecen muchos de los sujetos de dieho canon. Con todo, dice que el Ordinario, 
que puede dar leyes, podría conmutar. Pero esto no se puede admitir, por el 
canon 1.244, a no ser en un caso particular. Pero entonces ya no es ley. 


Del sujeto del ayuno, comentando el canon 1.254 dice que este canon "finem i 
imponit miro isti privilegio quo nonnulli volebant mulieres quinquagenarias 
obligatione jejunii solvere. Dum contra superata aetate critica quae circa 
45 annos aetatis absolvi consuevit, et per quam melius intelligeretur exceptio, 
mulieres firmiores viribus esse solent quam viri ejusdem aetatis". 

Acerca del Oratorio de los Cardenales y Obispos, dice, corrigiendo lo de edi- 
ciones anteriores, comentando el canon 1.265, que dichos oratorios, aunque go- Lm 
cen en derecho de los privilegios y derechos de los oratorios semipüblicos, 
con todo no tienen el de reservar Ja Sagrada Eucaristía, porque este derecho 
no es de los oratorios semipúblicos, como tales, sino de los oratorios semipú- 
blicos de las casas pias o religiosas, y los palacios episcopales, técnicamente, 
no tienen esta consideración. 

Acerca del voto tiene el autor una concepción y unas teorías que nos será 
muy interesante conocer. £ 

Tratando de explicar la definición que del voto da el Codex, se detiene em |, 
là palabra "deliberata" y dice: "Deliberata debet esse ea saltem deliberatione 
quae ad moraliter peccandum sufficiens est. Saltem diximus, quia nec omnis iu 
deliberatio peecato mortali sufficiens, omni voto satis est. Etenim ut sponte 
assumas obligationem, oportet non solum ut noveris quid sit obligatio, sed C ME 
opus est quantitatem objecti satie clare noveris. Quare seclusis votis quibus «A 
Status initur et quae propterea majorem postulat stabilitatem seu firmitatem. d E 
non vovit qui, si rem melius novisset, non vovisset”. ^n 

¿Qué miedo invalida el voto: el directo o basta el indirecto? El autor se EC 
pronuncia por el solo indirecto, siguiendo a NoLDIN, pero dice: "Sententiam dorm 
NOLDIN amplectimur dummodo recte intelligatur. Motus enim potest esse causa 


vel mera occasio voti. Est causa voti, quando voventi sola optio voti vel mali = 5 
subeundi praesto erat: ponat duos aemulos qui eandem puellam ducere velint. Va 
Alter duorum insidias aemulo struit. Dum eum est occisurus, is, ad salvan- va 
dam vitam, votum emittit coram inimico ingrediendi religionem; votum est ^ © ; 
ex metu injusto, quanvis metus non sit incussus ad votum exlorquendum. Oc- | "tr ke 
casio voti erit metus quando votum consiliis injusti aggressoris nullatenus RU 
favet; ut si invasus a latrone, rationabilem promissionem Deo facias ut inco- Ius sm 
lummis evadas. Mato x 
Jam vero in solo priore casu votum dicemus nullum. Nam in solo isto casu pS 
votum est re vera metu injusto factum. Nec videtur cur rationabilis promissio = . Pu 
Deo facta minus valida esse debeat quam promissio facta homini quem ad- i d 
voces ut te a latrone defendat. Invassio latronis se habet omnino sicui peri- en "a 
culum ex naufragio vel ex alia causa necessaria manans. m 
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Nostra sententia seu distinctio etiam firmatur systemate Codicis qui agens 
de metu quo vitiatur matrimonium, non postulat quidem ut metus sit ad ex- 
torquendum consensum incussus, sed vult tamen ut metum passus se liberet, 
cogatur eligere matrimonium. Denique bene explicatur in Codiee solvi benig- 
niore modo controversiam de valore voti quod injustis alterius artibus fa- 
veret; non autem intelligitur cur Codex induceret sententiam cui nemo ante 
Codicem calculum adjecit". 

A esto hay que oponer que, respecto al miedo en el matrimonio, ya vimos 
cuál es la sentencia más probable, aun respecto del Código. Y la distinción 
entre causa y ocasión, tal como el autor la ha expuesto, es muy peligrosa. 

En la doctrina de la reservación de los votos sostiene lo mismo que yo 
defendí en esta Revista. Así, dice: “Observes cum vinculum voti ipsi Deo obli- 
get, votum per se non posse relaxari nisi auctoritate illius cui soli dictum est 
tamquam personae singulari quodcumque solveris quodcumque ligaveris. Omne 
ergo votum est per se reservatum S. Sedi, et non dispensatur nisi ex potestate 
expresse vel tacite communicata a sucessore S. Petri." 

Exponiendo el eanon 1.310, dice que en los votos la obligación cae directa- 
mente sólo sobre el que los hace. Así, por ejemplo, el voto que haga el Su- 
perior de una comunidad sólo obliga, ratione sui, a los que le hicieren, aun- 
que el Superior puede imponer que todos lo observen, pero en caso de in- 
observancia no se quebrantaría un voto, sino meramente se ineumpliría un 
precepto del Superior. 

Más difícil es la cuestión que se origina del voto real. El Código impone 
al heredero la obligación de cumplir el voto real de su causahabiente. 

Pero la dificultad está en conocer el título por el cual se ha de exigir el 
cumplimiento. El autor contesta claramente diciendo: “Eodem ni fallimur. 
quo tenebatur vovens: is habebat obligationem religionis; heres quoque ex 
religione tenebitur. Secus obligatio voti non simpliciter transit, sed in aliam 
obligationem convertitur. 

Aliter sane dicendum erit si ipse vovens in testamento suo heredi onus im- 
posuerit implendi votum ab ipso factum, ipse tunc creat obligationem justitiae 

Plerique tamen affirmant obligationem heredis esse ex justitia eamque 
non oriri ex jure positivo sed ex jure naturali. Fideli agimine sequentes Sua- 
REZ sie ratiocinantem: Per votum reale fit homo debitor Deo illius rei in 
quam. votum cadit; sed bona defuncti sunt obnoxia solutioni debitorum ejus, 
ergo qui ea accipit ea acquirit affectata isto onere reali quod solutione tollere 
debet. Nunquam tamen potuimus vim percipere istius ratiocinii quod nobis 
videtur peccare manifesta confusione debiti ex justitia eui erga hominem est 
satisfaciendum, et debiti ex religione erga Deum. Quonam pacto quod de debitis 
justitiae erga homines probatur, gratis, sine argumento transfertur ad obli- 
gationem religionis? Suntne bona defuneti obnoxia solutioni debitorum quae 
non sunt ex justitia?... Fingamus hunc casum. Titius promisit Deo per votum 
pecuniam pro aedificatione ecclesiae. Subinde mutata voluntate in malam, vo- 
tum implere recusat. Contra quam virtutem peccabit? Omnes respondebunt: 
contra religionem. Deinde Titius sie male affectus moritur. Quonam miraculo 
obligatio quae erat tantum religionis in vovente, fieret de se obligatio justi- 
tiae in herede? Negata autem obligatione justitiae, nec obligatio religionis 
demonstrati potest, secluso jure positivo. Votum enim ratione sui ut ipse Codex 
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nos docet, non obligat nisi emittentem. Vel alias: obligatio voti est quaedam 
fidelitas erga Deum. Obligatio autem fidelitatis, nisi promittens heredem suum 
testamento obligaverit, non transit ad heredem. Cur in nostra causa aliter 
erit dicendum?" 

Yo ereo que es demasiado exagerada la opinión del autor. Además, se le 
puede preguntar si no son prescripción del derecho natural tanto el párrafo 
segundo como el primero del canon 1.310, porque él aduce el primero como 
de derecho natural. ;Por qué no también el segundo? 

“Excipimus—continúa el autor—si tertius quidam ex voto aceptato jus 
acquisierit. Tune enim ipse vovens et consequenter ejus heres vel succesor 
universalis jus istud observare debent. 


Si autem obligatio repetenda est ex jure positivo et pertinet ad religio- 
nem, normae ordinariae de dispensatione vim suam servabunt; dum si fingas. 
obligationem justitiae, solus R. Pontifex qui pias voluntates condonare potest, 
potestatem habet obligationem remittendi." 

Sobre la irritación de los votos dice: *Arbitramur tam amplam potestatem 
irritandi omnia vota in perpetuum non haberi per solum jus naturae ne in pa- 
rentibus quidem, sed ex parte repetendam esse ex jure ecclesiastico." 


De la potestad del marido de irritar los votos de su mujer, dice: “Res con- 
irovertebatur, nec Codex controversiam dirimit. Hodie non alio probabili fun- 
damento niti videtur haec potestas nisi tacita aprobatione Ecclesiae quae plu- 
rium theologorum placito se satis accommodat ut sufficientem potestatem ma- 
rito dare censeatur, qua vota uxoris irritare possit." Se trata de la potestad de 
irritar directa, no indirecta, que se llama suspensión por caer directamente so- 
bre la materia del voto. Parece afirmar demasiado el querer buscar un apoyo 
de su teoría en la tan indirecta y remota aprobación de la Iglesia, porque a este 
tenor, ¿cuántas no serán las opiniones de los teólogos y canonistas que se pue- 
den acoger a este amparo? ¿No será abusar un tanto de esta pretendida apro- 
bación? 

Al comentar el canon 1.317 encuentra la razón de la disparidad entre este 
eanon y el 1.307, sobre el voto, al anular este canon los votos emitidos por vio- 
lencia o miedo y declarar el 1.317 sólo rescindibles los juramentos emitidos en 
iguales circunstancias, en que *vis irritandi vota non inest in metu secundum 
se, sed ex lege positiva; cum autem juramenta frecuentius quam vota rebus hu- 
manis inserantur, ne allegata metus excusatione, causa detur perjurandi, Eccle- 
sia aliter de juramento ac de voto statuit." 

Al explicar el origen del jus patronatus, dice: "Jus patronatus tamen, con- 
fra ac plures scribunt, non videtur nobis espontaneo grati animi motu exortum, 
sed potius ex quadam consecuente vindicatione domini qui erigebat Ecclesiam et. 
ministros alebat, natum esse putamus." Y que el derecho siempre *de grata 
mente siletur". | 

De los bienes superfluos dice: “Obligatio tamen superfluos fructus erogandi 
in pias causas est gravis obligatio religionis, non autem justitiae commutati- 
vae: quod ante Codicem probabiliter defendebatur; et nunc, ipso silentio Codi- 
eis de titulo justitiae, confirmatur.” Demasiado nos parece esto, pues habría que 
probar que el Código tenía la obligaeión de dirimir la cuestión, lo que no sólo 
no se prueba, sino que, al contrario, el Código, generalmente, no resuelve las 
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cuestiones discutidas. El Código impone una disciplina, pero no es su misión 
descubrir la naturaleza o el origen de la obligación. 

Al exponen el canon 1.495, dice: *In isto canone Ecclesia catholica designat 
ipsam societatem perfectam; Apostolica Sedes autem id quod in societate civil: 
vocamus Statum... Quia bona... non habentur a personis privatis ideo Eccle- 
sia... rationem induit personae moralis, quae non est stricte. sed lato sensu col- 
legialis." f 

Resuelve la cuestión, que tiene su origen en los Estados en que no se reco- 
noce personalidad a las personas jurídicas eclesiásticas y, por otra parte, se les 
reconoce el derecho a constituirse en personas jurídicas civiles, en el sentido 
de que los bienes de esas personas son eclesiásticos y civiles, o sea que no pier- 
den su calidad de bienes eclesiásticos, pues ro se destruye la persona moral 
eclesiástica por la constitución de la persona moral civil. Los bienes, en cuanto 
pertenecen a la persona moral eclesiástica, son bienes eclesiásticos. | 

Como, segün el canon 102, si la persona moral no ha sido formalmente su- 
primida, sigue teniendo una vida jurídica o mora] por espacio de cien años, se 
pregunta: ¿Qué será de los bienes de esa persona? Y contesta que los adminis- 
trará la persona moral superior. 

Se hace el autor esta pregunta: “Num religiosi exempti, in suis ecclesiis, 
imperante Episcopo, pro pio opere stipem colligere debeant?" Y responde: 
“Quamvis omnino per se deceat ut pronto animo votis Episcopi obtemperent, 
censemus eos non esse obligatos nisi episcopus Apostoliea auetoritate utatur. 
Non agitur enim de funetione liturgica.” 

En la cuestión de la ¡prescripción se pregunta: “Quo jure regantur praes- 
eriptiones ante Codicem incoatae et non completae?” Y responde: “Cum ex 
incoata praeseriptione nullum jus acquiratur, dicendum est eas'ad novam legem 
apartandas esse, nisi lex positiva de re quadam specialiter disponat, ut op- 
tandum est." ; 

En el comentario al canon 1.519, dice: “Codex consulto abstinet modo dicen= 
di quo egregii quoque canonistae efferebant episcopum tanquam supremum ad- 
ministratorem bonorum ecclesiasticorum in sua dioecesi stantium, et non per- 
tinentium ad exemptos. Sane ante divisionem bonorum, massa communis erat 
ab Antistite administrata; sed ex quo distincta beneficia constituta sunt, a lege 
alienum est ut episcopus ad se omnem administrationem revocet; id non solum 
ilicite sed invalide, exceptis casibus jure praevisis, tentaret, quando non agitur 
de bonis quae spectant ad ipsum, ut bona mensae suae et bona quae toti dioe- 
cesi communia sunt. : 

Verum ejus munus est advigilantis et ordinantis, ideo ex can. intra fines 
juris communis... universum administrationis negotium ordinet", y parece 
conceder "ut libere eroget reditus bonorum Ecclesiae vel elemosinas quae non 
ad peculiarem usum in loco suae jurisdictionis fuerunt a benefactoribus desti- 
natae...”, y la razón la encuentra en que estos bienes “videntur potius pertine- 
re ad massam communem dioeceseos". | 
) Sobre la enajenación, dice: “Nomine alienationis venit hoc loco omnis trans- 
latio juris in re facta sive gratuito sive titulo etiam oneroso, de re ecclesiastica, 


excepta quadantenus pecunia numerata. Alienatio igitur erit donatio... conces- 


sio ususfructus, emphiteusis, pignoris, hypothecae, redemptionis census vel ea- 
nonis; non autem ipsa emptio quae fiat cum pecunia quae non sit capitale sta- 
+, Me 
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bile; nec solutio debiti ope talis pecuniae facta; nec mutuo acepta vel fructuose 
et secure data pecunia nec pecunia stabilis conversa in aedes habitandas quate- 
nus sic pareatur pretio solvendo pro locatione." 

No es venta, según el autor: “Locatio etiam diurna, repudiatio lucri quae 
est mera non aceptatio. 

Normae de alienatione servandae sunt etiam inter duo instituta ecclesiastica, 
guae sint distincta jurium subjecta." 

Supuesta su teoría de que “prima pecuniae collocatio non est alienatio", se 
pregunta: "Utrum nee ne alienet qui mutet istam collocationem?” Y contesta: 
"Distinguendum videtur hoe modo: alienat qui ipsum genus collocationis mu- 
lat", aunque en la práctica será difícil, muchas veces, distinguir esto. 

El precio a que se refiere el canon 1.532 es el valor de la cosa “secundum 
aestimationem a probis peritis seripto factam, non autem majus pretium forte 
re vera oblatum". 

Sobre el § 4 del canon 1.536, dice: "Plures leges civiles causas statuunt 
propter quas donationes revocabiles fiunt. Inter istas reperitur ingratus animus 
donatarii certa ratione demonstratus. Cum donatio non sit facta prelato sed 
ecelesiae, jus canonicum istam revocationem merito repellit. Non repellit autem 
alteram, quae legibus contineatur, si donatori nascantur liberi. Haec ergo causa 
revocationis poterit tuto, vi canonis 1.529 appellari etaim ad revocandam dona- 
iionem Ecclesiae factam." 
` Hablando de la pignoración y de la hipoteca, dice: “Quando agitur de hypo- 
theca, id intelligitur de hypotheca qua oneratur domus seu praedium quod antea 
sine onere a persona morali possidebatur. Nam si in ipso actu emptionis, hypo- 
theca constituatur ad securitatem dandam de solutione pretii, ecclesia minus 
acquirit, sed nihil alienat." À 

Si yo tuviera autoridad para dar un juicio de conjunto de este Epítome, di- 
ria que se distingue por su claridad, concisión, ciencia propia, asimilación. Los 
autores parecen escultores de la ciencia canónica. 

Es un tanto teórico y menos feliz en las opiniones propias, a la vera de la 
interpretación auténtica y de la jurisprudencia. 


Dn. ANIANO ABAD GOMEZ 


GESACION DE LA POTESTAD DELEGADA (*) 


En esta disertación o tesis para el doctorado en Derecho canónico por la 
Universidad Católica de América expone el reverendo Max GEORGE DE WITH 
o] punto bien concreto y limitado de las causas de cesación de la potestad de- 
legada. i VEL CURA 

Unas diseretas notas sobre el significado de las palabras jurisdicción y de- 
legación en el Derecho romano y en la legislación de las Decretales sirven de 
introducción. 

(*) De cessation of delegated power. A canonical commentary with historical notes, by the 
REVEREND MAX GEORGE DE WITT, A. B., J. C. L. The Catholic University of America Press 
Washington, D. C., 1954), IX, 154 pp. 
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Muy acertadamente afirma, como siempre lo hemos sostenido y aplicado 
nosotros, que aunque las normas del canon 207, reguladoras de la cesación de 
la potestad delegada, directamente sólo tienen aplicación a la potestad jurisdic- 
cional, indirectamente afectan también a las otras clases de poderes, en virtud 
del canon 20. Podría haber alegado, en confirmación, al menos parcial, de esta 
doctrina, la respuesta de la Comisión de Intérpretes de 20 de marzo de 1922 
(A. A.S., 44, 497, pp. 21-23). 

También afirma con razón que las normas del canon 207 se aplican in causis 
gratiae et in causis iustitiae (pp. 32-34). 

Entra luego de lleno en la exposición de las causas de cesación de la potes- 
tad delegada, mencionadas en el canon 207, y de otras esparcidas por el Código, 
distribuyéndolas en varias series: 1) Cese por razón de la delegación misma. 
2) Por razón de la persona delegante. 3) Por razón de la persona delegada. 
4) Cese de la delegación concedida a varias personas. 

A cada una de las causas preceden unas breves notas histórieas. Viene luego 
el comentario, verdaderamente completo, haciéndose el autor cargo de todas 
las cuestiones que surgen, discutiéndolas concienzudamente, resolviendo las ob- 
jeciones y manifestando él su propio sentir sobre cada una. Sirvan de ejemplo 
la discusión del cese por cesación de la causa final de la delegación (pp. 54-61); 
la cesación del poder subdelegado por revocación hecha por el delegante (pá- 
ginas 71-73); la necesidad de intimar al renuneiante la aceptación de la renun- 
cia por parte del aceptante (pp. 105-107), necesidad que algunos niegan y 
nosotros siempre hemos afirmado. 

Toda la disertación procede con orden, claridad, sin difusión, con paso firme, 
solidez en la doctrina y en la argumentación. Complácenos ver citadas y adhni- 
tidas nuestras opiniones por un extranjero; v. gr. en la delegación hecha a va- 
rias personas (p. 126). 

Aunque, por lo común, coincidimos, no dejaremos de notar algunos puntos 
que creemos inadmisibles: 


Afirma que el exeomulgado vitando pierde la potestad delegada, y no sólo 
queda suspenso de ella; al revés del excomulgado tolerado post sententiam, que 
conserva la potestad delegada, bien que no puede ejercerla válidamente, mien- 
iras dure su excomunión; por consiguiente, el vitando, absuelto de la excomu- 
nión, necesita nueva coneesión del poder delegado; no así el tolerado post sen- 
tentiam (p. 116). 

' Esta doctrina nos parece inadmisible. El canon 2.264 establece: a) el acto 
de jurisdicción puesto por el excomulgado ante sententiam es ilícito; b) post 
sententiam, es inválido. Nada dice del vitando; desde luego, que se debe decir 
inválido su acto; pero de aquí no se deduce que cese su potestad delegada. 

Cierto que el canon 2.264 dispone que el excomulgado post sententiam queda 
privado de los frutos de su dignidad, oficio, beneficio, pensión y cargo; y el vi- 
tando queda privado de la misma dignidad, oficio, etc. y, en consecuencia, 
queda no sólo suspenso, sino también privado de la potestad ordinaria aneja a 
su oficio. Pero lo que se establece sobre la cesación de la potestad ordinaria no 
puede extenderse a la potestad delegada. Tratándose de penas no vale el argu- 
mento «a pari, ni siquiera a fortiori (can. 2.219, 8 3). Así, el suspenso ab officio 
no puede ejercer la potestad ordinaria que por su oficio le compete (can. 2.279, 
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§ 1), pero no se le prohibe por esa suspensión el ejercicio de la potestad de- 
legada. 

Quedamos, pues, en que el excomulgado vitando está suspenso de la potestad 
delegada, pero no privado de ella; queda, sí, privado de la potestad ordinaria. 
porque queda privado del ofieio a que tal potestad va aneja. 

Otra afirmación que no admitimos es que la pena de deposición priva de la 
potestad delegada. Esto el eanon 2.203 no lo establece; solamente dispone que 
queda suspenso, y, segün parece, también privado de cualquier oficio que tenga, 
e inhábil para eonseguirle, y, por consiguiente, privado de la potestad ordinaria, 
pero no privado de la potestad delegada. 

Fuera de estos reparos, nos complacemos en declarar que esta monografía es 
excelente. La mayoría, tal vez, de las tesis doctorales son de índole histórica; 
ésta es, principalmente, doctrinal y práctica, lo cual, en nuestro concepto, es un 
mérito singular. 


EDUARDO FERNANDEZ REGATILLO, S. I. 


Decano de la Facultad de Derecho Canónico en la 
Universidad Pontificia de Comillas 


NUEVA ENTREGA DEL DICCIONARIO 
DE DERECHO CANONICO (*) 


Con verdadero júbilo registramos que el nuevo ritmo, mucho más vivo que 
el que se había tenido anteriormente, introducido en los últimos meses en la 
publicación del Diccionario de Derecho Canónico viene manteniéndose. Así, 
acaba de llegarnos el fascículo 31, que corresponde a las palabras comprendi- 
das entre “Interférences” y “Jurisdiction ecclésiastique”. 

El número de artículos comprendidos en el fascículo es de 109, pudiéndose 
observar una mayor variedad en el número de autores que colaboran, que 
son 29. Sin embargo, puede decirse que el peso del Diccionario lo continúa lle- 
vando Naz, autor de 34 artículos, a quien ayudan VIRET, con 17, y OESTERLE, 
con 15. Muy curiosa es la colaboración de WAGNON, quien para los 13 artícu- 
los dedicados a otros tantos canonistas que llevaron el nombre de Jacobo se 
ha buscado la colaboración de 13 autores de diferentes nacionalidades. 

En general, el Diccionario continúa en este fascículo manteniendo idénticas 
características de orden, elaridad, bibliografía, buena presentación tipográfica, 
uniformidad en todos los detalles, etc. No faltan, sin embargo, artículos excesi- 
vamente elementales, que apenas exceden en nàda al contenido de un manual 
corriente de instituciones. 

No podemos silenciar tampoco, una vez más, la extrafieza que nos causa 
el sistemático silencio que se observa en lo que se refiere a la ciencia canónica 
espafiola contemporánea. Sobre las sentencias del Juez delegado, por ejemplo. 
publicó el P. CABREROS DE ANTA en esta misma RevisTra un magistral trabajo, al 


©) Dictionnaire de Droit Canonique... Publié sous la direction de R. NAZ... Fascicule XXXI 
interférences-Juridiction (Paris, Librairie Letouzey et Ané, 1954). 256 columnas. 
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que no se hace alusión. Lo mismo ocurre con nuestro estudio acerca de las 
dispensas del ayuno eucarístico, o nuestra monografía sobre la acción penal. 
Sirvan estos tres ejemplos como muestra de los muchos que con facilidad po- 
drian aducirse. Están también completamente ausentes de este fasciculo los 
canonistas e historiadores españoles, a pesar de que en no pocos artículos se 
rozan cuestiones y personajes de nuestro país. Si esto ocurre o no con menos- 
cabo de la perfección del Diccionario es cosa que juzgarán los entendidos. Y à 
su juicio nos remitimos. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


deut. LA REFORMA DE LOS RELIGIOSOS INTENTADA 
POR CLEMENTE VIII (*) 


JOE Entre los Papas promotores de la reforma católica hay algunos cuyos nom- 
PIS bres recurren más a menudo por haber quedado ligados a determinaciones © 
actuaciones de más larga supervivencia; tales, por ejemplo, San Pio V, con su 
Catecismo Romano y los libros liturgicos; Gregorio XIII, con su impulso a las 
Universidades y Seminarios Conciliares; Sixto V, con la organización de las 
Congregaciones Romanas, y Clemente VIII, con la reforma de los Regulares y los 
famosos Decretos Generales sobre la materia, objeto de la obra que reseñamos. 

Su autor es el R. P. IaNACIO SICARD, S. J., actual Decano de la Facultad de 
Derecho Canónico de la Pontifieia Universidad Javeriana de Bogotá. La diser- 
tación completa, presentada como tesis doctoral en la Universidad Gregoriana, 
comprende tres partes: Clemente VIII y los religiosos; Clemente VIII y la 
Compañía de Jesús; Clemente VIIT y el Código de Derecho Canónico. Las páginas 
publicadas comprenden sólo dos capítulos de la primera parte. Interesantes, por 
cierto, y que ilustran un aspecto importante de la reforma católica. 

El capítulo I, “La obra legislativa de Clemente VIII”, nos presenta al piado- 
so Pontífice, que, transcurrido apenas un mes desde su elección, se enfrenta a 
fondo con una tarea de amplia envergadura: la reforma del estado religioso. 
“Vemos—dice el Papa el 18 de septiembre de 1592—que de todas maneras es 
necesario comenzar por aquí para ayudar y promover el servicio de Dios y de 
su Iglesia. Porque si los religiosos se mantienen en su rigor y fortaleza, camina- 
rá y procederá bien todo el estado de la Iglesia." Estas palabras y todos los 
empeños del Pontífice, opinamos con el P. SICARD, que bastan para desmontar la 
acusación que se le hizo de adverso a los religiosos. El autor sigue paso a paso 
las providencias del Papa para llevar a cabo sus anhelos de reforma, no sólo 
en Roma, donde personalmente acometió la tarea y se llevó los disgustos sino 
en toda Italia y en otras naciones, a las que llegaba por medio de sus legados 
y de sus directivas. 
_ Hondo era el mal. Y el autor lo ilustra bastante con documentos inéditos o 
| poco conocidos, que demuestran también el infatigable celo del reformador. 


(*) P. IGNACIO SICARD, $. J. 
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No es inoportuno recordar los dos puntos de mira que más inmediatamente se 
propuso: erear el ambiente para la reforma con la supresión de conventos peque- 
ños y fundación de mayores; garantizar la permanencia de la reforma mediante 
sabias disposiciones concernientes al noviciado y a la formación de los jóvenes 
profesos. En coherencia con lo que defenderá después en el siguiente capítulo, 
el autor escribe: “De todo lo dicho hasta aquí nos parece que se deduce, indis- 
cutiblemente, la conclusión de que el Papa tenía en miras, sin duda alguna, la 
reforma del cuerpo todo de las religiones en el mundo entero” (p. 46). Es una 
conclusión y es también una premisa. 

El capítulo II trata de “Los Decretos Generales y su fuerza obligatoria" 
Sobre la génesis de los celebérrimos Decretos, el autor cree poder afirmar que 
si bien fueron obra ¡personal del Papa, no fueron promulgados directamente 
por él ni tuvieron en un principio la forma que hoy tienen, y que posiblemente 
el Papa bajó a la tumba sin haberles dado la forma definitiva. S 

Más despacio estudia el autor el problema, candente hasta la aparieión del 
Código, de la obligatoriedad de los Decretos Generales fuera de Italia y las islas 
adyacentes. Particularmente analízase el Decreto 3., “Nullus omnino", como 
clave para una recta solución. Bien sabido es que del valor que se diera a los 
Decretos se hacía depender nada menos que la validez o invalidez de la profe- 
sión religiosa. 

Previo un recuento de las razones aducidas por log fautores de las dos sen- 
leneias, opina en favor de los defensores de la obligatoriedad universal, afia- 
diendo nuevas razones, pero distinguiendo, en cuanto a los efectos, la validez y 
la licitud. Según el P. SICARD, los actos contrarios a lo prescrito en los Decretos 
Generales eran inválidos en Italia e islas adyacentes, y simplemente ilícitos en 
lo restante del mundo. Hemos advertido antes que varios puntos de esta diser- 
tación se ven ya encaminados a propugnar el valor universal de los Decretos 
clementinos. Recientemente ha tratado de este asunto el P. ISIDORO CHMIEL., 
O. F. M, en su tesis De Magistro Novitiorum (Augustae Taurinorum, 1953). 
Propugna la sentencia contraria, es decir, la del valor particular de los Decretos, 
y la confirma con argumentos de alguna consideración. 

Por ültimo, se nos ofrece un compendio de las materias contenidas en los 
Deeretos Generales, que han dejado muy sefialada huella en las Constituciones 
de las Ordenes religiosas y en el actual Código de Derecho Canónico. Con razón 
el autor dice, refiriéndose a la obligación que había de leer püblicamente los 
Decretos y a las repetidas veces que los Sumos Pontífices los confirmaron: “Hoy, 
en cambio, no se leen ni ya nadie los urge, pero el Código nos ha sujetado 
a ellos" (p. 67). 

Al fin, considéranse rápidamente los efectos obtenidos por Clemente VIII. 
Muy menguados en Roma; easi nulos en Italia; insignificantes en las demás 
partes, en las que era incierta aún la obligatoriedad de los Decretos. “¿De qué 
dependió este triste resultado? Indudablemente, el excesivo celo y falso método 
del Papa tuvieron mucha parte; pero las huelgas no son únicamente una in- 
vención de nuestros días” (p. 90). De todos modos, la semilla germinó, aunque 
el sembrador no tuviera la suerte de recoger la cosecha. Hoy no es Clemente VIIT 
quien arremete con un ambiente hostil al que entra conminando medidas dis- 
ciplinares, aun so pena de la vida. Hoy son los mismos religiosos, que, con la 
bendición complacida de la Cátedra de Pedro, se reúnen para estudiar por sí 


— 619 — 


Ta 


| jida (Oviedo, 1954). 


BIBLIOGRAFIA 


mismos sus problemas, a fin de responder mejor a su vocación y a su excelsa. 
misión en la Iglesia. Así lo vimos y admiramos en el Congreso de Estados de 
Perfeceión celebrado en Roma en 1950 y así se prosigue viendo y admirando 
en los Congresos naeionales y regionales que van teniendo lugar. 

Breve la disertación que hemos sintetizado, técnicamente correcta, de fáci. 
lectura y, sobre todo, provechosa por las prácticas reflexiones a que se presta. 


Fr. José ABEL SALAZAR, O. R. S. A. 


SOBRE LA PATRIA DE SANTO TORIBIO 
DE MOGROVEJO (*) 


Vieja controversia que renace. El colosal misionero. el glorioso Arzobispo 
de la Ciudad de los Reyes, el ejemplar colegial del Mayor de Santa Cruz, de 
Oviedo; el integérrimo inquisidor de Granada, ¿nació en Mayorga o en Villaque- 
jida? No es extraño que, tratándose una figura tan-excelsa y cuya fama, dema- 
siado oscurecida en el pasado siglo, renace y ya se pone como titular de la Sección 
de Misiones en el ¡Consejo Nacional de Investigaciones Científicas, dos pueblos 
quieran gloriarse de ser sus paisanos: Mayorga y Villaquejida, distantes entre 
sí pocos kilómetros, y con familia del gran Santo en ambos: la madre, de Vi- 
llaquejida; el padre, de Mayorga. 3 

A pesar de la documentación y entusiasmo con que el licenciado REDONDO 
CABEZAS en este libro defiende la tesis de Villaquejida, quizá no haya resuelto 
aún la controversia que un erudito autor del xvi, el famoso GUERRERO—autor 
del libro El Fénix de las Becas, en el que se describen las fiestas de la canoni- 
zación de Santo Toribio que hizo en Salamanea el Colegio Mayor de Oviedo, y, 
además, tiene una amplia biografía del Santo colegial—establece con estas 
palabras: 

"Mayorga le hace suyo; Villaquejida le pretende." 

Esta pretensión es la que nueva y más ampliamente que hasta ahora defiende 
el licenciado REDONDO. | 

Hay argumentos de tradición y !os hay documentales. 

En la tradición bien pudieran equipararse Mayorga y Villaquejida. 

Los documentales de mayor fuerza se fundan en el expediente o información 
que el licenciado Laguna, colegial de Oviedo, realizó en Mayorga y en Villaque- 
jida el año 1570. Esta información, repetidas veces utilizada, a primera vista 
parece indudablemente apodictica. Allí se copia la partida de bautismo de 
Villaquejida; allí hemos visto testimonios tan expresivos como los del físico 
que en Villaquejida asistió a la madre de la parturiente, el de la mujercita que 
afirma haber estado presente cuando su madre le daba a luz, y otros semejantes. 

Tan elara es la argumentaeión y terminantes los testimonios, que compe- 
tentes y críticos historiadores, como el padre LLORCA, S. J., y el padre BELTRÁN 


—- 


(*) FELICIANO REDONDO CABEZAS: Santo Toribio Alfonso de Mogrovejo, natural de  Viuaque- 
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DE HEREDIA, O. P., ambos actualmente catedráticos en la Universidad Eclesiástica 


de Salamanca, parecen haberse rendido, aunque con cautela, a la defensa del 
E REDONDO. 


El padre BELTRAN DE HEREDIA indiea que desconoce log argumentos que pue- 
den alegar los de Mayorga, y el padre LLorca no ve razón para negar la auten- 
tieidad de la partida de bautismo. 

En este momento de la cuestión, los testimonios de los expedientes, el de 1570 
y otro de 1574, que llaman de Madrid, se equilibran, aunque parece que los tes- 
tigos en favor de Villaquejida hablan con mayor firmeza. 

La partida de bautismo parece estar en oposición al repetido testimonio del 
mismo Santo Toribio, que tanto en el expediente o foma de possión de una heca 
como en el juramento de licenciado se afirma de Mayorga. En las actas de 
beatificación y canonización, y en los historiadores más concienzudos, y de 
quienes los demás casi en todo dependen, como LEÓN PINELO y GUERRERO, que, 
además, tuvieron en Salamanca a su disposición el archivo del Colegio y lo 
eonsultaron, se quedan con la naturaleza de Mayorga. 

Los de Villaquejida resuelven esta antinomia de afirmaciones y testimonios 
diciendo que, por haber pasado la mayor parte de su infancia en Mayorga y ser 
esta villa más principal, se formó la opinión de ser de ella el Santo. 


Los de Mayorga—además de alegar las afirmaciones del mismo Santo, las de 
sus mejores historiadores y los testimonios favorables—tienen que resolver la 
grave dificultad de la partida de bautismo y los testimonios tan categóricos y 
presenciales del expediente de 1570. 


Y aquí entran hipótesis y canonistas. Yo no me atreví a indicar, como orien- 
tación de solución, la de que el expediente pudo ser amafiado, y la partida—hoy 
no existe la original—, falsificada. Y hasta me atreví a suponer el posible autor: 
un gran canonista, catedrático en Coimbra y en Salamanca, Doctoral de esta 
Catedral y tío y patrocinador de Santo Toribio. 


Las falsificaciones de partidas en expedientes de nobleza, de sucesión y de 
otros intereses son frecuentes en aquella época. 

Aquí la pudo haber para lograr que Santo Toribio obtuviera beca en el Co- 
legio de Santa Cruz, de Oviedo. En aquellos días, Mayorga era del Obispado de 
León; Villaquejida (a cuatro leguas de Mayorga) era del Obispado de Oviedo. 
Ahora bien, los de la diócesis de Oviedo tenían, segün los estatutos del Colegio, 
derecho a dos becas permanentes y, “coeteris paribus", preferencia en las de 
oposición. 

Por consiguiente, pudieran ser tales las cireunstaneias, que necesitara Santo 
Toribio ser de la diócesis de Oviedo para ingresar en el Colegio. No se crea que 
esto era cosa baladí y que no pudiera inspirar la tentación de falsificar una 
partida y amafiar un expediente. La beca daba la solución económica de los 
estudios, el nono; de ser colegial mayor, el apoyo de los colegiales salidos para 
“hacer carrera", que ciertamente le valió a Santo Toribio, y la estancia en el 
Colegio thientras no se colocara. 

"Eran los Colegios—dice GuERRERO—ilustrisimas comunidades, nobles se- 
minarios de virtud, padres fecundisimos de grandes ministros, castillos roque- 
ros de los que han salido gran nümero de varones excelentes en todas clases de 


letras. ; Valía la pena ser colegial!” 
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Esperemos un poco para tener nuevos datos en esta difícil controversia, que 
el licenciado Reponpo ha llevado con tanta serenidad, erudición y entusiasmo. 
El doctor RoDrÍGUEZ VALENCIA tiene ya en prensa los volúmenes que le publica 
el Consejo Superior de Investigaciones Científicas sobre Santo Toribio. Recien- 
temente, en un artículo de la “Gaceta Regional”, de Salamanca, se inclina a mi 
hipótesis y habla de “tongo”. . 


José ARTERO 


INDICE DE CAUSAS DE BEATIFICACION 
Y CANONIZACION (*) 


La Sagrada Congregación de Ritos, a la que la Iglesia nuestra Madre encarga 
el difícil estudio de los prudentes y detallados procesos que tienen por objete 
elevar a los altares a aquellos de sus hijos que, con sus virtudes en grado he- 
roico, se hicieron acreedores a tal dignidad, acaba de publicar, por séptima vez, 
la situación en que se hallan los procesos que penden ante su altísima jurisdie- 
ción. Ciertamente que, ante el concepto que a todos parece dominarnos de que 
la santidad apenas se ha dado o, cuando más, se refiere a personajes medievales, 


conforta ver esa multitud de seres que, en su inmensa mayoría en tiempos mo- . 


"dernos, han hecho méritos para que la Iglesia se ocupe de sus virtudes en grade 
lleguen a ello, admirar las innegables dotes sobrenaturales que los adornaron. 
Ciertamente que entre esta larguísima lista predominan los religiosos (cosa 
que no es de extrañar, aunque haya el caso de la santísima Orden Cartujana, que 
lleva el desprendimiento de los honores aun sobrenaturales a no hacer gestión 
alguna para glorificar a sus hijos); pero no faltan los sacerdotes seculares y los 
seglares de ambos sexos que figuran en ese católogo de toda nación, estado, edad 
y condición que la Iglesia considera dignos de estudiar sus virtudes para su 
. glorificación. 

Vamos a clasificar, en primer lugar, esos procesos, según la división natural 
que llevan ya en el título: de canonización y de beatificación. El número de los 
bienaventurados que figuran en el Index es de 63; el de los Siervos de Dios, 
3.393, sin incluir Jos mártires designados como compañeros sin dar nombres ni 
números e incluyendo algún duplicado: v. gr., en la página 56, mártir Siervo de 
Dios Diego de Sanvictores, sacerdote, profeso de la Compañía de Jesús, mar- 


(*) SACRA RITUUM CONGREGATIO; Index ac status causarum beatificationis servorum Dei et 
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Manila) y natural del de Toledo. De esos siervos de Dios son Venerables 221. Los 
procesos de mártires (ignoramos el nümero de Siervos de Dios que comprenden, 
ya que, como hemos dicho, muchísimos afectan a compañeros) son 86. 

Los procesos por la vía extraordinaria de confirmación de culto son 18, sien- 
do, por lo tanto, todos los demás por la vía ordinaria de “non cultu". Hay igual- 
mente 13 beatos, confirmados por vía extraordinaria, cuyo proceso de canoniza- 
ción se continua actualmente. 

Respecto a las fechas de fallecimiento de los Beatos y Siervos de Dios, vamos 
& limitarnos a agruparlas por siglos. Son así: 


Del siglo X] o pee e eros DEA 1 
WESSON OAL eoo E ERE Eee n 1 
DP STOO ETIN at SE A es Ne 12 
Del silos XV am EE TR ai decus 12 
Deleg VEE EU LA M 14 
Detiene X igure morer ael Ne sex 36 
Delon XV TRE os Erro aci EC E: 172 
delirio VL EL pd oes ties RES cine RE gii 145 
[Dal SSI RTE Sadoc? rox. uS 346 
IESO AA se Nes eeepc O Monat se 263 


Sin contar los ya advertidos compañeros, y algunos a los que no les marca 
la fecha de su muerte: v. gr., la M. Margarita María López de Maturana. 

En cuanto a erratas, sólo notamos las inevitables, aun cuando nos choca lla- 
men Viuda a la Beata Vicenta María López Vicuña, Fundadora de las Hijas de 
María Inmaculada para el Servicio Doméstico, que es Virgen, y llamar igual- 
mente Viuda a Isabel Lesseur, de la que tenemos entendido que, después de su 
muerte, consiguió la conversión de su viudo. De todas maneras, algo muy intere- 
sante para formarse una idea de cómo procede la Iglesia para glorificar a sus 
hijos. 


José M* FERNANDEZ DE RETANA 


LA DUDA EN DERECHO CANONICO (*) 


Para moralistas y juristas la duda ofrece graves problemas. Ambos planos 


—el de la teología moral, el de la jurisprudencia eclesiástica—son distintos, pero 
entrañan interferencias no fácilmente desligables. La duda moral, en cuanto pro- . 


voca una suspensión del dictamen que debe formular la conciencia en un caso 
concreto, cuando es necesario obrar, lleva consigo la complicación de una paz 
espiritual que hay que mantener en pie para el desarrollo de la vida cristiana 
y aun para la conservación de la misma. La duda jurídica, aunque en una di- 


Tome à i 
(*) R. Viau, S. T. L., J. C. D.: Doubt in Canon Law. A Historical Synopsis and a Commen- 
tary. The Catholic University of America. Canon Law Studies, n. 346, un vol. 15 X 22, 


Dp. VIII-117. 
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mension más limitada y extrinseca, puede acarrear la invalidez o la irritación 
de un acto jurídico. 


Problema antiguo en moral, problema antiguo en jurisprudencia. Problema, 
en suma, humano, dada la radical finitud de nuestro ser, de nuestro conocer, 


. Para resolver la duda moral los tratadistas proponen una triple vía: vía di- 
recta, deponiendo la duda a base de la investigación o la consulta hasta llegar 
a la certeza moral; vía indirecta, recurriendo a los llamados principios indirec- 
tos o reflejos, que son normas generales verdaderas y claras en sí mismas, pero 
que no dan de lleno en la cuestión planteada; sin embargo, reflejan indirecta- 
mente su luz sobre la obscuridad de la duda práctica y, de momento, son sufi- 
cientes para esclarecerla. De aquí han nacido los diversos sistemas morales. se- 
gün insistan en uno 0 en otro de estos principios reflejos, como el probabilismo, 
el probabiliorismo, ete. Finalmente, si por ninguno de los dos caminos antedichos 
se llega a la certeza moral, dado que no sea licito obrar con duda positiva, se 
recurre a la tercera vía: el tuciorismo, que consiste en elegir la parte más se- 
gura, con tal que ésta incluya la sumisión a la ley y excluya el peligro de pecar. 

En cuanto al problema jurídico es primordial la distinción entre duda d? 
derecho y duda de hecho; la primera tiene lugar cuando se duda de la existen- 
cia, sentido o extensión de una ley; la segunda, cuando se duda de si tal o cual 
hecho, dadas sus circunstancias, se halla dentro de una ley (efr. C. J. C., can. 15). 
También se debe tener siempre en cuenta la división de las leyes en irritantes 
e inhabilitantes (can. 10). 

Sobre la *duda en Derecho Canónico" ha publicado recientemente su tesis 
doctoral - ROGER Vrau, sacerdote de la diócesis de Springfield, Massachusetts 
(U. S. A.), una más de la interesante serie de “Canon Law Studies" de la Uni- 
versidad Católica de Wáshington. El autor, bien equipado de saberes escolásti- 
cos, adquiridos en Montreal y Quebec (Canadá), acomete un vasto campo de tra- 
bajo con valentía y perspicacia. Claro está, demasiado ancho para poderlo re- 
correr todo, ni mucho menos penetrar. Pero lo sustancial, sí. 

Después de unas nociones previas sobre la naturaleza y especies de la duda, 
nos ofrece, en una primera parte, una sinopsis histórica del tema, que se limita 
a estudiar la “duda” en el Corpus Juris Canonici (pp. 7-35), en Suárez (pp. 36- 
43) y en San Alfonso María de Ligorio (pp. 44-53). Ha elegido tres casos típicos, 
sintomáticos, pero sin discernir suficientemente entre el moralista y el jurista. 
Por otra parte, esa visión panorámica es muy limitada, quizá muy apresurada. 

La segunda parte está dedicada al estudio del canon 15, exponiendo en sendos 
capítulo el dubium juris (pp. 55-85) y el dubium facti (pp. 86-104). Como resu- 
men de toda su exposición múltiple—ya que la tesis es ambivalente: histórica 


y doctrinal—valgan las conclusiones a que el Revdo. Vrau llega, sin que inten- 
temos prejuzgarlas: 


1^ La doctrina, tal cual se encuentra en el Corpus Juris Canonici y en los 
Decrelalistas, no es, en definitiva, un tratado orgánico y sistemático de la duda 
en Derecho canónieo. No obstante, contiene los elementos que eondujeron a la 
elaboración de la actual legislación. 


2. En la solución medieval de los casos afectados de duda prevaleció e! 
tuciorismo, salvo algunos casos excepcionales. 
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3. Postulando los juristas medievales la elaridad como un elemento en De- 
recho y reconociendo sólo un minimum de obligación para la ley dudosa, sin 
embargo no destituyeron a ésta totalmente de carácter obligatorio. 

4^ La duda de derecho y la duda de hecho, segün las expone el canon 15, 
han de entenderse como referidas únicamente a leyes eclesiásticas y a obliga- 
ciones inherentes a las mismas. 

5.* El concepto del dubium. juris afecta no tan sólo a la existencia, sentido 
y alcance de una ley eclesiástica, sino también a su vigencia, o a la “permanence 
of such a law”. 

6.* Respecto a la irritación o invalidación, o a una ley meramente penal, 
siempre es esencial determinar si la duda afecta a la estructura integral de la 
ley o solamente se refiere a una parte de la misma. En el último caso, el área 
que claramente aparece exenta de duda retiene toda su eficacia de ley. 

72 La legislación concerniente a la duda de hecho está basada en el prin- 
cipio de que la ley es una verdadera norma legal y como tal es portadora de 
fuerza obligatoria. Por consiguiente, de aquí se sigue que para asegurar con 
certeza la legitimidad y quizá también la validez de los actos jurídicos afectados 
habrá que acudir a una dispensa en tales coyunturas. 

Sin ser ninguna obra maestra, la obrita de Vrau es muy interesante y clara. 
La bibliografía, selecta; la impresión y la calidad del papel, inmejorables; los 
índices acostumbrados en trabajos de esta indole, muy cuidados. Hasta nos ofrece 
una ficha biográfica del autor (p. 113). Indudablemente, es un librito que por 
muchos motivos externos e internos (tema, estructura, claridad de estilo, niti- 
dez de tipografía, color tostado del papel) nos invita a una lectura tranquila, 
fácil, fructuosa. 


Fr. ALVARO HUERGA, O. P. 
Profesor de Teología Moral. Granada. 


CODIGO DE DEONTOLOGIA JURIDICA (*) 


De novedad podemos calificar la reciente publicación de don ALEJANDRO 
MARTÍNEZ GIL, con la colaboración de un nutrido grupo de eminentes juristas. Es 
un acierto el nombre: Código de Deontología Jurídica. En este pequeño libro se 
recogen, en síntesis suprema, en 197 artículos, los principios elementales de 
Moral y la Moral de los profesionales jurídicos. 

Precede a la obra un valioso prólogo del excelentísimo sefior don José Castar 
Tobefias, Presidente del Tribunal Supremo, muy ponderado y objetivo, sobre la 
urgencia de preocupar a los jurídicos por los deberes morales, “por los que 
muestran escasa o nula preocupación", y sobre la necesidad de Cátedras de Mo- 
ral en las Facultades de Derecho. u^ 

El Código presenta un primer libro, en el que, en 96 articulos y en 30 pági- 
nas, se intenta un resumen de “Principios Generales de Moral”. En el segundo 
libro, en 30 páginas y 107 artículos, se compendia la “Moral de los Profesionales 


(*) Código de Deontologia Juridica, por ALEJANDRO MARTÍNEZ GIL, Pbro., con la colabora- 
ción de un grupo de juristas (Madrid, P. Y. L. S. A., 1954). 
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Jurídicos". Completan el libro dieciséis apéndices, los trece primeros expliea- 
ción breve de artículos de más dificultad, y una alocución de Pío XII, de máximo 
interés para los profesionales del Derecho. 

El intento es atrevido; son inevitables las lagunas y las imprecisiones, en 
; gracia de la síntesis. 
eet Creemos que el libro aleanzará su objetivo: despertar en los jurídicos el in- 
tota terés por los problemas deontológicos de su noble profesión. Es de esperar que, 
5, en ansias de más saber, no se contentarán con eonocer un brevísimo Código, 
dias sino que se lanzarán, en busca de soluciones razonadas, al estudio de obras 
completas. 
O Felicitamos al autor y a sus colaboradores; pero nos atrevemos a pedirles que 
Pi no se contenten con el bien logrado. Los hombres de Leyes necesitan una Deon- 
ES tología Jurídica completa, amplia y razonada y, por lo que a nuestra Patria se 
NE refiere, adaptada a nuestra legislación y costumbres. 
Mie Nadie mejor que el autor del Código que reseñamos, con tan valioso grupo 
I ox de juristas colaboradores, para resolver tan urgente necesidad. 
x - Poco puede esperarse de un abogado que no conozca más que la letra del 
Código Civil, nada del canonista que se hubiere limitado a leer el Codex J. C. y 
otro tanto por lo que se refiere a otros eódigos. Muy ütil que los juristas tengan 
a mano y lean este Código de Deontología; pero en su biblioteca necesitan un 
amplio comentario del articulado del mismo. 

Unos índices completísimos avalan la obra. 

Tipográficamente está muy bien presentada, tamaño de bolsillo y encuader- 
nada en tela. Su precio son 35 pesetas. 


JUAN SANCHEZ MARTIN 


Catedrático de la Pontificia Universidad 
Eclesiástica de Salamanca 


| EL CONCORDATO ESPAKOL (*) 


Bajo el titulo de El Concordato español de 1953 publica el eminente catedrá- 
tico de la Universidad y Director del Colegio Mayor de San Pablo, de Madrid, don 
Isiporo MARTÍN, una conferencia que, con anterioridad a su publicación, pronun- 
= Ció en el expresado centro universitario. 

En breves páginas expone de una manera concisa y sistemática todo el sis- 
tema concordatario español, enjuiciado con el más sano criterio de ortodoxia 
y con una clara visión de la realidad religiosa de Espafia. 
Divide la materia en siete capítulos o apartados, en los cuales expone bre- 
 vemente las diversas situaciones por las que pasó la Iglesia española en los acia- 
gos siglos del canonismo regalista, y analiza cada uno de los artículos del actual 
. Concordato. 
_ Con mucho acierto asocia su autor las diversas materias diseminadas a tra- 
| vés de todo el Concordato, en torno a las tres cualidades que comúnmente se le. 


EC 


(*) ISIDORO (MARTÍN: El Concordato español de 1953 (Madrid, 1953), 54 pp. 
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atribuyen al mismo: a) completo; b) íntegro o de tesis, como él atinadamente le 
ilama; y c) amistoso. 

Muy de elogiar son los comentarios que hace el articulado del Concordato, 
pero de un modo especial en los que se refieren a la confesionalidad del Estado 
y enseñanza religiosa. En el primero sobre eonfesionalidad del Estado y toleran- 
cia religiosa, problemas hartamente manoseados por lenguas y plumas extran- 
jeras, después de hacerse eco de estas corrientes exóticas, recoge con acendrado 
criterio canónieo la doctrina tradicional de la Iglesia y las más recientes mani- 
festaciones y comentarios sobre dicha materia. 

En cuanto a la ensefianza, saliéndose de los viejos cauces del centralismo 
estatal, tan arraigado en la mentalidad espafiola, acaso como restos del liberalis- 
mo, senala el punto de la ensefianza estipulado en el Concordato como uno de 
los problemas que superan la mentalidad del ciudadano español de tipo medio, 
juzgando que el Estado, al pactar dichas materias, ha cumplido con su deber, 
intentando, de este modo, crear una mentalidad católica que venga a sustituir 
los viejos principios ideológicos. 

Cierra su folleto con un juieio del Concordato, en el que, después de paten- 
tizar la importancia del mismo, recoge las impresiones que en el extranjero y 
aun en algunos circulos espanoies produjo su ratificación, las cuales no dejan 
de ser curiosas e interesantes no tanto por la solidez de las mismas, cuanto por 
su disconformidad antagónica. 

Es, en suma, este folleto un comentario al Concordato español, en el que, 
como antes indicaba, su autor recoge y sintetiza toda la doctrina concordataria 
española, sistematizada y comentada con un certero criterio, eminentemente ca- 
tólico, y con una visión muy clara de la situación religiosa de España. 


Lic. Juan PEREZ ALHAMA 


LAS LEYES DE INDIAS Y EL DERECHO 
ECLESIASTICO (*) 


Se trata de una tesis presentada para el grado de Doctor en Derecho Canó- 
nico por la Pontificia Universidad Gregoriana de Roma—con el examen y la 
aprobación correspondiente, según consta en la página 4 con la firma de los 
prestigiosos profesores PP. Miguel Mostaza y Juan M. Restrepo, S. J. (11 mar- 
ZO 1941)—; obra que, además, forma parte de la Sección de Publicaciones de ia 
Universidad Católica Bolivariana. Reprodücese asimismo, en la solapa interior 
de la portada, la parte fundamental del informe oficial téenico, totalmente fa- 
vorable al trabajo en su aspecto histórico, que el presidente de la Academia 
Nacional de Historia de Colombia, don Daniel Ortega Ricaurte, emitió con fecha 
del 31 de julio de 1941 a petición del Ministro de Relaciones Exteriores. Tal 


IA 


2 A E, À m é- 
+) ¡(Gómez Hoyos, RAFAEL (Pbro.): Las Leyes de Indias y el Derecho Eclesidstico en la 
* ano e islas Filipinas. Medellin, Colombia (Ediciones Universidad Católica Bolivariana), 


1945, 260 pp. 
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amparo y padrinazgo garantizan ya, con su solo nombre, el singular valor de 
este hermoso trabajo de investigación. 

¡Lástima que no puedan tributarse parecidas aprobaciones y elogios a la pre- 
sentación tipográfica del libro, lamentablemente descuidada! Pues pasan de ca- 
suales las repetidas faltas que en ese orden afean continuamente las páginas del 
libro, impreso por una Editorial que lleva precisamente el nombre magnificents 
de Granamérica. He podido anotar enrevesadas trasposiciones de líneas en las 
páginas 37, 67, 73, 138, 197 (véase también la página 200), no faltando tampoco 
de tipos por lo que se refiere justamente a fechas en las páginas 75, 85 y 96; 
hay también omisiones de líneas en las páginas 78, 89, 201 y 234, mientras en 
esta última ocurre, además, así como en la página 217, el fenómeno contrario de 
repetición. Sin entrar a concretar aquí otras numerosas erratas de diverso gé- 
nero, se reitera en las notas, hasta la saciedad, la de Rózpite por Rózpide, v. gr., 
en las páginas 112, 122, 144, 145, etc., etc., y 1 c. por I. c.; por ejemplo, en las pági- 
nas 133, 134, 180, 192, 199, etc., etc., etc. En este mismo capítulo de faltas se 
tropieza con algunas erratas en las que el cambio de una sílaba.o de una sola 
letra tiene mayor trascendencia, porque cambia la substancia o el significado 
de la palabra, como, por ejemplo, amantes en lugar de amentes (pág. 79), espe- 
cies por especiales (pág. 121), reyes en vez de vtrreyes (pág. 143). 

No carece tampoco de inconveniente el dejar de distinguir con diversos gé- 
neros de tipos las palabras, en una misma línea seguida, de un texto en caste- 
llano con las de un texto o un aforismo en latín, lo que ocurre demasiado fre- 
cuentemente. Resulta asimismo desagradable tropezar tantas veces con faltas 
gramaticales, especialmente en citas latinas. 


Entre la mayoría de estos fallos, que habrán de cargarse a la cuenta de los 
tipógrafos y correctores, hay alguno del que es responsable sin duda el propio 
autor, como al hacer dominico (p. 34) al célebre historiador franciscano Fray 
Jerónimo de Mendieta. 


Por lo que respecta a la bibliografía, no observa regularidad en el uso de 
siglas para designar la Orden o Congregación de autores religiosos, ya que, al 
paso que la llevan la mayor parte de los jesuítas citados, no se encuentra sino 
en tres franciscanos, un dominico y un verbita; algunas publicaciones aparecen 
sin el dato, bien interesante, del año de su publicación, y al tratarse de revistas, 
se prescinde también del lugar de su edición; no cita, entre estas últimas, “¡Ar- 
chivo Ibero-Americano”, importante por sus valiosos y variados estudios acerca 
de la evangelización de América y que ciertamente existe en las bibliotecas de 
la Facultad de Misionología de la Universidad Gregoriana y de la Embajada es- 
pañola ante la Santa Sede; así también se echan de menos en la lista de Autores 
‘y obras consultadas (pp. 7-14) fichas interesantes, como la de don GUILLERMO 
QUIROGA, Los orígenes del Patronato real sobre la Iglesia de Nueva España..., y 
la de don SERGIO MÉNDEZ, Primer siglo del Episcopado de la América Española 
y Filipinas, y la del P. Matías GÓMEZ ZAMORA, O. P., Regio Patronato español e 
indiano, que no deja, sin embargo, de citar en el cuerpo de la obra. | 

Es asimismo cosa extraña que sólo presente la edición italiana de la obra 
original en castellano de RAFAEL ALTAMIRA, Historia de la civilización española. 


y que no nombre la traducción española publicada en Méjico de La Conquête 
spirituelle du Mexique, de ROBERTO RICARD. 
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Pero, salvados estos defectos, interesa destacar algunos de los méritos de fon- 
do que encierra este notable trabajo de síntesis al propio tiempo que de análisis 
de carácter jurídico-histórico sobre las instituciones cívico-eclesiásticas de His- 
panoamérica en la fundación y organización de la Iglesia, según es propósito 
razonado del autor (cfr. pp. 15 y 218). 

El plan general de la tesis satisface por su acierto. 

En su parte I (pp. 19-68) estudia los Fundamentos canónicos de las Leyes 
de Indias, a través de sus tres capítulos sobre las Primeras concesiones pontifi- 
cias (pp. 21-32), El Vicariato real—regio sería, creo, denominación más apro- 
piada—(pp. 32-58) y las Leyes eclesidsticas en la recopilación de Indias (pá- 
ginas 58-67). Tan básicos y, en buena parte, complicados temas son tratados eon 
orden y claridad, ponderado y sano criterio, tanto desde el punto de vista histó- 
rico como canónico. Quizá hubiera estado bien, en las páginas 27-28, una expli- 
cación más detenida y circunstanciada del contenido de las bulas y documentos 
pontificios que dieron origen al Padroado portugués ultramarino, aun cuando 
viene a quedar reflejado en los varios párrafos dedicados al Patronato españoi 
de Indias (pp. 23-32). 

La II parte, sobre la Evangelización o fundación de la Iglesia en la Hispani- 
dad (pp. 69-174), va presentando las etapas y provisiones legales y las insti- 
tuciones políticas que prepararon y coadyuvaron a la conversión de los indios 
al cristianismo. El capítulo I habla de los títulos legítimos de La conquista se- 
nalados por los grandes teólogos-juristas españoles de los siglos XVI y XVII v 
subraya cómo fueron recogidos en el Código de Indias al propio tiempo que se 
iba comprobando su gradual progresiva más fiel observancia por parte de los 
descubridores, conquistadores, pacificadores y pobladores enviados por los reyes 
de Espafia (pp. 71-100). En el capítulo IT resume la doctrina sobre La libertad 
de la conversión y la aplicación que encontraron dichos principios teológico-ju- 
rídicos en la “Recopilación de leyes de los Reynos de Indias” (pp. 101-111). 
En el capítulo III—Leyes contra el paganismo—se incluyen temas tan intere- 
santes como el de los poderes de los príncipes cristianos respecto a los ritos 
paganos de sus súbditos y el de la conservación de usos y leyes indígenas no 
contrarios a la Fe católica (pp. 112-124), principio este último que a algunos 
parece un descubrimiento de los misionólogos contemporáneos extranjeros, sien- 
do como es un método practicado por los misioneros, más o menos, en todas las 
épocas de la Iglesia y que tan ejemplar realización tuvo en la obra de cristiani- 
zación de Hispanoamérica y Filipinas. Abórdase en el capítulo IV un asunto de 
perenne actualidad en la historia política del mundo y que tan cristiana y pro- 


- vidente solución halló en el Código español-indiano al asegurar la Libertad y 


buen tratamiento de los indios aun como medio de conversión (pp. 124-134), 
ordenaciones que no dejaron de obedecer, bien que no fuera con total y cons- 
tante exactitud, “y el exigirlo—añade el doctor Gómez Hovos—equivale punto 
menos que a pretender un imposible moral” (pp. 134). En el capítulo V estudia 
las Instituciones políticas encargadas de velar por la evangelización (pp. 134- 
147) y traza, en el párrafo 1.°, una elogiosa semblanza del Supremo y Real Con- 


sejo de Indias, pasando revista en los tres siguientes a la acción de las Reale: 


‘Audiencias, de los virreyes y de los gobernantes y oficiales reales. El capítu- 
lo VI está dedicado a esclarecer La encomienda en su aspecto religioso (pági- | 
nas 147-161) y termina su estudio, serio y desapasionado, con la afirmación de 
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que “no se les podría negar a los eneomenderos algün relativo mérito en la obra 
eristianizadora de los indígenas" (p. 165). El capitulo VII hace una bella re- 
seña jurídica de las Reducciones, al tiempo de describir la Formactón soctal y 
política del indio para disponerlo a la conversión (pp. 161-173). DICA 

Organización de la Iglesia es el tfulo que lleva la parte III (pp. 175-250). 
Su capitulo I viene a ser un tratado canónico completo de la Organizacion pa- 
rroquial (pp. 177-200), en el que, tras explicar la fundación y evolución jurí- 
dica de las Doctrinas hacia su término normal de Parroquias, decide su clara 
condición de beneficio eclesiástico (pp. 198-200) y ofrece datos altamente ejem- 
plares, extractados de la Recopilación y de los Concilios, etc., sobre el número 
de fieles de que habían de constar las Doctrinas, sobre la Comunión y el pre- 
cepto de la Misa, la música como medio de apostolado y la curiosa institución 
de los llamados fiscales de indios, oficiales cívico-religiosos que en las moder- 
nas Misiones se identifican, en cuanto a su aspecto religioso, con los beneméritos 
auxiliares seglares reconocidos con el nombre de catequistas. Hallan cabida en 


el capítulo II—Organizaciôn Diocesana—(pp. 200-231) temas de la mayor im- 


portancia, cual el de la división de las diócesis, nombramiento y actuación de 
los Obispos tanto en su primordial función misionera como frente a las autori- 
dades civiles, sobre todo ante las inevitables interferencias a que daban lugar 
diversas disposiciones e interpretaciones sobre el Patronato regio más allá de 
sus justos límites, en contradicción con los Cánones (1), así como los que se 
refieren a los Cabildos eclesiásticos, catedrales y culto litúrgico. Sugerencia, por 
demás interesante, es la de la ley 1.* del título 11 en el libro I de la Recopilación, 
que facilitaba y estimulaba la actividad misionera de los canónigos “devengan- 
de los emolumentos como si estuvieran presentes” en la catedral (p. 215). Los 
tres párrafos finales del capítulo tocan nuevos asuntos de subido interés al re- 
ferirse a los religiosos (2) y clérigos, a los Concilios provinciales y Sinodns 
“que han causado la admiración por la oportunidad, sabiduría y novedad de sus 
leyes".(3), y al problema de los diezmos en el apartado dedicado a los bienes 
eclesiásticos. El capítulo III—La educación en América y Filipinas — (pp. 231- 
243) disipa falsos dogmas, tejidos por la “leyenda negra” contra la Iglesia y 
España, con la simple enunciación de las realizaciones conseguidas por los mi- 
sioneros, conforme a la letra y al espíritu de las Leyes de Indias, tanto en el 
terreno de la enseñanza primaria y secundaria como en el de la universitaria, 
donde puede gloriarse de contar a fines del siglo XVIII con 19 Universidades—in- 
cluída la de Manila—. No falta en estas páginas alguna que otra gota de sano 


humorismo para responder a la maliciosa e ignorante “leyenda negra”, que 


trata de destruir esta incontrovertible apología de la conquista espiritual del 
Nuevo Mundo (cfr. p. 235 y nota 4, p. 237 y nota 5, p. 240 y nota 3). Con el 


. (1) ‘Caso notable es el que resalta el autor en la página 212 sobre cómo un derecho particular 
de la Iglesia católica en Hispanoamérica y Filipinas, por el que dos sentencias conformes en 
juicios eclesiásticos tuvieran autoridad de declarar sin más “res judicata”, fué recogido por el 
Código de Derecho Canónico para toda la Iglesia en los cánones 1.594 y 4.902. 

(3) En Méjico, por ejemplo, había “al finalizar el Siglo XVI más de 1.500 religiosos perte- 
eek olay tres órdenes antiguas, y al principiar el siglo XVIII el número total pasaba de 

5 (p. E 


(3) Pág. 225, donde se refiere al testimonio de Mons. Gaetano Baluffi: L'America un tempo 
spagnola riguardata sotto l'aspetto reli 
(Ancona, 1845), 2 vols., en el W, p. 45. 
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título Defensa de la Fe habla el capítulo IV, con solidez y mesura, del Santo 
Oficio de la Inquisición, de las leyes penales promulgadas contra los delitos re- 
ligiosos y la prohibición de libros, que hacía prevenir la solicitud paternal, de 
las autoridades aun acerca de la propaganda, entre los indios, de novelas y ii- 
bros de caballerías (Recopilación, libro I, tit. 24, ley 4). 

Aprovechando la circunstancia del Año Mariano— dentro del cual aun nos 
encontramos—bien estará el poner de relieve aquí el solemne reconocimiento 
oficial del Patrocinio de María sobre los reinos de Espafia y especialmente de 
las Indias, proclamado en la ley 24 del título 1 en el libro I de la Recopilación 
(página 218), y las preseripciones relativas al voto de los graduandos, de las Uni- 
versidades que a ello se hubieran comprometido, de creer y ensefiar la Inmacu- 
lada Concepción de María Santísima y a la obligación de los catedráticos de 
explicar “la cuestión de la pureza de la Serenísima Virgen Nuestra Señora, en 
su Concepción..., sin pecado original en el primer instante de su ser natural” 
(leyes 15 y 44 del título 22 del libro I, en la página 241). 

No se ha referido con mayor detenimiento en esta última parte a la difusión 
de la imprenta (cfr. p. 242, nota 5) y a la labor benéfica de hospitales y demás 
centros de caridad (efr. p. 237, nota 7); como tampoco menciona la iniciativa de 
Fray Juan de Zumárraga de llevar beatas y maestras seglares para la educación 
de las jóvenes indígenas (ibid.) 

En el logrado resumen final que presenta la Conclusión afirma, recogiendo 
un bello y acertado pensamiento de ROBERTO RICARD (4), que “la legislación de 
Indias sobre la conversión de los naturales es una legislación de teólogos” (p. 254) 
ai tanto—añadiría yo —de los problemas que plantea en nuestros mismos días la 
Misionología. Reconoce, igualmente, que “en la parte destinada a la organiza- 
ción eclesiástica” se ha visto obligado a criticar “los graves abusos que coar- 
taban la libertad de la Iglesia", “consecuencia de la excesiva protección acor- 
dada" por el Estado. “La dependencia de là Iglesia indiana del trono espanol 
—añade más adelante (p. 255)—vino a mostrar todos sus inconvenientes en 
el momento de la formación de las naciones americanas", en Ja que no se ha 
de perder de vista cómo dejaron sentir su deletérea influencia, junto con las 
corrientes regalistas exacerbadas en toda Europa a lo largo del siglo XVIII. 
el liberalismo, la masonería y otros elementos fautores del clima no muy or- 
todoxo que envolvió la independencia de América. 

Mas en el actual florecimiento de la idea católica en los Estados hispano- 
americanos—es frase final del autor (p. 255)—, debemos reconocer el fruto 
natural de la obra genial que, a despecho de las imperfecciones humanas, 
realizó la católica España en el Nuevo Mundo”. 


A. CRUZ OMAECHEVARRIA 


(4) “Ninguna colonización ha sido más teológica. Si se tiene razón para decir que la civi- 
lización hispanoamericana del antiguo régimen era una civilización de legistas, hay que apegar 


\ 


al mimo tiempo que era una civilización de teólogos” (en p. 254, citando “la monarquie espag- | 


nole d’ancien regime, Etat missionnaire”, en “Vie Intellectuelle" [1934], julio, p. 128). 
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UN MANUAL BRASILEÑO DE TEOLOGIA PASTORAL (*) 


El eminentísimo Cardenal Barros CAMARA, Arzobispo de Rio de Janeiro, ha 
publicado un compendio de Teología pastoral cuya traduccion italiana ha lle- 
gado a nuestras manos recientemente. Con este libro el ilustre autor une su 
aportación teórico-literaria a la desbordante aclividad pastoral que viene des- 
arrollando desde los primeros afios de su sacerdocio. 

La obra es propiamente lo que su titulo indica: un compendio 0, si se quie- 
re, un libro de texto para las clases de Pastoral de los Seminarios. En conse- 
euencia, no podemos pretender hallar en él una profundidad y amplitud que 
resultarían impropias de una obra de este género. Pero, en cambio, encontramos 
claridad, precisión, concisión y orden que distinguen al buen libro de texto. 

El traductor italiano ha añadido algunos temas para adaptar la obra a las 
necesidades pastorales de la península itálica. 

La obra comprende dos volúmenes, de los que sólo el primero tenemos a 
la vista. Este habla ampliamente de la persona y formación del pastor y se- 
fiala las obligaciones y posibilidades del párroco en lo referente a la catequesis, 
predicación, medios modernos de apostolado y gobierno, individual o colectivo. 
de la feligresía. Para el segundo volumen queda lo que atafie a las relaciones 
del párroco, la iglesia parroquial, administración de la parroquia y toda la 
accion sacramental, moralizadora y espiritual del pastor de almas. ; 

En el primer volumen nos es muy grato sefialar que todo el amplio capí- 
tulo sobre Ja formación ascética del sacerdote sigue paso a paso la ohra es- 
pañola de Teología pastoral del P. NAVAL Y AYERVE, C./M. F. Es interesante 
y nuevo el capítulo sobre la educación física y merece también ser mencio- 
nado el breve capítulo referente a los medios modernos de apostolado, aunque 
nos extraña que al traductor italiano no se le haya ocurrido completarlo con 
unas páginas sobre la televisión, qué está ya en uso en Italia. 

La primera parte del capítulo referente al gobierno individual de los fieles 
nos parece demasiado apriorista y detallista, En cambio, nos agrada la segunda 
parte del mismo capítulo. En ella el eminentísimo Cardenal da acertadas nor- 
mas práetieas sobre la dirección de distintos tipos de personas: jóvenes, hom- 
bres, mujeres, ancianos, religiosas, enfermos, pobres, indiferentes, acatólicos... 
Las cincuenta páginas dedicadas a estos temas pueden ser excelente orienta- 
ción para los futuros sacerdotes. 

La obra del eminentísimo Cardenal termina con la descripción de algunas 
asociaciones parroquiales. Siguen luego más de sesenta páginas del traductor, 


que describe la Acción Católica italiana y otras asociaciones frecuentes en 


Italia. Termina eu volumen con un capítulo *para un mundo mejor", que es 
también del traduetor. 


Luis María DE LARREA, Pbro. 


(*) CARD. BARROS CÁMARA: Compendio di Teologia Pastorale, vol. 1, Roma (Università Gre- 


. goriana), 1953, XII-338 pp. 
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LAS FUENTES CANONICAS DE LA PRIMERA 
PARTIDA DE ALFONSO EL SABIO (*) 


Con ser el Código de las Siete Partidas nuestra más relevante compilación 
antigua de leyes y la más notable del mundo (por no decir la única) en lo 
perteneciente al ius commune, no ha tenido aún el historiador que la estu- 
diara con la seriedad y extensión que reclama a gritos su importancia. Lo 
eual es verdad en todos sus aspectos, pero aün más en el aspecto canónieo, tan 
eonspicuo en la compilación del Rey Sabio. Si exceptuamos dos trabajos debi- 
dos a los PP. BIDAGOR y REGATILLO aparecidos en los volúmenes de “Acta Con- 
gressus Iuridiei Internationalis" (Roma, 1936) y el más extenso de MALDONADO 
sobre las relaciones mutuas del derecho matrimonial contenido en ambas 
eolecciones (“Anuario de Historia del Derecho Español”, 15 [1954], 589 ss.), 
el estudio de las fuentes utilizadas por los redactores de las “Pandectas caste- 
llanas” es todavía una selva virgen. El conocido trabajo de MARTÍNEZ MARINA, 
meritísimo desde otros puntos de vista, presenta fallos muy graves en la parte 
canónica y 'ha inducido a error a los tratadistas posteriores. Aludiendo a este 
desconocimiento de nuestra más famosa colección, pudo escribir GARCÍA GALLO 
(“Anuario de la Historia del Derecho Español”, 21 [1951], Is.) que difícil- 
mente se explica el que sea uno de los menos estudiados y conocidos. 

Por eso es digno de todo encomio el plan del doctor GrMÉNEZ de publicar 
una serie de estudios referentes al tema de las fuentes canónicas de las Par- 
tidas, refiriéndose a tres aspectos fundamentales; fuentes, sistematización e 
instituciones principales. El trabajo que presentamos es el primero de esa 
serie. Se refiere a la primra Partida y representa una primera labor, mece- 
saria como presupuesto para los futuros estudios que el autor nos anuncia 
eon la esperanza de verlos impresos muy pronto. Consiste en un índice com- 
parativo de las leyes canónicas de la primera Partida con el Decreto de GRA- 
CIANO y las Decretales de GREGORIO IX. Después de mostrarnos algunos ejemplos 
en los que, mediante una disposición del texto a dos columnas, podemos apre- 
eiar cómo el Deereto y las Decretales son fuentes directas de la primera 
Partida, el autor nos da en 85 páginas el resultado de su labor comparativa. 
Y si el lector piensa que es poco espacio para tan delicada tarea, le diremos 
que esas páginas no contienen otra cosa que siglas, fruto quintaesenciado de 
un trabajo prolongadísimo. El doctor GIMÉNEZ pone las siglas de cada una de 
las leyes de la primera Partida por su orden y, junto con ellas, las citas del 
Decreto y de las Decretales que son su fuente. Valiéndose de un artificio tipo- 
gráfico, el autor expresa, además, el grado de influencia que los textos del 
Corpus Iuris que cita han tenido en las Partidas. Por los caracteres empleados 
sabemos si se trata de una copia literal o easi literal de una ley canónica, si 
es una traducción libre de la misma, si es un pasaje que contiene las mismas 
ideas o si contiene elementos que, sin ser propiamente la misma doctrina, 
eonviene, sin embargo, llamar la atención sobre él porque suministra datas 
utilizables en el estudio de la ley en cuestión. 


(*) José (GIMÉNEZ v M. DE CARVAJAL: El Decreto y los Decretales, fuentes de la primera Par- 
sida de Alfonso el Sabio. Separata del n. 2 de “Anthologica annua”. Iglesia Nacional Española 


(Roma, 1954), 110 pp., 25 cm. 
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La mera indicación de ese contenido nos excusa—creemos—de elogiar el 
trabajo del autor. Porque, ¿qué elogio se puede añadir cuando se ha dicho 
que el autor ha estudiado minuciosa y pacienzudamente, una tras otra, las 
508 leyes canónicas de la primera Partida (es decir, todas, menos las de los 
títulos primero y segundo, que son introductorios) y que las ha cotejado con 
los 5.891 capítulos que contienen el Decreto y las Decretales? 

Tratándose de páginas de tan complicada composición, no es extraño que 
se hayan escapado algunas erratas, realmente escasas y nunca tales que dejen 
duda sobre la identificación de la eita. Podríase llamar la atención sobre al- 


` guna de ellas de cierta importancia; por ejemplo, en la ley IV, 5, los capítulos 


35 y siguientes de Graciano no llevan indicación ulterior, por lo que podría 
pensarse que se refieren al dictum Gratiani, realmente muy largo, que cons- 
tituye la cita siguiente; más el lector avisado corregirá sin dificultad esta 
omisión refiriendo esos capítulos a la cita anterior, D. 4 de C. De algunos 
capítulos citados en ultimo lugar de las series con tipos mínimos, se podria 
uno preguntar qué elementos ha visto el autor en ellos para aceptarlos como 
fuentes de ley a que se refieren, aun en el sentido amplísimo que viene indicado 
por la pequeñez de los caracteres. Son pequeñísimas motas de un espléndido 
trabajo. 

Réstanos sólo felicitar jubilosamente al autor por su labor y exhortarle 
a que nos dé sin demora los fascículos siguientes anunciados, que colmarán 
el sensible vacio hasta ahora existente en el estudio del más celebrado de 
nuestros cuerpos legales, del que pudo decir De Luca, en su Theatrum (de 
fideicommissis, XIII, 30; de iudicvis, XXXV, 46), que no sólo fué derecho patrio, 
sino, además, fuente del derecho común en el más amplio sentido de derecho 
universal. 


T Ge D: 


REGIMEN JURIDICO DE LAS SOCIEDADES 
ANONIMAS EN ESPANA (*) 


Sabido es que por Ley de 17 de julio de 1951 se reglamentó de nuevo em 
España todo cuanto se refiere al régimen jurídico de las sociedades anónimas. 
La nueva Ley aspiraba a ser completa, pero la extraordinaria complejidad de. 
fenómeno que representan en la sociedad moderna las sociedades anónimas y 
la situación, realmente caótica, en que se encontraba la legislación anterior 
referente a ellas, obligó a aplicar un emoliente a la rigidez del prineipio de 


exclusividad de la nueva Ley. Esto, si hizo mucho más suave la transición de 


* 


la anterior reglamentación à la actual, tuvo, sin embargo, el inconveniente de 
producir lógicas dudas e incertidumbres acerca de la subsistencia de algunas 


(*) ANTONIO MASEDA Bouso: Régimen juridico de las sociedades anónima | 

en ok È s en E'spafia. 
Compilación de disposiciones vigentes y jurisprudencia. (Madrid, Editorial Reus, 1952). Dos 
volümenes de XXV + 500 + XIX páginas + 1 hoja de erratas en el primer volumen y 1 


hoja + las páginas 501-1.288 + 1 hoja con las erratas en el segundo volumen. Precio de los 


. dos volúmenes, 240 pesetas. 
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disposiciones. Para obviarlas en lo posible el insigne Registrador de la Pro- 
piedad, de Santander, don AnToNIo MASEDA Bouso ha recogido-en dos volüme- 
nes todas las disposiciones vigentes y la jurisprudencia. 

No hace falta decir a nuestros lectores el trabajo, oscuro, pesado, falto de 
brilantez que esta clase de recopilaciones, si han de hacerse bien, suponen. 
Por nuestra parte diremos que la recopilaeión a que nos estamos refiriendo 
está muy bien hecha. Ya el mismo volumen de la obra, que une a su impre- 
sionante numero de páginas (1.288) un tipo de letra particularmente denso y 
apretado, nos lo indica. Pero es que, además, la obra presenta unos completos 
Índices: eronológieo, por materias y sistemático, elaborados a conciencia y que 
permiten el rápido hallazgo de la disposición buscada. 

Felicitamos al autor por este trabajo, a la vez que deseamos ver aplicada 
pronto su ciencia jurídiea y su laboriosidad a otras muchas materias simila- 
res en el campo de nuestra abundante legislación civil espafiola. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA - 


NUEVA EDICION DEL * TRATADO MATRIMONIAL”, 
DE ELOY MONTERO (*) 


Si la rapidez con que se agotan las ediciones de una obra es siempre sin- 
tomática, he aquí una que por seis veces ha sido necesario reeditar. Creemos 


totalmente innecesario referirnos a ia personalidad señera del autor, conocido | 


en los medios jurídicos, y aun fuera de ellos, aquende y allende las fronteras, 
como uno de los más destacados cultivadores de la ciencia canónica, así como 
su numerosa produeción bibliográfiea y en particular el libro a que, en su 
reciente edición, nos referimos, que no vacilamos en destacar como el más 
acabado y por ello mismo el que mayor éxito ha aleanzado del meritfsimo 
catedrático de la Universidad de Madrid. 

Por ello sinceramente creemos deberíamos poner aquí punto final a nues- 
tra recensión, eumplida la misión de informar a nuestros lectores sobre esta 
nueva edición, si no se diera la circunstancia, bien digna de destacarse, de 
que, bajo el modesto y tantas veces insubstancial “notablemente aumentada”, 
se ocultan nada menos que doscientas largas páginas dedicadas al estudio. bien 
que sucinto, del proceso matrimonial canónico. El propio autor nos advierte, 
en una nota preliminar, del carácter de manual de Derecho que ha querido 
dar a las páginas añadidas en esta edición. A pesar de ello y de la obra en 


que viene ensamblado, incluso del título que encabeza esta que llama: “Parte 


segunda: Causas matrimoniales”, no se contenta con hacer uná más o menos 
extensa exégesis de las Instrucciones de la Sagrada Congregación de Sacra- 
mentos de 15 de agosto de 1936 y 23 de diciembre de 1929, y, a lo más, de su 
coincidencia o discrepancia con la disciplina establecida en el título XX del 


(*) ¡ELOY MONTERO GUTIÉRREZ (Catedrático y Académico): El matrimonio y las causas matri- 


moniales. Doctrina, Jurisprudencia, Procedimiento canónico. 6.2 edic., notablemente aumentada — 


1 (Madrid, Sáez, 1954), 836 pp. 
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libro cuarto del Codex, sino que pretende dar una visión de conjunto de toda 
la regulación eanónica de las causas contenciosas en general, y asi, dedica 
sendos capítulos a los iribunales de la Iglesia, a la acción y la excepción. 3 
los abogados y procuradores, a la contumacia, a las causas incidentales y 
atentados, a los remedios jurídicos contra la sentencia en general—apelación 
querella de nulidad, restitutio in integrum, oposición de tercero—, a las ex- 
pensas judiciales y patrocinio gratuito o semi-gratuito, a la ejecución de la 
sentencia y a las soluciones extrajudiciales—transacción y compromiso en ár- 
bitros. 

Lástima es, en verdad, que el ingente trabajo que en la cátedra y en el 
foro, sin contar otras nobles e importantes ocupaciones, pesa sobre el veterano 
eanonista, no le haya permitido el entregarse con más sosiego a la elabora- 
sión de un tratado de Derecho Procesal Canónico de más altos vuelos, que 
ían bien nos vendría en nuestra Patria y en los países hispánieos. 


JuLIAN MANUEL FERNANDEZ DEL CORRAL 
Profesor A. de la Universidad de Madrid 


LOS JUDAIZANTES Y LA INQUISICION (*) 


En esta obra, el autor, convencido de la necesidad de una revisión de las 
fuentes turbias de la grandeza imperial de nuestra Patria y del fenómeno del 
eatolicismo español del siglo xvi, se afana en buscar la explicación del extraño 
y rápido cambio efectuado por España a fines del siglo xv, cuando, haciendo 
un viraje colosal, pasó del colmo de la anarquía y depravación a una época de 
esplendor nunca igualado. 

Cree el señor LOPEZ que el problema judío y su solución es la clave de este 
momento cumbre de nuestra historia. “Sin estar ella segura—dice—, las demás 
piedras del arco amenazan ruina; o, lo que es lo mismo, la Historia de España 
earecería de sentido.” 

Siendo el tema tan extenso, el autor se ciñe en su estudio a aquellos aspectos 
de los judaizantes que más interesan para una introdueción de la Inquisicién 
española, a fin de orientar certeramente las investigaciones sobre el nacimiento 
y primeras actividades de este Santo Tribunal en Castilla. 

El sistema que ha seguido el señor López en su trabajo es conjugar mate- 
riales que no son de primera mano con otros utilizados por primera vez, “tra- 
tando—dice—de reducirlos a síntesis que pudieran ser de algán provecho para 
investigadores y para lectores de cultura media". 

Siguiendo esta ruta, el autor expone ante todo el grave problema que plan- 
tean los judaizantes de Castilla en el ultimo tercio del siglo xv y luego exa- 
Mina la solución adoptada por los Reyes Católicos, instituyendo el tribunal de 
la Inquisición y expulsando los judíos de España. 

La copia de 14 documentos en los apéndices, una extensa bibliografía y unos 
índices completos dan a esta obra una presentación propia de log trabajos de 
investigación. 


(*) Los judaizantes castellanos y la Inquisición en tiempo de Isabel la Católica. Por NICOLAS 
LÓPEZ MARTÍNEZ, profesor ide Sagrada Teología en el Seminario M. de Burgos. Publicaciones del 
Seminario Metropolitano de Burgos, serie A. Vol. I (Burgos, 1954), 452 pp. PES 
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+ En el desarrollo de este interesantísimo estudio, quizá es un poco prematuro 
eonjugar los trabajos personales con los de segunda mano y reducirlos a sín- 
tesis, pues está muy atrasada la investigación sobre la historia de la Inquisición 
española y se ha procedido a veces con poca serenidad, y, en consecuencia los 
juicios formados son sospechosos. 

Además, algunos puntos de la historia de la aljama castellana que parecen 
escuros al autor quedarían esclarecidos con la luz que proyecta la orientación 
que siguió el judaísmo en tiempos anteriores al pretender convivir con la Igle- 
sia católica, como personalmente hemos podido comprobar en nuestras investi- 
gaciones de la época, que sufrió su célebre crisis legal en el año 438 de nues- 
ira era. 

Felicitamos al autor por su éxito conseguido en elevar científicamente el 
prestigio de la Inquisición española y esperamos que en futuros estudios des- 
arrollará y probará varios importantísimos temas, que toca de paso, como, por 
ejemplo, la aportación de los hombres de raza judía para formar las nuevas 
bendencias morales y místicas de la famosa espiritualidad española del Siglo de 
Oro y la influencia del semitismo y del antisemitismo militante de esta época 
ea la génesis de la idiosincrasia del alma española. 


GABRIEL SEGUI VIDAL, M. SS. CC. 


LA POTESTAD DE CONCEDER INDULGENCIAS (*) 


Este trabajo es la tesis doctoral presentada en la Universidad de Ottawa 
Tiene dos enfoques: uno histórico y otro netamente canónico. Emotiva es la 
dedicatoria: a los miembros de la Real Arma Canadiense de Aviación vivos 0 
eaídos en la guerra del 39, en cuyo Ejército fué el autor capellán. 

Antes de la visión histórica, CAMPBELL expone la teología del pecado. Trata 
del castigo del pecado, de la comunión de los Santos, del tesoro de la Iglesia, de 
le jurisdicción sobre el tesoro de la Iglesia. 

Dentro de la parte preliminar de la tesis doctoral de CAMPBELL, se habla ds 
los que pueden ganar las indulgencias, de los requisitos que, en general, se 
precisan para el logro de las indulgencias y los modos de llegar a ganar las 
indulgencias. 

En la parte histórica se analiza la doctrina de las penitencias públicas en la 
Iglesia primitiva, y la cuestión del martirio en relación con el perdón de los 


pecados. 


Siguiendo el bosquejo histórico de CaMPBELL, la pública penitencia vino a 


ser sustituída por las penitencias canónicas. Insiste sobre las redenciones de 
penas y sobre las indulgencias propiamente dichas; sobre todo, se fija en las 


- indulgencias concedidas con motivo del jubileo. 


(*) JOSEPH EDWARD CAMPBELL: Indulgences. The Ordinary power of Prelates Inferior to the 
Pape to Grant Indulgences (An Historical Synopsis and a Canonical Commentary) (Ottawa. Ed, Uni- 


| wersity Of Ottawa Pres, 1953), 200 pp. 
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La evolución sufrida respecto a los sujetos que otorgan las indulgencias 
i (Obispos, Arzobispos, Cardenales y otros prelados) queda estudiada en el último 
1) capítulo de la seeción histórica de esta tesis. 

Comprende la sección dedicada al Código de Derecho Canónico dos partes: 
Ü una referente a los que pueden conceder indulgencias, como son el Papa, los 
A TERR Cardenales, los Obispos, los Arzobispos, los Viearios y Prefectos apostólicos, 
Zi los Administradores apostólicos que estén designados como permanentes, los 
Pu Abades y prelados nullius. 

ur La segunda parte de la sección canónica trata de los sujetos capaces de ga- 
UN nar las indulgencias concedidas por cada uno de los anteriores sujetos activos. 
$ Sin discusión puede decirse que a lo largo de la historia de la Iglesia los 
Dd prelados inferiores al Papa han concedido indulgencias. No quiere decir esto 
i que se haya ejercido por ellos en todos y cada uno de los siglos. La extensión 
N à (DI del poder ordinario de los prelados inferiores al Papa viene legislada por el de- 


3 recho comun de la Iglesia. Dentro de un mismo grado de prelatura, la extensión 
ub i È i de la potestad de otorgar indulgencias es idéntica en todos: Todos los arriba 
ACCU mencionados, a excepción de los Cardenales, pueden impartir indulgencias, que 
Cw pueden lucrarse por sus sübditos en cualquier parte del mundo y por todos 


los fieles de cualquier procedencia dentro de los límites del territorio del sujeto. 
otorgante. A 

Los Cardenales pueden conceder indulgencias directamente al fiel en cual- 

quier parte del mundo, con excepción de las cuatro basílicas patriarcales de 
Roma, y a todo fiel que esté presente en el momento en que las indulgencias 
son concedidas por un Cardenal. Los Cardenales pueden otorgar indulgencias 
para aquellos que están bajo su jurisdicción o protección; las cuales pueden 
luerarse toties quoties. 
- Todos aquellos prelados que tienen poder ordinario de conceder indulgencias 
pueden otorgar indulgencias personales, reales y locales. Las indulgencias otor- 
gadas por los prelados mediante poder ordinario son siempre indulgencias 
toties quoties, a no ser que la naturaleza de las indulgencias o la voluntad de! 
otorgante indique lo contrario. 

Respecto a las penitencias públicas, CAMPBELL recoge la doctrina de los ri- 
goristas San Basilio y San Gregorio de Niza y de los Papas Siricio, Inocencio, 
León Magno y de San Ambrosio. 

Competentemente estudia CAMPBELL la cuestión teológica de los lapsos y la 
opinión de San Cipriano sobre la absolución de los mismos. Siempre San Cipria- | 
no se portó más rígido en conceder la paz o la reconciliación, a pesar de que 
en aquella época se concedía con bastante facilidad la reconciliación a los lapsos 
. 0 apóstatas. Los mártires hacían de asesores, de “paredroi”, respecto a la re- 
conciliación de la apostasía. Esto es una insinuación del sistema indulgenciario. 
| CAMPBELL desarrolla toda la teología del tesoro de la Santa Iglesia. Existe 
. un tesoro inapreciable de méritos de Jesús, de la Virgen, de todos los Santos 
|. que en el tiempo han sido. Sobre todo este fondo de merecimientos el Sumo 

Pontífice tiene jurisdicción. También hay otros jerarcas inferiores al Papa que 
i bienen similar jurisdicción sobre el tesoro de la Iglesia. Para poder conceder 
| una indulgencia es necesaria una causa motiva. Tal causa se requiere bajo 
| pena de invalidez. Claro está que tal suficiencia de la causa no hay que sope- 
Vus sarla con excesiva rigidez. Casi siempre ebm un. beneficio, un redundamiento 
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o repercusión en bien de la misma Iglesia, cualquiera que sea el benefieiario y 
por futil que pudiera aparecer la causa motiva. CAMPBELL sabe sintetizar la 
doctrina del Código con una precisión de conceptos asombrosa. A lo largo de su 
obra mezcla la parte histórica y la parte canónica; suele ir colejando las eos- 
tumbres penitenciales y, en concreto, las costumbres indulgenciarias antiguas 
con la legislación actualmente vigente en la Iglesia. Tal vez pueda decirse que 
está redactada con más documentación la parte históriea de la tesis doctoral. 

CAMPBELL pone como preludio canónico a la exposición de los cánones rela- 
tivos a las indulgencias unas páginas sobre la potestad de la Iglesia. Sigue la 
sentencia más probable, por no decir cierta, de la división en dos poderes ente- 
ramente distintos: poder de orden y poder de jurisdicción; el magisterio está 
incluído en el poder de jurisdicción. Esta, pues, es sentencia más aceptable que 
la sostenida por los eclesiólogos. 

Compara, acertadamente, CAMPBELL la jurisdicción civil y la jurisdicción ecle- 
siástica; la primera tiende a regular el bien común, y la segunda ordena y rige 
también el bien individual de los individuos. 

La concesión de las indulgencias para los difuntos depende del poder judi- 
eial de la Iglesia, y es propiamente una absolución; en cambio, cuando se otor- 
gan indulgencias para los difuntos, no se ejercita el poder judicial, y es propia- 
mente sufragio. 

Que el Papa tenga poder para otorgar indulgencias y que deba tener causa 
razonable para tal concesión lo prueba CAMPBELL con una bula de Martín V, ea 
las Extravagantes Comm. 

CAMPBELL alude a la opinión de REGATILLO y aclara que el Obispo residencial, 
al conceder la bendición, lo hace por jurisdicción ordinaria no propia, sino 
vicaria. 


Entre la bibliografía norteamericana jurídica citada por CAMPBELL están las. 


siguientes obras: BOUSCAREN: The Canon Law Digest, Milwaukee; CICOGNANI: 
Canon Law, Maryland; HAGERDON: General Legislation on Indulgences, Washing- 
ton; Hynes: The Privileges of Cardinals, Washington; LEA: A History of Au- 
ricular Confession and Indulgences, Philadelphia; McNEILL-GAMER: Medieval 
Handbooks of Penance, New York; OAKLEY: English Penitencial Discipline and 
Anglo-Saxon Law in their Joint influence, New York; PauLus-Ross: Indulgen- 
ces as a Social Factor in the Middle Ages, New York; BOUDINHON: Indulgences, 
. artículo aparecido en “Encyclopedia of Religion and Ethics”, y otros artículos 
del mismo autor aparecidos en “The Catholic Encyclopedia”. 
Esta lista de las obras citadas por CAMPBELL en su tesis doctoral nos muestra 
la fecunda labor de investigación canónica existente en Norteamérica. 
Desde el punto de vista de metodología científica se echa de menos una lista 
de autores citados y sus referencias de páginas, pues existe solamente un índice 


de materias. 
Lic. VALENTIN SORIA SANCHEZ 
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INVESTIGACION Y ELABORACION DEL DERECHO 
CANONICO 


LA V SEMANA DE DERECHO CANONICO EN SALAMANCA 


Dentro del marco de la “Semana internacional de estudios superiores ecle- 
siasticos” celebrada con ocasión del VII centenario de la Universidad de 
falamanca y organizada por la Universidad Pontificia de aquella ciudad, se 
reservó una sección para estudios canónicos, que fué presentada como V Se- 
mana de Derecho Canónico para integrarla también en la serie de semanas que 
viene organizando el Instituto de San Raimundo de Pefiafort, del Consejo Su- 
perior de Investigaciones Científicas. 

Se señaló como tema general de estudio la investigación y elaboración 
del Derecho canónico, y en torno a esta materia se movieron las catorce po- 
nencias que se presentaron a discusión. 

El día 30 de abril, a primera hora, el P. MARCELINO CABREROS DE ANTA, 
C. M. E, Decano de la Facultad de Derecho canónico, inició las sesiones de 
trabajo con unas bellas palabras de bienvenida a los asistentes. Si Bolonia 
forjó el Derecho y Oxford fué la depositaría del humanismo clásico y París 
buscó la primera causa y el último fin del Universo elaborando la Teología 
eatólica, a Salamanca le correspondió la tarea de sintetizar esos elementos, 
dando a la Teología una nueva dimensión: la dimensión jurídica. Salamanea 
dedujo de la Teología los principios y normas de conducta social; ella dió 
nueva vida a la Teología haciéndola principio integral de ser y de vida y so- 
lución de los grandes problemas sociales y políticos. Otra vez ahora Salamanca 
va a ofrecer su esfuerzo en el desarrollo de la ciencia jurídica con unos días 
de estudio sobre los problemas de la investigación y elaboración del Derecho 
eanónico, contemplando principalmente las cuestiones que plantea su inves- 
ligación históriea, su investigación exegética y su construcción sistemática. 
Pero, como nada de esto podrá hacerse con acierto si no se tienen muy en cuenta . 
las especiales características del Derecho canónico, preciso será comenzar por 
delimitar, a'lo largo de tres ponencias, los caracteres comunes y diferenciales 
de nuestro Derecho. 


A continuación, el P. JOAQUÍN SALAVERRI, S. L, Catedrático de la Univer- 
sidad Pontificia de Comillas, como ponente eclesiólogo, estudió, con profundidad, 
claridad y gran precisión, las características especiales del Derecho canónico 
que derivan de su condición de ser el Derecho de la Iglesia. Tituló su trabajo 
El Derecho en el misterio de la Iglesia. En la exposición de su ponencia omitió 
íntegramente la primera parte, que describía los esfuerzos de Lutero, Calvino 


-y otros que han intentado separar y hacer incompatibles el Derecho y el mis- 
terio de la Iglesia. 


= 


‘La Iglesia es el Cuerpo mistico de*Cristo, es una realidad espiritual pero 
íntimamente enraizada en lo humano, en ella se da una unión profunda entre 
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lo corpóreo y lo espiritual, entre lo humano y lo divino. Y el hecho humano- 
social de la Iglesia es el fundamento de su Derecho. Para delimitar la función 
y el alcance del Derecho en la Iglesia, nos fijamos en tres aspectos de ella: 
su relación con Dios, su relación con el Verbo encarnado y su relación con 
Cristo como Legado divino. 

Siguiendo a Santo Tomás y considerando a la Iglesia en su relación con 
Dios, no podemos olvidar que no es sólo un cuerpo, una sociedad, sino un 
organismo vivo con un principio vital que es el Espíritu Santo. La vida de La 
Iglesia resulta así una vida de unión con Dios, que hace que el principio básico 
y fin de la Iglesia sea, por parte de Dios, la santificación de los hombres y, 
por parte de los hombres, la participación de la vida divina. Por tanto, todo 
lo que no contribuya a estos fines esenciales es ajeno a la Iglesia. Por lo 
mismo, también el Derecho de la Iglesia ha de orientarse a ese fin; ni puede 
tener otra base. 

La relación de la Iglesia con Cristo, Dios y hombre, nos muestra dos rea- 
lidades: Cristo es modelo y es cabeza de la Iglesia. La unión hipostática se 
nos presenta como modelo de la unión entre lo divino y lo humano en la 
Iglesia. Y ésta es la relación de capitalidad: ser instrumento de la gracia di- 
vina, ya que el Hombre-Dios reune todo lo que se puede adquirir en materia 
de gracia y de dones. Por tanto, en la Iglesia debe estar unido lo divino y lo 
humano, y su Derecho debe ser unión de Derecho divino y Derecho humano y 
no debe ejercerse en lo que es pura y exclusivamente humano. Quizá sería de 
gran interés revisar metódicamente, a la luz de estos principios, algunas de 
las prácticas litúrgicas y jurídicas, especialmente las nacidas en otros tiempos, 
porque el Derecho canónico en cuanto tal mo debe ser otra cosa que un ins- 
trumento al servicio de lo divino. 

Si contemplamos a la Iglesia en su relación con Cristo como Legado divino. 
observamos que es la Iglesia instituída por el Mesías que vino con poderes 
de sacerdote, de profeta y de rey. En la Iglesia se perpetúa esa misma triple po- 
testad de Cristo de santificar, enseñar y regir. Siguiendo a Pío XII, podemos 
decir que las potestades que la Iglesia ejerce son las mismas potestades me- 
siánicas de Cristo y por tanto, el fin para que se ejercen ha de ser el de Cristo. 
No pueden orientarse a otros fines ni a otros campos; sería profanarlas, 

Terminó el P. SALAVERRI su exposición resumiendo brevemente sus con- 


clusiones, y dejándonos en el alma un amplio deseo de ver pronto publicado 
su trabajo. 


El mismo día 30, en la sesión de la tarde, don LAMBERTO DE ECHEVERRÍA, 
Catedrático de la Pontificia Universidad de Salamanca, como ponente cano- 
nista, estudió el tema de los Caracteres comunes y diferenciales en el De- 
recho canónico, entendiendo bajo este nombre de Derecho canónico, no la 
ciencia del Derecho canónico, sino el mismo Derecho objetivo u ordenamiento 


. canónico en su estado actual íntegro, sin prescindir, por tanto, de las normas, 


vivas que se hallan fuera del Codex. : 


Este ordenamiento canónico nos presenta de primeras una característica 
fundamental de la que arrancan múltiples peculiaridades: es un ordenamiento 
empapado de una finalidad transcendehte; en él no existe sólo lo jurídico, 
sino también mucho más. 


Ur 
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Las primeras peculiaridades que podemos hacer resaltar en el Derecho 
canónico derivan unas de la naturaleza del propio leg rislador, otras de la na- 
furaleza del destinatario de las normas y otras de la naturaleza de la misma 
norma canónica. 

El legislador o autor de la norma canónica es la misma Iglesia, continua- 
dora de la misión redentora de Jesucristo, que no puede reducirse a la im- 
plantación de un orden jurídico, sino que acomete la regulación total de la 
conducta humana en lo jurídico y en Jo moral no jurídico, que incluso, a veces, 
puede también presentarse bajo formas jurídieas. Por eso resulta inevitable 
que el Derecho canónieo quede influído por eriterios morales. Por otra parte. 
la autoridad de la Iglesia es autoridad de procedencia divina y es autoridad 
no dividida. Por eso en nuestro Derecho puede influir menos la consideración 
del pueblo y pueden hallarse las funciones jurisdiccionales mezcladas en el 
mismo acto con otras que no lo son. 

El destinatario de la norma canónica es el pueblo fiel, y es claro que no 
se legisla lo mismo para un pueblo al que se sujeta por la fuerza que para 
otro que se adhiere al legislador. Este pueblo tiene un grado de elevación 
moral. Asi el ordenamiento puede recibir elementos y formas que quizá no son 
jurídieos, pero que en la práctica resultan eficaces; recuérdense las recomen- 
daciones y consejos, las apelaciones a la conciencia, la autoimposieión de las 
penas “latae sententiae", la sobriedad legislativa, la indeterminación de mu- 
chas leyes y la autonomía que se concede al sübdito. Por otra parte, el pueblo 
está disperso por todo el mundo y esto obliga a crear el Derecho particular y 
las formas de descentralización. Todo el Derecho que contempla al pueblo 
fiel se hace más humano: se remite la eficacia de la norma al juicio del Ordi- 
nario, se la adapta a cada caso con dispensas y privilegios, se la aplica sal- 
vando la buena fama del delincuente, ete. 

Si nos fijamos en la misma norma canónica, observamos que, además de 
su carácter jurídico, tiene también un cierto carácter sagrado y un cierto 
carácter doctrinal. Nace del poder de las llaves, y los subordinados pueden 
influir menos en las fases de su vida: surge de pronto, como debida a la ex- 
elusiva iniciativa del Superior, es derogada con dificultad, mantiene su ca- 
rácter tradicional y, a veces, sirve como argumento doctrinal, 

Al final de su magnífica disertación, don LAMBERTO DE ECHEVERRÍA apuntó 
otra serie de capítulos en los que podríamos encontrar otras notas peculiares 
del ordenamiento canónico. 


El mismo día 30 de abril y también por la tarde, habló como ponente ci- 
vilista acerca del mismo tema Caracteres comunes y diferenciales en el De- 
recho canónico, el Catedrático de la Universidad de Bolonia, señor GIUSEPPE 
ForcHIELLI. Lo hizo en elegante italiano. 

La escuela canonista italiana se plantea ahora un bloque de problemas 
euyo estudio puede contribuir a completar las exposiciones anteriores del 
P. Salaverri y del Sr. Echeverría. Se refieren principalmente a la naturaleza 
del ordenamiento canónico, a la sustancia y forma del Derecho de la Iglesia, 
al problema de la juridicidad del Derecho canónico, a la distinción entre el 
Derecho püblico y el privado dentro de nuestro ordenamiento y a las conso- 
nancias y disonancias entre el Derecho canónico y el civil. 
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El problema de la juridicidad del Derecho canónico es quizá e] que más 
apasiona en el momento actual por su interés intrínseco, v porque además en 
torno a él se arraciman otra serie de cuestiones más o menos fundamentales. 
Se puede enfocar el tema desde el punto de vista de la Iglesia y afirmar recia- 
mente la juridicidad. Se lo puede estudiar desde el punto de vista del Estadc 


para acabar negando la juridicidad. Y se puede también observar la cuestión 
desde una zona media. 

Forchielli prefiere empezar por hacer una investigación histórica sobre 
la palabra y la idea del Derecho en la Iglesia. Los hombres de la Edad Media 
llamaron “Derecho” al conjunto de normas de la Iglesia. Probablemente en- 
tonces la palabra “derecho” y sus paralelas *diritto" y “droit” se referían 
a la rectitud de eonducta e implicaban un sentido ético, moral. Siendo esto asi, 
¿cómo vamos ahora a decir que no es Derecho ese ordenamiento, rechazán- 
dolo precisamente por sus matices éticos? Lo más a que se puede llegar es 
afirmar que el concepto de Derecho no se aplica únicamente al canónico 'y 
al estatal. 

Al final de la interesante ponencia del Sr. Forchielli, solicitaron: algunas 


aclaraciones el P. Cabreros de Anta y el Sr. García Barberena. 


En la sesión de la manana del día 1 de mayo, habló en primer lugar ei 
Gatedrático de la Sorbona, don GABRIEL LE Bras. En un elocuente francés ex- 
puso el Valor de la investigación histórica en el Derecho canónico. Se fijó en 
la importancia que ella tiene para conocer el mismo Derecho, para conocer 
a la Iglesia y para conocer la evolución de la cultura. 

Los cánones 2 al 6 consagran la importancia del estudio del Derecho his- 
tórico para el recto conocimiento del Derecho actual. 

La historia del Derecho canónico nos hace también conocer mejor la vida 
constitucional y la vida doctrinal de la Iglesia, ya que, por una parte, la cons- 
titucién jurídica de la Iglesia es la explicitación del “Tu es Petrus", y, por 
otra parte, la diversa legislación sobre el matrimonio, los institutos religio- 
sos, etc., nos hace conocer la evolución del pensamiento de la Iglesia acerca 
del particular. 

Finalmente, Ja investigación histórico-canónica contribuye al conocimiento 
de la historia de la cultura en sus aspectos de historia de la Teología, de la 
Liturgia, de la Familia, de la Sociedad, de la Sociología, de la Politica, de la 
Economía, de la propiedad, de las ideas morales, etc. 

Al terminar su disertación, el Sr. Le Bras contestó a las observaciones 
que le hicieron el P. Michiels, O. F. M. C. y el Sr. Forchielli. 


En la misma sesión, don José MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL Tonco, Ca- 
tedrático de la Universidad de Madrid, expuso el tema Técnica de la investi- 
gación histórica en un amplísimo trabajo del que sólo leyó algunas partes. 
. Materia de la Historia del Derecho canónico es todo aquello que ha side 
Derecho canónico en cada época, aunque luego quizá haya pasado a la com- 
petencia del Estado. Pero no baste conocer las normas canónicas que han exis- 


tido, sino que será preciso conocer también su aplicación práctica en la vida | 


real, así como las construcciones técnico-jurídicas de cada momento. Incluso 
podrán interesar las mismas infracciones antijurídicas y las relaciones con 
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el Derecho del Estado, con instituciones eclesiásticas no jurídieas y hasta con 
fenómenos sociales no eclesiásticos. 

Todo este eontenido podrá luego distribuirse con arreglo a la diversa sis- 
temática propuesta por Hinojosa, Puchta, Kurtscheid, Zeiger Stutz y otros. 
Pero importa mantener, ante todo, el enfoque propio de la Historia del Dere- 
cho canonico: lo que interesa es la evolución del comp:ejo jurídico. Lo que 
se busca es observar el Derecho canónico rodando, evolucionando. Su aspecto 
estático podrá interesar para el canon 6; al historiador le interesa el aspetto 
dinámico. 

El método de la Historia del Derecho canónico habrá de ser necesariamente 
un método histórico-jurídico que aplique al Derecho canónico las normas del 
método histórico-jurídico general. 

Tras de omitir, por falta de tiempo, todas las cuestiones referentes a las 
fuentes, el Sr. Maldonado se refirió a los medios de la investigación histórico- 
canónica, señalando las cualidades requeridas en el investigador y en el tema 
elegido, para terminar indicando los resultados hasta ahora obtenidos y el 
estado actual de las investigaciones. En la conclusión de su profundo trabajo. 
ei ponente presentó una magnífica visión sintética de los diversos períodos 
en que se divide la Historia del Derecho canónico. 

Y, al final, respondió a una observación del Sr. Echeverría. 


La sesión vespertina del mismo día 1 de mayo estuvo dedicada a estudiar 
el tema La interpretación subjetiva y objetiva que, a través de un amplio y 
concienzudo trabajo, expuso el P. MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. De- 
cano de la Facultad de Derecho canónico de la Pontificia Universidad Eclesiás- 
tica de Salamanca. 

El fin de la exégesis es hacer transparente el sentido de la ley para que 
pueda ser norma y guía de nuestros actos. Esto la diferencia de las demás 
operaciones investigadoras del Derecho, porque la interpretación actüa sobre 
la misma carne de la ley actual. Lo primero que se ofrece al intérprete son las 
palabras de la ley, pero éstas son sólo envoltura, vestidura externa. ¿Qué en- 
vuelven? o, si se quiere, ¿qué es lo que debe buscar el intérprete bajo ellas? 
Para resolver esta cuestión del objeto de la interpretación han surgido diver- 
sas teorías: teorías de la exégesis, de la voluntad de la ley, de la voluntad del 
legislador, el movimiento del Derecho libre, la jurisprudencia de intereses, la 
teoría teleológica... 

Las soluciones, sin embargo, se orientan en dos direcciones generales: sub- 
jetivista la una y objetivista la otra. La primera busca la voluntad que el le- 
gislador imprimió en la ley. La segunda considera la ley como un ser aulónomo 
con vida y voluntad propia; ésta se ha de buscar prescindiendo de la del legis- 
lador; así, desligada de su creador, la voluntad de la ley está en movimiento y 
se va adaptando a cada momento. Puchta, Ihering, Windscheid, Savigny y En- 
necerus ven en la ley una expresión directa de la voluntad del legislador. Tam- 
bién son subjetivistas, aunque moderados, los italianos Carnelutti y Ferrin. 
y los españoles Legaz Lacambra, Valverde y Federico de Castro. Objetivista es 
Radbruch y, de algún modo, también los evolucionistas como Del Vecchio. 

Los canonistas son, en lo substancial, subjetivistas con Suárez a la cabeza 
y, más recientemente, con Reiffenstuel, Ferraris y Michiels. Se apoyan en el 
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concepto de ley y de interpretación. La interpretación busca “vim et potes- 
tatem legis”. La ley es ordenamiento de las acciones al bien común. Este Or- 
i denamiento sólo puede hacerse por elección de la razón. Pero no todo lo que 
5 descubre la razón se convierte en ley; hace falta que el legislador quiera im- 
poner a los sübditos esa norma. Así será ley el ordenamiento racional que el 
í legislador quiere que rija los actos. Por tanto, para conocer el sentido y alcan- 
ce de la ley hay que tener en cuenta lo que el legislador quiso. 

¿Cómo aplicar esa ley a supuestos nuevos que la vida trae y que no pudie- 
ron ser previstos ni queridos por el legislador? No podemos admitir una inter- 
pretación libre que haga variar el sentido primitivo de la norma a manos de: 
intérprete, aunque admitimos la necesidad de la evolución del Derecho. 

bot) Pero la transformacion habrá de ser hecha por el propio legislador cam- 
biando la ley. Mientras esto llega, al intérprete no le queda otra función que 
Bran la integradora: considerar que para el nuevo supuesto hay una laguna legal 
= y llenarla siguiendo la pauta marcada en el canon 20. De este modo, se logra 

la gran ventaja de mantener incólume el principio de la seguridad del Dere- 
M cho, porque la interpretación no puede modificar la ley y la integración debe- , 
PER ra hacerse según las reglas dadas por el legislador. 


LA 


Terminada la ponencia, hicieron algunas observaciones los P. P. Sabino 
Alonso, O. P. y Bender, O. P. 


Sobre La interpretación declarativa habló el día 3 de mayo, a primera hora. 
el P. GOMMAR MICHIELS, O. F. M. C., Catedrático de la Universidad de Lovaina. 
Desarrolló el tema en latín con precisión, hondura y claridad, centrándolo «en 

torno a dos cuestiones: naturaleza y función de la interpretación declarativa 
|. y reglas de la interpretación. 
La interpretación, por su misma esencia, ¿ha de ser verdadera y mera de- 
claración de la ley? La interpretación ha de buscar el sentido objetivo y ge- 
A . Duino de la fórmula legal. Pero la ley es un ordenamiento obligatorio impues- 
to por la voluntad del legislador y fijado y circunscrito en una fórmula de- 
terminada. De aquí que la interpretación propia sólo ha de buscarse en la 
voluntad del legislador, pero ésta a su vez ha de estudiarse en cuanto está ma- 
— nifestada en la fórmula legal. Por consiguiente, habrá que interpretar las pa- 


.. difiera de su sentido propio. 


5 . ¿Qué decir de las reglas de interpretación contenidas en los cánones 18 y, 
pig? Hay que empezar por considerar las palabras de la fórmula legal y suponer 
^. que el legislador les dió el mismo sentido que tenían en el pueblo y entre los 
. . juristas en el tiempo de su promulgación. Si esta regla no basta, se aplicarán 
simultáneamente todas las demás reglas del canon 18. En otros casos, estas. 
. reglas subsidiarias servirán también para comprobar que es exacta la aplica- 
ción de la primera regla. Y cuando, a pesar de todo, continúen ofreciéndose 
. varios sentidos como posibles, habrá de entrar en juego el canon 19 para de- 


; Al terminar la exposición del P. Michiels, intervinieron el P. Cabreros de 
Anta y el señor García Barberena. 2d 
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Seguidamente hizo uso de la palabra D. CARLOS LEFEVBRE, Catedrático del 
Instituto Católico de París, a quien se había encomendado el tema titulado 
La investigación correctora del Derecho. Expuso su doctrina en latín, desarro- 
lando estos tres puntos: naturaleza de la investigación correctora; reglas de 
la corrección; influjo de las reglas y excepciones. 

Para Suárez, corrección es la parcial abrogación de la ley antigua median- 
le una ley posterior. El Derecho romano favorecía a la ley posterior. Santo 
Tomás consideró, en cambio, que han de evitarse las mutaciones del Derecho 
y de aquí los comentaristas concluyeron que las correcciones tienen carácter 
odioso. 

Acerca de los modos de la corrección, no existe dificultad especial. Unica+ 
mente, con relación a la contrariedad indirecta entre la ley anterior y la pos- 
terior, conviene tener en cuenta las posturas de Vermeersch, de Michiels y de 
los antiguos canonistas. 

De la misma perpetuidad de la ley se desprende el carácter odioso de la 
legislación correctora y, por lo mismo, ésta ha de interpretarse estrictamente 
salvo en casos excepcionales, como, por ejemplo, si la interpretación estricta 
nos llevase a un absurdo. 


En la sesión de la tarde del propio día 3 expuso en latín el P. Luis BEN- 
DER, O. P. Catedrático del Pontificio Instituto “Angelicum” de Roma, el tema 
Lógica y equidad canónica. Tras una introducción acerca de la naturaleza de 


la interpretación en general, centró su estudio sobre el uso de la Lógica como, 


medio de interpretación, sefialando tres tipos de abusos. 

El primr abuso es el de los positivistas del siglo XIX, que cierran el orden 
jurídico en sí mismo sin admitir el influjo de los principios naturales e in- 
mutables. Otro abuso puede ser el llegar a establecer reglas generales de De- 
necho, aunque estas reglas pueden ser bien empleadas con ciertas eautelas por 
juristas bien preparados. Un tercer abuso sería el excesivo rigor en la deduc- 
ción lógica que nos puede llevar más de una vez a la injusticia, ("summum 
jus, summa iniuria"); en estos casos excepcionales no previstos, la equidad 
evitará el abuso del rigor lógico, aunque también puede llegarse a abusar de la 
equidad si se aplica el *ius condendum" en lugar del "ius conditum", porque, 
al fin y al cabo, “dura lex, sed lex”. 

Al final intervinieron el sefior Garcia Barberena y el P. Cabreros de Anta. 


El día 4 de mayo, a primera hora, desarrolló su ponencia sobre La técnica 
legislativa don Pío Ciprorri, Juez de primera instancia de la Ciudad del Vati- 
cano y Profesor de la Universidad de Roma. Lo hizo en un cadencioso latín. 

Hay una técnica legislativa referente a la sustancia y otra referente a la 
forma de la ley. Aquélla aspira a lograr que la ley sea lo más conforme con 
la justicia y con el bien común. Esta busca obtener la mejor exposición de la 
voluntad del legislador. A esta segunda se refiere la ponencia. Los canonistas 
no tratan de ella, pero la Sede Apostólica la tuvo muy en cuenta al redactar 


el Código, y hoy mismo, en los nuevos textos legales del Derecho canónico — 


oriental, se manifiesta una honda preocupación por dar a la ley una forma 
depurada. 
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Entre los principios de la técnica legislativa, el primero es el de Ja persa 
picuidad o claridad de la ley; a él deben subordinarse todos los demás. Otro 
precepto exige que se eviten las palabras que tienen significados diversos; 
si esto no es posible, deberá hacerse que del contexto se deduzca el significa- 
do que en cada caso se le atribuye. 

Entre las reglas técnicas más recientes y de no tanta importancia se pue- 
den sefialar la de la supresión de enumeraciones puestas por vía de ejemplo 
y la de la concisión, evitando locuciones inútiles. Hay, sin embargo, en la lev 
eclesiástica locuciones que no deben suprimirse, porque el Papa, además de 
la potestad legislativa, tiene otras potencias que puede-usar oportunamente 
en la misma fórmula legal; así, el inciso “graviter onerata eius conscientia” 
no es jurídico, pero el legislador eclesiástico. lo inserta para enseñar la fuer- 
za moral de la prescripción. Se han de evitar también dos peligros: la ex- 
cesiva indeterminaeión de la ley, que llevaría a un exagerado arbitrio judi- 
cial, y la minuciosa determinación de la misma, que destruye su aplicabilidad 
a muchos casos. 

Finalmente, el señor Ciprotti hizo notar que es cierto que existen defectos 
en el Codex; pero hay que tener en cuenta que en aquella época no estaba 
desarrollada la técnica legislativa; era la primera vez que se redactaba la 
legislación general eclesiástica en forma de artículos, y muchos de los que 
intervinieron en la redacción no eran jurisconsultos, ni menos técnicos le- 
gislativos. 

Terminada la exposición de la ponencia, intervinieron, sucesivamente, el 
‘P. Bender, O. P.; el señor Miguélez; el P. Sabino Alonso, O. P., y el señor Eche- 
verría. 


También el día 4 de mayo, D. Tomás GarciA BARBERENA, Catedrático de la 
Pontificia Universidad Eclesiástica de Salamanca, expuso su ponencia sobre 
La interpretación extensiva y restrictiva. 

Los autores han empleado una terminología variadísima y copiosísima. 
De hecho, en torno a la ley existen dos esferas de influencia concéntricas: 
dentro está la esfera interna, esfera propia, con el sentido verdadero, y fuera 
.queda la esfera externa, esfera analógica, con una serie de casos que, cierta- 
mente, no están previstos en la ley, pero que pueden encajarse en ella, por- 
que tampoco están previstos en ninguna otra. 

Interpretar es delimitar lo que está en la primera esfera. Corregir o crear 
no es interpretar, porque hay que empezar por saber qué es lo que se debe 
corregir o crear, y esto lo sabemos por la interpretación. La interpretación 
\ lata y la estricta se mueven en la primera esfera, dentro del sentido verdadero 
y siempre en torno a las palabras por fuera o por dentro. La extensión lógica 
ha estado siempre admitida en la doctrina canónica, y actúa oscilando entre 
dos principios: “ubi eadem est legis ratio, ibi eadem iuris dispositio” y “ratio 
legis non est lex". | 

Si en la primera esfera trabaja la interpretación y actüa el canon 18, la 
segunda esfera supone labor de supleneia y hace entrar en juego el canon 20. 
Se trata de aplicar el texto a un caso diferente en que la razón es análoga. No 
hay identidad; hay sólo semejanza, y de aquí el peligro. Con analogía horizon- 
tal (legal) se pasa de una ley a otra; con analogía vertical (jurídica) deduci- 
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mos la norma que nos falta, partiendo de los principios generales del Derecho. 
Ep analogía mixta cuando brote "a legibus latis in similibus" y, además, 
a generalibus iuris principiis". Será angular cuando de las leyes se asciende 
al prineipio y de éste se baja a la norma nueva. En la analogía no se busca 
qué quiso el legislador, sino qué habría querido o qué debería haber querido. 
Resulta así que cuando opera la extensión lógica, la voluntad del legislador 
está latente en la misma norma; cuando actúa la extensión analógica, no existe 
voluntad del legislador, sino que ésta se toma de otra norma, aunque siempre 
Sobre la base de su deseo de que se busque la nueva norma aplicando las 
reglas de la suplencia. 
A] final de su disertación, el ponente contestó a una observación del P. Ca- 
breros de Anta. 


El día 5, a primera hora, expuso su ponencia sobre La jurisprudencia don 
FERNANDO DELLA Rocca, Catedrático de la Universidad de Roma, que lo hizo 
en italiano. 

Históricamente, la jurisprudencia rotal ha tenido una importancia singular 
por el earáeter universal de las leyes de la Iglesia y por el principio canónico 
de que las leyes han de prever sólo “id quod plerumque accidit", dejando así 
un ancho campo de lagunas que habrá de llenar el juez. Hoy, la posición de la 
Rota se ha visto modificada por la codificación, que ha facilitado su tarea, y 
por la creación de la Comisión de Intérpretes, cuyas respuestas tienden a reali- 
zar la labor de rellenar las lagunas del Codex. 

¿Qué papel desempeña la jurisprudencia canónica en el problema de las 
fuentes del Derecho? No parece que hoy pueda afirmarse que es fuente de De- 
recho en sentido formal. El canon 17, 8 3, sólo le da fuerza para el caso pro- 
puesto. En eambio, puede considerarse como fuente de Derecho supletorio, a 
tenor del canon 20, aunque sólo en cuanto constituye el estilo judicial de la 
Curia romana. 


El mismo día 5 habló sobre La construcción sistemática el ponente civilista 
don Juan IGLESIAS, Catedrático de la Universidad de Madrid, quien unió a su 
hondura doctrinal la elegancia de un estilo literariamente impecable. 

Se habla de crisis del Derecho. Lo que ocurre es que nuestro sentimiento 
jurídico está soterrado por la elefantíasis legislativa. A la ciencia jurídica le 
. ha faltado una actitud de aplomo; se ha desorientado, pretendiendo construir 
. el Derecho en un gabinete, y ha dejado que la realidad se nos escapara. Desde 
los antiguos exegetas hasta el moderno sistema dogmático hay un gran avance, 
pero al mismo tiempo se advierte un progresivo alejamiento de la vida. Como 
ha dicho Carnelutti, después de hacer sistemas se nota angustia, el jurista se 
acongoja, se hace existencialista. Lo que importa no es la lógica y pureza de 
líneas del sistema, sino que lo que importa es que sea justo, porque el Derecho 
es justicia. Y como la justicia es para la vida, antes que meter el Derecho en 
un euadro de perfecto rigor lógico, lo que hace falta es ponerlo al servicio de 
- Ja vida. De aquí que el valor de la sistemática se queda en pura cuestión es- 
tética. 

Para el pretor romano, que busca "bonum et aequum", y para los glosado- 
res y postglosadores, que se acercan al Derecho romano para interpretarlo como 


Ll 
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un Derecho vivo, es ajena la inquietud sistemática. El historicismo renacen- 
tista introduce la filología y el análisis. Los protestantes rompen con la glosa, 
buscan el Derecho en la sistemática, y el método sintético reemplaza a la exé- 
gesis. En el siglo xvi, la corriente pandectística alemana da cima a una tarea 
que termina en los sistemas. Así se entroniza el sistema como concordancia 
suprema de conceptos bajo dictados de racionalidad, orden y simetría. 

Segün Ihering, la técnica jurídica, comenzando por el análisis, obtiene los 
euerpos jurídieos o elementos simples del Derecho, que son luego combinados 
y armonizadog en la fase de concentración lógica. La construcción jurídiea 
resulta así operación de arte que crea, inventa y organiza. He aquí sus reglas: 
1) actúa sobre el Derecho positivo, pero no corresponde al legislador, sino al 
jurista; 2) cada sistema puede variar y romper con los principios anterior- 
mente admitidos, pero ha de ser uno y lógico en sí mismo; 3) la construcción 
ha de ser bella, y será tanto más perfecta cuanto más sencilla, clara y natural. 


El sistema muestra el Derecho en forma rápida y concentrada; es vehículo 
de mejores conocimientos; pero la autoridad del Derecho está en sí mismo y 
no en la ordenación sistemática. Y, sobre todo, es menester que nuestros con- 
eeptos se nutran en la vida, porque propendemos a meter cada institueión en 
perfiles bien dibujados, sin tener en cuenta que vive en la realidad social. Et 


. progreso del Derecho se produce, sí, por la sistematización y, por tanto, por 


la abstracción, pero su abuso puede llevarnos al bizantinismo. 
Terminada su exposición, el ponente contestó a las observaciones de los se- 


| fores Echeverría, Sánchez y García Barberena. 


El día 6 habló también sobre La construcción sistemática, como ponente ca- 


 nonista, don LAUREANO PÉREZ Migr, Catedrático de la Pontificia Universidad 


Eclesiástica de Salamanca. 


Los primeros avances de la sistematización en Derecho canónico fueron 
originados por la introducción del “mos gallicus” frente al “mos italicus”, de 
mera exégesis. La mejora progresa con Lanzelotti, que aplica al Derecho ca- 
nónico la división de Gayo en personas, cosas y acciones. Pirhing enumera los 
tres métodos de exposición usados en su tiempo e introduce un sistema mixto: 
ordena la materia según un orden doctrinal, pero en cada punto explica todos y 
cada uno de los capítulos correspondientes. Más tarde surge en Alemania una 
fuerte reacción contra la clásica división tripartita por insistirse en el carácter 


. predominantemente público del Derecho canónico. Así Richter pudo introducir 


con éxito la división en Derecho constitutivo y Derecho administrativo. Wernz, 
en su "Ius Decretalium", siguió este sistema. El Codex volvió a la clásica di- 
visión tripartita, modificándola y mejorándola con la inserción de los li- 


«bros I y V. 


La disposición de la Sagrada Congregación de Seminarios en 1917, mandan- 


n. WE do que los profesores se atuvieran al orden del Codex, y las normas de 1918 
. ‘sobre los exámenes de grado favorecieron el método exegético. Pero la “Deus 


Scientiarum Dominus" vino a modificar los planes de las Facultades canóni- 


gra cas, introduciendo nuevas disciplinas (Derecho publico, Filosofía del Derecho, 
Historia del Derecho...) y exigiendo que se instruyera a los alumnos en el 
. Manejo de la técnica e instrumental modernos. Por ello parece que esta Cons- 
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titución tendía a alentar la labor sistemática, ya que presentaba y fomentaba 
los materiales precisos para ella. 

Así nació la actual tendencia italiana hacia la elaboración del Derecho ca- 
nónico, trasladando a su campo conceptos y técnica logrados por indueción en 
el Derecho civil. Mas, como en éste aparecía siempre la estatalidad, se consi- 
deró que ésta era una nota esencial de la juridicidad, y por ello se llegó a negar 
juridicidad al Derecho canónico. La comparación con el Derecho natural y 
con el Derecho internacional, que tampoco son estatales, puso de manifiesto 
el error y la necesidad de mantener la distinción de elementos entre los diver- 
sos ordenamientos. x 

Con razón Del Giudice ha podido decir que el Derecho canónico es un or- 
denamiento en sí completo y original, porque es ciencia teológica y ciencia ju- 
rídica. Por lo primero, tiene caracteres especiales que al civilista le chocan. 
Por lo segundo, debe ser tratado con método jurídico sistemático, aprovechan- 
do, sí, materiales del Derecho estatal, pero teniendo siempre en cuenta que 
Derecho de la Iglesia y Derecho del Estado no son Derechos unívocos, sino 
análogos. 

Es indudable que la construcción dogmática, aunque da lugar a grandes 
avances, puede llevarnos al conceptualismo. Pero también parece claro que ei 
Derecho canónico está inmunizado contra los excesos del positivismo y del for- 
malismo, porque lleva en su sustancia ingredientes tan eficaces como los prin- 
eipios teológicos, la vigencia del Derecho natural y la primacía de un bien 
eomün o publico que se individualiza en cada fiel. 

Al final hicieron algunas observaciones los señores Ciprotti, Salazar, Gar- 
eía Barberena y el P. López, O. M. 


El mismo día 6, por la tarde, en la sesión de clausura, pronunció un mag- 
nífico discurso el Excmo. y Rvdmo. Sr. D. Francisco MIRANDA, Obispo auxiliar 
de Toledo, primer alumno de la restaurada Universidad que ha recibido la 
corisagración episcopal. El cerró con broche de oro la espléndida labor de la 
Semana. 
“Celebramos—dijo—el séptimo centenario de la Universidad de Salaman- 
ea, y corresponde especialmente celebrarlo a la Facultad de Derecho Canoni- 
eo porque aquí la Facultad de Cánones tenía tres cátedras (Instituto, Decreto 
y Decretales) en tanto que la de Teología sólo tenía dos, y otras dos la de Le- 
yes. Y de los siete mil estudiantes que frecuentaban la Universidad en los si- 
glos xv y xvi, los dos tercios correspondían a las Facultades jurídicas. Cierto 
que los teólogos salmantinos dieron gloria a Ja Universidad, pero también los 
"eanonistas fueron eminentes maestros. A ellos rendimos nuestro homenaje: a 
Juan González, a Alfonso de Benavente, a Diego Alonso de Benavente, a Juan 
Pareja, a Martín de Azpilcueta, a Martín Salvador de Azpilcueta, a Diego de 
Covarrubias, a Antonio de Covarrubias, a Manuel González... y a tantos otros 
| profesores, hombres de gobierno y santos que aquí se formaron: 

Desde estas fechas centenarias, como desde la cumbre de un monte, mira- 
mos hacia atrás, pero también hacia adelante, para continuar la gloriosa tra- 


.dición y la historia de la Universidad salmantina. Se ha señalado aquí la ruta 


‘a seguir: investigación y elaboración del Derecho canónico. Misión de nuestra 


Facultad será formar investigadores, expositores, legisladores y aplicadores 
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del Derecho canónico. Hacen falta investigadores que saquen a la luz los viejos 
fondos inéditos de la ciencia salmantina. Hace falta una escuela de expositore: 
que fundamenten la interpretación en la justicia y en la equidad, sin caer en la 
lendencia de buscar la interpretación más fácil y más lata; que sigan la volun- 
tad del legislador, que desechen el casuísmo de tendencia moralista, que mues- 
tren el camino positivo de la perfección, sin limitarse a enseñar el modo de 
actuar para que la acción que se pretende no llegue a pecado. Hacen falta 
canonistas que ayuden y orienten al legislador con sus construcciones sistemá- 
ticas y con sus propuestas de corrección, aunque sin lanzarse a usar el "ius 
condendum" como si fuera *ius conditum". Hagamos aplicadores del Derecho 
que obedezcan a la ley con sentido sobrenatural, como quien obedece a Dios, 
y que orienten a los hombres por el camino de la virtud v del cielo. Así dare- 
mos gloria a Dios y salvaremos al mundo." 


Así terminaron las sesiones de estudio de la V Semana de Derecho Canónico. 
A todos los que tuvimos la dicha de asistir a ella nos dejó renovado y ac- 
tuante en el alma el viejo juicio cervantino sobre Salamanca, “que enhechiza 
la voluntad de volver a ella a los que de la apacibilidad de su vivienda han 
gustado". Pero esta vez no era sólo la hospitalidad salmantina la que nos 
dejaba enhechizados; era también la honda satisfacción de haber podido com- 
probar que “omnium scientiarum princeps iterum Salmantica docet”. 


Luis Maria DE LARREA LEGARRETA 


Profesor en el Seminario de Vitoria 


NECROLOGICA 


EL REVERENDÍSIMO P. MANUEL SUÁREZ, O. P. 


El 30 de junio de este año falleció el reverendísimo P. MANUEL SUÁREZ, Maes- 
tro General de la Orden de Santo Domingo, víctima de un accidente de auto- 
móvil ocurrido en el pueblo de Salses, cerca de Perpiñán (Francia), cuando se 
dirigía a España para presidir un Capítulo Provincial que debía celebrarse en 
el Convento de Las Caldas de Besaya (Santander) los primeros días de julio. 

Había nacido el P. SUÁREZ en el pueblo de Herías (Asturias) el 5 de noviem- 
bre de 1895. 

Ingresó en la Orden de Santo Domingo el año 1913 e hizo profesión el 30 de 
agosto del año 1914. 

Cursó las Humanidades y la Filosofía en el Convento de Corias (Asturias), 
y la Teología, en el célebre Convento de San Esteban, de Salamanca, donde ter- 
minó la carrera ordinaria brillantemente el año 1921, confiriéndosele el grado 
de Lector en Sagrada Teología. 

Ese mismo afio fué enviado por los Superiores a Roma, para que en el Cole-- 
gio Angélico hiciera los estudios y se doctorase en Derecho canónico, como efec- 
livamente lo realizó, obteniendo siempre las notas supremas. 
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Vuelto a España, enseñó dos años Etica y Derecho natural en el Convento de 
Corias, al cabo de los cuales fué de nuevo llamado a Roma, para encomendarle 
una cátedra de Texto en la Facultad de Derecho Canónico del Colegio Angélico, 
la cual regentó hasta el afio 1946, en que fué elevado a la Magistratura Suprema 
de la Orden, en cuyo cargo le sorprendió la muerte. 

Al prineipio de su profesorado en el Colegio Angélico estudió Derecho ro- 
mano en el Apolinar, doctorándose también en el mismo 

Después asistió a las prácticas de estudio en la Sagrada Congregación del 
Concilio y en la Rota Romana. 

Fué Decano en la Facultad de Derecho Canónico del Colegio Angélico du- 
rante nueve anos. A continuación le nombraron Rector Magnifico del mismo 
centro y Superior de la Comunidad en él establecida, desempeñando ambos car- 
gos hasta el año 1946, en el que, según hemos dicho, fué elegido Maestro Ge- 
neral de la Orden. 

Por sus relevantes dotes de talento y prudencia fué muy apreciado en las 
Sagradas Congregaciones, que le encomendaban múltiples negocios. También, 
actuó asiduamente como abogado en el Tribunal de la Rota Romana. 

Esto hizo que su producción literaria no haya sido tan copiosa como, dado 
su extraordinario talento y sus vastos conocimientos, hubiera podido ser, a no 
habérselo impedido tales ocupaciones y los cargos que desempefió dentro de la 
Orden. 

Colaboró en las revistas “La Ciencia Tomista”, “Angelicum” y en algunas 
otras. Además, el año 1931, publicó la obra titulada De remotione parochorum 
aliisque procesibus tertiae partis libri IV Cod. Iur. Can., que fué recibida con 
gran aplauso. 

Se le consideraba y estimaba como uno de los mejores canonistas de nues- 
tros tiempos. 

Era miembro del Consejo Superior de Investigaciones Científieas y Doctor 
"honoris causa" por muchas Universidades. 

El Gobierno español habiale condecorado con la Gran Cruz de la Orden de 
Isabel la Católica. 

Descanse en paz el amadísimo P. SuÁnEZ y que desde el cielo, donde confia- 
mos se hallará, continüe favoreciendo a nuestra Orden, por la que tanto se sa- 
erificó, y ayudando a toda la Iglesia, de la cual se mostró siempre hijo sumiso 


y fidelísimo servidor. 
Fn. SABINO ALONSO; 0. D. 


EL IV CONGRESO INTERNACIONAL DE DERECHO COMPARADO 


La Academia Internacional de Derecho Comparado celebró del día 1 al 7 de 
agosto del corriente año 1954 su IV Congreso Internacional, reuniendo a más 


de 300 juristas, venidos de todo el mundo. 
Dentro del programa, vastísimo, nos referiremos únicamente a la Sección de 


- Derecho Canónico, Sección que no presentó propuesta ninguna de acuerdo a la 


Asamblea, si bien sus componentes manifestaron la aspiración de crear un 
Instituto de Derecho Canónico Comparado, para lo que el Instituto Católico de 


París ofreció todas las facilidades. 
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Damos a continuación los temas tratados y eus respectivos relatores generales: 
4. El orden canónico ante el Estado. 
Relatores generales: M. Daniel E. O'Brien, Consejero jurídico, Los Angele: 
(California, U. S. A.); reverendo Kenneth R. O'Brien, Vicecanciller de la Curia 
Diocesana de Los Angeles (California, U. S. A.), y Prof. Canónigo Guillermo On- 
clin, de la Universidad de Lovaina (Bélgica). 
2. Contribución de los canonistas a las más antiguas doctrinas del Derecho 
internacional privado. 
Relatores generales: Prof. Canónigo Charles Lefevbre, del Instituto Cató- 
lico de París, y Prof. Canónigo Guillermo Onclin, de la Universidad Católica de 
Lovaina (Bélgica). 
3. La indisolubilidad del matrimonio en el Derecho de las Iglesias cristianas. 
Relatores generales: Canónigo Pedro Andrieux Guitrancourt, Decano de 'a 
yn Facultad de Derecho Canónico del Instituto Católico de París; Prof. Hans Lier- 
: mann, de la Universidad de Erlangen (Alemania) y Prof. Brendan F. Brown, de 
"y sla Universidad Católica de América (Washington). 
=, Bajo este título se estudió la indisolubilidad del matrimonio en la Iglesia 
católica, en la Iglesia anglicana, en las confesiones protestantes (luterana y cal- 
vinista) y en la Iglesia griega ortodoxa desde 1914. Legislación, doctrina y 


i "A jurisprudencia. 

PAT 4. La autoridad y la jurisdicción de los Sinodos, de los Patriarcas y de las 
D Iglesias autocéfalas de la Iglesia griega ortodoza. 

EI Relatores generales: Dr. Aquiles C. Emilianides, abogado en Nicosia (Chipre), 
DÌ y Prof. Arnoldo Bertola, de Turín (Italia). 

Wm. : 5. Relaciones jurídicas de los esposos en el matrimonio y la familia en el 
y Derecho canónico y en el Derecho civil. 

" x Relatores generales: Prof. Canónigo Santiago Denis, del Instituto Católico 
E de París y Vicario general de Sens; Prof. Dr. Klaus Morsdorf, Director del 
fei Instituto Canónieo de la Universidad de Munich (Alemania), y Prof. Jamea 


E. Risk, S. L, de la Pontifieia Universidad Gregoriana de Roma. 


IT CONGRESO PENAL Y PENITENCIARIO HISPANO-LUSO-AMERICANO 
Y FILIPINO (SAO PAULO [BRASIL], 20-25 ENERO 1955) 


Este Congreso, convocado por el Instituto Penal y Penitenciario del mismo 
nombre (avenida de los Reyes Católicos, Ciudad Universitaria, Madrid), que, ya 
celebró su I Congreso, en Madrid, en 1952, reunirá a destacados especialistas 
de lenguas ibéricas, que tratarán de temas tan interesantes como Código Penal. 
único, Delincuentes habituales, Trabajo penitenciario, Prisión-escuela, Patrona.- 
to penitenciario y postpenitenciario, Ampliación de atribuciones de los Tribu- 
nales de Menores, Estudio jurídico-penal y penitenciario del indio, Unificación 
de la terminología psiquiátrica en las leyes penales, Anteproyecto de acuerdo 
ibero-americano sobre prevención y represión del delito de moneda falsa y Lista 
de infracciones a incluir en los tratados de extradición en el ambiente hispano- 
luso-americano y filipino. 
La presidencia de la Comisión organizadora, encomendada al profesor doctor 
= José Loureiro Junior, se ha establecido en rúa Siete de Abril, 404, 2.° andar 
Sao Paulo (Brasil). | 
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RESUMENES 


MS TUDIEOS : 


LORENZO MIGUÉLEZ DOMÍNGUEZ (Decano de la Rota Española): Las causas matri- 
moniales de separación temporal. Páginas 315 a 354. 


El autor estudia casos matrimoniales referentes a la separación temporal, 
principalmente desde el punto de vista procesal, en relación con el Concordato 
y las leyes civiles españolas. 

Divide su estudio en tres secciones: I. Procedimiento: 1) Legislación del 
Coder. 2) Legislación civil y concordataria—II. Medidas preventivas: 1) La 
justicia y la equidad. 2) El Derecho civil español. 3) La norma concordataria.— 
HI. Resolución procesal definitiva: 1) Tenor de la resolución. 2) Efectos de la 
resolución. 3) Cesación de la separación. 


JOsÉ Ríus SERRA (Archivero de la Sagrada Congregación de Ritos): El Decreto 
sobre el alcance del artículo 6° del Concordato. Páginas 353 a 378. 


SUMARIO : 


~ I Texto del Decrelo.—II. El artículo VI. del Concordato.—III. Las preces en 
el Canon y en los días del Viernes y Sábado Santos.—IV. La Colecta “Et famu- 
los".—V. Fórmula definitiva de la Colecta—-VI. Supresión del inciso “et cap- 
tivos".—VII. La Colecta “Et famulos" en Portugal-—VIII. La Colecta “Et famu- 
los” en América.—IX. Oposición a la Colecta.—X. Comentario al Decreto del 6 de 
julio de 1954 de la Sagrada Congregación de Ritos. 


JUAN MARTÍN SEMINARIO (Profesor en el Seminario de Pamplona): El fuero de 
los clérigos en el Concordato español. Páginas 379 a 393. 


SUMARIO : 


Introducción.—Antecedentes.—Disciplina del Codex.—Concordato español.— 
El privilegio del fuero en el actual Concordato.—Delitos eclesiásticos.—Delitos, 


eiviles. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


Tomás García BARBERENA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de | 


Salamanca): Comentario al “Motu proprio” por el que se suprimen algunas 
palabras del canon 2.319, $ 1°, 1. Páginas 405 a 412. 


El autor declara que no intenta analizar el canon 2.319, sino únicamente 


- apuntar las consecuencias doctrinales que se derivan de la supresión de la re- 
_ ferencia al canon 1.063, $ 1.”, que hasta ahora contenía el canon 2.319 en el 


- numero 1 de su párrafo 1.° 


"ah 


— 659 — 


|... 23.—DERECHO CANONICO 
A A 


1 


RESUMENES 


SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca): Las Federaciones de los monasterios de monjas. Páginas 413 


a 428. 


SUMARIO: 

1) Antecedentes de la Constitución Apostólica Sponsa Christi. 
2) La Sponsa Christi y la Instrucción Inter praeclara. 

3) Aplicación de las mismas y sus consecuencias. 

4) Naturaleza, extensión, fines y ventajas de las Federaciones. 
5) Los Delegados y sus atribuciones. 

6) Los Estatutos. 


CARLOS LEFEBVRE (Catedrático en el Instituto Católico de Paris): Le Décret 
d'érection du Vicariat aur Forces armées en France (Etude comparative sur 
Aumônerie militaire). Páginas 429 a 449. 


SUMARIO: 

Introducción. 

I. Organización general de la Capellanía: 1) E: Vicario de los Ejércitos. 
2) Los Capellanes directores. 3) Los Capellanes militares. 

Ii. Los sujetos al Vicario de los Ejércitos: 1) Los sacerdotes Capellanes. 
2) Los militares o asimilados. 3) Los fieles que habitan en algunos lugares. 
4) Otras personas. | 

III. Relaciones con los Ordinarios del lugar: 1) En cuanto a los Capellanes 
militares. 2) En cuanto a los terrenos, residencias o guarniciones enteramente 
militares. 3) En euanto a las ceremonias. 

IV. Facultades de los Capellanes en materia de matrimonio y de penitencia: 
1) Asistencia al matrimonio. 2) Jurisdicción para oír confesiones. 

Gonelusión. 


ARTURO ALONSO LoBo, O. P. (Catedrático en la Facultad Teológica de San Este- 
ban, Salamanea): Instrucción Pontificia sobre el ministerio castrense de los 
religiosos sacerdotes. Páginas 451 a 466. 


SUMARIO: 

I. Texto de la Instrucción.—II. Causas que motivaron este documento apos- 
tólico.—IIT. Comentario: 1) Carácter interino de estas normas. 2) Precauciones 
generales. 3) Situación canónica de los Capellanes religiosos. 4) Práctica de la 
vida común. 5) Observancia de los tres votos. 6) Privilegio litúrgico. 


José Luis SANTOS Díez (Profesor en el Seminario de Granada): La nueva ley 
sobre arbitrajes y su repercusión canónica. Páginas 471 a 485. 
SUMARIO: 
I. Texto de la ley AI. Ley canonizada.—III. Relieve de la ley.—IV. Procedi- 
miento adoptado: 1) La cláusula eompromisoria. 2) El compromiso arbitral. 
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3) Dación y recepción del árbitro. 4) Procedimiento arbitral.— V. Repercusiones 
canonicas: Cualidades de los árbitros; tribunal arbitral; tribunal eclesiástico 
competente; materia del arbitraje; remedios contra la sentencia arbitral. 


RAMÓN GARCÍA LOPEZ: El derecho a alimentos en el caso de separación de los 
cónyuges. Páginas 487 a 493. 


Comenta el autor la sentencia del Tribunal Supremo espaíiol de 13 de octu- 
bre de 1953 relativa al derecho de alimentos que pueda tener la mujer separada 
de su marido, siendo ella culpable de esta separación. Apartándose de alguna 
sentencia anterior, que el autor reproduce, el Tribunal proclama la no obliga- 
toriedad de los alimentos en este caso. 


NOTAS 


A. M. STICKLER, S. D. B.: /ntorno a una nuova storia del Diritto canonico. Pá- 
ginas 497 a 506. 


La publieación del primer volumen de la Geschichte des Kirchenrechts, de 
WILLIBALD M. PLOCHL, ofrece al autor ocasión de examinar ampliamente dicho 
volumen, sugiriendo aquellos petfeccionamientos que podrían introducirse en 
los otros volúmenes de esta misma obra. 


LORENZO MIGUÉLEZ DoMíNGUEZ (Decano del Tribunal de la Rota Española): Los 
matrimonios civiles durante la República. Páginas 507 a 513. 


El autor de esta nota canónica somete a critica el libro que, con el mismo 
título, publicó recientemente L. pEL AMO, cuyo criterio comparte en cuanto a la 
no oportunidad de dictar una norma legislativa, de tipo general, mediante la 
cual se declaren nulos o disolubles los matrimonios civiles celebrados al amparo 
de la ley republicana; pero discrepa totalmente de él en cuanto a la interpre- 
tación y consiguiente aplicación del Concordato español de 1953 a la legislación 
civil que ha de reformarse. 


LAUREANO Pérez MIER (Canónigo doctoral de Palencia): Dos obras de Derecho 
concordatario. Páginas 515 a 528. 
El autor estudia detenidamente dos obras de Derecho concordatario últi- 
mamente aparecidas, que son la de CASORIA: Concordati e ordinamento giuridico 


internazionale, y la de José IGNACIO LARREA: La Iglesia y el Estado en el Ecua- 
dor, haciendo las observaciones críticas que su leetura detenida le ha sugerido. 
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ILDEronso Prieto Lopez (Auditor de la Rota Española) : Sentencias de la Sagra- 
da Rota Romana del año 1944. Páginas 529 a 532. 


Gon ocasión de la reciente publicación del volumen de las sentencias de la 
Rota Romana dictadas durante el año 1944, el autor examina la doctrina conte- 
mida en algunas de las más importantes, deteniéndose, en especial, en la que se 
contiene en las referentes a causas en las que se alegaba la existencia de fuerza 
e miedo. 

Da también el autor los datos generales referentes al número de sentencias, 
su clasificación por capítulos de nulidad matrimonial alegados y todos los demás 
que puedan contribuir a dar una exacta idea del volumen examinado. 


RICARDO NÚÑEZ DEL OLMO (Párroco de Santiago, Valladolid): Sobre el párrafo 
tercero del canon 476 del “Codex Iuris Canonici". Paginas 533 a 550. 


SUMARIO : 


Notas históricas.—El canon obliga a oír al párroco.—Gravedad de la obliga- 
sión —Significado del verbo “oír”.—¿Cuándo es ilícito el nombramiento del 
eoadjutor?—No hay costumbre legítima contraria—¿Es válido el nombramiento 
sin el “audito parocho”?—Conclusión. 


TIMÓTEO UrQuUIRI (Profesor en el Teologado Cordimariano de Zafra): Binactón 
en días ordinarios a favor de Comunidades religiosas. Páginas 551 a 560. 


La Santa Sede ha comenzado a conceder con facilidad, a los Ordinarios dei 

lugar que lo solicitan, la autorización para que puedan binar en favor de las 

| Gomunidades religiosas que de otro modo carecerian de misa en días ordinarios. 

Para apreciar en su valor esta nueva concesión, el autor examina la legislación 

actual sobre la binación, los antecedentes que existían y los motivos que la 
hacían aconsejar. 


FERMÍN DEL CAMPO, C. M.: De Sanctissima Eucharistia in Episcoporum oratoriis 
asservanda (Dictamen). Páginas 561 a 563. 


x 


Habiéndose promovido en Filipinas la cuestión de si es lícito a los Obispos, 
sin un peculiar rescripto, tener reservada la Santísima Eucaristía en sus ora- 
torios, el autor se pronuncia en sentido afirmativo, y confirma esta opinión por 
el estudio del Código de Derecho Canónico, por el uso comün y por los absurdos 

«que de la opinión contraria se seguirían, y responde a las objeciones propuestas. 
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LAURENTIUS MIGUELEZ (Decanus Tribunalis Rotae Hispanicae): De causis matri- 
monialibus separationis temporalis. Paginae 315-351. 


Auctor causas separationis temporalis tractat, potissimum sub aspectu pro- 
cessuali ad normam Concordati rationeque habita legum civilium hispaniearum. 

Studium tria complectitur eapita: I. De processu: 1) Lex Codicis Iuris Cano- 
nici. 2) Lex civilis neenon et concordata.—II. Cautiones praeviae: 1) Iustitia et 
aequitas. 2) Lex civilis hispanica. 3) Norma concordata.—HI. Definitiva proces- 
sus resolutio: 1) Tenor resolutionis. 2) Resolutionis effectus. 3) Separationis 
cessatio. 


JOSEPH RIUS SERRA (Scriniis Praefeetus S. C. Rituum): Decretum de ambitu ar- 
ticuli sexti Concordati. Paginae 353-378. 


SUMMARIUM : 

I. Textus Decreti.—IL Articulus sextus Concordati.—III. Praeces in Canone 
Missae et in liturgia feriae sextae in Parasceve et Sabbati Sancti.—IV. De collec- 
ta "Et famulos".—V. Collectae forma definitiva.—VI. Comma “et captivos" 
suppressum.—VIT. Collecta in Lusitania.—VIIT. Collecta in America latina.— 
IX. Commentarius ad Decretum Sacrae Congregationis Rituum datum 6 iulii 1954. 


lOANNES MARTINUS SEMINARIO (in Seminario dioecesano pampilonensi Magister): 
Forum ecclesiasticum iuxta Concordatum hispanicum. Paginae 379-393. 


SUMMARIUM : 


Introductio.—Notulae historicae.—Disciplina Codicis Iuris Canonici—Con- | 


cordatum hispanicum.—Privilegium fori in Concordato hispanico.—Delicta ec- 
clesiastica.—Delicta civilia. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENCIA COMMENTARIA 


Thomas GARCIA BARBERENA (in Facultate Turis Canonici salmanticensi Anteces- 
sor): Commentarium in “Motu proprio” quo nonnulla verba expunguntur e 
canone 2.319, § 4, numero 1. Paginae 405-412. 


Non intendit auctor explicare canonem 2.319 sed solum consequentias doctri- 
nales innuere que oriuntur e suppressione citationis canonis 1.063, $ 1, quae 
hucusque continebatur in canone 2.319, § 1. numero 1. 


SABINUS ALONSO Moran, O. P. (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi Ante- 


cessor): De Foederationibus monasteriorum monialiwm. Paginae 413-428. 


SUMMARIUM: | 
1) Notulae historicae ad Constitutionem Sponsa Christi. 
2) Constitutio Sponsa Christi et Instructio Inter praeclara. 
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3) Earum praxis et sequelae. 

4) Natura, extensio, fines et commoda Foederationum. 
5) De Delegatis eorumque potestatibus. 

6) De Statutis. 


CAROLUS LEFEBVRE (in Instituto Catholico parisiensi Professor): Decretum erec- 
tionis Vicariatus castrensis gallici (Eius collatio cum consiliariis ecclesiasti- 
cis militum). Paginae 429-449. 

SUMMARIUM : 

Introductio. 

I. Generalis organizatio Cappellaniarum: 1) Vicariatus pro militibus. 
2) Cappellani directores. 3) Cappellani militares. 

Il. De personis quae Vicario castrensi sunt subiectae: 1) Cappellani sacer- 
dotes. 2) Ii qui militaribus assimilantur. 3) Christifideles qui in quibusdam locis 
commorantur. 4) Aliae personae. 

III. Relationes eum Ordinarii loci: 1) Quod attinet ad Cappellanos militares. 
2) Quod attinet ad loca, militum sedes vel castra ex toto militaria. 3) Quod atti- 
net ad liturgiam. 

IV. Cappellanorum facultates in re matrimoniali et poenitentiali: 1) Fa- 
cultas assistendi matrimoniis. 2) Iurisdictio confessionibus audientis. 

Conclusio. 


ARCTURUS ALONSO LOBO, O. P. (Professor in Facultate Theologica Saneti Stepha- 
ni salmanticensi): Instructio Pontificia de ministerio castrensi religiosorum 
sacerdotum. Paginae 451-460. 


I. Textus Instructionis.—II. Quibus causis motivis fuerit Decretum latum.— 
III. Commentarius: 1) Normae sunt transitoriae. 2) Dispositiones generales. 
3) Canonicus status Cappellanorum militum. 4) Vitae communis praxis. 5) Trium 
votorum observatio. 6) Privilegium liturgicum. 


IosgPH ALOYSIUS SANTOS Diez (in Seminario granatensi Professor): Nova lex de 
compromisso in arbitros etusque sequelae canonicae. Paginae 471-485. 


SUMMARIUM : 


. L Textus novae legis.—II. Legis receptio in Iure canonico.—III. Legis elu- 
cidatio et momentum.—IV. Processus: 1) Clausula de compromisso in arbitros. 
2) De ipso compromisso. 3) Arbitri datio et receptio. 4) Modus procedendi.— 
V. Sequelae canonieae: Arbitrorum qualitates; tribunal arbitrale; tribunal ec- 
clesiasticum competens; arbitrii materia; remedia contra sententiam arbitralem.. 
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RAYMUNDUS GARCIA LOPEZ: Jus alimentorum in coniugum separatione. Pagi- 
nae 487-493. 


Obiectum huius commentarii est sententia Supremi Tribunalis hispanici 
die 13 octobris 1953 lata cirea ius alimentorum uxori a viro legitime separatae 
competens, si separatio a iudice decreta fuerit ob culpam ipsius uxoris, Rece- 
dens a nonnullis anterioribus sententiis, quas auctor memorat, Tribunal statuit 
uxorem in proposito casu iure alimentorum orbatam esse. 


NOTAIE 


A. M. STICKLER, S. D. B. (in Pontificio Athenaeo Salesiano taurinensi Professor): 
Nova historia Iuris canonici. Paginae 497-506. 


Recenter WiLLIBALD PLócHL publici iuris fecit primum volumen suae Ges- 
chichte des Kirchenrechts. Hoc opus auctor copiose recenset indicans simul mu- 
tationes suo iudicio in ceteris voluminibus inducendas quibus opus perfectius 
castigatiusque fiat. 


LAURENTIUS MIGUELEZ DoMiNGUEZ (Decanus Tribunalis Rotae Hispanicae): Ma- 
trimonia civilia sub Republica inita. Paginae 507-513. 


Auctor huius notae canonicae crisi subiicit eiusdem tituli librum, in lucem 
recens editum a L. DEL Amo, cui adsentitur circa non opportunitatem normam 
legislativam generalem edendi, qua nulla aut disolubilia declarantur matrimonia. 
civilia sub auspiciis legis republieanae inita; at ab eodem penitus discrepat, ad 
interpretationem Concordati hispanici anni 1953 quod attinet subsequentemque 
eiusdem applicationem legibus civilibus reformandis. 7 


LAUREANUS PEREZ MIER (Canonieus doctoralis palentinus): Duo opera Iuris con- 
cordatarii. Paginae 515-528. 


Auetor recenset duo opera Iuris concordatarii recenter edita: unum cui 
auctor est CAsorIa: Concordati et ordinamento giuridico internazionale, et al- 
terum a IOSEPH IGNATIO LARREA conscriptum: La Iglesia y el Estado en el Ecua- 

H dor. In utrumque opus, nava lectione perpensum, criticas adnotationes exarat. 


ILDEPHONSUS PRIETO Lopez (Auditor Rotae Hispanicae): Sententiae latae a 
Sacra Romana Rota anno 1944. Paginae 529-532. 
È; SUMMARIUM: ; 
k Novo volumine decissionum seu sententiarum Sacrae Romanae Rotae recen- 
x ter edito quo sententiae continentur latae durante anno 1944, auctor quasdam : 
e praestatioribus sententiis dilucidat, eas maxime quae causas finiunt nullitatis. È 
matrimonii ex capite vis et metus. | ay 
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Praeterea auctor refert sententiarum numerum, eas distribuit in sectiines 
pro diversis capitibus nullitatis matrimonii allatis, aliaque ad volumen cognos- 
cendum utilia. 


Ricarpus NUÑEZ DEL OLMO (Parochus Sancti Iacobi, dioecesis vallisoletanae): 
De paragrapho tertia canonis 476 Codicis Iuris Canonici. Paginae 533-550. 


SUMMARIUM : 


Notae historicae .—Canon obligat ad audiendum. parochum.—Obligationis 
gravitas.—Quid verbo “audire” veniat.—Quando vicarium eooperatorem consti- 
tuere non lieeat.—Legitima consuetudo contraria non existit.—Sitne valida vi- 
carii cooperatoris nominario non audito parocho.—Conclusio. 
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TIMOTHEUS UrQUIRI (Professor in Colegio Cordimariano ad Zafra): Binatio mis- 
sarum diebus feriatis im favorem Communitatum religiosarum. Paginae 
551-560. 


‘Sancta Sedes iam absque difficultate concedit, patentibus Ordinariis loco- 
rum, facultatem permittendi Missae binationem in favorem Communitatum reli- 
giosarum quae aliter Missa diebus ordinariis privarentur. Quo plenius haec nova 


| concessio intelligatur, auctor exponit ius vigens de binationibus, historica ante- 


= eedentia novarum concessionum atque motivas rationes quae has concessiones 
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suadent faciendas. 


SYN . 
[y ME  FrRMINUS DEL CAMPO, C. M.: De Sanctissima Eucharistia in Episcoporum orato- 
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50 riis asservanda. Paginae 561-563. 


. . Proposita quaestione in insulis Philippinis, an Episcopis, sine peculiari res- 


 eripto, in suos oratoriis Sanetissimam Eucharistiam custodire liceat, auctor 
sententiam affirmativam sustinet, quam fulcit in Codice Turis Canonici, in praxi 
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LORENZO MIGUELEZ DOMÍNGUEZ (Dean of the Spanish Rota): Matrimonial cases of 
temporary separation. Pages 315-351. 


The author studies matrimonial cases dealing with temporary separation, 
principally from the point of view of the process, in relation to the Concordat 
and the Spanish civil law. He divides his study into three sections: 

I. Procedure: 1) The Code legislation. 2} The civil and concordat legislation.— 
II. Preventive measures: 1) Justice and equity. 2) The Spanish civil law. 3) The 
concordat legislation—III. The definitive process resolution: 1) The tenor of 
the resolution. 2) Effects of the resolution. 3) Cessation of the separation. 


JOSÉ Rius SERRA (Archivist to the Sacred Congregation of Rites): The Decree 
concerning the application and extent of article 6 of the Concordat. Pa- 
ges 353-378. 


SUMMARY : 


I. The text of the Decree.—II. Article 6 of the Concordat.—III. The prayers 
in the Canon and on Good Friday and Holy Saturday.—IV. The Collect “Et 
famulos".—V. The definitive formula of this Collect.—VI. Suppression of the 
phrase “et captivos”.—VII. The Collect in Portugal.—VIII. The Collect in Ame- 
rica.—IX. Opposition to the Collect.—X. Commentary on the Decree of the 
6th of June 1954 of the Sacred Congregation of Rites. 


JUAN MARTÍN SEMINARIO (Professor in the Seminary of Pamplona): The clerical ~ 


forum in the Spanish Concordat. Pages 379-393. 


SUMMARY: 


Introduction.—Hietorical background.—The discipline of the Gode.—The 
Spanish Concordat.—The privilege of the forum in the Spanish Concordat.— 
Ecclesiastical crimes.—Civil crimes. 


COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


Tomás GARCÍA BARBERENA (Professor in the Faculty of Canon Law, Salamanca) : Mar 


. Commentary of the “Motu proprio” which suppressed certain words of ca- 
non 2.319, 1, 1. Pages 405-412. 


The author declares that it is not his intention to examine canon 2.349 ia 
detail, but merely to note the doctrinal consequences which follow from the 


suppression of the reference to canon 1.063, 1, which was, until now, contained: 


in eanon 2.319, in number 1 of paragraph 1. 
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SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Professor in the Faculty of Canon Law, Salaman- 
ca): The Federations of monasteries of nuns. Pages 413-428. 


SUMMARY : 

Antecedents of the Apostolic Constitution Sponsa Christi. 
Sponsa. Christi and the Instruction Inter praeclara. 
Application of these and its consequences. 

Nature, extent, purposes and advantages of the Federations. 
The Delegates and their qualifications. 

The Statutes. 
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CARLOS LEFEBVRE (Professor in the Catholic Institute, Paris): Le Décret d'érec- 
tion du Vicariat aux Forces armées en France (Etude comparative sur 
lAumónerie militaire). Pages 429-449. 


Introduction. 


SUMMARY : 


I. Organization of the Chaplaincy: 1) The Vicars general of the armed For- 
ces. 2) The Chaplain directors. 3) Military, Chaplains. 

Il. The subjects of the military Vicars general: 1) The priest Chaplains. 
2) The soldiers or assimilated members. 3) The faithful who live in certain 
areas. 4) Other persons. 

II. Relations whit the Ordinaries of the areas: 1) With reference to the 
military Chaplains. 2) With reference to territories, residences or entirely 
military garrisons, 3) With regard to ceremonies. 

IV. Faculties of the Chaplains with reference to marriage and penance: 
1) The assistance at marriages. 2) Jurisdiction for hearing confessions. 

Conclusion. 


ARTURO ALONSO Loso, O. P. (Professor in the Faculty of Theology of San Este- 


ban, Salamanea): Pontifical Instruction on military ministery of religious 

priests. Pages 451-466. 

SUMMARY: 

I. The text of the Instruction.—IT. Causes which inspired this document.—. 
III. Commentary: 1) Temporary character of these norms. 2) General precau- 
tions. 3) The canonical position of military Chaplains who are religious. 4) Prac- 


. tice of the common life.—5) Observance of the three vows. 6) Liturgical pri- 


vilege. 


José Luis Santos Díez (Professor in the Seminary of Granada): The new law: 
on arbitration and its canonical repercussions. Pages 471-485. 


- SUMMARY: i 


I. The text of the law.—II. The canon law.—III. The reason for the law.— 
IV. The procedure adopted: 1) The compromisory clause. 2) Compromise arbi- 


tration. 3) The giving and receiving of the arbitrator. 4) The arbitration pro-- 
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cedure.— V. Canonical repercussions: The qualities of the arbitrator; the arbi- 
tration tribunal; the competent ecclesiastical tribunal; the matter of the 
arbitration; remedies against the arbitration sentence. 


RAMÓN GARCÍA LÓPEZ: The right to maintenance in the case of marriage separa- 

tion. Pages 487-493. 

The author comments on the decision of the Supreme Court of Spain of 
the 13th of October, 1953, relating to the right to maintenance which a woman 
may have onee she is separated from her husband, even though she has been 
the cause of the separation. Departing from some former decisions the Court 
proclaims that thene is no obligation of providing maintenance in such cases 
and its decision is commented on by the author. 


NOTES 


A. M. STICKLER, S. D. B. (Professor in the Pontifical Salesian Atheneum, Turin): 
Intorno a una nueva storia del Diritto canonico. Pages 497-506. 


The publication of the first volume of Geschichte des Kirchenrechts, by 
WILLIBALD M. PLOCHL, gives the author an opportunity of examining this volume 
earefully in order to suggest those changes which could, with advantage, be 
introduced in subsequent volumes of the same work. 


LORENZO MIGUÉLEZ Dominguez (Dean of the Spanish Rota): Civil marriages 
during the Republic. Pages 507-513. 


In this note the author criticises a book by L. DE Amo which has been re- 
cently published under the title of this article. He agrees with the writer of 
the book with regard to the inadvisability of making any general legislation 
by which the marriages celebrated before civil magistrates under the protection 
of the Republic would be declared null or at least dissoluble. But he does not 
agree with the writer of the book concerning the interpretation and the conse- 
quent application of the Spanish Concordat of 1953 to the civil legislation which 
has to be reformed. 


LAUREANO PÉREZ MIER (Doctoral of Palencia): Two works on the Concordat Le- 
gislation. Pages 515-528. 


The author studies in detail two works on the Concordat Legislation which 
have appeared recently. One is a work by Casoria: Concordati € ordinamento 


giuridico internazionale, and the other is by JOSÉ IGNACIO LARREA, entitled La 


Iglesia y el Estado en el Ecuador. The author makes critical observations on 


| these works as a result of his' detailed study of them. 
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ILDEFONSO PRIETO Lopez (Auditor of the Spanish Rota): The decisions of the 
Roman Rota for 1944. Pages 529-532. 


A volume containing the decisions of the Roman Rota given in 1944 has just 
been published. The author examines the doctrine contained in the most impor- 
tant of these decisions, especially that implied in the marriage causes in which 
force or fear have been alleged as.causes. 

The author also gives the general data concerning the number of decisions, 
their classification under headings of the causes brought forward for nullity 
and other information which gives an exact idea of the contents of the volume 
in question. 


RICARDO NÚÑEZ DEL OLMO (Parish Priest of Saint James, Valladolid): Concerning 


paragraph 3 of canon 476 of “Codex Iuris Canonici". Pages 533-550. 

SUMMARY : 

Historical notes.—Canon lays down as an obligation that the parish priest 
should be heard.—Gravity of the obligation.—The meaning of the verb "to be 
heard".— When is the appointment of a coadjutor illieit?— There is no legiti- 
mate custom contrary.—Is the appointment valid without the “audito paro- 
cho” ?—Conelusions. 


TIMOTEO URQUIRI (Professor in the Theological Faculty of the Claretians, Za- 
fra): Binating on ordinary days in favour of religious Communities. Pa- 
ges 551-560. 


The Holy See has begun to grant with ease to those Ordinaries who ask for 
it the faculty of permitting bination in favour of religious Communities who 
would otherwise not have Mass on ordinary days. In order to appreciate the 
value of this new concession the author examines the present legislation on bi- 
nation, its history and the motives which promted it. 


FERMÍN DEL CAMPO, C. M.: De Sanctissima Eucharistia in Episcoporum oratoriis 
asservanda. Pages 561-563. 


Since the question has been raised in the Philipines as to whether it is licit 


for Bishops, without a special rescript, to reserve the Blessed Sacrament in 


their oratories, the author studies this question and decides it in the affirma- 


; tive. He confirms this opinion by a study of the Code of Canon Law, by common | 
use and by the absurdities which would follow from the opposite opinion. He — 


also replies to the objections which have been raised against his theory. 
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